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Resumen y Abstract  IX 
 
Resumen 
Durante los 21 años que abarca esta investigación, la agenda social de movilización en Colombia 
presentó transformaciones constantes al ritmo de los vaivenes del conflicto social de carácter 
armado. La defensa de la vida y la resignificación de lo justo, han llegado a ocupar un lugar central 
en las protestas y, a la par de las necesidades económicas insatisfechas, se abren camino en medio 
de una multiplicidad de demandas que implican lo político, lo cultural y lo simbólico. Allí emergen 
las luchas por los DD.HH., en un escenario en el que la legitimidad de los diferentes gobiernos fue 
confrontada por su compromiso en la violación de los derechos y las garantías ciudadanas. Lo que 
podría describirse como un proceso colombiano, se repitió en casi todos los países latinoamericanos 
durante la segunda mitad del siglo XX. Los DD.HH. que habían pasado inadvertidos tanto para los 
Estados como para los ciudadanos durante por lo menos una década (luego de su declaración en 
1948), comenzaron a configurarse como mecanismos de defensa en un escenario urgente. La 
protección de la vida, la paz y la democracia, convirtieron a estos derechos en un horizonte de lucha 
que le permitió a los sectores subalternos -fortalecidos gracias a la interacción con diferentes sectores 
sociales, políticos y económicos- entrar en disputa con interpretaciones institucionales restrictivas. 
 

























During the 21 years covered by this research, the social mobilization agenda in Colombia had 
constant transformations according to the ups and downs of social and armed conflict. Defence of 
life and the restructuring of justice concepts have occupied a central place in protests and, along 
with the unsatisfied economic needs of the population, make their way through a multiplicity of 
demands that involve the political, cultural and symbolic spheres. In this context, human rights' 
struggles emerge. In a scenario where the governments' legitimacy has been challenged due to their 
responsibilities in the violations of citizens' rights and guarantees. What could be described as a 
Colombian process was repeated in almost all Latin American countries during the second half of 
the 20th century. Human Rights that had gone unnoticed by both states, and citizens for at least a 
decade (after the Humans Right Declaration in 1948), began to be used as defence mechanisms in a 
desperate scenario. Life protection, peace, and democracy transformed human rights into a 
opportunity of struggle, allowing subalternate sectors, which strengthened as a result of their 
relationships with different social, political and economic sectors, to enter into a dispute for human 
rights in a restrictive institutional interpretation of those rights. 
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A partir de en la segunda mitad del siglo XX la historiografía sobre los cambios en la 
movilización social y los repertorios de protesta se ha desarrollado principalmente en 
perspectiva del análisis de la apertura de nuevos escenarios de disputa, en los que la 
definición de los valores sociales y la resignificación simbólica juegan un papel 
determinante. De esta manera, durante los últimos 15 años se ha experimentado en Colombia 
un creciente número de investigaciones sobre la acción colectiva, que enfatizan en el análisis 
de las transformaciones de la lucha de clases, hacia las resistencias por causas de género, 
orientación sexual, cuestiones étnicas, ecologistas, entre otras -más allá del evidente interés 
por estudiar las trayectorias de los actores armados que han intervenido en el conflicto 
social-.  
Los análisis sobre la transformación de la acción colectiva en el país han estado ligados a la 
existencia de un conflicto armado que se ha extendido por más de 50 años y que 
evidentemente ha determinado el desarrollo de la protesta social y la reacción ante ella. 
Durante este periodo, Colombia ha visto emerger nuevas formas de organización, cuyo 
papel, reivindicaciones y repertorios de resistencia empleados, han fluctuado a la par de las 
dinámicas de agudización y distensión de las confrontaciones. En ese escenario, los 
defensores de derechos humanos (DD.HH.). se han convertido en actores de resistencia 
pacífica y en promotores de la conciencia nacional1 que, organizados en plataformas de 
acción colectiva, reivindican la defensa de la vida y de la dignidad e incluso han llegado a 
 
 
1 Si bien la noción de conciencia colectiva recurre al carácter de unidad entre corpus y voluntad social para 
actuar, a lo largo del texto dicha acepción se extiende a la capacidad transformadora del vínculo entre 
estructuras y relaciones sociales. Vista de esta manera, la acción dirigida a impactar en la conciencia colectiva 
es aquella capaz de: i) incidir en la interpretación de la realidad social; ii) retar el orden social establecido y 
los significados sociales que lo soporta; e, incluso iii) transformar el sistema de valores que orientan el devenir 
de las relaciones sociales. 
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posicionarse al incidir en nuevos escenarios de disputa cultural más allá de su acción de 
denuncia contra las atrocidades cometidas en desarrollo del conflicto armado.  
En medio de tal panorama palpita la inquietud por estudiar la historia de la emergencia y 
trayectoria de los movimientos de defensa de los DD.HH. en Colombia, con base en las 
posibilidades de explicación teórica que permiten comprender el contexto sociopolítico que 
ha favorecido el desarrollo de estas dinámicas de resistencia, pero también la forma en que 
tales movimientos han participado en las tensiones derivadas del interés por otorgar 
significados sociopolíticos a los DD.HH., y al fondo de dicha disputa, la posibilidad de 
resignificar la justicia y con ello, el sistema de valores que guían la vida social. Lo anterior, 
frente a los desplazamientos de los discursos estatales que han pasado, primero, de la 
negación de estos derechos, a su promoción, y segundo, de la estigmatización de los 
defensores de los DD.HH., a su reivindicación. 
La pertinencia de esta investigación radica en la necesidad de comprender las 
transformaciones de la acción colectiva que, desde las décadas de 1960 y 1970, se han 
desarrollado en América Latina a propósito de la recepción de corrientes de pensamiento 
renovadoras de la resistencia y de la protesta social. A pesar de que los análisis sobre los 
movimientos sociales emergentes durante el último cuarto del siglo XX son cada vez más 
abundantes, no sucede lo mismo en cuanto a las investigaciones sobre la movilización social 
en defensa de los DD.HH. en Colombia. Los aún escasos estudios disponibles al respecto se 
caracterizan por atender más a la iniciativa propia de las organizaciones defensoras de estos 
derechos por reivindicar su historia, que a reflexiones académicas sobre los elementos 
sociopolíticos que han marcado su génesis y su desarrollo. Por lo anterior, es necesario 
analizar en perspectiva histórica la contribución de tales movimientos al establecimiento de 
nuevas reivindicaciones sociales, que, en un primer momento, se caracterizan por un uso 
instrumental de los DD.HH. como estrategia de defensa de la vida en un contexto de 
violencia que tiende a generalizarse, siendo este el sello que de una u otra manera identificó 
el cambio de siglo en el país. Así, este análisis de las luchas emprendidas por los defensores 
de DD.HH. reconoce en las demandas por el respeto de la vida y la dignidad, un punto de 
acceso para la emergencia de nuevas reivindicaciones. 
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El estudio de la historia de los movimientos de defensa de los DD.HH. merece ser 
desarrollado de forma sistemática por la academia, cómo puede concluirse fácilmente al 
considerar la centralidad que han ocupado en el transcurso de los últimos cuarenta años de 
la historia nacional. Se busca con esta investigación impulsar la producción historiográfica 
al respecto, como fórmula para comprender el desplazamiento de las motivaciones para la 
acción colectiva hacia escenarios de disputa cultural, en los que construcciones sociales 
como la justicia o el derecho sean vistos, ya no más como algo simplemente dado por las 
estructuras, sino cómo el resultado de las tensiones y las luchas que combinan valores 
culturales y finalidades comunes. Así, se pretende comprender la justicia como escenario de 
disputa cultural, y en ese escenario, a los movimientos de defensa de los DD.HH. como 
actores políticos, que han desarrollado su actividad más allá de las férreas estructuras 
jurídicas creadas por las élites colombianas para mantener el control y la dominación; 
primero, con miras a reconocer su capacidad de convertir dichas estructuras en factor de 
acción colectiva, y segundo, para comprender su capacidad de incidencia en las tensiones y 
conflictos que se derivan de la configuración de la justicia. 
Sin embargo, la importancia de esta empresa no se circunscribe únicamente al desarrollo de 
la academia, además de ello, se pretende contribuir a la difusión de la historia de los 
movimientos sociales y su papel en la conciencia nacional, durante un periodo tristemente 
manchado con la sangre de miles de colombianos que han padecido los efectos del conflicto 
social de carácter armado. Es de vital importancia que dentro de ella se reconozcan las 
diferentes reivindicaciones políticas que han quedado ocultas tras la guerra y que han 
contribuido al desarrollo de la defensa de la vida y la dignidad.  
En ese sentido, la presente investigación sienta las bases para una comprensión de la forma 
en que los imaginarios sociales, políticos y culturales han influido en la configuración de 
diversos significados asociados a los conceptos de DD.HH. y de defensor de DD.HH. Y 
adicionalmente, ofrece la posibilidad de reconstruir la historia y preservar la memoria de 
hombres y mujeres que le apostaron a fortalecer la conciencia histórica del país, 
reconociendo que su trayectoria ha fluctuado entre su desconocimiento, exterminio y 
promoción. Así, lo que palpita al interior del presente planteamiento es la posibilidad de 
considerar, en perspectiva histórica, a los DD.HH., a sus defensores y a la justicia misma, 
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como armas a disposición tanto de los sectores subalternos, como de los sectores 
hegemónicos en un escenario de valores en disputa, de cara a los retos actuales que demanda 
la sociedad colombiana ante la renovación de la esperanza de construir caminos hacia la paz 
y las amenazas que le acechan. 
Para alcanzar el propósito planteado, se iniciará la investigación sobre el tema en el año de 
1970, como una forma de reconocer la herencia represiva del Frente Nacional que, a pesar 
de culminar en 1974, dejó una profunda huella en los métodos de control empleados por 
Estado colombiano a la hora de reprimir la protesta social. Fijar en este año el punto de 
partida para esta investigación permite también reconocer el contexto que rodeó la eclosión 
de la que es reconocida como una de las primeras organizaciones defensoras de los DD.HH. 
en el país. Como cierre para el estudio se toma el año 1991, en momentos en que emerge 
una nueva Constitución Política y se fija en ella un catálogo de DD.HH. y de mecanismos 
para su protección, en lo que a simple vista podría considerarse como la materialización de 
las reivindicaciones de los protagonistas de esta historia.  
Los resultados de esta investigación se presentan en cuatro capítulos: el primero de ellos 
dedicado al establecimiento de los referentes teóricos que la irradian y la convierten en una 
apuesta por construir un análisis histórico que reúne, además, herramientas de la teoría de 
los movimientos sociales y de los estudios críticos del derecho. De igual forma, el capítulo 
inicial de esta obra presenta el balance historiográfico construido en torno a las 
investigaciones producidas sobre la movilización social alrededor de la defensa de los 
DD.HH. y la metodología desarrollada de forma sistemática y rigurosa que privilegió el 
estudio de fuentes primarias para construir una narrativa consistente. Los capítulos II, III y 
IV representan los resultados empíricos de la pesquisa desarrollada a partir de tres grandes 






Capítulo 1. Apertura de las 
explicaciones sobre la acción colectiva 
y la resistencia civil a la represión 
estatal 
La apertura a “nuevas” explicaciones sobre la acción colectiva, coincide en América Latina 
con el proceso que algunos autores denominan la tercera fase de desarrollo de la Doctrina 
de la Seguridad Nacional (DSN), fruto de un marcado interés geopolítico por consolidar el 
control de los EE.UU. sobre los países de la región2. Podría afirmarse que el fenómeno de 
la DSN se caracterizó, a grandes rasgos, por la proliferación de regímenes antidemocráticos 
(militares o civiles) que desarrollaron una intensa represión en contra de la movilización 
social, a través de la suspensión de los derechos y las garantías civiles y políticas de los 
ciudadanos3. Prolongación indefinida de los estados de sitio, allanamientos, persecución, 
 
 
2 Francisco Leal divide el desarrollo de la DSN en cuatro etapas: antecedentes, gestación, desarrollo y 
declinación. “La primera corresponde al militarismo suramericano del siglo XX, y en ella se aprecian factores 
que más adelante facilitaron el desarrollo de la Doctrina. La segunda etapa se caracteriza por la creciente 
influencia político-militar de Estados Unidos en América Latina, y se ubica entre los inicios de la Guerra Fría 
y la víspera de la Revolución Cubana. La tercera etapa, marcada por el nacimiento de movimientos insurgentes 
en la región y el desarrollo de un militarismo de nuevo cuño, comienza con dicha revolución y continúa hasta 
la segunda mitad de los años setenta. La etapa final de declinación de la Doctrina se inicia con el gobierno del 
presidente Carter y el cambio en la concepción estratégica estadounidense, y se prolonga con el ascenso de los 
gobiernos civiles en la región hasta la finalización de la Guerra Fría”. Leal, Francisco, “La doctrina de 
Seguridad Nacional: Materialización de la guerra fría en América del Sur”. Revista de estudios sociales 15 
(2003): 76. 
3 “En el marco de la lucha contra la insurgencia, el gobierno colombiano dictó el Decreto 2298 de 1965, 
convertido en legislación permanente a través de la Ley 48 de 1968, por la cual se dio fundamento legal para 
la organización de grupos civiles armados denominados ‘autodefensas’. Dentro de este marco, miembros de 
las fuerzas armadas dotaron de armamento, entrenaron y prestaron apoyo logístico a estos grupos para apoyar 
a la fuerza pública en zonas de conflicto. Informaciones fidedignas proporcionadas a la Oficina del Alto 
Comisionado afirman que aún hoy, existe un vínculo preocupante entre algunos sectores de las élites 
económicas y políticas…”. Comisión de Derechos humanos de la ONU, “Documento E/CN.4/1998/16”, 
Informe del Alto Comisionado para los Derechos Humanos sobre Colombia. Citado en: ASFADDES, Veinte 
años de historia y lucha (Bogotá: Asfaddes, 2003) 28. Sobre los instrumentos utilizados por los Estados 
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detenciones arbitrarias, desapariciones, entre otras expresiones violentas de control, 
marcaron la vida social que caracterizó la segunda mitad del siglo XX; todas, fórmulas de 
pacificación y democratización basadas en la suspensión de derechos y garantías 
individuales y colectivas de los ciudadanos.  
En medio de tal panorama, los catálogos de DD.HH. contenidos en la carta de las Naciones 
Unidas y en la Convención Interamericana de Derechos Humanos -que en América Latina 
habían pasado casi inadvertidas- poco a poco ganaron una gran relevancia en tanto fueron 
convirtiéndose en plataforma para la denuncia de los abusos cometidos por los gobiernos 
autoritarios, pero también por la posibilidad de transformar tales abusos en una plataforma 
de lucha hacia la recuperación y la resignificación de la justicia y la democracia. A partir de 
finales de la década de 1960, desde México hasta la Argentina, aparecen un sinnúmero de 
procesos colectivos que denuncian las arbitrariedades cometidas y que se configuran como 
plataforma de defensa de los DD.HH.4. 
Pues bien, historiar la defensa de los DD.HH. reclama un esfuerzo por comprender esta 
acción, como fruto de un trabajo colectivo de hombres y mujeres que, compartiendo 
condiciones sociales, económicas y políticas concretas, estimularon la acción colectiva 
durante la década de 1970. Dichos actores enfrentaron la represión del establecimiento y se 
vieron privados de las más elementales garantías para su participación política. En esta 
dirección, para el presente estudio se toma como presupuesto la indagación sobre los actores 
que asumieron la defensa de dichas garantías. ¿Quiénes eran estas personas?, ¿cuáles sus 
intereses?, ¿cuáles sus escenarios de acción?, ¿cómo se transformó su manera de actuar?, 
 
 
latinoamericanos para poner en práctica la DSN, ver: Velásquez, Edgar, “Historia de la doctrina de la seguridad 
nacional”. Revista Cuadernos de Sociología 1 (2015).  
4 “Pensar en derechos humanos desde América Latina exige reconocer lo que éstos tienen de ausencia, de 
demandas postergadas, de ofertas modernizantes frustradas y engañosas. Hablamos de derechos desde su 
negación y desde la indignación que moviliza en su búsqueda; desde un conjunto de condiciones institucionales 
que les niegan y postergan; desde un marco de pensamiento que, en no pocas ocasiones, los afirma como 
estrategia para negar la configuración sociocultural de sus habitantes. Con todo, hablar de derechos humanos 
en América Latina también es hablar de su impulso dinamizador de buena parte de sus movimientos populares, 
de una apuesta que logra recoger un horizonte de esperanza que se va concretando en los más diversos campos, 
y que exige las más diversas formas de militancia, a veces desde las formas instituidas de gobierno y a veces 
en contra de ellas”. Gándara, Manuel, “Repensando los derechos humanos desde las luchas”. Revista culturas 
jurídicas 2 (2015).  
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¿quiénes eran sus contrincantes? La respuesta a estas preguntas pasa por la tarea de 
reconocer los cimientos sobre los cuales reposan las “nuevas” explicaciones sobre la acción 
colectiva, materia central de esta investigación.  
En consecuencia, en un primer momento se desarrolla una descripción analítica del 
componente teórico de la investigación, que parte de un ejercicio de reflexión acerca de los 
diferentes abordajes del fenómeno de la acción colectiva entre lo estructural y lo cultural y 
tanto en perspectiva sociológica como histórica. Considerando que el punto de partida de 
esta investigación es, que los defensores de los DD.HH. participan en una contienda por 
resignificar la idea de lo justo, se expondrá la forma en que los debates, entre lo estructural 
y lo cultural, se replican en el campo de lo jurídico, lo que permitirá explicar la sustancia de 
la contienda. A partir de esta disertación inicial se sientan las bases que viabilizan el análisis 
histórico y social de las trayectorias de la defensa de los DD.HH., así como las raíces del 
conflicto cultural en el que actúan (la idea de justicia). Dicho planteamiento abrirá las 
puertas a la presentación de las condiciones sociopolíticas que caracterizan la entrada de los 
DD.HH. en el contexto latinoamericano. 
Señalados los fundamentos teóricos, luego se presenta una breve reflexión sobre los 
antecedentes de producción, tanto historiográfica como sociológica, respecto de la 
movilización social en defensa de los DD.HH. en Colombia. Enfocado en el estudio del 
periodo abarcado (1970-1991), dicho análisis ha sido construido de manera sistemática con 
el fin de dar cuenta de por lo menos tres tipos de insumo: primero, textos académicos 
especializados sobre la acción colectiva en el país y, específicamente, aquella atinente a la 
defensa de los DD.HH.; segundo, textos originados en las propias organizaciones 
defensoras; y tercero, informes institucionales que intentan reconstruir la memoria histórica 
al respecto. La parte final de esta introducción describe las variables de análisis construidas 
para el abordaje del problema planteado y con base en ellas, se presenta la metodología 
utilizada para la selección, procesamiento y análisis de las fuentes utilizadas; las cuales, dada 
su diversidad, han permitido reconstruir una historia a varias voces, enriquecida y en algunos 
momentos caleidoscópica.  
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1.1 La acción colectiva entre cultura y estructuras 
El ya advertido reconocimiento de una apertura a nuevas explicaciones sobre la acción 
colectiva y sobre los movimientos sociales pasa por el reconocimiento de la renovación del 
pensamiento marxista, principalmente, sobre su concepción de las razones para la 
movilización. El enfoque tradicional del marxismo, que favoreció durante mucho tiempo el 
uso exclusivo de la lucha de clases como explicación para la acción colectiva (limitándolo 
a ello), fue convirtiéndose no menos que en un obstáculo para la comprensión de las 
complejidades de la dinámica social, más aún, cuando con base en estas concepciones el 
Estado era considerado como el único escenario decisivo en que se desplegaban las 
relaciones de poder, por lo que el marxismo ortodoxo fue quedando rezagado a la hora de 
explicar las formas de acción colectiva que irían apareciendo durante la segunda mitad del 
siglo XX.  
La generación de contiendas sociales a propósito de los DD.HH. es simplemente uno de los 
campos en los que se manifiesta la irreductibilidad de las contradicciones sociales a 
cuestiones clasistas o productivas. Con fundamento en lo anterior, analizar la acción 
colectiva supera los límites de  tales explicaciones e implica trascender hacia un análisis de 
los conflictos y, en general, de las justificaciones para la acción, desde sus dimensiones 
culturales o simbólicas; las cuales ubican al centro del debate, problemas como la identidad 
o el auto reconocimiento de los sujetos que desarrollan la acción. 
1.1.1 Los movimientos sociales en teoría 
La década de 1960 fue escenario propicio para que germinaran “nuevas” expresiones de 
acción colectiva y con ella, “nuevas” explicaciones sobre la misma. En el ámbito local, este 
asunto ha sido estudiado, entre otros, por los profesores Mauricio Archila y Leopoldo 
Múnera, quienes presentan detalladas exposiciones sobre la acción colectiva y los 
movimientos sociales5. De tales explicaciones, se destacan cuatro, comenzando por el 
 
 
5 Trabajos como el de los profesores Mauricio Archila y Leopoldo Múnera han enriquecido los elementos para 
el debate en la escena local, al ofrecer un panorama amplio en el que se analizan las diferentes perspectivas 
académicas que han intentado un acercamiento al problema de la acción colectiva y a la cuestión del resurgir 
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paradigma de los Comportamientos Colectivos; pasando a la teoría de la Movilización de 
Recursos; los Nuevos Movimientos Sociales; y finalmente, el enfoque del Proceso Político. 
De ellas, resaltan sus postulados y las críticas de las que han sido objeto, pero también la 
forma en que se han sucedido una tras otra. Donatella della Porta y Mario Diani, presentan 
una caracterización de estos cuatro enfoques como los más influyentes durante las últimas 
décadas en el área y al respecto señalan: 
La perspectiva de los movimientos sociales puede considerarse ante todo una teoría de cómo, 
bajo condiciones estructurales cambiantes, cambian tanto los actores como los objetos 
centrales implicados en un conflicto social; el enfoque del comportamiento colectivo teoriza 
principalmente el papel desempeñado por la producción simbólica bajo la forma de la acción 
colectiva y las condiciones para el surgimiento de nuevas cuestiones y/o identidades; la 
teoría de la movilización de recursos explora las condiciones que llevan al surgimiento de la 
acción colectiva entre personas que pueden tener más de una buena razón para no implicarse 
en ella; finalmente, el enfoque del proceso político considera las formas de acción colectiva 
y sus variaciones a lo largo de diferentes periodos y regímenes políticos6. 
Reconociendo la centralidad de estas perspectivas de análisis sobre la acción colectiva y la 
movilización social, es necesario repasar tales explicaciones con el objetivo de construir la 
plataforma desde la cual se analiza, en este trabajo, la defensa de los DD.HH. en Colombia 
entre 1970 y 1991, como proceso social, histórico y político. La teoría de la acción colectiva 
vista como Comportamientos Colectivos tuvo en Neill Smelser y William Kornhauser a sus 
principales representantes7, estos autores parten de la idea de la existencia de una sociedad 
de masas, y a partir de ella construyen una idea negativa de los actores no pertenecientes a 
la institucionalidad. El carácter negativo al que nos referimos radica en que desde la sociedad 
de masas y desde los Comportamientos Colectivos, se tiende a considerar que los actores se 
desenvuelven al límite de las sociedades que se encuentran articuladas alrededor de un 
sistema de valores. Así, en tanto que los movimientos sociales están integrados por personas 
 
 
de los movimientos sociales. Como consecuencia de lo anterior, las investigaciones de estos dos profesores 
han servido como presupuesto para el análisis de la acción colectiva en el país, abriendo la puerta a múltiples 
investigaciones al respecto desde las diversas disciplinas sociales. Ver: Archila, Mauricio. Idas y venidas. 
Vueltas y revueltas. Protestas sociales en Colombia 1958 – 1990 (Bogotá: ICANH, CINEP, 2003); Múnera, 
Leopoldo. Rupturas y continuidades. Poder y movimiento popular en Colombia 1968-1988 (Bogotá: IEPRI, 
CEREC, UNAL, 1998). 
6 Diani, Mario y della Porta Donatella. Los movimientos sociales (Madrid: Editorial complutense, 2011) 53.  
7 Al respecto ver: Smelser, Neil. Teoría del comportamiento colectivo (México: Fondo de Cultura Económica, 
1989); Kornhauser, William. The politics of mass society (Glencoe: Free press, 1959).  
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no funcionales, estas agrupaciones son caracterizadas como marginales e irracionales, y en 
perspectiva psicológica, no estarían más que compuestos por individuos que manifiestan 
agresivamente su frustración. 
En otras palabras, desde el paradigma de las Comportamientos Colectivos, los movimientos 
sociales se muestran como irracionales y disfuncionales al sistema. De esta forma, tanto la 
movilización social como la acción colectiva son una antítesis de la visión de la sociedad 
como un todo integrado que, contrario a los movimientos sociales, se manifiesta de forma 
racional y, por tanto, funcional; es decir, propia de quienes actúan dentro de los límites 
establecidos. Este modelo de análisis toma como referente la idílica idea de la sociedad 
norteamericana libre, lo que la asemeja más a una estrategia de propaganda cuya pretensión 
es la de establecer la vida estadounidense como modelo a seguir. Quizás esta pretensión, 
sirve para ilustrar sus limitaciones a la hora de explicar la acción colectiva, pues al presentar 
una visión negativa de los actores colectivos no institucionales, descarta la posibilidad de 
comprender sus procesos de formación y de transformación, más allá de explicaciones 
psicológicas que los muestran simplemente como patología social. 
El auge de las explicaciones vinculadas con el paradigma de los Comportamientos 
Colectivos colapsó ante la irrupción de nuevas formas de acción colectiva. Situación que es 
analizada por Archila, quien considera:  
La irrupción de nuevos movimientos sociales, en especial los estudiantiles de los años 
sesenta, cuestionó el paradigma funcionalista y las lecturas sicologistas, pues no fueron 
propiamente elementos marginales a la modernización los que se lanzaron a la protesta. Un 
primer paso de avance fue afirmar la racionalidad de las acciones sociales colectivas según 
una lógica que perseguía una coherencia entre medios y fines. Se indagó por las 
motivaciones que los individuos tenían para sumarse a las acciones colectivas. Surgía así el 
individualismo metodológico. En ese contexto el economista Mancur Olson planteó que el 
actor más racional era el free rider, pues podía disfrutar los beneficios de la movilización 
sin tener que incurrir necesariamente en ella8.  
Propuestas no marxistas surgidas en la sociología norteamericana abordaron la cuestión, 
fijando como punto de referencia para su análisis la idea de que las organizaciones existen 
para defender primordialmente los intereses comunes de sus miembros (a pesar de reconocer 
 
 
8 Archila. Idas…. 39 
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que dado su carácter heterogéneo no existe una finalidad general que pueda predicarse de 
absolutamente todos los grupos). En virtud de lo anterior, las organizaciones se configuran 
con base en la combinación de intereses individuales y en torno a la expectativa de alcanzar 
determinados beneficios; de tal forma que la organización se convierte en una especie de 
plataforma desde la cual, los asociados se movilizan para alcanzar un interés común. 
Emerge aquí, la teoría de la Movilización de Recursos que contó con una amplia gama de 
representantes, muchos de ellos apoyados en el economista Mancur Olson9, quien, al ubicar 
a las teorías sociales frente a la lógica de la racionalidad económica como elemento de la 
transformación de la acción individual en práctica colectiva, dio la pauta para repensar la 
acción colectiva quitando de ella la visión negativa que le había asignado el modelo de las 
Conductas Colectivas10. A la propuesta de Olson, le siguieron estudios sobre los 
movimientos que, como aquellos que versaron sobre los derechos civiles, ofrecían 
resultados opuestos a los planteamientos funcionalistas de Smelser y poco a poco los 
colectivos estudiados comenzaron a ser vistos como grupos organizados y autónomos, ya 
no como desadaptados, irracionales o marginales. La idea de sociedad de masas (pasiva) 
mutó a la de sociedad civil (de carácter dinámico). 
 
 
9 Influido por el funcionalismo, Mancur Olson recurre al análisis del Estado, como forma de organización, 
para ilustrar la existencia de intereses comunes entre sus asociados. Su análisis de corte integracionista, 
prosistema, pone de manifiesto el hecho de que los bienes públicos generados por la actividad estatal se 
encuentran al alcance de todos y, sin embargo, que esta realidad no es por sí misma lo suficientemente atractiva 
como para motivar a los asociados a contribuir de manera voluntaria en el sostenimiento del Estado. Lo anterior 
implica, que más allá de las finalidades de los grupos, estos se ven abocados frecuentemente a la necesidad de 
generar estrategias para incentivar la participación activa de sus miembros, por un lado, se recurre a la 
generación de incentivos económicos (pérdidas y ganancias), y por otro a la concesión de incentivos sociales 
(sanciones y recompensas). Ver: Mancur Olson. La lógica de la acción colectiva (México: Editorial Limusa, 
1992). 
Olson propone la división entre pequeños y grandes grupos para advertir sobre las particularidades de cada 
una de estas formas de organización desde una óptica económica, y en función de los costos soportados y las 
ganancias obtenidas por cada uno de ellos. Dentro de las variables utilizadas para evaluar las características 
internas de estos grupos se destacan: la eficacia de la acción colectiva, las posibilidades reales de concertación 
y la desigualdad de la distribución tanto de las cargas de inversión, como de las ganancias obtenidas. A su vez, 
existen ciertas actitudes propias de la dinámica de los grupos que no determinan necesariamente su carácter, 
sino que son asumidas de acuerdo con factores de conveniencia que los estimulan a asumir comportamientos 
inclusivos o exclusivos (por ejemplo, para mejorar las condiciones de negociación). 
10 Múnera. Rupturas… 29. 
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La Movilización de Recursos presentaba las prácticas sociales como dotadas de racionalidad 
económica, es decir, dentro de un balance entre costo y beneficio. Siguiendo esta línea de 
argumentación, los movimientos sociales son caracterizados como positivos, pues a pesar 
de que en ellos se reconozcan respuestas a acciones conflictuales, lo son también racionales 
y dirigidas a la consecución de objetivos que se encuentran dentro de los límites del sistema 
político y, que, además, resultan útiles para integrarse al sistema o para influir en él, pero no 
para destruirlo o desconocerlo.  
Es así, que tanto el paradigma de los Comportamientos Colectivos de Smelser, como el de 
la Movilización de Recursos que, si bien parecieran contrarias, terminaban por caracterizar 
la acción colectiva como aquella dirigida por los excluidos en procura de su integración a 
un modelo social y político capaz de autocorregirse así mismo. En otras palabras, para estos 
dos paradigmas el foco no se ubica en la acción, ni en los actores sino en el sistema como 
punto de referencia de la acción. ¿Qué tan cerca está la acción respecto del sistema?, ¿es 
funcional la acción para el sistema?, ¿cómo garantizar el mantenimiento del sistema? A la 
respuesta a tales preguntas parecieran estar dirigidas las investigaciones relacionadas con 
tales paradigmas.  
Lo cierto es que ninguno de los dos modelos presentados hasta ahora afrontaron las 
cuestiones relacionadas con la orientación cultural y la acción; por ejemplo, de forma 
particular, la Movilización de Recursos omite la explicación de factores sociales o comunes 
que llevan a la acción colectiva, tales como: las relaciones sociales, la orientación cultural y 
las identidades. Con ello, dicho paradigma se convirtió en tribuna para aquellos que vieron 
en el declive de la dogmática marxista, la oportunidad de promover explicaciones cuya 
intención era integrar la acción colectiva al sistema, al considerarla como fuerza que 
estimula su autoajuste, lo que daba por descartado que las movilizaciones anti sistémicas 
pudiesen ser consideradas como movilización social.  
Pese a ello, diversas han sido las adaptaciones teóricas que estudian marcos alternativos e 
intentan explicar estas “nuevas” formas de movilización social. La Sociología de la Acción 
es una de ellas, y tal como lo señala Múnera, Alain Touraine quizás sea uno de los 
representantes de esta corriente sociológica que de manera más sistemática han ofrecido una 
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elaboración teórica al respecto11. Al centro del análisis, Touraine ubica la identidad como 
factor de asociación, rompiendo con la idea de mostrar a los movimientos sociales como una 
simple disfuncionalidad. Como dice Múnera: 
…la propuesta analítica de Touraine busca redimensionar con la noción de historicidad, el 
carácter cultural y simbólico de la actividad productiva; sacar la producción de sentido de la 
brumosa superestructura del determinismo marxista y colocarla en el seno mismo del sistema 
complejo de acción que sería la sociedad. Opción teórica que también lo obliga a replantear 
nociones como clase social y relación de clases, para incluir en ellas tanto la desigualdad 
que se da en la acumulación, como la existencia de un conflicto por el control del campo 
cultural y simbólico, y por la orientación del sentido societal. A partir de estos dos elementos 
crea la imagen de una doble dialéctica entre las clases, que opondría una clase superior 
dominante y dirigente a una clase popular defensiva o dependiente progresiva12. 
Desde la Sociología de la Acción, los movimientos sociales son vistos como 
comportamientos colectivos organizados, dirigidos en un escenario de lucha por la dirección 
de la historicidad o por el sistema de acción histórico. Los actores, en esta perspectiva, son 
sujetos privilegiados del conflicto que se enfrentan por el control y la orientación de los 
modelos que otorgan sentido a lo social13. Desde este punto de vista, la existencia de un 
 
 
11 En su libro El regreso del actor, publicado originalmente en 1984, Touraine sienta las bases para una de las 
explicaciones más elaboradas sobre la acción colectiva dentro del conocido como paradigma de la construcción 
de la identidad o de los “nuevos movimientos sociales”. En él, el autor parte de señalar la profunda crisis en 
que se encuentran insertas tanto la sociología, como las ideas de progreso y de lo social, las cuales han cedido 
paso a la génesis de concepciones basadas en la globalidad de la cultura o en el interés individual. La crisis de 
la idea de lo social, derivada de la concepción de lo posmoderno, constituyen la oportunidad de avizorar por 
lo menos un nuevo tipo de sociedad, nuevos actores y nuevos conflictos, que en todo caso superan la idea de 
una acción colectiva que se dirige a la construcción de una sociedad justa, y avanza preferentemente hacia la 
afirmación del derecho de los sujetos a crear su propia individualidad. Para Touraine, ha llegado el momento 
de una separación respecto de la sociología de la modernidad y de las ideologías, transmisoras de un 
pensamiento social envejecido, que encierra al actor en la idea de progreso social al asignarle el rol de 
ciudadano, pero que se opone a su capacidad de distanciarse de los aparatos y discursos que lo encierran. Ver: 
Touraine, Alain. El regreso del actor (Buenos Aires: EUDEBA, 1987). 
12 Múnera. Rupturas… 40.  
13 Desde la perspectiva de la Sociología de la Acción, la sociedad actual es caracterizada como posindustrial, 
los fines de la producción (la cultura) son modificados, es esta una sociedad programada, creadora de modelos 
de gestión de la producción, la organización, la distribución y el consumo, aparentemente determinados 
socialmente. Esta sociedad tiene la capacidad de formar centros de decisión y gestión dirigidos a la producción 
de objetivos comunes y aunque parecieran ampliar las posibilidades de elección de los individuos, el poder 
continúa concentrado, lo que ha cambiado son los factores que posibilitan dicha concentración, la circulación 
de la información, más que los medios de producción, es hoy el factor predominantemente determinador. Así 
las cosas, el conflicto social en una sociedad programada está caracterizado por un control aparentemente pleno 
de la clase dirigente sobre el conjunto de los dominios de la vida y, por lo tanto, en su seno emerge una 
búsqueda por constituir pequeñas comunidades que brinden la posibilidad de refugiarse en la marginalidad 
como una forma de oposición en nombre de la naturaleza, como aquello que aún escapa a dicha dominación, 
el centro de la protesta es ahora la felicidad. 
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conflicto es presupuesto para que la acción sea considerada como movimiento social, pero 
a diferencia de la Movilización de Recursos, aquí el conflicto está al centro de lo social y es 
allí donde se enfrentan los actores14. 
Gran parte del éxito de la propuesta de Touraine radicó en la sistematicidad con que 
construye las bases que han permitido un acercamiento desde la identidad y desde lo cultural 
a los movimientos sociales. Dicha sistematicidad se evidencia en la propuesta del autor al 
demostrar la existencia de tres principios básicos de los movimientos sociales, como lo son: 
la Identidad, la Oposición, y la Totalidad. El desarrollo de estos principios ha representado 
la ampliación de los análisis al ámbito cultural de los movimientos sociales, cuyo objetivo 
es la búsqueda y construcción de la identidad, rompiendo así con algunos determinismos 
que mostraban a los actores como agentes pasivos de las estructuras. Contra el 
estructuralismo marxista, la Sociología de la Acción ubicó al sujeto al centro de las disputas 
por la orientación de la historicidad, e introdujo la acción colectiva y los modelos culturales 
comunes, en el corazón de las relaciones entre las clases sociales. 
Touraine reconoce que la sociología clásica, en tanto sociología de la modernidad, se 
encuentra en crisis, pues al deshacerse de los particularismos geográficos y avanzar hacia la 
racionalidad y la predictibilidad -de acuerdo con valores y normas universales-; la 
modernidad dejó sin espacio la idea de acción social, homogenizando a los actores en el 
concepto de sociedad para limitar su acción y dirigirla exclusivamente a la promoción u 
 
 
14 Los nuevos conflictos sociales son definidos por Touraine luego de considerar por lo menos cuatro 
proposiciones que permiten comprender su naturaleza: 1) en una sociedad posindustrial los conflictos se 
generalizan; 2) frente a un aparato de poder cada vez más integrado, la oposición tiende a estar conducida por 
grupos cada vez más globales; 3) los conflictos sociales y las conductas marginales o disidentes tienden a 
sobreponerse; y, 4) los conflictos estructurales se separan de los conflictos vinculados con el cambio. A partir 
de estos elementos, Touraine caracterizó el reflujo de los movimientos sociales, tras el ocaso de las grandes 
movilizaciones que durante las décadas de 1960 y 1970 cuestionaron las formas de poder de una sociedad 
industrialmente avanzada, pero que prontamente se disolvieron en la constitución de partidos políticos, en el 
mejor de los casos. En un escenario en el que predomina lo político sobre lo social y lo cultural, el Estado 
continua al centro del debate y dicho predominio lleva por lo menos a dos tipos de manifestación: el terrorismo; 
y la institucionalización de las reivindicaciones sociales. Hoy, sin embargo, los movimientos sociales pueden 
constituirse alejados de ese centro, alejados de la idea de la toma del poder, aliados con los movimientos 
culturales y propensos a la ejecución de revueltas, que podrían llegar a constituirse en acciones de 
reivindicación, sin que esta situación recorte la distancia entre los movimientos sociales y el sospechoso 
concepto de revolución. 
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oposición, de las metas sociales de progreso y desarrollo. A las críticas contra la sociología 
clásica, provenientes de la teoría de las organizaciones y, luego del funcionalismo -que 
presenta al actor como consumidor-, se sumaría la mirada crítica que concibe a la sociedad 
como el espacio en el que se despliega la dominación, pero que no logra avanzar en una 
propuesta concreta que permita superar el objeto de su crítica.  
El desencanto europeo sobre los conceptos de modernización y de racionalización, 
apalancado por la descomposición de una sociología evolucionista y funcionalista, develó 
la forma en que la pretendida correspondencia entre institucionalización de valores y 
socialización de actores oculta la separación del sistema y los actores. Por lo que se hace 
necesario reorientar los análisis sociales, fijando su epicentro en la idea de la acción social, 
para visualizar en cada situación el resultado de las relaciones entre los actores, como 
mediadas por su orientación cultural y por los conflictos sociales. El autor no será 
considerado entonces como consumidor, sino como productor de la situación social. 
Según Touraine, el periodo que se abrió durante la segunda posguerra se caracterizó por una 
mutación cultural en que la vida, los hombres, las ideas y el capital, comenzaron a circular 
cada vez de forma más apresurada; y, sin embargo, la vida continuaba rigiéndose por 
antiguos programas e ideas. ¿Salimos del desarrollo para caer en la decadencia?, ¿Cómo 
descubrir a los nuevos actores sociales que podrían oponerse? El regreso del actor es 
impulsado por estudios históricos que, renovados por la antropología y la sociología, 
abrieron el camino para cuestionar la construcción de su objeto de estudio, lo que ocurre en 
un momento en el que su rol ya no es el de conquistador sino el de defensor, en el que sus 
reivindicaciones ya no son necesariamente colectivas sino predominantemente individuales. 
Pese a ello, también es un momento en el que las colectividades tienden a concientizarse 
sobre la posibilidad de actuar sobre sí mismas, pues allí donde el poder es usado para 
imponer estilos de vida, conductas y necesidades, estallarán nuevos conflictos y emergerán 
nuevos actores. Los movimientos sociales son entonces, aquellas colectividades de sujetos 
-guiados por sus orientaciones culturales y sus propios conflictos- que retan el control de la 
historicidad y los modelos de construcción de las relaciones entre un conjunto social y su 
medio. La crisis que se vive de la década de 1960, e incluso desde antes, también lo es de la 
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modernidad y de todas sus construcciones, el centro de la vida social se ha trasladado al 
conflicto y es allí en donde emerge el nuevo actor social, actor del conflicto, actor de su 
propia historicidad15. 
La exposición que ejecuta Touraine respecto de los factores que han desatado la actual crisis 
por la que atraviesa no solo la sociología, sino las ciencias sociales en su conjunto -en tanto 
productos de la modernidad y del pensamiento ilustrado- raya, sin embargo, con el hecho de 
que al reducir la acción social, como simplemente dirigida a la reivindicación de derechos 
individuales o sectoriales, pareciera condenar a la marginalidad los conflictos estructurales 
que continúan agobiando a un amplísimo sector de la población mundial, incluso más allá 
del tercer mundo.  
Otra de las vertientes de las que se han nutrido los estudios sobre los nuevos movimientos 
de la sociedad fue la desarrollada por Alberto Melucci, quien caracteriza a la sociedad 
contemporánea como un conjunto de sistemas que requieren de la integración de las 
motivaciones para la acción. Para llegar a ello, Melucci asemeja las sociedades complejas 
con redes de información, en las que los individuos gozan de un cierto grado de autonomía, 
siempre que funcionen como unidades confiables y auto reguladoras, por lo que los 
conflictos son eminentemente relacionales, dinámicos y culturales, y giran en torno a la 
formación de significados, sin perder su contenido estructural. En este contexto, la acción 
de los movimientos sociales es transmisora de un mensaje que les permite incidir en los 
sistemas políticos, aunque manteniendo la distancia, e involucrarse directamente en la vida 
 
 
15 Luego de ubicar la sociología de la acción en el centro del análisis sociológico, entre el movimiento y el 
orden, entre la innovación cultural y la estabilidad política, Touraine reafirma su propuesta destacando los 
siguientes elementos: evaluar una situación social en nombre de un principio no definido socialmente; reducir 
una relación social a una interacción; separar sistemas y actores; interrogarse sobre la importancia más o menos 
mayor de tal o cual categoría de hechos sociales; hablar de valores; considerar la sociedad como el discurso de 
la clase dirigente; y, considerar las clases sociales como personajes; confundir estructura y cambio en una 
filosofía de la evolución. Tras elaborar su defensa, el autor reafirma la necesidad de reorganizar la sociología, 
partiendo de la idea de lo social, no como algo estable, sino como sistema de acción dirigida por orientaciones 
culturales, a través relaciones conflictivas que conforman las condiciones de historicidad. En esa dirección, 
identifica tres tipos de conflictos orientados hacia la transformación de la organización social y cultural: las 
conductas colectivas, en tanto esfuerzos de defensa, reconstrucción o adaptación; luchas, en tanto mecanismos 
de modificación de decisiones; y, movimiento social, en tanto dirigidas a la transformación de las relaciones 
de dominación sociocultural. Ver: Touraine. El regreso… 
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cotidiana y en la experiencia individual16.  
Para Melucci los cambios político-económicos acaecidos en América Latina durante las 
últimas décadas permiten comprender los efectos sustanciales y simbólicos sobre la forma 
como se concibe la democracia, tras la apertura cultural de los conflictos y de la emergencia 
de los movimientos sociales, en que los actores eligen las formas de nombrar la realidad y 
los códigos que la organizan17. La acción es un sistema de relaciones caracterizada por: i) 
ser permanentes, no coyunturales; ii) atender a formas de solidaridad conflictual; iii) 
establecer una relación entre sistemas de representación, toma de decisiones y formas de 
acción. Entre tanto, los movimientos sociales son comprendidos como sistemas de acción 
que operan en un campo de posibilidades y límites, cuyas estructuras se construyen por 
objetivos, creencias y decisiones que permiten la conformación de una identidad colectiva18.  
Ahora bien, del reconocimiento del medio político e institucional en el que se desarrollan 
los movimientos sociales emerge una forma adicional de explicación a la acción colectiva, 
bajo el concepto de estructura de oportunidades políticas. Al retomar algunas herramientas 
analíticas desarrolladas por autores como Peter Eissenger para el análisis de la protesta en 
diferentes ciudades de los EE.UU., Sidney Tarrow presenta un marco de interpretación 
general para comprender los movimientos sociales, los ciclos de protesta y las revoluciones 
en los últimos siglos. Su punto de partida es el carácter contencioso de la acción colectiva, 
que se enciende cuando las oportunidades para hacerlo se presentan, y que consiste en la 
coordinación y mantenimiento de la movilización. Los movimientos promueven la acción 
colectiva por medio de repertorios de confrontación y de la innovación de sus márgenes de 
acción para mantener el desafío en contra de sus oponentes, valiéndose además de las redes 
 
 
16 Melucci, Alberto. Acción colectiva, vida cotidiana y democracia (México: Colegio de México, 1999). 
17 Según este autor, los actuales conflictos sociales son característicos de las sociedades complejas y giran en 
torno a sistemas simbólicos, escapando de los tradicionales conflictos estructurales. Ver: Melucci. Acción… 
18 De acuerdo con Melucci, la unidad empírica de los MS no es real, así como tampoco lo es la idea de que son 
agentes históricos que marchan hacia la liberación absoluta y el progreso. Razón por la cual, propone el análisis 
de la identidad colectiva (proceso de construcción de un sistema de acción) en tres dimensiones: formulación 
de las estructuras cognoscitivas (fines, medios y ámbitos de la acción); activación de las relaciones entre los 
actores; y, realización de inversiones emocionales de reconocimiento. Melucci. Acción… 
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sociales y símbolos culturales que se desarrollan en su base19. 
Siguiendo a Tarrow, las formas que adopta la acción son: breve o mantenida, 
institucionalizada o disruptiva o, monótona o dramática: Sin embargo, no todas estas formas 
implican un carácter contencioso de la acción, pues esto depende de las posibilidades de 
acceso a las instituciones por parte de los actores y de su capacidad de constituir amenazas 
en contra de otros20. Los movimientos sociales plantean desafíos a través de una acción 
directa disruptiva en contra de otros (interrupción, obstrucción, introducción de 
incertidumbre), a través de objetivos comunes (exigencias a sus adversarios) y organizados 
por el reconocimiento de una comunidad de intereses.  
En concordancia con lo anterior los movimientos sociales implican la interacción sostenida 
entre los agraviados y sus oponentes, por lo que uno de los mayores retos que enfrentan 
estos grupos es la coordinación de poblaciones desorganizadas, autónomas y dispersas de 
cara al mantenimiento de la acción. Tarrow plantea que la forma de enfrentar la 
desintegración es respondiendo a las oportunidades políticas por medio de formas de acción 
colectiva conocidas –modulares- incentivando a la movilización de las redes sociales por 
medio de supuestos culturales compartidos. Con el fin de situar su teoría sobre la acción 
colectiva, el autor estudia algunos referentes teóricos del movimiento social21, para luego 
exponer el marco teórico de la acción colectiva a partir del concepto de internalización como 
fórmula para resolver la coordinación voluntaria, que recurre a los recursos externos de la 
acción, las redes sociales y los símbolos culturales e ideológicos.  
En el marco de ésta teoría, los movimientos se constituyen de 4 materiales: i) las 
oportunidades políticas, que estimulan o desincentivan la acción; ii) los repertorios de 
confrontación (heredados o infrecuentes, habituales o poco familiares, aislados o 
 
 
19 Ver: Tarrow, Sidney. El poder en movimiento. Los movimientos sociales la acción colectiva y la política 
(Madrid: Editorial Alianza, 1997). 
20 Tarrow ofrece una definición: “…el mejor modo de definir a los movimientos es como desafíos colectivos 
planteados por personas que comparten objetivos comunes y solidaridad en una interacción mantenida con las 
élites, los oponentes y las autoridades”. Tarrow. El Poder… 21. 
21 Desde la teoría de la falsa conciencia de Marx, pasando por las cuestiones organizativas que preocupaban a 
Lenin y la postulación de los intelectuales orgánicos de Gramsci, hasta el estudio de los fines individuales de 
la acción de Olson y las organizaciones profesionales del movimiento elaboradas por McCarthy y por Zald. 
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concertados); iii) las redes sociales, estructuras de movilización que permiten definir la 
identidad colectiva como factor movilizador; y iv) los marcos cognitivos, o bagajes 
ideológicos, o discursos culturales, contenedores de los significados compartidos que 
impulsan la acción22.  
Las oportunidades políticas funcionan como incentivos visibles que son determinados por 
las dinámicas políticas y otros elementos estructurales de los que se predica mayor 
estabilidad23. Para Tarrow, los movimientos sociales cuentan con la capacidad de crear estas 
oportunidades, tanto para si como para otros, por medio de la difusión de sus luchas entre 
sus redes sociales y gracias a la coalición con diversos actores, llegando incluso a adquirir 
una mayor, aunque efímera, capacidad de presión. En otras palabras, la acción colectiva 
contenciosa tiene la capacidad temporal de crear, pero también de difundir, posibilidades de 
acción a otros grupos, poniendo al descubierto la debilidad de su oponente, encontrando 
aliados insospechados y forzando la apertura de barreras institucionales. Sin embargo, 
también crea oportunidades para sus oponentes, y para la creación de contra movimientos, 
llegando incluso a justificar la aplicación de políticas represivas. 
Los repertorios de confrontación, en tanto medios de que dispone un grupo para plantear sus 
exigencias, son dinámicos, su configuración obedece a factores culturales y estructurales y 
dependen de las fluctuaciones de los intereses, las oportunidades y la organización misma. 
La aparición de los Estados nacionales marca una transformación de dichos repertorios, pues 
los antiguos poseían un carácter directo, específico, inflexible y corporativo (el pan, las 
creencias religiosas, la tierra, la muerte), en contraste con los nuevos repertorios, de carácter 
indirecto, general, flexible y basados en formas de asociación creadas para la lucha (boicot, 
petición privada, insurrección urbana, barricada) que favorecieron la constitución de una 
base cultural y un conducta común. Los cambios en los repertorios atienden generalmente a 
cambios discretos en el cuerpo político que facilitaron la posibilidad de plantear una acción 
 
 
22 Un elemento adicional está marcado por las posibilidades de coordinación y mantenimiento de las acciones, 
para ello se recurre a lo que Tarrow denomina ciclos de protesta, los cuales son utilizados para describir el uso 
que efectúan los movimientos de sus recursos externos al convocar, coordinar y mantener su acción. 
23 Tales como: la fuerza del Estado; la tentación del estatismo; la represión en los estados autoritarios; y, la 
represión en los estados no represivos. 
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colectiva sostenida en el tiempo y de difundirse desde su propio epicentro. 
Para Tarrow los movimientos sociales son una combinación de recursos internos y externos 
y su éxito está marcado por la capacidad de estimular las redes sociales en las que se 
encuentran inmersos sus seguidores y en las estructuras de movilización que las vinculan24. 
En medio de esas dinámicas, los medios de comunicación juegan un papel determinante 
dada su capacidad de transmitir las ideas mismas que configuran la acción a un número 
mayor de posibles simpatizantes. Los ciclos de protesta están marcados por la dinámica 
misma de la movilización, y son analizados como la fase de intensificación de los conflictos 
y de la confrontación en el sistema social, que implica una rápida difusión de la acción a 
diferentes sectores y geografías, un ritmo de innovación acelerado en las formas de 
confrontación, nuevos marcos de acción, combinación de la participación organizada y no 
organizada y unas secuencias de interacción intensa entre disidentes y autoridades que 
pueden resultar en la reforma, la represión o en la revolución.  
La configuración de los ciclos de la protesta atiende a la apertura de oportunidades políticas 
para el planteamiento de exigencias con las que se identifican personas o grupos, dando 
lugar a coaliciones. Sin embargo, tras alcanzar un punto muy alto en la confrontación, el 
ciclo entra en un declive caracterizado por la desesperanza, la represión y la restauración del 
“aburrimiento”. A pesar de que generalmente los movimientos rechazan la reforma y buscan 
algo más que eso25, la estructura política en la que se enmarca la movilización termina por 
procesar y absorber las demandas, de ahí que las reformas sean el destino más probable de 
la acción colectiva. Lo anterior obedece a diferentes circunstancias que rodean a los 
movimientos, de un lado, ante la disminución de la amenaza de disrupción, sus líderes 
terminan cooptados y las organizaciones institucionalizadas. De otro, ante la disminución 
de la excitación inicial, los movimientos suelen transformar sus desafíos iniciales en un 
acceso permanente al poder, aunque dejando redes establecidas, adormiladas, expectantes 
de la aparición de nuevas posibilidades de confrontación.  
 
 
24 Tarrow. El Poder… 263. 
25 Por ejemplo, cambios sociales fundamentales, el reconocimiento de nuevas identidades, la incorporación al 
sistema político, la destrucción de sus enemigos o el derrocamiento de un orden social. 
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El éxito de esos movimientos depende de su capacidad para alcanzar transformaciones 
culturales que posibiliten un cambio en la configuración de las relaciones, aspecto este que 
no necesariamente pasa por el reconocimiento institucional de la movilización, sino por la 
capacidad de grabar en el imaginario colectivo la necesidad de practicar, por ejemplo, los 
nuevos valores potenciados. Hoy los movimientos sociales orientan su actuar en un orden 
transnacional que impacta la cultura y el orden social más allá de las fronteras nacionales, y 
sin embargo su vitalidad continúa siendo efímera. Así, el carácter pasajero de la acción 
dirigida hacia fines eminentemente culturales puede llegar a promover la inacción, el 
desencanto por la movilización social y el restablecimiento constante de los mecanismos de 
control empleados para la manutención del sistema. 
Si bien, la “vieja” consigna revolucionaria de la toma del poder pareciera diluirse como 
objetivo sine qua non de la acción colectiva, lo que queda no es un activismo simplemente 
reivindicatorio, sino un activismo dirigido a la construcción de las bases, no para la toma, 
sino para la construcción de poderes locales desde abajo o subalternos26. La búsqueda de 
una alternativa a la crítica planteada conlleva a la exploración de posibles vías de 
investigación sobre la acción colectiva alrededor de la defensa de los DD.HH. en los debates 
desarrollados tanto desde la historia como desde disciplinas sociales afines que han 
emprendido la compleja tarea de historiar la acción colectiva en perspectiva 
transdisciplinaria. 
1.1.2 Historiar la acción colectiva hoy 
Para solventar este evidente desequilibrio entre las tradicionales explicaciones clasistas y las 
“nuevas” explicaciones culturales –por llamarlas de alguna manera- se recurre a los debates 
suscitados al respecto, al interior de la disciplina histórica y que han proyectado su 
 
 
26 Este tipo de construcción del poder no responde necesariamente al establecimiento de nuevas formas de 
dominación, por el contrario, acude a conceptos como democracia directa, en oposición a democracia 
representativa, y sobre todo al reconocimiento de que al margen de la dominación estatal y la influencia 
intelectual, las sociedades históricamente sometidas en los procesos de producción, de consumo y de poder 
político, han sabido, de manera autónoma, establecer formas extra institucionales de convivencia, quizás no 
ajustadas a la óptica occidental de civilización, pero si alternativas al abandono y a la violencia estructural de 
que han sido objeto. 
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interacción con los aportes teóricos de diferentes disciplinas sociales. La superación de las 
ideas que intentaban subsumir los análisis sobre la cultura como producto de la estrategia de 
dominación burguesa contó con el impulso de la obra de Edward Palmer Thompson, quien 
en desarrollo de diversos trabajos históricos demostró la vitalidad de las formas culturales 
que subyacen a la dominación27. La obra de Thompson irrumpe de manera directa en un 
escenario en el que la teoría copaba las explicaciones sobre la vida social, recuperando el 
interés por los estudios empíricos que estaban siendo desechados al ser considerados como 
contaminados por la influencia del capitalismo.  
Tanto las explicaciones liberales, como las explicaciones provenientes del marxismo 
estructuralista recurrían a pretensiones exactas en las que el desarrollo histórico, era medido 
por el desarrollo económico “…o bien, en su variante ‘occidental’ como un marxismo 
estructuralista progresivamente sofisticado conceptualmente que pretendía explicar el 
conjunto de la realidad antes de entrar en ella”28. La explicación sobre la subsunción de la 
historia humana en la historia de los medios de producción es criticada por Thompson por 
considerarla falsamente fundamentada29, y en su lugar propone un regreso a la experiencia, 
entendida como un espacio en el que los seres humanos viven activamente, interpretan y son 
sujetos de su propia historia.  
La crítica de Thompson al estructuralismo devolvió al sujeto su capacidad política de 
intervención en un mundo ya no determinado por las estructuras, sino abierto a la libre 
interpretación que, como se verá más adelante, se configura en un espacio de tensión y de 
contienda por la definición de los valores que guían el transcurrir de la vida humana30. El 
retorno de la capacidad de los sujetos para transformar sus condiciones históricas y para 
 
 
27 Se destaca la influencia de la obra de Antonio Gramsci, dadas las posibilidades que abrió para la superación 
del reduccionismo económico; así como de concepciones más recientes basadas en los conceptos de 
democracia y ciudadanía que, a propósito de las luchas de los movimientos sociales, intentan explicar la acción, 
ahora como manifestación del empoderamiento de los sujetos como actores políticos, orientados a la 
construcción de símbolos y significados. Ver: Domènech, Xavier. Hegemonías. Crisis, movimientos sociales 
de resistencia y procesos políticos (Madrid: Ediciones Akal, 2014) 183. En la obra de Thompson ver: 
Thompson, Edward Palmer. Costumbres en común (Barcelona: Editorial Crítica,1995). 
28 Domènech. Hegemonías. Crisis… 187. 
29 Domènech. Hegemonías. Crisis… 199. 
30 Edward Palmer Thompson. Miseria de la teoría (Barcelona: Editorial Crítica, 1981) 257. 
Capítulo 1 23 
 
asumir el conflicto, ya no por determinación sino por elección, abrió el abanico de 
posibilidades de interacción de los hombres y de las mujeres como seres con capacidad para 
la transformación de su entorno; movilizados por motivaciones que exceden las razones 
meramente económicas y extendiéndose a un espacio de confrontación por definir lo 
cultural31. 
La obra de Thompson aborda la cuestión de la contienda alrededor de sistemas culturales 
contrapuestos en perspectiva histórica, tomando como referencia el avance de las ideas 
modernas (la ilustración, la racionalidad y la idea misma de lo moderno), las cuales habían 
desplazado los rasgos que otrora caracterizaron a la cultura popular (magia, brujería, 
supersticiones) provocando una crisis en los usos consuetudinarios. Así, el vacío generado 
en la cultura popular fue nuevamente ocupado con las prácticas y usos cotidianos que 
resultaron de la tensión entre las clases sociales emergentes32.  
Thompson demostró insistentemente la necesidad de recurrir a los usos consuetudinarios y 
a la conciencia de la costumbre, como fórmula para comprender aquello que en su parecer 
ha motivado la acción colectiva de los seres humanos desde siglos atrás. En los siguientes 
términos, el historiador británico plantea la tesis central de su obra Costumbres en común. 
Mi tesis es que la conciencia de la costumbre y los usos consuetudinarios eran especialmente 
fuertes en el siglo XVIII; de hecho, algunas costumbres constituían la reivindicación de 
nuevos “derechos”. Los historiadores que se ocupan de los siglos XVI y XVII han tendido a 
ver el siglo XVIII como una época en que estos usos consuetudinarios estaban en decadencia, 
junto con la magia, la brujería y supersticiones afines. Desde arriba se ejercía presión sobre 
 
 
31 La crisis de las explicaciones estructurales sobre la acción colectiva, enfocadas exclusivamente a factores 
estructurales, coincide claramente con el continuo fracaso de organizaciones autoproclamadas como 
vanguardia de los procesos sociales que no llegaron a cumplir con su cometido de realizar la revolución. Más 
aún, coincide con el declive del socialismo real, fruto de procesos de movilización colectiva que, habiéndose 
hecho con el poder, terminaron reproduciendo discursos desarrollistas y modernizantes promotoras de una 
calidad ética evangelizadora, más similar a un dogma que a un proceso de transformación revolucionaria. Ver: 
Archila. Idas… 22. 
32 Thompson. Costumbres… Recordemos que Thompson acude a la dualidad entre tipos de derechos, 
discriminando aquellos que eran prescritos, de los que denomina como establecidos por la costumbre; tal 
discriminación permite comprender las posibilidades de acceso a los aparatos de justicia oficiales, que 
fundamentalmente tenían una vocación de reserva dirigida a la resolución de conflictos entre los poseedores 
de tierras más importantes. Llama la atención la forma en que el autor describe cómo la institucionalización 
del derecho sirvió como plataforma para formalizar relaciones de propiedad en desmedro de los derechos de 
los más humildes, al imponer una carga probatoria desconsiderada respecto de la titularidad del derecho 
histórico y las posibilidades de mejora sobre la tierra. 
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el pueblo para que “reformara” la cultura popular, el conocimiento de las letras iba 
desplazando la transmisión oral y la ilustración (se supone) se filtraba de las clases superiores 
a las subordinadas33. 
Las costumbres funcionaron, hasta cierto punto, como trinchera desde la cual los sectores 
populares encontraron una forma de resistir la imposición de la cultura de los patricios sobre 
la de los plebeyos. En esa medida los usos consuetudinarios, se convirtieron en factor de 
unidad entre sectores sociales, y de diferenciación frente a sus adversarios. Lo que en otras 
palabras implica que la costumbre se convierte en factor de identidad que confiere a los 
grupos sociales la posibilidad de definir un norte para orientar la acción de grupo. En ese 
sentido, para Thompson tanto la costumbre como lo que hoy llamamos cultura, son campos 
dinámicos y conflictivos en los que se desarrolla una constante contienda, “…el vocablo 
‘costumbre’ llevaba consigo muchos significados de lo que ahora atribuimos a la palabra 
‘cultura’ …”34.  
En la obra de Thompson es clara la necesidad de reconocer la existencia de conflictos que 
exceden la explicación estructural de la dominación; sin embargo, ello no puede significar 
la negación de la existencia de los conflictos derivados de la lucha de clases. Por el contrario, 
el valor agregado del autor es precisamente que, al ampliar el campo de análisis a otras 
conflictividades y a otros factores de identidad, permite reconocer su nivel de complejidad 
y con ello, estimular la elaboración de alternativas. Es más, una vez reconocida la 
complejidad de los conflictos sociales, es posible encontrar explicaciones “innovadoras” 
sobre la dominación y la resistencia, incluso en escenarios en los que la precariedad, la 
abstracción o la inexistencia del capital, podrían negar la calidad de las luchas contra 
hegemónicas que se han librado a través de la historia. 
Lo anterior, lleva a considerar la forma en que la crisis de las explicaciones sobre la acción 
colectiva fundamentadas en la lucha de clases llevó a que estas se complementaran con 
nuevos elementos de raigambre cultural. Estos elementos culturales, amplían el horizonte 
de análisis, más no demeritan el potencial ilustrativo de la lucha de clases como referente 
 
 
33 Thompson. Costumbres... 13. 
34 Thompson. Costumbres... 16. 
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teórico. Lo que advierte la aparición de lentes culturalistas es una relación de 
complementariedad, posible gracias al redescubrimiento de “nuevos” conflictos 
relacionados con la capacidad humana de influir en el curso de la historia. Y es en el 
desarrollo de la tarea de convertirse en actores de la historia que los sujetos ejecutan 
prácticas, para cuyo análisis se encuentran disponibles herramientas que amplían el estudio 
de la acción colectiva hacia nuevos elementos como la identidad, o la cultura; elementos 
abstractos que, si bien retan el factor de clase como propulsor exclusivo de la movilización, 
no se le oponen ni lo eliminan35. 
Para un análisis amplio de los factores de dominación. En perspectiva de la ampliación 
anunciada, la obra de Antonio Negri ofrece unas reflexiones y herramientas de análisis 
construidas alrededor de su concepto de multitud, que según él: “…no es simplemente 
explotada: ella es explotada socialmente como anteriormente lo era el trabajador de la 
fábrica”36. La vitalidad de la propuesta de Negri, lleva a considerar que nos encontramos 
ante una especie de ampliación difuminada de los factores de dominación que se extienden 
aceleradamente de los procesos económicos a los procesos culturales. El carácter abstracto 
que han tomado los factores de dominación genera a su vez, una cierta abstracción de las 
partes en contienda, por ejemplo, del Estado, que ha quedado relegado y no se visualiza ya 
como contendor principal, pues detrás de él reposan apacibles los responsables de la 
explotación, mimetizados en los medios de comunicación y en el ejercicio de una economía 




35 Al respecto, Domènech señala: “Somos ciertamente hijos de nuestro tiempo, y en nuestro tiempo el análisis 
de clases quedó como una rareza marginal en las motivaciones de jóvenes y no tan jóvenes investigadores, 
como un extravío en el caso de los políticos e incluso como algo digno de ponerse en un museo en muchos de 
los nuevos activistas sociales”. Domènech. Hegemonías. Crisis… 179. 
36 Negri redondea su idea explicando: “Y si Marx estudió las leyes del movimiento de la sociedad capitalista 
ahora se trata de estudiar las leyes del trabajo obrero; más bien, de la actividad social en su totalidad tras la 
subsunción de la sociedad en el capital y la inmanencia de la resistencia en la explotación, ahora bajo un 
horizonte global”. Negri, Antonio. Marx, la biopolítica y lo común (Bogotá: ILSA – UNAL, 2012) 33. 
37 “En el mercado global, en la posmodernidad, el problema mismo de la medida del valor resulta 
INENCONTRABLE. Es verdad que, en el tránsito a la posmodernidad, en la fase de las luchas antiimperialistas 
y anticolonialistas, la teoría del valor-trabajo parece resurgir en términos macroeconómicos como teoría de la 
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Negri reconoció la multiplicidad de caras adoptadas por y para la hegemonía, que 
evidentemente mantienen un trasfondo de dominación económica, pero que se traducen en 
la imposición de códigos de conducta cultural. Esto implica reconocer que las nociones 
sobre los sujetos sociales han cambiado, como también las tradicionales formas de llamar a 
ese sujeto social. Ya sea pueblo o clase obrera, estos conceptos se encuentran en riesgo de 
quedar vaciados de su contenido dadas las condiciones de dominación económica y cultural; 
pues estas referencias a los sujetos sociales como seres uniformes y compactos -unidos por 
la miseria- no solo resultan hoy insatisfactorias, sino que reclaman reconocer el potencial de 
su composición plural y en ocasiones amorfa. 
…la multitud es un concepto abierto, inclusivo. Trata de captar la importancia de los 
movimientos recientes de la economía global: por una parte, la clase obrera industrial ya no 
desempeña un papel hegemónico en la economía global, aunque su fuerza económica no 
haya disminuido a escala global. Por otra parte, hoy la producción no debe concebirse en 
términos meramente económicos, sino más generalmente por su carácter de producción 
social: no solo la producción de bienes materiales, sino también la de la comunicación, las 
relaciones y las formas de vida38.  
La multitud, como Negri prefiere llamar a la colectividad social, se desarrolla impulsada por 
su composición plural, enfrentando los retos derivados de la actual crisis de la democracia. 
Todo un reto, si se tiene en cuenta que es precisamente la composición plural de los sujetos 
colectivos la que reclama consensos a la hora de la acción.  
La crisis actual de la democracia tiene que ver no solo con la corrupción y la insuficiencia 
de sus instituciones y prácticas, sino también con el concepto mismo. En parte, esa crisis 
proviene de que no queda claro lo que significa la democracia en un mundo globalizado. Sin 
duda la democracia va a significar algo distinto de lo que se entendió por democracia en el 
contexto nacional durante la modernidad39. 
Pues bien, el estudio de la construcción de lo social, como proceso de desarrollo conflictivo, 
implica reconocer los desplazamientos de la contienda hacía otras esferas en las que se 
manifiestan las relaciones de poder. En este esquema la producción no puede restringirse a 
un problema meramente económico, la producción se amplía a escenarios como el lenguaje, 
 
 
división internacional del trabajo, del ‘intercambio desigual’ de la explotación postcolonial”. Negri. Marx… 
98 – 99. 
38 Negri, Antonio y Hardt, Michael. Multitud. Guerra y democracia en la era del imperio (Barcelona: Debate, 
2004) 17. 
39 Negri y Hardt. Multitud… 
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y allí, de manera especial, a la producción de los significados asociados a las palabras. En 
la producción de los significados asociados a los sujetos colectivos, a las acciones 
desplegadas y a su fundamento, encontramos una alternativa para la comprensión del 
trasfondo de los conflictos desarrollados en el ámbito cultural y con ello, esperamos avanzar 
hacia el reconocimiento de las historias olvidadas detrás de la historia oficial40. 
El amplio horizonte que se abrió al fijar la atención en “lo cultural”, a su vez distensionó las 
interpretaciones más dogmáticas del marxismo, que limitaban el análisis de las razones para 
la acción colectiva al estudio de las condiciones estructurales que profundizan los conflictos 
de clase. Sin embargo, es inocultable que la ampliación del horizonte de análisis referido 
también conlleva a la abstracción de las materias que podrían quedar insertas en eso que 
llamamos “lo cultural”. 
Variados enfoques han permitido abordar los problemas de la tarea de historiar en 
perspectiva cultural; por lo que se hace necesario definir de entrada cuál de los múltiples 
elementos que configuran la cultura es en el que concentró este análisis. No se trata de 
describir cada uno de los aspectos que podrían ser considerados como culturales, pues esta 
tarea podría no tener fin; simplemente destacaré que gran parte de la tarea de contar la 
historia de la defensa de los DD.HH. pasa por la recepción misma del discurso de estos 
derechos en el ámbito nacional y, por supuesto, por la interpretación que tanto los sectores 
dominantes como los subalternos elaboraron al respecto. Allí, en la recepción del discurso 
sobre los DD.HH. se encuentran valiosos insumos que permiten explorar las cargas 




40 Ver, por ejemplo: Scott, James. Los dominados y el arte de la resistencia. Discursos ocultos (México: 
Ediciones Era, 2000). 
41 Sobresale el papel orientador que los estudios subalternos han jugado en la elaboración de esta investigación 
y al respecto se destaca la forma en que lo subalterno emerge, desde la obra de Gramsci, para analizar las 
relaciones de exclusión a la que han sido sometidos diferentes grupos humanos por causa de su género, raza, 
o clase social, entre otros factores. Los trabajos del Grupo de Estudios Subalternos, herederos e intérpretes de 
la obra de Gramsci se caracterizan por una crítica post estructural del marxismo y sus estudios avanzan en 
perspectiva de lo transdisciplinario y del desarrollo de las teorías críticas postcoloniales como lugares de 
construcción común del conocimiento para esas sociedades subalternas. La compilación Debates post 
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Para ir en la búsqueda de estos insumos, es necesario considerar la centralidad que ocupa el 
lenguaje y el ámbito discursivo en las relaciones de dominación, más aún si tenemos en 
cuenta que las respuestas a las preguntas planteadas inicialmente (¿quiénes eran los 
defensores de los DD.HH.?, ¿cuáles sus intereses?, ¿cuáles sus escenarios de acción?, ¿cómo 
se transformó su manera de actuar?, ¿quiénes eran sus contrincantes?), están vinculadas al 
lugar que ocupa quien las responde y, en todo caso, a considerar que estas preguntas nos 
ubican en un escenario de tensión conflictiva que se manifiesta en el carácter dinámico de 
los significados que se han asociado a los actores de la defensa de los DD.HH., como a los 
DD.HH. en sí mismos. 
El lenguaje como escenario de disputa. Como ha quedado de manifiesto, el estudio de la 
construcción de lo social, como proceso de desarrollo conflictivo, implica reconocer los 
desplazamientos de la contienda hacía esferas que, como el lenguaje, sirven de escenario en 
el que se manifiestan las relaciones de poder42. En ese sentido, el reconocimiento de las 
diferentes configuraciones semánticas sobre los conceptos de DD.HH. y de sus defensores, 
su incorporación en el lenguaje cotidiano, su apropiación por los sectores subalternos y su 
desarrollo en el contexto colombiano de resistencia social brinda una oportunidad de 
comprender las disputas que se han fraguado a la hora de asignarles valores a estos conceptos 
y de incorporarlos a determinados programas sociopolíticos43.  
 
 
coloniales, efectuado por las intelectuales bolivianas Silvia Rivera y Rossana Barragán, responde a las 
aspiraciones de socializar, en el contexto hispanohablante (latinoamericanista principalmente), los trabajos, 
líneas de pensamiento y planteamientos interpretativos del Grupo, por considerarlos cercanos y pertinentes 
para desarrollar una reflexión propia, latinoamericana, respecto de nuestras realidades, dinámicas y contextos, 
para construir alternativas de integración política con los grupos históricamente marginados. Ver: Rivera, 
Silvia y Barragán, Rossana (compiladoras). Debates post coloniales. Una introducción a los estudios de la 
subalternidad (Bogotá: Universidad Surcolombiana, 2007). 
42 Al respecto, en el ámbito latinoamericano, se destaca la obra de Sonia Álvarez, Evelina Dagnino y Arturo 
Escobar titulada Política cultural y cultura política, para estos autores, las sociedades latinoamericanas se han 
convertido en espacios de lucha, contra de la imposición de los procesos de globalización y las políticas 
neoliberales. Los movimientos sociales participan en la redefinición del sistema político y de las prácticas 
sociales, económicas y culturales que lleva a la generación de un ordenamiento democrático, no homogéneo, 
sino discontinuo y desigual. En esa medida la lucha de los movimientos sociales es una lucha por el 
otorgamiento de nuevos significados a las nociones heredadas de ciudadanía, representación y participación 
política. Ver: Álvarez, Sonia, Dagnino, Evelina y Escobar, Arturo. Política cultural y cultura política (Bogotá: 
ICANH – Taurus, 2001); y Scott. Los dominados…. 
43 Los planteamientos de Reinhart Koselleck en torno a la formación de conceptos sociopolíticos, marcan un 
interesante punto de referencia para la comprensión de los desplazamientos semánticos de las palabras. Según 
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En su obra Los dominados y el arte de la resistencia44, James Scott ofrece un marco de 
interpretación sobre la acción colectiva que permite comprender el trasfondo de las 
relaciones de poder en el ámbito discursivo. El objetivo de dicho estudio es la 
caracterización de la comunicación cotidiana entre subordinados y dominadores, la cual 
corresponde más a una forma de actuación, que a un diálogo libre. Para Scott, existen por lo 
menos dos planos discursivos que marcan las relaciones de poder: el discurso público y el 
discurso oculto. En un primer momento, podríamos afirmar que el discurso público 
corresponde a la forma de relacionamiento directo entre los subordinados y sus 
dominadores, para mantener una relación cordial que no altere el status quo de quienes 
interactúan en escena. El discurso oculto, por su parte, es ese discurso que se cuece entre 
iguales y que permite desfogar sentimientos de ira, de inconformidad, e incluso de 
resentimiento, derivados de las relaciones de poder45.  
La categoría de discurso público utilizada por Scott resulta de especial interés, en tanto 
forma de describir la relación discursiva, pública y directa entre antagonistas que participan 
en el teatro público de la dominación; y que, tras las formas de respeto y sumisión, realmente 
esconden una táctica "subversiva" para unos, y formas de vigilancia para otros. El discurso 
público implica la manifestación de una relación dialéctica, entre el ocultamiento y la 
vigilancia, como factores que contribuyen al esclarecimiento de los patrones culturales que 
 
 
este autor, no toda palabra es un concepto, pues los conceptos pretenden generalizar y estandarizar, además de 
ser abstractos, polisémicos, y de transmitir contenidos concretos. El tránsito que hace una palabra para 
convertirse en concepto está trazado por el cumplimiento de cuatro premisas: democratización, politización, 
ideologización y temporalización. Sin embargo, es necesario señalar que el presente proyecto no pretende 
efectuar una comprobación sobre si DD.HH. y defensor de DD.HH. se han consolidado efectivamente como 
conceptos sociopolíticos, sino de estudiar los diferentes desplazamientos semánticos de estas palabras a la par 
del estudio de las trayectorias de los movimientos de defensa de los DD.HH. en Colombia, por lo que la obra 
de Koselleck podrá ser utilizada como referencia teórica, pero no como el horizonte de acción que se traza. En 
otras palabras, lo que se pretende es analizar la influencia de los desplazamientos semánticos de las palabras 
DD.HH. y Defensor de DD.HH. en la trayectoria de los movimientos sociales de defensa de los de DD.HH., 
para lo cual se recurrirá al estudio de los significados sociopolíticos asociados a los conceptos señalados y sus 
efectos en la labor de defensa emprendida por los movimientos sociales. Ver: Reinhart Koselleck. Futuro 
pasado (Barcelona: Paidos, 1993). 
44 Scott. Los dominados...  
45 Para Scott, los subordinados utilizan ese ámbito de libertad de los discursos ocultos, como una forma de 
preparar lentamente el camino que les permita enfrentar o retar de manera abierta a quienes los oprimen, 
generando formas de resistencia "indirecta" que preceden al enfrentamiento abierto. 
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hacen viable la dominación.  
Las relaciones de poder se encuentran mediadas por relaciones de resistencia, que vistas en 
el discurso público ofrecen la posibilidad de comprender la dinámica política a la que 
responden, pero también permiten identificar otro tipo de manifestaciones que -como el 
ocultamiento, la eufemización o la estigmatización- sirven de libreto para poner en escena 
la dramaturgia de la dominación. Las autoridades recurren al discurso público como una 
forma de impresionar a los subordinados y de esta manera mantener su dominio ocultando 
factores que pudieran debilitarlos; así mismo, los poderosos tratan de embellecer su 
dominación en la escena pública y dar una apariencia de unanimidad46. 
En la reconstrucción de la historia de los movimientos de DD.HH., el análisis de tales 
disputas puede rastrearse en los discursos públicos que permiten comprender la carga 
política que le fue asignada tanto al concepto de DD.HH. como al de Defensor, y desde allí 
analizar la experiencia y las expectativas generadas en desarrollo de las luchas y 
reivindicaciones de los movimientos de DD.HH. Así mismo, permite reconocer la reacción 
de rechazo de los grupos hegemónicos ante lo que representaban los DD.HH. y sus 
defensores, y luego, las condiciones sociopolíticas que presionaron su reconocimiento e 
incorporación en la agenda política institucional. 
El reconocimiento de las diferentes configuraciones semánticas inmersas en los discursos 
públicos sobre los conceptos de DD.HH. y de Defensores de los DD.HH., también estarán 
mediados por el estudio de su incorporación en el lenguaje cotidiano, su apropiación por los 
sectores subalternos y su desarrollo en el contexto colombiano de resistencia social. De esta 
forma, será posible comprender las disputas que se han fraguado a la hora de asignarles 
 
 
46 La dinámica social en la que interactúan los subordinados se encuentra delimitada por factores de oposición 
a la clase dirigente, oscilando entre la oposición abierta y colectiva y la obediencia absoluta. Scott estudia la 
existencia de múltiples estrategias de los subordinados para resistir disfrazadamente. Dichas estrategias 
corresponden a formas de ocultamiento como: el anonimato, utilizado para evitar represalias (chisme, 
maldición, amenaza); el eufemismo, por medio del cual se aligera la carga negativa de la crítica; y el refunfuño, 
que corresponde a un tipo de queja directa pero disimulada. Así mismo, existen formas de desobediencia 
públicamente revelados, que a pesar de ello mantienen un cierto grado de reserva para proteger a los emisores 
del mensaje, lo anterior, en referencia a elementos de la cultura popular (ritos, bailes, creencias) por medio de 
los cuales, los subordinados tratan de debilitar las formas culturales hegemónicas. 
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valores a estos conceptos, y de incorporarlos a determinados programas sociopolíticos. Por 
lo anterior, el análisis histórico de las disputas relacionadas con la defensa de los DD.HH. 
en perspectiva de las cargas semánticas asociadas con este campo, ocupa un lugar central, 
si de lo que se trata es: i) de estudiar la experiencia y las expectativas generadas en desarrollo 
de sus luchas y reivindicaciones relacionadas; ii) de reconocer la reacción de rechazo de los 
grupos hegemónicos ante lo que representaban los DD.HH. y sus Defensores; y iii) de 
escudriñar las condiciones sociopolíticas que presionaron su reconocimiento e 
incorporación en la agenda política institucional. 
1.1.3 Hay derecho más acá de las estructuras  
De manera similar a lo ocurrido en los estudios sobre la cultura, el derecho ha estado 
tradicionalmente asociado a prácticas de dominación. Podría incluso afirmarse que existe 
una tendencia generalizada a considerar al “derecho” como manifestación ideológica por 
medio de la cual se ejerce, o se asegura la dominación de una clase sobre otra. Sin embargo, 
el derecho (lo jurídico), visto de esta forma es despojado de toda posibilidad de 
interpretación y, peor aún, se le ha considerado como una simple imposición, recibida y 
aceptada por los sectores populares de manera pasiva. En contravía de esta forma tradicional 
de concebir lo jurídico, restringir su alcance a una relación vertical en una sola vía, es decir, 
como un algo emitido desde arriba para ser aceptado pasivamente abajo, despoja de toda 
facultad transformadora, creativa y viviente a los grupos subalternos -al igual que sucede 
con lo cultural-. 
La hipótesis utilizada en esta investigación al respecto es que la acción colectiva por la 
defensa de los DD.HH. y los DD.HH. en sí mismos, fueron un discurso emanado de las élites 
para la dominación de los subalternos; y, sin embargo, desde la década de 1970 se dio inició 
a un proceso de apropiación y reinterpretación de estos derechos por parte de los sectores 
subalternos. Tal situación ubicó a los DD.HH. y a los Defensores, en el centro de las 
contiendas por una configuración cultural de lo justo y de lo injusto47, las cuales pueden ser 
 
 
47 El derecho y la justicia son términos que tienen una significación tan rica que tratar de expresarlas mediante 
un definiens (expresión que, a la par de definiendum, es utilizada cómo fórmula para referir aquellas 
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rastreadas en el estudio de las cargas sociopolíticas que le han sido asignadas a los conceptos 
de DD.HH. y de Defensores de DD.HH. 
Hasta ahora, se han señalado los fundamentos que permiten explicar los debates frente a la 
acción colectiva y la tarea de historiarla, ejercicio que ha redundado en la identificación del 
lugar hacia el que avanzó la investigación. Sin embargo, en este estado falta aún desarrollar 
una explicación acerca de aquello que conforma la sustancia del conflicto cultural que 
consideramos como centro de la actividad de los Defensores. Para llegar ello, se propone 
reconocer la existencia de factores culturales en las cuestiones jurídicas, que yacen, por 
ejemplo, en las contiendas por una configuración cultural de lo justo. 
Pues bien, la disciplina jurídica, al igual que la disciplina histórica, durante mucho tiempo 
estuvieron relegadas al estudio de su desarrollo estructural, al ser concebidas, incluso por 
los marxistas, como una consecuencia directa de la dominación burguesa. Peor aún, los 
países que intentaron una experiencia de socialismo real terminaron por reproducir una 
práctica jurídica desligada de las dinámicas sociales, instrumentalizando el poder estatal 
para apaciguar toda forma de innovación; fueron incapaces de revolucionar la revolución y 
terminaron sumidos en una carrera desaforada por el desarrollo y la modernización de los 
 
 
herramientas que especifican los significados de un término. De esta manera, al termino por definir se le 
denomina definiendum y al término definiente, definiens) lo suficientemente breve como para que tenga un 
sentido hablar de definición, puede llegar a ser una simplificación excesiva que oculta más problemas de los 
que ilumina. En ese sentido, lo primero que debe asumirse a la hora de fijar una definición sobre conceptos 
como derecho o justicia es su carácter ambigüo y lo segundo es que, generalmente, solo son distinguibles por 
el contexto en que se utilizan. El derecho por ejemplo, tiene por lo menos 4 acepciones tradicionales en español, 
que en lenguas como el inglés cuentan con expresiones propias, veámos. El derecho es: conjunto de normas 
(acepción objetiva – law); facultad del Estado (acepción subjetiva – right); estudio o reflexión sobre el 
Derecho, (la ciencia del Derecho – Jurisprudence); y un juicio de valor sobre lo que debería ser el derecho 
(acepción valorativa - justice). Siguiendo a Manuel Atienza, si asumieramos que Derecho, refiere a la acepción 
objetiva del concepto; derecho, a su acepción subjetiva; jurisprudencia a “la ciencia del derecho”; y justicia, 
al juicio de valor sobre lo que debería ser el Derecho, “(y, aunque no lo hagamos, si atendemos al contexto) 
podemos resolver casi todos los problemas de ambigüedad del derecho…”. Ver: Atienza, Manuel. 
Introducción al derecho (Barcelona: Barcanova, 1985) 8 y 12. 
Reconociendo lo arriba señalado, mal haríamos en reproducir fórmulas que limitan la riqueza de estos 
conceptos y que ocultan la complejidad que encierra la construcción del derecho y de la justicia. Por estas 
razones, apelamos al juicio del lector para que, de acuerdo con el contexto, pueda identificar el uso, 
principalmente de la palabra justicia, para referir: a los distintos sistemas de valores que estuvieron en disputa 
durante el proceso de posicionamiento del discurso de DD.HH. en el contexto colombiano; y, en algunos casos, 
sobre todo cuando esta antecedida de términos como “aparato” o, “administración”; o precedida por las 
palabras “ordinaria” o, incluso “penal militar” se hace referencia a aparatos de justicia administrados por el 
Estado.  
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medios de producción, a la par que avanzaba paquidérmicamente en la comprensión de sus 
procesos sociales.  
No obstante que justicia, derecho y derechos, históricamente han operado como férreas 
estructuras creadas para mantener la dominación; durante la segunda mitad del siglo XX se 
ha venido reconociendo que estos conceptos se encuentran inmersos en escenarios de 
disputa cultural en los que se enfrentan valores y finalidades antagónicas. Incluso se ha 
llegado a comprender que una lectura de los procesos sociales debe pasar por reconocer el 
estrecho vínculo entre los actores, la producción cultural, las complejas dinámicas sociales 
y las estructuras48. 
Reconocer en el sujeto su capacidad de interacción con el entorno social y su capacidad de 
transformación de las estructuras, pasa por reconocer su calidad de sujetos políticos capaces 
de incidir en los procesos históricos para promover sus intereses, expectativas y valores. De 
esta manera, la emergencia de movimientos sociales capaces de dirigir su acción hacia la 
defensa de la vida, la paz y la democracia es el reflejo de un cambio en las explicaciones del 
derecho. Dejando de lado una comprensión estática de lo jurídico, como un algo 
determinado por las estructuras económicas, es posible apreciar cómo ese ámbito se 
constituye en un escenario de disputa en el que los sujetos políticos colectivos se movilizan 
para reclamar, no solo el reconocimiento de derechos, sino una reconfiguración de lo 
jurídico en correspondencia con sus intereses, expectativas y valores. Así, “[e]l derecho no 
solo es una forma reguladora externa, superflua, sino un nivel interno de sociabilidad” 49, el 
derecho es dominación, pero también conquista. 
Podría afirmarse que las disciplinas sociales en su conjunto han estado involucradas en el 
 
 
48 En una interpretación de la obra de Thompson, Domènech señala: “[e]ste desarrollo, para Thompson, es el 
propio del materialismo histórico, del que no surgen estructuras ‘relativamente autónomas’ o ‘determinantes 
en última instancia’ sino sujetos colectivos. […] para Thompson, como muestra admirable en estudios como 
Whigs and hunters, no hay una ‘estructura’ jurídica determinada ‘en última instancia’ por una ‘estructura 
económica’. Las presiones económicas impregnan los debates jurídicos, de la misma forma que los debates 
jurídicos impregnan los intereses económicos, en la interacción de sujetos sociales con intereses, expectativas 
y valores, confrontados”. Domènech. Hegemonías… 193. 
49 Botero, Darío. Teoría social del Derecho (Bogotá, UNAL, 2005) 47 – 48. 
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viraje hacia el análisis de las cuestiones culturales como factor de dominación, pero también 
de movilización. A la crisis de las explicaciones del derecho y de lo jurídico como una 
cuestión estática, le han seguido otras que, con base en los postulados gramscianos respecto 
de la crisis hegemónica, han impulsado una comprensión dinámica del derecho y de lo 
jurídico. Para explicarlo mejor, es necesario considerar la forma en que las explicaciones 
marxistas ortodoxas sobre lo jurídico -cuyo representante más conocido es el jurista 
soviético Evgeny Pashukanis- se caracterizaron por un reforzamiento de la idea de 
concentración del poder de signar lo jurídico en el Estado proletario, lo que llevó a desvirtuar 
la figura de la dictadura del proletariado convirtiéndola de algo transitorio, para otorgarle un 
carácter permanente. Se evidencia aquí, cómo la incapacidad soviética de proponer una 
dinámica de lo jurídico más allá de la función legitimadora que cumple el derecho en los 
Estados liberales, terminó por reproducir la abstracción de la “voluntad del soberano” y por 
desfigurar el carácter emancipatorio de su revolución.  
Esta doble problematización de la ideología en relación con el derecho se ubica en el centro 
del proceso de legitimación, es decir, al derecho como forma ideológica y a los efectos de 
poder producirlos por la ideología jurídica. Además, consideramos que su formulación 
ambivalente por un jurista como Pashukanis se convirtió en un desafío al abordar de nuevo 
la problemática de las corrientes marxistas occidentales, una vez que la revolución de 
octubre de 1917 quedó circunscrita al propio ámbito de Rusia. Pues estas corrientes vieron, 
una vez que sus intentos insurreccionales fracasaron, como el Estado de derecho se 
recomponía y era utilizado por los grupos dominantes productivamente contra ellos50. 
El derecho, lo jurídico, los derechos, la justicia, fueron ideas circulantes que entre los 
marxistas ortodoxos terminaban por reducirse a simples relaciones estructurales, 
vaciándolas de su contenido cultural y con base en ello, muchos intentos revolucionarios 
como el soviético han terminado por reproducir el derecho y las instituciones liberales, como 
garantía de protección del status quo de una clase hegemónica sobre sus subordinados. Para 
Miguel Ángel Herrera, el concepto de hegemonía en Gramsci guarda profunda relación con 
la idea de dominación y explotación, siendo estos, factores que posibilitan la hegemonía, 
pero en los que no se agota su alcance, lo que hace necesario reconocer aquello que se 
encuentra implícito en la idea de subordinación ideológica. 
 
 
50 Herrera, Miguel. Antonio Gramsci y el pensamiento de ruptura (Bogotá, UNAL, 2016) 73 – 74. 
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De ahí que la hegemonía se constituya en el concepto que permite pensar las dos caras de la 
concepción del mundo analizada y actuada por Marx y Lenin. Es decir, lo que Guastini en 
su fase no analítica definía como la peculiaridad de ese paradigma de ciencia crítica que 
involucra una doble naturaleza, prescriptiva y descriptiva, y a la que Gramsci prefirió 
denominar filosofía de la praxis, y que recuerda el carácter revolucionario de la llamada 
ciencia social, lo que implicó la formalización de Las tesis sobre Feuerbach, y que aquí 
hemos querido llamar el acto de refundación de la Ciencia Política, en la hegemonía, en la 
medida que resignifica la revolución permanente como concepto que sirve como puente 
entre estructura y movimiento histórico en la fase del capitalismo tardío y el posfordismo, 
que es asumido como una totalidad orgánica contradictoria. A este proceso lo leemos desde 
el pensamiento de ruptura, de clara vertiente gramsciana51. 
Lo que resalta aquí, es la forma en que el reconocimiento de la subordinación ideológica ha 
permitido considerar el ámbito de lo jurídico como resultado, no solo de las dinámicas 
económicas de dominación, sino de unas condiciones ideológicas que facilitan su 
reproducción cultural. En ese sentido, si bien el derecho es herramienta de dominación, su 
producción no sucede de manera exclusiva en el Estado, pues al corresponder con por lo 
menos una idea de justicia, el derecho sucede inclusive más allá de los límites del Estado y 
sus prescripciones. Lo anterior significa que el derecho institucionalizado es, simplemente, 
una forma jurídica que bien puede originarse, tanto en las clases hegemónicas, como en las 
clases subalternas; pero también, que el derecho puede llegar a ser apropiado tanto por las 
clases hegemónicas (como herramienta de dominación) como por las clases subalternas 
(como herramienta para su emancipación).  
Partiendo de la base de que el derecho es producto cultural, para explicar la manera en que 
la cultura (y lo jurídico como elemento cultural) ha dejado de ser considerada como simple 
imposición/aceptación pasiva, se recurre a la obra de Carlo Ginzburg, quien en su trabajo El 
queso y los gusanos. El cosmos según un molinero del siglo XVI critica precisamente las 
concepciones estáticas de la cultura, “[n]o cabe duda de que el retraso, en parte, se debe a la 
persistencia difusa de una concepción aristocrática de la cultura. Muchas veces, ideas o 
creencias originales se consideran por definición producto de las clases superiores, y su 
difusión entre las clases subalternas como un hecho mecánico de escaso o nulo interés…”52 
 
 
51 Herrera, Miguel. Antonio Gramsci…. 86 - 87. 
52 Carlo Ginzburg. El queso y los gusanos. El cosmos según un molinero del siglo XVI (Barcelona: Península, 
2010) 15. 
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Para Ginzburg, el estudio de la cultura popular pasa por el reconocimiento de las relaciones 
de intercambio entre la cultura dominante y lo que podríamos llamar, las culturas 
subalternas. En otras palabras, la producción cultural, no ajena a la dialéctica clasista, es 
resultado de la influencia reciproca entre los diferentes sectores sociales, sus experiencias, 
expectativas, creencias, etc. De esta manera, Ginzburg presenta -con fundamento en el 
estudio de la obra de Bajtin, Rabelais y la cultura popular de su época- el concepto de 
circularidad cultural. 
Lo que hemos dicho hasta ahora demuestra con amplitud la ambigüedad del concepto de 
“cultura popular”. Se atribuye a las clases subalternas de la sociedad preindustrial una 
adaptación pasiva a los subproductos culturales excedentes de las clases dominantes 
(Mandrou), o una tácita propuesta de valores, si acaso parcialmente autónomos respecto a la 
cultura de aquellas (Bolleme), o una ajenidad absoluta que se sitúa sin rebozo más allá, o 
mejor dicho más acá, de la cultura (Foucault). Es mucho más valiosa la hipótesis formulada 
por Bajtin de una influencia recíproca entre cultura de las clases subalterna y cultura 
dominante. Aunque precisar el modo y el momento de tal influencia (ha comenzado a hacerlo 
con óptimos resultados J. Le Goff) significa afrontar el problema con una documentación 
que, en el caso de la cultura popular, como hemos señalado, es casi siempre indirecta ¿hasta 
qué punto los eventuales elementos de cultura hegemónica rastreables en la cultura popular 
son fruto de una aculturación más o menos deliberada, o de una convergencia más o menos 
espontánea, y no de una deformación inconsciente de las fuentes, claramente proclives a 
reducir al silencio lo común y lo corriente?53 
En este estadio, no interesa profundizar en la pregunta planteada por el historiador italiano, 
pues de lo que se trata es de señalar la forma en que ese producto cultural denominado 
derecho, implantado de manera vertical -en un claro ejercicio que confirma la dominación 
ideológica- no necesariamente es recibido por las clases subalternas de manera pasiva. Por 
el contrario, una vez lanzado a la esfera de lo sociopolítico el derecho choca, se compenetra, 
coincide, y en general, interactúa con los sistemas de valores propios de las clases 
subalternas y, por tanto, es transformado, pero también: instrumentalizado, acatado, o 
incluso ignorado54.  
 
 
53 Ginzburg. El queso y… 21 y 22. 
54 En Colombia, la precaria presencia estatal a lo largo de la geografía nacional ha facilitado la consolidación 
de sistemas jurídico-comunitarios, autónomos, prácticas culturales que establecen prohibiciones e imponen 
castigos, y que no corresponden necesariamente a valores relacionados con el hegemónico sistema 
socioeconómico mundial. Al respecto ver: Aguilera, Mario. Contrapoder y justicia guerrillera. Fragmentación 
política y orden insurgente en Colombia 1952-2003 (Bogotá: IEPRI, 2014). 
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En otras palabras, dicha interacción de lo jurídico frente a los sistemas de valores 
subalternos, si bien no coincide estrictamente con el planteamiento de Ginzburg, permite 
considerar la forma en que el derecho producido por los Estados no solo es un ejercicio de 
dominación, en cuanto discurso homogenizante, sino que también es herramienta factible de 
ser apropiada, transformada, instrumentalizada, acatada o ignorada. No se profundizará 
respecto al alcance de cada uno de estos efectos, lo cual podría llegar ser objeto de otras 
investigaciones, ya que de lo que se trata es de analizar la forma en que los DD.HH., en 
cuanto manifestación del ejercicio de dominación ideológica, fueron apropiados y 
convertidos en herramienta para la resistencia de los sectores subalternos. Cómo dice 
Gándara: 
Dado que los derechos humanos son un producto cultural, sometido a los procesos históricos, 
su configuración, la definición sobre qué aspectos de la vida hemos de considerar como 
derechos, debe permanecer necesariamente abierta y en constante cambio. No se trata por 
tanto de entidades puras e inmutables, sino sometidas a los procesos de búsqueda de dignidad 
propios de la experiencia humana. Los derechos humanos, al igual que el resto de nuestras 
producciones culturales con capacidad de impactar y gestar realidades en el ámbito político 
y jurídico, son inventos, ficciones que formulamos desde nuestra propia experiencia en 
función de un ideal postulado, y desde las que intervenimos en el proceso de construcción 
de la realidad55.  
En ese sentido, el retorno de los seres humanos como sujetos que experimentan relaciones 
está ligado con el cambio sobre la forma en que se reconstruye la historia, pero también lo 
jurídico, “…los hombres y las mujeres retornan como sujetos; no como sujetos autónomos 
o ‘individuos libres’, sino como personas que experimentan las relaciones productivas y las 
relaciones dadas en tanto que necesidad e intereses y en tanto que antagonismos”56. Dicha 
experimentación de las relaciones, de los antagonismos, convierte a la justicia en un 
escenario de disputa cultural, en el que los sistemas de valores son sometidos a una tensión 
conflictiva. Así lo propone Moyn: 
Es cierto que los fundamentos conceptuales de los derechos incluso antes de la Declaración 
Universal podían ser naturales o incluso (humanos) para algunos pensadores, en especial en 
el pico del racionalismo ilustrado. Sin embargo, incluso en ese entonces había un acuerdo 
universal de que esos derechos debían alcanzarse a través de la producción de espacios de 
 
 
55 Gándara, “Repensando…  
56 Thompson. Miseria… 260. 
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ciudadanía en donde los derechos se concederían y protegerían. Estos espacios no solamente 
proveían las maneras para desafiar la negación de los derechos ya establecidos; no menos 
importante, también eran las zonas de lucha sobre el significado de la ciudadanía y el lugar 
para defender los viejos derechos y promover los nuevos57. 
De acuerdo con lo anterior, cobra relevancia hacer un paréntesis en esta exposición para 
sentar una claridad: el interés de esta investigación es analizar la forma en que los DD.HH. 
pasaron de estar simplemente consignados en la Declaración Universal de la segunda 
posguerra, a su materialización y exigencia durante la década de 1970 en Colombia. Aunque 
no se pretende profundizar en el origen de los Derechos Humanos -asunto de gran 
complejidad que ha sido abordado en muchas oportunidades y sobre el cual se han producido 
numerosos estudios de obligatoria lectura para los interesados en el tema58- y más allá de 
que algunos pudieran considerarlo como revisionista o no, este análisis reconoce como punto 
de partida la Declaración Universal de los DD.HH. de 1948 y no la Declaración de los 
Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789. Las razones para ello son de carácter 
sustancial y responden a dos premisas básicas: 
 
i) El catálogo de 1789 respondió a la necesidad de establecer una barrera entre el Estado y 
los ciudadanos, como fórmula para evitar injerencias abusivas en el ámbito particular. En 
ese sentido, uno de los máximos pilares de dicha declaración fue el establecimiento del 
principio de legalidad, en virtud del cual los ciudadanos solo estaban obligados a soportar 
la limitación de sus derechos ante la existencia de una disposición legal previamente 
establecida. El segundo elemento que marca una distancia entre esta declaración y la de 1948 
es la necesidad de la existencia de un vínculo de subordinación entre el Estado y las personas, 
 
 
57 Moyn, Samuel. La última utopía. Los derechos humanos en la historia (Bogotá: Editorial PUJ, 2015) 23. 
58 No es el del interés de esta investigación profundizar en el origen de los Derechos Humanos, asunto de gran 
complejidad que ha sido abordado en numerosas oportunidades y sobre el cual se han producido numerosos 
estudios, desde el Tratado sobre el gobierno civil de John Locke, hasta la Historia de los derechos 
fundamentales coordinada por Gregorio Peces Barba. Lo que interesa en este momento es marcar la forma en 
que los derechos humanos pasaron de estar simplemente consignados en la Declaración Universal de la 
segunda posguerra, a su materialización y exigencia durante la década de 1970. Ver: Locke, John. Segundo 
Tratado sobre el Gobierno Civil (Madrid: Alianza, 2014). Peces, Gregorio (Coordinador). Historia de los 
derechos fundamentales (Madrid: Dykinson, 1998). Fioravanti, Mauricio. Los derechos fundamentales. 
Apuntes de historia de las constituciones (Madrid: Trotta, 2016). 
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denominado Ciudadanía. Dicho concepto operaba en el catálogo de 1789 como un 
dispositivo para activar la competencia del Estado frente a los derechos de las personas. 
 
ii) El catálogo de 1948, por su parte, tiene una característica peculiar y es que su nacimiento 
se deriva del colapso del modelo fundamentado en el principio de legalidad. La experiencia 
Nazi advirtió que la protección de las personas no se satisface simplemente con la existencia 
de un requisito formal que, bien podía ser utilizado para protegerlas o para dotar de legalidad 
la violación de sus derechos. De igual forma, los procesos de exterminio desplegados por 
Alemania demostraron que el concepto de ciudadanía no era lo suficientemente fuerte como 
para soportar el deber de un Estado de proteger a los individuos más allá de su nacionalidad. 
En ese sentido, tras la victoria de los aliados, se abrió paso para que: a) el principio de 
legalidad, como barrera de protección entre el Estado y las personas, quedara desplazado 
por el principio de dignidad humana, en virtud del cual ni siquiera el cumplimiento de las 
formalidades habilita a los Estados para ejecutar actos que menoscaben la dignidad de las 
personas; y b) que al concepto de ciudadanía se le antepusiera el concepto de humanidad, 
de tal forma que las personas no fueran sujetos de derechos de los DD.HH. por el vínculo 
que tienen frente a un estado específico sino simplemente por el hecho de ser humanos.   
Sin perder de vista lo anterior, es necesario señalar que las condiciones del contexto 
colombiano para la década de 1970 reflejaban precisamente el menoscabo de los derechos 
de las personas por parte del Estado y que esto se hacía con fundamento en las disposiciones 
legalmente contenidas tanto en la reforma de los artículos 121 y 28 de la Constitución de 
1886, como en la recurrente utilización de los estados de sitio. De esta manera, la 
Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, más que insuficiente, es 
impertinente para explicar la forma en que las personas colombianas, buscaron protegerse 
del Estado y de su marco de legalidad. Por todo lo anterior, la forma en que los DD.HH. se 
conectaron con los “nuevos” movimientos sociales fue a través: primero, de la crítica al 
principio de legalidad y la promoción de la dignidad humana, fenómeno evidente en las 
demandas impulsadas por el movimiento de DD.HH. durante la década de 1970; y segundo, 
de las demandas relacionadas con el desarrollo del principio de dignidad humana, fenómeno 
que inicia en la década de 1980 con la inclusión de demandas como la paz o la 
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democratización y que se complementa con el posterior desarrollo e impulso de demandas 
relacionadas con los derechos económicos sociales y culturales a partir de la Constitución 
política de 1991. 
Así las cosas, el estudio de las trayectorias de los movimientos de defensa de DD.HH. ilustra 
la forma en que se enfrentan diferentes concepciones sobre la justicia, entre la legalidad, la 
dignidad y la vida, alrededor de las tensiones generadas en los intentos por asignar diferentes 
significados a los conceptos de DD.HH. y de Defensor. Dichas tensiones, se desarrollan 
alrededor de la disputa por establecer valores, en donde estas palabras implican espacios 
conflictivos que emergen de la cosmovisión de los sujetos, con una vocación a reconstruirse 
en los procesos de socialización. Así, la justicia como valor en disputa entra en la arena de 
la socialización, dando como resultado la producción de normas, castigos, expectativas, etc., 
todas estructuras construidas colectivamente que no siempre coinciden con lo jurídico-
estatal, pero que cómo puede verificarse en la experiencia de los defensores de los DD.HH., 
están dispuestas a la transformación, más que del derecho mismo, de la forma en que nos 
relacionamos y elegimos tanto lo justo como lo injusto59. 
Los Estados defendían la consolidación de un modelo de desarrollo dirigido a la 
modernización de las estructuras sociales y para ello se valieron del derecho como fórmula 
para asegurar la dominación. Sin embargo, nuestra apuesta es por comprobar que, en 
Colombia, como en América Latina, la emergencia de las luchas por la defensa de los 
DD.HH. estuvo relacionado con una transgresión tanto del modelo de desarrollo capitalista, 
como de la apertura de los mercados; tanto del Estado, como del derecho y la soberanía60. 
 
 
59 Boaventura de Sousa Santos, permite una comprensión de los procesos de construcción de lo cultural, así: 
“La hermenéutica diaptópica parte de la idea de que todas las culturas son incompletas y, por lo tanto, pueden 
ser enriquecidas por el diálogo y por la confrontación con otras culturas. Admitir la relatividad de las culturas 
no implica adoptar sin más el relativismo como actitud filosófica. Implica, sí, concebir el universalismo como 
una particularidad occidental cuya supremacía de los intereses que la sustentan”. De Sousa, Boaventura. Una 
epistemología del sur (México, CLACSO – Siglo XXI, 2009) 139. Ver también: Domènech. Hegemonías. 
Crisis… 201. 
60 “El surgimiento de un régimen internacional de los derechos humanos […] ha venido contribuyendo a la 
erosión del monopolio de los Estados como sujetos políticos internacionales y desafiándolos a través de la 
fuerza creciente de las ONG de abogacía transnacional y de las redes de ONG locales y nacionales dedicadas 
a la promoción de los derechos humanos a escala mundial”. De Sousa Santos, Boaventura. Sociología jurídica 
crítica. Para un nuevo sentido común del derecho. (Bogotá, ILSA, 2009) 360. 
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En esta vía, el reto es analizar la forma en que su experiencia demostró que más allá que un 
credo61, los DD.HH. han logrado convertirse en una plataforma desde la cual emergieron 
unos, y se fortalecieron otros, procesos de reivindicación de lo cultural y lo colectivo62. Y 
más aún, que gracias a la ruptura de la pretensión universalista de los DD.HH., emergieron 
nuevas interpretaciones vinculadas a las luchas de género, a las luchas étnicas y a las luchas 
medioambientales que yacían invisibilizadas ante la preponderancia de una acción colectiva 
que solo era considerada como posible ante la cuestión de clase63. 
En esa perspectiva, es necesario estudiar las diferentes trayectorias históricas de los 
movimientos de defensa de los DD.HH. como facilitadores de un escenario de tensiones y 
conflictos en torno a la configuración cultural de la justicia. Lo anterior, a través del análisis 
del tránsito de una justicia simplemente instrumentalizada -tanto por el Estado como por la 
sociedad civil- hacia una justicia como factor potencial de transformación social, a propósito 
de las disputas culturales que se configuran a su alrededor.  
Los historiadores jurídicos, como son llamados por Thompson, se encuentran en mora de 
efectuar análisis transdisciplinarios que permitan comprender estas disputas, para reconocer 
lo jurídico como construcción desde abajo y el potencial de movilización social que 
contienen. El estudio de las trayectorias de los movimientos de defensa de los DD.HH. en 
América Latina representa pues, la oportunidad de comprender la emergencia de formas 
alternativas de configuración de la justicia más allá de la protección de los intereses de clase, 
 
 
61 Al respecto Myon invita a considerar que: “…los derechos humanos contemporáneos considerados como 
un conjunto de normas políticas globales que forman una especie de credo para el movimiento social 
transnacional…”. Y, sin embargo, la ruptura de la pretensión universalista de un único discurso sobre los 
DD.HH., pueden demostrar que su carácter emancipatorio no deviene de un apego confesional de los 
defensores a los derechos, sino de un uso pragmático que permite canalizar demandas complejas 
fundamentadas en la autonomía y la autodeterminación. Moyn. La última… 22. 
62 De Sousa plantea: "Para funcionar como una forma de globalización cosmopolita, contrahegemónica, los 
derechos humanos deben ser reconceptualizados como multiculturales”. De Sousa. Sociología… 446. 
63 “El reconocimiento de la diferencia cultural, de la identidad colectiva, de la autonomía o autodeterminación 
da origen a nuevas formas de lucha (por un acceso igualitario a los derechos o recursos existentes; por el 
reconocimiento de derechos colectivos; por la defensa y promoción de marcos normativos alternativos o 
tradicionales, de formas de producción de medios de subsistencia o de resolución de conflictos, etc.) Así, la 
idea de una ciudadanía multicultural, individual o colectiva adquiere un significado más preciso como lugar 
privilegiado de luchas por la articulación entre la exigencia de reconocimiento cultural y político y la 
redistribución económica y social”. De Sousa. Una epistemología… 121. 
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al poner sobre la mesa el debate sobre la capacidad configuradora de lo justo en función de 
valores que emergen de la complejidad cultural y de las relaciones sociales tradicionalmente 
invisibilizadas. 
1.2 Balance de la producción académica 
Una vez expuestas las bases sobre las cuales se ha elaborado la presente investigación, es 
necesario señalar que la construcción de un balance historiográfico sobre la movilización 
social alrededor de los movimientos sociales plantea un reto especial si se consideran, tal 
como lo señaló Mauricio Archila en su “Historiografía sobre los movimientos sociales en 
Colombia. Siglo XX”64, las críticas que aún persisten sobre un tema que tradicionalmente 
ha estado más vinculado con la sociología o la ciencia política. Aun así, vale la pena 
recordar, cómo lo hiciera Archila, que el hecho de que, en general, los movimientos sociales 
no fueran considerados como objeto de estudio priorizado por la historia tradicional no 
puede suponer su exclusión de los estudios históricos, pues ello supone contar solo una parte 
de la historia, la que prioriza el análisis de las dinámicas de dominación e invisibiliza a los 
sectores subordinados. Es precisamente la historiografía conjunta construida para La 
historia al final del milenio, la que pone sobre la mesa la necesidad de considerar los estudios 
que, aunque de forma indirecta, dieron pie a la emergencia de los análisis sobre la 
experiencia de sectores subordinados y, desde allí, a los esfuerzos de Germán Colmenares 
por dotar a este tipo de análisis de la rigurosidad metodológica requerida65. Sin embargo, el 
diagnóstico efectuado en 1994, dada la escasez de productos al respecto, refleja el casi nulo 
interés por la investigación sobre las luchas alrededor de los DD.HH. como factor de acción 
colectiva hasta ese momento. 
Sin perder de vista lo anterior, no es de poca monta que, de los 351 textos considerados por 
Archila, aquellos producidos durante la década de 1980 llegan casi a triplicar el número total 
 
 
64 Archila, Mauricio. “Historiografía sobre los movimientos sociales en Colombia. Siglo XX”. La historia al 
final del milenio. Ensayos de historiografía colombiana y latinoamericana. Vol. 1. Tovar, Bernardo 
(Compilador). (Bogotá: UNAL, 1994) 251-321. 
65 Ver: Nieto, Luis Eduardo. Economía y cultura en la historia (Bogotá: Editorial Viento del pueblo, 1973); 
Ospina, Luis. Industria y protección en Colombia, 1810-1930 (Medellín: E.S.F., 1955); Colmenares, Germán. 
Partidos políticos y clases sociales (Bogotá́: Universidad de los Andes, 1968). 
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de los publicados sobre los movimientos sociales en general, durante las tres décadas 
anteriores. Más aún, para efectos del presente análisis, se destaca que los DD.HH. no 
aparezcan ni siquiera una vez, como un asunto relevante en los estudios sobre la 
movilización social; lo que contrasta con el hecho de que los análisis sobre cuestiones de 
clase ocupan el 60% de la literatura allí analizada. Ante la evidente escasez de productos 
especializados -que sea del caso señalar, aún persiste- el criterio para este balance debe ser 
lo suficientemente amplio como para comprender el estado de la literatura disponible. Lo 
anterior obliga a omitir la fijación de criterios rígidos de exclusión, tales como la profesión 
del autor o los intereses disciplinares e incluso políticos de algunos estudios, e invita a 
considerar las más diversas fuentes como potenciales lugares de exploración.  
Así las cosas, no sorprende que la historiografía producida sobre la acción colectiva durante 
la segunda mitad del siglo XX colombiano posea un marcado acento en el análisis de la 
violencia y el conflicto armado66. Sin embargo, los estudios sobre el sindicalismo 
compartieron este carácter protagónico de los estudios sobre La Violencia, podría incluso 
afirmase que estas temáticas fueron un tema central de los estudios histórico - sociológicos 
hasta la década de 1970, cuando se presenta la apertura a nuevas explicaciones sobre la 
movilización social y el paradigma clasista comienza a ceder espacio a otro tipo de 
explicaciones67. En ese sentido, se observa que la apertura a estas “nuevas” explicaciones 
 
 
66 Sea del caso señalar que el estudio de una historiografía como la que se propone también pasa por el 
reconocimiento previo de los hechos de violencia que se desataron a propósito de las disputas bipartidistas de 
mediados del siglo XX; las cuales caracterizan el escenario en el que se adopta la Declaración Universal de 
los DD.HH. en 1948. El escenario local en el que son adoptados estos instrumentos, justo en momentos en que 
Colombia experimenta los embates de uno de los periodos más difíciles de su historia, conocido como La 
Violencia. Variados son los estudios sobre este periodo, pero quizás el más emblemático de ellos es el trabajo 
efectuado por Germán Guzmán Campos, Orlando Fals Borda y Eduardo Umaña Luna, conocido como La 
Violencia en Colombia. Esta obra, de carácter sociológico, se ha convertido en un referente inevitable para 
estudiar las atrocidades cometidas en medio de la lucha bipartidista, en la medida en que permite comprender 
tanto los antecedentes de La Violencia, como los aspectos sociopolíticos y organizativos determinantes durante 
la disputa. Ver: Ortiz, Carlos. “Historiografía de La Violencia”, Tovar (Compilador). La historia…; Londoño, 
Rocío. Juan de la Cruz Varela. Sociedad y política en la región de Sumapaz, 1902-1984 (Bogotá: Universidad 
Nacional de Colombia. 2011); Sánchez, Gonzalo y Peñaranda, Ricardo (Compiladores). Pasado y presente de 
la Violencia en Colombia (Medellín: La Carreta Histórica. 2009); Villanueva, Orlando. El llano en llamas. 
Vida, acción y muerte de Guadalupe Salcedo (Bogotá: Universidad Distrital Francisco José de Caldas. 2013). 
Montaña, Diego. Colombia social (Bogotá: UNAL. 1998); Guzmán, Germán, Fals, Orlando y Umaña, 
Eduardo. La violencia en Colombia (Bogotá: Carlos Valencia Editores, 9ª edición. 1986); entre otros. 
67 Maylor Caicedo Freile, en su tesis doctoral, reflexiona sobre la producción historiográfica de segunda mitad 
del siglo pasado en Colombia, señalando a la ‘crisis’ teórica del marxismo y al énfasis que desde la década del 
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generó un campo de investigación, dentro del cual, a la par de las cuestiones étnicas y 
feministas, los DD.HH. han ganado terreno durante las últimas dos décadas.  
De acuerdo con lo anterior, el presente balance muestra los antecedentes de producción 
historiográfica y sociológica respecto de la movilización social en defensa de los DD.HH. 
en Colombia, enfocada en el periodo de estudio, 1970 a 1991. Dicho balance se concentra 
en la literatura producida a partir de la década de 1980, de una parte porque, como ha 
quedado de manifiesto, no se pretende profundizar en los estudios sobre el sindicalismo y 
La Violencia que han sido ampliamente análizados en otras investigaciones; y, de otra, 
porque antes de 1980 los estudios que suelen relacionarse con los DD.HH. se concentran en 
cuestiones como la niñez abandonada, los cuales no son objeto de esta investigación. Tales 
estudios no fueron incorporados en el balance pues su contenido escapa a lo que fue 
considerado como antecedente para un estudio que versa sobre la relación entre la 
movilización por los DD.HH. y la represión estatal. 
Hechas estas precisiones, con el interés de facilitar la exposición del balance construido, la 
literatura disponible será presentada en tres grandes grupos: i) los análisis académicos y 
especializados; ii) los textos escritos por las organizaciones defensoras de DD.HH.; y iii) los 
informes institucionales. El estudio de los principales productos que se encuadran en estos 
tres grupos conforma el balance de la producción académica que permite ilustrar de manera 
sintética los hallazgos presentados a continuación. 
1.2.1 Análisis académicos especializados 
A decir verdad, los estudios académicos y los análisis especializados efectuados en 
perspectiva histórica sobre la defensa de los DD.HH. en Colombia, son realmente escasos. 
Esta situación puede obedecer a que persiste el interés por analizar otro tipo de conflictos, 
sobre todo los relacionados con temas económicos o de clase y a que, a pesar de la 
 
 
setenta se ha evidenciado en el análisis de los ‘nuevos movimientos sociales’, como las causas de la 
desestimulación de los estudios sobre el sindicalismo. Ver: Maylor Caicedo. “Idearios e imaginarios 
anticomunistas. Las disputas del sindicalismo en la organización de la clase obrera. De la CSTC a la UT. 1958- 
1986”. Tesis de Doctorado en Historia. Bogotá: UNAL, 2015. 
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proliferación de estudios culturales, estos aún no le confieren al derecho, ni a los asuntos 
jurídicos un lugar preponderante como producto cultural. A pesar de lo anterior, existen 
valiosos antecedentes que, aunque se encuentran dispersos, dan cuenta de aspectos como: 
las luchas afrontadas por las organizaciones defensoras de DD.HH. a lo largo de su historia; 
los procesos políticos que han rodeado la movilización social en torno a los DD.HH.; la 
transformación de las demandas relacionadas con la defensa de tales derechos; la trayectoria 
de organizaciones defensoras; y el rol de los defensores y su caracterización. Múltiples 
temas, focos e intenciones irradian el estado del debate al respecto, y del cual resaltamos 
algunas de las obras más características68. 
En 1989, Daniel Camacho y Rafael Menjívar coordinaron una investigación pionera sobre 
lo que para el momento se consideraban como "nuevos movimientos sociales". Esta 
compilación de artículos denominada, Los movimientos populares en América Latina69 
reproduce dos textos que podrían considerarse como antecedente y punto de referencia de 
la presente investigación. En primer lugar, el artículo “Movimientos populares en Colombia 
(1970 –1983)”70, de autoría de Cristina Escobar y Francisco Roux. Un aspecto muy positivo 
de este documento es el análisis que de forma temprana, termina por advertir el nacimiento 
de los nuevos actores sociales y políticos y de las nuevas formas de organización y 
manifestación popular en Colombia, entre ellos: el movimiento campesino (organizado 
alrededor de la Asociación Nacional de Usuarios Campesinos -ANUC), el movimiento 
indígena (agrupado en diferentes organizaciones regionales y a nivel nacional, 
principalmente en la Organización Nacional Indígena de Colombia - ONIC) y el movimiento 
social dinamizador de los paros cívicos. Sin embargo, por no ser su objeto de estudio, el 
 
 
68 Algunos estudios socio - jurídicos relacionados con la denuncia sobre la impunidad, la politización del 
aparato de justicia, la denuncia de violaciones a los DD.HH. o la militarización de la justicia fueron 
incorporados al texto, aunque no necesariamente dentro del balance. En tales casos, estos textos sirvieron como 
punto de referencia para el análisis de categorías clave como repertorios de defensa y de protesta (tal es el caso 
de obras como 15 años de estado de sitio de Gustavo Gallón). 
69 Camacho, Daniel y Menjívar, Rafael (Coordinadores), Los movimientos populares en América Latina, 
(México: Siglo XXI, 1989). 
70 Escobar, Cristina y Roux, Francisco: “Movimientos populares en Colombia” (1970-1983). En: Camacho y 
Menjívar (Coordinadores). Los movimientos… 
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análisis deja de lado la relación conflictiva entres estas nuevas formas de acción colectiva, 
la represión y la violencia. 
Luego, se destaca el análisis de Daniel García y de Vicente Palermo, titulado: “El 
movimiento de los Derechos Humanos en la Transición a la democracia en Argentina71”. 
Trabajo que, a partir de la reconstrucción del caso de la Asociación de Madres Plaza de 
Mayo, logra desarrollar un interesante estudio sobre el Movimiento de DD.HH. en la 
Argentina. El documento analiza la formación del Movimiento entre 1977 y 1982, a partir 
de la creación de una identidad asociativa entre los familiares de las víctimas directas. De 
esta forma, en coincidencia con el proceso colombiano, se identifica como hito de la 
visibilización internacional sobre la situación de DD.HH. la visita de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) en 1979 y, a partir de ahí, la profundización 
de las manifestaciones por parte del Movimiento. Los autores, señalan de manera sucinta, la 
elaboración de formas de lucha propias del movimiento, así como algunas particularidades 
de la organización que, enmarcadas, en una filosofía de la no violencia y en una elaborada 
plataforma ideológica, logra reunir a diversos sectores sociales a su alrededor (la oposición 
política, el sindicalismo, la iglesia católica, etc.).  
Hacia 1994, Amanda Romero publica, de la mano de la corporación AVRE, su libro titulado: 
Magdalena Medio. Luchas sociales y violaciones a los derechos humanos (1980-1992)72. 
Allí, la autora expone un valioso contexto sobre la situación de violencia en la región, 
identificando a los actores, los objetos de disputa y la marginalidad de sus habitantes. El 
punto de partida para ello es un análisis con pretensiones históricas que ubica las principales 
luchas sociales desarrolladas en la región y el vínculo de estas actividades con la represión 
y la violencia. El texto se completa con un estudio de las modalidades de violencia 
desplegadas en el territorio, tomando como base testimonios, denuncias escritas y 
 
 
71 García, Daniel y Palermo, Vicente: “El movimiento de los Derechos Humanos en la Transición a la 
democracia en Argentina”. En: Camacho y Menjívar (Coord.). Los movimientos… 409-436. 
72 Romero, Amanda. Magdalena Medio. Luchas sociales y violaciones a los derechos humanos (1980-1992) 
(Bogotá: AVRE, 1994). 
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estadísticas obtenidas de la prensa y de las bases de datos del Centro de Investigación y 
Educación Popular (CINEP).  
En marzo de 2001 es publicado el libro Movimientos sociales, Estado y democracia en 
Colombia73, edición coordinada por Mauricio Archila y Mauricio Pardo y que reúne 
variados artículos sobre la acción colectiva en Colombia. Esta obra ofrece un acercamiento 
a la aparición de los movimientos sociales en el país y permite la identificación de sus 
repertorios de protesta, demandas y protagonistas. Sea del caso señalar que este libro surge 
como resultado de los debates presentados durante el Tercer Observatorio Sociopolítico y 
Cultural convocado por el Centro de Estudios Sociales de la Universidad Nacional de 
Colombia (UNAL) celebrado en el año 2000. La diversidad de temas abordados durante este 
evento resultó en la publicación de un compilado que refleja la inquietud por abordar la 
movilización social en diferentes perspectivas. 
Dentro de los textos allí compilados sobresale, para efectos del presente análisis, el ensayo 
elaborado por Martha García y que lleva como título: “Luchas y movimientos cívicos en 
Colombia durante los ochenta y los noventa, transformaciones y permanencias”74. En él, la 
autora presenta la centralidad de las luchas por los DD.HH. y la diversificación de las 
motivaciones para la acción colectiva, situando a los defensores en un rol influyente durante 
los debates políticos del periodo analizado. Asimismo, sobresale la quinta parte de la obra 
que está dedicada a las movilizaciones por la paz y los DD.HH., dos ensayos conforman este 
apartado. El primero es “Movilizaciones por la paz, cooperación y sociedad civil en 
Colombia”75, de Mauricio Romero. Allí, el autor pone de manifiesto, aunque no de manera 
directa, la flexibilidad de las demandas de este movimiento, lo que le permite pasar de un 
momento de denuncia de las violaciones a los DD.HH., a una apuesta política para la 
construcción de paz. De acuerdo con Romero, esta transición encontró en la década de 1980 
 
 
73 Archila, Mauricio y Pardo, Mauricio (Compiladores). Movimientos sociales y Estado en Colombia. (Bogotá: 
CES-UNAL, 2001). 
74 García, Martha: “Luchas y movimientos cívicos en Colombia durante los ochenta y los noventa, 
transformaciones y permanencias”. En: Archila y Pardo (Editores). Movimientos sociales… 
75 Romero, Mauricio: “Movilizaciones por la paz, cooperación y sociedad civil en Colombia”. En: Archila y 
Pardo (Editores). Movimientos sociales… 
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la oportunidad para vincular a diferentes sectores, destacándose la participación de la iglesia, 
las organizaciones sociales y los sectores políticos.  
El segundo, es el ensayo titulado “El movimiento de DD.HH. en Colombia”76, de autoría de 
Flor Alba Romero, que plantea un análisis sistemático sobre las luchas por los DD.HH. en 
el país. La autora manifiesta un interés por aplicar las categorías tomadas de la obra de Alain 
Touraine al movimiento de defensa de los DD.HH. colombiano. De esta manera, Romero 
parte de reconocer en las luchas por los DD.HH. la generación de un movimiento social que, 
desde sus orígenes en la década de 1970 hasta su debilidad manifiesta para inicios del siglo 
XXI, se desarrolló en medio de una constante confrontación con el Estado colombiano. 
Luego de recorrer los presupuestos que, siguiendo a Touraine, debería cumplir un 
movimiento social, desarrolla un sucinto recuento de la trayectoria del movimiento de 
DD.HH. en tres etapas denominadas así: i) confrontación; ii) el acceso a organismos 
internacionales y la nueva actitud del gobierno; y iii) la estatización del tema de los DD.HH. 
y la deliberación con las ONG. Tras la revisión de esta trayectoria, Romero concluye que 
las labores de defensa derivaron en la generación de un “verdadero” movimiento social. 
Sobre las posibilidades emancipatorias del derecho, la obra de Boaventura de Sousa Santos 
ha estimulado la investigación sobre los DD.HH. como materia de especial interés en las 
luchas por la liberación humana. Para efectos de esta investigación, se desataca de forma 
particular el libro editado junto con Mauricio García titulado: El caleidoscopio de las 
justicias en Colombia. Análisis socio-jurídico77. Este documento ofrece una mirada 
profunda sobre la composición pluralista de los modelos jurídicos existentes en el país. Del 
libro se destaca su interés por realizar una radiografía de la coexistencia de distintos modelos 
de justicia, sin renunciar a presentar las dinámicas sociales como fuente de la regulación en 
 
 
76 Romero, Flor: “El movimiento de derechos humanos en Colombia”. En: Archila y Pardo (Editores). 
Movimientos sociales… 
77 De Sousa, Boaventura. El caleidoscopio de las justicias en Colombia. Análisis socio-jurídico (Bogotá: Siglo 
del Hombre, 2001). 
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las comunidades y sus posibilidades emancipatorias muy en la línea de los denominados 
estudios críticos del derecho y del pluralismo jurídico78. 
En julio de 2010, el sacerdote Javier Giraldo, académico, activista y defensor de los DD.HH. 
publica su obra titulada, Fusil o toga / Toga y fusil, en el que se propone “registrar para la 
historia” la acción colectiva emprendida por la comunidad de San José de Apartadó, 
decidida a no dejarse involucrar en la guerra a pesar de la violencia estatal afrontada por sus 
habitantes79. En general, la obra de Javier Giraldo tiene la virtud de haber sido construida 
por un hombre que ha vivido en medio del conflicto y que producto de esa experiencia ha 
ejercido como defensor de los DD.HH. Por otra parte, retomando el interés de los 
investigadores sobre la comunidad de paz de San José de Apartadó, es necesario señalar que 
la resistencia de esta comunidad en medio de la represión, la ha convertido en un hito sobre 
el valor de los DD.HH. como elemento de acción colectiva en medio del conflicto armado. 
Sin duda, Fúsil o toga presenta un análisis desde la propia experiencia y frustración de una 
comunidad que, tras años de resistencia y demanda de justicia, aún se encuentra a la espera 
de respuestas oficiales80.  
Por otra parte, respecto de la movilización por los DD.HH. se haya una significativa 
producción de tesis académicas, la mayoría de ellas convertidas posteriormente en libros, 
que abordan de manera profunda, pero fragmentada, la defensa de los DD.HH. en el país. 
En esta línea se encuentra el libro Counting the Dead: The Culture and Politics of Human 
Rights Activism in Colombia81, publicado en 2007, como resultado de la tesis doctoral de 
 
 
78 Sobre las posibilidades emancipadoras del derecho en América Latina existe una vasta obra impulsada 
principalmente en Brasil y más recientemente en México y Colombia. Ver: De la Torre, Jesús. El derecho que 
sigue naciendo del pueblo (México: Ed. Coyoacán, 2012); Wolkmer, Antonio. Pluralismo jurídico: 
Fundamentos de una nueva cultura del derecho (Sevilla: MAD, 2006); Rosa, Ledio. O que é o direito 
alternativo (Florianópolis: Obra Jurídica, 1998). 
79 Giraldo, Javier. Fusil o toga / Toga y fusil (Bogotá: Editorial Códice, 2010). 
80 En esta misma línea se destaca la obra de María Teresa Uribe, quien analiza la experiencia de San José de 
Apartadó en “Emancipación social en un contexto de guerra prolongada” y contribuyó enormemente al estudio 
de las violaciones a los DD.HH. en el país, sus peculiaridades territoriales y el papel del Estado en la violencia. 
Ver: Uribe, María. “Emancipación social en un contexto de guerra prolongada. el caso de la Comunidad de 
Paz de San José de Apartadó, Colombia”. En: De Sousa, Boaventura (Coordinador). Democratizar la 
democracia: los caminos de la democracia participativa (México: FCE, 2005). 
81 Winifred Tate, Counting the Dead: The Culture and Politics of Human Rights Activism in Colombia, 
(Berkeley: University of California Press. 2007). 
50 Acción para la conciencia colectiva 
 
Winifred Tate. Aunque este estudio aborda con especial interés las décadas de 1990 y 2000, 
tomando como referencia el caso de la Comisión de investigación de los hechos violentos 
de Trujillo, Tate ejecuta una retrospección basada en las historias de vida de algunos 
defensores y activistas por los DD.HH. para, desde allí, identificar las peculiaridades del 
proceso de conformación de las primeras plataformas dispuestas en el país para la defensa 
de estos derechos. Un elemento que aporta este documento y que tratará de ser desarrollado 
en esta investigación, es su análisis sobre la evolución del discurso de los DD.HH. en 
Colombia y de los diferentes significados asignados al concepto por diversos actores 
(civiles, gobierno, militares y grupos insurgentes y contrainsurgentes).  
Con posterioridad a ello, en 2010, fue defendida la tesis “Movimiento social en defensa de 
los derechos humanos en Colombia: en busca de nuevas formas de militancia” escrita por 
Diego Caicedo Rodríguez82, un estudio de caso sobre la red de organizaciones sociales 
colombianas en defensa y protección de los DD.HH. creada en 1995, denominada: 
Coordinación Colombia - Europa - Estados Unidos (CCEEU). Esta tesis apuesta por 
demostrar la trasformación de la acción colectiva reflejada en los movimientos de defensa 
de los DD.HH., ya que para el autor estos movimientos se han convertido en escenarios de 
militancia política que rompen con la tradicional pertenencia de los sujetos a programas 
políticos partidarios. En esta perspectiva, el autor considera que las reivindicaciones 
partidarias cedieron su espacio a cuestiones identitarias que ampliaron el espectro de las 
reivindicaciones al plano cultural. Para Caicedo, la dinámica del conflicto armado en 
Colombia ha llevado a la consolidación de las luchas por los DD.HH. como consecuencia 
de la victimización que han experimentado los líderes sociales de oposición, no obstante, 
sus intentos por demostrar la distancia que los separa de la insurgencia. 
Durante ese mismo año Luis van Isschot presentó en Montreal su tesis doctoral titulada The 
social origins of human rights: Popular responses to political violence in a colombian oil 
refinery town 1919 – 199383, en la cual se estudian las razones por las cuales los habitantes 
 
 
82 Caicedo, Diego. “Movimiento social en defensa de los DD.HH. en Colombia: en busca de nuevas formas de 
militancia”. Tesis de Maestría en Estudios Políticos. Bogotá: UNAL, 2010. Web. Abr. 17, 2016. 
83 Van Isschot, Luis. The social origins of human rights: Popular responses to political violence in a colombian 
oil refinery town 1919 – 1993 (Montreal, University of Wisconsin Press, 2015). 
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del municipio de Barrancabermeja han acudido a la acción colectiva para defender los 
DD.HH. Este análisis sobre la transformación de la acción colectiva se presenta como un 
estudio local de las condiciones que llevaron a los líderes sociales a acudir a los DD.HH. 
como única garantía para la preservación de sus vidas. Van Isschot examina el impacto del 
conflicto armado, como motor que incentiva a la acción colectiva en defensa de los DD.HH. 
Tomando como referente al Comité Regional para la Defensa de los Derechos Humanos 
(CREDHOS), el autor pone de manifiesto la interpretación propia que los defensores de esta 
organización hacen de los DD.HH. Quizás el elemento más llamativo de este trabajo es la 
apuesta por demostrar que los defensores recurren a los DD.HH. como estrategia para 
preservar su integridad, pero también porque ven allí una fuerza de cambio. En ese sentido, 
para el autor la movilización por la defensa de los DD.HH. no implica un desplazamiento 
de las consignas tradicionales que impulsaron las luchas en la región, incluso esta actitud de 
defensa no solo lo es de la vida o la integridad, sino que también lo es de la justicia social y 
de las transformaciones políticas.  
En una línea similar, en su obra A century of violence in a red city. Popular Struggle, 
Counterinsurgency, and Human Rights in Colombia, Lesley Gill analiza la formación y el 
desmembramiento de la clase trabajadora en medio del conflicto armado en el Magdalena 
Medio84. Gill enfatiza su análisis en la intensificación de la violencia característica de los 
años 80 y 90, cuando miles de personas sufrieron diferentes vejámenes como consecuencia 
de la guerra sucia y de las políticas económicas neoliberales que alentaron la extracción de 
minerales y la producción de biocombustibles en la región. Desde una visión antropológica 
el texto recurre a una noción dinámica de la categoría de clase, otorgándole centralidad al 
conflicto como modeladora de las relaciones sociales. A pesar de reconocer la importancia 
de documentar las violaciones a los DD.HH., la autora considera que esta tarea es 
insuficiente para analizar la violencia y advierte la necesidad de acudir a un enfoque 
 
 
84 Gill, Lesley. A century of violence in a red city. Popular Struggle, Counterinsurgency, and Human Rights 
in Colombia (Durham: Duke University Press, 2016). 
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relacional dinámico en el que la violencia sea considerada como el resultado de conflictos 
sociales complejos. 
Por otra parte, en su tesis doctoral titulada “De la alienación de los Derechos Humanos y la 
democracia a la emancipación jurídica y política. Una mirada descriptiva en América 
Latina”, Mireya Camacho Celis85 resalta el papel de la acción colectiva como fórmula para 
la superación de la alienación. Allí, los movimientos sociales se convierten en escenarios 
desde los cuales se fragua la emancipación, traducida en un reconocimiento del individuo y 
su entorno. Según Camacho, estos movimientos son la oportunidad para que los individuos 
recuperen la capacidad de influencia en la vida política, mientras que los DD.HH. se 
perciben como un referente para superar la apatía característica de nuestros tiempos. Para la 
autora, el asunto de la emancipación involucra diferentes espacios que tradicionalmente no 
fueron considerados como liberadores. Relacionada con el trabajo de Sousa Santos, esta tesis 
trata de resolver la pregunta sobre si el derecho puede llegar a ser emancipador, y para ello 
recurre al análisis de la defensa de los DD.HH. en América Latina, en un intento por 
desarrollar el asunto que ya había sido formulado por el jurista portugués en su obra, 
Sociología jurídica Crítica86. 
Entre 2018 y lo que va de 2019 la producción bibliográfica sobre la movilización por los 
DD.HH. en Colombia ha experimentado un desarrollo importante. Esta situación bien podría 
comprenderse como un efecto colateral de la situación de riesgo en la que actualmente se 
encuentran los defensores de estos DD.HH., pues tan solo entre noviembre de 2016 y julio 
de 2019 se han registrado más de un centenar de homicidios en su contra. De esta manera, 
en el año 2018 María Angélica Tamayo presentó su tesis doctoral titulada “Hacer que el 
pasado hable y nos interpele a todos’. Narrativas sobre el pasado y el presente: la memoria 
histórica del proyecto Colombia nunca más, 1995-2006” 87. En su investigación, Tamayo 
 
 
85 Camacho, Mireya. “De la alienación de los derechos humanos y la democracia a la emancipación jurídica y 
política. Una mirada descriptiva en América Latina”. Tesis de Doctorado en Derecho. Bogotá: UNAL, 2015. 
86 Ver: Suosa Santos, Sociología....  
87 Tamayo, María Angélica. “‘Hacer que el pasado hable y nos interpele a todos’. Narrativas sobre el pasado 
y el presente: la memoria histórica del proyecto Colombia nunca más, 1995-2006”. Tesis de Doctorado en 
Historia. México: Universidad Iberoamericana, 2018. 
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analiza la trayectoria del Proyecto Colombia Nunca Más, elaborando una narrativa desde 
los estudios de la memoria histórica. La autora ubica los antecedentes de su trabajo en una 
interesante caracterización de las luchas por los DD.HH. que presenta en cuatro etapas: 
surgimiento, apropiación, consolidación y conflicto coordinado, para llegar a una 
interpretación del Proyecto Colombia Nunca Más como resultado de tales luchas. 
Ya en 2019, Mauricio Archila coordinó, junto con otros investigadores del CINEP, la 
publicación del libro Cuando la Copa se Rebosa. Luchas sociales en Colombia, 1975 – 
201588. Esta obra fue el resultado del balance efectuado a propósito de los 40 años del 
observatorio de luchas sociales del CINEP, empalmando de forma oportuna con una 
compilación anterior titulada 25 años de luchas sociales 1975-200089. Uno de los casos 
utilizados por los autores para ejemplificar el valor de la base de datos es precisamente la 
relación entre le las luchas por los DD.HH. en Colombia y el Estado. De esta manera, el 
capítulo II del referido libro despliega un análisis de las respuestas institucionales, 
principalmente en materia policiva, ante el avance de las luchas relacionadas con la defensa 
de los DD.HH., para desembocar en el estudio de la relación entre represión y los repertorios 
de la protesta social asociados con la defensa de las garantías fundamentales. 
Finalmente, en 2019 Jorge González Jácome publicó su libro Revolución, democracia y paz. 
Trayectorias de los derechos humanos en Colombia (1973-1985)90. Esta obra presenta un 
análisis del lenguaje de los DD.HH., con pretensión multiescalar pero concentrando su 
atención en el caso colombiano. González distribuye su análisis en cuatro apartados, el 
primero de ellos dedicado a fijar el marco teórico de su investigación que, tal y como lo 
reconoce el autor, no aguarda una pretensión histórica; lo que puede explicar el papel 
preponderante de las fuentes secundarias en la investigación. En segundo término, se plantea 
un uso revolucionario de los DD.HH. como la entrada de estos discursos en el país: Luego, 
 
 
88 Archila, Mauricio, García Martha, Parra leonardo y Restrepo, Ana. Cuando la copa se rebosa (Bogotá: 
CINEP, 2019). 
89 Archila, Mauricio, Delgado, Álvaro, García, Martha y Prada, Esmeralda. 25 años de luchas sociales 1975-
2000 (Bogotá: CINEP, 2002). 
90 González, Jorge. Revolución, democracia y paz. Trayectorias de los derechos humanos en Colombia (1973-
1985) (Bogotá: Tirant lo Blanch, 2019). 
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se analiza el papel de estos derechos en el periodo presidencial de Julio Cesar Turbay. Y en 
último término, se estudia la relación entre los DD.HH. y la política de paz entre 1981 y 
1985. Tanto las coincidencias en la periodización utilizada por González, frente a los 
resultados de la investigación que aquí se presentan, como las diferencias analíticas y de 
perspectiva utilizadas por sus autores seguramente enriquecerán el debate de un asunto que, 
como la defensa de los DD.HH., hasta ahora comienza a decantarse.  
1.2.2 La producción de las organizaciones defensoras 
Sobre la producción de las organizaciones defensoras, la revisión se limitó a aquellos 
documentos que coinciden con la cronología analizada (1970-1991) y que dan cuenta de: i) 
el legado de las organizaciones; ii) sus trayectorias; iii) sus actores; iv) sus demandas 
relacionadas con la represión estatal; v) sus repertorios de defensa y de protesta; y vi) sus 
redes de apoyo. En ese sentido, esta revisión permitió sentar las bases para la construcción 
de una línea cronológica de las organizaciones relacionadas con la defensa de los DD.HH. 
y contra la represión que surgieron durante el periodo estudiado (dentro de las cuales se 
cuentan el CINEP, el IPC, la ONIC, el PCN y la CAJ – ver: Anexo A). 
Dentro de la producción escrita que ha sido elaborada por las organizaciones defensoras de 
DD.HH. encontramos que, para el periodo seleccionado, se inicia tempranamente hacia 
1974, en el ocaso del Frente Nacional91. Ese año, la Fundación Comité de Solidaridad con 
los Presos Políticos (FCSPP), publicó El libro negro de la represión92, texto que se ha 
convertido en un referente de la denuncia sobre los actos criminales agenciados por el Estado 
en contra de la movilización social. Organizado en forma de diario, el documento escrito 
 
 
91 Un periodo preliminar, intermedio entre “la Violencia” y las primeras organizaciones de defensa de los 
DD.HH., abarca la mayor parte de desarrollo del Frente Nacional, el cuál ha sido ampliamente estudiado, pero 
resalta entre los estudios históricos la obra de Cesar Augusto Ayala, titulada Exclusión, discriminación y abuso 
del poder en EL TIEMPO del Frente Nacional. Este libro, expone los resultados del análisis discursivo sobre 
la reacción adelantada en contra de la oposición al régimen bipartidista, impulsado en el diario El Tiempo 
durante los años 1958 – 1974. Ayala, Cesar. Exclusión, discriminación y abuso del poder en EL TIEMPO del 
Frente Nacional (Bogotá: UNAL. 2008). Ver también: Hartlyn, Jonathan. La política del Régimen de 
coalición: La experiencia del Frente Nacional en Colombia (Bogotá́: Centro de Estudios Internacionales de la 
Universidad de los Andes (CEI) - Ediciones Uniandes - Tercer Mundo Editores, 1993).  
92 FCSPP. El libro negro de la represión (Bogotá: Editorial Gráficas Mundo Nuevo. 1974). 
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por la fundación expone brevemente los hechos de represión de que tuvo conocimiento y 
que fueron cometidos por el Estado en contra de los movimientos sociales durante la 
vigencia del pacto bipartidista (1958 – 1974). Hacia 1978, Gerardo Rivas Moreno promovió 
el lanzamiento de la segunda edición de este libro, con el auspicio de la Fundación para la 
Investigación y la Cultura. La nueva entrega, recogió la investigación de la anterior (1958-
1974) y fue presentada como una actualización de los acontecimientos represivos entre 1975 
y 1980. El formato continauó siendo el mismo, es decir, que más que un documento analítico 
puede ser considerado como un presupuesto para análisis posteriores, en ese sentido, se trata 
más de un contenedor de la experiencia represiva. 
La trayectoria del Comité Permanente por la Defensa de los Derechos Humanos (CPDH), 
ha quedado consignada, fundamentalmente, en las memorias de los foros celebrados y en 
las denuncias y cartas presentadas ante autoridades nacionales e internacionales que 
muestran el alcance de sus reivindicaciones y ponen de manifiesto las principales 
personalidades que le impulsaron. En medio de la entrada en vigencia del Estatuto de 
Seguridad implantado por el Gobierno de Julio Cesar Turbay, este comité inicia un proceso 
de seguimiento a la situación regional de la violencia ejercida por el Estado en contra de la 
población civil, en aquellos territorios con presencia de los diferentes grupos insurgentes, lo 
que se evidencia en los múltiples informes regionales que, cómo el titulado Muerte y tortura 
en Caquetá (Colombia) 1979 – 198193, se convirtieron en una de sus plataformas de 
denuncia94. 
Por otra parte, en 1993 la Organización Holandesa para la Cooperación Internacional al 
Desarrollo, lanzó su libro: Derechos Humanos, democracia y desarrollo en América 
Latina95, documento que reúne las memorias de dos encuentros que resultaron 
fundamentales para la creación de la Plataforma Latinoamericana de Organizaciones 
Defensoras de DD.HH., ideada, a su vez durante la Conferencia Mundial sobre DD.HH. 
 
 
93 FSPP, CPDH y CINEP. Muerte y tortura en Caquetá (Colombia), 1979 – 1981 (Bogotá: 1982). 
94 Así mismo, se ha encontrado que durante toda la década de 1980 el CPDH publicó un Boletín de prensa, 
primero cada año y luego mes a mes, que tenía por finalidad visibilizar las denuncias sobre violaciones a los 
DD.HH. que a diario eran recibidas por el comité. 
95 Novib. Derechos Humanos democracia y desarrollo en América Latina (Bogotá: Editorial presencia, 1993). 
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"María Elena Moyano", celebrada en La Haya en 1992. La primera parte del documento 
reproduce las ponencias presentadas durante el primer encuentro, desarrollado en Villa de 
Leyva (Boyacá); las cuales ejecutan una suerte de diagnóstico sobre la situación de defensa 
de los DD.HH. en Colombia, Perú, Chile, Brasil y Uruguay. La segunda parte, reproduce las 
ponencias de un segundo encuentro, desarrollado en Teresópolis (Brasil), las cuales 
corresponden a investigaciones encomendadas a juristas defensores de los DD.HH. sobre 
los retos de la democracia y el desarrollo en América Latina. 
En un intento por evidenciar la magnitud de la violencia estatal, a mediados de la década de 
1990, nace el proyecto Colombia Nunca Más como una plataforma de documentación, 
análisis y denuncia de los crímenes cometidos sistemáticamente por el Estado colombiano 
y la impunidad a que tales delitos eran conminados. Este proyecto fue consecuencia de un 
trabajo de redes latinoamericanas de resistencia del que hacían parte diferentes 
organizaciones defensoras de los DD.HH., asociadas para combatir las políticas de perdón 
y olvido en el continente. Alrededor de 18 organizaciones colombianas se articularon en el 
denominado Proyecto Colombia Nunca Más, Crímenes de Lesa Humanidad96. Los informes 
producidos en el marco del proyecto presentan al detalle los crímenes cometidos por el 
Estado colombiano en departamentos como Santander, Norte de Santander, Meta o 
Antioquia, utilizando para ello, la información recaudada por las organizaciones asociadas 
que, desde 1995 juntaron esfuerzos para construir una gran base de datos97. 
Ya para finales de los 90 y durante la década de 2000, las organizaciones defensoras de los 
DD.HH. publicaron un buen número de documentación en la que recogieron sus propias 
trayectorias de lucha. Dentro de estas obras se destaca el libro publicado en 1998 por el 
 
 
96 Proyecto Colombia Nunca Más. Colombia nunca más. Crímenes de lesa Humanidad, Tomo I (Bogotá: 
2000); Tomo II (Bogotá: 2000); Tomo III (Bogotá: 2008); Tomo IV (Bogotá: 2008). 
97 Dentro de estas organizaciones se cuentan: ASFADDES, Colectivo de Abogados “José Alvear Restrepo", 
Fundación Comité de Solidaridad con los Presos Políticos –FCSPP-, Comité Permanente por la Defensa de los 
Derechos Humanos –CPDH-, Comisión Inter franciscana de Justicia, Paz y Reverencia con la Creación, 
Comité Regional de Derechos Humanos de Santander –CREDHOS-, Colectivo de Derechos Humanos 
Semillas de Libertad –CODEHSEL-, Corporación Jurídica Libertad, Comunidades Eclesiales de Base y 
Grupos Cristianos de Colombia –CEBS-, Humanidad Vigente Corporación Jurídica, Fundación Manuel 
Cepeda, Asociación Nacional de Usuarios Campesinos –ANUC -, Asociación Nacional de Ayuda Solidaria –
ANDAS-. 
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CINEP titulado Una opción y muchas búsquedas. CINEP 25 años98, bajo la edición de 
Fernán González el libro recoge la historia de los primeros 25 años de existencia del CINEP 
en 8 artículos, de los cuales se destaca el escrito por Diego Pérez bajo el nombre En defensa 
de los derechos humanos99. Allí, el autor resalta la trayectoria del centro en perspectiva de 
la importancia otorgada a estos derechos como materia de investigación, pero también como 
sustancia para la acción en un contexto social cambiante. De esta forma, el artículo recorre 
las estrategias relacionadas con la defensa de los DD.HH. y que han sido emprendidas por 
el CINEP desde su creación, transitando la divulgación, la documentación y la defensa.  
Por otra parte, en 2003 la Asociación de Familiares Detenidos Desaparecidos (ASFADDES) 
publicó Veinte años de historia y lucha100, una apuesta por reconstruir su propia trayectoria 
de resistencia contra la desaparición forzada. Este documento combina el análisis con la 
reproducción de textos emblemáticos de la organización, para desde allí, narrar la historia 
de la primera plataforma conformada para la denuncia de la desaparición forzada y para la 
búsqueda de familiares desaparecidos. En una línea similar, en 2004, fue publicado por el 
CPDH, Derechos humanos en Colombia, veinticinco años101. Un documento que intenta 
reconstruir la historia del comité, pero que termina siendo más una compilación de 
documentos elaborados por sus miembros durante diferentes etapas de su trayectoria. Podría 
afirmarse que, dada su estructura, esta obra ejemplifica una tendencia de las organizaciones 
defensoras a reproducir discursos, pronunciamientos, testimonios y otros documentos de 
gran valor histórico, por medio de los cuales tratan de resaltar la dureza de sus luchas, y, sin 
embargo, no ofrece un análisis que permita comprender la trayectoria de este tipo de 
organizaciones. 
En 2008, el Programa no gubernamental Somos Defensores (PNGPDDH), lanza su libro, 
 
 
98 González, Fernán (editor). Una opción y muchas búsquedas. CINEP. 25 años (Bogotá: CINEP, 1998). Este 
libro tiene como antecedente un artículo publicado en septiembre de 1997 en el número 7 de la revista 
Nómadas, bajo el título La formación de investigadores en la acción investigativa: la experiencia del CINEP 
(1972-1997). Ver: González, Fernán, “La formación de investigadores en la acción investigativa: la 
experiencia del CINEP (1972-1997)”. Nómadas 7 (1997): 97-111. 
99 Pérez, Diego. “En defensa de los DDHH”, González (Editor). Una opción… 205-232.  
100 ASFADDES. Veinte años...  
101 CPDH. Derechos humanos en Colombia, veinticinco años (Bogotá: CPDH, 2004). 
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Defender y proteger la vida. La acción de los defensores de derechos humanos en 
Colombia102. Este documento analiza el contexto institucional, social y político de trabajo 
al que se enfrentaron las organizaciones defensoras, desde disciplinas como la historia, la 
antropología o la sociología, durante la implementación de la política de la Seguridad 
Democrática. La publicación reúne una serie de diferentes puntos de vista disciplinares que 
oscilan entre la coyuntura y la historia del movimiento de DD.HH. A pesar de ello, Defender 
y proteger la vida pone su acento en el análisis/denuncia acerca de la situación de 
vulnerabilidad a la que se enfrentan los defensores. 
En 2014, la Corporación Colectivo de Abogados Jaime Alvear Restrepo (CCAJAR) lanzó 
su publicación Gotas que agrietan la roca. Crónicas, entrevistas y diálogos sobre 
territorios, acceso a la justicia y derechos fundamentales103. Siguiendo más o menos el 
patrón de libros presentados por otras organizaciones, este documento dirigido por Héctor 
Arenas Amorocho y Antonio Girón Serrano, reconstruye la trayectoria histórica del 
Colectivo como una apuesta por reivindicar su raíz en los vestigios del atentado en contra 
de Asociación Nacional de Profesionales (ASONALPRO). Luego, recorre el trasegar de 
varios de sus miembros fundadores y de sus miembros actuales forjados en el litigio de casos 
emblemáticos, cuya reconstrucción abarca gran parte del texto. Asimismo, el documento 
recoge variadas entrevistas con expertos en la defensa de los DD.HH. y la movilización 
social del mundo entero, entre ellos Antonio Negri, Jesús Martín Barbero y Louis Joinet, 
quienes exponen sus percepciones sobre la organización, las luchas y la proyección del 
movimiento de los DD.HH. a nivel internacional. 
Luego de un ejercicio exahustivo de revisión documental (que exedió ampliamente el 
número de textos comentados en el balance), se concluyó que, en general, la bibliografía 
producida por organizaciones adolece de un abordaje analítico sobre el legado, trayectorias, 
actores, demandas asociadas con la lucha contra la represión, repertorios de defensa y de 
 
 
102 PNGPDDH. Defender y proteger la vida. La acción de los defensores de derechos humanos en Colombia 
(Bogotá: 2008). 
103 Arenas, Héctor y Girón, Antonio (directores). Gotas que agrietan la roca. Crónicas, entrevistas y diálogos 
sobre territorios, acceso a la justicia y derechos fundamentales (Bogotá: Siglo del hombre editores, CAJAR, 
2014). 
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protesta y sus redes. Pese a ello, Los textos arriba referenciados permitieron evidenciar: 
i. Que en un primer momento, los documentos producidos por las organizaciones 
se asemejan a un diario en el que se describían hechos, víctimas, lugares y, en 
ocasiones, a los responsables de las violaciones a los DD.HH (tal es el caso de 
El libro negro de la represión de la FCSPP o Muerte y tortura en Caquetá 
(Colombia) 1979 – 1981 del CPDH).  
ii. Posteriormente, entre los años 80 y 90 las organizaciones priorizaron informes 
de memoria, inspirados por la experiencia Argentina y por el informe de la 
Comisión de la Verdad de ese país titulado ¡Nunca Más!. Así, las 
organizaciones, desplegaron sus esfuerzos por analizar la violencia empleada por 
el Estado y en este esfuerzo se destaca el trabajo: ¡Colombia Nunca Más! Que, 
más allá de continuar en la línea de denuncia, representa el avance hacia una 
apuesta analítica. 
iii. Ya para finales de los 90 y durante la década de 2000, las organizaciones 
defensoras de los DD.HH. publicaron un buen número de documentación en la 
que recogieron sus propias trayectorias de lucha. Es el caso de Una opción y 
muchas búsquedas. CINEP 25 años, editado por Fernán González; Veinte años 
de historia y lucha, publicado por ASFADDES; Derechos humanos en 
Colombia, veinticinco años del CPDH; o Gotas que agrietan la roca del 
CCAJAR. Estos documentos evidencian un interés por conservar la memoria de 
algunas experiencias organizativas y aunque podría considerarse que presentan 
alguna perspectiva analítica, no lo hacen de forma integral sobre la movilización 
alrededor de los DD.HH. 
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1.2.3 Informes institucionales 
Con la publicación integral en 1980 del informe de Amnistía Internacional (AI), titulado: 
Violación de los Derechos Humanos en Colombia104, se inauguró una forma de comunicar 
los resultados de las cada vez más recurrentes visitas que, organizaciones internacionales, 
efectuaron al país para verificar el cumplimiento de las obligaciones contraídas por el Estado 
colombiano en materia de DD.HH. Este documento reproduce las conclusiones extraídas 
por la comisión de AI luego de obtener información de primera mano entre el 15 y el 31 de 
enero de 1980. De acuerdo con la FCSPP, la publicación de esta obra tuvo como objetivo 
central aportar a la investigación sistemática de la represión a los movimientos populares en 
Colombia y en la Región. Con posterioridad a la publicación de este informe, otras 
organizaciones e incluso instituciones del Estado como la Defensoría del Pueblo recurrieron 
a la publicación de informes históricos de gran valor para comprender las condiciones 
sociales y políticas que rodearon la movilización social por la defensa de los DD.HH. 
Precisamente, en 1997, la Defensoría del Pueblo, publicó una compilación de 
recomendaciones de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) y la Organización de 
Estados Americanos (OEA) para garantizar la vigencia de los DD.HH. en el país. Dicha 
compilación, titulada Contra Viento y marea reunió emblemáticos informes producidos por 
los órganos multilaterales entre 1980 y 1997105. 
Adicionalmente, el desbordamiento de los hechos de violencia durante la década de 1980 
generó un afán en el Ministerio Público por establecer las causas de este fenómeno. Así, en 
1983 la Procuraduría General de la Nación publicó su primer informe sobre el origen y las 
actuaciones del grupo paramilitar Muerte a Secuestradores (MAS)106. En esta misma línea, 
el acelerado aumento de la capacidad de los grupos de narcotraficantes y paramilitares para 
ejecutar acciones de violencia, despertó el interés del gobierno de Virgilio Barco, por 
generar un insumo en el que se analizaran las causas de la violencia en el país. Para ello, el 
Ministerio de Gobierno promovió en 1987 la conformación de la recordada Comisión de 
 
 
104 Amnistía Internacional. Violación de los Derechos Humanos en Colombia (Bogotá: FCSPP, 1980). 
105 CCJ y Defensoría del Pueblo. Contra Viento y marea. Conclusiones de la ONU y la OEA para garantizar 
la vigencia de los Derechos Humanos en Colombia: 1980-1997 (Bogotá: TM Editores, 1997). 
106 PGN. Conclusiones de la investigación de la Procuraduría sobre el “MAS” (Bogotá: febrero de 1983). 
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Estudios sobre la Violencia. Fruto de esta comisión nació uno de los informes más 
representativos sobre el fenómeno y que proyectó a un grupo de intelectuales conocido como 
los “violentólogos”. El informe titulado Colombia: violencia y democracia fue ampliamente 
difundido en su momento y terminó por convertirse durante mucho tiempo en un referente 
de las investigaciones sobre la materia107.  
Con posterioridad a estos informes institucionales, se observa la generación de alianzas entre 
las organizaciones defensoras y algunas entidades del Estado, producto de las cuales 
emergieron documentos elaboradas en conjunto, entre los que se destaca el informe sobre 
los hechos de violencia en Trujillo (Valle del Cauca). En la construcción de este documento 
participó la Comisión Intereclesial de Justicia y Paz (CIJP)108, que junto con ASFADDES, 
la Comisión Colombiana de Juristas (CCJ), el CCAJAR y la FCSPP, conformaron la 
denominada Comisión de Investigación de los Sucesos Violentos de Trujillo. Comisión 
creada por vía del Decreto 2771 de 1994, por parte del presidente Ernesto Samper, con el 
fin de esclarecer los hechos de violencia que azotaron a la población del municipio valluno 
entre el 28 de octubre de 1988 y el 5 de mayo de 1991. Si bien esta medida fue adoptada 
como parte de la conciliación de la demanda interpuesta ante la CIDH en contra del Estado 
colombiano, lo cierto es que, tras la entrega del informe, construyeron el texto denominado: 
Comisión de investigación de los sucesos violentos de Trujillo. Caso 11007 de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos109 en enero de 1995, el gobierno de Samper se vio 
compelido a manifestar su compromiso con la adopción de las recomendaciones generadas 
allí. 
Más tarde, en el marco de la implementación de la Ley 975 de 2005, el gobierno de Álvaro 
Uribe creó la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación (CNRR). Entre otras 
cosas, a esta comisión le fue encargada la tarea de presentar un informe público sobre las 
 
 
107 Comisión de estudios sobre la violencia. Colombia: violencia y democracia (Bogotá: UNAL, 1987). 
108 Sobre la producción de la CIJP, ver, por ejemplo: CIJP. Por la vida (Bogotá: CRC, 1988); o, CIJP. La 
tramoya. Derechos Humanos y palma aceitera Curvaradó y Jugiamando (Bogotá: CIJP, 2005). 
109 Consejería presidencial para los Derechos Humanos de la República de Colombia (Ed.), Comisión de 
investigación de los sucesos violentos de Trujillo. En la conquista de la dignidad humana. Caso 11007 de la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos (Bogotá: Imprenta Nacional, 1995).  
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razones para el surgimiento y evolución de los grupos armados ilegales. Dicho mandato dio 
origen al Grupo de Memoria Histórica de la CNRR encabezado por Gonzalo Sánchez, quien 
ya había hecho parte de una Comisión de estudios sobre la violencia en 1987. Pese a ello, 
durante la existencia de la CNRR el Grupo de Memoria Histórica no alcanzó a publicar el 
informe para el que había sido conformado. Fue así como, en 2012, tras la expedición de la 
Ley 1448 de 2011, el otrora grupo de memoria de la CNRR se transformó en Centro 
Nacional de Memoria Histórica (CNMH) y dentro de sus principales productos incluyó la 
publicación del informe ¡Basta ya! Colombia: memorias de guerra y dignidad110. Informe 
que se ha convertido en un insumo tan criticado como inevitable para la comprensión del 
conflicto armado en el país111. 
El anterior balance historiográfico, expuesto muy abreviadamente, muestra por lo menos 
cinco elementos destacados: 
i) Que las organizaciones defensoras han otorgado un papel central a los ejercicios de 
memoria histórica, sin embargo, tales ejercicios adolecen de un abordaje analítico sobre su 
legado, trayectorias, actores, demandas, repertorios de defensa y de protesta y sus redes. Lo 
anterior, por cuanto las organizaciones defensoras vieron en la producción de textos un canal 
de difusión de las denuncias recibidas y a esta tarea se dedicaron a la hora de publicar. En 
ese sentido, aunque los primeros documentos producidos por las organizaciones recopilan 
un sinnúmero de casos de represión, estos no representan una apuesta analítica frente al 
fenómeno. Característica que se reproduce incluso hasta nuestros días, pues las 
organizaciones continúan presentando textos que podrían ser considerados más como un 
informe de las violaciones, que como un análisis de estas. 
 
 
110 CNMH. ¡Basta ya! Colombia: memorias de guerra y dignidad (Bogotá: Imprenta nacional: 2013). 
111 En esta misma línea se destaca la producción de informes temáticos institucionales elaborados por el 
CNMH, tales como, Derecho a la justicia como garantía de no repetición. Este documento, impreso en dos 
tomos, analiza la experiencia de las víctimas en la búsqueda de la justicia y la respuesta del aparato judicial a 
sus reclamaciones, reivindicando la calidad de víctimas sobre la de sujetos políticos y dejando de lado el 
análisis de las experiencias de movilización, más allá de lo alcanzado en los estrados judiciales. Asimismo, 
repasa los últimos 30 años de evolución de las normas jurídicas diseñadas para “enfrentar los reclamos de las 
víctimas”. CNMH. El derecho a la justicia como garantía de no repetición (Bogotá: CNMH, 2016). 
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ii) Que la producción académica ha sido elaborada de manera fragmentada, ofreciendo 
estudios a profundidad sobre organizaciones específicas, pero que no despliegan un análisis 
global del fenómeno. Es evidente que la tarea de reconstruir la historia de las organizaciones 
que desde la década de 1970 han enarbolado las banderas de los DD.HH., no solo requiere 
de un esfuerzo complejo, sino que reclama de la adopción de un mecanismo sistemático que 
permita un análisis juicioso de ello. Tal vez esa sea la razón para que los académicos 
colombianos hayan preferido ejecutar estudios focalizados por organizaciones, por delitos o 
por territorios antes que adentrarse en una tarea que aborde sistemáticamente las historias 
sobre el fenómeno de la movilización alrededor de los DD.HH. 
iii) Que los contenidos políticos insertos en los conceptos de DD.HH. y de defensor de estos, 
han estado vinculado a las tensiones por legitimar o deslegitimar tanto a los movimientos 
sociales como sus demandas. El papel asumido por los Defensores les ha ubicado en la 
esquina de la oposición política, y esta situación, a su vez, les ha convertido en objetivo de 
los grupos armados tanto legales como ilegales que utilizan todos los aparatos a su alcance 
para deslegitimar la tarea de los Defensores. En esta dirección, los defensores cumplen un 
doble rol, operan como garantes de los derechos, pero también como guiados por un instinto 
de autoprotección. 
iv) Que la literatura revisada -más extensa que la efectivamente citada- ofrece nutridos 
elementos teóricos que permiten la ejecución de una lectura global sobre el objeto de estudio 
planteado. Los diversos enfoques que se evidencian de la revisión señalada ponen de 
manifiesto que el estudio de la movilización social en perspectiva de la defensa de los 
DD.HH., es un asunto complejo que demanda del reconocimiento de conflictos culturales 
que implican cambios: en la forma de militancia política; en las razones/motivaciones para 
la acción colectiva; y en la reacción ante la defensa de los DD.HH. 
v) Que, a pesar de lo anterior, la producción académica de corte histórico sobre las 
trayectorias de la defensa de los DD.HH. en Colombia continua pendiente de ser 
desarrollada a profundidad. Es necesario que la reflexión académica avance hacia el análisis 
integral del fenómeno, lo que no se agota con la reconstrucción de las trayectorias de los 
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movimientos, sino que implica una análisis sistemático e integral de los orígenes de estas 
luchas, a la par de las condiciones sociales, históricas y jurídicas que las proyectaron. 
1.3 ¿Cómo se ha construido esta historia? 
En términos generales, después de recorrer la bibliografía disponible sobre la acción 
colectiva alrededor de los DD.HH., es necesario retornar al planteamiento inicial de esta 
investigación: analizar la trayectoria de la acción colectiva desplegada en defensa de los 
DD.HH.. Hacerlo implica dinamizar los fundamentos teóricos, combinarlos entre sí y 
disponer esta combinación en virtud del problema que yace al fondo del planteamiento. Para 
ello, se fijará como punto de partida el establecimiento de cinco categorías básicas de 
análisis: Demandas, Actores; Represión; Repertorios de protesta y defensa; y, cargas de 
significación semántica112, las cuales serán delimitadas a continuación, para luego proceder 
a la exposición de la forma en que se han seleccionado, sistematizado y analizado las fuentes 
utilizadas a lo largo de esta investigación.  
1.3.1 Categorías de análisis 
Cuando se habla de Actores, es necesario indagar por los sujetos que participaron en la 
construcción de procesos de acción colectiva alrededor de los DD.HH., con el fin de 
establecer las características individuales, que sirven como presupuesto para la organización 
colectiva y que dieron como resultado nuevas identidades comunes. En ese sentido, cobran 
relevancia aspectos sociopolíticos, que tienen que ver con la militancia, la formación, las 
creencias religiosas, la identidad de género, la pertenencia étnica o el lugar de origen y de 
incidencia; los cuales se conjugan en la movilización y permiten la realización de una lectura 
amplía del fenómeno. 
Por otra parte, la composición plural de los movimientos sociales, y específicamente de los 
 
 
112 Recordemos la forma en que Touraine sienta las bases para la construcción de una metodología de 
intervención que permita desarrollar la sociología de la acción, tres son los principios fundamentales para su 
método: concentrar la atención sobre los actores y sus condiciones de existencia; la creación experimental de 
los lugares en los que el actor ha de desarrollar su protesta, objetivos y conciencia; y, la intervención directa y 
personal del investigador. Al respecto ver: Touraine. El regreso… 
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que impulsaron la defensa de los DD.HH., es uno de los factores que impulsan las acciones 
desarrolladas por el colectivo. Sin embargo, entre el actor y la acción hay un elemento, a 
veces intangible, pero de gran importancia que guía la acción, la identidad. A través de este 
elemento es posible localizar nada menos que el contenido de las Demandas, categoría cuyo 
dinamismo permite evidenciar la influencia de las identidades y del contexto social, político, 
jurídico y económico en la configuración de la acción de grupo. 
Actores y Demandas se conjugan como ingredientes que dan lugar a las acciones por medio 
de las cuales, la defensa de los DD.HH. se manifiestan. Por lo menos dos tipos de acción 
identificadas han permitido reconstruir la acción de los defensores: por un lado, aquellas 
dirigidas a la Protesta, en las que se incluyen actos de denuncia pública formal e informal 
cuyo principal objetivo es dar a conocer situaciones de violencia. Luego, aquellas dirigidas 
a la Defensa, se reconocen aquí las manifestaciones que involucran la participación de los 
defensores en espacios institucionalizados, tales como juicios públicos o intervenciones ante 
organismos internacionales. 
Aparte de impulsos internos que, como la identidad, sirven como detonante para la acción, 
es importante reconocer la existencia de factores externos que, para efectos del presente 
estudio, se relacionan de manera directa con la acción del Estado. No toda acción estatal 
provoca una reacción colectiva desde la sociedad civil, y más allá de desmenuzar las 
posibilidades de acción estatal lo que interesa es analizar las medidas represivas del Estado 
dirigidas a atacar la movilización social y la organización y participación política de los 
ciudadanos. Es así, como por medio del análisis en clave de Represión estatal, se delimitarán 
los alcances de la investigación a aquellos momentos de persecución y criminalización de 
la protesta, organización y participación política y social, como detonante para acción 
colectiva de los defensores de DD.HH. 
En este punto debe considerarse con especial atención que, a pesar de que los DD.HH. 
involucran tanto los derechos fundamentales, como los económicos sociales y culturales y 
los colectivos y del medio ambiente; de acuerdo con las fuentes consultadas, el factor que 
impulsó la apropiación del concepto de DD.HH. en el léxico colombiano fue la represión. 
En ese sentido, en tanto factor de acción para el movimiento que se reclamó a si mismo 
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como defensor de los DD.HH., el uso de tales derechos para efectos de la presente 
investigación está delimitado de acuerdo con la relación entre el principio de dignidad 
humana (que reposa en la idea misma de estos derechos) y la represión estatal113. 
Finalmente, se recurre al análisis de las Cargas de Significación Semántica, en una apuesta 
por construir una variable de aplicación transversal. Esta apuesta permite identificar el 
desarrollo del conflicto social que se cuece en torno la asignación de significados asociadas 
a los conceptos de DD.HH. y de Defensor de los DD.HH. A partir de allí, es posible 
identificar: de una parte, el carácter dinámico de los conflictos en los que se encuentran 
insertos los actores de la historia que se presenta; y de otra, el reconocimiento que hacen, 
tanto los defensores sobre si mismos, sus demandas y sus formas de actuar, como sus 
oponentes.  
1.3.2 Análisis de fuentes 
El análisis de fuentes escritas fue desarrollado en dos vías, la primera de ellas en el estudio 
de la prensa nacional, más específicamente en los periódicos El Espectador (1970 – 1991) 
y El Siglo (1970 - 1990) -grandes tribunas de expresión de la élite nacional durante el periodo 
analizado-; contrastadas con el estudio del semanario Voz Proletaria (1970 – 1991), así 
como de diferentes revistas de circulación nacional o regional, tales como Alternativa (1974 
-1980) y otras publicaciones relacionadas con organizaciones activas en las luchas por los 
DD.HH., tales como las revistas Controversia, Documentos Políticos y diferentes boletines 
informativos de publicación periódica. La característica central de todos estos recursos es 
su interés por registrar, desde diferentes angulos e incluso desde antagónicas perspectivas, 
las luchas sociales que simplemente fueron invisibilizadas por otros medios de información. 
La segunda vía de análisis se desarrolló a través del estudio directo e indirecto de los 
archivos de cinco organizaciones icónicas para las luchas por la defensa de los DD.HH.: la 
 
 
113 Al abordar la configuración de las demandas del movimiento de DD.HH. se expone el proceso prgresivo a 
través del cual amplio sus demandas hacia: i) la responsabildad de otros actores en la violación de estos 
derechos (principalmente paramilitares y narcotraficantes); y ii) la articulación de las luchas contra la represión 
y otras demandas relacionadas con lo estructural y lo colectivo. 
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FCSPP (1973 – 2003); el CPDH (1979 – 2010); ASFADDES (1983 – 2010); el Movimiento 
de Víctimas de Crímenes de Estado (MOVICE) (1995 – 2010); y de las bases de datos de 
luchas sociales del CINEP. Dicho estudio permitió reconocer la experiencia de las 
organizaciones defensoras, su composición y sus apuestas durante los años de génesis del 
movimiento de DD.HH. Por otra, parte, la revisión de archivos se complementó con la base 
de datos sobre DD.HH. del CNMH y de archivos y publicaciones pertenecientes a diferentes 
instituciones del Estado, tales como: el Ministerio de Gobierno, la Procuraduría General de 
la Nación, la Defensoría del Pueblo, las gacetas del Congreso de la República; así como, la 
jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia (CSJ) y los informes de organismos 
multilaterales sobre Colombia (tales como la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos o la Organización de Naciones Unidas). Esta combinación de fuentes oficiales con 
fuentes producidas en el seno de las organizaciones permitió dar cuenta de los contrastes 
sobre la relación entre el Estado y las actividades de defensa de los DD.HH. promovidas por 
la sociedad civil. 
Como se concluye de lo anterior, estas fuentes se rastrearon en la prensa nacional de la 
época, en los documentos generados por los movimientos de defensa de los DD.HH. y otros 
documentos oficiales y privados relacionados con el problema de investigación. En cuanto 
a la documentación generada por la prensa y otras organizaciones ajenas a los movimientos, 
se tuvieron en cuenta aquellos que permiten dar cuenta de la trayectoria de las luchas por la 
defensa de los DD.HH. en el país, sus actores, repertorios de protesta y reivindicaciones a 
lo largo del periodo estudiado. La información fue recolectada de forma impresa (fotocopia 
o documento original) y de forma digital (digitalización de documentos o fotografías), 
siendo este último medio, el privilegiado por las facilidades que brinda para el manejo de 
archivo.  
Por otra parte, un destacado resultado tangible de todo este ejercicio de análisis de fuentes 
fue la construcción de un importante archivo de documentos, principalmente de prensa de 
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los tres periódicos seleccionados114. Este trabajo derivó en la construcción de una base de 
datos que, en la actualidad cuenta con alrededor de 9.000 entradas. La abundancia de las 
fuentes recolectadas se manejó de manera sistemática, cada uno de los documentos 
estudiados fue clasificado en función de las cinco categorías anunciadas en precedencia 
como consta en la base de datos señalada. Adicionalmente, cada una de las entradas que 
conforman la base de datos, cuenta con una clasificación temática y un resumen de contenido 
que facilita su consulta, a la espera de que estos insumos sean utilizados como punto de 
referencia para análisis posteriores que aborden problemáticas relacionadas. 
Finalmente, esta investigación estuvo influida por una afortunada coincidencia que llevó a 
su autor, en momentos en que ya había sido aprobado el proyecto de investigación, a trabajar 
para el CPDH en el marco del proyecto “Imaginando caminos para la paz desde el diálogo 
público sobre la justicia transicional en Colombia” financiado por el Fondo Sueco – Noruego 
de Cooperación (FOS). En el marco de este proyecto, a lo largo de 2017 se recorrieron 
alrededor de 12 departamentos (Nariño, Cauca, Valle del Cauca, Caquetá, Huila, Putumayo, 
Cundinamarca, Meta, Arauca, Norte de Santander, Sucre y Antioquia) junto con un equipo 
transdisciplinario, con el que se entrevistaron a más de 100 defensores de DD.HH. que han 
desarrollado sus actividades en diferentes momentos en sus territorios de origen. Sea del 
caso señalar que, por cuestiones de reserva de la información, los relatos obtenidos no fueron 
utilizados en esta tesis, sin embargo, para el autor es necesario destacar que esta experiencia 
transformó su forma de comprender las luchas, la resistencia y la importancia de estos 
hombres y mujeres en la historia reciente del país. 
 
 
114 Angélica Cruz, historiadora de la Universidad Nacional de Colombia, hizo las veces de auxiliar de 
investigación, su colaboración fue vital en el proceso de revisión de prensa y en la organización de los datos 
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Gráfico 1. Relación represión vs. demandas (1970-1991). Elaboración propia. Fuente: Base de 
datos de prensa construida para esta investigación. 
La década de 1970 representó para las élites latinoamericanas la necesidad de hacer frente 
al avance de las ideas socialistas y de la lucha armada como expresión de la inconformidad 
social que avanzaba en el continente. Este fenómeno se manifiesta con mucha fuerza en 
Colombia, claro está, en medio de las particularidades de su historia social y política, que 
para estos años habían desembocado en el establecimiento del último gobierno del Frente 
Nacional. Las denuncias sobre el fraude en las elecciones que otorgaron la victoria a Misael 
Pastrana sobre el exdictador, ahora candidato por la Alianza Nacional Popular (ANAPO), 
Gustavo Rojas Pinilla, ponían en evidencia la debilidad con que terminaba el pacto entre los 
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partidos liberal y conservador115. Un gobierno deslegitimado, la sociedad civil agitada y la 
lucha armada abriéndose camino, son elementos determinantes para la configuración de las 
políticas sobre justicia adoptadas por el gobierno Pastrana para garantizar su permanencia 
en el poder.  
La acción estatal desplegada en materia de justicia se desarrolló como una estrategia de largo 
aliento que pretendía asegurar el control institucional y el orden público. En este contexto 
la idea misma de lo justo y su definición se trasladó a las autoridades militares en una clara 
muestra de que, si bien el Estado colombiano mantenía su imagen civilista, el poder de facto, 
por lo menos en lo jurídico penal, lo ejercieron las Fuerzas Armadas (FF.AA.). El 
establecimiento constante del estado de sitio, por medio del cual le fueron entregados los 
asuntos judiciales a los cuerpos de seguridad del Estado y el consecuente despojo de tales 
atribuciones a la justicia ordinaria no solamente condujo a un claro desequilibrio de los 
poderes públicos, sino que caracterizan el protagonismo social y político ejercido por los 
militares durante estos años. Tales condiciones conmocionaron el orden constitucional, pero 
también incentivaron la movilización social, convirtieron a la justicia en bandera de las 
luchas populares y llevaron al Estado colombiano a pasar del reconocimiento internacional 
a su “condena”, al evidenciarse la forma en que sus políticas de seguridad y de orden público 
se transformaron en vías para la represión, la tortura y el abuso de autoridad en general. 
Entre 1978 y 1982 la denuncia contra la represión estatal creció en un escenario que 
coincidió con el viraje de la política internacional norteamericana hacia la promoción de los 
DD.HH. en los países bajo su influencia. La actividad de los defensores y la presión 
norteamericana resultaron fundamentales para los cambios impulsados desde la posesión de 
Belisario Betancur en 1982 y su apuesta por alcanzar la paz. Y es que, si bien desde 1981 el 
país experimentaba un cierto coqueteo con la idea de dialogar con las guerrillas, solo fue 
tras la llegada al poder de Betancur que los acercamientos se convirtieron en diálogos. Aun 
así, las buenas intenciones contrastaron con el desplazamiento del militarismo hacia formas 
 
 
115 Ver: Ayala, Cesar. La explosión del populismo en Colombia. Anapo y participación política durante el 
Frente Nacional (Bogotá: UNAL, 2011); Pecaut, Daniel. Crónica de dos décadas de política colombiana 
(Bogotá: Siglo XXI, 1988). Villamizar, Darío. Aquel 19 será (Bogotá: Planeta, 1995). 
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de represión civil estimuladas por la reaparición del paramilitarismo, configurándose así un 
modelo de seguridad y orden que libraba a las autoridades estatales de la responsabilidad 
institucional en la violación a los DD.HH. que tan grande factura le había traído al gobierno 
Turbay116.  
El tránsito de la represión oficial hacía la no oficial, fue tan solo un cambio en la 
manifestación de la cultura jurídico política para la represión característica del periodo 
analizado; ante lo cual, el naciente movimiento social en defensa de los DD.HH. fue 
moldeando una propuesta contracultural con fundamento en la necesidad de una renovación 
de la justicia y de la democracia, ampliando su ámbito de acción de la resistencia contra la 
represión a la búsqueda de la paz y la realización de la democracia, en un proceso que aunque 
se presume materializado con la constitución de 1991 continúa hasta nuestros días. A 
continuación, se estudiará el contexto en el que el Estado colombiano elaboró su modelo de 
represión y la forma en que este fue contrarrestado por el embrión de una contracultura 
fundamentada en la garantía de los DD.HH. y la democratización de las relaciones políticas. 
Para ello, se analizarán tres momentos más o menos diferenciables en los que se evidencian 
las transformaciones del modelo de represión estatal y su reflejo en la construcción de las 
demandas que terminaron por dotar de identidad a la acción colectiva alrededor de estos 
derechos:  
• Primero, apropiación del concepto de DD.HH. que ocurre entre 1970 y 1981, como 
reacción de la sociedad civil, pero también como medio de oposición al desarrollo 
de la DSN y su apogeo en Colombia, a través del militarismo y la represión por vía 
judicial.  
• Segundo, crisis y transición entre modelos represivos, generados por el auge de la 
movilización alrededor de los DD.HH. y por los cambios en la política 
 
 
116 Durante la década de 1980 Colombia fue escenario de un gran auge del narcotráfico que extendió su 
influencia de lo económico a lo social y de ahí, a la política y a la disputa por el control militar de grandes 
territorios, primero como aliados y luego como patrones del paramilitarismo y de sectores políticos. 
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norteamericana frente a los mismos. Este momento abarca entre 1978 y 1982 
aproximadamente.  
• Y tercero, la adaptación del modelo represivo a los dictados de la Guerra de Baja 
Intensidad (GBI) y su camuflaje entre el paramilitarismo y el narcotráfico, pero 
también la respuesta de la sociedad civil impulsando la búsqueda de la paz por vía 
de una negociación y la constitucionalización de los DD.HH. 
Esta forma de abordar el problema permite exponer los factores ideológicos y jurídicos que 
posibilitaron una cierta unidad de acción entre los defensores y la elaboración de una contra 
cultura jurídico-política en torno a la movilización social, que trasegó de un uso instrumental 
de los DD.HH. (en los juicios), a su apropiación (como sustento de la democracia)117. Así 
las cosas, este capítulo aborda, en perspectiva multiescalar118, el carácter sustancial de la 
trayectoria de las formas represivas imperantes en América Latina durante el periodo 
estudiado, las formas jurídicas de seguridad y control adoptadas en Colombia, y la manera 
en que la oposición a estos fenómenos dio lugar a las demandas de un vasto sector de la 
 
 
117 Para Mauricio Archila, la movilización social entre 1958 y 1990, atendió a un marcado interés por 
reivindicaciones socio económicas, sin que ello implique el desconocimiento de la creciente de demandas de 
carácter político, cultural y simbólico. De los once motivos más recurrentes para la movilización social, 
señalados por Archila, la defensa de los DD.HH. es la quinta reivindicación con un 8% del total de las 
movilizaciones registradas: “Si bien la violación de los DD.HH. fue denunciada desde el Frente Nacional, 
creció sorprendentemente a partir de 1975… al principio fueron denuncias genéricas contra la violencia y 
después se relacionaron con las detenciones arbitrarias y las torturas, especialmente de presos políticos. A 
finales de los setenta se modificó sustancialmente la situación de derechos humanos a raíz de la expedición del 
Estatuto de Seguridad en 1978, que se puso a prueba con las detenciones acompañadas de toda clase de 
vejaciones emprendidas por las Fuerzas Armadas a raíz de la acción del M-19 en el Cantón Norte de la capital. 
Estos hechos despertaron una toma de conciencia generalizada de las violaciones de derechos humanos, que 
se expresó en los foros que con tal fin se realizaron desde 1979”. Archila. Idas… 235 – 236. 
118 Para el periodo estudiado, la participación de los actores, la emergencia de las demandas y la configuración 
de los repertorios de protesta y de defensa no responde a patrones nacionales homogéneos. En este perspectiva, 
el contraste de los fenómenos nacionales en América Latina y, luego, con su representación en las escalas 
regional y local permite comprender el dinamismo y la fluctuación de los conflictos relacionados con la defensa 
de los DD.HH. entre zonas urbanas y rurales. Sobre el análisis multiescalar aplicado al estudio del conflicto 
armado colombiano, ver: González, Fernán. Poder y violencia en Colombia (Bogotá: ODECOFI – CINEP, 
2014). Sobre el análisis multiescalar aplicado al estudio de la acción colectiva ver: Sanabria, Alejandra. “De 
lo local a lo global: un análisis multiescalar de la movilización social en Cajamarca. Tesis de grado en 
Relaciones Internacionales”. Bogotá, Pontificia universidad Javeriana: 2018. 
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sociedad, permitiéndole ingresar a la disputa por configuraciones alternativas de la 
justicia119.  
De conformidad con lo anterior, este capítulo podría sintetizarse de dos formas: la primera 
de ellas desde un punto de vista contextual, puesto que presenta el escenario sobre el cual se 
desarrollaron las luchas del movimiento de DD.HH. durante el periodo estudiado, en tres 
momentos: militarización de la justicia, crisis y paramilitarización. La segunda, de carácter 
sustancial, en la medida en que presenta las tres materias fundamentales que sirvieron como 
contenido de las demandas promovidas por este sector: represión, paz y democratización. 
En ese sentido, lo que se pretende es recrear el escenario en el que tuvieron lugar las disputas 
por la configuración de ideas sobre la justicia, entre su humanización y la represión, en un 
acercamiento que permite reconocer la marginalidad de la materia hasta 1975 y las 
circunstancias que ubicaron a los DD.HH. al centro de la disputa cultural.  
1.4 La militarización de la justicia 
En 1970, según un informe oficial: 
La asistencia Militar norteamericana llega al total de 92.000.000 de dólares. 425 miembros 
de las fuerzas armadas fueron entrenados este año por los Estados Unidos, llegando a la cifra 
total de 3.894. “Para abastecer las fuerzas armadas de Colombia cuyo número 
aproximadamente es de 55.000 hombres (ejercito 43.000, marina 5.000, fuerzas aéreas 
6.400) los Estados Unidos mantienen una misión Militar de 27 oficiales y 21 suboficiales de 
las tres armas (…) este país paga parte del costo de administración de la Misión (…) nuestros 
militares se consideran teóricamente miembros de las Fuerzas Armadas de Colombia (…) el 
entrenamiento es una de las tres metas primordiales del personal de la misión Militar, las 
otras dos consisten en controlar la entrega de los equipos, asesorar y ayudar a los oficiales 
colombianos (…) Muchos oficiales de este país han tenido la oportunidad de recibir 
entrenamiento formal en los EEUU, incluyendo al comandante general de las fuerzas 
Armadas, Mayor General Currea Cubides (…) Igual que el Brasil, Colombia ofrece 
incentivos económicos a los oficiales que se entrenan en el exterior (…) Colombia ayuda a 
sufragar los gastos del entrenamiento dado por los EEUU (…) Los EEUU instruyen al 
ejército de Colombia en tácticas antiguerrilleras a través de unidades móviles de 
entrenamiento en la zona del canal (…) La doctrina norteamericana de la “acción militar” 
también ha sido aceptada por el ejército colombiano (…) nuestros programas han ayudado 
 
 
119 El análisis propuesto, oscila entre la exposición de lo que se ha denominado en esta investigación como 
condiciones para una cultura jurídico-política para la represión y la forma en que estas se convirtieron, a lo 
largo de las décadas de 1970 y 1980, en plataforma contra cultural fundamentada en el uso de los DD.HH. 
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al país a establecer sus propias escuelas de entrenamiento militar (…) la misión cree que el 
entrenamiento del general Currea dentro del Programa de Ayuda Militar (PAM) contribuyó 
a darle esa perspectiva (…) Colombia puede ser el mejor ejemplo de los beneficios que 
pueden resultar del entrenamiento dentro de nuestro Programa de Ayuda Militar (…) los 
años de 1970 a 1975 serán cruciales para determinar la viabilidad del actual sistema (…) el 
contacto permanente y estrecho entre las fuerzas militares colombianas y el ejército 
norteamericano será ventajoso120. 
Uno de los principales efectos del aumento de la ayuda militar de los EE.UU. en Colombia 
fue la consagración de la justicia como un asunto de seguridad, que fue puesta en manos de 
las FF.AA., llegando estas a adquirir un amplio margen de acción que le permitía incidir en 
las ideas sobre lo justo en materia criminal, casi a título definitorio. La anterior afirmación 
solo es comprobable al estudiar la acción estatal entre 1970 y 1982 que, caracterizada por la 
búsqueda incesante de un aseguramiento del control institucional, llevó al Estado a adquirir 
un carácter militarista tras la adaptación de sus instituciones a los dictados de la DSN. En 
ese sentido, el aparato estatal conservaba su apariencia civilista y, sin embargo, recurría con 
una frecuencia cada vez mayor al uso de las prácticas represivas que distinguían a las 
dictaduras del cono sur. ¿Cuáles fueron las condiciones internas que se entretejieron para la 
adopción de políticas de seguridad y orden que terminaron por entregar a las FF.AA. y de 
seguridad del Estado, la definición sobre las ideas de lo justo y su administración? ¿Cuáles 
sus consecuencias sociales?  
1.4.1 ¿Democracia civilista o dictadura disfrazada? 
Tras el fin de la Segunda Guerra Mundial los EE.UU. y la URSS quedaron enfrentados por 
el dominio político, militar, ideológico y económico global, en el marco de la denominada 
guerra fría. Sus ideas de expansión se desarrollaron en una abierta competencia que 
implicaba la conformación de bloques de poder dirigidos a asegurar la dependencia de los 
países subdesarrollados con respecto a estos. Los EE.UU. lograron cohesionar, entre otros, 
a la mayoría de los gobiernos latinoamericanos bajo la consigna de la Seguridad Nacional 
 
 
120 Informe de la Misión especial de estudio para América Latina sobre la marcha del Programa de Asistencia 
en el Entrenamiento Militar - Mála de 1970, de la misión norteamericana que visitó a Colombia entre el 13, 
14 y el 15 de enero. En: Villegas, Jorge y Rivas, Gerardo. Libro negro de la represión. 1958-1980 (Bogotá: 
FICA, 1980) 93 – 94. 
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ubicándola al centro del desarrollo de sus relaciones121. En Colombia, dicha doctrina inspiró 
por lo menos tres elementos que marcan el establecimiento de una cultura jurídico-política 
para la represión entre 1970 y 1982: 
i. La seguridad como necesidad inaplazable. El arraigo y la fertilidad de la DSN en América 
Latina se relacionan con la existencia de una amenaza latente para los intereses 
norteamericanos y, residualmente, para los de las élites económicas y políticas locales122. 
La DSN promovió una inescindible relación entre seguridad y amenazas como motor de la 
actividad estatal, fundamentada en la existencia de condiciones de probabilidad, no de 
certeza, sobre la ocurrencia futura de revoluciones que dañarían la Seguridad Nacional. En 
ese sentido, los riesgos de la guerra fría fueron transmitidos a la sociedad en general, para 
justificar: la intervención militar directa representada en el establecimiento de regímenes 
dictatoriales abiertos; o el endurecimiento de las medidas jurídico-políticas de carácter 
represivo adoptadas por los gobiernos civiles123. Al ubicar la seguridad al centro de los 
debates públicos como necesidad inaplazable, los EE.UU. lograron confirmar la virtual 
fusión entre seguridad y Estado. Lo que se traducía en la idea de que para enfrentar las 
amenazas era necesario contar con una institucionalidad lo suficientemente fuerte para 
anular el riesgo. 
ii. La elaboración de un enemigo común en el orden interno. El enemigo fue fácilmente 
elaborado con base en la imagen de la URSS, como encarnación del comunismo 
 
 
121 La Seguridad Nacional ha sido ampliamente estudiada, ver: Bidegain, Ana. Nacionalismo, Militarismo y 
Dominación en América Latina (Bogotá: Universidad de los Andes, 1983); Bouchey, Francis, et al. De Santa 
Fe I a Santa Fe II. El Imperio y América Latina (Bogotá: Sudamérica, 1989); Caicedo, Edgar. Militares y 
Militarismo (Bogotá: Sudamérica, 1979); De la iglesia, Juan. “Breves Anotaciones Histórico-políticas sobre 
la Intervención Militar en América Latina”. Tesis de grado en Derecho. Bogotá: Universidad Javeriana, 1973. 
Gallón, Gustavo. La República de las Armas (Bogotá: CINEP, 1983). Guerrero, Manuel, “Colombia: Objetivo 
Estratégico y los Conflictos de Baja Intensidad”. Revista de las Fuerzas Armadas 28 (1988). Nina, Andrés, 
“La doctrina de seguridad nacional y la integración latinoamericana”. Nueva sociedad 27 (1979). 
122 En 2004, FESCOL ofreció un esbozo de la situación, señalando como motores que impulsaron la adopción 
del concepto de Seguridad Nacional -y de su variante para América Latina, la DSN- la necesidad de defensa 
de sus intereses geopolíticos amenazados por: las revoluciones inspiradas en el marxismo; la inestabilidad 
característica de los países subdesarrollados; y el creciente poder militar de la URSS que tensionaba cada vez 
más las posibilidades de ataques nucleares recíprocos entre las potencias. FESCOL, “Seguridad regional 
andina y escenarios posibles”. Policy paper 1 (2004): 1.  
123 Vargas, Alejo, “Adecuación de la defensa a la gobernabilidad democrática en América del Sur”. Ciencia 
Política 14 (2012): 67.  
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internacional y rival, no de los EE.UU., no del capitalismo, sino de la civilización occidental. 
El comunismo como enemigo se convirtió en abstracción de todas las enemistades posibles; 
lo que justificó que todo aquello que se pareciera al comunismo, a la inconformidad social 
con el sistema político y económico, o a crítica contra el Estado, fuera considerado como 
amenaza nacional. El concepto mismo de ciudadanía quedó diluido en la búsqueda de la 
seguridad nacional, endureciendo la relación de subordinación entre los Estados y las 
personas. Impulsadas por la desconfianza de los EE.UU. en la estabilidad política y 
económica de los países de la región, proliferaron entonces las dictaduras militares. Pobreza, 
comunismo y liberación nacional se convirtieron en fantasmas; el enemigo ya no era una 
abstracta y cuando mucho lejana y fría URSS, ahora estaba encarnado en la oposición 
política y en la actividad social contraria al modelo económico, social y político; la sospecha 
cubría a la generalidad de la población civil, devolviendo al enemigo su abstracción 
natural124. 
iii. La implantación del concepto de guerra total y permanente125. Este concepto, favorecido 
por el aumento de la capacidad militar de las potencias mundiales, ha mantenido en estado 
de alerta a la comunidad mundial desde entonces y, más allá del riesgo nuclear, logró 
desarrollarse en los países periféricos, a propósito de la penetración ideológica que podría 
desembocar en la generación de condiciones para una revolución. El concepto de guerra 
total se desarrollaría bajo la influencia de la denominada doctrina francesa de la 
contrainsurgencia o lucha contrainsurgente, cuya elaboración fue recogida por el coronel 
Roger Trinquier, tras las experiencias militares de Francia en Argelia e Indochina126. 
 
 
124 “En la guerra moderna el enemigo no es fácil de identificar. No hay frontera física que separe los dos 
campos. La línea que marca la diferencia entre el amigo y el enemigo puede encontrarse muchas veces en el 
corazón de la Nación, en la misma ciudad donde se reside, en el mismo círculo de amigos donde uno se mueve, 
quizá dentro de su propia familia. Es más bien una línea ideológica, que tiene que ser perfectamente bien 
descubierta si queremos determinar pronto quiénes son en realidad nuestros adversarios y a quiénes tenemos 
que derrotar”. Vargas. “Adecuación… 75.  
125 Que hace referencia a “…aquel conflicto en que los recursos políticos, militares, económicos y psicológicos 
están plenamente comprometidos y donde la supervivencia de uno de los beligerantes está en peligro. Esto 
lleva a conceptualizar la Defensa Nacional como un medio o uno de los medios para alcanzar la Seguridad 
Nacional, siendo esta última un concepto más amplio, pues abarca además de la primera, los aspectos psico-
sociales, la problemática del desarrollo y la estabilidad interna”. Nina, “La doctrina…1. 
126 Trinquier, Roger. La guerra moderna (Buenos Aires: Editorial Rioplatense, 1976). 
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Estos tres elementos encontraron en Colombia un escenario ideal para su desarrollo, pues 
los evidentes brotes de inconformidad social que amenazaban con la expansión de las ideas 
socialistas o de liberación nacional en el país, generaban un ambiente de agitación social 
cada vez más radicalizado. Un antecedente muy ilustrativo del interés norteamericano por 
expandir su capacidad de control militar en Colombia es la visita del Centro de Guerra 
especial, de Fort Brag (Carolina del Norte) desarrollada en febrero de 1962. 
El director de investigaciones de dicho Centro, el General Yarborough, redactó un 
suplemento Secreto al Informe sobre dicha visita. Uno de los párrafos de ese suplemento 
dice: “Debe crearse ahora mismo un equipo en el país acordado, para seleccionar personal 
civil y militar con miras a un entrenamiento clandestino operaciones de represión, por si se 
necesitaren después. Esto debe hacerse con miras a desarrollar una estructura cívico militar 
que se explote en la eventualidad de que el sistema de seguridad interna de Colombia se 
deteriore más. Esta estructura se usará para presionar los cambios que sabemos, que se van 
a necesitar para poner en acción funciones de contra agentes y contra propaganda y, en la 
medida en que sea necesario, impulsar sabotajes y/o actividades paramilitares contra los 
conocidos partidarios del comunismo. Los Estados Unidos deben apoyar esto127. 
Otro antecedente del interés norteamericano se encuentra en la expedición del denominado 
Manual FM-31-15 “Operaciones contra Fuerzas Irregulares” de 1962, por medio del cual, 
el ejército colombiano adoptaba los lineamientos norteamericanos de combate a las 
guerrillas que apenas se encontraban en formación. No sorprende, entonces, que la ejecución 
de las prácticas militares, dirigidas según los lineamientos estadounidenses, combinaran una 
suerte de conservación de la apariencia civilista, como rasgo característico de la tradición 
política colombiana, y el desarrollo de una escalada represiva cuyo eje era el fortalecimiento 
de la capacidad de operación de las FF.AA. De fondo estaba la criminalización de la protesta 
social y de la oposición política como amenaza directa para los intereses norteamericanos y 
de las élites colombianas; el enemigo real no eran los alzados en armas, eran los civiles… 
El General Francisco Landazábal explicitaba con franqueza, en uno de sus libros, la tesis 
fundamental: “No menos importante que la localización de la subversión es la localización 
de la dirección política de la misma […]. La dirección política no puede interesarnos menos 
que la militar y, una vez reconocida y determinada la tendencia, hay necesidad de ubicar la 
 
 
127 Cuartel General, Escuela de Guerra Especial del Ejército de Estados Unidos, Tea: Visita a Colombia, Sur 
América, por el Equipo de Guerra Especial, Fort Bragg, Carolina del Norte, 26 de febrero de 1962, Biblioteca 
Kennedy, Casilla 319, Archivos de Seguridad Nacional Grupo Especial, Suplemento Secreto, Informe de 
Investigación en Colombia. Citado en: Colombia nunca más. Crímenes de lesa humanidad. Zona 14 Tomo I. 
(Bogotá: 2000) 16. 
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ideología que la anima, plena y cabalmente, para combatirla con efectividad. Nada más 
nocivo para el curso de las operaciones contrarrevolucionarias que dedicar todo el esfuerzo 
al combate y represión de las organizaciones armadas del enemigo, dejando en plena 
capacidad de ejercicio libre de su acción la dirección política del movimiento128. 
El resultado de tal apuesta es una fluctuación entre la necesidad de mantener la apariencia 
civilista, facilitando un amplio margen de acción a las fuerzas de seguridad en contra de la 
oposición política; este es el rasgo característico de la vida político-militar colombiana en 
las décadas de 1960 y 1970. Durante estos años se desarrolló una estrategia de control social 
y político en la que, bajo la justificación de enfrentar la amenaza revolucionaria, las FF.AA. 
adquirieron autonomía e independencia respecto del gobierno, bajo el amparo de la 
permanente declaración de Estados de Sitio que le fueron otorgando a los militares la 
capacidad y el margen de impunidad necesario para detener la oleada de movilizaciones 
sociales, que, aun así, se desarrollaron durante este periodo. Pese a ello, tal y como lo 
reconoce el CNMH, esta práctica no era novedosa, 
Se trataba de un hábito de vieja data. Pese a que el Frente Nacional se planteó como un 
acuerdo paritario para el ejercicio del poder, capaz de garantizar el retorno a los cauces 
institucionales quebrantados por la dictadura de Rojas Pinilla, lo cierto es que nunca pudo 
escapar de la excepcionalidad característica de la dictadura y, en vez de salir definitivamente 
de ella, optó por institucionalizar algunos de sus mecanismos. Esa excepcionalidad, sin 
embargo, no se aplicaba ya para afrontar los resentimientos de la violencia partidaria, sino 
que fue la base de una intensa violencia de carácter clasista, contrainsurgente y 
anticomunista, atizadas por las tensiones geopolíticas de la guerra fría129. 
Para Gustavo Gallón, defensor de DD.HH. desde la época, la herencia de la dictadura militar 
de Gustavo Rojas Pinilla fue el posicionamiento de los militares en los asuntos políticos 
relativos al orden público; lo que se refleja en la posibilidad de juzgar civiles, aun en contra 
de la Constitución130. Bastó una decisión de la CSJ, luego de los acontecimientos del 9 de 
abril de 1948, para que la prohibición contenida en el artículo 170 constitucional -que 
limitaba la competencia de los tribunales marciales al juzgamiento de los delitos cometidos 
por los militares- quedará en desuso, y se abrieran las puertas para el juzgamiento de civiles 
 
 
128 Landazábal, Fernando. El conflicto social. (Bogotá: Tercer Mundo, 1982) 175. Citado en: Colombia nunca 
más. Crímenes… 29. 
129 CNMH. ¡Basta… 200. 
130 Gallón. La república… 
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por parte de las FF.AA., por vía de los Consejos Verbales de Guerra (CVG)131. La decisión 
temporal de la Corte fue ganando terreno, hasta convertirse en la medida tipo que contenía 
cada uno de los Estados de Sitio decretados desde 1965, cuando así lo hiciera el presidente 
conservador Guillermo León Valencia132. 
Cada uno de los gobiernos del Frente Nacional desarrolló la medida ampliando las 
atribuciones a las FF.AA. en materia de justicia. La complicidad entre élite política y cúpula 
militar solo podría explicarse como una reasignación de tareas que terminó por 
desconfigurar la división tripartita de poderes. La nueva composición quedaría determinada 
por la capacidad jurisdiccional adquirida por las FF.AA., la conservación del control 
administrativo del Estado por parte de las élites en el poder y la dirección económica del 
país a cargo de los gremios empresariales. Esta sería la estructura del Estado colombiano, 
cuya estabilidad se prolongó por lo menos hasta entrada la década de 1980133. Como señala 
Jorge Villegas Arango en el Libro negro de la represión, el rostro democrático de Colombia 
ocultaba el uso recurrente de los Estados de Sitio como figura por excelencia en un círculo 
compuesto por tres pasos: 1) hostigamiento del Estado al movimiento social; 2) reacción 
violenta del movimiento social; 3) decreto de estado de sitio. 
Para decretarlo se busca siempre el expedito recurso de provocar la violencia. Se presiona 
cualquier sector (campesinos, obreros, estudiantes) y lo reprimen hasta la exacerbación. 
Cuando finalmente viene la respuesta violenta del sector provocado, los asesinan. Tomando 
como pretexto esta violencia buscada, implantan el Estado de Sitio. Lo mantienen durante 
el tiempo que consideren necesario, y a su amparo, asesinan, reprimen y elaboran toda clase 
de “decretos-leyes”. Algunas coyunturas (proximidad de elecciones, necesidad de reforzar 
la imagen democrática en el exterior, etc.), crean la necesidad de levantarlo temporalmente, 
entonces llevan toda la legislación de hecho al Congreso, integrado por los mismos grupos 
de la oligarquía gobernante y este los refrenda en su conjunto. Así se convierten en “leyes 
de la nación” todos los exabruptos anteriores. La prensa y todos los medios de comunicación, 
que se hallan también en manos de los mismos grupos oligárquicos (en realidad, de las 
mismas familias) controlan, desfiguran y falsean todos los hechos y se encargan de 
completar la faena134. 
 
 
131 CNMH. ¡Basta… 206. 
132 Colombia, Presidencia de la República. Decretos 1290 y1288 de 1965. 
133 Ver: Gallón. La república… 
134 Villegas y Rivas. Libro Negro… 10. 
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1.4.2 Cuando lo normal es la excepción 
Los postulados de la DSN fueron introducidos en el país con gran intensidad desde la década 
de 1960; sin embargo, para efectos del presente análisis será suficiente con exponer las 
formas en que dicha doctrina se consagró en la legislación colombiana como legado del 
Frente Nacional. Para ello, a continuación, se repasan los principales desarrollos jurídicos 
adoptados en virtud de la DSN por parte de los presidentes Misael Pastrana, último de los 
mandatarios relacionados directamente con el Frente Nacional, y Alfonso López Michelsen, 
quien en medio de fuertes vacilaciones se decantó por reproducir el legado represivo en 
materia jurídica y militar que ya caracterizaba al Estado colombiano. 
i. Misael Pastrana y la herencia del Frente Nacional. Pastrana asciende al poder heredando 
de su antecesor, Carlos Lleras Restrepo, un marco jurídico de excepcionalidad en el que 
fueron promulgadas diferentes normas en materia de seguridad y orden público -a su vez 
reencauchadas tanto del Frente Nacional como de la dictadura de Gustavo Rojas Pinilla-. El 
primer estado de sitio decretado durante la década de 1970 llega tras el Decreto 1128 del 20 
de julio de 1970 y aunque su vigencia fue corta, en este periodo fueron promulgadas varias 
normas claves en materia de seguridad y orden público (el Anexo B presenta una cronología 
del desarrollo de la legislación de emergencia entre 170 y 1991) 135. Luego de ello, tras un 
periodo de tres meses de normalidad, con la expedición del Decreto presidencial 250 del 26 
de febrero de 1971, nuevamente se declaró turbado el orden público y el estado de sitio en 
todo el territorio nacional; esta medida se extendió durante casi todo el mandato de Pastrana. 
Más que enfrentar las efectivas alteraciones al orden público, lo que se perseguía era 
 
 
135 Su vigencia fue de cinco meses, pero sus efectos fueron profundos, por ejemplo, en Yacopí (Cundinamarca) 
donde los alcaldes militares delegados por el gobierno utilizaron la expedición de paz y salvos 
(salvoconductos) para confinar a la población civil, principalmente a líderes sociales, comunitarios y políticos 
que profesaban ideas contrarias al régimen. Villegas y Rivas. Libro Negro… 99 y ss. Sin mayores 
consideraciones en su motivación, más que la “necesidad” de hacer frente a las alteraciones del orden público, 
a la declaración del estado de sitio en 1970 le siguió el establecimiento de diferentes medidas represivas que 
se sucedieron en el siguiente orden y materias: 1) Decreto 1129 , por medio del cual se declara el toque de 
queda en todo el territorio nacional y se restringe la libre circulación de los ciudadanos; 2) Decreto 1131 , 
prohibición de reuniones y de manifestaciones públicas; Decreto 1132 , control policivo y restricciones de 
movilidad a los sospechosos de pertenecer a la insurgencia; Decreto 1133 , expedición de salvoconductos por 
parte de los alcaldes y gobernadores; Decreto 1134, censura a la difusión de mensajes que puedan alterar la 
tranquilidad.  
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concentrar el poder en el ejecutivo para actuar en un marco de legalidad flexible que permitía 
reprimir las manifestaciones de inconformidad social. Dicha concentración se manifestó en 
el fortalecimiento del gasto para defensa y seguridad y, paralelamente, en la disminución de 
las garantías de los acusados, sometidos a procedimientos sumarios de investigación y juicio 
(característicos de los CVG)136. 
Lo que aquí ha sido denominado marco de legalidad flexible sirvió como catapulta para la 
política de seguridad de Pastrana, quien acto seguido a la instauración del estado de sitio, 
anunció la entrada en vigor del Decreto 254 del 3 de abril de 1971. Esta norma develó que 
la intención detrás de la declaratoria de excepción era el fortalecimiento de las FF.AA. por 
medio del reconocimiento de atribuciones que de otra forma jamás se le hubiesen concedido, 
tales como el robustecimiento de la jurisdicción penal militar o la competencia para juzgar 
a los civiles por diferentes delitos137. Adicionalmente, tras la expedición del Decreto 1988 
de 1971, que agravó las penas para el delito de secuestro, quedó de manifiesto que la 
limitación de las garantías procesales estuvo acompañada de un sucesivo aumento y 
endurecimiento de las penas como herramienta para intimidar a la población138. 
En 1973 las normas adoptadas incluyeron la expedición del Decreto 133 del 26 de enero139, 
por medio del cual se dispuso el traslado de los condenados por los delitos de secuestro, 
extorsión y conexos a éstos (todos de competencia de la Justicia Penal) a la isla prisión 
 
 
136 Esta medida se justificó para enfrentar las manifestaciones estudiantiles y las recurrentes invasiones de 
predios rurales y entregó competencia a las FF.AA. para conocer de delitos: contra la existencia y la seguridad 
del Estado; contra el régimen constitucional y contra la seguridad interior del Estado; instigación y asociación 
para delinquir; apología del delito; secuestro; extorsión; incendio y otros delitos que envuelven peligro común. 
Así mismo, se dispuso la isla Gorgona como centro de reclusión para los condenados. Colombia, Presidencia 
de la República. Decreto Legislativo 250 de 1971. Ver también: Colombia, CSJ. Gaceta Judicial Número 2338 
Bis Tomo CXXXVII, M.P. Luis Sarmiento Buitrago (Bogotá: 1970). “Continúa represión en Gorgóna”. 
Alternativa 23(1974): 22. 
137 Entre los cuales se encontraban los delitos: contra la existencia y la seguridad del Estado; contra el régimen 
constitucional y contra la seguridad interior del Estado; instigación y asociación para delinquir; apología del 
delito; secuestro; extorsión; incendio y otros considerados como generadores de peligro común. Por otra parte, 
llama la atención que dentro de las medidas adoptadas en virtud del Decreto 254, para ampliar las potestades 
judiciales a las autoridades militares, el gobierno se concedió a si mismo la facultad para disponer del gasto 
presupuestal necesario para echar a andar la militarización de la justicia, lo que incluía efectuar traslados 
presupuestales y abrir los créditos a que hubiera lugar. 
138 Colombia, Presidencia de la República. Decreto Legislativo 1988 de 1971.  
139 Colombia, Presidencia de la República. Decreto Legislativo 133 de 1973. 
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Gorgona en donde pagarían la pena impuesta y se suspendieron las rebajas de pena para los 
condenados por los delitos señalados140. Incluso para la época, estas medidas ya 
representaban una abierta, pero silenciosa y no muy advertida contradicción frente a los 
compromisos internacionales asumidos por el Estado en materia de DD.HH.; lo que 
alimentaba la tensión entre dos asuntos que se desarrollaban de forma paralela: primero, el 
derecho penal interno simplemente atendía al afán de hacer frente a los desórdenes sociales 
que podrían desembocar en una insurrección generalizada, ofreciendo límites legales 
flexibles dentro de los cuales la Fuerza Pública actuaba de forma holgada; y segundo, los 
compromisos cada vez más fuertes que adquirió el Estado colombiano, en cumplimiento de 
los dictados norteamericanos para promover los DD.HH. como modelo de acción moral 
durante la guerra fría.  
Mantener el dominio del tercer mundo, con sus agitaciones y problemáticas sociales, era un 
reto que fue afrontado por vía de la represión, lo cual contrastaba con el interés por 
posicionar el discurso de los DD.HH. como imperativo moral. Pese a ello, los dos años y 
casi diez meses de desarrollo normativo del primer estado de sitio del periodo, terminan en 
el mes de diciembre de 1973, cuando el general del Ejército y ministro de la Defensa, 
Hernando Currea Cubides celebraba “…la operación contra guerrillera en el país que ha 
conducido prácticamente a la aniquilación de los grupos sediciosos y a la captura o muerte 
de sus principales cabecillas”141. El saldo de este estado de excepción dejó profundas huellas 
en la población civil, pero a la vez razones para impulsar la acción colectiva hasta llevarla a 
nuevas orillas. La arbitrariedad y los continuos abusos de poder en que incurrieron los 
agentes del orden provocaron airadas reacciones en el sentir ciudadano y así, la oposición al 
 
 
140 Durante los primeros meses de 1973, además del Decreto 133, se adoptaron alrededor de nueve medidas 
más, todas amparadas en el estado de sitio, entre ellas: dotar a los gobernadores con la facultad de ofrecer 
recompensas a quienes delataran a los responsables de delitos; crear grupos especiales para combatir a las 
guerrillas; adquirir nuevos y modernos equipos de transporte y comunicaciones para las FF.AA.; nombrar 
militares como alcaldes de aquellos municipios cuya seguridad y orden estuviesen alterados; encargar al 
ministro de la defensa la elaboración de un proyecto de Ley para dotar de permanencia los Decretos expedidos 
durante el estado de sitio; y ordenar a los medios de comunicación que dieran a conocer los sucesos de 
violencia, pero solo con fundamento en comunicados oficiales. 
141 “Año nuevo sin Estado de Sitio”. El Espectador [Bogotá], dic. 16, 1973: 1A. 
Capítulo 2 83 
 
uso permanente de los estados de excepción terminó por convertirse en materia que alimentó 
la movilización colectiva en el país. 
ii. Entre la indecisión y la excepción. Lejos de la derrota anunciada por el ministro de 
Defensa, la movilización social y el ambiente sedicioso continuaron siendo el rasgo 
distintivo que alteró el orden público. Sin embargo, durante el cambio de gobierno entre 
Pastrana y López, dos fenómenos contrarios tendrían lugar, las promesas del presidente 
electo sobre el respeto a la opinión política y la necesidad manifiesta de los gobiernos locales 
de recurrir a medidas represivas, aunque, al menos por unos meses, sin el amparo del estado 
de sitio. Así, ante las manifestaciones estudiantiles y sindicales que no cesaban, los 
gobiernos locales no dudaron en declarar el reforzamiento de las medidas de seguridad para 
reprimirlas, llegando incluso a su prohibición142, lo que acontecía mientras el ejecutivo 
nacional emitía mensajes contradictorios que hablaban de descartar el estado de sitio y se 
manifestaba dispuesto a aplicar "... mano fuerte para garantizar los derechos legítimos de la 
ciudadanía"143. 
La voluntad de López para proteger la opinión y el respeto de las garantías individuales 
estuvo cerca de durar un año; sin embargo, recurriendo a justificaciones similares a las de 
su antecesor, dicta el estado de sitio por vía del Decreto 1136 de 1975144. Lapidaria resuena 
la frase de López justificando su decisión "...los gobiernos se caen por débiles y no por 
malos..."145. López amplió la posibilidad de ejecutar allanamientos sin previa orden judicial 
 
 
142 “López defiende la libertad de crítica”. El Espectador [Bogotá], nov. 5, 1974: 1A. 
143 “El gobierno descarta posibilidades de decretar el Estado de Sitio”. El Espectador [Bogotá], nov. 28, 1974: 
1A. A tan solo un mes de que definitivamente fuera decretado el estado de sitio, el ministro de Defensa 
continuaba reafirmando que el gobierno no tenía planeado recurrir a la excepcionalidad y que los hechos 
presentados en los que habían caído varios miembros de las fuerzas armadas fueron solamente hechos aislados 
que no representaban un tema de preocupación para el gobierno. “No habrá Estado de Sitio”. El Espectador 
[Bogotá], may. 18, 1975: 1A. 
144 La medida inicialmente afectó a los departamentos de Antioquia, Valle del Cauca, Atlántico y Magdalena, 
aunque posteriormente, con la expedición del Decreto 1249 de 1975, fue ampliada a todo el territorio nacional. 
A finales de 1974 López ya había recurrido a la declaratoria de la emergencia económica en el país. “Estado 
de sitio en tres departamentos”. El Espectador [Bogotá], jun. 13, 1975: 17A. “Estado de Sitio en todo el país”. 
El Espectador [Bogotá], jun. 27, 1975: 1A. Sobre el pasado reformista de López, ver: Juventudes MRL. 
Plataforma Política ¿Por qué liberales? ¿Por qué revolucionarios? ¿Por qué ni un paso atrás? (Bogotá, 
1961). 
145 “Listo decreto de Estado de Sitio”. El Espectador [Bogotá], jun. 8, 1975: 1A. “Concepto favorable al Estado 
de Sitio”. El Siglo [Bogotá], jun. 7, 1975: 2. 
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a altas horas de la noche, los términos para que las autoridades interrogaran a los procesados 
sin presentarlos ante un Juez y limitó el derecho a la huelga y de reunión. Medidas que 
fueron objeto de álgidos debates entre quienes las apoyaban irrestrictamente (el expresidente 
Pastrana y el líder liberal Julio Cesar Turbay, el gremio ganadero, la Central de Trabajadores 
de Colombia -CTC-) y las voces que advertían el peligro que estas representaban para las 
libertades ciudadanas (como la Confederación Sindical de Trabajadores de Colombia -
CSTC-, los líderes de los movimientos de oposición y algunos reconocidos juristas). La 
evidente cohesión de los altos mandos del Estado alrededor del estado de sitio se 
manifestaba incluso en la voz del Procurador General Jaime Serrano Rueda, quien declaraba 
esperanzado ante los medios, su expectativa de que las investigaciones penales avanzaran 
con mayor eficacia y celeridad que en la justicia ordinaria, ante lo que se preguntó su 
entrevistador: "¿acaso la justicia ordinaria es ineficaz?"146. 
Más allá de los debates, los primeros meses de vigencia de las medidas avanzaban sin 
mayores efectos; de hecho, durante la instalación del Senado de la República el ministro de 
Gobierno anunció que en breve podría ser levantado el estado de sitio, pues de los 270 
procesos adelantados ante la Justicia Penal Militar (JPM) solo dos correspondían a delitos 
contra la seguridad del Estado y los demás a delitos comunes147. Pese a ello, la medida 
 
 
146 “Alcances del Estado de Sitio”. El Espectador [Bogotá], jun. 29, 1975: 5A. “¿Es solución la justicia militar? 
El Siglo [Bogotá], jul. 2, 1975: 4. Por su parte, sectores políticos de oposición, amenazados por el estado de 
sitio señalaban: “La pretendida ‘tolerancia’ con que se presentó al inicio de su gobierno, se va convirtiendo en 
intolerancia oligárquica hasta el punto de chantajear al pueblo con el estado de sitio, lo cual significaría el 
recorte de todas las libertades públicas y el ejercicio permanente de la represión. / Lo cierto es que la oligarquía 
liberal-conservadora considera amenazados sus intereses económicos y la ‘estabilidad de las instituciones’, 
con las justas huelgas obreras y los movimientos cívicos y populares que se extienden por todas partes del 
país”. La acción de los partidos y sectores de oposición fue la promoción del debate abierto en contra del estado 
de sitio caracterizando dicha medida como represiva y dirigida al debilitamiento de las luchas de los sectores 
populares y de oposición. La bancada de la Unión Nacional de Oposición (UNO) encabezada por el congresista 
José Cardona Hoyos lideró un debate en la Cámara en contra del gobierno por considerar que el estado de sitio 
era una medida represiva dirigida en contra de la oposición política. Lo que se comprueba al verificar que las 
manifestaciones solo le han sido permitidas al oficialista expresidente Carlos Lleras Restrepo. “No al estado 
de sitio, sí a la autonomía”. Voz Proletaria [Bogotá], jun. 12, 1975: 2. “A derrotar el estado de sitio!”. Voz 
Proletaria [Bogotá], jun. 19, 1975: 1. “Debate sobre Estado de Sitio en la Cámara”. El Espectador [Bogotá], 
sep. 4, 1975: 1A. 
147 Declaraciones brindadas en medio de una reunión en la que, además, se leyó un comunicado del presidente 
enalteciendo la obligación del Estado de proteger los derechos de los ciudadanos, su vida, honra y bienes. "Las 
medidas que el gobierno ha tomado y tomará han estado y estarán dirigidas a conjurar los factores de 
perturbación que traían justamente alarmada a la ciudadanía. No se trata de vulnerar derechos o libertades sino 
de garantizar el derecho y la libertad de las grandes mayorías, amenazadas por minorías empeñadas en 
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terminó por extenderse hasta el 23 de junio de 1976, cuando más de 1.500 procesos 
tramitados ante la JPM fueron trasladados a la jurisdicción ordinaria. Determinación que fue 
el resultado de por lo menos dos situaciones: primero, la percepción negativa de la JPM en 
la opinión pública que la consideraba como algo que solo beneficiaba a los militares, pues 
al prestar sus servicios allí podían llegar a doblar el tiempo de servicio a efectos 
prestacionales; y, segundo, las constantes quejas de los militares que consideraban al 
régimen de excepcionalidad como causa de la congestión que amenazaba a la JPM con su 
colapso148. 
Tan solo cuatro meses después de que fuera levantada la excepción, el gobierno recurrió 
nuevamente a esta figura en octubre de 1976. Las razones, el orden público alterado por la 
ola de secuestros y amenazas en contra del régimen constitucional, el sabotaje a las 
comunicaciones oficiales por parte de los trabajadores de Telecom, las inconformidades del 
gremio de los médicos que se encontraban en paro y, curiosamente, la visita de los Reyes de 
España prevista para la segunda semana de octubre149. En menos de 15 días se dictaron 
alrededor de seis decretos presidenciales (bajo los números 2132, 2133, 2189, 2193, 2194 y 
2195) por medio de los cuales se reestablecían algunas medidas represivas que habían sido 
desechadas en junio y se adoptaron otras nuevas, todas dirigidas a reprimir la huelga de la 
salud y la inconformidad estudiantil que se encontraba en franco aumento. 
La indecisión de López quedó definida a favor del estado de sitio que se extendió desde 
1976 hasta 1982, periodo durante el cual se registra un aumento en las denuncias referidas 
al impacto de su prolongación indefinida considerando que el régimen de emergencia 
profundizaba las situaciones de violencia y de alteración del orden, en lugar de aliviarlas150. 
 
 
promover el desorden". “En breve sería levantado el Estado de Sitio”. El Espectador [Bogotá], jul. 23, 1975: 
1A. “No durará mucho el Estado de Sitio”. El Siglo [Bogotá], jul. 21, 1975: 1. 
148 Se estima que durante el año que duró el estado de sitio se realizaron aproximadamente 114 Consejos 
Verbales de Guerra en contra de civiles. “A justicia ordinaria 1.500 juicios”. El Espectador [Bogotá], jun. 24, 
1976: 1A. “De los últimos 32 años la mitad en Estado de Sitio”. El Siglo [Bogotá], oct. 8, 1976: 12. 
149 Responderían ante la JPM quienes incurrieran en los delitos de asonada, incendio de vehículos, saqueo y 
daño a la propiedad ajena, así como los sospechosos de participar en la oleada de secuestros que sacudía al 
país. “Decretado Estado de Sitio”. El Siglo [Bogotá], oct. 8, 1976: 1.  
150 El paro cívico de 1977, en medio del estado de excepción y de la campaña presidencial, fue enfrentado con 
la expedición de Decretos para instaurar la censura de prensa y el toque de queda. “Decretados Consejos de 
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Lo que desde las toldas del gobierno de López -por ejemplo- se presentaba como medida 
necesaria para la estabilidad, fue recibido por los sectores populares como una amenaza, 
pero también como una oportunidad de acción. Amenaza a la creciente movilización social 
que, precisamente por su vivacidad, era duramente golpeada, pero también oportunidad, ya 
que cada aberración derivaba en manifestaciones de rechazo y alimentaba el nacimiento de 
una nueva identidad en torno a las ideas de justicia. A su vez, el cubrimiento de prensa a las 
denuncias sobre torturas y a los CVG, privilegió el análisis de los alcances de la legislación 
de emergencia y de los costos humanos de la seguridad nacional, no obstante que los debates 
políticos para 1978 aún se inclinaban a favor de la militarización de la justicia.  
1.4.3 Las luchas contra el militarismo 
El incremento de las ayudas militares por parte de los EE.UU. le otorgó al Estado 
colombiano los medios económicos, armamentísticos y sobre todo ideológicos para 
arremeter en contra de la movilización social en el orden interno151. En consecuencia, el 
destino de la nación quedaría ligado a los intereses estadounidenses, siendo este un factor 
determinante para la elaboración de las políticas de seguridad derivadas de la DSN. Esta 
situación generó las condiciones de posibilidad para que diversos sectores de la población 
colombiana asumieran la denuncia contra el militarismo judicial y la exigencia de su 
desmonte como factor de movilización social y política. Campesinos de diferentes lugares 
de la geografía nacional denunciaron la combinación entre la expedición de salvoconductos 
por parte de las FF.AA. y la entrega de la administración municipal a los militares en 
territorios como Yacopí (Cundinamarca). Pese a las denuncias, el uso desmedido de la fuerza 
terminaba siendo justificada como una forma de control social que en el fondo promovía el 
 
 
Guerra para revoltosos”. El Espectador [Bogotá], oct. 19, 1976: 1A. “Detenidos varios periodistas”. El Siglo 
[Bogotá], sep. 15, 1977: 1. “Toque de queda en Bogotá”. El Siglo [Bogotá], sep. 15, 1977: 1. 
151 En el mes de abril de 1974 mientras unos 400 estudiantes de la UN en Bogotá adelantaban un mitin 
promoviendo la abstención para las elecciones presidenciales, agentes de la policía asesinaron a José Yesid 
Castañeda y José Darío Palma, estudiantes del alma mater. Según el ministro de defensa Currea Cubides, los 
uniformados se encontraban estrenando ese día el moderno armamento antimotines que había sido adquirido 
recientemente a los EE.UU. “Armas nuevas para matar estudiantes”. Voz Proletaria [Bogotá], abr. 25, 1974: 
2. Ver también: “Mil hombres más para la represión”. Voz Proletaria [Bogotá], feb. 1, 1979: 10. 
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copamiento de la vida social y política en los territorios donde las organizaciones sociales y 
políticas de oposición al gobierno gozaban de mayor fortaleza152. 
El terrorismo sistemático del ejército, unas veces de civil y otras veces uniformado, antes 
que garantizar la vida y bienes del campesinado, ha creado una verdadera inseguridad que 
impone el éxodo de familias enteras que abandonan sus pertenencias con la esperanza de 
prolongar sus vidas y emigran hacia las ciudades, con las graves consecuencias que tal 
situación crea para la economía nacional...153. 
Esta política de persecución, confinamiento y abuso de autoridad se replica en cada uno de 
los sectores sociales y fueron recurrentes para neutralizar las manifestaciones de protesta 
asociadas a la exigencia de mejoras en las condiciones de vida de los sectores populares. 
Regularmente, las marchas organizadas por campesinos, estudiantes y trabajadores 
terminaban con la captura y judicialización de los manifestantes. 
Continúan marchas de los campesinos del Huila, Caquetá y Putumayo. Denuncian 
intimidaciones por parte del ejército y la policía que pasan a los lados de los caminos 
gritando, “¡queremos sangre, queremos guerra!”. Detenidos un sacerdote y quince personas 
más que llevaban alimentos y medicinas a los integrantes de la marcha. Refiriéndose al 
sacerdote Munar, los militares dicen “a ese cura H.P. hay que quemarlo” y al solicitar uno 
de los detenidos que se les dé un trato humano, un militar contesta: “No estamos interesados 
en perseguir criminales, pues ahora podemos implicar a cualquier persona como integrante 
de la red subversiva”154. 
Las posibilidades de las que hacían alardes los militares se tradujeron en efectos reales 
relacionados con la práctica de montajes judiciales en contra de líderes estudiantiles, 
campesinos y sindicales. En esa medida, los militares practicaban detenciones sin orden 
 
 
152 La estrategia dirigida por el ministro de Justicia Hugo Escobar Sierra y el ministro de la Defensa, General 
Camacho Leyva, durante el gobierno Turbay, consistía en convertir las zonas de influencia de la izquierda, no 
necesariamente de la subversión, en territorios de guerra. Así fue denunciado constantemente por las víctimas: 
“Graves hechos hacen más alarmante esta apología de los planes bélicos que hace Escobar Sierra. Además de 
las ‘Zonas de Guerra’ declaradas en Urabá, Cimitarra, Yacopí, Magdalena Medio, Caquetá (sic) comienza a 
extenderse por el país el frenético abuso que autoridades militares y civiles hacen del Estatuto de Seguridad. 
En la última etapa han sido asesinados, de manera premeditada y alevosa, jóvenes en Aguachica (Cesar), en 
San Gil (Santander), en Sogamoso (Boyacá) y en Pivijay (Magdalena)”. “La guerra de Escobar y Camacho 
Leyva”. Voz Proletaria [Bogotá], dic. 7, 1978: 3. Ver también: Amnistía Internacional. Informe 1981 
(Barcelona: AIP, 1981) 106 – 111. 
153 “Estatuto de Seguridad y torturas, temas del Foro ayer”. El Espectador [Bogotá], abr. 1, 1979: 1A. 
“Violencia en regiones campesinas”. Voz Proletaria [Bogotá], ago. 30, 1973: 5. “Se agudiza guerra contra el 
campesinado en Cimitarra”. Voz Proletaria [Bogotá], may. 26, 1977: 5.  
154 Villegas y Rivas. Libro Negro… 141. 
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judicial previa, elaboraban las pruebas, las presentaban como fiscales y juzgaban155. El 
procedimiento penal se convirtió, como se verá más adelante, en un monólogo en el que las 
FF.AA. todopoderosas contaron con las herramientas para definir el bien y el mal. Así lo 
denunciaron organizaciones como la Asociación Internacional de Juristas (AIJ) que solicitó 
eliminar las facultades judiciales con que contaban los militares por considerar que "La 
justicia castrense debe servir para juzgar únicamente a los militares"156. 
La reforma constitucional de 1968 fue usada como patente de corso, incluso para que los 
agentes de Estado, tal y como lo denunciaron diferentes sectores sociales, retuvieran 
indefinidamente a sus víctimas y las sometieran a torturas o desapariciones, anulando 
cualquier posibilidad de que se practicara un juicio en el que se debatiera la culpabilidad o 
inocencia en igualdad de armas157. La declaración final del primer foro colombiano por los 
DD.HH. de 1979 fue explícita en denunciar: “El Estatuto de Seguridad infringe la 
Constitución al modificar los códigos en cuanto a las penas, creación de nuevos delitos y 
reforma de los procedimientos asignando competencia a la jurisdicción penal militar en 
sustitución de los jueces ordinarios y al desconocer las facultades soberanas del Congreso 
para la reforma de los códigos de la nación”158. 
Así mismo, las víctimas directas de la militarización de la justicia elevaron su voz para exigir 
el desmonte de este modelo judicial. Álvaro Vásquez del Real, líder del Partido Comunista 
Colombiano (PCC), fue detenido durante más de siete meses bajo la sospecha de ser 
ideólogo y jefe militar de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC), 
sospecha que jamás se tradujo en la formulación de una acusación formal o en la celebración 
 
 
155 “Sobre la justicia penal militar”. Voz Proletaria [Bogotá], abr. 5, 1979: 9. 
156 “La "SIP" y el Estatuto de Seguridad”. El Espectador [Bogotá], sep. 18, 1978: 13A. “‘Justicia’ a lo militar”. 
Voz Proletaria [Bogotá], mar. 29, 1979: 2.  
157 A propósito de los 100 años de la constitución y, en clara alusión a la reforma de 1968, Hernando Valencia 
Villa señaló: “A diferencia de las reformas de mediados del siglo XIX y de la Revolución en Marcha de los 
años treinta, que fueron contrarrevoluciones preventivas, la última reforma constitucional de consideración fue 
una reorganización tecnocrática del Estado y especialmente del ejecutivo y de la presidencia. Tras el 
restablecimiento autoritario del orden público, que había quedado en entredicho como consecuencia del 
colapso parcial del Estado generado por la Violencia...”. Valencia, Hernando. Cartas de Batalla. Una crítica 
del constitucionalismo colombiano (Bogotá: CEREC-UNAL, 1986) 161. 
158 “Declaración del Foro sobre Derechos Humanos”. El Espectador [Bogotá], abr. 2, 1979: 10A. Durante el 
segundo foro, en 1980, la movilización por la liberación de los presos y la amnistía generalizada serían la 
consigna. “A las puertas del 2o. Foro por la Amnistía General”. Voz Proletaria [Bogotá], jul. 31, 1980: 3. 
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de un juicio, pero que le mantuvo preso y alejado de su actividad política durante este 
tiempo. Su libertad no se produciría, sin embargo, por decisión de los militares, sino que fue 
el resultado de la gestión de su abogado, Humberto Criales de la Rosa, quien acudió ante el 
Tribunal Superior para que éste definiera la situación de su defendido, estrategia que fue 
catalogada por el propio Vásquez como, “…un valioso aporte a la lucha que estamos 
librando contra la militarización de la justicia, ya que la doctrina sentada, al disponer el 
traslado del negocio en mi contra a un Juez superior, beneficiará a muchas personas que 
están presas a órdenes de las autoridades castrenses”159. 
El precedente sentado por el Tribunal contribuyó a generar una advertencia sobre la 
prolongación indefinida de las detenciones, pero la verdadera batalla aun estaría por librarse. 
El objeto central de la misma no era tanto la multiplicidad de violaciones a las garantías 
procesales, como si la desnaturalización de la administración de justicia al otorgar a los 
militares la posibilidad de juzgar a los civiles, lo que representaba su imposición sobre la 
jurisdicción ordinaria160. Si los fallos de la justicia militar en contra de los civiles carecían 
de objetividad, no podría decirse otra cosa cuando los juzgados en esta jurisdicción eran 
militares. El juzgamiento de 11 policías adscritos al F-2 lo ilustra, estos agentes se 
encontraban vinculados a una investigación penal por considerárseles responsables de la 
masacre del barrio El Contador de Bogotá, durante una diligencia de allanamiento a una 
residencia en la que fueron asesinadas 7 personas. El caso no hubiera llegado a primera 
instancia si no fuese por la intervención del superior que declaró nulo el proceso y ordenó, 
no la condena, pero al menos si la celebración del Consejo Verbal de Guerra considerando: 
Que las versiones de los sindicados en el sentido de que habían actuado en legítima defensa 
al ser atacados por los ocupantes no podían ser aceptadas por cuanto reñían con la evidencia 
de los hechos y con los dictámenes rendidos por los peritos del Instituto de Medicina Legal. 
Tales peritos, en efecto, dictaminaron que según el resultado de la prueba del guantelete de 
 
 
159 “Libre Vásquez del Real”. El Espectador [Bogotá], oct. 27, 1979: 1A. 
160 A propósito de la demanda de inconstitucionalidad promovida por Alfonso Reyes Echandía, en contra de 
la Ley 141 de 1961, por medio de la cual se dotó de legalidad a los Decretos 250 y 254 de 1958 configurativos 
del Código Penal Militar, el Procurador General Guillermo González Charry emitió concepto favorable a la 
demanda señalando: "La jurisdicción militar no puede evadir sin desnaturalizarse a sí misma, el campo de la 
jurisdicción ordinaria. La excepción que en este caso es la jurisdicción militar, no destruye el principio general 
que es la jurisdicción ordinaria". “Los militares no pueden juzgar a los civiles”. El Espectador [Bogotá], nov. 
18, 1979: 1A.  
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parafina que les fue tomado a las víctimas, ninguna de ellas hizo uso de armas de fuego y 
que además recibieron los balazos cuando se hallaban en actitud de ponerse a salvo, la 
mayoría de ellos por la espalda y en la cabeza y a muy corta distancia161.  
El rechazo a la militarización de la justicia como elemento articulador de la defensa de los 
DD.HH., conservaba en el fondo una denuncia mayor: que este fenómeno no era más que el 
ajuste de la DSN a la realidad colombiana. De esta manera, la actividad social de denuncia 
advierte la politización de las FF.AA. y de policía como un fenómeno de asimilación del 
modelo norteamericano que tanto éxito había tenido en los países del cono sur162. Claro está, 
en Colombia este modelo resultaría menos abierto, pero no menos absorbido culturalmente, 
pues para la mayoría, la ampliación de las potestades a los militares era vista como un mal 
necesario o simplemente como un fenómeno natural. 
1.5 Crisis del modelo represivo jurídico-militar 
La transición entre las décadas de 1970 y 1980 estuvo marcado por el desarrollo de dos 
fenómenos particulares, por un lado, el auge de la denuncia social contra las arbitrariedades 
cometidas por el Estado colombiano y, por el otro, el giro de los EE.UU. en su política 
internacional sobre DD.HH. La conjugación de estos dos fenómenos llevó a una profunda 
crisis del modelo represivo jurídico-militar en Colombia y de ahí, a un tránsito hacia el uso 
de métodos de control social no oficiales, vinculados con la guerra sucia. Para explicar lo 
anterior se presentarán brevemente las condiciones que favorecieron el posicionamiento de 
los DD.HH. a nivel internacional, lo que, en contraste con el férreo marco jurídico 
desarrollado en el gobierno Turbay, derivó en la condena internacional del Estado 
colombiano por sus políticas que resultaban violatorias de los DD.HH. 
1.5.1 El declive de las competencias desmedidas de las fuerzas de 
seguridad 
Estimulado por las cada vez más recientes denuncias de la sociedad civil, el interés 
internacional por conocer lo que estaba sucediendo en Colombia en materia de DD.HH. 
 
 
161 “Consejo de Guerra por matanza de ‘Contador’”. El Espectador [Bogotá], may. 13, 1980: 1A. 
162 “Politización de las FF.AA. Denuncia Vásquez”. El Espectador [Bogotá], ago. 16, 1980: 1A. 
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hacía parte de un proceso más amplio en el que la materia se abría camino en occidente163. 
De acuerdo con Samuel Moyn, este proceso comenzó a consolidarse cuando el Secretario 
de Estado Norteamericano, Henry Kissinger -presionado por el ala izquierda del Partido 
Demócrata que vio en el escándalo del Watergate la oportunidad para exigir el respeto por 
los DD.HH. al interior de las fronteras de los EE.UU.- impulsó la creación de la Oficina de 
los Derechos Humanos en 1975. Dicha oficina se encargó de monitorear el respeto 
gubernamental por estos derechos y de canalizar la ayuda económica estadounidense sobre 
la materia. Pese a ello, tanto Kissinger como el presidente Ford no prestaron mayor atención 
a la oficina y solo fue hasta la campaña presidencial de 1976 que los DD.HH. se convirtieron 
en objeto de debates que terminaron por definir en ellos, el objeto de una moralidad que se 
expandiría a todos los países del bloque occidental164. 
 
Caricatura 1. Citada en: Forsythe. Derechos… 96. 
 
 
163 Como ha quedaddo de manifesto, el interés de esta investigación no es profundizar en el origen de los 
Derechos Humanos, asunto de gran complejidad que ha sido abordado en numerosas oportunidades y sobre el 
cual se han producido numerosos estudios. Más allá de que al abordar el estudio de los DD.HH. desde la 
Declaración de 1948 pueda ser considerado como revisionismo, lo que interesa en este momento es marcar la 
forma en que los DD.HH. pasaron de estar simplemente consignados en dicha Declaración a su materialización 
y exigencia durante la década de 1970.  
164 Samuel Moyn y David Forsythe coinciden en la centralidad de la figura de Henry Kissinger durante los 
gobiernos de Richard Nixon, Gerald Ford y Jimmy Carter, para el posicionamiento de los DD.HH. como 
estrategia guía de la política exterior norteamericana. Sin embargo, Forsythe avanza en la crítica mostrando lo 
que él denomina, “la brecha entre la retórica de la ética y la realidad de la política del poder”. Ver: Forsythe, 
David. Derechos Humanos y política mundial (Buenos Aires: Eudeba, 1988) 91 y ss. Moyn. La última… 179 
y ss. 
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El triunfo de Jimmy Carter en 1977 marcó el redireccionamiento de la política 
estadounidense hacia la promoción de los DD.HH., tal como quedó de manifiesto durante 
su discurso de posesión, 
Porque somos libres, no podemos ser nunca indiferentes al destino de la libertad en cualquier 
lugar del mundo. Nuestro sentido moral nos dicta una clara preferencia hacia aquellas 
sociedades que mantienen, como nosotros el respeto por los DDHH de la persona. No 
buscamos intimidar, pero es evidente que un mundo que otros pueden dominar impunemente 
sería inhabitable para la decencia y una amenaza para el bienestar de todos los pueblos…165 
Con Jimmy Carter a la cabeza, la intervención norteamericana en sus países “aliados” se 
dirigió a la implantación del discurso de los DD.HH. como encíclica de obligatorio 
cumplimiento, pues de ello dependía la asignación de recursos económicos. En ese sentido, 
la visita de Rossalyn Carter, primera dama de los EE.UU., a Colombia en el marco de una 
gira por América Latina en junio de 1977, es clara muestra del interés norteamericano por 
alinear a sus países aliados alrededor en su nueva apuesta por estos derechos. Según los 
medios que cubrieron el acontecimiento, el propósito de la visita de la primera dama atendía 
al interés: "…por colocarse al lado de los países que defienden los DD.HH. y comparten y 
promueven los valores democráticos…", y por supuesto, por cooperar con Colombia para 
fortalecer el marco de protección de los DD.HH.166. 
El mensaje norteamericano surtió efectos casi que inmediatos en el gobierno colombiano. 
Siete días después, el 17 de junio de 1977, ante la Asamblea General de la OEA, Colombia 
presentó proyecto modificatorio de los órganos, sistemas y métodos para investigar las 
violaciones a los DD.HH. En una actitud que los medios consideraron como una clara 
alusión a los EE.UU., el delegado colombiano declaró durante el acto de presentación: 
…la tarea de hacer respetar los DDHH no ha sido delegada [...] a un estado en particular [...] 
sino a los organismos especiales creados por la autoridad hemisférica". En esa misma 
dirección, durante el evento el gobierno nacional reclamó: "...la ausencia de una efectiva 
 
 
165 “Carter inicia su mandato con un discurso moralizante y liberal”. El País [Madrid], ene. 21, 1977.  
166 “Nueva defensa de los Derechos Humanos hace Sra. Carter al llegar a Bogotá”. El Espectador [Bogotá], 
jun. 10, 1977: 1A. 
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colaboración financiera internacional crea grandes tensiones y un clima político impropio 
para el necesario respeto y protección de los DDHH”167.  
De las declaraciones del gobierno López se evidencian “las tensiones” derivadas de la nueva 
imposición estadounidense a las élites políticas y militares colombianas; lo que advierte que 
los nuevos requerimientos sobre el respeto a los DD.HH. no fueron de buen recibo en el 
país. Pese a ello, la imagen internacional del Estado colombiano continuaba siendo 
promovida por los EE.UU.168, que en 1978 en su informe sobre la situación de DD.HH. en 
la región, afirmó que Colombia seguía siendo uno de los países latinoamericanos más 
respetuosos de sus obligaciones internacionales en la materia: "…está claro que la política 
del Gobierno colombiano es contraria a la práctica de la tortura […] no ha habido informes 
de trato cruel, inhumano o degradante en Colombia durante 1977"169; afirmación que 
contrastaba con las frecuentes denuncias contra agentes de Estado comprometidos en la 
violación a los DD.HH. de los colombianos170. 
El giro en la orientación política de los EE.UU. sobre los países de la región durante el 
gobierno Carter, a diferencia de Nixon y Ford, se manifestó en la crítica a las dictaduras del 
sur, pero manteniendo la actitud cómplice frente a lo que sucedía en países como Colombia 
que aparentaban cierta estabilidad democrática y, por tanto, eran incluidos dentro de lo que 
Carter denominó “el movimiento por los derechos humanos y la democracia"171. Pese al 
romance diplomático que vivía el gobierno colombiano con los EE.UU., las denuncias de 
las organizaciones sociales develaron la distancia entre los discursos garantistas del Estado 
y sus acciones criminales, a tal punto que la imagen internacional del Estado comenzó a 
resquebrajarse de manera estrepitosa. Situación que, para ser comprendida, requiere de una 
 
 
167 “Fórmula de Colombia sobre Derechos Humanos”. El Espectador [Bogotá], jun. 17, 1977: 9A. “Se 
condenan las violaciones a Derechos Humanos”. El Espectador [Bogotá], jun. 17, 1977: 1A.  
168 “La burla de Carter a los derechos humanos”. Voz Proletaria [Bogotá], jul. 13, 1978: 3. 
169 “Informe en E.U. sobre respeto a Derechos Humanos en Colombia”. El Espectador [Bogotá], jun. 10, 1978: 
1A. 
170 “Contra el terrorismo oficial incrementar la lucha popular”. Voz Proletaria [Bogotá], ene. 13, 1977: 3. 
“Dramáticos relatos sobre torturas y fusilamientos”. Voz Proletaria [Bogotá], ago. 24, 1977: 4. 
171 “Castigo a países que violen Derechos Humanos”. El Espectador [Bogotá], jun. 22, 1978: 1A. Ver: 
Forsythe, Derechos… 95 y ss. 
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reflexión previa sobre el marco jurídico que desembocó en la crisis del modelo represivo en 
Colombia. 
1.5.2 El Estatuto de Seguridad 
El segundo estado de sitio formulado durante el gobierno López favoreció el nacimiento del 
gran hito de la legislación de emergencia en el país, el Decreto 1293 de 1978, mejor conocido 
como el Estatuto de Seguridad172. Este estatuto emerge cuando el recién posesionado 
presidente Julio Cesar Turbay, lejos de pensar en derogar el marco de excepción heredado 
de López, abrió su gobierno con la adopción de esta controversial norma. El Estatuto de 
Seguridad estuvo vigente hasta 1982 y hacía parte de un sistema de medidas que agravaban 
la situación de los detenidos por móviles políticos, restringiendo sus posibilidades de 
defensa. Además de confirmar el poder de los militares para el juzgamiento de civiles, 
amplió las posibilidades de acción de las fuerzas de seguridad llegando incluso a crear 
nuevos delitos en virtud de los cuales les estaba permitido proceder al arresto, sin previa 
orden judicial, de individuos que amenazaran las instituciones. Su establecimiento generó 
prontas reacciones entre la oposición política. Al respecto el semanario Voz decía: 
…podemos señalar como se dota a la llamada “justicia” militar de más poderes, como se 
elevan en flecha las penas para la denominada “asociación para delinquir” y para la rebelión 
y como a quienes se sindique de la simple “perturbación del orden público” podrá 
sancionárselos con penas de uno a cinco años de prisión. Acciones como la ocupación de 
predios, a través de los cuales los destechados y los campesinos sin tierra reivindican sus 
elementales derechos, a la ocupación de vías como es de frecuente ocurrencia en los paros 
cívicos, quedarían erigidas en delitos acreedores a penas de cárcel de 10 a 15 años, siendo 
sometidos los detenidos al arbitrio de las fuerzas armadas y de la policía. Todo esto revela 
el sentido clasista del decreto y justifica nuestra aseveración de que es un estatuto contra el 
pueblo173. 
El Estatuto reanimó los debates en torno a la pertinencia de la prolongación indefinida de 
los Estados de Sitio, pero sobre todo alrededor de sus efectos. Manifestaciones a favor y en 
contra del Estatuto coparon los titulares de prensa, desde los más radicales defensores de la 
medida -como Álvaro Gómez Hurtado que señalaba la necesidad de ir más allá y de fijar 
 
 
172 Colombia, Presidencia de la República. Decreto 1923 de 1978.  
173 “Estatuto represivo expide Turbay”. Voz Proletaria [Bogotá], sep. 7, 1978: 1. 
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como ley, los preceptos contenidos en el Estatuto- pasando por la indeterminación de 
miembros de la iglesia católica y de los liberales que, aún divididos, dejaban entrever cierto 
hálito de rechazo -como el manifestado por el representante a la Cámara Luis Villar, quien 
lo señaló como un "peligroso decreto" que asestaba un duro golpe a las libertades 
constitucionales-174. Hasta posiciones radicalmente opuestas a la medida, como las de la 
Coalición Popular175 que, en carta dirigida al presidente, manifestó: “…nos vemos obligados 
a exigir de su gobierno, garantías para la oposición, el cese de la militarización de las zonas 
agrarias y el restablecimiento de plenas libertades democráticas. Para que lo anterior sea 
posible demandamos la derogatoria del estatuto de seguridad y el levantamiento del Estado 
de Sitio”176. 
La consigna para quienes se oponían de manera abierta al Estatuto de Seguridad y al estado 
de sitio era clara y constituía un llamamiento directo para la movilización en su contra. Las 
razones para ello convergían en la denuncia sobre las intenciones del gobierno que, tras la 
lucha contra la insurgencia, utilizaba las medidas como plataforma para silenciar las 
demandas sociales y anular la protesta social. El presidente de la Federación Nacional 
Agraria (FANAL) señaló la forma como dicho estatuto hizo parte de una estrategia 
gubernamental para golpear a los sectores populares y, especialmente al campesinado, en un 
intento por erradicar los sindicatos agrarios. En ese mismo sentido, Alfredo Vásquez 
Carrizosa denunciaba la cacería de brujas en que se convirtió el estatuto: 
El desquiciamiento del orden constitucional producido por el estado de sitio indefinido que 
soporta el país, sumado a la implementación del estatuto de seguridad que de manera tan 
notoria ha comprometido los derechos humanos con la falta de garantías en los procesos 
penales militares, asume caracteres de mayor perturbación institucional con ese precedente 
de la intervención de uno de los ministros del despacho ejecutivo en situaciones individuales 
 
 
174 “Críticas de la Iglesia contra el Estatuto de Seguridad”. El Espectador [Bogotá], nov. 27, 1978: 1A. 
175 Comisión conformada por diferentes sectores de izquierda que, posteriormente sentaron las bases para la 
creación de la Unión Nacional de Oposición (UNO). Como voceros de esta coalición figuraban: Gilberto 
Vieira, Hernando Hurtado, Humberto Criales de la Rosa, Mario Montoya, José Cardona Hoyos, Gustavo 
Osorio y Hernán Suárez, entre otros. 
176 “Suspender el estatuto represivo”. Voz Proletaria [Bogotá], dic. 21, 1978: 5. 
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que deben ser objeto de sentencias definitivas pasadas a la categoría de cosa juzgada, sin la 
intromisión del gobierno177. 
Ante las acusaciones, el presidente utilizaba sus pronunciamientos públicos y giras 
internacionales para desmentirlas: “En Colombia no existe un silencio impuesto por las 
bayonetas, sino una fecunda paz con libertades"178. Dichas declaraciones contrastaban con 
el aumento de penas, y los procedimientos que desnaturalizaban las labores de la defensa y, 
con ello, de la administración de justicia179. Estas circunstancias, sumadas a la presión 
nacional e internacional, llevaron a un punto de inflexión sobre el carácter militarista 
adquirido por el Estado y con el pasar de los días, el asunto se convirtió en un verdadero 
escándalo. Uno de los acontecimientos más representativos, se desarrolló en el Congreso de 
la República durante un debate sobre las “bondades del Estatuto de Seguridad” que terminó 
convertido en un acto de confrontación directa al gobierno: 
…el ministro Felio Andrade informó a los legisladores que hoy día existen 28.680 reclusos 
en los 181 establecimientos carcelarios que tiene el país, de los cuales 1.829 se encuentran 
condenados en primera instancia 5.744 en segunda y, curiosamente, la gran mayoría el 
73,59% se hallan privados de la libertad por un simple auto de detención.  
...el hecho de tener recluidos a más de 20.000 ciudadanos merced a una medida 
precautelativa es a todas luces una flagrante violación a los derechos humanos y una muestra 
palpable del desbarajuste en que se encuentra el sistema inquisitivo colombiano180. 
 
 
177 Estas declaraciones se producen en medio de las reacciones por la captura de dos sacerdotes jesuitas 
acusados de complicidad en el asesinato del ministro Pardo Buelvas. Capturas recibidas por la sociedad civil 
como una especie de venganza dirigida por los militares ante la acuciosa investigación y denuncia en contra 
del estatuto que el CINEP, del que hacían parte los detenidos, se encontraba desarrollando en ese momento. 
“Estatuto de Seguridad golpea a campesinos: Fanal”. El Espectador [Bogotá], jun. 2, 1979: 14A. “Estatuto de 
seguridad”. Voz Proletaria [Bogotá], dic. 11, 1980: 10. 
178 Justo durante la semana en que Turbay pronunció estas recordadas palabras, presos políticos de la cárcel 
Bellavista en Medellín denunciaron la forma en que fueron sometidos a torturas por sus captores, 
“…imponiendo nuevos métodos como son por ejemplo utilizar agua y sal hasta ulcerar la piel de las 
personas…”. “En Colombia no existe silencio impuesto por bayonetas: Turbay”. El Espectador [Bogotá], jun. 
13, 1979: 1A. “Maltratan a presos políticos”. Voz Proletaria [Bogotá], jun. 19, 1980: 10. 
179 “Los militares no pueden juzgar a los civiles”. El Espectador [Bogotá], nov. 18, 1979: 1A. 
180 “Porqué el Estatuto de Seguridad”. El Espectador [Bogotá], oct. 9, 1981: 12A. La alarmante situación de 
los prisioneros políticos, que había sido motivo central de las luchas sociales durante la década de 1970, derivó 
en situaciones como la toma a la Embajada de la República Dominicana entre el 27 de febrero y el 25 de abril 
de 1980 o la visita de diferentes organizaciones internacionales de defensa de los DD.HH. entre 1980 y 1981. 
Coyuntura que alimentó las condiciones para la movilización social en materia de DD.HH. y que forzó al 
Estado a asumir el tema de una manera distinta; lo que se refleja en la promoción de ideas como la amnistía 
generalizada y la búsqueda de una salida negociada a la lucha armada de las guerrillas de izquierda. “A las 
puertas del 2o. Foro por la Amnistía General”. Voz Proletaria [Bogotá], jul. 31, 1980: 3. 
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1.5.3 Del reconocimiento a la condena internacional 
La desmesurada reacción de la fuerza pública luego del robo de armas del Cantón Norte 
generó una voz de alarma que se expandió alrededor del mundo, las agencias internacionales 
de noticias no solamente siguieron la espectacularidad del operativo insurgente, sino que 
transmitieron los abusos cometidos por el Estado colombiano en contra de los ciudadanos. 
Ante la situación, la Secretaría de Información y Prensa de la presidencia de la república 
reaccionó por medio de un comunicado en el que señalaba: 
…el día de hoy se han hecho conocer cables provenientes de agencias internacionales en los 
cuales un supuesto organismo defensor de los derechos humanos, con sede en Nueva York, 
afirma dentro de la estrategia puesta en marcha por los enemigos del Estado y de sus fuerzas 
armadas que se ha institucionalizado en el país el régimen de torturas […] El gobierno tiene 
suficiente autoridad moral para defender en los foros nacionales y extranjeros los derechos 
humanos que la legislación colombiana protege y que las autoridades legítimamente 
constituidas respetan y preservan181. 
La reacción del Estado para limpiar su imagen, contó nuevamente con el apoyo de los 
EE.UU. que, en informe del Departamento de Estado, señaló a naciones como Nicaragua o 
El Salvador como los países que más presentaban violaciones a los DD.HH., aclaró que el 
estudio no incluyó a Argentina, Chile o Brasil cuyos gobiernos estaban siendo acusados 
reiterativamente de violar los DD.HH., mientras de Colombia apenas contenía una incipiente 
referencia en la que afirmaba: “…la situación mejoró el año pasado”182. Pese al beneplácito 
norteamericano, la situación se hacía inocultable y forzaba al gobierno de Turbay a generar 
informes institucionales en los que, por regla general, los jefes de cartera negaban la 
violación a los DD.HH. como política de Estado.  
 
Caricatura 2. “Cuanta democracia”. Voz Proletaria [Bogotá], ene. 11, 1979: 2. 
 
 
181 “Vandálicos allanamientos”. Voz Proletaria [Bogotá], ene. 4, 1979: 1. “Comunicado del gobierno sobre 
Derechos Humanos”. El Espectador [Bogotá], ene. 31, 1979: 1A. 
182 “Informe sobre Derechos Humanos”. El Espectador [Bogotá], feb. 11, 1979: 1A. 
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En medio de estas condiciones, en marzo de 1979 se celebró en Bogotá el Primer Seminario 
Latinoamericano de Derecho Internacional Humanitario, organizado por el Comité 
Internacional de la Cruz Roja (CICR) y al que asistieron varios miembros del gabinete 
ministerial. Los asistentes a este evento, lejos de satisfacer las pretensiones 
gubernamentales, debatieron sobre las debilidades institucionales que favorecían la 
violación estatal de los DD.HH.:  
Desconocimiento de las normas que regulan el Derecho Internacional Humanitario, falta de 
la firma y ratificación de los dos protocolos adicionales a los convenios de Ginebra del año 
1949 y que hablan de nuevas formas de lucha como las guerras de liberación y los grupos 
alzados por parte de numerosos gobiernos entre ellos Colombia, además de las continuas 
violaciones de derechos humanos, fueron algunos de los puntos señalados por dos de los 
voceros de la Cruz Roja Internacional183. 
Seis días más tarde, las denuncias llevaron al secretario general de la presidencia de la 
república a manifestarse; el pronunciamiento oficial se dio durante las sesiones del Consejo 
de Asuntos Hemisféricos en Washington. La respuesta del secretario Álvaro Pérez Vives se 
centró en la acusación contra los defensores de DD.HH. en el país, siendo sus dos caras más 
visibles el escritor Gabriel García Márquez y el excanciller Alfredo Vásquez Carrizosa, a 
quienes acusó de pertenecer al PCC y de estar en abierta oposición al gobierno184. Durante 
una entrevista, al ser interrogado sobre los puntos en los que consideraba que había variación 
en la política de DD.HH. respecto de otros gobiernos, el secretario contestó:  
No creo que difieran... Lo que ocurre es que no se puede permitir que secuestradores, 
extorsionistas, chantajistas, asesinos y narcotraficantes invoquen los derechos humanos para 
obtener la impunidad […] que se nos presenten pruebas pero que no hagan esta clase de 
defensa de los delincuentes para obtener su impunidad"185. 
En medio de las tensiones entre las organizaciones sociales y el gobierno nacional, las 
miradas de la comunidad internacional comenzaron a dirigirse hacia el país186 y, no obstante, 
en vísperas del inicio del foro sobre DD.HH. de 1979, el presidente insistía en que su 
 
 
183 “No a la violencia y respeto a los Derechos Humanos”. El Espectador [Bogotá], mar. 6, 1979: 11A. 
184 “Alerta ante provocaciones urdidas por Camacho Leyva”. Voz Proletaria [Bogotá], abr. 5, 1979: 1. 
185 “Que muestren pruebas sobre torturas”. El Espectador [Bogotá], mar. 12, 1979: 12A. 
186 “Hacia el Foro Nacional por las libertades!”. Voz Proletaria [Bogotá], mar. 1, 1979: 3. “No cesa en el país 
la ola represiva”. Voz Proletaria [Bogotá], mar. 29, 1979: 8. 
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gobierno no había violado las garantías de los ciudadanos a la par que concentraba sus 
esfuerzos en atacar el foro y deslegitimarlo.  
... los derechos humanos, una de las bases para la paz y el progreso social y económico de 
la nación, están siendo conculcados, vejados y desconocidos sistemáticamente por los 
grupos subversivos para quienes muchos despistados comentaristas nacionales y extranjeros 
reclaman de un gobierno fiel a la constitución, a las leyes y al respeto de la persona humana, 
unos derechos que no se les han desconocido nunca y que tienen una plena vigencia 
respaldada por todos los ciudadanos en un país democrático fiel a su tradición civilista y 
humanitaria187. 
Más allá de la oposición y de los señalamientos gubernamentales, el foro se desarrolló con 
éxito, tanto que sus resultados alimentaron la exposición internacional de lo que estaba 
sucediendo en Colombia con los DD.HH., encendiendo las alarmas en el Gobierno de 
Turbay al ver como su imagen ante el mundo se desmoronaba188. Los efectos se sintieron en 
la cumbre de Cartagena realizada en junio de 1979, pues allí los continuos señalamientos en 
contra de la política de seguridad y orden público llegaron a tal grado de presión, que 
generaron una airada reacción del presidente. En alocución transmitida por la televisión 
nacional, éste se despachó nuevamente en contra de los defensores, señalándolos como 
miembros de organizaciones enemigas que actuaban de manera coordinada contra el Estado, 
… para tratar de asestar un golpe mortal a las instituciones democráticas. Afirmó que en 
desarrollo de esa estrategia se fue movilizando todo un equipo político de defensores de los 
derechos humanos […] Los supuestos o reales defensores de los derechos humanos han 
hablado de ellos, en muchos casos, con el interés de hacer oposición al gobierno, y han 
establecido una confrontación entre los términos y voces de la constitución y la Declaración 
de los derechos humanos, en abstracto, y sin referirse a la situación que se presentaba en 
Colombia y que aún continúa, después de haber develado una revuelta organizada cuyas 
proporciones han podido ver, con espanto, los colombianos de buena fe, como intento más 
grave para quebrantar el estado de derecho189. 
Las acaloradas manifestaciones presidenciales generaron la enfática reacción de 
organizaciones internacionales que, como AI, se mantenían al tanto de las denuncias 
formulas en contra del gobierno. Así, Eduardo Mariño, oficial de AI para América Latina, 
 
 
187 “El gobierno afirma que no ha violado derechos”. El Espectador [Bogotá], mar. 30, 1979: 5A.  
188 “Solidaridad internacional con perseguidos políticos”. Voz Proletaria [Bogotá], may. 17, 1979: 6. 
189 “Mensaje de Turbay anoche por T.V.”. El Espectador [Bogotá], jun. 1, 1979: 8A. 
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emitió una declaración tras el discurso televisado de Turbay, en la que aclaró que AI es una 
organización independiente. 
Nuestra organización actúa sobre la base de algunos artículos de la Declaración Universal 
de Derechos Humanos de 1948 y de otros instrumentos internacionales derivados de esta en 
el curso de los últimos 30 años, que han sido acogidos oficialmente como reglas de conducta 
por parte de todos los estados miembros de las Naciones Unidas […] Amnistía Internacional 
no establece relaciones de solidaridad con gobierno alguno frente a la oposición, ni con la 
oposición en país alguno frente al gobierno. La solidaridad es con las víctimas de injusticia 
o de violación de sus derechos fundamentales como personas humanas; no con sus ideas o 
su política, sean estas cuales fueren190. 
La vertiginosa sucesión de acontecimientos que expusieron la responsabilidad del Estado en 
la represión violenta desembocó en dos momentos clave que permiten comprender el giro 
que le llevó del reconocimiento a la condena internacional: las visitas de AI y, 
posteriormente, de la CIDH al país. A manera de preámbulo, es necesario advertir que tales 
visitas fueron producto, en gran parte, de la incidencia internacional de los defensores y sus 
críticas a la política estatal de seguridad heredada del Frente Nacional. Ejemplo de ello fue 
lo ocurrido durante el Consejo de Asuntos Hemisféricos de Washington en 1979, cuando 
Gabriel García Márquez y Alfredo Vásquez Carrizosa denunciaron las violaciones a los 
DD.HH. en Colombia. Podría afirmarse que la ira de los altos mandos políticos y militares 
fue directamente proporcional al éxito de las labores de denuncia internacional emprendidas 
por los defensores de DD.HH. La incidencia se extendió a diferentes organismos 
multilaterales que, cómo la Organización Internacional del Trabajo (OIT), fueron receptores 
de las denuncias. En 1980 Colombia recibió la visita de AI, por invitación de Julio Cesar 
Turbay en respuesta a los cuestionamientos que periodistas lanzaron en su contra durante 
una visita a Londres. La respuesta oficial de AI al presidente tardó un par de meses, y estuvo 
precedida de la publicación de su informe anual de 1979 en el que daba cuenta de las 
violaciones a los DD.HH. alrededor del mundo191. 
 
 
190 “Amnistía Internacional responde discurso de Turbay”. El Espectador [Bogotá], jun. 5, 1979: 11A. 
191 Así lo entendieron los participantes del foro de 1979, quienes, al lanzar sus conclusiones, bajo la consigna 
de unidad en torno a la defensa de los DD.HH., decidieron traducir y distribuir sus conclusiones y declaraciones 
finales en 125 países, tarea para la cual encargaron al delegado del Consejo Mundial de la Paz. Sea del caso 
recordar que la visita de AI estuvo ambientada por la previa expedición del Estatuto de Seguridad. Su informe 
de 1979 relaciona El libro negro de la represión y señala que durante 1978 los "asesinos políticos" algo así 
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Pocos días después AI anuncia su visita al país entre el 16 y el 30 de enero de 1980 con el 
interés de investigar las denuncias recibidas sobre violaciones a los DD.HH. La delegación 
estuvo encabezada por el sociólogo filipino, Edmundo García y el abogado y Juez español, 
Carretero Pérez; quienes a su llegada sostuvieron varias reuniones, primero, con el 
presidente Turbay en medio de pomposos protocolos de bienvenida y luego, con 
organizaciones defensoras que facilitaron un completo listado de personas desparecidas y 
asesinadas por motivos políticos192. La amabilidad y las solemnidades con que fue recibida 
la delegación no duraron mucho, pues a los dos días de haber pisado suelo colombiano la 
delegación pasó de recibir denuncias a formularlas. Esto sucedió cuando los delegados 
denunciaron haber sufrido hostigamientos y acoso por parte de militares colombianos que 
penetraron en su hospedaje y les pidieron documentos, eso sí, luego de manifestarles que se 
trataba de una visita de cortesía. Adicionalmente, el acoso se manifestó en la interceptación 
de sus teléfonos y, sorprendentemente, según lo denunció uno de los delegados, en la 
irrupción que hiciera una persona desconocida en su habitación. 
Pese al asedio denunciado, la delegación visitó cárceles e intentó, sin mucho éxito, asistir a 
los CVG, pues esto les fue restringido por los militares, argumentando que los procesos se 
hallaban en etapas privadas. En medio de las contradicciones entre el discurso y la acción 
de los funcionarios colombianos, la visita de AI finalizó en el mismo momento en que el 
departamento de Estado Norteamericano presentó su informe sobre la situación de DD.HH. 
en América Latina, resaltando la delicada situación de países como Argentina o Chile, 
mientras que sobre Colombia afirmaba: "… es una sociedad abierta donde todos los asuntos 
políticos, incluso los derechos humanos, son debatidos libremente"193. 
 
 
como lo que hoy conocemos como paramilitares, causaron la muerte de más de 35 personas. “Unidad para la 
defensa de los Derechos Humanos”. El Espectador [Bogotá], abr. 2, 1979: 1A. “Enfrentamiento en la 
Conferencia de la OIT por Estatuto de Seguridad”. El Espectador [Bogotá], oct. 3, 1979: 1A. “Turbay invita 
a Colombia a Amnistía Internacional”. El Espectador [Bogotá], jul. 4, 1979: 1A. Amnistía Internacional, 
Informe 1979 (Barcelona: Producciones editoriales, 1979) 62. 
192 “Pruebas a Amnistía”. Voz Proletaria [Bogotá], ene. 31, 1980: 6. 
193 “Informe de los EE.UU. Sobre Derechos Humanos en Colombia”. El Espectador [Bogotá], feb. 6, 1980: 
1A. 
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El segundo acontecimiento que marcó el declive del Estado militarizado coincide con la 
crisis diplomática derivada de la toma a la Embajada de la República Dominicana por parte 
de un comando del Movimiento 19 de abril (M-19). La condena lanzada por la OEA en 
contra de la acción subversiva194 ilusionaba al gobierno que se hallaba afanoso de encontrar 
un contrapeso internacional que desmintiera la inminente condena que AI estaba pronta a 
emitir195. Así, en abril de 1980 el gobierno invita a la CIDH a visitar el país, el comunicado 
de prensa mediante el cual se oficializó la invitación señalaba:  
Ha sido una antigua aspiración del Gobierno Colombiano invitar a esa comisión, cuya 
honestidad y rectitud son internacionalmente reconocidas, a visitar a nuestro país con el 
objeto de examinar la situación general de los derechos humanos, lo mismo que a presenciar 
la parte pública de los juicios que por el procedimiento de los consejos verbales de guerra se 
tramitan en la actualidad, dentro del marco de la constitución y de las leyes de la República 
y para informarse del desarrollo de tales juicios196. 
La afirmativa respuesta de la CIDH fue recibida con esperanza por el gobierno, más aún, 
ante las amables palabras del presidente del organismo multilateral que prometían un 
espaldarazo a la política de seguridad y de orden público de Turbay. 
Todos los que contemplamos con serenidad esta situación y admiramos la forma como el 
gobierno actual de Colombia está procurando resolver este problema evitando mayores 
dolores y sufrimientos y manteniendo siempre el prestigio de la juridicidad que es 
característica de esta gran nación y que constituye el ideal de todos los hombres que en el 
derecho vemos la mejor fuerza para mantener la paz de las naciones y de las sociedades en 
general197. 
En medio de la ilusión, organizaciones como la Comisión Internacional de Juristas (CIJ), 
continuaban denunciando las evidentes atrocidades cometidas por el Estado,  
Personalmente o a través de sus abogados, los detenidos han hecho numerosas denuncias de 
torturas. Las denuncias incluyen golpes, plantones prolongados, colgamientos, choques 
eléctricos, inmersión en agua, torturas sicológicas tales como ser forzado a presenciar la 
tortura de otros, maltratos de palabra y vendas en los ojos […] Las medidas que se han 
tomado para contrarrestar la amenaza a la seguridad causada por las operaciones de las 
 
 
194 “La OEA condenó Toma de la Embajada”. El Espectador [Bogotá], mar. 26, 1980: 1A. Ver también: “El 
CELAM condena atropello al Nuncio y a los embajadores”. El Siglo [Bogotá], mar. 6, 1980: 7. “Rechazo a 
terroristas pide The Economist”. El Siglo [Bogotá], mar. 6, 1980: 7. 
195 “Amnistía informa”. Voz Proletaria [Bogotá], abr. 3, 1980: 1. 
196 “Colombia invita a la Comisión de Derechos Humanos a venir al país”. El Espectador [Bogotá], abr. 2, 
1980: 10A. 
197 “La OEA acepta viajar a Colombia”. El Espectador [Bogotá], abr. 3, 1980: 1A. 
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guerrillas urbanas y rurales, implican suspensiones de muchos de los derechos y libertades 
proclamados en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y políticos, del cual Colombia es 
parte198. 
Aún a la espera de la visita de la CIDH, el 13 de abril de 1980 AI publicó su informe 
correspondiente a la visita efectuada en enero al país, cuyo contenido, pese a tener un 
"embargo para su difusión", fue filtrado por los medios de comunicación antes de su 
publicación y reproducción en los principales medios escritos del país. En el informe de 44 
páginas AI concluyó la veracidad de las denuncias sobre arrestos arbitrarios y torturas 
sistemáticas cometidas en contra de los presos políticos, por parte de miembros de las 
fuerzas de seguridad del Estado. La misión identificó 33 centros, con predominancia de 
unidades militares, en los que se practicaban alrededor de 50 formas diferentes de tortura 
que iban desde métodos psicológicos, hasta mutilaciones, choques eléctricos y golpizas199. 
Las recomendaciones efectuadas al gobierno colombiano fueron resumidas por El Siglo así: 
El levantamiento del Estado de sitio, la derogatoria del Estatuto de Seguridad, las reformas 
al nuevo Código Penal, el traslado de los juicios de la justicia castrense a la ordinaria, la 
visión de la Reforma Constitucional, sobre la administración de justicia la limitación de las 
atribuciones del personal militar y el establecimiento de determinadas garantías para quienes 
son detenidos en aplicación del Artículo 28 de la Constitución200.  
La crudeza de los resultados obtenidos respecto de la situación de DD.HH., copó los titulares 
de los medios de comunicación, “...hasta el hermano bobo de Sherlock Holmes podría 
deducir que el reporte de Amnistía contiene una severa condena al gobierno por las torturas, 
 
 
198 “Informe de la Comisión Internacional de Juristas sobre Colombia”. El Espectador [Bogotá], mar. 10, 1980: 
5A. 
199 Amnistía Internacional. Violación…  
200 “Recomendaciones de Amnistía". El Siglo [Bogotá], abr. 18, 1980: 1. Para septiembre de 1980 Un nuevo 
informe de AI fue presentado, en él se confirmaron las múltiples arbitrariedades cometidas por los agentes del 
Estado en contra de detenidos, detenciones masivas, torturas. Así mismo se señalaron numerosas pruebas 
documentales que han sido recogidas por los delegados de esa organización durante su visita a Colombia desde 
enero de 1980. Las recomendaciones están contenidas en 8 apartados: que se dividen así: 1) protección efectiva 
de los DD.HH.; 2) Derechos de defensa ante tribunales militares; 3) Procedimientos de arresto y detención; 4) 
Tortura; 5) Asesinatos, desapariciones encarcelamientos y agresiones en zonas militarizadas y resguardos 
indígenas; 6) Libertad y derechos de los trabajadores; 7) Libertad de conciencia y expresión y derechos 
políticos profesionales; y, 8) Reforma constitucional y nuevo código penal. 
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militarización de la justicia y demás irregularidades ya denunciadas por la Comisión 
Internacional de Juristas”201. Pero también provocó una fuerte reacción del gobierno:  
Es un organismo gaseoso, que aparece y desaparece como por arte de magia y se presenta 
con halos de sensibilidad social para responder a los llamados de los extremistas, pero se 
oculta cuando esos extremistas son señalados como violadores […] Nada de lo sufrido por 
inocentes ciudadanos constituye para ellos violación de unos derechos que dicen defender; 
según parece, Amnistía Internacional está más interesada en desfigurar la imagen de los 
países que se rigen por cánones democráticos que en desenmascarar a quienes pretenden con 
su acción criminal [desestabilizar el orden constitucional vigente]202.  
Las reacciones ante el informe de AI sirvieron como antesala a la visita de la CIDH que se 
desarrolló entre el 21 y el 27 de abril de 1980, en lo que parecía una segunda instancia que 
dirimiría el asunto sobre la responsabilidad del Estado a pedido del presidente. La inspección 
inició con una serie de reuniones en las cuales, la delegación (integrada por Tom Farer -
presidente-, Francisco Bertrand, Andrés Aguilar, Francisco Dusheer, Luis Tinoco, Cesar 
Sepúlveda y Edmundo Vargas) se entrevistó con los altos mandos del gobierno y miembros 
de las otras ramas del poder público, pero también con organizaciones, presos y defensores. 
Pese a la poca expectativa que los sectores populares le otorgaban, estas reuniones 
permitieron a la CIDH documentar las denuncias recibidas. 
 
Caricatura 3. “Para eso la llaman”. Voz Proletaria [Bogotá], abr. 10, 1980: 1. 
 
 
201 “El informe de Amnistía”. Voz Proletaria [Bogotá], abr. 17, 1980: 3. 
202 “‘Más fuerte de lo que se creía’ informe de Amnistía sobre Colombia”. El Espectador [Bogotá], abr. 14, 
1980: 1A. 
Capítulo 2 105 
 
A pocos días de iniciada la visita, las autoridades militares dejaban entrever la razón que le 
asistía a AI en su informe. El coronel Faruk Yanine, Fiscal en el Consejo Verbal de Guerra 
adelantado en contra de más de 70 personas acusadas de pertenecer a las FARC, señaló 
durante la etapa de juicio en abril de 1980 que los casos de tortura deberían ser sancionados 
e investigados y que en su labor no tendría en cuenta las declaraciones obtenidas por estos 
medios. Las declaraciones de Yanine fueron celebradas por algunos abogados, sin embargo, 
muchos otros las consideraron como una actuación hecha para agradar a la CIDH cuyos 
miembros estaban presentes en las diligencias203. En paralelo con las controversias 
suscitadas por las declaraciones del Fiscal militar, el gobierno nacional anunció la 
suspensión de las capturas. 
La lucha frontal desatada contra los grupos insurgentes provocó severas censuras contra el 
gobierno del presidente Turbay Ayala, no solo en Colombia, sino en el exterior, conforme 
pudo comprobarse durante la gira mundial que él realizó. El nombre de Colombia, por 
carambola, se ha visto seriamente afectado, especialmente por los constantes despachos de 
prensa hacia el exterior dando cuenta de los sucesos que de cuando en cuando suceden en el 
país204. 
El ambiente que rodeó las visitas, el informe negativo de la primera y los constantes titubeos 
del gobierno y de las autoridades militares para hacer frente a las denuncias, tuvo efectos 
directos en mayo de 1980. Durante la reunión del Consejo Económico y Social de la ONU 
se decidía la posibilidad de que Colombia continuara integrando el Consejo de DD.HH., sin 
embargo, los recientes “descubrimientos” llevaron a que, durante la elección de los dos 
representantes por América Latina, su postulación fuera derrotada.  
 
 
203 Llama la atención la controversia suscitada por el cubrimiento de la noticia que, los medios presentaron 
inicialmente, como la decisión del Fiscal Faruk Yannine de absolver a dos personas por considerar que los 
procedimientos que llevaron a su acusación estuvieron viciados por torturas y que los abogados le reclamaron 
que en otras oportunidades y ante casos similares el Coronel había utilizado las pruebas para decretar la 
culpabilidad de los procesados a pesar de la ilegalidad con que fueron recogidas las pruebas de cargo. 
Afirmaciones reproducidas en los medios, pero que hubieron de ser desmentidas por el propio coronel, quien 
las denunció como mentirosas y afirmó que no existen pruebas de que los sindicados hayan sido torturados. 
“Las torturas deben investigarse y sancionarse dice el coronel-Fiscal”. El Espectador [Bogotá], abr. 24, 1980: 
1A. “Las excusas no resucitan a los muertos”. Voz Proletaria [Bogotá], abr. 24, 1980: 3. “Sobre torturas habló 
fiscal de las FARC”. El Siglo [Bogotá], abr. 25, 1980: 1. 
204 “Hasta Landazábal admite las torturas”. Voz Proletaria [Bogotá], may. 1, 1980: 2. “Suspenden capturas y 
allanamientos en Bogotá”. El Espectador [Bogotá], abr. 27, 1980: 1A. 
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En el momento en que el informe sobre violaciones a los derechos humanos en el país, 
emitido por Amnistía Internacional, organización ganadora del premio Nobel de la paz, 
circula profusamente en los medios diplomáticos del mundo y la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos de la OEA escudriña los casos de tortura en Colombia y vigila la 
celebración de los Consejos a los presos políticos, el Consejo Económico y Social 
(ECOSOC) de las Naciones Unidas rechazó tajantemente las aspiraciones de Colombia a ser 
reelegida en la Comisión de Derechos Humanos de la ONU, con sede en Ginebra205. 
La derrota de Colombia en el Consejo de DD.HH. de la ONU justo en momentos en que 
avanzaba la visita de la CIDH, puso en el ojo del huracán a las autoridades civiles y militares 
del país e incentivó a los defensores para denunciar e impugnar la validez de los juicios, 
mientras, los organismos disciplinarios del Estado anunciaban la apertura de investigaciones 
en contra de mandos medios y bajos206. Una vez terminada la visita, la espera por el informe 
de la CIDH se prolongó durante más de un año, pero tan solo con anunciarse su publicación 
en abril de 1981, se desató una profunda crisis en la imagen del país. Crisis que terminaría 
por detonar las prácticas oficiales de represión derivadas de la política de seguridad y orden 
público en Colombia.  
Los días previos a la publicación, fueron ambientados por los altos mandos de Gobierno 
que, como el Canciller Carlos Lemos Simmonds, se manifestaron para restar credibilidad al 
documento. Simmonds anunció ante los medios que el informe de la CIDH no era un 
documento oficial y que el gobierno se abstenía de manifestarse hasta que lo fuera. De esta 
manera, el Estado aplazó su pronunciamiento pese a conocer previamente los 
descubrimientos de la CIDH sobre la utilización de métodos de tortura por parte de las 
autoridades colombianas207 y, sin embargo, el poder de facto que los militares ostentaban 
comenzaba a verse debilitado, entre otras cosas, por la aplicación de sanciones en contra de 
los presidentes de los CVG, la declaración de nulidad de los procesos en los que habían sido 
 
 
205 “Nueva derrota de Colombia en ONU”. El Espectador [Bogotá], may. 30, 1980: 5A. 
206 “Numerosos casos de represión militar”. Voz Proletaria [Bogotá], may. 29, 1980: 10. “Procuraduría ordena 
destituir 10 del F-2”. El Siglo [Bogotá], may. 8, 1980: 2. “2 oficiales de la policía sancionados por excesos en 
la ciudad universitaria”. El Espectador [Bogotá], jun. 21, 1980: 20A. “Condenan a Min-Defensa por un asalto 
de FARC”. El Espectador [Bogotá], sep. 21, 1980: 1A. “La OEA vigila Cortes marciales”. El Espectador 
[Bogotá], may. 6, 1980: 14A. “La defensa recusa al presidente del Tribunal militar”. Voz Proletaria [Bogotá], 
may. 15, 1980: 1. 
207 “La OEA confirma torturas”. Voz Proletaria [Bogotá], abr. 30, 1981: 3. “‘El informe de la OEA sobre 
Derechos Humanos no es oficial’”. El Espectador [Bogotá], abr. 25, 1981: 5A. 
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condenadas varias personas con base en acusaciones falsas208 o la intervención directa de 
los órganos de control ante los abusos cometidos por las autoridades militares y civiles en 
el país. El 27 de abril de 1981, el Procurador General, Guillermo González Charry, 
manifestó:  
No tengo porque ocultar que me ha causado una gran extrañeza el desorden y la falta de 
severidad con que se ha conducido el Consejo Verbal de Guerra que está funcionando en 
Bogotá contra los miembros del M-19, en donde eso se ha vuelto un verdadero relajo, entre 
irrespeto y manifestaciones públicas, falta de autoridad interna y todo lo que es 
completamente contrario a la severidad con que se debe manejar un tribunal de justicia […] 
En realidad hay entidades y personas para los cuales los derechos humanos no son sino los 
de los gobernados, es decir los de las personas que están al frente del gobierno. En cambio, 
para otros, los derechos humanos son los de toda persona como lo dicen las convenciones 
internacionales y las leyes de Colombia que han aprobado esas convenciones209. 
El esperado informe de la CIDH finalmente fue publicado el 30 de junio de 1980, generando 
sendas recomendaciones al Estado colombiano dirigidas a: el levantamiento del estado de 
sitio permanente; restringir la potestad de los militares para juzgar civiles; derogar el 
Estatuto de Seguridad y en caso de no ser posible modificarlo para volverlo compatible con 
el Código Penal; que se adopten medidas efectivas para garantizar el derecho a la vida de 
los ciudadanos y para castigar a los responsables de violarlo; garantizar el debido proceso y 
el derecho a la libertad personal de los capturados, retenidos o aprehendidos; que el 
ministerio público agilice las investigaciones sobre abuso de autoridad; dotar a la 
procuraduría de herramientas eficaces para perseguir y castigar a los responsables de violar 
los DD.HH.; que los interrogatorios de las personas procesadas se realicen con presencia de 
un abogado defensor y que no se oculte la identidad de quien interroga; prohibir y cumplir 
con la prohibición de vendar a los detenidos en las guarniciones militares, más aún durante 
la práctica de interrogatorios; adecuar los lugares de detención, con el fin de garantizar 
asistencia médica, educativa y, en general de bienestar, para los detenidos; eliminar las 
 
 
208 “Relevado presidente del Consejo”. El Espectador [Bogotá], may. 24, 1980: 15A. “Anulado proceso a los 
asesinos de Rafael Pardo Buelvas”. El Siglo [Bogotá], jun. 24, 1980: 1, 16. “Amenazan a jueces por cargos al 
F-2”. Voz Proletaria [Bogotá], jun. 25, 1981: 1. 
209 “El procurador califica de ‘relajo’ el Consejo de Guerra de La Picota”. El Espectador [Bogotá], abr. 27, 
1981: 7A. Ver también: Amnistía. Informe 1981… 110. 
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condiciones de hacinamiento; tomar medidas para la protección de la población civil durante 
las operaciones militares en las zonas rurales210. 
La intervención de estamentos y organizaciones internacionales vigilantes de los DD.HH., 
produjo una fuerte desestabilización en el Estado militarizado, que se manifestó de tres 
formas: i) la activación de los órganos de control por “impulsar” los procesos de 
investigación en contra de los efectivos de la Fuerza Pública que habían sido acusados de 
violar los DD.HH., aunque, pocas veces los procesos se traducían en condenas y, por el 
contrario, imperaban las absoluciones, las dilaciones injustificadas, las nulidades y las 
amenazas en contra de los jueces; ii) un giro en las políticas gubernamentales de seguridad 
y de orden público que se refleja en el inicio de un proceso de institucionalización del 
discurso de los DD.HH.; y, iii) limitado el accionar de la fuerza pública, en la reaparición y 
auge de agrupaciones de extrema derecha organizadas para cometer en la ilegalidad, los 
crímenes que a la Fuerza Pública ya no le eran permitidos o que simplemente, no eran bien 
vistos por la comunidad internacional211. 
1.6 La Guerra de Baja Intensidad 
Se calcula que en los años 70 la JPM llevó a prisión a más de 50.000 personas como fórmula 
para detener el avance de la movilización social en el país; sin embargo, durante la transición 
de las décadas del 70 y del 80 la capacidad estatal para reprimir por vía militar a los 
ciudadanos entró en franca deslegitimación, a la par que la defensa de los DD.HH. ganaba 
terreno. Sin menospreciar el lugar que conservó la denuncia en contra de la arbitrariedad 
militar en la agenda de los defensores, podría afirmarse que se inicia entonces, una nueva 
etapa caracterizada por el desarrollo de tres fenómenos sucesivos que transformaron el 
 
 
210 CCJ y Defensoría del Pueblo. Contra… 95-101. 
211 Diversos son los antecedentes acerca de la existencia de grupos de extrema derecha en el país: para febrero 
de 1970 aparece la Organización Super Secreta de Ajusticiamiento (OSSA); en diciembre de 1981, grupos 
que, como la denominada Brigada "José Raquel Mercado", se presentaban como fórmula para combatir, en 
este caso, al M-19. Las denuncias sobre la creación de este tipo de grupos aumentaran entrada la década de 
1980, el Colegio de Abogados de Antioquia criticó el silencio guardado por el Gobierno ante el nacimiento de 
Muerte a Secuestradores (MAS). “Crean grupo clandestino para combatir al M-19”. El Espectador [Bogotá], 
may. 26, 1980: 19A. “‘Sí hay escuadrones de la muerte’”. El Siglo, [Bogotá], ene. 23, 1981: 2. “El escuadrón 
de la muerte”. Voz Proletaria, [Bogotá], feb. 19, 1981: 5. 
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carácter de las demandas relacionadas con la defensa de los DD.HH.: la lucha contra la 
“guerra sucia” y por develar las relaciones entre paramilitarismo, narcotráfico y Estado212; 
la búsqueda por una salida negociada al conflicto y la construcción de paz; la convocatoria 
y participación de la sociedad civil en la Asamblea Nacional Constituyente. Adicionalmente, 
se presenta una breve reflexión sobre las razones que, a la luz de las fuentes consultadas, 
llevaron al movimiento de DD.HH. a no manifestarse con la misma vehemencia en contra 
de la violencia desplegada por las agrupaciones insurgentes, a pesar de que para este 
momento algunos sectores ya insistían en denominar dicha violencia como violaciones a los 
DD.HH. 
1.6.1 Contra la Guerra de Baja Intensidad: revelar a los enemigos 
invisibles 
Como ha quedado de manifiesto, durante la presidencia de Jimmy Carter (1977-1981) los 
DD.HH. fueron proyectados como base de las relaciones internacionales norteamericanas, 
lo que contribuyó a la pérdida del poder político por parte de los militares en América Latina. 
Los continuos escándalos sobre los efectos nocivos de la desmedida autoridad de las FF.AA. 
para controlar a la población, obligó a los Estados latinoamericanos a adoptar cambios en 
sus políticas de seguridad interna para ponerse a tono con las directrices estadounidenses. 
Estos acontecimientos marcaron la declinación de la DSN y su reformulación como 
estrategia para enfrentar fenómenos como la victoria sandinista en Nicaragua, la guerra civil 
en El Salvador y lo que sería la recta final de la guerra fría213. 
A inicios de la década de 1980, mientras una salida bélica a la confrontación entre las 
potencias parecía descartada, aumentaban las manifestaciones de violencia política 
alrededor del mundo subdesarrollado214. Como consecuencia de ello, la DSN fue 
 
 
212 Etapa inspirada en la intervención estadounidense en Centroamérica, donde los EE.UU. estimularon una 
nueva forma de confrontación, la Guerra de Baja Intensidad o “guerra sucia”, para enfrentar las posibilidades 
de expansión de experiencias revolucionarias como la nicaragüense. 
213 Leal. “La doctrina… 74-87. 
214 Francisco Pineda señala: “Se consideró entonces que la preocupación principal debería centrarse en lo que 
ocurría en el Tercer Mundo […] Durante 1983, el comercio de Estados Unidos con los países del Tercer Mundo 
llegaba a 175.000 millones de dólares, una cifra casi igual a su comercio con Europa y Japón, juntos”. Pineda, 
Francisco. “¿Qué es la guerra de baja intensidad?”. Revista Chiapas 2 (2008).  
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reformulada por los EE.UU. para adoptar una modalidad específica en las áreas conflictivas 
del continente, la GBI. Esta nueva fórmula de intervención militar marcó el fin del 
militarismo en Centroamérica y el Caribe, y abrió las puertas para el desarrollo de un nuevo 
plan contrainsurgente de aplicación local, diseñado con el objetivo de combatir los intentos 
revolucionarios de los movimientos de liberación, insertos en conflictos sociales, 
económicos y políticos (pero también de incentivarlos dependiendo del interés).  
Aunque el concepto de baja intensidad solamente fue desarrollado a profundidad hasta la 
publicación en 1992 del manual de operaciones Military Operations in Low Intensity 
Conflicts215, la aplicación real de esta modalidad de guerra se venía gestando desde el 
gobierno de Richard Nixon (1969-1974) como parte de la experiencia de su derrota en 
Vietnam (la superioridad de las fuerzas convencionales nada podría conseguir contra fuerzas 
no convencionales) y tuvo como punto intermedio de evaluación, el manual de operaciones 
militares del ejército de los EE.UU. de 1986 denominado, Contraguerrilla Operations216. 
El alcance de la estrategia se relaciona con la discriminación de los conflictos internos de 
acuerdo con su intensidad y a partir de allí, limitar el uso de la fuerza según la capacidad del 
adversario. Lo que se procuraba no era únicamente la victoria militar, sino un fin integral a 
largo plazo: destruir la fuerza política, moral e ideológica de la oposición insurgente, la 
guerra se consolidó como un asunto más allá de lo estrictamente militar. 
En términos de contrainsurgencia, la estrategia fue comúnmente desplegada en tres fases: i) 
estabilización militar y política; ii) manutención de la presión militar, psicológica y política, 
de forma sostenida y gradualmente intensificada con el objetivo de presionar la entrega de 
los enemigos; y iii) agudización de la ofensiva militar, psicológica y política contra la 
insurrección217. La ejecución de cada una de las fases otorgó gran centralidad a las 
operaciones psicológicas como factor determinante para el posicionamiento de una imagen 
protectora o liberadora frente a las masas, lo que se refleja en el emprendimiento de vastas 
campañas de desprestigio en contra del adversario. Dada la magnitud de la tarea, este tipo 
 
 
215 United States Army. Military Operations in Low Intensity Conflicts (Washington: 1992).  
216 United States Army. Contraguerrilla operations (Washington: 1986).  
217 Metz, Steven. "Victoria y compromiso en la contrainsurrección". Military Review, edición 
hispanoamericana, noviembre-diciembre de 1992. 
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de conflictos obtuvieron un carácter global y prolongado, que al combinar la ayuda social 
con acciones militares y paramilitares apuntaba a romper las bases sociales del movimiento 
revolucionario para detectarlo, infiltrarlo y eliminarlo218.  
La GBI se desarrolló en Colombia de forma particular ante la emergencia de nuevos actores 
fortalecidos por el narcotráfico. Las acciones de grupos como el MAS a inicios de los años 
80 ejemplifican lo anterior, en actos que marcaron la reaparición del paramilitarismo como 
producto de la combinación del interés de las élites por reprimir la protesta social y de los 
grupos narcotraficantes por afianzar su poder219. En este contexto la denuncia sobre las 
diferentes relaciones “invisibles” creadas entre narcotráfico, paramilitarismo y Estado, se 
convirtió en un factor estimulante para la acción colectiva por la defensa de los DD.HH. que 
se desarrolló en tres momentos: primero, la reaparición de los grupos paramilitares; segundo, 
la guerra contra el narcotráfico; y tercero, la temporal prohibición del paramilitarismo 
mientras se desarrollaba la constituyente220. 
 
 
218 Cabrera, Octavio. “La política exterior de Estados Unidos y su impacto en el sector energético en México”. 
Tesis de grado en Ciencia Política. México: Universidad Autónoma Metropolitana, 2003. 12-29. 
219 El MAS fue producto del concierto entre algunos de los más influyentes jefes del narcotráfico de los años 
80, entre ellos, la familia Ochoa, Gonzalo Rodríguez Gacha, Pablo Escobar y Carlos Lehder, quienes tras el 
secuestro a manos del M-19 de Martha Nieves Ochoa declaran la guerra a las guerrillas de izquierda, 
concentrando su acción en la población civil, a quienes consideran el brazo desarmado de la subversión. 
“Algunas versiones de la época recogidas en medios de comunicación, aseguran que en este encuentro 
participaron miembros del Ejército, directivos de empresas petroleras y de otras multinacionales, pero solo 
hasta la publicación de un informe de la procuraduría se demostrarían los alcances reales de los tentáculos de 
la mafia, principalmente, dentro de las Fuerzas Armadas”. Ver: “Muerte a secuestradores: MAS, los orígenes 
del paramilitarismo” Verdad abierta (2011). Las investigaciones sobre la relación entre la fuerza pública y los 
grupos narco paramilitares, permitieron establecer que estas iniciaron a través de la prestación de servicios de 
seguridad a haciendas como La Suiza, en las cuales se movían fuertes sumas de dinero producto del 
narcotráfico. A finales de los años 80, estas relaciones redundaron en el aumento de la capacidad paramilitar 
a más de 2.000 hombres y 32 centros de adiestramiento con profesores israelíes y británicos y con una 
infraestructura de comunicaciones y transporte sin igual en el país. Ver: “Revelaciones sobre la industria del 
sicariato”. El Espectador [Bogotá], abr. 10, 1989: 10A. 
220 Esta forma de abordar el asunto ofrece una mirada alternativa a la identificada por Francisco Gutiérrez en 
su obra El orangután con sacoleva. Allí se presentan dos formas en que se ha analizado el fenómeno: 1) el 
discurso oficial sobre el paramilitarismo, que incluye la negación, la individualización de la relación entre 
agentes del Estado y paramilitarismo, la diferenciación y la estigmatización de las fuentes que denuncian; y 2) 
los análisis desde la academia que incluyen, el paramilitarismo como instrumento de Estado para reprimir a la 
oposición, como resultados de manifestaciones regionales y como fenómeno autónomo respecto del Estado. 
En ese sentido, la presente es una apuesta por reconocer la mirada de los defensores de los DD.HH., aspecto 
que toma elementos de las dos miradas planteadas por Gutiérrez, pero que amerita un análisis que no se agota 
ni en las lecturas académicas ni mucho menos en las oficiales. Por ello, lo que se plantea es el reconocimiento 
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i) La reactivación del paramilitarismo. Como se ha reiterado, al finalizar el gobierno Turbay 
la presión nacional e internacional por limitar las facultades de las FF.AA., llevó a un 
desmonte gradual de las atribuciones a los militares y a la exploración de nuevos 
tratamientos al conflicto221, oscilando entre los acercamientos de paz, la oposición de los 
militares (reacios a reconocer el carácter político de la subversión) y la revitalización del 
paramilitarismo. La voluntad de paz se vería trastocada por oleadas de violencia que 
incluían, por un lado, la ejecución de masacres en lugares de influencia guerrillera, a manos 
de civiles encubiertos por la fuerza pública; y por el otro, una seguidilla de secuestros y la 
detonación de bombas en Bogotá y otras ciudades del país por parte de la insurgencia222. 
En este contexto, organizaciones defensoras de los DD.HH. presentaron sus primeros 
balances sobre las consecuencias de la reactivación del paramilitarismo, y específicamente 
sobre las actividades del MAS. El 25 de noviembre de 1982 el CPDH dió a conocer su 
informe al respecto, dando cuenta de que, tras 11 meses de seguimiento a la actividad 
paramilitar, tan solo a esta agrupación le fueron atribuidos 96 asesinatos y 65 secuestros223. 
Este informe estuvo secundado por la American Watch Reporter y el Comité de Abogados 
de los Derechos del Hombre, organizaciones que el 5 de diciembre de 1982, lanzaron en 
 
 
de la forma en que el movimiento de DD.HH. reaccionó al avance del fenómeno a lo largo de la década de 
1990. Ver: Gutiérrez, Francisco. El orangután con sacoleva. Cien años de democracia y represión en 
Colombia 1910-2010 (Bogotá: Debate, 2014) 171 -177. 
221 Las discusiones sobre la creación de la Ley de amnistía entre 1981 y 1982, evidencian una atenuación 
paralela de las decisiones de la justicia penal militar frente a las condenas contra civiles. Sin embargo, esta 
disminución en la represión estatal contrasta con la agudización de la violencia a manos de grupos privados 
auspiciados por las FF.AA. Ver: Leal, Francisco. “Una visión de la seguridad en Colombia”. Análisis político 
73 (2011): 3-36; “Tribunal militar revocó penas impuestas al M-19”. El Espectador [Bogotá], abr. 4, 1982: 
1A; “El Coronel Gil Bermúdez dirige MAS en Santander”. Voz Proletaria, [Bogotá], ene. 13, 1983: 1.  
222 Con estas acciones, el M-19 denunció la reaparición del paramilitarismo: “Los asesinatos y vejámenes han 
continuado, se crean grupos paramilitares dirigidos por el Ejército como el MAS, que realizan las tareas sucias 
que el Ejército quiere ocultar para limpiar su imagen ya bastante deteriorada”. “Salvoconductos para dialogar 
con Comisión de Paz pide el M-19”. El Espectador [Bogotá], abr. 14, 1982: 1A. 
223 Del informe se destaca que 38 de las víctimas eran dirigentes sindicales, 63 campesinos, 7 estudiantes, 3 
sacerdotes, 2 senadores, un exdiputado, 7 miembros del PCC, 3 del MOIR, 1 del Nuevo Liberalismo, 19 
profesionales, 2 menores de edad, 5 profesores, 4 aviadores, 5 concejales, 6 miembros del M-19, 2 de FIRMES 
y 1 de la UNO. Siendo el Magdalena medio la región más afectada por dicha agrupación. “96 asesinatos y 65 
secuestros ha cometido el MAS en 11 meses”. El Espectador [Bogotá], nov. 25, 1982: 16A. “El MAS al 
desnudo”. Voz Proletaria [Bogotá], ene. 20, 1983: 1, 6.  
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Nueva York su informe titulado, “Los derechos humanos en las dos colombias”, del cual se 
destaca:  
…a pesar de hallarse comprometido en varios cientos de muertes, de gentes desaparecidas, 
de secuestros temporales, de torturas durante el último año, las autoridades no han tomado 
acción alguna contra el MAS… Los informes presentados por el Departamento de Estado 
ante el Congreso sobre los Derechos Humanos en Colombia deben ser revisados pues no 
corresponden a la realidad. Los Estados Unidos deben cesar toda ayuda militar a Colombia, 
mientras encuentran mecanismos para fortalecer la organización democrática224.  
En un primer momento las investigaciones en contra del MAS parecieron ofrecer algunos 
resultados, inclusive se profirieron varios autos de detención en contra de sus miembros225. 
Sin embargo, debido a los pobres efectos de estas medidas el grupo continuó su expansión 
y afianzamiento en lugares como el Magdalena Medio. Allí, los defensores de los DD.HH. 
habían efectuado una fuerte labor de denuncia sobre la violencia practicada por el Ejército, 
desarrollando grandes manifestaciones como la “Marcha de la paz” realizada el 9 de octubre 
de 1982. Estas acciones desataron una violenta reacción que derivó, entre otros muchos 
casos, en el asesinato del concejal liberal de Puerto Berrio y defensor de DD.HH., Fernando 
Vélez226.  
Para este momento, las sospechas sobre las relaciones del MAS con las autoridades locales 
y las fuerzas de seguridad eran cada vez más frecuentes y las capturas se encontraban en 
aumento. Así sucedió el 12 de enero de 1983 cuando fueron capturados los paramilitares del 
MAS, Pedro Ortiz y los hermanos Manuel y Clodomiro Niño, quienes señalaron al coronel 
 
 
224 “Los derechos humanos en las dos colombias”. El Espectador [Bogotá], dic. 6, 1982: 9A. 
225 El general del Ejército Bernardo Lema Henao respondía ante las acusaciones: “Yo tengo que confesar aquí, 
que como comandante del Ejército colombiano, no puedo ocultar como se me ofende, cuando personas que se 
dicen colombianas y conocedoras de su patria y algunos inteligentes columnistas de los diarios capitalinos, en 
forma sutil y vedada, tratan de conectar la noble actividad de mi ejército con la del crimen organizado, con la 
de los rapazuelos de las mafias, con la de los criminales encapuchados que asesinan por la espada, con la de 
los apátridas que no permiten el bienestar del pueblo colombiano”. “El MAS no está en el Ejercito, Lema 
Henao”. El Espectador [Bogotá], ago. 28, 1982: 7A.  
226 Al respecto Jorge Orlando Melo señaló: “Para 1983, muchos mandos locales del ejército, irritados por la 
política de negociaciones del gobierno, molestos por las críticas a las violaciones de derechos humanos y 
frustrados por los controles legales de las autoridades civiles, apoyaron a estos grupos, que a su vez ayudaban 
al ejército con información sobre simpatizantes de la guerrilla y posibles secuestradores y extorsionistas”. 
Melo, Jorge Orlando. Historia mínima de Colombia (Bogotá: Colegio de México, 2017) 262. Ver también: “Sí 
existen grupos paramilitares”. Voz Proletaria [Bogotá], ene. 27, 1983: 4. “Asesinado otro concejal en Puerto 
Berrio”. El Espectador [Bogotá], ene. 29, 1983: 1A. 
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del Ejército Gil Bermúdez y a otros oficiales, como sus instructores militares y proveedores 
de armamentos y equipos de guerra “…para dar muerte a presuntos dirigentes de las 
agrupaciones guerrilleras que operan en Colombia, en un esfuerzo por erradicar el 
comunismo”227. El compromiso de los organismos de seguridad estatal en la conformación 
y operaciones de grupos de justicia privada corresponde con la aplicación en Colombia de 
un modelo de confrontación inspirado en la GBI. Si bien la característica inicial de dicho 
modelo en el país fue la pacificación a través del terror paramilitar, el contenido más 
sustancial de las acciones estaba dirigidas a generar el rechazo de la opinión pública contra 
la insurgencia. Así lo sugirió el general Landazábal en su editorial del periódico de las 
FF.AA. en julio de 1983,  
Puede asegurarse, sin temor de errar, que en el nuevo sistema de lucha que hoy se esparce 
por todos los campos del planeta, no podrá existir un triunfo definitivo de la libertad si la 
victoria de las armas, en el campo estricto de la confrontación militar, no está secundada y 
respaldada por la victoria ideológica…228.  
La determinación de los altos mandos militares por extender la guerra al campo ideológico 
estuvo reforzada por la expansión de las ideas anticomunistas haciendo uso de del terror, 
tarea que fue ejecutada tanto por las élites regionales como por los grupos paramilitares con 
la colaboración de las FF.AA. Así fue confirmado el 19 de febrero de 1983, cuando por 
petición presidencial, el Procurador General entregó los primeros resultados de las 
investigaciones sobre el MAS, que incluían una lista de 163 personas vinculadas a este 
 
 
227 Apartes de la indagatoria en la que ratificaron sus afirmaciones, señalan: “- ¿Estas personas qué ordenes les 
daban a ustedes? - Salíamos con ellos a patrullar y nos ponían a buscar la guerrilla o gente del monte que 
llaman. - ¿Qué piensa el MAS de las guerrillas? -Dicen que son comunistas. - ¿Ustedes saben qué es ser 
Comunista? - No, no sabemos”. “Hablan miembros del MAS”. El Espectador [Bogotá], ene. 12, 1983: 1A. 
“El coronel Gil Bermúdez dirige MAS en Santander”, Voz Proletaria [Bogotá], ene. 13, 1983: 1, 4. 
228 “Hace falta la batalla ideológica en Latinoamérica, dice Landazábal”. El Espectador [Bogotá], jul. 16, 1983: 
11A. Ya en su rol de embajador de Colombia en Italia, el exgeneral Luis Carlos Camacho Leyva fue señalado 
por el diario L`expreso como uno de los fundadores del MAS. “Camacho Leyva demandó por calumnia a 
diario italiano”. El Espectador [Bogotá], jul. 11, 1983: 5A. Al respecto la Corte Interamericana de DD.HH., 
ha advertido que ya desde 1982 se habían difundido entre los militares colombianos instrucciones específicas 
sobre las “…funciones de patrullaje y apoyo a la ejecución de operaciones de combate y de inteligencia militar 
que desempeñaban los miembros de los grupos o juntas de autodefensa, así como las funciones de organización 
y control que respecto de ellos debían ejercer los miembros de las Fuerzas Militares. Se trata del “Reglamento 
de Combate de Contraguerrillas” y del Manual “COMBATE CONTRA BANDOLEROS O 
GUERRILLEROS”, aprobados por el Comandante General de las Fuerzas Militares el 9 de abril de 1969 y el 
25 de junio de 1982, respectivamente”. Corte IDH. Sentencia del 11 de mayo de 2007. Ver también: CIDH. 
Informe N° 42/02, Admisibilidad Petición 11995, 9 de octubre de 2002. 
Capítulo 2 115 
 
grupo, 60 de las cuales eran militares229. La reacción del ministro de la Defensa, Fernando 
Landazábal Reyes, fue de negación sobre las acusaciones, acentuando las divisiones entre 
los militares, los órganos disciplinarios y las autoridades políticas; que ya no solo se 
reflejaban en las contradicciones entre las manifestaciones de paz del gobierno y el actuar 
ilegal de sus fuerzas de seguridad, sino en la censura que los militares trataron de imponer a 
las autoridades judiciales y disciplinarias230. 
ii) La guerra contra el narcotráfico. La tormenta entre el narco paramilitarismo y el 
gobierno Betancur se desató tras el curioso enfrentamiento suscitado el 17 de agosto de 
1983, cuando el ministro de Justicia Rodrigo Lara Bonilla acusó al entonces representante a 
la Cámara Pablo Escobar Gaviria como miembro del MAS y éste le respondió con una 
amenaza de denuncia ante la CSJ231. Seis meses después, el ministro fue asesinado por el 
MAS y el gobierno reaccionó con la captura de los narcotraficantes de Medellín, Fabio 
Ochoa y Evaristo Porras. Estos incidentes, sumados a la pérdida del poder de los militares 
durante el gobierno Betancur, arrojaron a la guerra a un Estado que no solo no contaba con 
la capacidad para enfrentar a los narcotraficantes, sino que veía impotente como las FF.AA. 
le daban la espalda a la institucionalidad y estrechaban sus lazos con estos grupos. Dichas 
relaciones fueron denunciadas en múltiples oportunidades por los defensores de los 
DD.HH., tal como ocurrió el 16 de julio de 1985, cuando en su columna semanal Alfredo 
Vásquez denunciaba: 
En el aviso de la existencia de un grupo con armas en la mano, de frente o en clandestinidad, 
que tiene al parecer una consigna: “policía de Colombia en pie de lucha”. Si esto se realizara, 
el orden público del país se le habría salido de las manos al gobierno. Porque no hay norma 
 
 
229 “Procurador confirma conexión MAS – militares”. Voz Proletaria [Bogotá], feb. 24, 1983: 5. 
230 Los resultados de las investigaciones se reflejaron en la captura de suboficiales como José Elías Ramírez, 
Isaías Barrera, o Anobio Agudelo en el Meta, sin embargo, nunca afectaron a los altos mandos militares 
frecuentemente salpicados con el escándalo. En contra de toda lógica, cuando las investigaciones parecían 
avanzar, estas fueron trasladadas a la jurisdicción militar. “Hay que defender al procurador”. Voz Proletaria 
[Bogotá], feb. 24, 1983: 5. “‘Sumarios contra militares deben pasar a las Brigadas’”. El Espectador [Bogotá], 
may. 23, 1983: 10A. Ver: Procuraduría General de la Nación. “Conclusiones de la investigación de la 
Procuraduría sobre el ‘MAS’” (Bogotá: 4 de febrero de 1983).  
231 “Quiero informar a la opinión pública que el señor ministro de Justicia tiene un plazo de 24 horas para que 
presente las pruebas concretas de la sindicación que me hizo ayer en la Cámara, de lo contrario voy a 
denunciarlo penalmente ante las autoridades y ante la justicia colombiana”. “‘Que prueben que soy del MAS’ 
dice Pablo Escobar Gaviria”. El Espectador [Bogotá], ago. 18, 1983: 14A. 
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que permita semejante enormidad, ni precedente que lo autorice. Sería un grupo insurgente 
dentro del cuerpo policial que, sin atenerse a las órdenes de los superiores, adoptaría 
decisiones de retaliación que comprometerían la vida de personas, porque “la paz se hace 
iniciando la guerra232. 
En medio de este panorama, el 6 de noviembre de 1985 un grupo de hombres y mujeres 
pertenecientes al M-19 desplegaron la operación “Antonio Nariño”. Aunque este evento será 
analizado más adelante, lo importante por ahora es señalar la forma en que la toma y retoma 
del Palacio de Justicia representaron la oportunidad para que los militares recuperaran el 
control de las riendas del Estado233. Luego de estos sucesos la imagen de Betancur como 
hombre de paz, cedió definitivamente a las pretensiones del militarismo, sin que ello afectara 
el actuar de los narcotraficantes que extendieron sus operaciones a una persecución 
implacable en contra de funcionarios públicos y especialmente de la rama judicial234. La 
situación fue tan delicada, que incluso el 23 de abril de 1986 el ministro de Defensa Miguel 
Vega Uribe tuvo que salir a desmentir públicamente los rumores promovidos por la revista 
norteamericana Newsweek que advertían sobre la posibilidad de un golpe militar fraguado 
al seno de las FF.AA. en contra del presidente Betancur235. 
Ya con Virgilio Barco ocupando la silla presidencial, las acciones de terror de los 
extraditables parecieron tomar un nuevo aliento, combinando la detonación de bombas en 
lugares neurálgicos de las principales capitales del país, con la persecución a funcionarios y 
 
 
232 Poco a poco las investigaciones judiciales irían dando luces sobre tales alianzas, lo que pudo haber atendido 
al ambiente de terror desplegado en contra de los funcionarios judiciales encargados de esclarecer el asunto. 
No puede perderse de vista que entre 1984 y 1985 se presentaron graves amenazas en contra de los magistrados 
de la CSJ que analizaban la exequibilidad del tratado de extradición y la responsabilidad en la conformación 
de grupos paramilitares de más de 60 miembros de las FF.AA. “Sobre un MAS de la policía”. El Espectador 
[Bogotá], jul. 16, 1985: 3A. Ver: NCOS, SAGO, et al. Tras los pasos perdidos de la guerra sucia. 
Paramilitarismo y operaciones encubiertas en Colombia (Bogotá: Ediciones NCOS, 1994). 
233 “Juicio al terrorismo”. Voz Proletaria [Bogotá], nov. 14, 1985: 12, 13. 
234 En abril de 1989, en el marco de un informe especial de El Espectador, un delator contaba que hacia 1985, 
cuando el paramilitarismo atravesaba una crisis en el Magdalena Medio, varios patrulleros interceptaron un 
vehículo cargado de droga a la altura del punto Dos y Medio, que pertenecía a los narcotraficantes Jairo Correa 
y Pacho Barbosa: “Luego de conversaciones con los narcotraficantes, y por iniciativa de Henry Pérez, la 
autodefensa devuelve el campero y la droga incautada recibiendo en contraprestación una camioneta Toyota, 
cuatro puertas de fabricación venezolana”. “Revelaciones sobre la ‘industria’ del sicariato”. El Espectador 
[Bogotá], abr. 10, 1989: 10A. 
235 De hecho, los rumores de un golpe en contra del gobierno Betancur tienen varios antecedentes, por ejemplo, 
en abril de 1982 el expresidente Turbay pronunció un discurso en el que condenaba tajantemente la posibilidad 
de un golpe de Estado. Ver: “Min defensa niega rumor de golpe militar”. El Espectador [Bogotá], abr. 24, 
1986: 1A. “Turbay habló de golpe militar”. Voz Proletaria [Bogotá], abr. 25, 1985: 3. 
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a miembros de la oposición política236. Sin embargo, mientras el país se estremecía con la 
escalada de las acciones terroristas de los extraditables, habitantes de las diferentes veredas 
de Puerto Boyacá marchaban exigiendo la reinstalación de bases militares en la región. El 
grupo de manifestantes, liderado por Pablo Emilio Guarín, reconocido promotor del 
paramilitarismo en la región arengaba: “Antes luchábamos contra el Gobierno, pero ahora 
los soldados nos convencieron ¡vivan las gloriosas fuerzas militares del país!”237. Las 
consignas de los manifestantes en Puerto Boyacá dejan al descubierto la forma en que, para 
inicios de 1987, la guerra contra el narcotráfico la había ganado, y de forma contundente, el 
narco-paramilitarismo. La aplicación de la GBI no solamente había permitido retomar el 
control del territorio a militares, paramilitares y narcotraficantes, sino que sus ideas de 
animadversión frente al comunismo, la izquierda y la oposición política habían calado de 
forma profunda en algunos de sus habitantes fuera por temor o por convicción238.  
Entre tanto, las actividades de defensa de los DD.HH. persistían en alcanzar tres objetivos: 
1) exigir el nombramiento de un civil para dirigir la cartera de Defensa; 2) desenmascarar lo 
que consideraban como la aplicación de dos políticas paralelas por parte del gobierno Barco, 
una de reconciliación y rehabilitación y otra de guerra; y 3) la derogación de los manuales 
de contraguerrilla, fundamentados en documentos tácticos norteamericanos, por 
considerarlos como estimulantes de la creación de más de 120 grupos paramilitares239. 
 
 
236 Ya para enero de 1986, casi la totalidad de los magistrados reemplazantes de los que fueron asesinados en 
el Palacio, recibieron amenazas de muerte que serían ejecutadas en caso de no votar la inconstitucionalidad de 
la extradición por narcotráfico; amenazas que se extendieron al Procurador Carlos Jiménez y al embajador de 
Colombia en Budapest, y ex ministro de justicia, Enrique Parejo, quien recibió un atentado en contra de su 
vida a mano de los narcotraficantes. 
237 “Campesinos piden bases militares”. El Espectador [Bogotá], sep. 26, 1986: 4A. “El general Landazábal 
amenaza con la guerra civil”. Voz Proletaria [Bogotá], may. 1, 1986: 3. 
238 Recordemos que dentro de la doctrina del Ejército, había hecho mella el llamamiento del entonces general 
Álvaro Valencia Tovar quien concluía: “El Ejército demanda de la sociedad actitudes cuando trata de 
defenderla de sus enemigos… [que] interesa lograr una plena simbiosis entre los instrumentos armados de la 
nación y el pueblo que los nutre de sus hombres, los apoya con su solidaridad y debe integrarse con ellos para 
formar un frente sólido, identificado ante la amenaza… [y que] la solidaridad civil-militar debe conseguirse 
con la amplitud requerida para rechazar la agresión donde se haga evidente y preparar defensas adecuadas en 
los sectores más vulnerables”. Este llamamiento a conformar frentes de defensa civil en apoyo a las fuerzas 
armadas fue promovido por los altos mandos del Ejército que, como el general Rafael Samudio, apelaban al 
derecho de autodefensa, como la legítima respuesta de la población ante el insuficiente pie de fuerza del 
Ejército para controlar todo el territorio nacional. NCOS. “Tras los pasos… 19-25. 
239 “Derogar manuales de contraguerrilla pide U.P. en ‘carta abierta’ a F.A.”. El Espectador [Bogotá], nov. 1, 
1987: 5A.  
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Asimismo, la agenda de la defensa de los DD.HH. estuvo dirigida a revelar los diferentes 
planes de exterminio en contra de la oposición política, y estuvieron cerca de logarlo cuando 
el 16 de septiembre de 1987 se anunció la apertura de investigaciones judiciales en contra 
de 12 integrantes de las Fuerzas Militares (FF.MM.), acusados de asesinar a Pedro Nel 
Jiménez, miembro del CPDH y de la Unión Patriótica (UP)240.  
iii) La temporal prohibición del paramilitarismo. Para el mes de octubre de 1987 había 
pocas dudas sobre la sospechosa relación entre grupos paramilitares, Estado y narcotráfico, 
así como de su responsabilidad en el exterminio de la izquierda política en el país. No 
obstante, los funcionarios mantenían sus esfuerzos por ocultarlo, 
…El ministro de Defensa en su último debate en el Senado, nos cuenta a los colombianos 
que los únicos grupos de autodefensa son los para-guerrilleros. Sin necesidad de hilar muy 
delgado, sutilmente los militares están esclareciendo el misterio de los asesinatos de la UP. 
Según ellos, estos han sido perpetrados por grupos de extrema izquierda. Caso cerrado… 
Más tarde el ministro de Gobierno contradice a su colega y saca una lista de 120 grupos 
paramilitares que el DAS tiene detectados en el país. Primera conclusión: el Gobierno acepta 
que hay grupos paramilitares de extrema derecha. Pero al hacerlo queda en evidencia una 
realidad aún más macabra: saben en dónde están, como se llaman, pero ninguno de los 120 
grupos mencionados ha podido ser capturado241.  
Las actividades del narco-paramilitarismo contaban cada vez con más fuerza y se 
manifestaban por lo menos en tres flancos, en la ya señalada lucha contra la extradición, en 
la guerra sucia dirigida contra la izquierda colombiana y en una sutil pero muy fructífera 
proyección de cuadros políticos propios y afines242. Sería solo ante la denunciada 
acumulación de masacres en la región del Urabá, que el ministerio público en cabeza de 
Horacio Serpa propuso la creación de una central investigativa para la región en abril de 
1988, cuyos primeros resultados fueron anunciados el 3 de mayo de 1988. El informe de la 
mencionada comisión se fundamentó en no menos de 50 testimonios que identificaron al 
 
 
240 “Procuraduría vincula a 3 miembros de F.A. con grupos paramilitares”. El Espectador [Bogotá], nov. 3, 
1987: 3A. “La red de asesinos del capitán Ardila”. Voz Proletaria [Bogotá], nov. 12, 1987: 9. 
241 “¿Quién cubre a quién?”. El Espectador [Bogotá], oct. 13, 1987: 1A. 
242 Al respecto, Francisco Gutiérrez advierte que para inicios de la década de 1980 el paramilitarismo presenta 
un carácter más reactivo y punitivo que político, caracterizado por la ausencia de cuadros políticos preparados. 
Sin embargo, debe advertirse la forma en que, del seno de los partidos políticos tradicionales, pero sobre todo 
del liberalismo, emergieron liderazgos regionales que proyectaron una imagen de oportunidad política que 
vinculó ideas como seguridad, orden e institucionalidad a las actividades paramilitares. Ver: Gutiérrez, El 
orangután… 199 y ss. 
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Batallón Voltigeros como lugar de operaciones para la ejecución de las masacres. 
Descubrimientos como estos se convirtieron en el pan de cada día durante 1988, a tal punto 
que el 5 de septiembre la situación comenzó a dar un giro inesperado cuando los capos de 
la droga Pablo Escobar, Gonzalo Rodríguez Gacha y Fidel Castaño, fueron sindicados como 
responsables por las masacres ejecutadas en Antioquia243. 
En fallo del 25 de mayo de 1989 la CSJ declaró la ilegalidad de los grupos paramilitares en 
una decisión que podría ser considerada como el coletazo por la masacre de la Rochela y 
producto de la cual, la legalización del paramilitarismo, que se encontraba vigente por vía 
del artículo 33 del Decreto 3398 de 1965 y de la ley 48 de 1968, quedó suspendida244. Aquí, 
a modo de paréntesis, es preferible aclarar que se habla de suspensión por una razón 
fundamental y es que por vía de la expedición del Decreto 356 de 1994, el entonces 
presidente Ernesto Samper dio un nuevo impulso al paramilitarismo encarnado en la figura 
de las “Convivir”. Pese a ello, no podría hablarse de efectos reales de la suspensión, más 
aún al considerar que esta decisión fue simplemente una antesala para los asesinatos de los 
candidatos presidenciales Luis Carlos Galán, Carlos Pizarro y Bernardo Jaramillo Ossa a 
manos de los grupos narco paramilitares.  
Las investigaciones por el asesinato de Luis Carlos Galán, candidato a la presidencia por el 
partido Liberal, derivaron en el descubrimiento de que las armas utilizadas habían llegado 
de Israel, vendidas por la empresa ISREX al gobierno de Antigua. Tan pronto como se 
conoció la noticia, el mercenario israelí Jair Klein -a pesar de estar sometido a vigilancia por 
las autoridades colombianas dada su responsabilidad en el entrenamiento de grupos 
paramilitares en el Magdalena Medio- huyó del país de manera ilegal para evitar la 
 
 
243 Junto a ellos fueron procesados: dos mayores y un cabo del ejército, un teniente de la policía y al alcalde 
de Puerto Boyacá Jorge Luis Rubio. “18 sindicados por matanza de Urabá”. El Espectador [Bogotá], sep. 6, 
1988: 1A. “El batallón Voltigeros y las matanzas en Urabá”, Voz Proletaria [Bogotá], sep. 29, 1988: 4. 
244 En este fallo se analiza la constitucionalidad del Estatuto de Defensa, dejando como única inexequibilidad, 
la del artículo 32 del Decreto 3398 de 1965 que reza: “…el Ministerio de Defensa Nacional por conducto de 
los Comandos autorizados, podrá amparar, cuando lo estime conveniente, como de propiedad particular, armas 
que estén consideradas como de uso privativo de las Fuerzas Armadas”. La CSJ aclaró que su falló no era un 
respaldo a los grupos de autodefensa, pues dichos grupos no estaban amparados por las normas 
constitucionales. Colombia, CSJ, Sentencia del 25 de mayo de 1989. Novib. Derechos… 29. 
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justicia245. De esta forma, las investigaciones por el homicidio permitieron concluir que, en 
las haciendas de los narcotraficantes fueron entrenados en tácticas contrainsurgentes cientos 
de hombres bajo la orientación de mercenarios británicos e israelíes. Hombres que operaron 
con la ayuda de miembros de las FF.AA., como Carlos Arturo Casadiego, y batallones del 
Ejército, como Bárbula en Puerto Boyacá y Bomboná en Puerto Berrio246. 
Por otra parte, el 23 de marzo de 1990, el candidato por la UP, Bernardo Jaramillo Ossa, fue 
asesinado en el aeropuerto El Dorado de Bogotá cuando se disponía a viajar hacia Santa 
Marta, a manos de sicarios paramilitares contratados por el narcotráfico. Jaramillo, quien se 
convirtió en el militante de la UP número 1.285 en ser asesinado, quince días atrás había 
denunciado la relación entre el presidente Barco y grupos narcotraficantes. En entrevista al 
periódico español Vanguardia, el candidato respondió al presidente Barco, quien había 
asegurado que la matanza de seis dirigentes de la UP obedeció a una táctica electoral del 
partido de izquierda, dejando entre ver las razones de la sospechosa actitud del presidente 
frente al combate a la delincuencia organizada. Bernardo Jaramillo crítico la actitud del 
presidente, al señalar:  
O Barco es un imbécil, y realmente no sabe lo que está pasando en el país, o es cómplice 
directo de todo lo que ha ocurrido en Colombia en los últimos cuatro años… Tras su careta 
de viejo bueno y de luchador contra el narcotráfico, con la que se presenta en el exterior, 
oculta que en los primeros tres años de su gobierno estuvo recibiendo dinero a través de la 
llamada “ventanilla siniestra” del Banco de la República, sin molestarse por preguntar de 
dónde venían los dólares… Barco se hizo el de la vista gorda ante el vínculo abierto de 
militares con narcotraficantes para sostener e impulsar a grupos paramilitares… Este 




245 “Como hipótesis, Yigal Shapira, abogado del mercenario Klein, sostiene que solo una parte del cargamento 
de la Isrex se desvió hacia Colombia, pero la oficina de municiones de la Secretaría de Estado norteamericana 
está corroborando informaciones que desmentirían por completo tal tesis”. “Las armas de Klein: de Antigua a 
la plaza de Soacha”. El Espectador [Bogotá], jul. 3, 1990: 5A. Ver también: “No soy tan idiota como para 
regresar a Colombia”. El Espectador [Bogotá], sep. 20, 1989: 1A; Rodríguez, David. “Historia reciente del 
fenómeno paramilitar (1994-2007) las historias de los Bloque Elmer Cárdenas y Central Bolívar de las 
Autodefensas Unidas de Colombia (AUC)”. Tesis de Maestría en Historia. Bogotá: Universidad Nacional de 
Colombia, 2016. 
246 Arenas y Girón (directores). Gotas… 50.  
247 “‘Barco es cómplice’: Jaramillo Ossa”. El Espectador [Bogotá], mar. 9, 1990: 1A. 
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iv. El movimiento de DD.HH. ante la violencia insurgente. Finalmente, es necesario señalar 
que hacía finales de los ochenta e inicios de los noventa, se advierte la emergencia de un 
nuevo debate sobre la exigibilidad de los DD.HH. a la insurgencia. De acuerdo con las 
fuentes estudiadas no es posible advertir a ciencia cierta la configuración de un debate al 
seno de las organizaciones defensoras sobre la responsabilidad de la insrgencia en la 
violación de los DD.HH. Para llegar a ello es necesario recurrir a fuentes secundarias que 
dan cuenta de la posición asumida por organizaciones como la CAJ, sobre todo, a propósito 
de los debates presentados alrededor de la Asamblea Nacional Constituyente y en sus 
primeros años de aplicación. De lo anterior se puede concluir que las primeras 
manifestaciones de denuncia en contra de la presunta violación a los DD.HH. por parte de 
la insurgencia se encuentran articuladas al plan de institucionalización de los DD.HH. y que 
tales hipótesis no lograron mayor arraigo entre los defensores. Anecdóticamente, una de las 
primeras organizaciones construida para denunciar este tipo de violencias fue País Libre, 
fundada el 28 de agosto de 1991 por Francisco Santos Calderón tras su secuestro a manos 
del Cartel de Medellín y que estuvo dedicada durante más de 20 años a denunciar los delitos 
cometidos por la insurgencia, tales como el secuestro, la extorsión, la desaparición forzada 
y otras privaciones ilegales de la libertad en Colombia.  
Pero entonces ¿Qué hay en el fondo de la invisibilidad que las organizaciones defensoras le 
dieron a la violencia desplegada por la insurgencia? Para responder a esta pregunta es 
necesario repasar el debate jurídico que se desarrolló en un periodo que excede la cronología 
seleccionada para el desarrollo de la tesis, pero que aún así tratará de sintetizar en este 
documento. En los últimos años los organismos internacionales responsables de la vigilancia 
de los DD.HH. coinciden en señalar que no sólo las acciones u omisiones de los Estados 
pueden llegar a configurarse como violaciones a los DD.HH. Esto ha derivado en que, 
actualmente, las acciones de grupos no estatales también pueden configurarse como 
violatorias. Pese a ello, para el periodo estudiado el panorama al respecto era diferente y 
salvo las declaraciones de los altos mando del Estado y de las FF.MM., no era común entre 
las organizaciones defensoras que se cuestionara si los DD.HH. estaban exclusivamente 
vinculados a la acción o la omisión de los Estados. 
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Tomando como fuente de los DD.HH. la Declaración Universal de 1948, es necesario 
señalar que, por tratarse una declaración y no de un tratado, se consideraba que su fuerza 
vinculante reposaba en los convenios y pactos que los Estados habían asumido (por ejemplo, 
el Pacto Internacional sobre Derechos Civiles y Políticos de 1966 o la Convención contra la 
Tortura de 1984) más que en la declaración misma. Esa situación fue asumida en Colombia, 
hasta los primeros años de la década de 1990, como una prueba de que quienes tenían la 
obligación de cumplir con los tratados internacionales eran los Estados que los habían 
ratificado y no las personas ni las organizaciones privadas. Para ejmplificar esto se recurría 
frecuentemente a considerar que el derecho internacional, por su misma naturaleza, era un 
derecho de Estados y que eran estos los que tenían la obligación de adecuar su sistema legal 
y de actuar de conformidad con sus compromisos. 
Hasta la década de 1990 y, más aún, hasta la expedición del Estatuto de Roma de 1998, era 
común considerar que el Estado, único legítimo representante del bien común, era a su vez, 
el único garante de los DD.HH., y por lo tanto, el único que podía ser requerido en caso de 
violación a estos derechos. Así las cosas, a lo largo del periodo estudiado las organizaciones 
defensoras asumieron que la diferencia entre delitos y violaciones a los DD.HH., era que los 
primeros eran cometidos por personas particulares, mientras que las segundas eran 
cometidas por la acción o la omisión del Estado. Al respecto vale la pena referir lo señalado 
por la Comisión Inter Congregacional de Justicia y Paz en el volúmen N°4 de Justicia y Paz 
publicado a finales de 1991: 
En todo este tratamiento del delito, el Estado conserva su carácter de único garante de los 
derechos humanos (es decir, de los derechos iguales de todos los asociados, referidos a una 
misma estructura jurídica), principio en el que se funda su más radical legitimidad. Por ello 
mismo, el Estado es el único eventual veedor de tales derechos. Las demás transgresiones a 
las normas necesarias de convivencia ciudadana, que pueden ser consideradas en el lenguaje 
común como violaciones de los derechos humanos, ya en el campo jurídico tienen que 
tipificarse con otras categorías, con el fin de evitar la confusión sobre quién es el responsable 
de garantizarlos, y con el fin, también, de evitar consagrar la desigualdad en dicha garantía248. 
 
 
248 Comisión Intercongregacional de Justicia y Paz. "Justicia y Paz". Vol. 4 N°4, Bogotá oct.-dic. 1991. 8. 
Tales argumentos se reforzaban en la idea de que incluso la CIDH -plataforma multilateral que durante la 
década de los 80 era la única ruta para reclamar la responsabilidad de los Estados por la violación a los 
DD.HH.- predicaba que el sistema de protección de los DD.HH. estaba diseñado para que las denuncias por 
violación a los derechos reconocidos en la Convención Americana de DD.HH. se presentaran exclusivamente 
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1.6.2 La apertura democrática y la búsqueda de la paz 
 
Fotografía 1. “Belisario Betancur, fotografías de una vida”. Semana [Bogotá], dic.7, 2018. 
La segunda variación de las demandas promovidas por los defensores de DD.HH. a lo largo 
de la década de 1980 se encuentra en el interés por posicionar la apertura democrática como 
una necesidad. A raíz de la lucha por tal apertura, el movimiento de DD.HH. efectuó 
constantes llamados para garantizar espacios de participación política a todos los sectores 
de la vida nacional, incluidas las guerrillas. Por esta razón apertura democrática y paz se 
convirtieron en asuntos de interés que, de forma paralela, fueron jalonados por los 
defensores, tornándose en factor de identidad para las luchas relacionadas. Hacia 1981 la 
escena política colombiana se batía entre la desestabilización del gobierno Turbay, como 
resultado de las continuas acusaciones por la violación a los DD.HH. y la esperanza de 
alcanzar un acuerdo amplio de paz, retomando la experiencia de negociación que había 
 
 
en contra de los Estados. Lo que es evidente al considerar que aún hoy en día, las decisiones de fondo de la 
Corte IDH están restringidas a declarar la responsabilidad o no de los Estados. Tales consideraciones llevaron 
a organizaciones como la CAJ a calificar como absurdas las aseveraciones del Procurador General cuando en 
su segundo Informe sobre DD.HH. en Colombia afirmó "...el Estado, a pesar de su mayor fuerza militar, es 
entre los actores armados, el único con una legitimidad fuera de duda, por cuanto es el que menos viola los 
DD.HH." . en esta dirección, de acuerdo con el Comité Intercongregacional la aceptación de responsabiliad de 
actores privados por la violación a los DD.HH., era tanto como aceptar la posibilidad de recurrir a una fuerza 
distinta a la estatal para garantizarlos. 
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permitido resolver la toma de la embajada de la Republica Dominicana en 1980. Estas 
condiciones impulsaron la elaboración de un marco jurídico para amnistiar a los insurrectos 
que, a pesar de no producir mayores resultados, sirvió como antesala para que la negociación 
fuera uno de los temas álgidos durante la campaña presidencial de 1982, en medio del 
debilitamiento del poder de los militares, el levantamiento del estado de sitio y el 
desmantelamiento del Estatuto de Seguridad249. 
Tan pronto alcanzó la victoria, Belisario Betancur se dio a la tarea de materializar sus 
propuestas de paz y apertura democrática integrando a diferentes actores de la sociedad civil. 
De hecho, sus primeras palabras como presidente fueron: “Levanto una bandera de paz para 
ofrecerla a todos mis compatriotas. Tiendo mi mano a los alzados en armas para que se 
incorporen al ejercicio pleno de sus derechos…”250. Esta apuesta, junto con la promesa de 
que durante su gobierno no se derramaría ni una sola gota de sangre, llevaron al nuevo 
mandatario a hacerse merecedor de tempranos reconocimientos y elogios por parte de la 
comunidad internacional. Una de las primeras manifestaciones de apoyo recibidas provino 
de la CIDH, presidida por el jurista colombiano Gerardo Monroy Cabra, que el 16 de 
noviembre de 1982 lanzó un informe positivo sobre la situación de los DD.HH. en el país, 
resaltando los esfuerzos del presidente Betancur y de los grupos guerrilleros por alcanzar la 
paz.  
Colombia se constituyó en uno de los pocos países del continente que obtuvieron avances 
notables en la protección y promoción de los Derechos Humanos, en los últimos doce meses, 
y la conducta que adoptó el Gobierno frente a las recomendaciones formuladas por la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos fue altamente elogiada por ese organismo. 
La comisión reconoció que el país adoptó medidas legislativas en los últimos meses que 
constituyen progreso en materia de Derechos Humanos251. 
Aunque para 1982 podría considerarse la existencia de un común acuerdo sobre la necesidad 
de alcanzar la paz, pronto comenzaron a evidenciarse diferentes interpretaciones sobre las 
 
 
249 González, Jorge. Estados de Excepción y democracia liberal en América del sur (Bogotá: Editorial PUJ, 
2015) 301. Ver también: Jiménez, Catalina, “Aplicación e instrumentalización de la doctrina de seguridad 
nacional en Colombia (1978-1982): efectos en materia de derechos humanos”. Colección 20 (2009): 87. 
250 “Levanto una bandera blanca de paz”. Discurso de posesión del presidente Belisario Betancur, ago. 7, 1982. 
Citado en: “El hombre que soñó con la paz”. El Colombiano [Medellín], dic. 8, 2018. 
251 “Informe favorable a Colombia sobre derechos humanos, en OEA”. El Espectador [Bogotá], nov. 16, 1982: 
10A.  
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formas para llegar a ella. Por un lado, se encontraban quienes reconocían la imposibilidad 
de obtener una victoria militar por cualquiera de las partes y hacían énfasis en el diálogo. 
Por el otro, quienes proponían el desarrollo de un plan estratégico que combinara el 
tratamiento de las causas sociales, económicas y políticas del conflicto con la recuperación 
del poder para los militares252. Más allá de las diferencias, como lo señalaba Enrique Santos 
Calderón en una de sus columnas para El Tiempo, los primeros meses de Betancur estuvieron 
ambientados por la esperanza, “Uno se da cuenta de que algo ha cambiado en el país cuando 
el partido liberal, que tenía un proyecto parcial y condicionado, anuncia su apoyo a una 
amnistía amplia y total; cuando El Siglo, que tantas zancadillas le puso al proceso, decide 
que ha llegado la hora de respaldarla…”253.  
Pese al optimismo, pronto la imposibilidad de conciliar entre las múltiples visiones sobre la 
paz, sumada a los intereses de las partes por obtener ventajas militares, se convirtieron en 
obstáculos al proceso de negociación, fenómeno que ha sido analizado por Fernán González, 
así:  
…el fracaso de este proceso mostraba que era imposible lograr la paz cuando los actores 
involucrados buscaban conseguir ventajas militares y políticas: las FARC inscribían las 
negociaciones en su proyecto de expansión territorial y de consolidación de un ejército 
popular para una guerra prolongada, mientras el M-19 buscaba conseguir mayor 
protagonismo político privilegiando la presión militar. Por otra parte, los gremios reducían 
la paz al desarme y desmovilización de la guerrilla, sin pensar en la necesidad de reformas 
económicas y sociales, en tanto que los partidos políticos utilizaban la paz como bandera 
electoral, sin considerar las necesarias reformas del régimen político. Y amplios sectores de 
los mandos militares, como el general Landazábal, consideraban al proceso de paz como 
parte de una estrategia continental de gobiernos pro-izquierdistas, como el de España (¿?), 
destinada a abrirle paso a la revolución comunista mediante la paralización de la respuesta 
armada del Ejército254. 
Lejos de consolidarse, las negociaciones oscilaron entre profundas manifestaciones de 
voluntad y precarias condiciones para materializar los acuerdos parciales a los que 
 
 
252 Ver: “El camino de la paz”, intervención del presidente Belisario Betancur en la instalación de la Comisión 
de Paz, septiembre 23 de 1982; “Landazábal propone plan estratégico de paz”. El Espectador [Bogotá], jul. 9, 
1982: 12A. 
253 “Amnistía: reglas claras, juego limpio”. El Tiempo [Bogotá], sep. 19, 1982. Sobre el alcance y objeto de la 
amnistía de 1982 ver: “¿Qué es la Amnistía y como se debe aplicar?”. Directiva presidencial, nov. 20,1982.  
254 González, Poder… 389.  
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eventualmente llegaban las partes255. Aun así, en medio de este panorama, los defensores de 
DD.HH. fortalecieron su rol como promotores del diálogo jugando un papel central al 
interior de la Comisión de Paz256, lo que explica en parte, la generación de intensas 
discordias entre la Comisión y el ministro de la Defensa y la intervención presidencial para 
llamar al orden a los militares. El 18 de enero de 1984, durante un discurso frente a su 
consejo de ministros, el presidente intentaba mitigar la aversión de los militares al proceso 
de paz, señalando: “…las Fuerzas Armadas no pueden ser deliberantes ni participar en 
política, porque ello afecta su unidad, su disciplina interna y su tarea profesional”257.  
En este punto de las conversaciones, diferentes críticas al proceso de paz iban ganado cada 
vez más fuerza. De un lado, el hecho de no haber pactado la dejación de armas por las FARC 
y su lanzamiento como partido político, lo que fue considerado por los opositores al proceso 
como el inicio de un proselitismo político armado. Por el otro, las advertencias de diferentes 
sectores sociales independientes que consideraban que los pactos no contemplaban 
condiciones mínimas para frenar los secuestros y los atentados a la propiedad, acabar con el 
MAS y desarrollar la reforma agraria258. De la mano de estas críticas, no puede perderse de 
vista que la crisis del proceso de paz fue causa, pero también el resultado de que, tanto la 
 
 
255 El asesinato de los primeros exguerrilleros acogidos a la amnistía (Ángel Motta y Alba Hernández) marcó 
el inicio de una sucesión de hechos que minaron el proceso, se destacan: el homicidio de Henry Vicente Castro, 
exguerrillero recientemente amnistiado; el ingresó del M-19 a la embajada de Honduras para detonar un 
explosivo que causó heridas al cónsul Felipe Paredes; y la desaparición en extrañas circunstancias del 
comandante del M-19 Jaime Bateman Cayón. Hechos como estos, sumados a los pobres avances en la 
implementación de acuerdos parciales, llevaron a que el 6 de septiembre de 1983, en un debate en el Congreso 
sobre la aplicación de la Ley de Amnistía, el parlamentario liberal Horacio Serpa señalara que a pesar de haber 
transcurrido 10 meses desde su aprobación, aún no se habían aplicado los mecanismos de rehabilitación 
socioeconómica para los excombatientes ni garantizado sus derechos mínimos y que por el contrario se había 
recrudecido la violencia en su contra y en contra de los líderes sociales, principalmente del Magdalena Medio. 
“Y de la amnistía ¿qué?”. El Espectador [Bogotá], mar. 9, 1983: 2A. “Un clima de peligroso pesimismo”. El 
Tiempo [Bogotá], may. 8, 1983. 
256 Así lo demuestra la conformación de la Comisión de paz de la que hicieron parte, entre otros: Carlos Lleras, 
Nydia Quintero de Turbay, Monseñor Mario Rebollo, el dirigente liberal Otto Morales Benítez y los defensores 
de DD.HH. Alfredo Vásquez y Gerardo Molina. 
257 Este discurso derivó en la renuncia de Fernando Landazábal y en el nombramiento del general Gustavo 
Matamoros al frente de la cartera de Defensa. “Trascendental discurso de Betancur”. El Espectador [Bogotá], 
ene. 19, 1984: 1A. 
258 “Hay fuerzas de derecha contra la paz”. El Espectador [Bogotá], jul. 8, 1984: 1A. Ver también: “Hechos 
que constituyen violación a los acuerdos de la tregua”, comunicado de organizaciones políticas, populares y 
sindicales, septiembre 18 de 1984.  
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insurgencia apostara por aumentar sus actividades militares, como de que el Ejército diera 
rienda suelta a una fuerte arremetida en los territorios de mayor arraigo subversivo.  
De esta forma, departamentos como Caquetá, Huila, Cauca o Meta se convirtieron en el 
escenario de una guerra indiscriminada que afectó profundamente a la población civil, 
generando un ambiente de violencia que derivó en un nuevo decreto de estado de sitio el 14 
de marzo de 1984, con la expedición del Decreto 615 de 1984259. Si bien la justificación 
para decretar la excepción fue la lucha contra la insurgencia y contra los carteles del 
narcotráfico, los verdaderos efectos de su desarrollo se reflejaron en la restricción de los 
derechos a la protesta social y a la participación democrática260. Al tiempo que eso sucedía, 
la represión normativa fue combinada con el proceso de exterminio que sufrió la UP; lo que 
llevó a la ruptura de las negociaciones con las FARC y determinó la apuesta de esta guerrilla 
por lo militar en desmedro de lo político261. La crisis de las negociaciones derivó en la 
renuncia de los Comisionados de Paz; sin embargo, este hecho pasaría inadvertido pues 
luego de las tensiones presentadas entre el M-19 y el gobierno nacional en el departamento 
del Cauca, la situación tomó un nuevo rumbo. 
Los hechos que rodearon la toma del Palacio de Justicia en 1985 permiten explicar el cambio 
de rumbo que tomaron las expectativas de paz. El 6 de noviembre de 1985 a las 11:40 a.m. 
 
 
259 Norma que, por vía del Decreto 1038 de mayo de 1984, fue extendida a todo el territorio nacional como 
respuesta a la guerra declarada por el narcotráfico tras el asesinato de Rodrigo Lara Bonilla. De esta manera 
se reestablecieron los Consejos Verbales de Guerra que, a pesar de continuar vigentes, pronto entraron en 
desuso. 
260 Medidas adoptadas en los decretos: 1039/84, que restringió la circulación de personas por medios fluviales, 
aéreos y terrestres; 1040/84, que prohibió las reuniones políticas, las manifestaciones públicas y las 
concentraciones estudiantiles y obreras; 1041/84, que dispuso el arresto por el porte de capuchas o de cualquier 
otro elemento que sirviera para ocultar la verdadera identidad; 1560/85, que autorizó a los alcaldes a cerrar los 
campamentos o sedes políticas en donde se sospeche que son utilizadas para preparar a la insurrección; 
1658/85, que permitía la suspensión de la personería jurídica hasta por el término de un año a sindicatos que 
estimularan el cese de las actividades laborales; y 1637/85, que creó un Tribunal especial para los delitos 
políticos. 
261 De hecho, este fenómeno pareció extenderse a los demás actores del conflicto, pues luego de 1985 la 
mayoría de ellos experimentan una despolitización tan amplia, que los lleva a privilegiar la utilización de 
prácticas militares desligadas de objetivos políticos concretos. Prolifera entonces la utilización del terrorismo, 
urbano y rural, y la impotencia de las instituciones políticas, judiciales y de seguridad. La apertura de la 
contienda electoral en las regiones advierte un incremento en la capacidad de influencia política tanto de las 
guerrillas como de los paramilitares que no se reflejó en la cualificación de sus cuadros políticos. 
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un grupo de guerrilleros pertenecientes al M-19, ingresaron al Palacio de Justicia en el marco 
de la operación “Antonio Nariño por los DD.HH.” con el fin de someter a juicio al presidente 
Betancur a quien acusaban de haber incumplido los compromisos adquiridos durante las 
conversaciones de paz. Para ello, los insurrectos tomaron como rehenes a los ocupantes del 
edificio, entre quienes se encontraban varios magistrados de la CSJ. Las horas siguientes a 
la toma transcurrieron entre la desinformación y una violenta arremetida de las FF.AA., de 
tal forma que a las 3:00 p.m. ya había comenzado la evacuación de los sobrevivientes con 
destino a la Casa Museo del 20 de julio. El uso de armas de largo alcance por parte de las 
FF.AA. desató un fuerte incendio que calcinó los archivos judiciales que reposaban en el 
lugar, de los aproximadamente 6.000 expedientes tramitados por la CSJ, solo quedaron 30. 
Y mientras todo sucedía, el presidente se mantuvo en reunión por 13 horas con sus ministros 
y asesores de seguridad, tiempo durante el cual no se manifestó públicamente, en una actitud 
que despertó serias sospechas sobre la existencia de un golpe de estado transitorio262. 
Entre las voces que se pronunciaron, las de los defensores de los DD.HH. llevaban un tinte 
de dura crítica al tratamiento militar desmedido que se evidencia, tanto en el uso de tanques 
de guerra, como en la pérdida de 500 vidas que se hubiese podido evitar otorgándole un 
tratamiento político al asunto263. Así, la toma y la retoma del Palacio de Justicia derivó en 
una de las más profundas crisis institucionales que vivió el Estado colombiano durante la 
segunda mitad del siglo XX y, no obstante, sirvió como aliciente para consolidar la apuesta 
de los defensores por generar caminos de diálogo como alternativa a la barbarie. 
 
 
262 Sobre los acontecimientos relacionados con la toma y la retoma del Palacio han quedado varios elementos 
por resolver, entre ellos: 1) que las autoridades habían detectado el plan de toma por lo menos un mes atrás, 
cuando en una redada incautaron los planos del palacio, horarios y demás estudios de inteligencia y aun así no 
hubo medidas para prevenir la toma; 2) el interés que habrían tenido diferentes actores por desaparecer los 
expedientes, principalmente los narcotraficantes pedidos en extradición y los militares investigados por 
narcotráfico y violaciones a los DD.HH.; 3) producto de las declaraciones de Bernardo Lema, culpando 
abiertamente al presidente y su política de paz de haber favorecido la incursión guerrillera, ha persistido la 
idea de que la desmedida violencia empleada en la retoma demuestra que las FF.AA. pasaron por alto al 
presidente, en una retaliación contra la Corte Suprema por la condena emitida días atrás en contra del ministro 
de la Defensa, Miguel Vega Uribe, por las torturas infringidas a Olga López. Ver: Arenas y Girón (directores). 
Gotas ...; “¿Por qué está el M-19 en el Palacio de Justicia? Demanda a mano armada ante la Corte Suprema de 
Justicia y el Consejo de Estado”, comunicado del M-19 al poder jurisdiccional de la nación colombiana, 6 de 
noviembre de 1985. 
263 “Debate nacional sobre tratamiento a la toma”. El Espectador [Bogotá], nov. 9, 1985: 13A.  
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El Comité Permanente por la Defensa de los Derechos Humanos expresa su consternación y 
profundo dolor con motivo de la tragedia nacional ocurrida en el Palacio de Justicia de 
Bogotá, en los días 6 y 7 de noviembre, en la cual perdieron la vida, dentro de un verdadera 
masacre, más de un centenar de personas, incluyendo al presidente de la Corte Suprema de 
Justicia y al esclarecido jurista Alfonso Reyes Echandía, el magistrado y distinguido 
catedrático Manuel Gaona Cruz, ambos pertenecientes a este Comité Permanente… 
Al condenar de manera enfática el acto de inaudita irresponsabilidad del grupo M-19 que 
asaltó la sede de los dos más altos tribunales del país, baluartes de la democracia y del Estado 
de Derecho, el Comité Permanente encuentra inexplicable que el presidente de la República 
no hubiera atendido el angustioso llamado que le fue hecho por el presidente de la Corte 
Suprema de Justicia, doctor Alfonso Reyes Echandía, para que ordenara un cese al fuego. 
Era también indispensable pensar en la vida de las numerosas personas que se encontraban 
en el Palacio de Justicia en un acto de humanidad para ahorrarle al país este holocausto…264.  
 
Caricatura 4. “Al habla” El Espectador [Bogotá], nov. 11, 1985. 3A. 
 
 
264 “Insistir en diálogo, no en guerra, pide Comité de Derechos Humanos”. El Espectador [Bogotá], nov. 10, 
1985: 7A. 
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1.6.3 La reconstitución de un Estado inviable 
Los trágicos eventos que rodearon la toma y retoma del Palacio de Justicia le entregaron un 
nuevo aire a las FF.AA. para reafirmar su posición frente al Ejecutivo; así lo demuestra la 
expedición de numerosos decretos de corte represivo que se sucedieron desde noviembre de 
1985. Desvanecida la imagen sobre la capacidad conciliadora de Betancur y en pleno auge 
de las acciones de terror impulsadas por los carteles de la droga y el paramilitarismo, 
proliferan los atentados dirigidos a aterrorizar a la población y numerosos asesinatos de 
policías, funcionarios, políticos, sindicalistas, activistas sociales, funcionarios judiciales y 
periodistas265. Este es el escenario en el que se inaugura la presidencia de Virgilio Barco.  
Apoyado en los generosos resultados electorales que le llevaron al poder, el gobierno de 
Barco intentó una repolitización de la sociedad; sin embargo, su modelo oficialismo-
oposición se vio prontamente truncado. Más allá de la agudización de la violencia y el terror, 
las causas que obstaculizaron la pretensión política de Barco podrían resumirse así: las 
divisiones internas de los partidos Liberal y Conservador; las dificultades por consolidar la 
paz con las guerrillas; y la guerra sucia que diezmó considerablemente la fuerza inicial de 
la UP y de otras organizaciones políticas que como A Luchar, el Frente Popular o el Nuevo 
Liberalismo se perfilaban como alternativa al bipartidismo266. A la par del desarrollo de 
estos fenómenos, el quiebre de la estructura misma del Estado parecía inminente y el 
crecimiento de los problemas heredados de los otros gobiernos continuaban en crecimiento, 
por lo que la refundación del Estado en el marco de una constituyente aparecía como la única 
salvación posible.  
En medio de estas circunstancias, la movilización social experimenta la pérdida cada vez 
más frecuente de sus más visibles representantes, la guerra sucia en su máxima expresión 
amenazaba con el exterminio de la oposición política y por supuesto, de cualquier 
posibilidad de alcanzar la paz por la vía del diálogo. Si bien las tareas de persistir en la 
 
 
265 Leal, “Una visión… 3-36. 
266 Ver: Pérez, Sebastián. “A Luchar y El Frente Popular una esperanza en el vacío: el impacto de la 
movilización social en Medellín en la década de 1980”. Trabajo de Grado en Sociología. Medellín: 
Universidad de Antioquia, 2005. 
Capítulo 2 131 
 
necesidad de la paz y en la denuncia al exterminio por causas políticas continuaron copando 
la agenda de los defensores de los DD.HH., la grave crisis institucional que atravesaba el 
país para finales de los años 80 terminó por perfilar un nuevo campo de acción, la 
constitucionalización de los DD.HH. De esta manera, las demandas promovidas en relación 
con estos derechos durante el gobierno Barco se desarrollaron principalmente en tres vías: 
i) la denuncia del exterminio a la oposición política; ii) el nuevo modelo de negociación de 
la paz; y iii) la constitucionalización de los DD.HH. 
i) La denuncia del exterminio a la oposición política. Este complejo fenómeno, copó gran 
parte de la actividad de los defensores de DD.HH. durante la presidencia de Barco, pero 
también marcó su trayectoria de ahí en adelante. Figuras como la de Luis Carlos Galán, 
Leonardo Posada o Pedro Nel Jiménez, vinculados con el CPDH, encabezaron las protestas 
en contra de los sangrientos hechos que estremecían al país, circunstancia que los convirtió 
en objeto de señalamientos, amenazas y persecución. No obstante que para 1986 decenas de 
militantes de oposición y excombatientes de las FARC ya habían sido asesinados, podría 
considerarse que una de las primeras denuncias sobre el exterminio, fueron lanzadas por la 
coordinadora nacional de la UP en una reunión con el ministro de Gobierno Fernando 
Cepeda Ulloa, luego del asesinato del representante a la Cámara por esta colectividad, 
Leonardo Posada267.  
La violencia ejercida en contra de la UP alcanzó a un número aproximado de 3.000 víctimas 
directas, de acuerdo con las cifras oficiales establecidas por el DANE, publicadas por el 
Observatorio de DD.HH. de la Presidencia de la República en 2008 y utilizadas como 
fundamento de las sentencias penales producidas por la Sala de Justicia y Paz del Tribunal 
Superior de Distrito Judicial de Bogotá, tan solo entre 1984 y 1993 fueron asesinados 
alrededor de 540 militantes de este partido, lo que representó el 40% de las víctimas de la 
 
 
267 Paradójicamente, tan solo dos días más tarde fue asesinado el senador por la UP, Pedro Nel Jiménez en la 
ciudad de Villavicencio, mientras recogía a su pequeña hija en el colegio y se disponía a viajar a Bogotá para 
acompañar el sepelio de su copartidario. Sobre la violencia contra la oposición política en Colombia ver: 
CNMH. Todo pasó frente a nuestros ojos. Genocidio de la Unión Patriótica (Bogotá: CNMH, 2018). Melo, 
Jorge (coordinador). Colombia. La búsqueda de la democracia. T. 5: Colección América Latina en la historia 
contemporánea. (Barcelona: Taurus, 2016) 47.  
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violencia política reportadas en el país durante este periodo (sin mencionar que entre 1986 
y 1987 la cifra ascendió al 60% de los casos reportados)268. Más allá del subregistro que 
seguramente contienen las anteriores cifras, lo cierto es que durante los primeros cinco años 
del genocidio (1985-1989), la persecución se caracterizó por una violencia selectiva que se 
desplegó principalmente, en los territorios en los que la agrupación había obtenido mayor 
acogida popular y resultados favorables en materia electoral. Familiares y víctimas 
sobrevivientes de la UP han sido enfáticos en afirmar que la aniquilación de su colectividad 
no corresponde a una sucesión de hechos aislados y desde la década de 1980 han denunciado 
la existencia de diferentes planes de exterminio ejecutados sistemáticamente con el fin de 
borrar una opción política alternativa a los partidos tradicionales. Fue así, como en medio 
del desconcierto originado con el asesinato de varios de sus compañeros de la UP, Gabriel 
Jaime Santamaría denunciaba durante en su exilio en Berlín: 
Ahora la nueva administración norteamericana presidida por el antiguo director de la CIA, 
el señor BUSH, trabaja con las recomendaciones elaboradas por el Documento de Santa Fe 
11, en las cuales hay todo un señalamiento hacia Colombia y se trazan planes tendientes a 
evitar que continúe el proceso de crecimiento del conjunto del movimiento popular y 
democrático en nuestra Patria. […] Los manuales de la Guerra de Baja Intensidad, muestran 
claramente las directrices de lo que ha venido ocurriendo en mi Patria: la eliminación 
mediante un plan fríamente calculado de los dirigentes nacionales, medios y de base de la 
UNIÓN PATRIÓTICA, así como el exterminio de sus "potenciales aliados". Así pues, los 
1.000 muertos de la UP. encabezados por su inolvidable Presidente JAIME PARDO LEAL, 
los centenares de dirigentes de otras fuerzas de izquierda, el asesinato de demócratas 
liberales como el doctor HECTOR ABAD GOMEZ, las masacres de modestos y humildes 
campesinos y trabajadores, entre las cuales destaca por su masividad, el asesinato de 43 
habitantes ocurrido en plena plaza pública del centro minero antioqueño de Segovia, todo 
hace parte de un plan, organizado y fríamente ejecutado, financiado por el narcotráfico, pero 
de acuerdo a numerosas investigaciones, en lo cual hay la abierta participación de unidades 
medias y superiores de la oficialidad del Ejército. […]269 
 
 
268 Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE), “Base de datos sobre conflicto y violencia 
política”, Datos DANE procesados por CERAC, Bogotá, ene. 31, 2008. Citado en: Colombia, Tribunal 
Superior de Distrito Judicial de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia del 31 de octubre de 2012, en contra 
de Hebert Veloza García, alias “HH”. Radicado: 11-001-60-00 253-2006 810099.M.P. Eduardo Castellanos. 
243 y ss. 
269 “Derrotar la guerra sucia: tarea histórica de los demócratas colombianos que precisa la solidaridad 
internacionalista”. Palabras de Gabriel Jaime Santamaría en la 11ª fiesta de la prensa en Berlín, 15 de abril de 
1989. 
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Más allá de la negación gubernamental sobre la existencia del “Baile Rojo”270 y de otros 
planes de exterminio que fueron denunciados, personajes como el general (r) Fernando 
Landazábal alimentaban el ambiente de estigmatización señalando a los militantes de la UP 
como guerrilleros. Así, los primeros años del gobierno Barco transcurrieron en medio de 
una oleada de violencia que afectó a casi todos los sectores políticos, en diferentes lugares 
de la geografía colombiana, y la reacción de las guerrillas en lugares como el Magdalena 
Medio y Antioquia, afectando principalmente a hacendados y miembros de la fuerza 
pública271. Ante esta situación, solo faltaba un detonante para echar por la borda los 
esfuerzos de paz con las FARC, y este detonante lo generó la toma de Mutatá (Antioquia) 
producida el 27 de enero de 1987. Cuando 170 guerrilleros de las FARC ingresaron al pueblo 
y una vez allí, hostigaron durante 7 horas el puesto de policía, asesinaron a un funcionario 
judicial, liberaron a 3 personas que estaban recluidas en la cárcel y despojaron a los 
uniformados de sus armas y pertrechos272. 
ii) El nuevo modelo de negociación de la paz. Ante la ruptura de la tregua el presidente 
Barco se vio obligado a encabezar personalmente los diálogos, no sin antes lanzar un 
mensaje contundente: “…en cualquier parte donde la fuerza pública sea atacada, el gobierno 
entenderá que en esa zona ha terminado el cese al fuego”273. Estas declaraciones cayeron 
 
 
270 Baile Rojo, fue el nombre por el que fue conocido el plan de exterminio en contra de la UP en sus primeros 
años. “El 30 de agosto de 1986 muere Leonardo Posada en los brazos de Lucho Garzón en Barrancabermeja. 
Uno de los 14 congresistas que venía de elegir la Unión Patriótica. / Con ese asesinato se inicia el plan Baile 
Rojo, la macabra estrategia de exterminio de la UP fraguada desde el Estado, del movimiento político nacido 
del acuerdo de cese al fuego, tregua y paz suscrito el 28 de marzo de 1984 en La Uribe, Meta, entre el gobierno 
Betancur y las Farc. Al día siguiente cae en Villavicencio otro representante, Pedro Nel Jiménez, y así, uno a 
uno, casi que, de manera orquestada, además de los recién elegidos caen asesinados distintos líderes sociales 
de todas las regiones del país. Fueron 1.163, cuyos casos están documentados”. “El baile rojo”. El Espectador 
[Bogotá], abr. 6, 2014. Sobre el asunto se han producido algunos documentos de investigación incluso 
audiovisuales, al respecto ver: Campos, Yesid. Memoria de los silenciados: el baile rojo. 59 minutos (2003). 
271 El plan Baile Rojo no fue el único denunciado por este colectivo político, la Sala de Justicia y Paz del 
Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá, reconoció haber hallado documentados, tanto en procesos 
judiciales como en informes e investigaciones académicas, la existencia de cinco planes de exterminio: 
“…‘Operación Cóndor’ (1985), ‘Baile Rojo’ (1986), ‘Esmeralda’ (1988), ‘Golpe de Gracia’ (1992), y 
‘Retorno’ (1993)”. Campos, Yezid. Memorias de los Silenciados. Editorial CEICOS. Bogotá. 2003. Citado en: 
30 de octubre de 2013. Sentencia de Hébert Veloza García, alias “HH”, comandante del Bloque Bananero de 
las AUC. Tribunal Superior de Bogotá. Sala de Justicia y Paz. Rad. 11-001-60-00 253-2006 810099 Rad. 
Interno 1432. Bogotá, 30 de octubre de 2013 
272 “Asalto de 7 horas a Mutatá”. El Espectador [Bogotá], ene. 28, 1987: 10A. 
273 “Nueva Comisión de Verificación”. El Espectador [Bogotá], feb. 3, 1987: 1A. 
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como un baldado de agua fría entre los defensores de DD.HH., quienes exigían claridad al 
gobierno sobre el proceso de paz, pues consideraban que esta afirmación no era menos que 
extraña y desafortunada, más aún, cuando a lo largo del país perseveraba la existencia de 
grupos paramilitares y escuadrones de la muerte, cuya investigación por vía judicial había 
resultado inútil274. Lejos de encontrar una solución a estas demandas y tratando de ocultar 
la debilidad del Estado, el gobierno recurrió a la creación de un Tribunal Especial para la 
Inspección de los delitos que causaran conmoción. Sin embargo, esta medida en nada 
contribuyó a enfrentar la fuerte oleada de asesinatos con móviles políticos que azotaba al 
país275. 
Entre tanto, los diálogos con las guerrillas sufrieron cambios notorios, al concentrar la 
representación del Estado en una Alta Consejería para la Paz y al limitar la participación de 
la sociedad civil en los procesos. De esta manera, el 8 de enero de 1989 los nuevos 
acercamientos entre el Gobierno y el M-19 rendían sus primeros frutos, cuando en zona 
montañosa del departamento del Tolima se reunieron el delegado del M-19, Carlos Pizarro, 
y el Consejero Presidencial para la Rehabilitación, Rafael Pardo. Este encuentro marcó el 
inicio de nuevos diálogos que se materializaron rápidamente con la expedición de un marco 
jurídico para la desmovilización, la amnistía y la reintegración a la vida civil de los 
excombatientes y la suscripción de una declaración conjunta, firmada el 17 de marzo de 
1989 en Toribío (Cauca).  
Las manifestaciones de paz entre el M-19 y el gobierno fueron recibidas con interés por un 
vasto sector de la sociedad colombiana; fue así como el 23 de abril de 1989 una multitud se 
volcó a las calles en una conmovedora Jornada Nacional por la Paz276. Entre tanto, diferentes 
actores armados se fueron sumando a los acercamientos de paz, tal es el caso del Ejército 
 
 
274 Los diálogos con las FARC no se recuperaron pese a la visita que hicieran el comisionado presidencial para 
la paz y otros funcionarios de confianza a La Uribe para salvar el proceso. “Proceso de paz requiere 
clarificación, Comité de los Derechos Humanos”. El Espectador [Bogotá], jul. 6, 1987: 8. 
275 Medida que ya había sido utilizada por Betancur y que coincidió con la decisión de la CSJ de declarar la 
inviabilidad del juzgamiento de civiles a manos de las FF.AA. en 1987. Ver: Decretos 1637 de 1985 y 750 de 
1987. “Tribunal Especial para asesinatos políticos”. El Espectador [Bogotá], abr. 26, 1987: 1A. 
276 En el marco de esta manifestación, habitantes de por lo menos 800 municipios del país dieron un “NO 
rotundo a la violencia”. “Rotundo no a la violencia”. El Espectador [Bogotá], abr. 24, 1989: 1A. 
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Popular de Liberación (EPL), que el 2 de mayo de 1989 anunció su vinculación al proceso, 
pero también del Quintín Lame o el Partido Revolucionario de los Trabajadores (PRT). El 
17 de julio de 1989 se anuncia el pacto entre el Gobierno y el M-19 para iniciar un proceso 
de desmovilización gradual que se prolongó por 6 meses277. A pesar de lograr la 
desmovilización del M-19 y de sentar las bases para la posterior dejación de armas de otros 
grupos guerrilleros, durante este periodo se evidencia un fuerte aumento de la violencia, 
pues aún en medio de los avances de paz, fueron torturados y asesinados decenas de 
guerrilleros y líderes sociales que desarrollaban trabajo pedagógico sobre los acuerdos. 
Quizá el caso más emblemático ocurrió el 26 de abril de 1990, cuando Carlos Pizarro 
máximo jefe del M-19 fue asesinado en pleno vuelo de la aerolínea Avianca, por un sicario 
de 21 años, que le propinó trece disparos al precandidato presidencial278.  
En este punto, la expedición de los Decretos 2790 de 1990 y 099 de 1991 merece un 
paréntesis, pues con la pretensión de organizar la administración de justicia, el gobierno 
abrió las puertas para que, por vía de la reserva de la identidad de los funcionarios judiciales, 
se pasaran por alto las mínimas garantías procesales a los detenidos. Serían estos, los últimos 
mecanismos represivos que se expidieron en virtud del estado de sitio decretado por 
Betancur y que utilizó estratégicamente Barco. Inaugurada la justicia regional, también 
llamada “justicia sin rostro”, el gobierno Barco cubrió el vacío que había dejado la 
prohibición efectuada por la CSJ respecto al juzgamiento de civiles por parte de personal 
militar. De hecho, este modelo de enjuiciamiento se encargó de la investigación y juicio de 
los delitos previstos en los decretos de los estados de excepción, utilizando para ello medidas 
como: la reserva de identidad de fiscales, jueces, peritos y testigos, lo que sirvió como medio 
para realizar acusaciones temerarias y tomar decisiones arbitrarias, en desconocimiento de 
principios como la presunción de inocencia y la publicidad del juicio y la reutilización de 
 
 
277 Firmado el pacto de paz, el 6 de noviembre de 1989 en Santo Domingo (Cauca), el Congreso aprobó la Ley 
77 de ese mismo año, autorizando al presidente de la república para conceder indultos a los miembros de las 
guerrillas que dejaran las armas. Al tiempo, la reforma constitucional que pretendía crear la circunscripción 
especial de paz fue votada negativamente y a pesar del incumplimiento que esto representaba para el pacto, el 
M-19 señalaba su voluntad de desmovilización. “Aprobada ley de indulto para los alzados en armas”. El 
Espectador [Bogotá], dic. 16, 1989: 15A. 
278 A pesar de ello, el 29 de abril siguiente el Quintín Lame y el EPL se manifestaron dispuestos a deponer las 
armas, e incluso, el 23 de octubre de 1990 un grupo de paramilitares de Pacho (Cundinamarca) se desmovilizó. 
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medidas como la tortura o la ubicación de los despachos de la fiscalía en instalaciones 
militares ya entrados los años 90. 
iii) La constitucionalización de los DD.HH. De forma paralela al proceso de 
desmovilización del M-19 avanzaba la idea de modificar la Constitución Política de 1886 
como un intento por salvar al Estado de su colapso. Si bien el interés por cambiar la 
constitución atendía más a un afán por modificar la estructura del Estado y adaptarla a las 
condiciones de seguridad interna y de apertura económica internacional, las posibilidades 
de cambiar la constitución abrieron la puerta a otros debates. Para David Rodríguez, por 
tratarse de uno de los momentos de quiebre en la historia colombiana, este proceso de 
transición constitucional ha sido objeto de numerosos ejercicios “memorialísticos, 
apologéticos y moralistas” que realzan el papel de los y las protagonistas de aquellos años, 
lo que se evidencia en la sobrevaloración del papel de los y las estudiantes en la literatura 
relacionada279.  
En ese sentido, en medio de la multiplicidad de intereses políticos, económicos, sociales e 
incluso militares, que incidieron determinantemente en la redacción del nuevo texto 
constitucional, es preciso señalar el papel de los defensores de los DD.HH. en su apuesta 
por sintonizar la nueva constitución con los compromisos internacionales asumidos por el 
Estado en materia de protección de tales derechos280. Lo que comenzó como una 
manifestación en contra de la participación de los militares en el gobierno, se convirtió el 6 
de junio de 1989, durante el Encuentro Distrital por la Vida convocado por diferentes 
organizaciones sociales, en una suerte de reclamo sobre la efectividad de los DD.HH., a los 
que señalaron como una “simple teoría abstracta” que no tenía aplicación en medio de la 
doble constitucionalidad imperante, la de 1886 y la que resultó de la prolongación de los 
 
 
279 Rodríguez, David, “Entre memoria e historia: relatos sobre la Asamblea Nacional Constituyente, una mirada 
de larga duración”. Pensamiento jurídico 38 (2013): 15-30. Comparar: Lemaitre, Julieta. El derecho como 
conjuro, Fetichismo legal, violencia y movimientos sociales (Bogotá: Siglo del Hombre, 2009). Torres, Cesar. 
De las aulas a las urnas, La Universidad del Rosario, la séptima papeleta y la constituyente de 1991 (Bogotá: 
Universidad del Rosario, 2007). 
280 Desde la década de 1970 la transformación del Estado fue una aspiración del movimiento de DD.HH., sin 
embargo, en enero de 1984, las organizaciones defensoras agudizaron su reclamo exigiendo el nombramiento 
de un civil como ministro de la Defensa. “Por un ministro civil de Defensa”. El Espectador [Bogotá], ene. 24, 
1984: 3A. 
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Estados de sitio. Los vientos de transformación fueron avivados en 1989 por la ya referida 
decisión de la CSJ de suspender el marco de legalidad que cubría a los grupos paramilitares, 
el asesinato del candidato liberal a la presidencia de la república, Luis Carlos Galán, y la 
oposición al terrorismo empleado por los grupos de narcotraficantes281.  
Ya para marzo de 1990, como preámbulo de las elecciones parlamentarias, líderes y 
candidatos de todos los partidos políticos anunciaron su respaldo a la constituyente, con lo 
que las expectativas -aunque de muy diversa índole- sobre una reforma constitucional, eran 
irreversibles. De hecho, ante la ausencia de un piso jurídico que permitiera convocar la 
constituyente, personas de todas las tendencias coincidieron en generar la siguiente solución: 
en las elecciones parlamentarias de marzo de 1990, se prepararon 6 papeletas legales, una 
para Cámara de representantes, una para Senado, una para Asambleas departamentales, una 
para concejos municipales, una para alcalde, una de la consulta interna del Partido Liberal 
y una séptima papeleta, con la cual se le consultaría al pueblo sobre su voluntad de convocar 
a una constituyente282. Ante esta inédita medida, el 5 de marzo de 1990 los periódicos El 
Siglo y El Espectador publican el artículo “Salvemos la Séptima Papeleta” escrito por 
Álvaro Gómez, del cual se resalta lo siguiente:  
La sencilla operación de introducir una papeleta adicional en las urnas para que se convoque 
una Constituyente va a crear, ciertamente, un hecho cumplido. Está siendo una emocionante 
y arriesgada forma de conmover a la opinión y de llegar a un resultado, cuando parece 
evidente que los otros caminos de transformación institucional están cerrados. Esta papeleta, 
cuyo valor jurídico empieza a no ser discutido, otorga solemnemente un mandato político al 
próximo gobierno, para que interprete la voluntad que los colombianos hayan expresado en 
las elecciones presidenciales283.  
Ante la ausencia de un mecanismo claro para reformar la constitución de 1886, la 
convocatoria a la Asamblea terminó por desarrollarse de forma precaria, más como una vía 
 
 
281 Hasta que, como uno de sus últimos actos presidenciales, Cesar Gaviria dictó el Decreto 356 de 1994 -
reglamentado por Ernesto Samper- con el que se revivía la figura del paramilitarismo a través de las 
cooperativas de seguridad CONVIVIR. “‘Los derechos humanos son teoría abstracta en Colombia’”. El 
Espectador [Bogotá], jun. 7, 1989: 12A. 
282 Curiosamente, el 6 de diciembre de 1989, el grupo de los Extraditables lanzaron amenazas escritas en contra 
de los miembros del Senado, presionándolos para que ratificaran el aval dado por la Cámara de representantes 
de incluir un párrafo en el proyecto de Reforma Constitucional pidiéndole al pueblo manifestarse sobre la 
extradición.  
283 “Salvemos la séptima papeleta”. El Espectador [Bogotá], mar. 5, 1990: 5A. 
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de hecho que como una vía jurídica. Por lo cual, en medio de los preparativos de las 
elecciones de marzo de 1990, la sensación era de temor ante la posibilidad de que la 
Registraduría no contabilizaran los votos de la Séptima Papeleta. Aun así, en las elecciones 
del 11 de marzo triunfa la voluntad popular de convocar a la Asamblea Nacional 
Constituyente y los meses siguientes transcurrieron en medio de la construcción de un 
sustento jurídico que permitiera otorgarle sustento jurídico al mandato popular. 
El gobierno se lanzó entonces a la búsqueda de un piso jurídico que permitiera conectar la 
convocatoria a la Asamblea Nacional Constituyente con la Constitución Política de 1886. 
Curiosamente, los intentos gubernamentales se fundamentaron en vincular la convocatoria 
con las potestades adquiridas por el presidente en virtud del estado de sitio decretado en 
1984. Sin embargo, el primer Decreto resultante (927 de 1990) fue declarado 
inconstitucional por la votación 3 a 1 de los magistrados que conformaban la Sala 
Constitucional de la CSJ. El segundo intento se fundamentó en la idea de la constituyente 
como tratado de paz, extraída de la obra El futuro de la democracia de Norberto Bobbio284, 
bajo este postulado, y utilizando nuevamente las potestades derivadas del estado de sitio, el 
presidente Barco dictó el Decreto 1926 de 1990, el cual fue declarado por la CSJ como 
ajustado a la constitución. “Sometida a votación la ponencia favorable, pero con el agregado 
de eliminar prácticamente todas las limitaciones, es decir, permitiendo la convocatoria de 
una asamblea virtualmente soberana, el voto mayoritario fue por la constitucionalidad del 
decreto, pese a la aguda y brillante oposición de 12 magistrados -de un total de 26- que 
consignaron su disentimiento”285. 
Superadas las barreras jurídicas, las candidaturas y las materias sustanciales que habrían de 
ser integradas en la nueva carta coparon la agenda política y allí, los DD.HH., por supuesto 
que fueron materia de discusión y de manifestaciones a favor y en contra de consagrarlos en 
la constitución. En contra, se manifestó el exministro Otto Morales Benítez, quien se 
despachó en críticas contra la Constituyente a la que consideraba como un embeleco “… he 
 
 
284 Bobbio, Norberto. El Futuro de la democracia (México: FCE, 1986). 
285 De la Calle, Humberto. Contra todas las limitaciones. Historia íntima de la constituyente de 1991 (Bogotá: 
Planeta, 2004) 95. 
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visto que se habla de los DD.HH. y de la participación popular… materia muy fluida, que 
viene creciendo, desarrollándose, en principios jurídicos, sociales y políticos, que no deben 
estar encasillados en la rigidez que tiene una constitución”286. A favor, lo hicieron personajes 
como Alfredo Vásquez Carrizosa quien señaló, “Si me resuelvo a salir al ruedo electoral 
será para asumir la defensa de los derechos humanos, sin prejuicios políticos de ninguna 
naturaleza. Tenemos que llegar en Colombia a la civilización de las libertades públicas y los 
derechos de la persona, advirtiendo que ya es difícil alcanzar ese culto de la paz y por el 
derecho a la vida por la vía de la fuerza”287. 
Cómo Vásquez, varios personajes de la vida política, reconocidos por su papel en la defensa 
de los DD.HH., participaron en la contienda por alcanzar un lugar en la constituyente. De 
hecho, el 31 de octubre hizo su lanzamiento la denominada “lista por el derecho a la vida”. 
Doce pilares definieron la plataforma de esta lista: promover los DD.HH. como patrimonio; 
condenar al terrorismo; rechazar la DSN en Colombia; limitar el poder a las fuerzas de 
seguridad; limitar las facultades extraordinarias concedidas al presidente en los estados de 
sitio; establecer el Habeas Corpus; proteger de forma especial a las comunidades indígenas; 
y procurar la aplicación del Derecho Internacional Humanitario en el país288. Como ésta, 
diferentes listas se conformaron para impulsar la constitucionalización de los DD.HH., por 
ejemplo, la 086 encabezada por el estudiante externadista Juan Gabriel Gómez, que se 
manifestó abiertamente como su promotora 
…luchar por el reconocimiento de los Derechos Humanos como principio fundamental de 
nuestro orden jurídico, para garantizar su cumplimiento efectivo. Esta propuesta se conecta 
con la de democracia participativa. Nosotros pensamos que la mejor garantía para que los 
derechos humanos se respeten en Colombia es que el pueblo tenga canales de participación 
que le permitan controlar las decisiones políticas289.  
Así las cosas, ambientada por el interés de algunos sectores por fijar a la constitución los 
DD.HH. y los mecanismos para su protección, el 9 de diciembre de 1990 fueron elegidos 
 
 
286 “La Constituyente es un embeleco, dice Otto Morales”. El Espectador [Bogotá], oct. 9, 1990: 5A. 
287 “Los derechos humanos”. El Espectador [Bogotá], oct. 19, 1990: 3A. 
288 “Vásquez anuncia plataforma de la lista por el derecho a la vida”. El Espectador [Bogotá], nov. 1, 1990: 
7A. 
289 “Primero los derechos humanos, dicen los estudiantes” El Espectador [Bogotá], dic. 8, 1990: 5A. Ver: 
Arenas y Girón (directores). Gotas ... 85. 
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los miembros de la Asamblea290. En cuanto a los resultados se destacan tres cuestiones: 
primero, la victoria del Partido Liberal y la sorprendente votación favorable para los 
miembros de la recién desmovilizada guerrilla del M-19 y del conservadurismo reformado 
a través del Movimiento de Salvación Nacional; segundo, los elevados niveles de abstención 
que se presentaron (75,85%); y tercero, la escasa votación alcanzada por personajes 
relacionados con la defensa de los DD.HH., pues la gran mayoría, como Eduardo Umaña 
Mendoza, no alcanzaron el apoyo popular necesario291.  
La Asamblea Nacional Constituyente sesionó entre el 5 de febrero y el 4 de julio de 1991; 
durante este lapso los asambleístas trabajaron con base en más de 17 propuestas de reforma 
general, dentro de las que se destacan: la construida en Cartagena por asesores del presidente 
Gaviria, a quienes acompañaron muy de cerca personajes como Gabriel García Márquez y 
que incluía un fuerte acento en la democracia directa, en la lucha contra la arbitrariedad y 
en la reafirmación de la carta de derechos ciudadanos como límite para la acción del Estado 
y de los particulares; la presentada por la Alianza Democrática M-19 (AD M-19), cuyo 
énfasis estaba en la búsqueda de la paz, la autonomía, la equidad y la democracia 
participativa; o el denominado proyecto Gómez Martínez – Londoño Jiménez, que revivía 
los debates sobre la reforma agraria292. Asimismo, la asamblea trabajó sobre propuestas 
concretas de constitucionalización de los DD.HH., como la construida por el delegatario 
Alberto Zalamea, que establecía la obligación de garantía de estos derechos, la condena 
contra la tortura y la prohibición de la esclavitud293. 
 
 
290 No podría pasar inadvertido, que este mismo día el ejército realizó un operativo de gran calado que terminó 
con la destrucción de “casa verde”, sede de las FARC. 
291 De ahí, que ante los pobres resultados alcanzados por los candidatos apoyados por organizaciones como la 
FCSPP o el CCAJAR, llevó a estas organizaciones a concentrar su labor en respaldar el proceso, asesorar a 
varios de los asambleístas electos y movilizar la constitucionalización de los DD.HH., el DIH y sus 
mecanismos de protección. 
292 Aunque este proyecto contemplaba modificaciones a la estructura del Estado, fijaba su énfasis en el modelo 
de propiedad privada, con interés público y comunitario y promovía la limitación de los monopolios. Ver: 
Echeverry, Carmenza y Orejuela Libardo. La constitución de 1991 ante la crisis de legitimidad institucional 
(Bogotá: Universidad Libre, 1995) 179 y ss. 
293 Al respecto Humberto de la Calle señaló: “El proyecto es largo y prolijo en materia de derechos porque 
creemos que el esfuerzo de precisión de esos límites tiene que hacerse con todo detalle. Además, hay nuevos 
mecanismos para la protección de esos derechos con el objeto de que estos no sean una simple formulación 
teórica: el derecho amparo constitucional y el defensor de derechos humanos”. Entrevista a Humberto de la 
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Dada la conformación de la Asamblea, la Comisión primera de este organismo fue la 
encargada de adelantar, entre otros, los debates relacionados con los DD.HH. y la paz294. 
Como insumos, esta comisión utilizó, además de las ya referidas propuestas, otras que 
fueron elaboradas por sus propios miembros y por organizaciones que seguían 
detenidamente las discusiones. Dentro de estas, se resaltan las sugerencias de AI sobre la 
consagración de normas específicas destinadas a garantizar el derecho a la vida y a la 
integridad personal, la prohibición de la tortura y de la desaparición forzada y el 
sometimiento de los militares a la justicia ordinaria en casos cuya responsabilidad estuviera 
comprometida con la violación a derechos fundamentales. De igual forma, se resalta la 
insistente participación de delegatarios como Alfredo Vásquez Carrizosa, Jaime Fajardo 
Landaeta, Álvaro Leyva, Eduardo Espinoza Facio-Lince, José Matías Ortiz, Carlos Abello, 
Darío Mejía y Otty Patiño, entre otros, quienes, desde sus diferentes comisiones, 
promovieron la creación de mecanismos para la protección de los DD.HH.295. 
Dentro de los principales avances en materia de DD.HH., la Constitución Política de 1991 
dispuso la creación de entidades como la Corte Constitucional, la Fiscalía General de la 
Nación y la Defensoría del Pueblo, entre otras. La nueva carta también adoptó medidas 
concretas de reestructuración del Estado dirigidas a la moderación del centralismo político 
 
 
Calle en: “La asamblea no es soberana”. El tiempo [Bogotá], ene. 1, 1991. 6A. Citado en: Echeverry. La 
constitución… 16 - 17. Sea del caso señalar que dentro de los insumos con que contaron los delegatarios se 
contaban las más de 150.000 propuestas construidas por los colombianos a través de alrededor de 1.290 mesas 
de trabajo coordinadas por las alcaldías, los consejos de rehabilitación, las universidades y los cabildos 
indígenas. Ver: Echeverry. La constitución… 17, 163 – 204. Ministerio de Gobierno. La constituyente: un 
instrumento para la reconciliación (Bogotá: Ministerio de gobierno, 1991) 19 - 33. 
294 De hecho, de esta emergió una subcomisión encabezada por Jaime Ortiz, Germán Toro y Jaime Arias, 
encargada de dialogar con los dirigentes de las FARC sobre estos temas. 
295 Del trabajo de la Comisión primera de la Asamblea Nacional Constituyente, dedicada al estudio de los 
principios, derechos, deberes, garantías y libertades fundamentales y de los mecanismos de participación 
democrática, el sistema electoral, los partidos políticos y el estatuto de oposición, se destaca el trabajo de los 
delegatarios en materias como: Derechos y deberes humanos (Alberto Zalamea Costa); Derechos, garantías y 
deberes fundamentales título III (Álvaro Leyva Durán, Germán Toro Zuluaga, María Mercedes Carranza y 
Otty Patiño Hormanza). Así como las ponencias de los constituyentes: Aida Abella Ezquivel y Diego Uribe 
Vargas (Carta de derechos, deberes, garantías y libertades); Darío Mejía Agudelo, Jaime Arias López y Juan 
Carlos Esguerra Portocarrero (Mecanismos de participación democrática, mecanismos e instituciones de 
protección de los derechos fundamentales y procedimientos de reforma constitucional); Jaime Arias López y 
Juan Carlos Esguerra Portocarrero (Mecanismos de protección de los derechos fundamentales y orden 
jurídico). Comisión primera de la Asamblea Nacional Constituyente. “Proyectos de Reforma Constitucional”. 
Web. 29-01-2019. Ver también: Echeverry y Orjuela. La Constitución… 83 – 149.  
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y otorgó un lugar “esencial” a los DD.HH. y a los mecanismos diseñados específicamente 
para su defensa, tales como la acción de tutela o el habeas corpus. De igual forma, el texto 
constitucional dispuso la moderación de los estados de excepción, como presupuesto para 
la conservación de la división tripartita de poderes.  
La Constitución de 1991 intentó responder a la crisis de seguridad que estaba sufriendo el 
país de la siguiente manera: la nueva carta se pensó como un pacto de paz, abierto no sólo a 
guerrilleros sino potencialmente a otras fuerzas, como lo mostraba la prohibición 
constitucional de la extradición. Se creó la fiscalía, una de cuyas funciones principales era –
y ha sido- combatir la criminalidad organizada; tiene el músculo burocrático y ha 
desarrollado el conocimiento para poder hacerlo, aunque algunos de sus resultados sean 
discutibles. Se establecieron más controles sobre el Ejecutivo para la declaratoria de estados 
de excepción. Se limitó la aplicación de la justicia penal militar a los militares y sólo para 
los delitos ligados al servicio. Se otorgó a alcaldes, principalmente, pero también a 
gobernadores, un conjunto de funciones de policía, básicamente aquellas desvinculadas del 
conflicto armado. Además, se regresó desde 1993 a la figura del ministro de Defensa civil296.  
Con la expedición de la nueva Constitución quedaron consignadas en el ordenamiento 
jurídico algunas de las demandas promovidas por los defensores desde la década de 1970, 
tales como la prohibición de la tortura o la desaparición forzada. Sin embargo, tal y como 
será desarrollado en los capítulos siguientes, esta formalización de los canales para la 
protección de los DD.HH., comúnmente consideradas como victorias del movimiento de 
DD.HH., pueden ser vistas también como concesiones, en la medida en que su consagración 
fue más el resultado de un necesario ajuste de la normativa nacional a los dictados 
internacionales; lo que explica por qué las herramientas reconocidas para la protección de 
estos derechos no lograron materializar el rechazo contra la represión, o la demandas por la 
democratización y menos por la búsqueda de la paz. Por ahora, antes de entrar a desarrollar 
con mayor profundidad la anterior afirmación, a lo largo del capítulo 3 se explicará la forma 
en que la configuración de los actores que progresivamente asumieron las banderas de la 
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Gráfico 2. Actores e intereses en la defensa de los DD.HH. (1970-1991). Elaboración propia. 
Fuente: Base de datos de prensa construida para esta investigación. 
Represión, paz y democratización, fueron los ingredientes centrales de la compleja sustancia 
que ubicó a los DD.HH. al centro de las disputas sociales, políticas y culturales en Colombia 
entre 1970 y 1991 y, por tanto, son el punto de partida seleccionado para avanzar en el 
estudio de los actores que asumieron la defensa y promoción de estos derechos. El carácter 
colectivo de las demandas promovidas y su capacidad de atraer a un número creciente de 
personas297, explican las razones por las que, las luchas contra la represión, la búsqueda de 
 
 
297 Para Mauricio Archila, la protesta social entre 1958 y 1990, permite realizar una clasificación de tres tipos 
de actores con marcada incidencia en la protesta social: los más visibles, los menos visibles y los invisibles. 
Siguiendo al autor, las luchas sociales encierran fuerzas divergentes con elementos comunes, que permiten una 
clasificación como la propuesta. Los actores más visibles de las protestas para el periodo, integra a un vasto 
sector poblacional, entre ellos, a los asalariados, campesinos, cívicos y estudiantes; los menos visibles, son las 
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la paz y la apertura democrática de las relaciones sociales y políticas se proyectaron como 
puntos de encuentro para una pluralidad de sectores. Dichos ingredientes, más que temas 
sucesivos, han estado sometidos a procesos de expansión y contracción oscilante que 
favorecieron la generación de diversidad de intereses e identidades alrededor de los DD.HH.  
A lo largo de la década de 1970 el ambiente represivo alimentó constantemente la acción 
colectiva dirigida a denunciar los abusos y las arbitrariedades cometidas por el Estado 
colombiano. La primera gran variación se presentó a inicios de la década de los años 80, 
cuando la búsqueda de la paz y de una salida negociada al conflicto, aparecieron como 
apuesta que atrajo nuevos sectores a las luchas por la promoción de los DD.HH. Luego, 
durante los gobiernos de Betancur y de Barco, se generaron fuertes cambios tanto en la 
perspectiva de la defensa, como en la composición del movimiento; derivando en la 
búsqueda de una apertura de las relaciones sociales y políticas y en una paulatina 
institucionalización de los DD.HH. hasta su cristalización en la Constitución Política de 
1991.  
La comprensión de las transformaciones señaladas solo es posible luego de considerar la 
pluralización de los actores como un proceso continuo y estrechamente relacionado con las 
coyunturas sociales y políticas. En este orden de ideas, hablar de pluralidad implica efectuar 
una mirada amplia sobre la participación de personas y sectores que, por una u otra razón, 
impulsaron los DD.HH. en Colombia. La hipótesis de esta investigación al respecto es que 
la acción colectiva por la promoción de estos derechos no fue un asunto que se haya 
restringido por cuestiones sociales, políticas, económicas o religiosas, sino que por el 
contrario, cada una de estas condiciones sirvió: primero, como canal que amplió el horizonte 
de lucha y la capacidad de incidencia de los defensores; segundo, terminó por definir el 
carácter abierto de los espacios y plataformas de acción colectiva relacionados con la 
 
 
indígenas y las mujeres; y los invisibles, los ambientalistas, algunos miembros de los cuerpos armados del 
Estado y las luchas de algunos sectores LGTI, entre otros. Archila. Idas… 181-217. 
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defensa; y tercero, en la configuración de una apuesta tan común como difusa: la 
democratización de las relaciones sociales y políticas298. 
Para llegar a ello, se propone recurrir a la identificación de los actores, partiendo del 
reconocimiento de los diferentes intereses que determinaron el uso de los DD.HH. como 
factor de movilización social y al análisis de las relaciones de alianza e intercambio entre 
sectores y grupos. En consecuencia, este capítulo está estructurado en tres escenarios, por 
momentos paralelos, que presentan la diversificación paulatina de los protagonistas de la 
defensa299, estos escenarios son: 
• Primero. Emergencia de las luchas por los DD.HH. en Colombia, que inicia con la 
década de 1970, justo durante el último periodo presidencial del Frente Nacional y 
que termina hacia 1977, cuando tales derechos se consolidan como parte de la 
política internacional de los EE.UU. 
• Segundo. Crisis y oportunidad. Caracterizado por el auge y la expansión de las 
configuraciones organizativas en medio de una crítica tensión entre la movilización 
social por la defensa de los DD.HH. y la agudización de medidas represivas. 
 
 
298 Si bien, las luchas por los DD.HH. no finalizaron en la Constitución de 1991, tras la constituyente, el 
horizonte de lucha cambió radicalmente pues su materialización fue canalizada, en gran parte, aunque no de 
forma absoluta, por las vías institucionales limitando la capacidad disruptiva de la acción. “Yo hablo de la 
historia natural de los movimientos sociales, para recordar que ellos no viven de un acto creador 
constantemente renovado. Además, las relaciones de clase y al interior de ellas, las relaciones de producción 
(más bien de reproducción) ocupan un lugar central en la vida social, y más cuando los movimientos sociales 
llegan alcanzar un nivel elevado. Cuando las relaciones se institucionalizan, los movimientos sociales se 
degradan en presión política”. Touraine, Alain. “Los movimientos sociales”. Revista Colombiana de 
Sociología 27 (2006): 277. Ver también: López, Jairo: “Movilización y acción colectiva por los derechos 
humanos en la paradoja de la institucionalización". Estudios Políticos 51 (2017). 
299 Jairo López, presenta un acercamiento diferente, así: i) las fases de desarrollo de la movilización por la 
defensa de los DD.HH., adoptando la tesis de Kathryn Sikkink (en su obra Nongovernmental Organizations, 
Democracy, and Human Roghts in Latin American) quien, a su vez, predica la existencia de tres fases de 
desarrollo: emergencia (1978-1981), consolidación (1981-1990), y reorientación (1991 en adelante); y ii) una 
tipología de actores construida alrededor de dos cruces, por un lado actores en lo nacional y lo internacional y 
por el otro actores no gubernamentales y gubernamentales. Ver: López, Jairo, “Fases históricas de la defensa 
de los derechos humanos en Colombia y México. Las ONG en contextos de violencia (1970-2010)”. Los 
derechos humanos y la violencia: Estado, instituciones y sociedad civil. Ansolabehere, Karina, Serrano, Sandra 
y Vázquez, Luis. (Bogotá: Uniandes – FLACSO, 2015) 191 – 233. 
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• Tercero. Generalización. Fenómeno que ocurre, aproximadamente, entre 1980 y 
1991 como producto de la multiplicación y entrecruzamiento de demandas, 
identidades y discursos relacionados con la defensa de los DD.HH.  
1.7 Emergencia 
Durante la década de 1970, Colombia se convirtió en escenario de tensión por el uso de los 
DD.HH., entre su instrumentalización para la denuncia contra la represión y la idea de 
hacerlos efectivos, primero como un asunto de solidaridad, luego de altruismo y 
posteriormente, como modelo de ajuste al sistema social y político. En concordancia con 
esta clasificación, las fuentes primarias consultadas han permitido identificar por lo menos 
dos grandes grupos de actores que -más allá de sus diferencias de clase, políticas o religiosas- 
vieron en estas prerrogativas un eje de articulación e identidad. Actores que, a través de 
acciones y relaciones conflictivas, pero también restaurativas, participaron en la disputa por 
la producción de marcos culturales asociados a la justicia, el derecho y la democracia.  
De un lado, se hace referencia a los sectores subalternos, excluidos de la participación social, 
política y económica, siendo esta situación la misma que les convertía en objeto de prácticas 
arbitrarias ejecutadas por el Estado. Este grupo permite identificar: a) a los sectores que 
incluyeron instrumentalmente a los DDHH en sus agendas como expresión de solidaridad y 
autoprotección; y b) a quienes los utilizaron de forma estratégica para promover cambios 
radicales respecto de la participación política, social, e incluso económica. De esta manera, 
hacen parte de esta clasificación: estudiantes, campesinos, trabajadores y miembros de 
partidos y movimientos políticos de izquierda, entre otros. 
Por el otro, se hace referencia a aquellos que, aunque no se encontraban directamente 
afectados por la represión, se veían atraídos por ideas como la humanización, la moralidad 
o, simplemente, por la idea de restaurar el orden alterado. Esta caracterización, 
aparentemente binaria, abarca una amplia gama de intereses que confluyeron durante los 
primeros años de uso de los DD.HH., pero también advierte la existencia de contradicciones 
que palpitan al interior de la acción colectiva construida sobre la base de la efectividad de 
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los derechos en cuestión300. Para ello, se identifican las discusiones presentadas al interior 
de la iglesia Católica y, algunas manifestaciones oscilantes que emergieron entre las élites 
políticas, liberal y conservadora, impulsadas tanto por el mensaje de la iglesia como de la 
política exterior norteamericana, que demuestran el interés de estos sectores por recomponer 
el equilibrio de las relaciones preexistentes a partir de la promoción de la dignidad humana. 
De esta manera, en un primer momentos se presentan los resultados obtenidos de la 
búsqueda por identificar a los actores que asumieron la defensa de los DD.HH. como 
herramienta de denuncia sumándola a pretensiones disruptivas que ya hacían parte de sus 
intereses; luego se evidenciarán algunos matices que favorecieron dicha defensa como 
modelo de autoajuste, comenzando por destacar las discusiones presentadas al interior de la 
iglesia Católica y posteriormente, algunas manifestaciones oscilantes que emergieron de 
entre las élites políticas, liberal y conservadora, impulsadas tanto por el mensaje de la iglesia 
como de la política exterior norteamericana. 
1.7.1 Los subalternos. Los DD.HH. como herramienta de denuncia 
La persecución estatal enfocada en blancos específicos, definidos para neutralizar la protesta 
y eliminar a la oposición política, lejos de mejorar las condiciones que estimulaban la acción, 
generaron la indignación de vastos sectores de la población civil. Comprensiblemente, los 
mayores focos de tal indignación fueron los históricamente reprimidos que poco a poco 
aceptaron el discurso de los DD.HH. como plataforma de lucha para la denuncia de las 
arbitrariedades cometidas y, a partir de allí, para la construcción de una mirada propia sobre 
la justicia. El presente acápite muestra el desarrollo de la organización de diferentes actores 
 
 
300 La anterior división es el resultado de intereses a veces contradictorios, a veces complementarios, y persigue 
fines metodológicos que permiten explorar las relaciones entre grupos, la práctica de alianzas e intercambios, 
e inclusive la pertenencia simultánea de sujetos a más de uno de estos grupos como consecuencia de las 
acciones de defensa emprendidas. Reconocer la existencia de estas complejidades permite superar las 
narrativas sobre la defensa de los DD.HH. en el país, que los presentan como victoria exclusiva de las luchas 
populares, y más aún de la “izquierda” política, pero también aquellas que los exponen como simples 
concesiones dentro de un modelo social, político y cultural capaz de auto ajustarse. 
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sociales en torno a la defensa de los DD.HH., como sustancia de las denuncias elaboradas a 
la par de acciones espontáneas de indignación y rabia ante los atropellos. 
Como coletazo de la victoria cubana en contra del régimen de Fulgencio Batista en 1959, 
Latinoamérica asiste a una rápida expansión de las ideas asociadas a la transformación 
político-económica por vías revolucionarias. Fenómeno que se suma, en los años posteriores 
a las luchas por la liberación nacional en países asiáticos y africanos, que fueron generando 
un modelo de acción para los países de la periferia. Estos fenómenos coinciden en Colombia 
con el desarrollo del Frente Nacional, cuya monopolización del poder político a manos de 
las hegemonías bipartidistas había agudizado la marginal participación de los sectores 
populares en la agenda política del país. De esta manera, se conforma un cóctel explosivo 
alimentado por la inconformidad social frente a la exclusión económica, social y política de 
los sectores más vulnerables.  
La década de 1960 había dejado un escenario de agudización de las luchas sociales, que se 
refleja en el fortalecimiento de: i) el sindicalismo de izquierda, organizado en 1964 bajo la 
figura de la CSTC y luego en los sindicatos independientes; ii) la creciente actividad de las 
diferentes organizaciones políticas prosoviéticas, prochinas, procubanas, etc.; iii) los 
estudiantes, reunidos desde 1963 en la Federación Universitaria Nacional (FUN) que recogía 
la experiencia de organizaciones estudiantiles precedentes301; iv) los grupos guerrilleros de 
múltiples tendencias; y v) la organización de los campesinos en plataformas como la ANUC, 
fundada en 1970 por directriz del gobierno de Carlos Lleras Restrepo.  
Así las cosas, la década de 1970 heredó de su antecesora, dos fenómenos contradictorios: 
por un lado, la agitación social que contaba con plataformas relativamente sólidas, o por lo 
 
 
301 El periódico alternativo Desde Abajo resume los antecedentes de la FUN así: “En 1953, la iglesia católica 
funda la Federación Universitaria Colombiana (FUC), organización que agrupa a un número significativo de 
universitarios. Sin embargo, a raíz de la masacre del 8 y 9 de junio de 1954, los liberales y los comunistas se 
apartan de la FUC y fundan la Federación de Estudiantes de Colombia (FEC). En 1957, luego de la caída de 
Gustavo Rojas Pinilla, se realiza otro Primer Congreso Nacional de Estudiantes en Bogotá, y se constituye la 
Unión Nacional de Estudiantes (UNEC), con bases de la FUC y la FEC. En 1962 se lleva a cabo un nuevo 
Primer Congreso Nacional de Estudiantes en Barranquilla. Luego, en 1963 se realiza el Segundo Congreso en 
Medellín, y antes de finalizar este año se efectúa el Tercer Congreso en Bogotá. En este último se funda la 
muy destacada Federación Universitaria Nacional (FUN)”. “La organización estudiantil en Colombia”. Desde 
Abajo [Bogotá], ene. 20, 2012. 
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menos en vía de consolidación, desde las cuales se ejercía una abierta y férrea oposición al 
modelo social, político y económico imperante302. Por el otro, el desarrollo de un modelo 
reaccionario promovido por la clase política y económica tradicional, inspirado en los 
dictados de la DSN. La coexistencia de estos dos fenómenos derivó, como quedó de 
manifiesto en el capítulo anterior, en la ejecución de una política represiva a gran escala, 
dirigida a desestimular la acción de protesta social y en un sinnúmero de víctimas 
pertenecientes a las diferentes plataformas organizativas que fueron judicializadas, 
torturadas o asesinadas por los cuerpos de seguridad del Estado303. 
En este contexto, los DD.HH. que habían permanecido, desde su declaración en 1948 como 
preceptos jurídicos alejados de cualquier posibilidad operativa en un lugar como Colombia, 
fueron adquiriendo un nuevo cariz en medio de la represión experimentada por los activistas 
sociales. Utilizados en principio, casi que de forma exclusiva, por los EE.UU. como 
parámetro para la condena de los países alineados bajo la figura de la URSS por sus cada 
vez más evidentes prácticas autoritarias, podría afirmarse que en 1970 estos derechos fueron 
retomados por parte de sectores subalternos y de oposición a los regímenes auspiciados por 
los EE.UU., primero para denunciar la represión de la que históricamente fueron objeto y 
luego, para exigir la condena del Estado y de sus fuerzas de seguridad como responsables 
de los abusos perpetrados.  
 
 
302 Para Jorge Cote y Mauricio Archila, “…los años setenta fueron los que mayores indicadores de luchas 
sociales muestran en la historia colombiana del siglo XX. En ellos hubo una inusitada movilización rural en 
torno a la ANUC, acompañada de una impresionante agitación laboral y estudiantil. El auge de la movilización 
social alimentó a su vez a las izquierdas, aunque con desiguales resultados. Si bien el grueso de la ‘nueva 
izquierda’ colombiana seguía sumido en la opción armada, crecientemente desde las toldas prosoviéticas, 
maoístas, troskistas se consideraba la posibilidad de participar en elecciones como una forma de acción política 
para llegar a las masas. Incluso hay sorprendentes intentos de unidad, como el propiciado por el Partido 
Comunista y el Movimiento Obrero Independiente Revolucionario (MOIR) en torno a la Unidad Nacional de 
Oposición (UNO) para las elecciones de 1974. Cote, Jorge y Archila, Mauricio. “Auge, crisis y reconstrucción 
de las izquierdas colombianas (1958-2006)”. Una Historia inconclusa. Izquierdas políticas y sociales en 
Colombia. AAVV. (Bogotá: CINEP, 2009) 55-90.  
303 Para Leopoldo Múnera, la aplicación consecutiva de estados de sitio estaba dirigida específicamente, más 
que a enfrentar, a evitar toda manifestación de inconformidad social. “En efecto, el Estado de Sitio no fue solo 
una medida para afrontar la protesta popular, sino un mecanismo efectivo de anticiparla o inhibirla, o de 
imponerle a las clases populares, en contra de sus necesidades, medidas que eran favorables a las élites en el 
poder o al conjunto de las clases dominantes”. Múnera. Rupturas… 155-156. 
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En Colombia, las primeras manifestaciones de este fenómeno comienzan a tomar forma 
hacia 1973, en gran medida impulsadas por los estudiantes a través de sus luchas por la 
ampliación en la cobertura de la educación pública o la mejora en las condiciones de la 
comunidad universitaria304; los campesinos y referentes cívico-populares, en el marco de la 
toma de tierras urbanas y rurales características de la transición entre las décadas de 1960 y 
1970; y los sindicalistas de las diferentes centrales de trabajadores, aunque principalmente 
aquellos vinculados a la CSTC y al sindicalismo independiente. Pero ¿por qué estos 
sectores? Principalmente, porque su vitalidad se reflejaba en constantes jornadas de protesta 
social que eran enfrentadas con fuertes oleadas de violencia institucional, marcando una 
relación cíclica entre la protesta y la represión que generó la necesidad de canalizar las 
denuncias contra los atropellos sufridos. Veáse, por ejemplo, esta denuncia presentada en 
1973: 
En la cárcel distrital de Bogotá, 53 estudiantes injustamente retenidos desde el 8 y 9 de junio 
han iniciado una huelga de hambre para reclamar su libertad. Nuevas expresiones de 
solidaridad ante la infame condena de que fueron víctimas, están recibiendo los camaradas 
Leonardo Posada, Moritz Ackerman y Guillermo Sáenz. […] / Y para rematar este sartal de 
atropellos, acaba de conocerse que ha sido dispuesto sorpresivamente el traslado a la Isla 
Gorgóna del camarada Montegranario Cuenca, abnegado luchador campesino, cuando ya 
estaba al término de su condena de 24 años […] / Es necesario que la protesta popular se 
extienda para impedir la punitiva medida contra el camarada Cuenca y para arrancar a todos 
los presos políticos de manos de los carceleros del régimen! (sic)”305. 
En efecto, tal como lo denunciaba el Semanario Voz Proletaria en julio de 1973, uno de los 
más evidentes resultados de la relación cíclica protesta/represión es el hasta ahora número 
incalculado de personas privadas de su libertad bajo acusaciones relacionadas con su 
presunta pertenencia a los grupos insurgentes. De esta forma, la grave situación de los presos 
políticos y las cada vez más frecuentes capturas, en contra de líderes sindicales, militantes 
de partidos políticos alternativos y simpatizantes de organizaciones sociales y políticas de 
 
 
304 Sin embargo, la conformación de una plataforma estudiantil estable de denuncia fue una idea que solo 
llegaría a concretarse hasta avanzada la década de 1980, con la creación de los llamados comités estudiantiles 
de DD.HH. que operaron fundamentalmente en el ámbito universitario. 
305 “Exigir libertad de los presos políticos”. Voz Proletaria [Bogotá], jul. 5, 1973: 5. 
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oposición, llevaron a la conformación de la primera plataforma de acción directamente 
vinculada con la defensa de los DD.HH. en el país306.  
La FCSPP fue el resultado de la unión de diferentes actores sociales y políticos indignados 
con la precaria situación carcelaria y el recorte de las garantías procesales a los presos de 
conciencia, propiciadas por las legislaciones de emergencia que se desarrollaron en el país 
durante todo el Frente Nacional. Creada el 25 de octubre de 1973 la FCSPP inicia su 
actividad con la presentación de un informe sobre torturas cometidas por agentes de la fuerza 
pública en contra de guerrilleros del Ejército de Liberación Nacional (ELN)307. En su 
lanzamiento, participaron organizaciones e individuos de múltiples sectores sociales, 
políticos, gremiales e independientes, tal como lo demuestra su manifiesto de conformación. 
De este primer comité hicieron parte delegados de organizaciones como: la ANUC; la Unión 
Sindical Obrera (USO); la Federación Colombiana de Educadores (FECODE); el Circulo de 
Periodistas de Bogotá; algunos comités pro defensa de los barrios orientales de Bogotá; y 
personalidades como Nirma Zarate, León de Greiff, Ricardo Villa Salcedo o Jorge Villegas. 
“Este Comité, que no representa organizaciones políticas, servirá de vocero a todas las 




306 Aunque con anterioridad o de forma paralela emergieron organizaciones como el CINEP o como la 
Asociación de Juristas Demócratas (AJD) que dentro de sus agendas y sus labores de incidencia incluyeron la 
promoción de las garantías humanas. 
307 La fundación del Comité remite a la donación de B$100.000 en 1972 al Movimiento al Socialismo de 
Venezuela, liderado por Teodoro Petkoff, producto del premio Rómulo Gallegos con que fuera condecorada 
la novela Cien años de soledad por parte de Gabriel García Márquez. Esta manifestación de solidaridad fue 
vista en Colombia como un acto de desconocimiento del proceso revolucionario nacional. Por esta razón, al 
año siguiente, cuando la mencionada novela recibió el galardón Books Abroad-Neusdadt de la Universidad de 
Oklahoma que incluía la suma de U$10.000, Gabo le pide a su amigo Álvaro Cepeda Samudio, que le ayude 
para entregar el dinero a un Comité de Derechos Humanos en Colombia; sin embargo, apoyado en Enrique 
Santos Calderón, Cepeda termina por comunicarle a Gabo que no existe tal cosa en el país, ante lo que el 
escritor responde: “invéntate uno eche”. “‘Invéntate un comité de derechos humanos, eche’: Gabriel García 
Márquez”. Las 2 orillas [Bogotá], mar. 24, 2014; “García Márquez abre fondo pro-defensa de presos políticos”. 
El Espectador [Bogotá], jun. 29, 1973: 1A.  
308 “Creado ayer el Comité Pro-presos políticos”. El Espectador [Bogotá], oct. 26, 1973: 1A. Durante esos 
años, se destaca también la labor “precursora” de figuras como la de Eduardo Umaña Luna, abogado y 
cofundador del departamento de sociología de la UNAL, quien a lo largo de su carrera jurídica pasó de 
desempeñarse como Fiscal del Tribunal Superior Militar, a convertirse en defensor de presos políticos y en 
promotor de la FCSPP. Alejo Vargas ha sintetizado el aporte de Umaña Luna a la defensa de los DD.HH. 
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El nacimiento de la FCSPP marca la aparición de organizaciones no gubernamentales 
creadas para la defensa de los DD.HH., aun sin recurrir directamente al uso de este concepto, 
y con ello, el impulso de un “nuevo” campo para la acción colectiva. La característica 
principal de esta organización y de otras que le sucedieron, fue la pretensión de separar la 
pluralidad de los intereses políticos de sus miembros, pero es evidente que en su 
conformación predomina la participación de sectores perseguidos y golpeados por la política 
de seguridad estatal. En medio de este escenario diferentes sectores de la cultura alternativa, 
del arte y de la música alimentaron el ambiente de rechazo a la represión. Artistas como 
Nirma Zarate, Carlos Granada, Diego Arango, Umberto Giangrandi, Jorge Mora o Fabio 
Rodríguez Amaya, organizados desde 1972 alrededor del “Taller 4 Rojo” dieron inicio a un 
proceso de elaboración artística fundamentado en la investigación de campo, que sirvió 
como plataforma de denuncia contra el militarismo y la represión, trabajando de forma 
articulada con otros personajes y organizaciones en torno la defensa de los DD.HH.  
Jorge Villegas fue uno de los gestores del Taller, eso no lo podemos negar, porque a través 
de él entramos al Taller varias personas que trabajábamos en el DANE. Él daba ciertas 
orientaciones; tuvo muchas contradicciones y generó discusiones bastante fuertes. Tenía una 
forma de pensar muy especial y la prueba son los libros que dejó. Con él trabajamos en 
varios proyectos: la revista, el cine… queríamos hacer una serie de proyectos, pero 
desgraciadamente falleció. Con el hicimos un trabajo llamado El libro negro de la represión, 
cuya carátula se hizo en el Taller 4 Rojo309. 
De igual forma, pocos meses después del nacimiento de la FCSPP, un grupo de intelectuales 
-dentro de los cuales algunos hacían parte de las plataformas ya mencionadas- 
materializaron la idea de crear un magazine al que titularon Revista Alternativa. Si bien, el 
 
 
señalando: “El profesor Eduardo Umaña Luna fue un precursor en varios campos: en la defensa de presos 
políticos, especialmente ante la Justicia Penal Militar que para la época, a través de decretos de estado de sitio, 
era comisionada por los gobiernos civiles para ocuparse de adelantar los procesos por delitos políticos; es así 
como él, después de haber sido fiscal del Tribunal Superior Militar, fue el defensor del teniente del Ejército 
Alberto Cendales, del dirigente político del Movimiento Revolucionario Liberal (MRL) Gustavo Mejía -uno 
de los fundadores del Consejo Regional Indígena del Cauca-, de presos del ELN en los tres principales 
Consejos de Guerra Verbales: el de Pamplona en 1968 en el cual defendió, además de a Jaime Arenas Reyes, 
al hoy comandante de esa guerrilla Nicolás Rodríguez Bautista, ‘Gabino’; el llamado juicio del siglo, que se 
desarrolló en Bogotá, y el del Socorro, Santander”. Vargas, Alejo, Cambio, nov. 2, (2008). Citado en: Moisá, 
Laura, “Eduardo Umaña Luna”. Palabras al Margen (2016). Ver también: Aguilera, Mario, “Eduardo Umaña 
Luna”. Anuario Colombiano de Historia Social y de la Cultura 35 (2008): 499-502. 
309 Taller Historia Crítica del Arte, Arte y disidencia política: memorias del Taller 4 Rojo (Bogotá: Editorial 
Bachué, 2014) 297. 
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contenido de la revista se concentró en divulgar las luchas populares y en contrarrestar la 
información oficial que circulaba en los medios de comunicación tradicionales, durante la 
segunda mitad de los años 70 esta revista se convirtió en un efectivo canal de denuncia de 
los casos de represión policial y de la violación a los DD.HH.310. Al respecto, Daniel Samper 
Pizano periodista que para 1974 se desempeñaba tanto en la Revista Alternativa como en el 
periódico El Tiempo, relató en una entrevista concedida al programa de televisión Hagamos 
Memoria lo siguiente: 
Si, eso fue muy interesante porque la unidad investigativa siempre pisaba cayos, entonces 
había cayos que nos dejaban pisar y miraban para otro lado los directores y había cayos que 
les parecía demasiado doloroso pisar, entonces apareció Alternativa como una muy buena 
solución que a nosotros tampoco nos molestaba porque preferíamos que saliera en 
Alternativa a que no saliera. Y eran aquellos temas relacionados muy cercanamente con los 
militares, por ejemplo, las torturas en Usaquén, en la guarnición de Usaquén, etc. Recuerdo 
específicamente uno sobre torturas que preparamos para El Tiempo, disponiendo de las horas 
de trabajo que nos pagaba El Tiempo, pues éramos empleados de El Tiempo, Donadio, Reyes, 
yo, etc. Entonces le dedicamos un buen tiempo, conseguimos a varias personas que habían 
sido torturadas en Usaquén, testimonios, documentos médicos sobre la tortura, etc. Y cuando 
llevamos el informe a El Tiempo, entonces la jefatura de redacción decidió que era muy 
complicado, que la situación era difícil, que en fin. Entonces más bien ¿Por qué no lo 
publicas en Alternativa? Perfecto, con el permiso de El Tiempo, pues ya que no salía en El 
Tiempo que saliera en Alternativa y esos informes, no fueron muchos, pero fueron 4 o 6, 
esos informes que a El Tiempo le parecieron muy delicados pero que se hacían con el trabajo 
que nos pagaba El Tiempo, finalmente salían en Alternativa, [y esto] no era una mala 
alternativa, por seguir usando la palabra311.  
Tanto Alternativa como el Taller 4 Rojo ejemplifican el desplazamiento de la denuncia 
contra la represión del ámbito jurídico al ámbito cultural, pero también de la participación 
cada vez más plural de los sectores interesados en la denuncia. Los informes rememorados 
por Daniel Samper, se ubican en un contexto en el que primaba la desinformación sobre la 
violencia ejercida en contra del movimiento popular, obrero, campesino y estudiantil, por lo 
cual, espacios de divulgación como estos permitieron dar a conocer las denuncias que 
generalmente permanecían como materia de discusión para las agremiaciones obreras, 
 
 
310 León, Paulo, “El M-19 y la subversión cultural bogotana en los setenta”. Anuario Colombiano de Historia 
Social y de la Cultura 35 (2008): 189-212. 
311 Samper, Daniel, entrevista programa de televisión Hagamos Memoria (Bogotá: abr. 2015). 
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campesinas y estudiantiles, promoviendo el debate sobre las violaciones en las diferentes 
esferas de la sociedad colombiana.  
 
Fotografía 2. Izquierda: Carátula por Diego Arango Ruiz para El Libro Negro de la Represión. 
Frente Nacional 1958-1974. Jorge Villegas, 1974. 
Fotografía 3. Derecha: Portada de la revista Alternativa No. 15. ago. 1, 1974. Taller 4 Rojo. 
Si bien es cierto que entre 1970 y 1977 hay un incremento en las acciones de protesta y de 
denuncia sobre violaciones a los DD.HH., más allá de la creación de la FCSPP, las luchas 
de los subalternos al respecto continúan desarrollándose de manera sectorizada, lo que se 
acentúa, en buena medida, por la aguda división ideológica que persistía al interior de las 
organizaciones de izquierda alineadas bajo doctrinas soviéticas, chinas, troskistas, 
camilistas, etc.312. Esta situación se refleja en el aumento de actores atraídos por la defensa 
 
 
312 El dogmatismo imperante en las diferentes manifestaciones de organización políticas determinó la 
configuración paulatina de los DD.HH. como escenario de lucha. Los debates al respecto guardan estrecha 
relación con el acercamiento táctico de las diferentes organizaciones guerrilleras a los DD.HH. Sin embargo, 
esta afirmación podría aparecer incluso como peligrosa si no se tiene en cuenta que la lucha armada es tan solo 
una manifestación de las luchas sociales y no al contrario. Teniendo en cuenta lo anterior, no debe pasarse por 
alto la manera en que el M-19, aún en fase de conformación, o el ELN influyeron en la creación de espacios 
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de los DD.HH., y como consecuencia de ello, en la configuración cada vez más heterogénea 
de intereses vinculados con este nuevo campo de acción. Durante, sus primeros años, la 
acción colectiva alrededor de las garantías humanas se desarrolló de forma independiente, 
es decir que, con excepción de la FCSPP, estas actividades no estuvieron vinculadas con 
organizaciones formalmente constituidas para ello. Además, predominó la reacción 
impulsiva, por sobre la actuación con fundamento en planes estratégicos313. 
La situación comenzaría a cambiar visiblemente, luego del paro cívico de septiembre de 
1977, cuando las manifestaciones de protesta que se registraron a lo largo de la jornada y, 
más aún, de la arremetida estatal314, generaron una fuerte y generalizada reacción entre las 
plataformas sociales y políticas dirigida a presionar la libertad de los detenidos y a denunciar 
los asesinatos cometidos por las fuerzas de seguridad315. Durante los debates en el Congreso 
de la República que siguieron a la jornada de protesta, la representante a la Cámara y 
directora del periódico El Bogotano, Consuelo de Montejo, increpó, con una bala de 7 
milímetros en sus manos, al general Abraham Barón Valencia, señalando: "…este es el 
único país del mundo en el que se utilizan las balas de la guerra, para matar a su mismo 
pueblo". Luego, el representante comunista Gilberto Viera, hizo lo propio con el ministro 
 
 
que transformaron la protesta y sus canales de manifestación, tales como: la Revista Alternativa o de la FCSPP. 
Aquí, es necesario reiterar que para comprender esta relación se requiere despejar el camino de prejuicios que, 
al subsumir al movimiento social como una manifestación guerrillera, han servido como excusa para la 
persecución y el exterminio de los defensores. De ser ciertas estas afirmaciones, ratifican la forma en que el 
carácter innovador del M-19, no solamente sirvió como forma de diversificar las acciones armadas, sino que 
sus métodos influyeron en la renovación de las áreas y de las temáticas que se encontraban en juego, más aún 
ante las tradicionales banderas estructurales de las organizaciones más posicionadas en ese momento, como el 
PCC. Ver: León. “El M-19… 189-212. 
313 El movimiento estudiantil, por ejemplo, tras ser reprimido en sus actividades de protesta volvía una y otra 
vez a las calles como reacción a la detención, el asesinato, la desaparición o la tortura de sus compañeros. 
“Disturbios en Cali”. El Espectador [Bogotá], nov. 29, 1975: 1A. “Disturbios ayer en la U.”. El Espectador 
[Bogotá], mar.3, 1976: 9A. “Continúa preso el secretario de prensa de la Unión de Estudiantes”. El Espectador 
[Bogotá], abr. 19, 1980: 9A. “Asesinados estudiantes”. Voz Proletaria [Bogotá], abr. 24, 1980: 1. 
314 Incluso antes de la fecha fijada para el inicio del cese de actividades, se reportaron capturas y 
judicializaciones de sindicalistas que preparaban la jornada de protesta. Aproximadamente 3.892 personas 
fueron detenidas para su juicio ante la JPM por desobedecer el toque de queda y 26 manifestantes fueron 
asesinados por la fuerza pública “4 condenados en Barranca por actos subversivos”. El Espectador [Bogotá], 
sep. 8, 1977: 1A. “26 mártires del paro cívico”. Voz Proletaria [Bogotá], sep. 22, 1977: 5. “3.892 retenidos en 
Bogotá”. El Espectador [Bogotá], sep. 16, 1977: 1A. “Libertad para los presos del paro!”. Voz Proletaria 
[Bogotá], sep. 22, 1977: 8. 
315 “Agresión policial a asistentes a mitin”. Voz Proletaria [Bogotá], nov. 17, 1977: 10; “Manifestaciones 
obreras hoy en todo el país”. El Espectador [Bogotá], nov. 18, 1977: 1A. 
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de Defensa diciendo, que el asesinato de los manifestantes solo fue posible como resultado 
de su autorización y que las muertes acaecidas en el barrio Atahualpa habían sido 
responsabilidad del comandante Francisco Perloza316. 
En medio de este ambiente de agitación, la necesidad de proyectar la organización masas 
hacia la defensa de los DD.HH., más allá de la defensa de los presos políticos, se convirtió 
en una consigna casi que generalizada entre los diferentes sectores, movimientos y partidos 
políticos de oposición al régimen. Sin embargo, para los sectores más radicales de la 
izquierda aún quedaba un obstáculo por superar:  
…la lucha por los Derechos Humanos era considerada por algunos como un elemento de 
desmovilización de los sectores subordinados y de apuntalamiento de la democracia 
burguesa, al fin de cuentas tales derechos eran vistos como un arma ideológica de 
dominación dado que precisamente habían surgido con las revoluciones burguesas317. 
Las dificultades de separar a los DD.HH. de la burguesía, así como el uso que los EE.UU. 
le habían dado luego de finalizada la segunda guerra mundial, obstaculizaron las 
posibilidades de extender su utilidad más allá de la denuncia318. Este asunto termina por 
 
 
316 Al respecto ver: “Agitado debate sobre el paro”. El Espectador [Bogotá], sep. 29, 1977: 13A. “Debate en 
el Concejo por víctimas del paro”. Voz Proletaria [Bogotá], nov. 3, 1977: 1. “Enérgico debate contra Estatuto”. 
Voz Proletaria [Bogotá], sep. 21, 1978: 5. “Denuncias en la Cámara sobre torturas”. El Espectador [Bogotá], 
oct. 11, 1979: 1A. 
317 Rojas, Carlos, “Los derechos humanos en Colombia: Tensiones entre sociedad y Estado”, Virajes (SF): 29-
43. Esta idea estuvo fuertemente arraigada al pensamiento marxista derivado de interpretaciones ortodoxas del 
ensayo “La cuestión judía”. Al respecto, Angelo Papachini señalaba: “Mucho más crítico resulta el juicio de 
Marx sobre los ‘derechos del hombre’, que no serían nada más que el encubrimiento ideológico de los intereses 
del hombre egoísta o burgués: ‘los así́ llamados derechos del hombre distintos de los derechos del ciudadano 
no son otra cosa que los derechos del miembro de la sociedad civil, es decir del hombre egoísta, del hombre 
aislado del hombre y de la comunidad’. El sujeto a quien se le reconoce el status de hombre sin más y se le 
atribuyen derechos absolutos es el individuo egoísta -descrito magistralmente por Maquiavelo y Hobbes-, que 
se interesa exclusivamente por su placer o interés; es el hombre aislado y separado de la comunidad, cuyos 
nexos con los demás se fundan en las relaciones de intercambio y mercado y cuya preocupación central es la 
defensa y ‘conservación de la propiedad y de la persona egoísta’. A juicio de Marx una prueba evidente de 
esta identificación entre hombre y burgués se encontraría en el contenido concreto de los derechos humanos, 
todos articulados alrededor de un derecho fundamental: el de la propiedad privada. En efecto la igualdad, la 
libertad y la seguridad están concebidas en función del derecho de cada cual, de disponer a su antojo de los 
bienes propios, y presuponen una concepción estrecha de la libertad como no interferencia, por fuera de 
cualquier idea de solidaridad. Por esto Marx considera los ‘derechos del hombre’ como intereses disfrazados, 
que sancionan y legitiman las libertades y los privilegios burgueses”. Papachini, Angelo, “Los derechos 
humanos a través de la historia”. Revista colombiana de psicología 7 (1998): 182.  
318 Esto podría explicar, en parte, las razones por las que una organización como el PCC, que soportó una fuerte 
arremetida de violencia estatal, se abstuvo de promover la creación de una organización para la defensa de 
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dirimirse de forma fracturada; lo que es evidente en el valor estratégico que le es otorgado 
por parte del PCC después de 1978, y en el rechazo tajante de vincularlos a las luchas de 
sectores como el MOIR. En ese sentido, para 1977 la apropiación de los DD.HH. por parte 
de los sectores sociales y políticos disruptivos era generalizado, pero se restringía a su uso 
como arma de lucha política. Solo hasta la transición entre décadas se generaron las 
condiciones apropiadas para una redefinición del papel que estos derechos podían alcanzar 
en el contexto colombiano, llegando a poseer un vínculo ideológico con la idea de 
democratización promovida por estos sectores. 
De acuerdo con las fuentes consultadas, es posible afirmar -aún en contravía de una tesis 
generalmente aceptada, que: i) el desarrollo de los DD.HH. por parte de los sectores 
subalternos (incluyendo a la izquierda colombiana) fue predominantemente instrumental y 
mucho menos utópica de lo que se cree; ii) que la pasividad con que se ha aceptado el vínculo 
entre izquierda y DD.HH. ha tenido un carácter funcional para la estigmatización del 
movimiento de DD.HH; y iii) que los defensores no eran solamente gente de izquierda o 
seguidores de una vanguardia revolucionaria, sino que al interior del movimiento de 
DD.HH. se gestaron diversidad de discursos e intereses para lograr su posicionamiento. 
1.7.2 El clero. Entre la solidaridad y la caridad cristianas 
Hasta ahora, se ha dejado en claro la forma en que, al encontrarse en abierta oposición al 
bipartidismo y al modelo social-económico imperante, los sectores subalternos eran 
fuertemente reprimidos y cómo esta situación los llevó a recurrir a los DD.HH., en la medida 
en que les permitía canalizar sus denuncias, sin embargo, dichos sectores no fueron los 
únicos en enarbolar tales banderas. Aunque la defensa de los DD.HH. para las élites 
políticas, económicas y religiosas en el poder no significaban una forma de defensa, ni una 
reivindicación dirigida a demostrar la inocuidad del modelo, los DD.HH. sí representaron 
una vía para la actividad política enmarcada, por lo menos, en dos fenómenos: por un lado, 
 
 
estos derechos y, por el contrario, tramitaba sus demandas por medio abogados que generalmente eran 
miembros del propio partido o a través de organizaciones como la Asociación de Juristas Demócratas. 
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los efectos del Concilio Vaticano II; y por el otro, el giro de la política norteamericana sobre 
la garantía de los DD.HH. en los países bajo su influencia.  
Estos dos fenómenos marcaron diferentes vías de acercamiento a la promoción de las 
garantías básicas del ser humano, cuya pretensión, lejos de la idea de generar una ruptura 
frente al sistema, se alineaba con la configuración de una moralidad cimentada en el 
principio de la dignidad humana. De esta manera, ante el avance de las luchas populares de 
los años 70, este acercamiento a los DD.HH. terminó por marcar el horizonte de acción, 
primero para las élites religiosas, atendiendo a un mandato moral originado en el concilio 
Vaticano II319; y luego, para las élites políticas como estrategia para mantener la imagen 
civilista y democrática del Estado colombiano320. En primer lugar, se analizará la forma en 
que la iglesia católica influyó en la adopción del discurso de los DD.HH. en Colombia, 
primero por una razón cronológica y segundo porque este fenómeno ofrece elementos 
indispensables para comprender la apropiación, la fuerza adquirida y el uso de estos 
derechos como plataforma para la acción colectiva en el país.  
Considerar que la acción de esta iglesia es un todo homogéneo sería tan ingenuo como 
injusto, por esta razón es necesario señalar de entrada que en su interior se generaron 
diferentes posiciones respecto de la defensa de los DD.HH. Y es que, si bien el concilio 
modificó la doctrina de la iglesia en cuanto al reconocimiento de la Dignitatis Humanae y 
 
 
319 Al respecto el Concilio Vaticano II, en el documento “Constitución Pastoral Gaudium et spes Sobre la 
iglesia en el Mundo Actual”, señala: “La Iglesia, pues, en virtud del Evangelio que se le ha confiado, proclama 
los derechos del hombre y reconoce y estima en mucho el dinamismo de la época actual, que está promoviendo 
por todas partes tales derechos. Debe, sin embargo, lograrse que este movimiento quede imbuido del espíritu 
evangélico y garantizado frente a cualquier apariencia de falsa autonomía. Acecha, en efecto, la tentación de 
juzgar que nuestros derechos personales solamente son salvados en su plenitud cuando nos vemos libres de 
toda norma divina. Por ese camino, la dignidad humana no se salva; por el contrario, perece”. Concilio 
Vaticano II, “Gaudium et spes”, (Roma, 1965) 41.  
320 Abundan las experiencias de personas como el expresidente liberal Alberto Lleras Camargo, que, sin 
abanderar la defensa de los DD.HH., estimularon el debate sobre la pertinencia de la legislación de emergencia 
como antídoto para combatir la crisis institucional que enfrentaba Colombia durante la década de 1970. Bajo 
el seudónimo de Hefestos, Lleras señaló: "Si el estado defiende el orden jurídico, debe defenderlo por entero. 
Si durante las investigaciones se ha torturado a los detenidos ¿qué debe hacer el gobierno en entredicho? Y de 
que ha habido torturas ya no cabe duda alguna, torturas relativamente leves, torturas crueles y torturas mortales. 
El gobierno no puede ignorarlas y, en realidad, no parece inverosímil que para él hayan pasado inadvertidas, 
pese a las vagas declaraciones que hizo alguna vez el ministro de gobierno Germán Zea y a ciertas frases del 
presidente". “Lleras habla sobre la herencia del 121”. El Espectador [Bogotá], may. 21, 1975: 1A. “‘De que 
ha habido torturas, ya no cabe ninguna duda’ Lleras”. El Espectador [Bogotá], abr. 8, 1980: 1A. 
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en virtud de ello, sus seguidores fueron proclamados como defensores de los derechos del 
hombre321, lo cierto es que los católicos colombianos solo comenzaron a asumir posiciones 
concretas frente a la defensa de los DD.HH. hasta entrada la década de 1970. A partir de 
allí, inicia un periodo marcado por la oscilación entre la denuncia contra violaciones a los 
DD.HH. -movilizada desde pequeños, pero determinantes sectores de la iglesia-; y su 
reivindicación moral, postura oficial y mayoritaria al interior del clero. 
En consonancia con lo anterior, es importante señalar la forma temprana en que algunos 
sacerdotes, sobre todo aquellos que desarrollaban su labor en zonas de influencia guerrillera, 
fueron objeto de la persecución estatal. Esto lo evidencia el caso del sacerdote de Pitalito, 
Saturnino Sepúlveda. Su doble condición, como cura, pero también como miembro de la 
ANUC, lo ubicó en una posición de garante que pocos asumían para 1973. Fue el padre 
Sepúlveda quien precisamente denunció, el 23 de enero de 1973, la captura de cinco 
miembros de la ANUC que se encontraban reunidos en asamblea y que fueron señalados 
como agitadores de la subversión, no obstante que los capturados hacían parte de la 
asociación fundada y financiada por el propio gobierno nacional. 
Dirigentes de la Asociación..., encabezados por el padre Sepúlveda, hablarán hoy con el 
ministro de Gobierno para que intervenga ante las autoridades del Huila a fin de lograr la 
libertad de los detenidos y para que abogue por la Asociación ya que todos sus miembros 
están siendo perseguidos en ese sector del país tildándolos de agitadores y subversivos, 
cuando en realidad se único objetivo es el de enseñar a las gentes campesinas, para lo cual 
fue creada esa institución por el Gobierno Nacional322. 
La labor de hombres como el párroco Sepúlveda pasaría como un hecho aislado si no se 
considerara la influencia de un importante sector de la iglesia católica en la conformación 
de organizaciones ligadas con la defensa de los DD.HH. Impulsado por la Compañía de 
Jesús, el Centro de Investigación y Acción Social (CIAS) fue constituido jurídicamente el 
30 de mayo de 1972, a pesar de que había iniciado sus actividades en la década de 1960, con 
el objetivo de incidir en la transformación de la sociedad colombiana en el sentido de 
 
 
321 El Gaudium et spes número 28 señala, “el error, que siempre se ha de rechazar, con el hombre equivocado, 
pues éste conserva siempre su dignidad como persona. Solo Dios es juez y examinador de los corazones”. 
Concilio Vaticano II, “Gaudium et spes”, (Roma, 1965) 28.  
322 “Persiguen a asociación de usuarios”. El Espectador [Bogotá], ene. 23, 1973: 9A. 
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alcanzar mayor justicia social, por medio de la investigación, la docencia y la acción con 
una visión cristiana del hombre. El 8 de octubre de 1976 el CIAS cambia de nombre y adopta 
el de CINEP323. Dirigido por Gustavo Jiménez y Francisco Zuluaga, y con la participación 
de Alejandro Angulo y César Vallejo, el CINEP trabajó en la formación de investigadores 
desde la acción, vinculando a los entonces estudiantes jesuitas, Francisco de Roux, Mario 
Calderón, Javier Sanín, Oscar Borrero, Luis Bernardo Peña, Augusto Acosta y Fernán 
González. 
…la Iglesia católica colombiana estaba asimilando difícilmente las enseñanzas del Vaticano 
II y de los documentos del CELAM en Medellín, cuya diferente lectura produjo una profunda 
división dentro de las Iglesias latinoamericana y colombiana. Esto presentaba un problema 
adicional: la jerarquía y clero no poseían un instrumental teórico que les permitiera entender 
y asimilar positivamente los cambios que estaban ocurriendo en la sociedad colombiana, de 
manera que pudieran reaccionar creativamente frente a los nuevos retos que implicaban. Este 
desconcierto explica la radicalización de los sectores clericales contestatarios, “los curas 
rebeldes” de los sesenta, lo mismo que la incomprensión de los jerarcas frente a las opciones 
radicales de los primeros. De ahí la tendencia de los contestatarios a sobrevalorar 
acríticamente los aportes del marxismo, presentados generalmente en su versión más 
simplista, lo mismo que los análisis provenientes de la izquierda. Este contexto de mutuas 
incomprensiones y malentendidos enmarca la aparición de Camilo Torres y de los grupos 
sacerdotales de Golconda y SAL (Sacerdotes para América Latina). Muchas de las 
dificultades antes descritas entre jesuitas y obispos se debían a la cercanía de ciertos alumnos 
y profesores del IDES a algunos miembros de Golconda y a la simpatía por la figura un tanto 
mitologizada de Camilo Torres324. 
Desde su diseño, el CIAS-CINEP fue objeto de debates al interior de la propia iglesia, pues 
mientras los miembros del episcopado lo imaginaban como un espacio para formación de 
clérigos y laicos para la pastoral social de las diócesis, los jesuitas apostaban por la 
construcción de actores sociales y políticos capaces de transformar sus condiciones. Estas 
tensiones llevaron a los jesuitas a optar por construir un espacio autónomo, pluralista y 
 
 
323 Sin embargo, Fernán González advierte que “…los orígenes más remotos de la institución se remontan a 
1944, cuando el episcopado colombiano empezó a organizar la Coordinación Nacional de Acción Social, cuyas 
labores se concentraron fundamentalmente en la formación de dirigentes y asesoría a organizaciones como la 
UTC (Unión de Trabajadores de Colombia), FANAL (Federación Agraria Nacional), UCONAL (Unión 
Cooperativa Nacional), la JTC (Juventud Trabajadora Colombiana), etc. En los años sesenta, se produce otro 
paso en esta prehistoria, cuando la Compañía de Jesús dedicó a varios jesuitas a especializarse en materias 
socioeconómicas y políticas en varias universidades del exterior. De esos años son las primeras publicaciones 
del CIAS, que recogían tesis de grado de sus miembros, investigaciones propias del centro y trabajos de análisis 
que buscaban apoyar el análisis sociológico y de evaluación pastoral en que estaban empeñados los jesuitas 
colombianos entre 1967 y 1973”. González, “La formación… 98. 
324 González, “La formación… 99. 
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secular al que denominaron CIAS. Ya en 1978 y bajo el nombre CINEP, el Centro inició un 
largo proceso de reflexión sobre el sentir de la investigación social de la mano de Guillermo 
Hoyos, Ernesto Parra, Francisco de Roux e Isabel Aguirrezábal, entre otros, quienes 
impulsaron la realización de seminarios nacionales e internacionales al respecto. Así mismo, 
dado su carácter formador de investigadores, el CINEP promovió el intercambio y la 
reflexión interdisciplinaria del trabajo desarrollado, de la coyuntura política, económica y 
social o de la lectura colectiva de obras como El Capital de Marx.  
En el seminario de tres años (1976-1979) sobre la lectura de Marx, dirigido por Guillermo 
Hoyos, confluyeron muchos investigadores internos y externos al CINEP, como Luis 
Alberto Restrepo, Fernando Rojas Hurtado, Víctor Manuel Moncayo, Luis Enrique Orozco, 
José Fernando Ocampo. Esta reflexión sobre las categorías marxistas de pensamiento 
culminaría en un número especial de la revista Controversia, con ocasión del centenario de 
la muerte de Marx, en el que participaron Víctor M. Moncayo, Rubén Jaramillo, Luis Alberto 
Restrepo, Isaac Illich, Guillermo Hoyos, Fernando Rojas y Francisco de Roux325.  
Así las cosas, tal como lo señala González, fue a partir de los trabajos desarrollados por el 
equipo rural del CINEP que, en 1979, se inicia al interior de este centro un proceso de 
reflexión sobre la situación de violación a los DD.HH. Dentro de los primeros eventos 
generados por esta organización se destaca la realización de un seminario internacional en 
el que Alejandro Reyes, Orlando Fals Borda, Apolinar Díaz Callejas y Adolfo Triana, 
presentaron una ponencia conjunta sobre conflictos rurales y DD.HH.. Al año siguiente, en 
1980, se destacan las reflexiones presentadas por Alejandro Angulo, Guillermo Hoyos, 
Pierre de Charentenay y Gabriel Ignacio Rodríguez sobre DD.HH. en el marco del Estatuto 
de Seguridad326. Las experiencias adquiridas, entre otras cosas, en el marco de eventos como 
estos, impulsaron al interior del Centro, la investigación por un uso alternativo del derecho 
que inicia con la conformación del Centro de Defensa Popular (CENDEP). Una especie de 
consultorio jurídico en el que se desarrollaba una nueva línea al interior del CINEP, la de la 
defensa de los DD.HH. y del uso político del derecho. Más allá de la atención personalizada 
 
 
325 Continua la cita: “En la recopilación de las actas del seminario interno, colabora como asistente de 
investigación Mauricio Archila, que realizó también la compilación e introducción del libro que recoge los 
debates realizados en el CINEP sobre la temática Estado y Capital, en torno a las ponencias del profesor inglés 
John Holloway. Archila se vincularía luego a la investigación sobre los orígenes del sindicalismo, enfatizando 
los aspectos de cultura e identidad obrera”. González, “La formación… 103. 
326 González, “La formación… 104. 
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de casos, el CENDEP realizaba reuniones mensuales en las que hacía seguimiento a su 
propio trabajo y discutía sobre la coyuntura jurídica del país, los estados de sitio y el 
fenómeno represivo. La reflexión teórica combinada con la asesoría práctica proyectó al 
CENDEP como un espacio para la formación de abogados e investigadores que veían en el 
uso del derecho posibilidades de cambio social.  
Labores como las desarrolladas por el CIAS, el CINEP o el CENDEP, así como las 
emprendidas autónomamente por religiosos-defensores, convirtieron a estas organizaciones 
en objetivo de la represión, siendo continuamente señalados, investigados y juzgados como 
sospechosos de pertenecer a las guerrillas o de participar en notables crímenes endilgados a 
la insurgencia. Quizás el caso más representativo fue el de los sacerdotes jesuitas, Luis 
Alberto Restrepo y Jorge Arango, acusados de pertenecer a la Auto Defensa Obrera (ADO) 
y de participar en el homicidio del ex ministro de Gobierno en 1978, Rafael Pardo Buelvas. 
La captura de estos sacerdotes a manos de la policía nacional desató una tormenta en la que 
se intercambiaban argumentos sobre la responsabilidad o la inocencia de los procesados. 
Mientras el ministro de justicia señalaba la existencia de plenas pruebas sobre la 
responsabilidad de los jesuitas en el asesinato y aprovechaba para destacar la celeridad de la 
justicia durante la vigencia del Estatuto de Seguridad; los jesuitas detenidos emitieron un 
comunicado abierto en el que denunciaban:  
El juicio anticipado del señor ministro, más que un juicio en contra nuestra, ha juzgado la 
actual administración de justicia en nuestra patria y es una advertencia a todo el país de que 
la Ley ha pasado a ser, sin embozo, una simple herramienta de combate contra todos 
 aquellos que buscan una nación más justa, más fraterna y más humana327. 
La defensa de los curas detenidos generó reacciones de la Directiva del CINEP que, en 
respuesta a las declaraciones del Ministro de Justicia sobre la existencia de plenas pruebas 
que demostrarían la responsabilidad de los curas jesuitas, manifestó: “¿Qué puede decirse 
de un auto de detención fundamentado en unas cartas de incierta autenticidad, redactadas 
desde la Brigada de Institutos Militares (BIM), firmada por un testigo de dudosa 
 
 
327 “Detención a sacerdote por crimen de Buelvas”. El Espectador [Bogotá], may. 27, 1979: 1A.  
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credibilidad, escritas con posterioridad al magnicidio, rechazadas contra dos sacerdotes 
jesuitas?”328 
Pero también las declaraciones de la curia de Cartagena que, ante las detenciones de 
miembros de su comunidad religiosa, protestaron en contra del Estatuto de Seguridad y 
efectuaron un llamado al catolicismo para defender las garantías humanas. “Países como el 
nuestro están en permanente violación de la dignidad de la persona. A esto se le suman las 
angustias surgidas por los abusos de poder, típicos de los regímenes de fuerza. Angustias 
por la persecución sistemática o selectiva, acompañada de delación, violación de la 
privacidad, apremios desproporcionados, torturas, exilios”329. 
Pese a la evidente labor de protección emprendida por algunos sacerdotes, las 
manifestaciones de la cúpula religiosa evidencian los contrastes existentes al interior de la 
iglesia que, en todo caso, otorgaban una visión naturalista de los DD.HH. y a partir de allí 
comenzarían a consolidar una declarada promoción de los mismos, a la par de una tímida y 
en ocasiones incipiente -incluso cómplice- crítica a los abusos cometidos por el Estado. Para 
noviembre de 1978, mientras se debatía la pertinencia del Estatuto de Seguridad y sus 
efectos en las libertades ciudadanas, el presidente de la Comisión Episcopal de Pastoral 
Social, Pedro Rubiano señalaba: 
Estas denuncias crean una atmósfera de desconfianza y de temor, la iglesia, [según] enseña 
Paulo VI, si bien se preocupa primariamente de los derechos de Dios, no puede nunca 
desinteresarse de los derechos del hombre, creado a imagen y semejanza de su creador. Los 
cristianos tenemos que promover los derechos humanos para que no se queden a nivel de 
simples declaraciones330. 
Las declaraciones de Rubiano demuestran la interpretación reinante al interior de la Iglesia 
sobre los DD.HH., una visión moralista que los elevaba de postulados jurídicos a mandatos 
divinos que todo buen cristiano habría de promover. Esta interpretación favorecía las 
contradicciones entre los miembros de la curia a la hora de evaluar las políticas de seguridad 
y orden impuestas por los constantes estados de sitio y por el Estatuto de Seguridad. Y es 
 
 
328 “Detención a sacerdote por crimen de Buelvas”. El Espectador [Bogotá], may. 27, 1979: 1A.  
329 “Este es un proceso inaudito dicen los jesuitas detenidos”. El Espectador [Bogotá], jul. 1, 1979: 17A. 
330 “Declaración de la iglesia sobre torturas”. El Espectador [Bogotá], nov. 15, 1978: 1A. 
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que, por ejemplo, mientras las autoridades de la iglesia manifestaban su respaldo al gobierno 
de Turbay, paralelamente hacían llamamientos a la recuperación de la democracia y la 
división de poderes haciendo abiertas críticas al Estatuto, señalando que con él "… ha 
quedado la puerta abierta para la represión oficial, que puede golpear muy fuertemente al 
pueblo colombiano"331.  
Estas declaraciones se presentan días antes de la III Conferencia General del Episcopado 
Latinoamericano reunido en Puebla, México, durante el mes de marzo de 1979. Reunión 
que fue de especial interés por cuanto allí se debatía la posición de la iglesia latinoamericana 
respecto de las dictaduras y la situación de violencia que azotaba al continente para estos 
años. La conferencia, en Carta dirigida al Papa Juan Pablo II, manifestó, 
No es, pues, por oportunismo ni por afán de novedad que la Iglesia, ‘experta en humanidad’ 
(Pablo VI, Discurso a la ONU, 5 de octubre de 1965), es defensora de los derechos humanos. 
Es por un auténtico compromiso evangélico, el cual, como sucedió con Cristo, es, sobre 
todo, compromiso con los más necesitados. / Fiel a este compromiso, la Iglesia quiere 
mantenerse libre frente a los opuestos sistemas, para optar sólo por el hombre. Cualesquiera 
sean las miserias o sufrimientos que aflijan al hombre, Cristo está al lado de los pobres; no 
a través de la violencia, de los juegos de poder, de los sistemas políticos, sino por medio de 
la verdad sobre el hombre, camino hacia un futuro mejor332. 
Es posible encontrar concordancias entre las manifestaciones de la iglesia colombiana con 
los postulados de la iglesia latinoamericana que para 1979 discutía la situación de cientos 
de religiosos objeto de persecución a lo largo del continente. El presidente de dicho Consejo 
manifestó su preocupación por la situación de DD.HH. en América Latina, recalcando que 
122 religiosos habían sido apresados y 4 asesinados. El cardenal brasileño Aloiso 
Lorscheider afirmó: “El hombre no es respetado como debía serlo en América Latina y la 




331 “Críticas de la Iglesia contra el Estatuto de Seguridad”. El Espectador [Bogotá], nov. 27, 1978: 1A.  
332 CELAM. Documento de Puebla III Conferencia General del Episcopado Latinoamericano. Carta del Santo 
Padre a los Obispos Diocesanos de América Latina. (Puebla, CELAM: 1979) 10.  
333 “Preocupación de la Iglesia por los Derechos Humanos”. El Espectador [Bogotá], ene. 30, 1979: 13A. 
“Puebla y la tortura”. Voz Proletaria [Bogotá], feb. 8, 1979: 3. 
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 Las manifestaciones de compromiso con los DD.HH. por parte de la iglesia católica 
latinoamericana avivaron la participación de esta en los asuntos relacionados con la 
arbitrariedad de los regímenes políticos latinoamericanos. Los efectos de dicho compromiso 
llevaron a diferentes sectores de la iglesia colombiana a denunciar los atropellos cometidos 
por el régimen de Turbay. Para febrero de 1979, más de 38 sacerdotes vinculados a la 
arquidiócesis del Tolima, reunidos en asamblea, lanzaron fuertes pronunciamientos en 
contra del Estatuto de Seguridad y manifestaron su compromiso con la defensa de los 
DD.HH. En carta dirigida al presidente de la república, los clérigos manifestaron su más 
profundo rechazo en contra de los actos de violación a la dignidad humana de que fueron 
protagonistas los militares el 5 de febrero de 1979, cuando miembros del Ejército Nacional 
golpearon brutalmente y sin razón alguna, al párroco de la inspección de Santa Helena en 
Roncesvalles. 
Queremos manifestarle los motivos que nos mueven a presentar esta denuncia: 1. Nuestro 
deber de sacerdotes y de ciudadanos comprometidos en la construcción de una Colombia 
más justa y humana. 2. La plena certeza que tenemos de la conducta intachable del padre 
Norbey Betancourt. 3. La indignación que produce en nuestra conciencia el trato 
deshumanizado y adverso a la condición ciudadana. 4. La voz de la iglesia expresada en el 
documento de Puebla que dice: “La violencia, sea subversiva o represiva ha de ser 
denunciada públicamente”. 5. En particular expresamos nuestra indignación contra la 
represión de que es víctima la juventud colombiana. Decenas de estudiantes, jóvenes 
trabajadores y dirigentes populares han sido detenidos y cometidos a tratamientos violatorios 
de los derechos humanos, los cierres de las universidades públicas y su ocupación militar se 
ha hecho una costumbre334. 
1.7.3 Las élites políticas. Los DD.HH. como modelo de autoajuste 
En cuanto a las élites políticas colombianas es importante señalar la actitud abierta que estas 
habían mostrado respecto de los diferentes tratados internacionales que entre 1950 y 1978, 
habían sido aprobados y ratificados en Colombia. Dentro de los principales instrumentos se 
 
 
334 Entre tanto, no se debe desconocer la persistencia de sectores de la iglesia que, como el arzobispo de 
Pamplona, Mario Rebollo Bravo, en abierta contradicción con sus superiores señalaban: "En Colombia no hay 
presos políticos y el que lo asegura deberá probarlo". “38 sacerdotes del Tolima se pronuncian contra torturas”. 
Voz Proletaria [Bogotá], feb. 22, 1979: 5. Ver también: “Jesuitas contra torturas a campesinos”. Voz Proletaria 
[Bogotá], nov. 15, 1979: 10. “No hay presos políticos en Colombia”. El Espectador [Bogotá], feb. 6, 1979: 
5A. “Respaldo de las juventudes”. Voz Proletaria [Bogotá], mar. 15, 1979: 1. “Defensa de los derechos 
humanos la mejor bandera de la juventud”. Voz Proletaria [Bogotá], nov. 8, 1979: 1.  
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encuentran: la Convención para la Prevención y la Sanción del Delito del Genocidio (1959); 
los Convenios de Ginebra (1960); el Estatuto de los refugiados (1961); el Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos (1968); y la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos (1972). De hecho, para 1973 la ciudad de Cali había sido elegida sede para la 
realización del trigésimo primer periodo de sesiones de la CIDH, como resultado de la 
invitación del entonces presidente de la república, Misael Pastrana Borrero, y que contaba 
con el beneplácito de la prensa tradicional que señalaba:  
La realización de este evento en Colombia reviste especial significado si se tiene en cuenta 
que en este año se cumple el 25º aniversario de la Declaración Americana de los Derechos 
y Deberes del Hombre, suscrita en Bogotá en abril de 1948 durante la IX Conferencia 
Panamericana, que antecedió a la Declaración Universal firmada en las Naciones Unidas en 
diciembre del mismo año335.  
Este ambiente de apertura contrastaba con las fuertes condenas que desde el propio periódico 
El Siglo, se habían lanzado en contra de la decisión de Gabriel García Márquez de financiar 
la creación de un comité para la protección de los presos políticos. 
El escritor Gabriel García Márquez, a quien le ha quedado más cómodo permanecer en el 
exterior maquinando infamias contra su propia patria, ha decidido destinar los diez mil 
dólares del premio a la literatura extranjera que le fueron entregados en la Universidad de 
Oklahoma para iniciar un fondo de defensa de los “presos políticos” en Colombia. Para que, 
agotado con “Cien años de soledad” su talento literario, el escritor ha resuelto adentrarse por 
los vericuetos de la política para servir a los intereses de la causa comunista internacional. / 
En Colombia, para decirlo de una vez y con toda energía, no hay presos políticos. Tal 
denominación, que bien le cabe a los regímenes marxistas, en donde el imperialismo 
soviético ha sojuzgado todas las libertades, no puede asignarse con responsabilidad mental, 
a los antisociales dedicados a la próspera industria del chantaje y la extorsión, a los asesinos 
de los agentes de la policía y de los humildes colombianos que cumplen con el deber cívico 
de prestar su servicio militar. Tampoco les cabe este apelativo a los asaltantes de bancos, a 
los raponeros y a los empresarios del repugnante comercio de los estupefacientes336. 
Esta postura ambivalente, entre celebrar la visita de una comisión extranjera encargada de 
la protección de los DD.HH. y la crítica ante la inminente creación de una plataforma interna 
para la protección de estos mismos derechos, es el reflejo de un asunto de vital importancia 
para comprender el papel cumplido por las garantías emanadas de la Declaración Universal 
de 1948. Las sofisticadas medidas contenidas tanto en esta declaración como en los 
 
 
335 “Comisión de Derechos Humanos se reúne en Cali”. El Siglo [Bogotá], oct. 8, 1973: 15. 
336 “Los presos políticos”. El Siglo [Bogotá], jun. 30, 1973: 2. 
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diferentes instrumentos ratificados por Colombia se encontraban lejos de significar una 
garantía efectiva de protección para los ciudadanos. Sin embargo, todo esto comenzaría a 
cambiar a durante la segunda mitad de la década de 1970. 
Ya para 1975, el liberal Apolinar Diaz Callejas se había convertido en un asiduo denunciante 
sobre las atrocidades cometidas por la policía durante sus irrupciones en las universidades 
públicas337. Este tipo de denuncias, generalmente eran tramitadas en constantes pero 
infructíferos debates en el Congreso de la República, que en ocasiones contaron con la 
citación a los más altos mandos del gabinete presidencial en búsqueda de explicaciones 
sobre las arbitrariedades cometidas por la fuerza pública. Nuevamente, los 
desproporcionados medios utilizados por la policía y demás órganos de seguridad del Estado 
para enfrentar el paro cívico de 1977, juegan un papel importante que comenzó a consolidar 
escenarios y actores de la denuncia por la violación a los DD.HH. Fue como resultado de 
estos acontecimientos, que el conservador Tulio Cuevas, parlamentario y líder de la Unión 
de Trabajadores de Colombia (UTC), se mostró como abanderado de las denuncias en contra 
de las medidas adoptadas por el ejecutivo para reprimir la huelga338. 
Estas denuncias, pero sobre todo el perfil de quienes denunciaban, se alimentaron de la 
agitación social que vivía el país; lo que derivó en la conformación de una comisión en la 
Cámara de Representantes encargada de investigar las denuncias sobre tortura. Dicha 
comisión, que se denominó por la defensa de los DD.HH., estuvo conformada por 16 
 
 
337 Las intervenciones de Alberto Lleras Camargo sobre la prolongación del estado de sitio permiten 
comprender diferentes posiciones al respecto. Lleras consideraba, incluso durante su campaña electoral de 
1958, que esta medida no era apta para resolver la situación de violencia; lo que desembocó en disputas durante 
su mandato. Se debatía entonces la deformación de la figura por despojar al Congreso del uso pleno de sus 
facultades, provocando una excesiva concentración de poderes en el Ejecutivo. El debate de Lleras Camargo 
y los representantes de los partidos tradicionales frente a la prolongación de los estados de sitio no se 
concentraba en la evidente violación a los DD.HH. por parte de la fuerza pública, pues con ello podrían quedar 
revelados sus propios “pecados”; lo que realmente interesaba era: 1) mantener el equilibrio de poderes y con 
ello mantener la apariencia civilista y democrática del país hacia el exterior; y, 2) asegurar que las medidas de 
carácter económico y estrictamente administrativas continuaran su curso en el Congreso para reafirmar la 
intervención de los gremios económicos en su definición. González. Estados… 219, 230. “Lleras habla sobre 
la herencia del 121”. El Espectador [Bogotá], may. 21, 1975: 1A. 
338 El senador Apolinar Callejas, profesores y estudiantes denunciaron que durante la toma a la UNAL que 
llevó a cabo la Policía, fueron gravemente torturados dos estudiantes a quienes los uniformados les pasaron 
sus motocicletas por el cuerpo. “Investigan sucesos de la Universidad”. El Espectador [Bogotá], sep. 18, 1976: 
1A. “Agitado debate sobre el paro”. El Espectador [Bogotá], sep. 29, 1977: 13A. 
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representantes y funcionó en noviembre de 1978. Durante su instalación, el senador liberal 
Luis Villar Borda señaló: "…el congreso no puede permanecer insensible a denuncias de 
esta naturaleza"339. La comisión, realizó diferentes actividades para establecer la veracidad 
de las denuncias, entrevistándose con autoridades y visitando a los reclusos de la cárcel La 
Modelo.  
En el caso del individuo Carlos Reyes Niño, mostraron las lesiones que tienen en su cuerpo, 
presuntamente causadas, según su versión, durante el proceso de coacción física y mental a 
que habrían sido sometidos […] El individuo Carlos Reyes Niño, acusado de ser dirigente 
del EPL, enseñó a los parlamentarios sus manos quemadas y con algunos de los dedos 
amputados debido al empleo de manera inadecuada del guantelete de parafina. Sus manos, 
según lo relatado por los congresistas, "tienen en algunas partes, sus huesos descubiertos y 
presentan un estado impresionante". Sin embargo, los representantes se abstuvieron de 
anunciar si realmente hubo o no torturas y violaciones a los DDHH340. 
Lo acucioso que resultó el examen de la Comisión de DD.HH. de la Cámara de 
Representantes, se vio reflejado en la producción de su informe presentado a finales de 
noviembre de 1978. Los resultados permitieron posicionar la veracidad de las denuncias, 
pues practicados los estudios de medicina legal a las personas detenidas, se encontraron 
evidencias de lesiones traumáticas causadas a los detenidos; pero también contribuyeron a 
la generación de una conciencia sobre el alcance de los DD.HH. más allá de su 
establecimiento en las diferentes cartas de DD.HH. vigentes en la ONU o en la OEA. Como 
consecuencia, el ministro de defensa Luis Carlos Camacho Leyva fue llamado a responder 
ante la Cámara de Representantes por las denuncias de tortura que fueron presentadas en su 
contra. Más de 30 campesinos torturados por el ejército y el asesinato del concejal de Puerto 
Berrio Darío Arango hicieron parte del pliego de acusaciones que se leyó en contra del 
ministro. Octavio Vásquez Velásquez, miembro de la Comisión señaló durante al debate: 
Por supuesto entendemos que el arte de humanizar el Estado es un arte difícil. Entendemos 
que vivimos en un mundo moderno diferente con una época de explosiones, no solo 
demográfica con todas sus secuelas, sino también hay explosiones de violencia. Época donde 
se ha desarrollado la técnica de la paz, sino se ha desarrollado también la técnica de la propia 
guerra, trayendo armas ultramodernas, no para producir la paz sino para destruir al hombre. 
Y entendemos también que desafortunadamente son los campesinos que han tenido poca 
 
 
339 “La investigación de torturas”. El Espectador [Bogotá], nov. 17, 1978: 1A. “Castigar a los torturadores”. 
Voz Proletaria [Bogotá], nov. 23, 1978: 5. 
340 “Comisión de la Cámara visitó a estudiantes en ‘La Modelo’”. El Espectador [Bogotá], nov. 23, 1978: 9A. 
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instrucción los que llegan a llenar los cuarteles y son sometidos a entrenamientos que acaban 
con el hombre, acaban con el hijo y acaban con el hermano y salen siempre a defender la 
patria, no siempre a defender la nacionalidad, sino que en ocasiones salen en lucha fratricida 
a acabar con nuestros hermanos colombianos 341. 
El posicionamiento del debate en escenarios como el Congreso de la República, estuvo 
fuertemente impulsado por bancadas como la de la Unión Nacional de Oposición (UNO), 
que principalmente correspondían a sectores subalternos342, pero en medio de ellos se 
advierte la configuración de un espacio de encuentro entre sectores políticos que, en otros 
debates, por ejemplo, de tipo económico, podrían incluso aparecer como antagonistas. Los 
DD.HH. se establecieron entonces como punto de convergencia de diferentes sectores -así 
fuera una relación instrumental en ocasiones-; la comisión de la Cámara es solamente un 
antecedente de uno de los más significativos momentos en que se evidenció tal conjunción.  
El primer foro por los DD.HH. de marzo de 1979, sirvió para decantar algunas diferencias 
políticas irreconciliables y posicionó a diferentes actores de la política tradicional, que luego 
lideraron o, simplemente, acompañaron durante muchos años las luchas alrededor de la 
defensa de los DD.HH. Sin duda alguna, nombres como el del conservador Alfredo Vásquez 
Carrizosa, hijo del general Alfredo Vásquez Cobo, el liberal Enrique Santos Calderón, o el 
del conservador Roberto Gerlein, fortalecieron la capacidad de acción del CPDH. Sería 
difícil establecer la forma en que el interés por los DD.HH. por parte de personalidades como 
las señaladas, impulsó la defensa y activó la respuesta estatal que terminó por 
 
 
341 “Como liberal condeno las torturas!”. Voz Proletaria [Bogotá], oct. 18, 1979: 5. En su narración del debate 
El Espectador señaló: "Los conservadores seguían con mucha atención el debate que se adelantaba en el Salón 
Elíptico, pero desconfiaban de los testimonios dados por algunos liberales y miembros de la oposición en 
relación con la violación de los derechos humanos por parte de miembros del Ejército Nacional". "Rechazamos 
las aseveraciones de la oposición comunista que tendenciosamente pretenden relacionar a los altos mandos de 
las Fuerzas Armadas con las mafias que operan en el país, en detrimento del prestigio y la honestidad nacional". 
“Min-Defensa responderá por denuncias de tortura”. El Espectador [Bogotá], oct. 12, 1979: 8A. 
342 A estos debates en la Cámara le siguieron otros en los Concejos municipales y en las Asambleas 
departamentales que presentaron sus propios informes. "No es, no puede ser función de la comisión dictaminar 
sobre la responsabilidad o culpabilidad de los procesados. Eso le corresponde dilucidarlo a los jueces. Pero si 
nos preocupa como concejales o como simples ciudadanos, que se cometan excesos y se atropelle a personas 
acusadas de incurrir en delitos. El afán investigativo no puede llevar a las autoridades a violar las normas 
procedimentales ni sacar confesiones a base de malos tratos, torturas o amenazas inaceptables". “Comisión del 
Concejo entregó informe sobre las torturas”. El Espectador [Bogotá], abr. 27, 1979: 7A. “Levantar estado de 
sitio solicitan los diputados”. Voz Proletaria [Bogotá], may. 31, 1979: 2. “Tremenda acusación sobre torturas 
en Asamblea de Antioquia”. Voz Proletaria [Bogotá], ago. 9, 1979: 5. “Presentado proyecto de ley para 
castigar a torturadores”. Voz Proletaria [Bogotá], oct. 4, 1979: 2. 
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institucionalizar el discurso de los DD.HH. durante las décadas de 1980 y 1990; sin 
embargo, es claro que la respuesta de instituciones como la Procuraduría, si no efectiva, por 
lo menos fue más activa, luego de la intervención de estos personajes y de la presión 
internacional343. 
1.8 Crisis y oportunidad 
En materia de DD.HH. la transición entre las décadas de 1970 y de 1980 fue un periodo 
definitivo y de grandes contrastes, representados en una particular relación 
crisis/oportunidad. Crisis de la política de seguridad colombiana inspirada en la DSN, 
oportunidad para que las denuncias contra las arbitrariedades del Estado trascendieran hacia 
nuevas formas de relacionamiento político. En efecto, el auge y la expansión de las 
configuraciones organizativas por la defensa de los DD.HH. y la paulatina inclinación de la 
balanza a favor de la necesidad de proteger estos derechos fueron asuntos que florecieron 
durante el cuatrienio 1978-1982. Sin embargo, concluir que este fenómeno fue simplemente 
el resultado de un llamamiento a la organización de unas masas pasivas, seguidoras de una 
vanguardia de izquierda revolucionaria, sería tanto como reducir las posibilidades de análisis 
al respecto, por lo que se hace necesario un estudio de la compleja composición de los 
actores que lo hicieron posible. 
Ubicados al centro de las disputas sociales, entre 1978 y 1982 quizás los DD.HH. no fueron 
el mayor epicentro de la movilización social, pero sí de la actividad organizativa. De las 
múltiples manifestaciones y plataformas que emergieron alrededor de la materia, por lo 
menos tres persisten hasta nuestros días, son precisamente estas tres organizaciones a las 
 
 
343 En ese sentido, vale la pena recalcar el papel de algunos sectores de las bancadas conservadora y liberal en 
la denuncia sobre las atrocidades del gobierno Turbay. Durante un debate en contra de dicho gobierno, 
promovido por las continuas denuncias sobre torturas, el Senador del partido conservador Emilio Valderrama, 
“…enjuició dura y abiertamente al gobierno de Julio Cesar Turbay, denunciándolo como un gobierno que ha 
patrocinado las torturas, las atrocidades, los atropellos y toda serie de desviaciones que lo asemejan a un 
‘Somoza’ según sus propias palabras. En palabras de Valderrama, ‘El rector de la universidad de Antioquia, 
Luis Carlos Muñoz, comprobó, por ejemplo, que algunos profesores y estudiantes de esa universidad estaban 
recluidos en un calabozo, con la cara vendada y las manos amarradas, por detrás, con alambres. No creo, dijo 
Valderrama, que los tuvieran así para evitar que se auto torturaran’". “Denuncian desaparición de presos 
políticos”. El Espectador [Bogotá], oct. 25, 1979: 1A. “La procuraduría reconoce que hay torturas en 
Colombia”. El Espectador [Bogotá], sep. 7, 1979: 7A. 
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que se recurrirá para explicar la anterior afirmación con cierto grado de detalle. En primer 
lugar, el CPDH como espacio de articulación de las más diversas identidades políticas que 
acuden a la defensa de los DD.HH. para darles vida más allá de su consagración en los 
instrumentos de derecho internacional. Luego el CCAJAR, corporación litigante que emerge 
de entre la persecución militar para convertirse en una de las principales escuelas de 
abogados defensores hasta nuestros días. Y finalmente, ASFADDES, asociación que a lo 
largo de sus más de 30 años de existencia ha materializado la idea del tránsito de las víctimas 
a sujetos políticos, actores dueños de la transformación de su realidad. 
1.8.1 Los DD.HH. dejan de ser un fin en sí mismos para ser espacio de 
lucha 
1977 terminó con un destacado activismo por parte del sector campesino -terriblemente 
golpeado por las políticas de seguridad y orden público- dirigido a la denuncia persistente 
de los efectos de la incursión militar en sus territorios. Organizaciones sindicales del sector 
agrario, juntas veredales de acción comunal y organizaciones campesinas de los lugares más 
apartados del país, abanderaron las denuncias y poco a poco conformaron numerosos 
comités de DD.HH. encargados de recibirlas y de hacerlas públicas por medio de redes 
nacionales de defensores. Ejemplo de ello es que mientras el país se hallaba conmocionado 
por la represión al paro cívico de 1977, miembros de las Juntas de Acción Comunal (JAC) 
de varias veredas de El Pato y de Sintrainagro, enviaron carta al presidente de la república 
solicitando el retiro del ejército de su territorio por considerar que la incursión de los 
hombres armados solo dejaba desolación en el lugar344. 
El escenario en las ciudades no era más alentador, los recientes hechos de septiembre de 
1977 habían dejado en claro que el gobierno se encontraba en constante alerta y dispuesto 
al uso de la fuerza ante cualquier manifestación, incluso de personas desarmadas. Los 
 
 
344 Las consecuencias, lejos de atender el llamado de los campesinos fue el incremento de las operaciones 
armadas del ejército en el lugar y, paradójicamente, la captura de más campesinos acusados de pertenecer a 
las FARC y a las demás organizaciones insurgentes. “Colonos del Pato piden el retiro del Ejército”. El 
Espectador [Bogotá], oct. 7, 1977: 12A. Ver también: “Yacopí. La UNO denuncia crímenes oficiales”. Voz 
Proletaria [Bogotá], feb. 5, 1976: 5. “Hablan campesinos torturados”. Voz Proletaria [Bogotá], nov. 23, 1978: 
4. 
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debates en el Congreso de la República que siguieron al paro cívico y las manifestaciones 
de rechazo por parte de los sindicatos y de los sectores agrarios, evidencian los altos niveles 
de rechazo social que latían en contra del militarismo empleado por el gobierno López. Estas 
condiciones generaron un ambiente en el que el poder adquirido por los militares respecto 
del gobierno civil era visto como una manifestación de la debilidad del equilibrio de poderes 
en el país. Fue así como el 20 de noviembre de 1977, el periódico El Tiempo publicó una 
carta firmada por treinta y tres altos oficiales en servicio activo dirigida al entonces 
presidente de la república en la que señalaban: “Hemos resuelto solicitarle nuevamente al 
gobierno que dicte por el procedimiento de emergencia, medidas adicionales para garantizar 
a la institución militar y a sus integrantes la honra a que tienen derecho y a todos los 
ciudadanos la seguridad que requieren”345. 
En dicha carta, los oficiales se quejaban por la crítica constante contra la respuesta militar 
ante las manifestaciones, pero contenía, ademásxqt, una clara advertencia sobre la idea que 
se venía gestando al interior de las FF.AA. de avanzar hacia una “nueva legalidad”. Esta 
demanda de los militares inspiró la creación de un marco jurídico en el que fueron 
condensados los principales desarrollos jurídicos obtenidos en materia de seguridad y de 
orden público durante los diferentes estados de sitio experimentados desde la década de 
1950.  
El país no midió suficientemente que estaba ante una primera situación de hecho que 
contradecía el espíritu y la letra de la Constitución al preceptuar el carácter no deliberante 
de las Fuerzas Armadas. No existía precedente de una petición colectiva de las Fuerzas 
Armadas al jefe de Estado de Colombia en asuntos relativos al comportamiento de los otros 
poderes públicos, en especial el Congreso y los jueces, sin olvidar el más alto tribunal de la 
República346.  
La aplicación de la proclamada “nueva legalidad” inició con la expedición del Decreto 70 
del 20 de enero de 1978, mediante el cual se modificaba el Código Penal al incluir una causa 
para eximir la responsabilidad de los miembros de la fuerza pública en el delito de homicidio 
“…cuando intervengan en operaciones planeadas para prevenir y reprimir los delitos de 
 
 
345 “Las FF.AA. exigen medidas de emergencia al gobierno”. El Tiempo [Bogotá], dic. 20, 1977: 6A. 
346 CPDH. Represión y tortura en Colombia. Informes internacionales y testimonios nacionales (Bogotá: 
Fondo Editorial Suramérica, 1980) 16. 
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extorsión y secuestro, producción, procesamiento y tráfico de estupefacientes”347. Esta 
medida se reflejó rápidamente en la ejecución de operativos de gran escala que terminaron 
en graves abusos de autoridad como la masacre ocurrida el 13 de abril de 1978 en el barrio 
El Contador de Bogotá, donde, como ya se mencionó, por lo menos siete personas fueron 
asesinadas por agentes secretos en el marco de un allanamiento de morada que fue 
presentada ante los medios de comunicación como un enfrentamiento contra miembros de 
grupos guerrilleros348.  
Estas medidas fueron consideradas por parte de organizaciones como el CINEP como una 
manifestación de la DSN y adicionalmente, como una afrenta al Título III de la Constitución 
Política, que en ninguno de sus apartados contemplaba la pena de muerte sin fórmula de 
juicio349. Pese a ello, la CSJ en una decisión inaudita, declaró la constitucionalidad del 
referido Decreto, con lo que las puertas quedaban abiertas para la implementación de 
medidas tan gravosas como el Decreto 1923 de 1978. El Estatuto de Seguridad privilegió la 
“presunción de culpabilidad” de las personas procesadas, lo que fue considerado por 




347 “Nuevo régimen”. El Siglo [Bogotá], ene. 21, 1978: 1. 
348 Los hechos del barrio El Contador ocurrieron en la noche del 13 de abril de 1978. Cuando agentes de la 
policía nacional dieron muerte a María Fanny Suárez de Guerrero, Blanca Idaly Flórez Vanegas, Jorge Enrique 
Salcedo, Omar Flórez Leyton, Juan Bautista Ortiz Ruiz, Álvaro Enrique Vallejo Quiñones y Eduardo Sabino 
Lloreda. Luego de los hechos, los familiares de las víctimas desarrollaron una amplía actividad de denuncia 
en la que acusaban a los policiales de haber masacrado a sus seres queridos y de haber puesto en sus manos 
pistolas y revólveres para aparentar el enfrentamiento armado. Por su parte, la policía señalaba que en el predio 
allanado encontraron dos carros robados y que todos los muertos, menos las mujeres, tenían antecedentes. El 
capitán José Noel Barreto Rodríguez y los demás policías implicados fueron absueltos por unanimidad, 
alegando que actuaron en cumplimiento de una orden de allanamiento impartida por el Juzgado 57 de 
Instrucción Penal Militar que investigaba el secuestro del ex embajador de Colombia en Francia, Miguel de 
Germán Ribón. Pese a ello, el oficial también estuvo acusado de ser el jefe de seguridad del Gonzalo Rodríguez 
Gacha y de Pablo Escobar y paralelamente se le sindicó de ser director de las autodefensas del Magdalena 
Medio. Sin embargo, en cada uno de los procesos fue absuelto por la justicia castrense. “Cargos contra 12 
miembros del F-2 por muertes de El Contador”. El Espectador [Bogotá], jul. 7, 1978: 7A. El Tiempo [Bogotá], 
nov. 16, 1990. Ver también: ONU. “Observaciones del Comité de Derechos Humanos a Comunicación 45/79”. 
349 CINEP. Estatuto de seguridad. Seguridad Nacional. Democracia restringida (Bogotá: CINEP, 1978) 72. 
350 El salvamento de voto a la sentencia de constitucionalidad del referido Decreto, firmado por los 
magistrados: José María Velasco Guerrero y Gustavo Gómez Velásquez, desarrolló contundentes críticas sobre 
el uso desmedido del estado de sitio. Ver: CSJ, Salvamento de voto a la Sentencia del 30 de octubre de 1978; 
“El inconstitucional estatuto de seguridad”. El Espectador [Bogotá], mar. 25, 1979: 1A. 
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Tras la expedición del Estatuto de Seguridad en 1978, los casos de persecución en contra de 
la oposición política aumentaron y con ello, los niveles de organización colectiva de los 
diferentes sectores golpeados por la violencia de Estado. La crítica generalizada al estatuto 
se convirtió en un factor determinante para la organización colectiva de aquellos sectores 
que: o sufrían directamente la persecución, o consideraban la medida como violatoria de los 
compromisos internacionales asumidos en materia de DD.HH. por parte del Estado; o 
simplemente manifestaban su solidaridad con el sufrimiento de quienes eran sometidos a las 
duras medidas. Mientras esto sucedía en Colombia, alrededor nuevamente de la figura de 
Gabriel García Márquez, un grupo de los intelectuales más representativos de la época, 
impulsaron la construcción de plataformas internacionales como la organización 
latinoamericana de DD.HH., denominada Habeas, creada por Gabo, Julio Cortázar y Lázaro 
Cárdenas en 1978, con el propósito de "… fortalecer y convertir en más eficientes en las 
Américas los esfuerzos internacionales a favor de los derechos humanos"351. 
Los primeros coletazos de la organización latinoamericana, registrados por la prensa 
nacional, se evidencian el 17 de marzo de 1979 en la ciudad de San Juan de Pasto. Allí, 
organizaciones de la más diversa índole social y política firmaron un manifiesto en el que 
daban cuenta de la creación de un Comité de DD.HH. como plataforma de acción para la 
denuncia sobre las atrocidades cometidas por los agentes de Estado en virtud del estado de 
sitio y del Estatuto de Seguridad. “El 10 de febrero, en reunión sumamente rica en 
aportaciones y ampliamente representativa, se constituyó el Comité Democrático de Nariño 
en defensa de los Derechos Humanos. Quedó conformado así: Junta coordinadora: Doctores 
Eduardo Alvarado Hurtado, Diego Velasco, Stella Noguera S. Ignacio Coral y Luis Alberto 
Córdoba”352.  
La creación del comité nariñense de 1979, junto con otros comités regionales que 
comenzaron a funcionar a propósito de diversos foros regionales preparatorios en los 
departamentos de Antioquia, Córdoba, Cesar, Valle, Tolima, Quindío, Caquetá, Sucre, 
 
 
351 “Organización latinoamericana de DDHH crea Gabo”. El Espectador [Bogotá], dic. 23, 1978: 13A. 
352 “Amplio comité crean en Pasto”. Voz Proletaria [Bogotá], mar.8, 1979: 5. “Creado Comité de Derechos 
Humanos”. El Espectador [Bogotá], mar. 18, 1979: 7A. “Brillante nómina de artistas adhiere al llamamiento”. 
Voz Proletaria [Bogotá], mar.8, 1979: 5. 
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Cundinamarca, Norte de Santander, Magdalena, Bolívar, Santander, Atlántico, Huila, 
Boyacá, Caldas, Chocó y Meta. Estos foros regionales fueron los antecedentes organizativos 
locales, de lo que terminaría por convertirse, durante el primer foro colombiano por los 
DD.HH., celebrado en Bogotá entre los meses de marzo y abril de 1979, en una organización 
nacional de articulación de los defensores que ya actuaban en los territorios.  
El Foro de los Derechos Humanos es en primer lugar un doble mentís al gobierno y a su 
prensa amaestrada. Un mentís a su afirmación reiterada de que en Colombia tales derechos 
no son violados: cientos de colombianos venidos de todos los partidos, de todas las regiones, 
de todos los oficios le responden al gobierno y a su prensa diciéndoles que no les creen. Y 
es un mentís a la doctrina proclamada de que en Colombia no existe la oposición, sino 
únicamente subversión. El presidente Turbay podrá decir que ese Foro que convocan 
intelectuales y obispos, sindicalistas y políticos profesionales, obreros y artistas, periodistas 
y líderes indígenas, es un ataque contra las instituciones. Su socio, el senador Álvaro Gómez, 
podrá afirmar que todos ellos son el brazo desarmado de la guerrilla urbana. Lo que estarán 
diciendo ambos (y tal vez no quieran decirlo) es que las instituciones han sido convertidas 
en armas contra todos los colombianos; y que todos los colombianos son solidarios con la 
guerrilla urbana353. 
Quizás el mayor resultado del foro de 1979 fue la creación del CPDH, organización 
compuesta por múltiples sectores de las más variadas corrientes políticas e ideológicas354. 
En un primer grupo podríamos contar a personajes asociados con plataformas sociales 
allegadas a la izquierda como: Gabriel García Márquez, Gilberto Vieira, Gerardo Molina, 
Hernando Hurtado, Ricardo Sánchez, Camilo González y Socorro Ramírez355. Luego, a 
 
 
353 “El foro: primer acto”. Alternativa 205 (1979): 1. 
354 Dentro de lo temas analizados durante el foro se abordaron los siguientes temas: Los derechos humanos en 
el derecho internacional (Alfredo Vásquez, Álvaro García y Gelasio Cardona); el estado de sitio prolongado y 
el Estatuto de Seguridad frente a la Constitución (Gustavo Gallón, Jaime Vidal, Roberto Gerlein, Alfonso 
Reyes, Humberto Molina y CINEP); Procedimientos penales militares en el Estatuto de Seguridad (Álvaro 
Echeverri, Julio Salgado y Hernando Devis); Aspectos Institucionales, sociales y económicos de los derechos 
humanos en Colombia (Roberto Arenas, Emilio Valderrama, Gerardo Molina, Julio Silva, Camilo González); 
Reforma a los códigos penal y de procedimiento penal (Luis Carlos Pérez, Gilberto Alzate, Jaime Pinzón y 
Ricardo Sánchez); Declaración general del foro (Apolinar Diaz, Alfredo Vásquez, Roberto Arenas, Gilberto 
Vieira, Carlos Bula, Roberto Gerlein, Camilo González, Ricardo Sánchez); Torturas y malos tratos a los presos 
políticos (Hernán Suárez, Jaime de la Pava, Jaime Escobar, Pepe Gutiérrez); Militarización de zonas 
campesinas (Luis Sabogal, FANAL, Humberto Oviedo, Carlos Morales); Restricción a las libertades públicas 
y sindicales (Miguel Caro, Isaías Tristancho, Jorge Sánchez, Eduardo Arévalo, Víctor Baena, Ramón Márquez 
y Ricardo Silva); Delitos de opinión y censura a los medios de comunicación (Enrique Santos, Luis Carlos 
Galán; Ismael Enríquez, Cristóbal González). “Obispos Adhieren”. Alternativa 205(1979): 1 y 14 - 19. 
355 Winifred Tate resalta el papel del PCC en la conformación del CPDH, al señalar: “En parte, esto fue el 
resultado de una necesidad logística: el PC tenía la red nacional y los cuadros organizados capaces de movilizar 
un importante apoyo de base para la nueva organización. Sin embargo, el PC también se mantuvo muy 
involucrado en el comité permanente porque sus miembros eran, cada vez más, objeto de la violencia política, 
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personajes vinculados con partidos tradicionales o pertenecientes a la élite política como: 
Alfredo Vásquez Carrizosa, Roberto Gerlein, Tulio Cuevas, Luis Carlos Galán, Enrique 
Santos Calderón o Apolinar Diaz Callejas, entre otros. La pluralidad de actores que se 
sumaron a la naciente organización defensora contaba además con la participación de las 
cuatro centrales obreras (UTC, CSTC, CTC y la Confederación General de Trabajadores - 
CGT) y por lo menos siete importantes prelados de la iglesia católica, entre los que se 
contaba a los monseñores Tulio Botero, Rubén Isaza, Pedro Rubiano, Darío Castrillón, 
Augusto Trujillo y Hernando Velásquez.  
A decir verdad, lo único que podrían tener en común estos personajes era la defensa de los 
DD.HH. y su vida dedicada a la política, aspectos que fueron fraguando la existencia de la 
primera plataforma amplia, abiertamente consagrada a la defensa de los DD.HH. en el país. 
En su saludo al foro, Gabo afirmó: 
El examen sereno de la situación imperante en Colombia ha permitido confirmar una vez 
más que el Estado de Sitio y el Estatuto de Seguridad son instrumentos útiles para la 
violación constante de los Derechos Humanos, por los organismos y funcionarios oficiales. 
El General Luis Carlos Camacho Leyva, en declaraciones reiteradas, ha pretendido convertir 
en delito común la defensa de los Derechos Humanos, al considerar que esta defensa es un 
simple soporte a las organizaciones políticas, legales o ilegales, que luchan por la 
independencia nacional, y el progreso y la igualdad sociales en nuestro país356. 
Pese a todo esto, Álvaro Villarraga y Nelson Plazas, han advertido sobre la existencia de 
distanciamientos de algunos sectores radicales de la izquierda frente al proyecto de 
conformación de una plataforma como el CPDH. Para estos autores, la presencia de la 
izquierda colombiana en la conformación de plataformas de acción colectiva y el impulso a 
la utilización de los paros cívicos en las regiones, no lograba aún superar su condición de 
subalternidad. De hecho, a pesar del impulso decidido de sectores como el PCC o FIRMES 
en la fundación del CPDH, podría afirmarse que la batuta de esta organización la llevaba el 
conservador Alfredo Vásquez Carrizosa. Este factor permitiría explicar la no participación 
 
 
como resultado de la expansión de los grupos paramilitares a lo largo de la década de 1980.”. Tate. Counting… 
84. (Traducción propia) 
356 “Mensaje de García Márquez al Foro”. El Espectador [Bogotá], abr. 2, 1979: 10A. “Quienes integran el 
Comité Permanente”. Voz Proletaria [Bogotá], abr.5, 1979: 1. 
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de otros sectores radicales de la izquierda colombiana en dicho comité, más aún si se 
considera, siguiendo a Nelson Plazas y Álvaro Villarraga, que: 
Los organismos de los derechos humanos se pusieron al orden del día. A las cárceles 
colombianas llegaron cientos de militantes y dirigentes de organizaciones sociales. La 
“izquierda reformista” (PC, FIRMES) fundó el Comité Permanente por la Defensa de los 
Derechos Humanos (CPDDH) y la izquierda radical creó el Comité de Solidaridad con los 
Presos Políticos (CSPP). / El PC M-L, por la necesidad de atender a sus propios detenidos 
participó en el Comité de Solidaridad, pero los derechos humanos fueron entendidos como 
“derechos burgueses” pues “vistos en general, eran una forma de encubrir los derechos, 
intereses y libertades de la burguesía”. Esa fue la razón de su negativa a participar en el 
Comité Permanente tachado de reformista y socialdemócrata357. 
Si bien es cierto que -como lo anticipaba Carlos Eduardo Rojas en un poco conocido, pero 
muy interesante artículo publicado en la revista Virajes de la Universidad de Caldas- hoy en 
día pocos se atreverían a declararse enemigos de los DD.HH. “-en especial entre los sectores 
subordinados-, otra era la situación al comenzar el gobierno de Turbay Ayala”358. Pese a 
ello, la celebración del foro, fuertemente impulsado por los sectores reunidos en el 
movimiento FIRMES, reflejó una reinterpretación del tradicional rechazo que la mayoría de 
los activistas de izquierda profesaban en contra de estos derechos359. Para este momento, 
 
 
357 Villarraga y Plazas continúan su explicación, señalando: “Igual punto de vista se tuvo sobre la democracia: 
“Una formulación general y abstracta que encubre el sello de clase de la democracia burguesa, que significa 
democracia para la oligarquía y auténtica dictadura contra el pueblo. Bajo esas condiciones, luchar por las 
libertades democráticas, no es más que luchar por embellecer al capitalismo” Se rechazó en consecuencia la 
lucha democrática por la ampliación de las libertades, por ejemplo, no se apoyó la consigna por el 
levantamiento del estado de sitio ni la derogatoria del Estatuto de Seguridad”. Sobre esto es importante aclarar 
varias cosas: i) que la creación de la FCSPP, antecedió 6 años a la del CPDH; ii) que el nacimiento de las dos 
plataformas contó con la participación de una variedad de sectores, dentro de los cuales no es posible descartar 
la de diferentes actores armados (sin que pueda ser considerada como mayoritaria) lo que se explica al 
considerar que el movimiento armado fue tan solo una expresión de la movilización social, y no al contrario, 
por lo que era natural que sus demandas e intereses contaran con múltiples puntos de entrecruzamiento; iii) es 
innegable la apuesta de FIRMES y de los diferentes sectores organizados en este movimiento, por desarrollar 
el primer foro por los DD.HH., tanto así que el Comité Nacional de este movimiento decidió aplazar 
temporalmente su gira de campaña y avocarse a la realización de los foros regionales preparatorios; y iv) que 
a lo largo de su existencia cada una de estas plataformas ha soportado una buena cantidad de debates que han 
terminado por configurar su propia identidad y la correlación de fuerzas en su interior. Villarraga, Álvaro y 
Plazas, Nelson. Para reconstruir los sueños (Una historia del EPL) (Bogotá: PROGRESAR – FUCUDE, 
1994) 143. 
358 Rojas, Carlos. “Los Derechos Humanos en Colombia: Tensiones entre sociedad y Estado”, Virajes (S/F).  
359 Frente al proceso de apropiación de los DD.HH. como plataforma de lucha por parte de las organizaciones 
políticas de izquierda considero que, en realidad el rechazo a estos derechos como producto burgués por parte 
de la izquierda colombiana estuvo matizada, entre otras cosas, debido a las diferentes concepciones sobre la 
forma de luchar en contra del orden capitalista. El PCC es, de hecho, un claro ejemplo de ello, pues a pesar de 
la reticencia inicial a adoptarlos y de las orientaciones surgidas de la propia URSS al respecto, el PCC se apartó 
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incluso el partido comunista aceptaba que si bien la realización plena de los DD.HH. solo 
sería posible durante el socialismo, la lucha por los derechos civiles y políticos tenían la 
capacidad de generar espacios de poder popular y expresaba su convencimiento de que 
“…su conquista habría sido imposible sin la sangre, sin el esfuerzo titánico que por ellas 
brindó el proletariado…”, lo que implicaba un tímido reconocimiento de que su 
establecimiento en 1948 era un logro de la humanidad360. 
El lanzamiento del CPDH en 1979 fue el reflejo de la configuración de un nuevo espacio de 
lucha, los DD.HH. dejaron de ser un fin en sí mismos. Pese a ello, la creación de plataformas 
amplias para la defensa de estos derechos, no limitaron los lugares desde los cuales comenzó 
a organizarse la acción de los directamente afectados por la represión estatal. Las JAC y las 
organizaciones cívicas, campesinas o sindicales, por ejemplo, comenzaron a organizar 
nuevos comités o a destacar a algunos de sus miembros para cumplir tareas principalmente 
de denuncia. Resalta también la generación de delegaciones de reclusos detenidos en 
diferentes centros penitenciarios y carcelarios del país, encargados de movilizar los casos, 
así como la creciente actividad del Comité de Familiares de Presos Políticos361 y de otro 
sector especialmente afectado como el de los periodistas y comunicadores independientes o 




de la orientación soviética, apostando por la creación de frentes de masas dedicados a la defensa y promoción 
de los DD.HH. como estrategia, incluso propagandística sobre las consecuencias negativas del orden 
capitalista. Ver: Tate. Counting… 101 – 106. 
360 “La base social de la defensa de las libertades y de los derechos humanos se amplía. Y como toda libertad 
que sea la de explotar a otros restringe, en las nuevas condiciones, el poder de la burguesía, la misma lucha de 
clases se libra cada vez más en torno a la cuestión, que se hace esencial, de las libertades y los derechos… Y 
la lucha por la democracia, hoy más que nunca, se hace condición sine qua non para el cambio en la sociedad”. 
Rojas, Alberto, “Los comunistas y las libertades”. Documentos políticos 135 (1982). 
361 Para octubre de 1979, se registra la huelga de hambre promovida por reclusos de la cárcel penitenciaria 
nacional de Palmira y el Buen Pastor en Bogotá. Los reclusos, sindicados por rebelión, reclamaron por las 
torturas de que fueron objeto, sus delegados emitieron comunicado en el que señalaban: “El compañero preso 
político, Gustavo Guzmán Castilla, se encuentra hace seis meses detenido y como consecuencia de las torturas 
a que fue sometido, está gravemente enfermo y no se le ha prestado el servicio médico necesario. El compañero 
está a punto de perder su testículo derecho y tiene además un desgarre interno por haber recibido golpes en la 
cirugía de una hernia que tenía”. “Protestan por torturas en cárceles de Valle del Cauca”. El Espectador 
[Bogotá], oct. 23, 1979: 8A. “Presos Políticos. Familiares se organizan”. Alternativa 205 (1979): 27. 
362 Durante su asamblea en febrero de 1979, los miembros del Colegio del Tolima señalaron: “Por unanimidad 
fue aprobada una proposición donde se solicita al presidente de la república la ‘derogatoria del estatuto de 
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Finalmente, cabe resaltar la manera en que tímidamente algunos miembros de los diferentes 
organismos de seguridad del Estado, que, luego de participar en la aplicación de torturas y 
tratos inhumanos a los detenidos, acudieron a la denuncia de sus superiores. Así lo denunció 
ante la revista Alternativa, el cabo de la Fuerza Aérea Germán Pinzón Zora, forzado a salir 
al exilio luego de relatar detalladamente la forma como las FF.AA. practicaban torturas en 
contra de las personas detenidas, en este caso, en la base de Palenquero (ubicada en el 
municipio de Puerto Salgar, Cundinamarca), para posteriormente ser asesinadas en las 
guarniciones militares363. En medio de sus declaraciones, el cabo Pinzón ofreció detalles 
sobre las torturas practicadas en contra de la humanidad del ciudadano José Vicente Camelo, 
acusado de pertenecer a las FARC y capturado en Mariquita (Tolima). 
Desde el momento en que lo llevaron, empezaron a torturarlo, chuzándole las uñas con alfileres, 
colgándolo de un árbol, pellizcándolo con un alicate en el estómago, le pellizcaban también los 
testículos y como él no decía nada, pues siempre afirmaba que nada sabía y que era inocente, 
aumentaron la tortura y lo golpearon brutalmente hasta el punto de hacerle perder un ojo… creo 
que era el ojo derecho, que lo perdió como efecto de los golpes. / Después de dos días de tortura 
despiadada y ante la insistencia de Camelo de que era inocente, iban a proceder a dejarlo libre, 
pero entonces por las huellas físicas que presentaba, ellos se dieron cuenta de que podían ser 
delatados porque había perdido el ojo, y estaba todo magullado, todo negro de los golpes. 
Entonces procedieron a ejecutarlo. […] Yo me decidí a denunciar en ALTERNATIVA estos 
hechos por motivos de conciencia, porque nunca podía estar tranquilo, no podía dormir, o soñaba 




seguridad’ y el levantamiento del estado de sitio. En ella se señala que en aplicación del estatuto se ha 
establecido la completa censura de la prensa radial y televisada, se han impuesto numerosas sanciones por dar 
información sobre ciertos acontecimientos ejecutados oficialmente y se vienen reprimiendo las libertades 
democráticas y los derechos ciudadanos”. “Repudian el estatuto represivo”. Voz Proletaria [Bogotá], feb. 8, 
1979: 6. “El CPB condena la censura de prensa”. Voz Proletaria [Bogotá], ene. 25, 1979: 2.  
363 De la entrevista concedida por el exmilitar a el diario El Espectador se destaca, además: “Pinzón Sora relata 
que durante la época de los secuestros las torturas en salas eran un acontecimiento corriente. Describe: ‘una 
zona llena de árboles con una caneca llena de agua que sirve para las torturas. Todo el resto de mis compañeros 
de la base pasaba por la barraca y se da cuenta de las torturas, pero tenían que ignorarlas para evitar después 
represalias. Uno tenía que hacerse el que no escuchaba ni oía nada”. “Revelaciones del asilado, sobre torturas”. 
El Espectador [Bogotá], ene. 11, 1980: 1A. 
364 “No soporté que torturaran”. Alternativa 246 (1980) 4. Adicionalmente en 1980, por medio de un 
comunicado que le fue entregado al comandante del batallón Bomboná, con sede en Puerto Berrio, cinco 
militares solicitaron la baja alegando estar en contra de las torturas que son obligados a presenciar, y por los 
bajos salarios que reciben. Aunque no refieren casos específicos, la declaración estuvo relacionada con la 
ejecución del concejal Darío Arango en lo que la iglesia católica divulgó como campo de concentración, un 
potrero adecuado por los militares para retener a sus víctimas. Del comunicado resalta: "...Como amigos del 
orden y respetuosos de la dignidad de la persona humana, en ningún momento compartimos las torturas a que 
someten nuestro pueblo y de las cuales somos testigos, porque violan los derechos humanos, que nosotros en 
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1.8.2 Una escuela de abogados defensores 
Los primeros años de trayectoria del CCAJAR son recogidos aquí, no para construir una 
historia total sobre la participación de los abogados en las luchas por los DD.HH., sino para 
ilustrar la manera en que, durante el específico cuatrienio de 1978 a 1982, nace la primera 
organización de DD.HH. que tuvo una vocación “litigiosa”. Fue dicha vocación, el factor 
que mejor permite diferenciar al Colectivo frente a plataformas precedentes como el CPDH 
o la FCSPP dedicadas a la documentación, asistencia y denuncia pública. Pero tambien, de 
otras como ASONALPRO, la AJD o la AAL que por cuestiones de solidaridad o incluso 
partidarias, pusieron sus servicios litigiosos al servicio del movimiento social, pero que no 
habían sido diseñadas para ello. Adicional a lo anterior, el Colectivo había abrigado como 
parte de su naturaleza la preparación de abogados para representar a los afectados por la 
represión estatal, lo que solo podría compararse con la apuesta del CINEP por constituir el 
CENDEP, reseñado en páginas precedentes.  
 
Así las cosas, la priorización de la experiencia del CCAJAR en este acápite no puede ser 
óbice para concluir que la participación de los abogados se restringió a la creación de esta 
plataforma. De hecho, como puede concluirse a lo largo del texto, la participación de estos 
profesionales es continuamente resaltada y se hace evidente, por ejemplo: en los cortes 
dedicados al análisis de los años 1970 a 1977 y 1978 a 1982 en los que, de forma continua 
se resalta la actividad de organizaciones como la AJD, el Tribunal Russell, la AAL o del 
CENDEP. Y será retomado más adelante, especialmente en el capítulo 4, cuando se pondrá 
de manifesto la vital importancia de plataformas como la Comisión Andina de Juristas o el 
ILSA (además de las ya mencionadas), en la construcción de repertorios propios de protesta 
y de defensa. En ese mismo sentido, a lo largo del texto se resalta el papel de los abogados 
 
 
esencia, deberíamos ser los salvaguardias. ¿De qué sirve flotar el pabellón nacional, prestando juramento ante 
un símbolo mientras la patria que es el pueblo es conculcada?". “5 militares piden la baja en protesta por 
torturas y bajo sueldo”. El Espectador [Bogotá], ago. 7, 1980: 14A. “Consejo de guerra a uno de los militares 
que pidió la baja”. El Espectador [Bogotá], ago. 14, 1980: 19A. 
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que, de forma individual o como parte de las múltiples organizaciones contribuyeron con el 
posicionamiento de estas luchas en Colombia. 
Dicho lo anterior, es necesario señalar que la historia del CCAJAR inicia con 
ASONALPRO, una de las organizaciones alrededor de las cuales se agruparon tanto 
abogados defensores de presos políticos, como otros profesionales, durante la década de 
1970, característica que la convirtió en acreedora del asedio de la fuerza pública. El punto 
máximo de la persecución en contra de ASONALPRO se registra en 1980 en medio de los 
operativos desarrollados por la policía para recapturar a la militante de la ADO, Adelaida 
Abadía, quien se fugó de la cárcel el Buen Pastor de Bogotá -durante una incursión armada 
de la ADO al establecimiento carcelario-. El 19 de enero, un comando especial de las 
Fuerzas Armadas ingresó a la sede de la asociación, en la que laboraban más de diez 
abogados dedicados a la defensa de presos políticos con el fin de practicar un 
allanamiento365. 
Estos hechos representaron para ASONALPRO -organización de la que hicieron parte 
profesionales de las más diversas áreas del conocimiento, abogados, artistas y científicos 
sociales como Eduardo Umaña Luna, Eduardo Umaña Mendoza, Eduardo Carreño y Daniel 
Medina entre otros- la necesidad de replantear el futuro inmediato de la Asociación que 
asistía a un profundo debilitamiento por causa de la persecución366. En medio de tales 
circunstancias, el maestro Umaña Luna propuso continuar con las labores de defensa de los 
presos políticos y de promoción de los DD.HH., con lo que la semilla para el nacimiento del 
CCAJAR quedó sembrada.  
Cuando deciden alquilar una modesta oficina en el edificio Unión, en la esquina de la calle 
quince con la ruidosa carrera décima de Bogotá, a Rafael Barrios le corresponde dar inicio a 
los trámites para la legalización de la Corporación Colectivo de Abogados. En la redacción 
de los estatutos incluye, entre los objetivos centrales de la entidad, la defensa de presos y 
perseguidos políticos. / “El undécimo mandamiento es no dar papaya -dice Rafael, con una 
sonrisa socarrona- así que nos negaron la personería jurídica y tuve que repetir todos los 
 
 
365 “Se recrudece ola de allanamientos y capturas”. El Espectador [Bogotá], feb. 5, 1980: 1A. 
366 ASONALPRO reunía a un importante núcleo de profesionales de distintas disciplinas que desarrollaban 
labores de intervención en sectores sociales y populares. Dentro de sus labores se cuenta la defensa de presos 
políticos y la asistencia a víctimas de diferentes delitos. 
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trámites. Mientras lo hacía, pensaba en las palabras del presidente Turbay, quien repetía 
insistentemente que no había presos políticos y que acaso el único preso político era él, que 
no podía salir del palacio de Nariño”367. 
El CCAJAR logró reunir a varios de los más brillantes abogados defensores de los DD.HH. 
que durante la década de 1970 habían litigado ante la JPM. Fiel al carácter de sus miembros, 
este colectivo encabezó la defensa de los procesados durante uno de los tantos juicios que 
por estos años fueron conocidos como el “Juicio del Siglo”, esta vez, en referencia al 
adelantado en contra de alrededor de 400 personas que fueron acusadas de pertenecer al M-
19 y de participar tanto en el robo de armas del Cantón Norte (1979), como de la toma a la 
Embajada de la República Dominicana (1980).  
Eduardo Carreño me cuenta que, entre muchos otros, los integrantes del recién fundado 
Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo asisten -durante cerca de dos años y medio- a 
los acusados en este interminable consejo de guerra. Será el proceso judicial más largo de la 
historia colombiana hasta ese entonces. Finaliza el 7 de junio de 1982 con la lectura de la 
sentencia condenatoria a 170 de los encausados a un total de 866 años de prisión. El maestro 
Umaña Luna había sido fiscal del Tribunal Superior Militar y su hijo, Eduardo Umaña 
Mendoza, se desenvuelve como pez en el agua en los consejos verbales de guerra. Pero a 
Eduardo Carreño y Rafael Barrios les toca ponerse a estudiar los códigos militares y su 
desarrollo normativo, los fundamentos del derecho penal militar. / “No te voy a decir que no 
sentía miedo, sentía mucho miedo -recuerda Rafael Barrios sobre el que fuera el juicio del 
siglo-. Creo que tuve miedo hasta un día en que se levantó Eduardo Umaña Mendoza con el 
expediente en la mano, diciendo que en él había una descripción del asesino del ministro 
Pardo: una persona de contextura mediana, 1,78 de estatura, cabello castaño, ojos color miel. 
Y dice: ‘Se parece mucho al doctor Barrios, ¿no les parece? Claro, entonces yo me puse 
colorado, no sabía en dónde meterme. Y mientras, toda la sala, incluidos los militares, 
muertos de la risa. Creo que hasta ahí me llegó el miedo’”368.  
En efecto, este colectivo se convirtió en el espacio de formación para un sinnúmero de 
abogados que desde los años 80 han emprendido la defensa de los DD.HH., una escuela de 
defensores.  
 Desde 1980 nuestra labor en los escenarios internacionales ha tenido varias vías. El trabajo 
internacional ha servido para incidir en algunas políticas del gobierno colombiano. En 
algunas materias hemos alcanzado un cierto éxito, mientras que en otros temas no ha sido 
 
 
367 Jaime Alvear Restrepo fue uno de los tantos liberales gaitanistas que tras el asesinato del caudillo decidieron 
empuñar las armas uniéndose en las guerrillas de los llanos orientales. Allí, Restrepo, abogado de profesión, 
se convertiría en un intelectual orgánico del movimiento guerrillero liderado por Guadalupe Salcedo y en el 
principal redactor de las leyes primera y segunda del Llano. El 19 de agosto de 1953 murió ahogado en el río 
Meta, en lo que fue anunciado como un accidente. Arenas y Girón (directores). Gotas ... 31 y 34. 
368 Girón y Arenas (directores). Gotas… 42. 
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así. / Las lógicas y los intereses transnacionales han jugado un papel central en los problemas 
de Colombia. Por ejemplo, de los Estados Unidos siempre hemos dicho que ha sido un mal 
vecino. Y lo ha sido porque cuando Colombia estaba en un conflicto muy álgido, con un 
Ejército cuestionado por serias implicaciones en violaciones a los derechos humanos y por 
vínculos con grupos paramilitares, con una guerrilla que adelantaba una guerra muy fuerte 
contra el Estado, con el narcotráfico como realidad transversal en todo el país…369. 
1.8.3 La emergencia de las víctimas como actores políticos 
En el contexto colombiano el concepto de víctima comienza a expresar un contenido político 
durante la década de 1980, cuando las luchas emprendidas por los afectados de las dictaduras 
en el sur de continente irradian su actividad en contextos como el colombiano370. La 
influencia de tales luchas irradia a las organizaciones defensoras, pero principalmente en el 
despertar de aquellas personas que habían sido afectadas de forma directa por la represión 
oficial. Sea del caso aclarar que, para este momento, la actividad de protesta producida por 
la detención arbitraria y por el ocultamiento de personas ya era una constante entre los 
familiares que buscaban con desesperación a sus seres queridos. Es precisamente por esta 
actividad que fenómenos hasta ahora innominados comienzan a adquirir entidad, más aún, 
cuando organizaciones vinculadas con la defensa y con la promoción de los DD.HH. como 
el CPDH, el CCAJAR y el CINEP, recibieron casos en que las víctimas, luego de ser 
extraídas de sus lugares de habitación, trabajo o estudio, por parte de miembros de la fuerza 
pública, desaparecieron sin rastro.  
Soy casada con Marco Aurelio Romero. Residimos en el municipio de Girardot, tenemos 
cuatro hijos menores de edad. Mi esposo es obrero de los Ferrocarriles Nacionales y es 
secretario del sindicato […] Mi esposo fue detenido el 25 de agosto de 1979, en Girardot, 
por una patrulla militar, cuando allanaron la casa a las cinco de la mañana. Durante la 
operación de allanamiento, unos se llevaron a mi marido y otros requisaron toda la casa […] 
La patrulla militar se marchó a las siete de la mañana y a mi esposo lo subieron en un jeep 
[…]. / Desde el mismo día comenzó mi calvario, tratando de dar con el sitio de reclusión de 
mi marido, ya que en ninguna de las instalaciones militares me daban razón. […] Yo presenté 
la denuncia por la desaparición de mi marido ante la Procuraduría General de la Nación, para 
que se me diera a conocer el sitio en el que estaba detenido mi marido, si era que aún estaba 
 
 
369 Girón y Arenas (directores). Gotas…263, 264. 
370 Para el caso argentino, Daniel García y Vicente Palermo señalan que dado el contexto de aislamiento y de 
terror al que la dictadura arrastró a la sociedad argentina, la forma de reacción por excelencia fue la solidaridad 
básica: la familiar. Fueron las Madres de Plaza de Mayo, quienes de manera cada vez más incisiva 
desarrollaron una labor de denuncia sobre la desaparición de sus seres queridos, estimulada por la solidaridad 
común y la identidad organizativa resultante. Ver: García y Palermo, “El movimiento… 409-436. 
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con vida. Solo después de dos meses y medio, en la Procuraduría Delegada para las Fuerzas 
Militares, me informaron que mi esposo estaba en el Hospital Militar de la base de 
Tolemaida. / […] Sin embargo, al mostrar la orden en la portería de la base, quisieron 
negarme primero que mi marido estaba allí y después no me querían dejar entrar. Me 
preguntaron quienes me ayudaron a localizar a mi marido, por qué había pedido ayuda, yo 
les respondí que ellos mismos me obligaron a hacer tantas vueltas y solicitar ayuda a 
diferentes organizaciones, entre ellas el Comité Permanente por la Defensa de los Derechos 
Humanos […]371. 
Durante el tránsito entre los gobiernos de Julio Cesar Turbay y de Belisario Betancur, la 
práctica de extraer personas de su círculo social para luego ocultar su paradero comienza a 
conocerse como desaparición forzada de personas, una actividad que, si bien no podría 
considerarse como novedosa, para ese entonces no se contaba con herramientas jurídicas 
dirigidas a combatirla. Mientras esto sucedía, las denuncias y la documentación de casos de 
personas desaparecidas se encontraba en franco aumento, como resultado de la búsqueda 
desesperada por parte de sus familias. Sería en el marco de estas correrías que un grupo de 
víctimas que, sin pertenecer a organización alguna, comenzó a fijar anuncios en los diarios 
de mayor circulación. El 4 de septiembre de 1982, Sergio Campos y Blanca Guevara, padres 
del estudiante de ingeniería de sistemas de la UNAL, Gustavo Campos, dirigieron carta al 
presidente Betancur denunciando la desaparición de su hijo que se produjo desde el 23 de 
agosto, según los padres, la desaparición de Gustavo fue el desenlace de un largo proceso 
de acoso por parte de las autoridades. 
En el pasado 20 de octubre de 1981, todos los miembros de esta familia fuimos detenidos 
por unidades del F-2, cundo nos encontrábamos en nuestra casa, aduciendo como razones 
de detención una supuesta vinculación a un movimiento subversivo, sin que existiera causa 
alguna que justificase tal suposición… Sin embargo, y a pesar de los resultados de las 
investigaciones continuamos siendo objeto de “vigilancia” pues en diversas ocasiones 
agentes policiales inquirieron a vecinos y amigos sobre nosotros y de manera especial sobre 
nuestro hijo372. 
Atraído por la proliferación de anuncios de familiares que buscaban a los suyos, el sacerdote 
jesuita Javier Giraldo decidió contactarse con las direcciones dispuestas en los desesperados 
anuncios. Se trataba de personas comunes y corrientes, dispersas, pero con una gran tragedia 
 
 
371 Testimonio de Idalid Vega de Romero. CPDH. Represión… 332. 
372 “Carta a Betancur sobre desaparición de universitario”. El Espectador [Bogotá], sep. 4, 1982: 12A. 
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en común373. La visita del padre Giraldo, quien para entonces ya trabajaba en el campo de 
los DD.HH. de la mano del CINEP, y del abogado Eduardo Umaña Mendoza (CCAJAR), 
siembra la semilla de ASFADDES, inspirada en la experiencia de las Madres de Plaza de 
Mayo en la Argentina y de la Federación Latinoamericana de Familiares de Detenidos 
Desaparecidos (FEDEFAM)374. El proceso iniciado con los familiares alentó su actividad, 
para sustraerlos de la penumbra y llevarlos a reconocer que sus casos hacían parte de un 
fenómeno que se encontraba en crecimiento por todo el continente y que, para 1982 ya había 
alcanzado la cifra de 90.000 casos. Esta situación generó una amplia red latinoamericana de 
lucha cuya principal reivindicación fue la devolución con vida de los desaparecidos por parte 
de sus raptores. 
Tras la desaparición del grupo de jóvenes recordado como “Colectivo 82”, nace finalmente 
a la vida política ASFADDES. Entre los meses de marzo y septiembre de 1982 un grupo de 
14 personas fueron sometidos a desaparición por las autoridades del Estado en la ciudad de 
Bogotá. A lo largo de las investigaciones promovidas por las familias afectadas, fue posible 
establecer que los hechos se desarrollaron el marco de las investigaciones por varios 
secuestros, entre ellos el de los hijos del narcotraficante, José Jader Álvarez. Las pesquisas 
habrían sido ordenadas por el entonces coronel Nacyn Yanine Díaz y ejecutadas por el 
Departamento de Inteligencia de Policía Especializada de Cundinamarca (DIPEC), el Grupo 
de Operaciones Especiales (GOES) y el Cuerpo Armado Especializado de la Oficina de 
Inteligencia de la Brigada 13 del Ejército de Colombia (CAES-B-2). Una de las víctimas fue 
Rafael Prado Useche, estudiante de Derecho de la UNAL quien fue raptado en cercanías al 
Polo Club mientras se desplazaba en su bicicleta el 12 de setiembre, “…los sujetos que 
 
 
373 “Entre el 4 de marzo y el 15 de septiembre de 1982, fueron desaparecidas 14 personas, 2 de ellas presentadas 
posteriormente como “dadas de baja”, en operativos policiacos por la DIPEC (hoy DIJID-F-2) de la Policía 
Nacional. Estos hechos se enmarcaron dentro de una serie de investigaciones policivas en torno al secuestro 
de dos niños, hijos del narcotraficante José Jáder Álvarez”. “El primer caso registrado como desaparición 
forzada en Colombia y reconocido como modalidad represiva para eliminar opositores políticos al régimen, se 
remonta al 9 de septiembre de 1977, con la detención desaparición de Omaira Montoya Henao, bacterióloga 
de 30 años, con tres meses de embarazo y militante de izquierda”. ASFADDES. Veinte… 29. Ver: 
ASFADDES, “Un largo camino por más de 25 años de lucha resistencia y persistencia en contra de la 
desaparición forzada y la impunidad en Colombia”. 
374 Resultado de la reunión de 1981 en Costa Rica, en la que participaron madres, abuelas y esposas de personas 
desaparecidas, acompañadas de abogados y organizaciones de distintos países latinoamericanos. 
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asaltaron a su hijo, primero lo rodearon, luego le asestaron una serie de golpes, lo amarraron 
y lo introdujeron en un automóvil Mercedes Benz en el que se lo llevaron con rumbo 
desconocido”375. 
La presión ejercida por los familiares llevó al presidente Betancur a ordenar la investigación 
de los casos de desaparición cuyo punto común era la previa retención por organismos de 
seguridad del Estado376. 
Ante la situación de insensibilidad, de no respuesta y de negación, los familiares de los 
detenidos-desaparecidos deciden aunar esfuerzos en la búsqueda, organizándose como 
Asociación de Familiares de Detenidos-Desaparecidos ASFADDES y el 4 febrero de 1983, 
salieron por primera vez a la calle armadas y armados, con las fotos y los nombres de sus 
seres queridos escritos en pancartas, con el dolor ahogado en la garganta y sus voces 
exigiendo su aparición con vida, y el juicio y castigo a los culpables, apoyados por un grupo 
de estudiantes afectados y dolidos también por la ausencia de sus compañeros de aulas. / En 
ese tortuoso inicio de solitaria denuncia callejera, los familiares de los desaparecidos 
buscaron el apoyo y solidaridad, de las Asociaciones de familiares de otros países 
latinoamericanos congregados en la Federación Latinoamericana de Asociaciones de 
Familiares de Detenidos-Desaparecidos FEDEFAM, que tenía un proceso de trabajo a nivel 
de las instancias internacionales, especialmente una naciente interlocución con el Grupo de 
Trabajo sobre Desapariciones Forzadas e involuntarias de la ONU como también una labor 
de incidencia con la Comisión de Derechos Humanos de la OEA377. 
 
 
375 El 4 de marzo los estudiantes de la UNAL, Pedro Pablo Silva Bejarano y Orlando García Villamizar fueron 
obligados a abordar una camioneta tipo panel de color verde con placas HL 6794; el 18 de marzo los hermanos 
Samuel Humberto y Alfredo Rafael Sanjuan Arévalo fueron raptados al salir de su casa; el 18 de agosto Edgar 
Helmut García Villamizar sale de su residencia con su sobrino de 4 años Camilo Andrés, hijo del desaparecido 
Orlando García, el pequeño Camilo Andrés fue entregado a la XV estación de policía por el jefe de 
contrainteligencia de la DIPEC, de Helmut nunca más se tuvo razón; el 23 de agosto fue detenido Gustavo 
Campos Guevara, estudiante de la UNAL, gracias a una llamada anónima se conoció que se encontraba en la 
Brigada de Institutos Militares; el 11 de septiembre fue capturado en su taller de mecánica Hernando Ospina 
Rincón por miembros del F2 en una camioneta tipo panel color café y crema con placas EK 3307; el 12 de 
septiembre Rafael Guillermo Pardo Useche, estudiante de la UNAL y amigo de Pedro Pablo Silva y Orlando 
García, fue introducido involuntariamente a un vehículo Mercedes Benz color vino tinto de placas FC 9405, 
en el mismo vehículo en que se movilizaban los captores de Hernando Ospina; el 13 de septiembre fueron 
capturados Edilbrando Joya y Francisco Antonio Medina, sus captores se movilizaban en un campero carpado 
de color rojo; el 13 de septiembre, Francisco Antonio Medina fue asesinado mientras su hermano Arnulfo era 
detenido e interrogado por personal del F-2; el 15 de septiembre en Gachalá, el F-2 aprehendió a los hermanos 
Bernardo Helí y Manuel Darío Acosta Rojas para luego desaparecerlos. Ver: “En el Polo Club fue la captura 
del estudiante Rafael Prado U.”. El Espectador [Bogotá], sep. 17, 1982: 14A; ASFADDES. Veinte … 497. 
376 Esta solicitud fue consecuencia de la denuncia presentada al presidente por: Joseia de Joya, madre de 
Hildebrando Joya, Gloria de García, madre de Edgar García, María Ruiz madre de Hernando Ospina, Blanca 
Guevara madre de Gustavo Campos, Elcida Arévalo madre de Alfredo y Samuel Sanjuan. “Investigar 
desaparecidos pide Betancur”. El Espectador [Bogotá], feb. 16, 1983: 1A. 
377 ASFADDES, “Un largo... 
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Fotografía 4. Fotografía movilización ASFADDES 1983. 
La influencia de las luchas desarrolladas en la Argentina por las Madres de Plaza de Mayo, 
generó fuertes lazos entre las víctimas latinoamericanas del delito de desaparición forzada, 
quienes compartían la consigna de luchar por la aparición con vida de sus familiares. Pronto 
esta consigna trascendió al plano político, lo que se reflejó en el carácter de sus luchas que 
transitó de ser un fenómeno inicialmente defensivo, a su transformación en una 
reivindicación expuesta en términos de valores constituyentes del bien común “para que esto 
no se repita” o “para que todos tengan libertad”378. Sus actividades se han reflejado en la 
materialización, por ejemplo, de objetivos como la nominación del flagelo que les había 
sumido en la zozobra. Gracias a sus luchas, el desconocimiento del paradero de una persona 
fue tipificado como desaparición forzada y actualmente es considerado como uno de los más 




378 ASFADDES entraría en contacto con esta red en 1983, durante una visita de miembros de la Federación al 
país y desde esta plataforma, la Asociación gestionó la capacitación de sus miembros en temas de DD.HH. A 
partir de allí, las familias fundadoras de ASFADDES que se encontraban en Bogotá van conociendo a cada 
vez más familias en diferentes lugares del país, principalmente en Medellín y Neiva. García y Palermo, “El 
movimiento… 412. 
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1.9 Generalización 
La profunda crisis humanitaria e institucional que enfrentó el país durante los años 80, derivó 
en la proyección de los DD.HH. como un presupuesto inescindible de la idea misma de 
democracia. En medio de tal panorama estos derechos pasaron de ser un inerte postulado 
jurídico, a operar como un imperativo oscilante entre lo moral y lo ético. Vinculados desde 
su nacimiento a un discurso moralista fundamentado en principios absolutos, universales e 
intransigibles, los DD.HH. permanecieron restringidos durante varias décadas, a la 
generación de un blindaje sobre la democracia liberal. Sin embargo, el interés de la 
diversificación de los actores interesados en su promoción y por ende, de las luchas 
relacionadas con estos, generaron por lo menos dos usos que llevaron la cuestión a nuevos 
planos: por un lado, vinculándolos a causas de carácter disruptivo, mediante discursos éticos 
que trataban de revelar el alto costo humano de la democracia capitalista; por el otro, como 
modelo de ajuste al sistema, mediante la progresiva adaptación de las instituciones a los 
estándares internacionales de protección. 
Más allá de que el anterior planteamiento sugiera la existencia antagónica de los dos usos 
ya señalados, lo cierto es que a partir de 1980 su coexistencia fue cada vez más pacífica, e 
incluso llegó a ser complementaria. Con el avance de la década, no solo crecieron las 
violaciones a los DD.HH. y la conciencia sobre las mismas, sino también los sectores 
afectados. Por lo tanto, la denuncia se hizo cada vez más visible, la actividad de promoción 
más intensa y los actores interesados en estos derechos, cada vez más plurales. De esta 
manera, la acción colectiva por las garantías fundamentales pasó de ser un asunto propio de 
sectores aislados, a desarrollarse a través de la generación de redes en la que participaron 
actores con identidades, compromisos e intereses diversos. Así las cosas, en este acápite se 
analizarán: i) las relaciones entre actores que llevaron a la consolidación de los DD.HH. 
como fundamento de la democracia hasta llegar a su constitucionalización; ii) el lugar que 
ocuparon estos derechos en la configuración de los procesos organizativos de las mujeres 
colombianas a lo largo del periodo estudiado; y, iii) el empleo de los DD.HH. en medio de 
las reivindicaciones históricamente emprendidas por las comunidades indígenas en el país. 
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1.9.1 Crecimiento y articulación 
El crecimiento y la diversificación de las organizaciones sociales y de las demandas 
particularmente relacionadas con la defensa de los DD.HH., se desarrolló de la mano de un 
despertar del interés internacional por procesos alternativos que procuraban ejercer control 
sobre el Estado. Lo que se explica en parte, puesto que la defensa de las garantías mínimas 
fue desde sus inicios un asunto de carácter supranacional, dada la naturaleza del marco 
normativo en el que tales derechos emergieron en 1948 y las condiciones geopolíticas en las 
que se expandieron por el mundo. De acuerdo con lo anterior, para Sidney Tarrow, Doug 
Mac Adam y Charles Tilly, la aparición de oportunidades o amenazas, operan como 
mecanismos constitutivos de identidades; lo que es evidente al analizar experiencias como 
la del movimiento por los derechos civiles de 1955 en los EE.UU.379. Tarrow va más allá en 
su análisis sobre el carácter contencioso de la acción, que se enciende cuando las 
oportunidades para hacerlo se presentan380. Estas consideraciones son retomadas por Jairo 
López, al estudiar el carácter transnacional de las luchas relacionadas con la promoción de 
las garantías fundamentales, lo que para el autor da lugar al análisis de “…las estructuras 
de movilización, es decir, la forma en que los actores se organizan y se conectan unos con 
otros con la finalidad de llevar a cabo sus objetivos”381.  
Parafraseando el análisis efectuado por López, tales estructuras están compuestas por actores 
que escalonan la acción de forma interconectada, por lo cual es necesario distinguir, por un 
lado, el carácter nacional o internacional de las organizaciones que intervienen y, por el otro, 
el carácter oficial o civil de los actores e instituciones abanderadas. Estos factores 
determinan el tipo de estructuras de movilización y los abordajes a los conflictos, ya sea 
mediante la adaptación de las instituciones gubernamentales, el litigio jurídico, la 
producción de información o la presión mediática y social382. En el caso colombiano, una 
 
 
379 Tarrow, Sidney, Mc Adam, Doug y Tilly, Charles. Dinámica de la contienda política (Barcelona: Editorial 
Hacer, 2005).  
380 Tarrow, Sidney. El poder en movimiento. Los movimientos sociales. la acción colectiva y la política 
(Madrid: Alianza, 1997). 
381 López, Jairo, “Movilización… 57-78. 
382 Según López: “La defensa de los derechos humanos no siempre toma la forma de un movimiento social. 
Dada la diversidad de actores involucrados hay diferentes escalas y formas de acción colectiva. A partir de las 
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división medianamente clara de las funciones ejercidas por las diferentes organizaciones, 
solo es posible hasta avanzada la década de 1980, algo similar sucede en la conformación 
de redes de acción, cuya generación es progresiva, pero muy poco perceptible hasta finales 
de la década, pues a pesar del creciente interés de los organismos multilaterales y de las 
organizaciones internacionales relacionadas con la defensa, durante este periodo, el 
establecimiento de vínculos continuó determinado más por coyunturas concretas, que por 
una planificación sistemática de los trabajos en red.  
i) Entre la incidencia internacional y la articulación regional y sectorial. Para ilustrar lo 
anterior, es necesario remitirnos una vez más a las actividades desplegadas tanto por AI 
como por la CIDH, en el marco de la documentación de casos de tortura durante el gobierno 
Turbay383. Atraída por la perpetuación de los estados de sitio en el país, AI efectuó su visita 
al país y produjo un detallado informe sobre de la situación de los DD.HH., pero, además, 
durante su estadía en Colombia, la organización estrechó sus vínculos con organizaciones 
como el CPDH o la FCSPP. Si bien estas relaciones no podrían considerarse como parte de 
una estrategia de coordinación, las organizaciones defensoras nacionales encontraron allí, 
un canal para continuar con la presentación de denuncias en el ámbito internacional.  
… las organizaciones de derechos humanos del país han continuado presentando denuncias. 
Tales son, por ejemplo, los casos de arresto indiscriminados en zonas rurales durante el mes 
de mayo de 1980, y de detenciones en Medellín y Bogotá particularmente en los meses de 
junio y julio […] Amnistía Internacional ha continuado recibiendo denuncias de torturas 
 
 
diferentes escalas de acción colectiva la defensa de los derechos humanos puede adquirir, por lo general, la 
forma de red transnacional, coalición transnacional, movimiento transnacional, movimiento nacional o 
movilización local (Sikkink, 2003). Cada una de estas formas puede alternar en tipos de estrategias, pero 
básicamente se distinguen por quiénes las componen y cómo se conectan y coordinan los actores para llevar a 
cabo sus demandas, estas últimas son, precisamente, las estructuras de movilización”. López, “Movilización… 
66 – 67. 
383 De acuerdo con la revisión de prensa que fundamenta esta investigación, se pudo establecer que el registro 
más remoto del interés de una ONG internacional sobre la situación colombiana fue desplegado por el Tribunal 
Sartre Russell en 1974. Fundado en 1966, hicieron parte de este tribunal, Bertrand Russell, Jean Paul Sartre, 
Ken Coates, Ralph Schoenman y Julio Cortázar, quien sobre su carácter señaló: “A este Tribunal llegan testigos 
que narran las experiencias monstruosas por las que han pasado bajo los regímenes vigentes en Brasil, Chile, 
Bolivia, Uruguay y Paraguay […] De esa acumulación de testimonios solo podía resultar una sentencia 
unánime por parte de los jurados […] esa sentencia, obvia y desgraciadamente sin aplicación posible, 
representa el repudio más enérgico de las infinitas violaciones de los derechos humanos llevadas a cabo por 
los regímenes que pretenden gobernar a los países citados más arriba, así como la condena del imperialismo 
norteamericano que los asesora”. Cortázar, Julio. “Entrevista por Jorge Raventos”, Revista Redacción, Roma, 
junio de 1974.  
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practicadas por miembros de las fuerzas armadas. Entre otros, los casos de Ana Lastemia 
Guzmán, vda. de Rojas, de 52 años y madre de siete niños, natural de Mariquita, Tolima, 
quien fue violada y torturada por un grupo de soldados (la señora vda. de Rojas había sido 
previamente detenida durante 10 meses en la prisión de Manizales y había sido puesta en 
libertad); Joaquín García y otros 20 detenidos quienes presentaron denuncias de maltratos 
ocurridos en la Brigada de Institutos Militares de Bogotá, en mayo de 1980; Eduardo Chávez 
López, estudiante, quien declara haber sido torturado en el batallón Pichincha de Cali el 27 
de mayo de 1980; y el caso de los presuntos malos tratos a que fueron sometidos más de 50 
campesinos en La Uribe, Meta, en junio de 1980384. 
Como complemento de la consolidación de sus relaciones con AI y con la CIDH, los 
defensores de DD.HH, adelantaron una campaña de denuncia que les llevó a participar en 
diferentes escenarios; así lo ejemplifica la participación de una nutrida delegación de 
defensores colombianos en la segunda Asamblea General del Comité para la Defensa de los 
Derechos Humanos de Centroamérica, desarrollada en San José de Costa Rica del 14 al 18 
de febrero de 1980, donde pudieron estrechar lazos con representantes de Guatemala, 
Honduras, El Salvador, Nicaragua y Costa Rica385. Así mismo, las labores de incidencia 
internacional fueron generalmente desplegadas en escenarios de articulación política o 
gremial que antecedían a las organizaciones de DD.HH. Tal es el caso de Asociación 
Internacional de Juristas Demócratas con sede en Bruselas (Bélgica), creada en 1946 y que 
agrupaba a abogados de más de 66 países del mundo. El 12 de mayo de 1980, tal asociación 
emitió un informe sobre la situación de DD.HH. en Colombia, donde señalaba:  
Un amplio movimiento nacional se opone de más en más al avance de la represión. Fueron 
los juristas demócratas de Colombia, la Asociación Colombiana de Juristas Demócratas, 
quienes asumieron con tanto sacrificio y consecuencia la difícil lucha en defensa de los 
derechos del hombre en ese país, asistiendo concretamente a las víctimas de la represión 
desde el comienzo. / Posteriormente esa lucha se fue ampliando386.  
Entre tanto, en el ámbito nacional el interés por asumir la defensa de los DD.HH. estimuló 
la creación de comités regionales, que transformaron la acción de denuncia individual en 
 
 
384 Amnistía Internacional. Violación… 10. 
385 El producto de esta reunión fue la condena al gobierno colombiano por la represión y las violaciones a los 
DD.HH. ejecutadas en contra de los ciudadanos. En la misma dirección, desde múltiples escenarios los 
defensores colombianos recibieron señales de solidaridad. Tal es el caso de la declaración de Santo Domingo, 
emitida durante la primera Conferencia Regional de la Internacional Socialista para América y el Caribe que 
sesionó entre el 25 y el 29 de marzo de 1980. CPDH. Represión… 98-101. 
386 CPDH. Represión… 102 – 114. 
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una suma de voces que canalizaron la acción a través de comités locales, que conformaron 
una red para la articulación de las denuncias originadas en las regiones apartadas del país. 
El II foro por los DD.HH. fue punto de encuentro de los más de 20 foros regionales 
preparatorios que se realizaron a lo largo de 1980. 
 
Fotografía 5. "El II Foro reclama amnistía general". Voz Proletaria [Bogotá] ago.21, 1980. 1. 
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En ese mismo sentido, durante el foro Nacional de Abogados de 1981 los participantes, que 
contaban con amplia experiencia de trabajo en las regiones, analizaron la situación de 
violencia desplegada en diferentes lugares del país, denunciando, por ejemplo: la utilización 
de la base aérea de Tolemaida (Melgar – Tolima) como centro de tortura; la absolución de 
los asesinos del joven estudiante, Marcos Zambrano a pesar de las evidencias que 
comprometían a miembros del B-2; la desaparición del abogado defensor Fabio Hincapié, 
quien además había sido sometido a un extenso juicio lleno de irregularidades en la ciudad 
de Armenia (Quindío); los atropellos contra los campesinos de El Pato (Caquetá); la 
militarización y confinamiento de los habitantes de Algeciras (Huila); las restricciones 
impuestas por los militares a los campesinos del Meta; y el sometimiento de los habitantes 
de San José del Guaviare a los caprichos de los uniformados.  
En los puestos militares les retienen la comida, la droga y demás enseres, decomisándoles la 
mayor parte, permitiendo el paso de raciones mínimas que no alcanzan para el 
aprovisionamiento familiar, especialmente si se tiene en cuenta que los campesinos deben 
recorrer largas distancias para comprar los víveres. / En San José del Guaviare el Ejército 
utiliza procedimientos contra la población. Allí las detenciones arbitrarias son frecuentes y 
se realizan sin las formalidades de ley y sin motivos fundados. Mientras se aclara la situación 
y el campesino obtiene su libertad, pasado un tiempo, se han perdido las cosechas y el ganado 
y se han vencido las obligaciones con la Caja Agraria […] El capitán Carlos Meléndez 
impidió la presencia de abogados para la asistencia a los presos. El mismo utilizaba a un 
supuesto guerrillero para fraguar acusaciones falsas contra los campesinos. A muchos 
agricultores de la región les ha hecho amenazas de muerte o los persiguen las autoridades 
militares. Por estas razones varios se han visto obligados a abandonarla. Cuando un abogado 
se presenta a averiguar por los detenidos es amenazado y atacado387. 
Durante los primeros años de la década, las contadas organizaciones nacionales funcionaban 
como lugar de articulación de las actividades de denuncia que provenían de las diferentes 
regiones del país. Pese ello, para ese momento aún predominaba la iniciativa de los sectores 
directamente golpeados por sobre la organización, tal y como lo ejemplifica la progresiva 
conformación de un comité de DD.HH. en la UNAL388. La creciente actividad policiva y 
 
 
387 Impulsado por el CPDH, este foro se desarrolló en Bogotá el 27 de mayo de 1981 contando con la 
participación de abogados defensores como: Jorge Franco Pinedo, Didier Martínez, Luis Castro, Álvaro 
Echeverri, Pedro Nel Jiménez, Eduardo Umaña Mendoza, entre otros. Documentos CPDH. “Foro de abogados 
sobre los actuales consejos verbales de guerra”. Bogotá, 27 de mayo de 1981.  
388 Un buen ejemplo es la serie de denuncias presentadas por líderes barriales bogotanos que fueron objeto de 
la persecución oficial. El 26 de abril de 1982, los líderes bogotanos, María Lucía Moreno (Barrio Villa Aldana) 
y Aquilino Chávez (Barrio San Rafael), denunciaron ante el ministro de la defensa, Álvaro Camacho Leyva y 
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militar en esta universidad, la había convertido en “un sofisticado laboratorio de represión 
criminal”389 en el que los enfrentamientos eran cada vez más comunes, así como la 
detención, la judicialización y el asesinato de estudiantes y profesores. Fue así, como luego 
de tres años de persecuciones de todo tipo, el profesor de la Facultad de Derecho y defensor 
de DD.HH., Alberto Alava fue asesinado el 20 de agosto de 1982 frente a su casa, con la 
leche y el pan del desayuno en las manos390. El cadáver, recogido por sus propios hijos, fue 
trasladado en un gran desfile al mítico auditorio León de Greiff de la Ciudad Blanca. 
Menos de dos años transcurrieron entre el asesinato del profesor Alava y la turbulenta 
jornada del 16 de mayo de 1984 en el campus universitario. La jornada comenzó con 
actividades de conmemoración y de protesta por la reciente muerte del joven estudiante 
Jesús Humberto León Patiño (Chucho Patiño) en la ciudad de Cali a manos de la fuerza 
pública. Pronto, las actividades en la plaza “Che” para conmemorar a “Chucho” y para 
protestar por el cierre de la cafetería central, se trasladaron hacia la calle 26 para instalar 
barricadas y enfrentar con piedras a la policía. Sin embargo, una vez allí y tras unos 
momentos de tensión, la policía comenzó a disparar indiscriminadamente. 
Hacia las tres de la tarde de ayer corrían dos estudiantes en medio del pánico general que 
cundía en la universidad. Buscaban un sitio de protección y, detrás de ellos, un piquete de 
uniformados y tres civiles dispararon a quemarropa a un estudiante que huía. El acompañante 
de este, ante tal escena, se detuvo con las manos en alto. Fue aprehendido de inmediato por 
los mismos policías y golpeado brutalmente. Luego lo obligaron a cargar el cuerpo de su 
compañero abaleado y lo guiaron hacia la jaula. La policía, al levantar el cuerpo del abaleado, 
le puso una capucha del M-19 que la propia policía portaba. Esto fue presenciado por 
 
 
ante el Procurador General de la Nación, Guillermo González Charry, lo siguiente: “El dirigente comunal no 
es un delincuente y puede reclamar y defender los intereses de la comunidad antes (sic) las autoridades 
distritales, departamentales o nacionales, sin que para ello tenga que ser reprimido o arrestado y su residencia 
allanada”. “Allanan residencias de líderes cívicos”. El Espectador (Bogotá), abr. 26, 1982. 5A.  
389 Arenas y Girón (directores). Gotas… 43.  
390 El profesor Alava había sido objeto de detención arbitraria, en medio de los allanamientos provocados por 
el hurto de las armas del Cantón Norte. En estas operaciones fueron detenidas más de 100 personas en Bogotá, 
Bucaramanga y Tunja, sin embargo, la detención del profesor Alava llevaba consigo un mensaje particular que 
fue interpretado por los demás defensores y por las comunidades académicas de diferentes centros 
universitarios como: “‘…al detenerlo, la Brigada de Institutos Militares pretende golpear al sector de abogados 
consecuentes con la defensa de los derechos humanos y la de los presos políticos’ junto con el profesor fueron 
detenidos su esposa y sus hijos, en lo que parece una táctica de detención de familias enteras que se ha repetido 
en los últimos días”. “Protesta por capturas y allanamientos en Bogotá”. El Espectador [Bogotá], may. 15, 
1979: 8A. 
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aproximadamente unas cincuenta personas que a esa hora se escondían en el edificio de 
Sociología391.  
La jornada de conmemoración y protesta terminó en una masacre, por lo menos 17 
estudiantes muertos y un número incalculado de desaparecidos, dejó la incursión de los 
agentes del GOES en la ciudad universitaria.  
Como si fuera un safari, la policía entra a llevarse los cuerpos de los compañeros asesinados 
por la espalda, a sangre fría (si es que la tienen), a rematar a los heridos. Vi caer estudiantes 
heridos cuando corrían hacia las residencias femeninas. Cerca de Agronomía, la policía 
apaleó a alguien y luego de golpearla durante casi un minuto le dieron un tiro392.  
Los trágicos eventos del 16 de mayo de 1984 derivaron en el cierre de la universidad por 
alrededor de un año, en un cese durante el cual, los estudiantes sobrevivientes se dieron a la 
tarea de conformar lo que fuera el Comité de DD.HH. de la UNAL, plataforma de 
organización estudiantil que contó con la asesoría del CCAJAR y de profesores como 
Eduardo Umaña Luna o Jaime Pardo Leal. En este grupo de estudiantes se encontraban, 
entre otros, Reynaldo Villalba, Soraya Gutiérrez, Pedro Mahecha, Luis Fernando 
Maldonado, Omar Hernández, Tito Agusto Gaitán, Juan Carlos Gutiérrez, Alirio de Jesús 
Pedraza y Luis Guillermo Pérez Casas.  
ii) La democratización de los DD.HH. en las guerras por la paz. La progresiva ampliación 
de los sectores organizados en torno a la defensa de los DD.HH., fue una continua 
preocupación de la que, en un primer momento, se encargaron exclusivamente las 
plataformas de defensa393. En contraprestación, a finales de 1984 las autoridades civiles y 
militares de Puerto Boyacá, con evidentes nexos con el paramilitarismo, citaron a un foro 
sobre la paz en el Magdalena Medio, con el que trataban de posicionar un discurso de 
 
 
391 Comunicado de los estudiantes de Odontología, may. 17, 1984. En: Arenas y Girón (dirs). Gotas… 44. 
392 El Socialista [Bogotá] may. 24, 1984. 2. 
393 En agosto de 1984 el CPDH llegó incluso a realizar un llamamiento formal para que los diferentes grupos 
armados se sumaran a una de las grandes consignas promovidas por este Comité, la búsqueda de la paz: “La 
paz todavía frágil necesita el apoyo constante de la opinión pública, los partidos, movimientos sindicales, 
grupos intelectuales, la iglesia católica y otras religiones establecidas en el país, para su consolidación 
definitiva”. Producto de lo cual, las guerrillas firmantes de los acuerdos conformaron un frente común, junto 
con algunos grupos de izquierda para alcanzar la apertura democrática “Comité de Derechos Humanos insta a 
grupos rebeldes a sumarse a la paz”. El Espectador [Bogotá] ago. 30, 1984. 12A.  
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rechazo a los acuerdos bajo consignas como: “No a la paz armada”, que fueron 
especialmente adoptadas por los militares retirados394.  
 
Fotografía 6. "Denuncian aumento de guerrilla". El Espectador [Bogotá]. sep.24, 1984. 7A. 
El creciente interés por la paz, así fuera para rechazar los acuerdos ya alcanzados, advierten 
el valor estratégico que estaban alcanzando las luchas relacionadas con los DD.HH. y dejan 
al descubierto el alto grado de democratización del interés por la paz. En esta investigación 
se ha preferido caracterizarlo así por considerar que al quedar ubicada al centro de los 
debates políticos (como si se tratara de un déjà vu), sobre la paz emergieron diferentes 
interpretaciones en un campo en el que las ideas de polarización terminaron imponiéndose 
a través del rechazo a los lentos avances en la implementación de lo acordado. 
La radicalización de las ideas sobre los acuerdos alcanzados con las guerrillas se reflejó en 
la agudización de la violencia en los campos y ciudades, principalmente en contra de los 
militantes de la UP, donde los agricultores eran continuamente objeto de persecución y 
 
 
394 En noviembre de 1984 Turbay se mostró como el opositor número uno de los acuerdos con la insurgencia, 
alegando la existencia de una “dictadura de la paz”. “El país parece no haberse percatado de que existe una 
lucha frontal entre el sistema democrático y sus adversarios. En esa batalla, a mi juicio, han mostrado mayor 
habilidad estratégica los personeros del antisistema que los voceros del orden republicano. Los primeros con 
las armas en la mano han logrado establecer la dictadura de la paz que no es susceptible de análisis porque una 
bien organizada propaganda con ribetes de intimidación señala a los críticos de dicha estrategia como a 
enemigos de la auténtica reconciliación nacional que todos deseamos. Quien no se someta a la paz con 
extorsión y con secuestros, es un mal colombiano, es un vende patria, es un entregado a los intereses del 
imperialismo norteamericano, es un reaccionario y debe ser objeto de la justicia popular”. “Turbay denuncia 
"dictadura de la paz" en Colombia”. El Espectador [Bogotá] nov. 24, 1984. 11A.  
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estigmatización. En este escenario, las organizaciones defensoras fueron el mayor foco de 
recepción de las denuncias promovidas, incluso por algunas autoridades departamentales. 
Mediante oficio del 17 de octubre de 1985, la Asamblea Departamental del Caquetá 
denunció ante el CPDH, el asesinato del dirigente campesino y militante de la UP, Jaime 
Loaiza, asesinado en Palestina (Huila) junto con tres de sus compañeros de militancia. 
Esta Corporación se solidariza con sus familiares y hace un llamado a que se pronuncien 
todas las organizaciones cívicas, para detener la mano terrorista que con esta provocación 
busca hacer fracasar la prolongación de los acuerdos de paz. / Solicita así mismo, se 
investigue y castigue a los responsables de estos actos terroristas creándose las condiciones 
para dar plenas garantías al trabajo político de la Unión Patriótica395. 
Los diferentes planes de exterminio que se ejecutaron en contra de la UP despertaron el 
interés de la comunidad internacional y, principalmente de las organizaciones de DD.HH. 
que concentraban su trabajo en América Latina, pero también incentivaron la creación de 
distintas plataformas organizativas que, desde lo territorial, documentaron el genocidio. En 
el plano internacional se destaca el interés de la Comisión Andina de Juristas (CAJ), 
organización fundada por iniciativa de la CIJ en 1982 para contribuir desde sus oficinas en 
Lima (Perú) con la defensa de la democracia y los derechos humanos en la región396. 
Fechada el 19 de agosto de 1985 y firmada por Jorge Arenas, reposa en los archivos del 
CPDH una carta dirigida a Hernando Hurtado. La misiva es de particular interés pues ante 
 
 
395 Documentos CPDH. “Carta de la Asamblea Departamental del Caquetá al CPDH”. Florencia, 17 de octubre 
de 1985. Incluso agremiaciones del sector privado recurrían a estas plataformas buscando canalizar las 
denuncias sobre violaciones a los DD.HH. que azotaban a las regiones. Ver: Documentos CPDH. 
“Comunicación No. 001 de la Asociación de Comerciantes de Yopal (Casanare)”. Yopal, 6 de diciembre de 
1985.  
396 La CIJ es una organización con sede en Ginebra (Suiza), creada en Berlín (Alemania) en 1952 como 
iniciativa del abogado Walter Linse, entonces presidente de la Asociación de Juristas Alemanes Libres. La 
Asociación está conformada por 60 abogados, e incluye a jueces, abogados, profesores y asesores jurídicos de 
diferentes nacionalidades. Durante la década de los 70, esta comisión contribuyó a la creación de 
organizaciones regionales no gubernamentales para la promoción de las garantías mínimas en países en 
desarrollo, entre ellas: la CAJ, la Unión Africana de Abogados, el Consejo Regional sobre los Derechos 
Humanos en Asia y la Asociación del Sur de Asia para el Derecho al Desarrollo. “El CAJ suministraba 
información sobre asuntos de derechos humanos a lo largo de la región, y a veces reunía a grupos de derechos 
humanos de otros países a nivel regional. Capacitaba y prestaba asistencia técnica a personal judicial y 
defensores no gubernamentales para mejorar su capacidad de desempeñar efectivamente la administración de 
justicia. Su prestigio a nivel internacional prestó credibilidad a la Coordinadora en sus cruciales primeros 
años”. Youngers, Coletta y Peacock, Susan. La Coordinadora Nacional de Derechos Humanos del Perú́: Un 
Estudio de Caso de Construcción de una Coalición (Washington: WOLA, 2002) 7. 
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el recibo de un boletín de prensa emitido durante el año anterior, la CAJ manifiesta su 
solidaridad con el entonces Secretario Ejecutivo del CPDH ante el atentado de que había 
sido objeto397. Tras esta carta, le seguiría un cruce de correos continuo sobre el avance de 
las actividades de defensa en la región, pero solo sería hasta la visita realizada en 1987, 
cuando la CAJ dio luz verde a la creación de una oficina en Colombia. 
En efecto, tras la presentación de su informe sobre la situación de derechos humanos y en 
especial sobre la administración de justicia colombiana, la CAJ dispuso la vinculación de un 
grupo profesional que estuviera permanentemente ubicado en el país con el fin de 
documentar la situación de DD.HH.  
El equipo que atendió la visita de 1987 estuvo coordinado por Gustavo Gallón, abogado y profesor 
universitario, con el apoyo de Federico Andreu y María Teresa Garrido, juristas que empezaban su 
carrera, y se convirtió entonces en el núcleo con el cual se inició ese grupo profesional permanente, 
que inicialmente se denominó Comisión Andina de Juristas Seccional Colombiana (CAJSC), y que 
en 1995 simplificó su nombre por el de Comisión Colombiana de Juristas (CCJ)398. 
Entre tanto, terribles sucesos conmocionaban al departamento de Santander y, en especial, 
al municipio de Barrancabermeja. El 22 de abril de 1987 un grupo de ocho personas, 
pertenecientes a la UP y a la Coordinadora Campesina del Magdalena Medio, se encontraban 
en la cafetería Monteblanco, esperando a que se diera inicio al partido entre las selecciones 
de fútbol de Colombia y Uruguay. En tan solo unos instantes, al recinto ingresó un joven 
con una granada en la mano, activó la espoleta y lanzó el artefacto que cayó rodando sobre 
las baldosas del lugar. En la otra acera, Sandra Rondón Pinto, una niña de 14 años, observaba 
desprevenidamente lo que sucedía en el lugar, una semana más tarde esta fatídica causalidad 
le costó la vida, cuando fue abaleada a la salida de la iglesia.  
El asesinato de la pequeña Sandra Rondón tiene por respuesta un paro cívico que durante 
dos días paraliza a Barrancabermeja. ¿De qué profundidades surge la resistencia y la 
esperanza maltratada de estas gentes? Sobre todo, si se tiene en cuenta que el asesinato de 
Sandra, sencillamente aterrador, apenas supone un minúsculo fragmento dentro de una 
interminable cadena de crímenes. Dos sicarios en motocicleta habían asesinado un año antes 
a Leonardo Posada, concejal de la Unión Patriótica y uno de los más reconocidos luchadores 
sociales de la región y el país. Y junto con él, uno tras otro, son asesinados o desaparecidos 
sindicalistas, líderes campesinos, estudiantes, funcionarios públicos, militantes de la UP. 
 
 
397 Documentos CPDH. “Carta de la CAJ al CPDH”. Lima, 19 de agosto de 1985. 
398 CCJ. Historia… 
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Manuel Gustavo Chacón fue acribillado a balazos el 15 de enero de 1988. La sentencia a 
muerte estaba escrita desde hacía tiempo. Era culpable de cantar y gozar, de denunciar el 
sufrimiento y reírse del miedo399. 
Actos de violencia como estos, que atendían a la ejecución de un plan sistemático en contra 
de los liderazgos sociales en Barrancabermeja (Santander), sede de la refinería de petróleo 
más grande del país, incentivaron en esta ciudad la creación de CREDHOS en 1987. La 
coordinadora nace de la mano de líderes sociales como David Ravelo, Jorge Gómez 
Lizarazo, Jael Quiroga, Rafael Gómez, Ubencel Duque, Orlando Higuita y congregando 
diferentes plataformas dispuestas a la defensa de los DD.HH., como lo fueron el Frente 
Común por la Vida, la Paz y la Democracia o el Foro Social de Barrancabermeja. Sus 
actividades se han desplegado desde entonces, hacia la promoción, defensa y protección de 
los DD.HH. y la democracia. Desde entonces, esta organización se ha convertido en una de 
las más visibles de toda la región, trabajando de la mano de otras organizaciones de base y 
con el movimiento social en el territorio para fortalecer la participación de la sociedad civil 
en la construcción de paz y denunciar las violaciones de derechos humanos400. 
iii) Entre la Institucionalización y los efectos colaterales de la incidencia. El 9 de diciembre 
de 1987 la Procuraduría General de la Nación echa a andar un plan de asistencia para los 
presos de conciencia, que contaba con la creación de comités de DD.HH. en todas las 
cárceles del país. La creación de este comité era parte de un amplio programa creado para 
promover los derechos de los reclusos y de la ciudadanía en general, razón por la cual, 
durante los años siguientes el ministerio público incentivó la creación de comités similares 
en las escuelas públicas y en los hospitales del Estado401. Mientras que desde 1986 el CDPH, 
la FCSPP y el CCAJAR se encontraban trabajando en la creación de una Coordinadora 
Nacional de DD.HH., que buscaba articular el trabajo de los defensores, las Resoluciones 
No. 022 de 1985 y 035 de 1986, promovían la articulación fraccionada de las diferentes 
plataformas con el Estado. A través de estas resoluciones, el entonces procurador general de 
la nación, Carlos Mauro Hoyos, creó la Comisión de Derechos Humanos de la Procuraduría, 
 
 
399 Girón y Arenas (directores). Gotas… 64, 65. 
400 PBI. “CREDHOS. Corporación Regional para la Defensa de los Derechos Humanos”. 
401 “Comité de Derechos Humanos en cárceles de toda Colombia”. El Espectador [Bogotá] dic. 10, 1987. 1A. 
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a la cual inicialmente, solo fueron invitados el CPDH y ASFADDES. Esta comisión se 
encargó de recibir las denuncias y de hacerles seguimiento, tareas que, sin embargo, las 
organizaciones sociales continuaron realizando. 
Luego del asesinato del procurador Carlos Mauro Hoyos, asume la dirección de ese despacho 
Horacio Serpa Uribe, quien por medio de la Resolución 014 del 14 de junio de 1988 amplia 
la participación de las ONG y su órbita de actuación, facultándolas para recibir y escuchar 
quejas [con efectos oficiales]. Fueron invitados a participar el Comité de Solidaridad con los 
Presos Políticos, la Corporación Colectivo de Abogados, el Comité de Madres y Familiares 
de Presos Políticos y el Colectivo por la Vida 5 de junio. La procuraduría delegada para los 
derechos humanos ejerció la secretaría de la Comisión402.  
Adicionalmente, durante el gobierno Barco, movido por una fuerte presión internacional 
derivada de la incidencia de las organizaciones defensoras, mediante Decreto 2211 del 8 de 
noviembre de 1987, fue creada la Consejería Presidencial para los DD.HH., dirigida por el 
historiador Álvaro Tirado Mejía, como una instancia de asesoría directa al presidente de la 
república para el diseño de la política pública de DD.HH. Esta consejería promovió el 
debate, aspecto que no solo significaba un cambio en el tratamiento a la materia, sino que le 
otorgó un estatus en el ámbito gubernamental que no había poseído antes. Bajo la consigna 
de crear “Una cultura de los derechos humanos”, la consejería trató de convertirse en eje de 
articulación con las diferentes organizaciones no gubernamentales que abanderaban su 
promoción. Sin embargo, tal como lo caracteriza Flor Alba Romero, la administración 
Barco, planteó un discurso problemático sobre los DD.HH. “como responsabilidad de 
todos”, pues con ello trataba de diluir la responsabilidad del Estado en su promoción y 
defensa403.  
El interés gubernamental por crear escenarios que ampliaban la participación de las 
organizaciones defensoras fue realmente una forma de dilatar la tensión que producían los 
 
 
402 Al finalizar el mandato de Virgilio Barco, el entonces Procurador Alfonso Gómez Méndez dispuso la 
ampliación en el número de participantes en la comisión e impulsó la creación de comisiones regionales. 
Fueron estas, antecedentes de los Comités de DD.HH. cuya creación fue impulsada por la Defensoría del 
Pueblo tras su creación en 1991 y que actuaron de forma coordinada de la mano del CPDH. Romero. “El 
movimiento… 450. Ver también: Colombia. PGN, Resolución 022. Bogotá, 9 de septiembre de 1985. 
Documentos CPDH. “Constitución CDDHH Meta”. Villavicencio, SF. Documentos CPDH. “Constitución 
CDDHH Curumaní”. Curumaní, SF. Documentos CPDH. “Constitución CDDHH Aguachica”. Aguachica, SF. 
Documentos CPDH. “Constitución CDDHH Pailitas”. Pailitas, SF.  
403 Romero, “El movimiento… 451. 
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informes negativos sobre la violación de las garantías humanas en Colombia y la negligencia 
del Estado para detener el fenómeno. En su habitual columna del periódico El Espectador, 
el 6 de octubre de 1988 Alfredo Vásquez reflexionó sobre lo que denominó como “lluvia de 
informes sobre Colombia”, refiriéndose a los producidos durante la segunda mitad del año 
por AI, por la CAJ (Colombia, el derecho a la justicia) y por la Comisión Internacional de 
Observación Judicial de Colombia (presidida por el nobel Adolfo Pérez Esquivel)404. “Ante 
el informe de Amnistía Internacional, el gobierno respondió que el contexto era de muchas 
violencias fuera del control del Estado y que, por lo tanto, había muchos responsables” 405. 
Por esos días, el gobierno colombiano comenzó a recibir dineros provenientes del Consejo 
de DD.HH. de la ONU, a título de Servicios de Asesoramiento Técnico, por lo cual era más 
que prudente mantener una imagen garantista ante las diferentes estancias multilaterales que 
le requerían. Por esta razón, Barco decide delegar a la Comisión de DD.HH. para atender la 
visita del Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas y del Relator Especial sobre 
Ejecuciones Extrajudiciales de Naciones Unidas en 1988. Así mismo, un convenio con el 
Parlamento Europeo y diferentes organizaciones ciudadanas de Europa derivó el 28 de 
octubre del mismo año en la visita de una Comisión Europea de DD.HH. encabezada por 
Jef Houthuys, Volker Hollunander y Liduina Zumpolle. La visita de la comisión fue 
resumida por Zumpolle así: “…jamás he visto algo igual. Colombia es el país más violento 
de América Latina y la violación de los Derechos Humanos tiene una impunidad asombrosa, 
las víctimas no tienen dónde acudir”406. 
Los encargos efectuados por el gobierno a la Comisión de DD.HH. así como el complejo 
panorama de violencia, permiten comprender la forma en que el fin de la década de 1980, 
se convirtió en escenario para un nuevo incremento en la incidencia internacional por parte 
de los defensores. Durante la 44ª Sesión de la Comisión de las Naciones Unidas sobre 
DD.HH., por ejemplo, los defensores participaron con una numerosa comisión integrada por 
delegados de las diferentes organizaciones. Durante este evento, las víctimas del Estado 
 
 
404 “Lluvia de informes sobre Colombia”. El Espectador Bogotá] oct. 7, 1988. 3A. 
405 Romero, “El movimiento… 451. 
406 “Comisión Europea de Derechos Humanos visita Colombia”. El Espectador [Bogotá] nov. 8, 1988. 5A.  
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colombiano recibieron múltiples manifestaciones de solidaridad y de llamamiento a una 
campaña internacional por el respeto a los DD.HH. en Colombia, provenientes de diferentes 
organizaciones como, la Federación Sindical Mundial, Paz Christi Internacional, la CIJ, la 
Liga Internacional por los DD.HH. o la Federación Mundial de Estudiantes Democráticos407. 
Las manifestaciones de solidaridad incluyeron un aumento de los recursos provenientes de 
la cooperación internacional para la promoción de los DD.HH. Este hecho provocó una 
ampliación de las plataformas que comenzaron a identificarse como Organizaciones No 
Gubernamentales (ONG), en una traducción de las formas de trabajo asociativo surgidas en 
Norteamérica durante la década de 1960 como Non Governmental Organizations (NGO). 
Así, el creciente número de ONG incentivó la creación el 26 de enero de 1989 de la 
Confederación Colombiana de Organizaciones no Gubernamentales (CCONG), con el 
objetivo de convertir al “movimiento de las ONG” en “…un sector nacional con su propio 
sentido de identidad y una creciente legitimidad ante los ojos del gobierno y de la comunidad 
internacional”408. Dentro de los paradójicos efectos colaterales derivados de la búsqueda de 
justicia por parte de los defensores de los DD.HH. y de las víctimas de Estado, las 
posibilidades de asociación para la “promoción” y “defensa” de los DD.HH. daba los 
primeros pasos para convertirse en un importante sector de la débil economía nacional. 
 
 
407 CUT. El solamente quería vivir. En Colombia la acción Criminal de los grupos paramilitares debe 
terminar. La CUT ante las naciones Unidas y la OIT. (Bogotá: CUT, 1988). El texto compila diferentes 
ponencias emitidas con relación a la violación de los DD.HH. en Colombia, ante el Consejo de DD.HH. de la 
ONU. Por otra parte, el informe de 1989 de Americas Watch (el quinto producido por esta organización sobre 
la situación colombiana) fue publicado por las universidades Nacional y de los Andes. Americas Watch. 
Informe sobre derechos humanos en Colombia (Bogotá: UNAL – UNIANDES, 1989). 
408 Londoño, Beatriz. “Organizaciones no gubernamentales y derechos humanos”. Credencial Historia 156 
(2002) Ver también: CCONG. “Estatutos de la Confederación Colombiana de Organizaciones No 
Gubernamentales”. De la CCONG hacen parte actualmente organizaciones como: la Federación Antioqueña 
de ONG; la Federación Colombiana para la Microempresa (Fedecaribe); la Asociación de Fundaciones 
Petroleras; la Asociación Probienestar de la Familia Colombiana (Profamilia); Fundación Social; Acción 
Cultural Popular (Acpo); la Asociación Cristiana de Jóvenes de Bogotá y Cundinamarca; la Corporación 
Internacional Ambrosia (Corinam); el Centro de Pensamiento Estratégico Internacional (CPEI). Ver: Cámara 
de Comercio de Bogotá, “Certificado de existencia y representación legal CCONG”. 
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1.9.2 Espacios de entrecruzamiento 
El factor identidad como motor de la movilización social ha sido ampliamente estudiado, 
así como el entrecruzamiento de diferentes identidades que en su tránsito autónomo llegan 
para sumarse y, en ocasiones, para actuar de forma mancomunada. Lejos de hablar de 
unidad, las luchas relacionadas con la identidad se entrecruzan y comparten temporalmente 
materias de acción. Una de tales materias han sido los DD.HH., la cual ha alimentado la 
acción otorgándole identidad y significado a la movilización de un importante número de 
personas y sectores sociales. Para los años 70, a la par de estos derechos, dos sectores 
congregados alrededor de luchas identitárias fueron alcanzando un grado especial de 
madurez, estos son las mujeres y las comunidades indígenas. Poseedoras de agendas, 
demandas y dinámicas propias, las organizaciones de mujeres e indígenas incluyeron dentro 
de sus repertorios la defensa de los DD.HH. como mecanismo de denuncia y luego, como 
presupuesto para su participación en la democracia. 
Esta forma de abordar la cuestión derivó en que no se desplegara un análisis de fondo sobre 
movimientos que bien pudieron aparecer al final del periodo analizado pero que se 
desarrollaron principalmente durante la década de 1990. Lo anterior hace referencia, por un 
lado, a las luchas emprendidas por las comunidades afrocolombianas quienes hasta la 
aparición de la constitución de 1991 eran generalmente englobados en la categoría de 
campesinos, a pesar de que, desde la década de 1980 las comunidades negras del pacífico 
colombiano ya se encontraban construyendo una plataforma de lucha alrededor de su 
ancestralidad y visión del territorio409. Y por el otro, a las luchas emprendidas por la 
comunidad LGBT que -si bien habían experimentado ciertos niveles de organización en 
plataformas como el Movimiento de Liberación Homosexual de Colombia (1976) o del 
Grupo de Encuentro por la Liberación de los Gáis (1977), alrededor de figuras como León 
 
 
409 Ver: Villa, William. “Movimiento social de comunidades negras en el Pacífico colombiano. La construcción 
de una noción de territorio y región” 581 y ss. Y Fajardo, Darío. “Colombia: dos décadas en los movimientos 
agrarios”. Antropología hecha en Colombia. Tomo I. Editores: Restrepo, Eduardo; Saade, Martha y Rojas, 
Axel(Bogotá: UC, 2017) 568. 
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Zuleta, Manuel Velandia, Ernesto Rodríguez o Guillermo Cortés- se consolidó como 
movimiento social entre las décadas de 1990 y 2000 principalmente410.  
Hechas estas precisiones, este acápite presenta: primero una serie de reflexiones iniciales y 
particularidades sobre la situación de las mujeres y de los indígenas al interior del 
movimiento de DD.HH. que, lejos de pretender agotar el tema, debe ser tomado como una 
provocación para que nuevas investigaciones aborden esta materia a profundidad haciendo 
uso de los métodos y de las fuentes adecuadas. Posteriormente, se presentan un análisis de 
los entrecruzamientos, primero del movimiento de mujeres y luego del movimiento 
indígena, como poseedores de agendas propias, en relación con el movimiento de DD.HH. 
en lo que constituye el grueso de las conclusiones derivadas de la aplicación metodológica, 
del análisis de fuentes y del marco teórico dispuesto para la presente investigación 
1.9.2.1 La situación de las mujeres y de los indígenas al interior de las 
luchas por los DD.HH. 
Es importante reiterar que la razón para incluir este acápite fue analizar los 
entrecruzamientos entre distintas identidades que impulsaron la movilización social 
alrededor de los DD.HH. en Colombia entre los años 1970 y 1991. Sin embargo, de cara a 
esbozar un contexto que permita: i) entender los lugares, roles y repertorios construidos 
desde el factor identitario; y ii) ambientar un potencial nicho de investigación que no alcanza 
a ser desarrollado en el presente texto; se presentan algunos resultados obtenidos tras la 
revisión sistemática de las fuentes consultadas, sobre los roles diferenciados tanto de las 
mujeres como de las comunidades indígenas al interior del movimiento de DD.HH. En esta 
dirección, no solo no puede descartarse la influencia de fenómenos como la discriminación 
o la asignación arbitraria de roles al interior del movimiento de DD.HH. por causas étnicas 
o de género, sino que este es un asunto que continúa latente y es una de esas materias que 
deben abordarse con urgencia y, sobre todo, con mayor profundidad. 
 
 
410 Ver: Sánchez, Esther “El movimiento LGBT (I) en Colombia: la voz de la diversidad de género. Logros, 
retos y desafíos”. Reflexión Política 38 (2017) 116-131; Castillo, Elizabeth. No somos un etcétera (Bogotá: 
Ediciones B, 2018). 
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Las mujeres en las luchas por los DD.HH. En un contexto como el colombiano en el que 
predomina una cultura conservadora, patriarcal y excluyente, la construcción de sujetos 
políticos femeninos se encuentra lejos de haber sido lo suficientemente registrada en los 
medios de comunicación. Así, tal y como lo efectúan Vilma Penagos411 y Winifred Tate412, 
para abordar este tipo de fenónomenos es necesario privilegiar las fuentes orales, pues solo 
a partir de ellas sería posible profundizar, en una perspectiva diferencial, sobre asuntos como 
la militancia política y, en general, el activismo social. Bajo tales condiciones, es importante 
reconocer que un estudio sobre los roles ejercidos por las mujeres al interior del movimiento 
de DD.HH., en una investigación como esta, que se ha fundamentado principalmente en 
fuentes escritas, es un análisis de los silencios que, aún así, permite señalar que el activismo 
social de las mujeres para el periodo estudiado:  
i) Estuvo impulsado, en primera instancia, por la posibilidad de mejorar sus propias 
condiciones y las de sus familias; lo que se refleja, por ejemplo, en que para los años de 
estudio el papel de las mujeres en las actividades de protesta se encontraba vinculado, 
a veces por elección propia, pero también, muchas veces por asignación o relegación, a 
labores logísticas, de cuidado y de asistencia tanto a los presos políticos como a los 
manifestantes. Como si se tratara de una “extensión de las labores domésticas” 
tradicionalmente asignadas a las mujeres (la comida, el refrigerio, el tinto, el 
secretariado, las finanzas, etc.)413.  
ii) A pesar de que ser defensor o defensora de DDHH puede, en sí mismo, ser considerado 
como como una labor colectiva de cuidado, el activismo de las mujeres también debe 
ser analizado a partir de las acciones cotidianas y de liderazgo ejecutadas por ellas en 
el marco de las movilizaciones, que se evidencian en cuestiones tan simples como como 
hacerse al micrófono para tomar la palabra y gritar consignas. Desde allí es posible 
evidenciar la emergencia de liderazgos basados en la posibilidad de expresión y que, en 
todo caso, tanto los liderazgos como la militancia de base, reflejan una agencia femenina 
 
 
411 Penagos, Vilma (Compiladora). Mujeres en resistencia (Bogotá: CNMH, 2016) 269. 
412 Tate. Counting… 76 y ss. 
413 Penagos, Mujeres… 269.  
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“porque es desde su feminidad en rebelión que actúan”414 muchas veces sin haber tenido 
acceso a los discursos feministas.  
iii) Esta rodeado de situaciones de acoso, violencia sexual, discriminación y, en general, 
violencia de género, incluso por parte de sus propios compañeros. Sin embargo, obtener 
tales relatos representa un reto en sí mismo, incluso haciendo uso de una metodología 
en la que primen, por ejemplo, las historias orales. No se debe perder de vista que tal 
ejercicio supone la generación de espacios en que las mujeres que han vivido estas 
experiencias, puedan hacerlas públicas, pero también derribar las barreras de la 
autocensura o, incluso, de la incapacidad para visibilizar o identificar situaciones de 
violencia que eran vistas como normales en su contexto. Así las cosas, este asunto en 
particular puede ser objeto de investigaciones distintas a esta, lo cual requerirá fuentes 
que difieren de las aquí utilizadas, así como metodologías muy precisas para obtener 
esta información y referentes teóricos específicos. 
Las comunidades indígenas. Generalmente, las relaciones de las comunidades indígenas con 
otras experiencias de acción colectiva son analizadas a partir de las cuestiones de clase. En 
esa perspectiva, muchos estudios se ha concentrado en el debate subordinación o autonomía 
de los movimientos indígenas frente a las plataformas políticas de los partidos y 
movimientos de izquierda. Un lugar común desde el cual se han estudiado tales relaciones, 
es el denominado “indigenismo revolucionario” construido alrededor de la postulación de 
Eutiquio Timote como primer candidato indígena y comunista a la presidencia de la 
república en la decáda de 1930. Como coletazo de esta decisión el movimiento indígena 
sufrió una fuerte ruptura que se reflejó en la dimisión de Manuel Quintín Lame y la 
permanencia de José Gonzálo Sánchez, a quien se le acusó de subordinar las formas 
ancestrales de organización a las condiciones del Partido Comunista415. A partir de allí, la 
brecha entre izquierda y movimiento indígena continuó creciendo de la mano de las agendas 
desarrollistas y modernizadoras que contemplaban a las comunidades, en general, y a los 
 
 
414 Penagos, Mujeres… 271. 
415 Caviedes, Mauricio. “Solidarios frente a colaboradores. Antropología y movimiento indígena en el Cauca 
1970-1980”. Antropología colombiana Tomo 1. Editores: Restrepo, Eduardo; Saade, Martha y Rojas, 
Axel(Bogotá: UC, 2017) 339-357. 
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indígenas, en particular, como fuerzas con potencial revolucionario pero subordinadas al 
proletariado.  
En esta perspectiva, las décadas de 1970 y 1980 permiten comprender los debates 
presentados al interior del movimiento indígena caucano, entre el Consejo Regional 
Indígena del Cauca (CRIC) y el Grupo de Gobernadores Indígenas en Marcha (GGIM, 
convertido en la década de 1990 en Autoridades Indígenas de Colombia -AICO-) a propósito 
de las relaciones de los indígenas frente a otros sectores sociales y políticos. Durante este 
periodo, el CRIC acusaba al GGIM de haber adoptado un discurso impuesto por el 
movimiento de “solidaridad” que impedía la posibilidad de interactuar con otros 
movimientos. El GGIM, por su parte, acusaba al CRIC por haber sucumbido ante sus 
“colaboradores” no indígenas, relegando al derecho mayor y al territorio ante la lucha 
revolucionaria416. El profesor Mauricio Caviedes, estudioso de la situación, ubica al centro 
de este debate la identidad indígena misma, que si bien se desarrolla en el marco de las 
relaciones con otros movimientos, permanece como aquello que les permite mantener sus 
luchas como propias. Nació allí, una especie de catalizador en el que se fundamenta la 
autonomía de los indígenas, la consigna: “Recuperar la tierra para recuperarlo todo”417. 
Los resultados de este debate se han extendido al análisis de las relaciones de los indígenas 
frente al movimiento campesino (representado en la ANUC) y al movimiento sindical, 
derivando en la formulación de explicaciones concentradas en el debate sobre la autonomía 
de los indígenas y los intentos de coptación de los otros movimientos. Pese a lo anterior, la 
relación del movimiento indígena frente al movimiento de DD.HH.  no puede ser explicada 
simplemente alrededor de la puja coptación o autonomía. Mucho menos si se considera que 
la persecución desatada a propósito del Estatuto de Seguridad en contra de toda forma de 
manifestación social de oposición al establecimiento, proyectó al concepto de solidaridad 
 
 
416 Las expresiones solidarios y colaboradores es desarrollada Por Mauricio Caviedes como una forma para 
referir a los simpatizantes (académicos y militantes de movimientos sociales y politicos) del movimiento 
indígena a lo largo de la década de 1970. Ver: Caviedes. “Solidarios… 339-357. 
417 Caviedes. “Solidarios… 354. 
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como marco de las relaciones entre los distintos movimientos418. Más aún considerando que, 
si bien no se puede descartar que en dichas relaciones se hubiesen reproducido tentativas de 
coptación o de discriminación, las fuentes consultadas no permiten efectuar conclusiones al 
respecto. Por lo anterior, será necesario limitar el análisis a evidenciar los espacios de 
entrecruzamiento entre los movimientos de DD.HH. e indígena sin olvidar que para el 
movimiento indígena los DD.HH. fueron un concepto ajeno a su cosmogonía y no obstante, 
que el mismo fue instrumentalizado para denunciar la represión de la que fueron objeto a la 
par de los otros movimientos. 
1.9.2.2 El movimiento de mujeres en las luchas por los DD.HH. 
La creación en 1960 de la Unión de Mujeres Demócratas (UMD), fue una muestra de la 
irrupción de las mujeres como protagonistas de la vida política. Esta organización surge 
como una instancia del PCC que pretendía ampliar la actividad política de sus militantes y 
convocar a las mujeres de todas las regiones del país en una plataforma desde la cual 
proyectar su participación política. Liderada por Adela Dimas, la unión promovió el 
establecimiento de vínculos con organizaciones internacionales como la Federación 
Democrática Internacional de Mujeres. Sobre la actividad de la UMD, Adela Dimas relata:  
Conmigo, otro resto de mujeres -incluso burguesas- participamos en la elaboración de los 
derechos de los niños, de los derechos de los trabajadores, participamos en el Año 
Internacional de la Mujer en el 75, en Chile, en México; estuvimos con esos trabajos en 
diversas latitudes […] Yo no me acuerdo ahora de mis compañeras que hacían parte de la 
Unión de Ciudadanas, pero es que éramos tan abiertas que nos encontrábamos y hacíamos 
investigaciones conjuntamente, ellas coincidían con nosotras y sabían que éramos 
comunistas y no nos sacaban a codazos como ahora. Entonces fue una época supremamente 
productiva desde el punto de vista del movimiento popular y del movimiento de mujeres419. 
La UMD representó el acceso de un sector de las mujeres de la “izquierda” política en 
escenarios que otrora se encontraban copados por los hombres, mientras estas eran relegadas 
más a labores de apoyo que de participación propiamente dicha. Sin embargo, todo estaba 
por construir, fue entonces durante la década de 1970 que la participación femenina en la 
 
 
418 Galvis. Julián. “Del CRIC a la ONIC: Fortalecimiento del movimiento indígena caucano en los años setenta 
del siglo XX”. Tesis de maestría en historia, Bogotá: Unal. 2014. 
419 Relato de Adela Dimas, en: Penagos, Mujeres…85. 
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política termina consagrándose como una trasgresión de lo cotidiano, de lo privado y lo 
íntimo, en el marco de lo que se ha denominado la segunda ola del movimiento feminista. 
“…el momento formativo del movimiento de la segunda ola corresponde a una época de 
profundas transformaciones en Europa y Norteamérica y los países de América Latina, en 
el siglo XX, de revolución de la subjetividad (Hobsbawm), el ‘salir a la luz’ de todo aquello 
que permanecía en el secreto de la intimidad”420.  
A su vez, siguiendo a Doris Lamus, los años 80 representaron la transformación de los 
pequeños grupos urbanos, informales y aislados, que se conformaron desde veinte años 
atrás, en procesos organizativos que, de forma creciente, se fortalecen y consolidan en todo 
el país. 
Este crecimiento va a implicar la temprana incorporación de múltiples diferencias de clase, 
raza, etnia, orientación sexual, religiosa, posiciones teóricas y políticas y, por consiguiente, 
la emergencia temprana de conflictos, antagonismos y rupturas. El rechazo, la crítica y la 
desconfianza frente a las instituciones del Estado, los partidos políticos y, en general, todos 
aquellos espacios y aparatos de dominación patriarcal, como la Iglesia y la familia 
“burguesa”, caracterizan las posturas de las organizaciones y militantes, hasta avanzada la 
década de los 80421. 
 
 
420 Lamus, Doris. “Movimiento feminista o movimiento de mujeres en Colombia”. Temas socio-jurídicos 
(2009) 123. La segunda ola hace referencia al proceso de radicalización que inicia en los años 70 y que se 
desarrolla a lo largo de los 80 y 90. “[…] en esos años las izquierdas y sus militantes tienen presencia en los 
movimientos sociales, políticos y culturales, en los sindicatos y en las universidades; como se relata en las 
referencias a los orígenes del feminismo de la segunda ola en la costa Caribe, muchas de las jóvenes feministas 
de entonces tenían alguna relación con la izquierda. Con esta influencia surgen los primeros grupos y colectivos 
de mujeres. Igual ocurrió́ en las otras ciudades: ‘proliferaron los frentes femeninos y organismos de mujeres 
en los partidos de izquierda clandestina y en los sindicatos. Adoptaban nombres como Flor del Trabajo o María 
Cano’. Las mujeres estaban en la plaza pública, en el movimiento social, en las universidades, en las protestas 
y huelgas, en el movimiento campesino, en la guerrilla: ya no era posible retenerlas en los muros de la casa”. 
Lamus, Doris. De la subversión a la inclusión: movimientos de mujeres de la segunda ola en Colombia, 1975 
– 2005 (Bogotá: ICANH, 2010) 101. Ver también: Luna, Lola y Villareal, Norma. Historia, género y política. 
Movimientos de mujeres y participación política en Colombia (1930-1991) (Barcelona: PPU, 1994) 172; 
Villareal, Norma. “Sectores campesinos mujeres rurales y estado en Colombia”. Tesis de Doctorado en 
Sociología. Barcelona: Universidad Autónoma de Barcelona, 2004. Wills, María. Inclusión sin representación. 
La irrupción política de las mujeres en Colombia (1970-2000) (Bogotá: Norma, 2007). 
421 La institucionalización de los discursos feministas, por parte de organismos multilaterales y agencias de 
cooperación internacional, han sido objeto de múltiples debates, porque así considerado, el “…discurso inicial 
pierde beligerancia y radicalidad y queda inscrito en el proyecto democrático liberal, al parecer el único 
disponible para articular las diversas formas de resistencia a la subordinación”. Lamus, “Movimiento… 125. 
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En esa dirección, el movimiento de mujeres se desarrolló en medio de la agudización 
progresiva del conflicto armado interno y de la degradación de la confrontación armada. 
Estas condiciones ubicaron a las mujeres en un estado de especial vulneración de sus 
derechos, lo que paulatinamente les fue llevando a combinar sus actividades de exigencia, 
por ejemplo, del aborto libre y gratuito422, con posiciones de lucha frontal en contra de la 
represión estatal en los años 70 y, adicionalmente en los 80, de búsqueda de condiciones 
para la construcción de paz.  
De este modo, en un clima de perturbación y tensión, las mujeres hacen públicas sus 
demandas, primero contra la violencia doméstica, y luego contra todas las formas de 
violencia sobre cuerpos y territorios. Y con estos propósitos se producen acercamientos entre 
las feministas y las organizaciones de base de mujeres de sectores populares. Es en este 
periodo cuando las mujeres/feministas, poco afectas al Estado y a la política institucional, 
van a incursionar por estas vías, que se van haciendo cada vez más recurridas423. 
En este contexto, organizaciones de mujeres que para 1980 ya contaban con procesos 
organizativos amplios vincularon dentro de sus agendas las luchas relacionadas con la 
defensa y promoción de los DD.HH. En ese sentido, de acuerdo con Diana Bernal, la 
Organización Femenina Popular (OFP), cuyos orígenes se remontan a 1972 como parte del 
trabajo de la Dirección de Pastoral Social en Barrancabermeja, pasó a ser orientada por el 
padre Eduardo Díaz en 1978424. Esta nueva orientación, dice Bernal, introdujo un carácter 
más autónomo y activo en sus relaciones con el movimiento popular y con sus luchas. 
…énfasis en la politización del trabajo expresada en: la trasformación de la razón social de 
la Organización Femenina Popular (…); énfasis en el carácter popular de la OFP más que 
en su esencia femenina (…); participación en movilizaciones y movimientos de solidaridad 
a nivel local y nacional y solidaridad con la lucha centroamericana; dada la situación de la 
 
 
422 “En diciembre de 1978, en el marco de una campaña internacional por el derecho al aborto y en contra de 
las esterilizaciones forzadas, se reunieron cerca de 300 mujeres de Medellín pertenecientes a la Unión de 
Mujeres Demócratas, el Frente Amplio de Mujeres, Cuéntame tu vida, el Frente Femenino y grupos 
independientes de Bogotá́, Cali, Medellín, Cartagena y Barranquilla”. Villareal, “Sectores… 178.  
423 Lamus. De la subversión… 112. 
424 Siguiendo a Winifred Tate, la participación de las mujeres en el activismo representa una ruptura frente a 
sus roles predefinidos socialmente, como resultado de una irrupción de las ideas marxistas de solidaridad que 
desplazaron a la caridad aprendida de las enseñanzas tradicionales de la iglesia católica. “La participación 
expandió las redes sociales de los miembros y creó una nueva identidad activista, especialmente para las 
mujeres pobres, previamente definidas solo por sus relaciones familiares. Las nociones marxistas de 
solidaridad y lucha con los oprimidos reemplazaron las enseñanzas católicas tradicionales de aceptación pasiva 
de la pobreza y la comprensión de la caridad como algo que se da a los pobres”. (traducción propia). Tate. 
Counting… 78. 
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época (1979-1981), la defensa de los derechos humanos y rechazo a la represión (…); y 
nuevas líneas de trabajo para atender la relación con el movimiento obrero (…) por la 
participación en la coordinación de las organizaciones populares a nivel local (Coordinadora 
de Solidaridad) y nacional (Alianza Obrero – Campesina- Popular)425. 
De esta forma, las mujeres reunidas alrededor de la OFP transitaron de los denominados 
Clubes de Amas de Casa a una participación activa en los paros cívicos desarrollados a lo 
largo de los años 70. Esta participación proyectó el liderazgo femenino de los sectores 
populares en escenarios estrechamente relacionados con la defensa de las garantías 
fundamentales. Fue así como, por ejemplo, durante el II Foro Nacional de Solidaridad 
celebrado en febrero de 1980, las mujeres de la OFP lideraron la creación de la Coordinadora 
de Solidaridad y Conflictos que ejecutaba acciones dirigidas a canalizar el apoyo de los 
sectores populares hacia los afectados por el conflicto en la región del Magdalena Medio, 
exigir la libertad de los presos políticos y luchar contra el Estatuto de Seguridad426. Las 
experiencias organizativas tanto de la UMD como de la OFP marcan entradas distintas a la 
resistencia activa, cada vez más autónoma e independiente por parte de las mujeres. 
Situación que se traduce en la construcción de escenarios sólidos desde los cuales configuran 
formas de ser que no correspondían con los designios impuestos por la cultura patriarcal 
dominante.  
Al respecto, Vilma Penagos caracteriza la transformación de las formas de militancia de las 
mujeres en la UP y en diferentes estructuras antecedentes, como un “ejercicio cotidiano de 
lucha” y plantea: 
Para el momento en que toman consciencia de los peligros que acarrea su pertenencia a una 
propuesta política que se opone al poder dominante, ya tienen un aprendizaje de la resistencia 
porque han podido sortear desde niñas todos aquellos obstáculos que les impedían ser ellas 
mismas. Dicho de otro modo, ya eran sujeto en resistencia, habían hecho resistencia al 
patriarcado, que las había ubicado en el lugar de la sumisión y la subordinación. Desde niñas 
estas mujeres habían ejercido una fuerza, una resistencia a aquello que ellas sentían que no 
 
 
425 Bernal, Diana. “Historia de la organización femenina popular en Barrancabermeja: 1998-2008”. Tesis de 
Maestría en Historia. Bogotá: Universidad Nacional de Colombia, 2014, 49. 
426 “De la Coordinadora de Solidaridad siguió en 1982 la constitución de la Coordinadora Popular cuyo centro 
de acción fue la realización de un nuevo paro cívico en abril de 1983, cuando se enfatiza de manera especial 
el fortalecimiento de los comités cívicos barriales…”. Bernal, “Historia… 48. 
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les correspondía, es ese aprendizaje que les permite luego asumir la resistencia política para 
preservar su vida y la de su organización427. 
Como se ha reiterado, a partir de 1982, con la llegada al poder de Belisario Betancur, las 
expectativas de alcanzar la paz por vía de una negociación entre el gobierno y las guerrillas 
se fue diluyendo entre la intensificación de la violencia y el crecimiento del 
paramilitarismo428. Estos sucesos coinciden con la apuesta gubernamental liderada por el 
propio presidente, como estrategia para reactivar la economía campesina por vía del 
necesario aporte económico de las mujeres429. Fue así como en 1984, por iniciativa 
presidencial, se crea la Asociación Nacional de Mujeres Campesinas e Indígenas de 
Colombia (ANMUCIC), la cual contaba desde sus inicios con una amplia presencia nacional 
y con una conformación plural, al reunir a mujeres que provenían de diferentes experiencias 
organizativas, partidos políticos, cooperativas, JAC, etc. Pese a que la plataforma 
programática de dicha organización, ligada al documento Conpes No. 2109 de 1984, poseía 
un carácter más bien lejano de las luchas emprendidas por los defensores de los DD.HH., 
diferentes factores (como la agudización del fenómeno paramilitar, los planes de exterminio 
en contra de los liderazgos sociales y el desplazamiento masivo de comunidades) 
terminarían por ligar su actividad a la defensa de las garantías mínimas, tal y como ocurrió 
con la OFP.  
En el marco de las actividades emprendidas por las principales plataformas de mujeres 
organizadas durante toda la década de 1980, se destaca su participación en los diferentes 
foros sobre Derechos Humanos, especialmente en el IV foro desarrollado en julio de 1989, 
así como la realización del acto por la vida “Las mujeres exorcizamos la muerte y 
alumbramos la vida”, desarrollado el 18 de mayo de 1989, en Bogotá y el Encuentro 
Nacional de Mujeres “El abrazo amoroso por la vida” realizado en octubre de 1990. Sin 
embargo, quizás el evento que mejor permite evidenciar la participación plural de la 
sociedad colombiana fue la constituyente de 1991 y sus eventos preparatorios. En este 
 
 
427 Penagos (Compiladora). Mujeres… 273. 
428 Al respecto, Lamus destaca la centralidad que las mujeres otorgaron a la necesidad del diálogo y de la 
negociación para la terminación del conflicto y la violencia en el país. Ver: Lamus. “De la subversión… 121. 
429 Luna y Villareal. Historia… 172. 
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marco, las mujeres participaron decididamente en la conformación de plataformas como 
“Mujeres por la Reforma Constitucional”, que para julio de 1990 desarrolló el XIX 
Congreso Pre-Constituyente y el 19 de octubre del mismo año instaló la Mesa de Trabajo de 
Mujeres por una Nueva Constitucionalidad430. 
 
Fotografía 7. "Los derechos humanos sin las mujeres no son humanos". Serigrafía (OFP, 1987). 
Exposición “Voces para transformar a Colombia”. CNMH: 2018. 
A pesar de las profundas rupturas que supuso la participación de las mujeres en diferentes 
plataformas políticas de cara a las elecciones de los miembros de la Asamblea Nacional 
Constituyente, es posible observar una cierta unidad de materia en las consignas 
desarrolladas por el movimiento de mujeres en el certamen constitucional.  
…el 28 de abril de 1991, cuando ya estaba en sesiones la ANC, El Tiempo publicó, firmada 
por más de 30 organizaciones de mujeres —algunas feministas, otras no — de todo el país 
y de toda condición, una declaración que tituló: SIN LOS DERECHOS DE LA MUJER !LA 
 
 
430 Lamus. De la subversión… 115, 116. 
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DEMOCRACIA NO VA! De las mujeres colombianas a la sociedad y a la Asamblea 
Nacional Constituyente: Creemos necesario que se eleven a nivel constitucional los 
principios contenidos en la CONVENCIÓN SOBRE LA ELIMINACIÓN DE TODAS LAS 
FORMAS DE DISCRIMINACIÓN CONTRA LAS MUJERES y que explícitamente se 
consagre: los principios de IGUALDAD DE DERECHOS Y OPORTUNIDADES, [...] NO 
DISCRIMINACIÓN [...] LA PARTICIPACIÓN EQUITATIVA DE LA MUJER EN LAS 
INSTANCIAS DE DECISIÓN [...]431. 
1.9.2.3 La cuestión indígena 
Poseedor de una gran riqueza cultural, histórica y natural, el departamento del Cauca ha sido 
el epicentro de un sinnúmero de batallas que han tenido como protagonistas a los pueblos 
indígenas del suroccidente colombiano. Herederos de la resistencia del siglo XVI y de las 
hazañas de Manuel Quintín Lame a principios del siglo XX, los indígenas caucanos han 
sabido proyectar sus luchas por la tierra y por su pervivencia como pueblos al plano 
organizativo. Es precisamente allí, que para 1971 surge el CRIC como un coletazo de las 
luchas de los terrajeros del Chimán, en Silvia y del Credo en Caloto432. Una vez conformada, 
esta organización se propuso como tarea central la lucha por la tierra y nombró como sus 
dirigentes a Manuel Sánchez, Héctor Cuchillo y Antonio Sánchez, sin embargo, esta junta 
directiva a penas si logró posesionarse cuando se desató sobre ellos una fuerte oleada de 
represión que les llevó a prisión con fundamento en el estado de sitio.  
A pesar de la represión, las comunidades del norte del Cauca comenzaron un proceso de 
organización espontánea con el interés de rescatar los planteamientos de la asamblea 
indígena de 1971, impulsando la creación de comités veredales identificados con el CRIC, 
para, a partir de allí, refundar el Comité, el 6 de septiembre de 1971 en el resguardo de 
Tacueyó. Ya en la tercera asamblea programada para 1973, el CRIC había recibido 
delegaciones de diferentes pueblos indígenas colombianos y del extranjero, cuando depronto 
 
 
431 Lamus. De la subversión… 120. 
432 Asistieron más de dos mil personas “…entre ellos representantes de los cabildos de Toribío, Tacueyó, San 
Francisco, Jambaló, Pitayó, Quichaya, Quizgó, Guambía, Paniquitá y Totoró, además de diversas 
organizaciones campesinas indígenas de los municipios de Miranda, Corinto, Caloto, Toribío, Jambaló, Totoró 
y Silvia”. Tunubalá, Julio, Trino, Manuel y Palechor, Juan. “Historia del Consejo Regional Indígena del Cauca 
(Cric)”. Popayán, enero de 1974. En: Sánchez, Enrique y Molina, Hernán (Compiladores). Documentos para 
la historia del pueblo indígena colombiano contemporáneo (Bogotá: Ministerio de Cultura, 2010) 107.  
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la actividad se vio empañada por una nueva ola de represión433. El enrarecido ambiente que 
rodeo esta nueva asamblea derivó en las declaraciones del ministro de Gobierno, Roberto 
Arenas Bonilla, quien anunció la cancelación del evento argumentando razones de orden 
público. Ante estas declaraciones y con solo dos días para efectuar el cambio de sede, la 
dirigencia del CRIC dispuso realizar la asamblea el 15 de julio de 1973, logrando convocar 
a unos cuatro mil indígenas caucanos434. 
Entre el 23 y 26 de noviembre de 1977, ciento ochenta delegados indígenas pertenecientes 
al pueblo Guahíbo (provenientes del oriente y sur del departamento del Meta, 
específicamente de las comunidades de El Retiro, Trujillo, Boponé, Navuche, Turpialito, 
Mabriel, Guayabal, Serrurrubá, Camalipé, Putare y Altamira) celebraron el primer congreso 
de la organización Unuma435. Durante este evento los indígenas de los Llanos Orientales 
denunciaron la difícil relación sostenida con los grandes terratenientes de la región, a 
quienes acusaron de adueñarse de las tierras, destruir sus plantaciones y de someterlos a 
desplazamientos por medio de amenazas en las que participaron los miembros del 
Departamento Administrativo de Seguridad (DAS) rural y de la policía. 	
De conformidad con los antecedentes hasta ahora relatados, durante la década de 1970 las 
actividades de denuncia por parte de las comunidades indígenas se mantuvieron 
relativamente aisladas, salvo por aquellas que fueron acompañadas por algunas plataformas 
sociales. Si bien la iniciativa de conformar una organización nacional de los indígenas 
amplió la articulación de las actividades de denuncia de los diferentes pueblos, el uso de los 
 
 
433 “Se produjeron en Tierradentro varias detenciones por ‘subversión’ de los compañeros que llevaban la 
propaganda y comenzó́ la militarización de la zona, que llegó a afectar las más remotas veredas. Se desató una 
verdadera campaña de terror, utilizando las afirmaciones más inverosímiles para evitar que la población 
indígena tomara parte en la movilización”. Tunubalá, Trino y Palechor. “Historia… 114, 115. 
434 “Una vez creado el Cric y conformada en Secretaria Indígena de la Anuc, Manuel Trino Morales, de 
Guambía, realizó una serie de giras por el país promoviendo la organización indígena de las regiones. 
Surgieron entonces el Consejo Regional Indígena del Vaupés (Crivi), el Unuma –una organización de los 
Sikuani del Meta y Vichada–, la Coordinadora Indígena de Antioquia, y el Consejo Regional Indígena del 
Tolima, entre otras organizaciones”. Sánchez y Molina (Compiladores). Documentos… 182. 
435 “El Unuma (trabajo en comunidad) fue una de las primeras organizaciones regionales indígenas 
conformadas en el país. Fue una respuesta a la situación creada en el río Planas por la confrontación entre 
indígenas y colonos, entre 1968 y 1969. En la creación del Unuma tuvieron una marcada influencia activistas 
sociales de izquierda y los padres claretianos”. Organización Indígena Sikuani (Guahibo). “Conclusiones del 
Primer Congreso del Unuma”. En: Sánchez y Molina (Compiladores). Documentos… 176-180.  
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DD.HH. por parte de esta población conservó un carácter más bien reservado. Así lo 
demuestra el primer Congreso Nacional de la ONIC -desarrollado en el colegio Claretiano 
de Bosa, durante el mes de febrero de 1982- pues si bien al evento acudieron numerosas 
organizaciones indígenas, los temas abordados distaron mucho de los DD.HH. y se 
concentraron en materias como: el indigenismo restaurador o cósmico, la teoría de las 
nacionalidades indígenas, los indígenas como campesinos y la denominada posición 
integracionista436. Luego de las deliberaciones, la naciente organización formuló su 
plataforma para enfrentar los principales problemas que amenazaban su pervivencia como 
pueblos, sin embargo, dentro de tales conclusiones no quedó consignada una referencia 
directa a la promoción de los DD.HH.437. 
La situación solo comenzó a cambiar, en parte, gracias al papel del sacerdote católico de 
origen indígena, Álvaro Ulcué Chocué, quien, para el momento de fundación de la ONIC, 
ya jugaba un papel muy relevante en la visibilización de los atropellos cometidos por los 
diferentes grupos armados en los territorios. El 6 de febrero de 1983, el padre Ulcué, en 
comunicación dirigida al obispo de Popayán, ponía de manifiesto las diferentes 
irregularidades cometidas por las fuerzas armadas y por agrupaciones insurgentes como el 
M-19, en los territorios de las comunidades indígenas del Cauca, justo en momentos en que 
los dos bandos se encontraban en acercamientos para dialogar la paz. 
Mi cuento va aquí́: el Ejército, ese día 5 de agosto, entró a la casa de las hermanas misioneras 
preguntando por el párroco que celebró la misa el 15 pasado en la que asistieron los del M-
19. Al no encontrarlo les gritaron a las hermanas y a una de ellas un soldado le haló las orejas 
diciéndoles que dónde lo habían ocultado. Luego detuvieron al señor inspector de San 
Francisco, señor Silvio Paví y al médico de Toribío, quienes fueron ambos golpeados y 
torturados. El primero está golpeado en todo el cuerpo; el segundo tiene golpes en la cabeza 
y en el estómago, quedando este último sancionado por varios días de su trabajo. Al inspector 
lo tuvieron por tres días en el calabozo de Toribío sin dar razón por parte de la policía a los 
familiares. Quien conoce estos hechos dolorosos es el capitán Echandía del Ejército. Escribo 
 
 
436 CRIC. “Documento de discusión sobre el marco ideológico del movimiento indígena”. En: Sánchez y 
Molina (Compiladores). Documentos… 183-194.  
437 ONIC. “La lucha por la tierra, baluarte de nuestro progreso y de nuestra independencia política. 
Conclusiones del primer congreso indígena nacional”. En: Sánchez y Molina (Compiladores). Documentos… 
195 – 242.  
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para informarle a usted, Monseñor, ya que el Ejército está obrando con la ley militar a su 
antojo438. 
La constante actividad de denuncia y de promoción de los derechos de las comunidades 
indígenas, convirtieron al padre Álvaro Ulcué en objetivo militar. Fue así como el 10 de 
noviembre de 1984, el padre de Toribío (Cauca) fue asesinado,  
Cuentan los relatos que minutos antes, al subirse al campero dentro del cual fue asesinado, 
había dicho a unos amigos: “me siento como cansado, falta mucho por hacer… viajar, 
caminar, trabajar, eso es la vida, pero el Señor no nos abandona; sigamos trabajando mientras 
nos dejen trabajar”. Alguien le preguntó: Padre ¿cuándo va a volver? (sic). Él contestó: 
“¿Quién puede saberlo? Este viaje es larguito, pero ustedes sigan trabajando. Eucha”, que, 
en español, quiere decir “adiós”439. 
El crimen fue insistentemente denunciado por el CRIC, acusando a las Fuerzas de Seguridad 
como los autores del asesinato: “… el padre Ulcué Chucué había sido víctima de constantes 
amenazas, al parecer originadas por la vehemente defensa de los derechos indígenas, 
reclamando la posesión de tierras y un mejor trato por parte tanto de las autoridades como 
de aquellas personas y entidades que atentan contra sus propiedades”440. Como consecuencia 
del asesinato del párroco y del concejal indígena paez, Hermides Ceballos, miles de 
indígenas se manifestaron taponando las vías de acceso a Santander de Quilichao y la vía 
Panamericana, a lo que las autoridades respondieron con más represión y con el 
establecimiento de la ley seca y del toque de queda en la población. Las protestas llevaron a 
una reunión que se desarrolló en el Palacio de Justicia entre el presidente y los líderes de las 
manifestaciones el 18 de noviembre de 1984. Allí, “[l]os indígenas denunciaron que en la 
última década más de un centenar de sus compañeros han sido asesinados y que 
 
 
438 Ulcué, Álvaro. “Carta del padre Ulcué al obispo de Popayán”, Popayán, 6 de febrero de 1983. En: Sánchez 
y Molina (Compiladores). Documentos… 281. 
439 Continúa la cita: “Los asesinos fueron identificados como miembros del F-2, Dependencia de la policía 
encargada de investigación y espionaje en ese entonces. Desde ahí empezó una lucha jurídica por dar con los 
responsables intelectuales y materiales del asesinato de Nasa pal. El testigo que había del caso fue presionado 
por organizaciones gubernamentales cómo la Procuraduría, el DAS y la Policía”. ACIN. “¡Nasa pal Álvaro 
Ulcué Chocué, su palabra vive!” 10 de noviembre de 2018.  
440 “Hoy sepultan al párroco de Toribío”. El Espectador [Bogotá], nov. 12, 1984: 1A. 
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continuamente son objeto de intensas persecuciones por parte de los terratenientes y 
autoridades civiles y militares”441. 
En medio de estas condiciones, las organizaciones indígenas del Cauca produjeron la 
resolución de Vitoncó. Fechada el 23 de febrero de 1985, esta resolución contiene los 
planteamientos básicos de las comunidades del Cauca frente al conflicto, dentro de las que 
se cuenta: la exigencia a las FF.AA. para que abandonen la política de represión y se 
concentren en combatir a las fuerzas que atacan a las comunidades; el esclarecimiento del 
asesinato del padre Ulcué y de los demás indígenas asesinados en el país; y el rechazo a la 
instalación de estaciones de policía en los territorios ancestrales. Así mismo, el documento 
en mención fue contundente en señalar: 
No aceptamos, entonces, que algún grupo armado venga a decirnos a quiénes debemos 
recuperar las tierras y a quiénes no, y a quiénes debemos segregar las tierras y a quienes no. 
Esto lo deciden las mismas comunidades, de acuerdo a sus necesidades. Este es, entonces, y 
aquí́ lo reiteramos nuevamente en esta junta directiva, un asunto interno que compete 
únicamente a las comunidades y a sus cabildos. Igualmente, lo referente a castigos por actos 
delictivos. Esto les concierne a los cabildos, que tienen por ley la facultad de castigar a sus 
comuneros de acuerdo a las costumbres que tenga la comunidad… (sic)442. 
Pese a la actividad cada vez más ligada con organizaciones defensoras, los actos de violencia 
en contra de los indígenas se agudizaron. El 11 de enero de 1986, el líder indígena y 
campesino Jaime Bonstein, miembro de la ANUC y del CRIC, fue asesinado en la 
municipalidad de Timbío – Cauca, luego de varias amenazas en contra de su vida que fueron 
lanzadas por las autoridades locales, y especialmente por la Fuerza Pública. El CRIC emitió 
un comunicado de protesta que denunciaba:  
 
En varias oportunidades había sido amenazado directamente por la Policía. Además, el cura 
y el acalde de Timbío se habían manifestado directamente en contra de los derechos humanos 
 
 
441 “Indígenas piden garantías a B.B”. El Espectador [Bogotá], nov. 16, 1984: 1A. 
442 CRIC. “Resolución de Vitoncó”. En: Sánchez y Molina (Compiladores). Documentos… 268-273. Durante 
la visita del papa Juan Pablo II a Colombia, en julio de 1986, tanto la ONIC como los indígenas caucanos se 
dirigieron al Papa para manifestarle: “En cambio, para quienes usufructúan el poder la represión parece ser la 
única respuesta a los anhelos populares, y así́ lo prueban las numerosas ‘desapariciones’ de dirigentes de 
asentamientos o el asesinato a principios del año del dirigente más conocido del movimiento campesino”. 
CRIC. “Carta del Cric a Juan pablo II”. En: Sánchez y Molina (Compiladores). Documentos… 283. 
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de los campesinos y de sus dirigentes y, últimamente, el gobernador del departamento, 
mediante comunicado, había acusado a la Asociación Municipal de Usuarios Campesinos 
de ser infiltrada por grupos subversivos443.  
El aumento del número de organizaciones indígenas durante los años 80 fue proporcional al 
incremento de las acciones violentas dirigidas en su contra, pues era cada vez más frecuente 
la actividad de denuncia en departamentos como Cauca, Nariño, Córdoba, Putumayo, 
Vichada, Arauca, Meta y Guaviare444. Las modalidades de violencia empleada incluían el 
arresto de los indígenas, el desplazamiento, el confinamiento de las comunidades y el 
despojo de sus tierras. En sus denuncias los indígenas acusaban a las FF.AA. como 
responsables y, con cada vez más frecuencia, advertían la creciente actividad de los carteles 
del narcotráfico auspiciados por las autoridades. En medio de este escenario, en mayo de 
1987, un grupo de 25 indígenas fueron asesinados en el departamento del Chocó y producto 
de las denuncias efectuadas por la ONIC en contra de las tropas oficiales, se dio vía libre a 
una comisión de verificación de las denuncias, integrada por el Ministerio de Gobierno, el 
Comité Nacional de Reconstrucción y Reconciliación, las procuradurías delegadas de 
DD.HH. y las FF.AA.445.  
Aún así, luego de todo este recorrido, durante la década de 1980 no es perceptible una 
posición concreta de los indígenas colombianos frente a los DD.HH., salvo por el uso de las 
estructuras jurídicas que era activado, generalmente, a través de las relaciones de las 
organizaciones indígenas con plataformas como la FCSPP, el CPDH o el CCAJAR, entre 
otros. Este distanciamiento tiene por lo menos una razón, la cual fue defendida por Lorenzo 
Muelas Hurtado en 1991, como miembro indígena de la Asamblea Nacional Constituyente. 
Para los indígenas colombianos, el derecho mayor, su propio derecho, goza de primacía 
frente a todos los demás derechos consagrados.		
Porque es pre-existente, ya que nadie en el mundo puede negar nuestra existencia en estas 
tierras por miles de años en que constituimos nuestras sociedades; y por eso mismo son 
 
 
443 “Protesta por asesinato de líder indígena”. El Espectador [Bogotá], ene. 12, 1986: 9A. 
444 Pese al impacto de la violencia su actividad continuó en crecimiento, de ahí que para el informe de 
presentado por las directivas de la ONIC el 17 de febrero de 1987, estas reportaran el nacimiento de 12 nuevas 
organizaciones regionales. “Informe general de actividades de la ONIC para el periodo 1982 – 1986”. En: 
Sánchez y Molina (Compiladores). Documentos… 243. 
445 “Muertos otros 25 indígenas en Chocó”. El Espectador [Bogotá], may. 19, 1987: 10. 
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anteriores a los derechos políticos, sociales o personales consagrados por la legislación 
colombiana, mereciendo por eso todo respeto y consideración. Este Derecho Mayor 
constituye el marco general de los derechos específicos que ponemos a la consideración de 
la Asamblea Constituyente. / Dicho en términos occidentales, el Derecho Mayor es 
equivalente al «derecho de pueblos» que la jurisprudencia internacional viene desarrollando 
activamente en los últimos años. En este caso, el derecho de nosotros indios, a seguir 
formando parte de la historia446. 
Así las cosas, las condiciones de violencia, represión e inestabilidad institucional sirvieron 
como fundamento para la creación de oportunidades de acción colectiva alrededor de los 
DD.HH. y para la generación de identidades en el marco de las luchas emprendidas al 
respecto. En ese sentido, las garantías fundamentales se convirtieron en una plataforma de 
actividad que reunió a un sinnúmero de personas y sectores; quienes, más allá de las 
diferencias sociales, políticas o económicas, alimentaron la movilización social ampliando 
el horizonte de lucha y la capacidad de incidencia frente a un creciente número de las 
materias que se relacionaron con la dignidad humana. Vista de esta manera, la acción 
colectiva por los DD.HH. gozó de un carácter abierto y se desarrolló a la par de las 
condiciones sociopolíticas que experimentó la sociedad colombiana entre los años 70 y 80, 
llegando a anclar sus causas como condición de la democracia, la paz y la justicia. En el 
capítulo siguiente se continuará con el desarrollo de estas ideas, a la par que se completará 
el análisis con el estudio de las formas en que los defensores promovieron sus demandas. 
 
 
446 Muelas, Lorenzo. “Del derecho indígena. Introducción a la ‘Propuesta indígena de reforma constitucional’”. 
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Gráfico 3. Relación repertorios predominantes de defensa y de protesta vs. represión (1970-1991). 
Elaboración propia. Fuente: Base de datos construida para esta investigación. 
Un intento por abarcar la pluralidad de las luchas que podrían asociarse hoy con los DD.HH. 
excede las pretensiones de esta investigación447, nuestro objetivo al respecto se concentra en 
analizar un momento específico en el desarrollo de los DD.HH. marcado por su aparición 
en el léxico colombiano y la relación entre la represión estatal y las luchas por tales derechos. 
Por lo tanto, de las diferentes manifestaciones de acción colectiva relacionadas con los 
DD.HH., para el presente estudio solo se priorizaron aquellas relacionadas con la protesta, 
 
 
447 Otros documentos ya se han ocupado con suficiencia del asunto. Ver, por ejemplo, Idas y Venidas o 
Rupturas y Continuidades, los cuales presentan estudios sobre la movilización social en general y su enfoque 
permite abarcar lo que hoy se conoce como derechos fundamentales, derechos economicos, sociales y 
culturales y hasta los derechos colectivos y del medio ambiente, tales como Ver: Archila. Idas…; Múnera. 
Rupturas… 
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la defensa y la promoción de tales derechos, en tanto respuesta a la acción represiva del 
Estado. 
De acuerdo con las cifras procesadas por la Base de Datos de Luchas Sociales del CINEP, 
entre 1975 y 1991 se registraron 866 eventos que podrían considerarse como 
reivindicaciones asociadas con la defensa y la promoción de los DD.HH. en el país. De la 
lectura de estos datos se identifican cuatro periodos que marcan el desarrollo de las protestas 
relacionadas de acuerdo con su frecuencia, así: i) de 1975 a 1978, cuando el discurso de los 
DD.HH. comenzó a ser apropiado por parte de los sectores afectados por la represión, se 
presentaba una actividad de protesta cada 10 días; ii) entre 1979 y 1982, corte en el que la 
politización de los DD.HH. estuvo acompañada por un descenso en las movilizaciones a la 
mitad, registrándose una cada veinte días y alcanzando el punto más bajo en 1982; iii) entre 
1983 y 1986, la frecuencia se reestablece a los valores registrados en el primer corte, pero 
esta vez alentadas por la introducción de nuevas demandas vinculadas con la paz; y iv) entre 
1987 y 1991, las cifras de movilización se dispararon, registrándose un promedio de una 
cada tres días.  
Los anteriores datos evidencian un progresivo incremento en la frecuencia de las luchas por 
los DD.HH. que iniciaron con una breve tendencia ascendente durante el gobierno de López 
Michelsen. Esta situación es comprensible si se tiene en cuenta que durante estos cuatro 
años (1974-1978), ante un gobierno indeciso tanto en materia de reformas sociales como de 
control social, la fórmula represiva heredada del Frente Nacional terminó por consolidar las 
relaciones de poder a favor de los militares en el gobierno. Pese a ello, fue durante el 
mandato de Turbay Ayala que esta relación llevó, por vía del Estatuto de Seguridad, a una 
manifiesta proscripción de la movilización social, lo que se reflejó en una considerable 
disminución de las luchas sociales en general. Posteriormente, la atención internacional que 
despertaron las denuncias sobre la violación a los DD.HH. y la apertura al diálogo para 
alcanzar la paz, llevaron a un repunte en las movilizaciones durante el gobierno de Betancur, 
sin embargo, fue para el final de la década en que se presentaron las más altas cifras en la 
movilización por estos derechos, ambientadas por el rechazo generalizado al terrorismo 
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empleado por los paramilitares, la expectativa de la constituyente y la inminencia de los 
acuerdos de paz448.  
El siguiente gráfico presenta una breve relación del número de luchas sociales relacionadas 
con los DD.HH. y que fueron registradas por el CINEP entre 1970 y 1991. 
  
Gráfico 4. Número de luchas por DD.HH. (1970 - 1991). Elaboración propia. Fuente: Base de 
Datos de Luchas Sociales del CINEP. 
Para el periodo estudiado la participación de los actores, la emergencia de las demandas y 
la configuración de los repertorios de protesta y de defensa no responde a patrones 
nacionales homogéneos. De hecho, podría considerarse que, la intensidad de las 
movilizaciones puede ser leída en cuatro momentos: i) cubre casi toda la década de 1970 y 
responde a la proyección urbana de las luchas por los DD.HH. a propósito de la defensa de 
los presos políticos; ii) muestra el arraigo de las luchas por los DD.HH. como respuesta al 
incremento de la actividad contrainsurgente primero, de las FF.MM. y luego, de los grupos 
paramilitares en los territorios en que la insurgencia contaba con un mayor arraigo popular 
 
 
448 Para Mauricio Archila, la década de 1970 presenta una explosión en las movilizaciones sociales con tres 
picos de actividad pronunciados en 1971, 1975 y 1976 y unos descensos notables en 1973 y 1979. Los 
principales repertorios, contenciosos, reportados por Archila serían: los paros o huelgas, las movilizaciones 
como tales, las invasiones de predios rurales y urbanos, las tomas de instalaciones o bloqueos de vías públicas, 
y los disturbios. Archila. Idas... 132-177.  
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(Cauca, Huila, Caquetá y Meta); iii) la transición entre las décadas de 1970 y 1980 fue el 
escenario para el resurgir del paramilitarismo y la expansión de guerrillas como las FARC, 
fenómenos que coinciden con una escalada de manifestaciones de protesta y de defensa de 
las garantías humanas en territorios como el Magdalena Medio; y iv) avanzada la década de 
1980 el proyecto de consolidación del proyecto paramilitar en territorios como el Urabá, 
corresponde con la reiteración de las fuentes que señalan a esta región como foco de las 
violaciones a los DD.HH. y de las manifestaciones sociales de protesta y de defensa (Ver 
Anexos C y G). 
Las cifras en que se basa este preámbulo fueron extraídas de la base de datos de luchas 
sociales del CINEP, la cual registra: invasiones, disturbios, paros, bloqueos de vías, toma de 
entidades, acciones de resistencia y huelgas de hambre. A pesar de la amplitud de hechos 
allí consignados, es necesario reconocer: i) que la acción de los defensores fue más allá de 
los “tradicionales” repertorios de protesta social, tal y como lo exigían sus luchas por 
defender y promover las garantías fundamentales; y ii) que en las modalidades de acción 
empleadas por los defensores se encuentran valiosos aportes a la ampliación de las luchas 
sociales y a las formas de asumir los conflictos. Por lo anterior, es necesario ahondar en el 
análisis de las actividades de lucha desde una mirada amplia, vinculando los repertorios 
registrados en la base de datos del CINEP, con “…nuevas modalidades, que tal vez no son 
muy visibles en términos de registros […], pero que tienen mucho impacto en la opinión 
pública”449. Dicho en otras palabras, es necesario reconocer que, en medio de las dinámicas 
propias de la movilización por la defensa de los DD.HH., los defensores recurrieron a 
métodos propios tanto de defensa como de protesta, en lo que podría considerarse como uno 
de sus aportes a la acción colectiva y las formas de canalizar las luchas sociales en general. 
Para llegar a ello se combinan tres lecturas sobre los repertorios a través de los cuales se 
desarrolla la acción colectiva: su carácter contencioso o no contencioso; su relación frente a 
los diferentes repertorios de represión y estigmatización; y los diferentes usos tácticos de 
que fueron objeto los DD.HH. Esta forma de abordar el problema planteado se desprende 
 
 
449 Archila, Mauricio. "Trayectorias de las luchas sociales, 1975-2015". En: Archila, et al. Cuando… 82. 
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de reconocer, por un lado, que los repertorios utilizados en las luchas por los DD.HH. ubican 
la investigación en un escenario de abierta confrontación contra los sectores hegemónicos 
en Colombia, y por el otro, que las condiciones políticas, económicas y sociales impulsaron 
la configuración de nuevas oportunidades para la acción colectiva que encontraron en las 
relaciones con la institucionalidad un poderoso eje de articulación450.  
De conformidad con lo anterior, en este capítulo se abordan los diferentes repertorios tanto 
de protesta como de defensa que fueron utilizados en las luchas por los DD.HH.451 y su 
relación con los diferentes métodos empleados para reprimir la protesta social. Aun así, más 
allá de la importancia que pudiera tener un análisis de las vejaciones a las que fue sometida 
la población colombiana y específicamente aquella que se movilizaba en oposición al 
gobierno, el interés es separar este estudio del carácter victimológico con que habitualmente 
se aborda la cuestión. Con ello se intenta separar la investigación de la blanquecina, y ya 
monótona, equiparación de la palabra víctima con la de sujeto pasivo, para promover la 
 
 
450 De acuerdo con el CINEP, durante el periodo analizado se desarrollaron 41 movilizaciones nacionales, 
mientras que la concentración territorial de las luchas permite identificar cuatro grupos según la reiteración de 
las movilizaciones. Un primer grupo, el de mayor concentración, está conformado por el departamento de 
Antioquia con 205 movilizaciones, la ciudad de Bogotá con 132 y el departamento de Santander con 116, 
territorios densamente poblados y en los cuales se concentran las instituciones estatales, pero también las sedes 
principales de las organizaciones sociales, políticas y las conformadas para la defensa de los DD.HH. En el 
segundo grupo se ubican los departamentos del Valle del Cauca con 46 movilizaciones relacionadas, Cauca 
con 45 y Cesar con 32. El tercer grupo, conformado por varios departamentos con arraigo insurgente, 
encabezados por Bolívar y Magdalena con 22 movilizaciones cada uno, le siguen Atlántico y Boyacá con 21, 
Córdoba con 19, Meta con 15, Tolima con 13, Arauca y Nariño con 12 y Caldas, Norte de Santander y Sucre 
con 10. Finalmente, en el último grupo se destacan departamentos como Huila y Risaralda con 9, la Guajira 
con 8, Cundinamarca con 7, Caquetá con 5 y Casanare, Guaviare y Quindío con 3 (Ver cuadro Anexo). 
451 Esta realidad, parte del reconocimiento de que los repertorios empleados en estas luchas fueron una 
combinación de lo que Charles Tilly denomina acciones colectivas contenciosas y discontinuas, y acciones 
colectivas no contenciosas y continuas. “Los historiadores sociales y los científicos sociales generalmente 
reservan el término ‘acción colectiva’ para episodios que comprometen a participantes que no actúan juntos 
de modo rutinario y/o que emplean modos de acción distintos que adoptan para la interacción cotidiana. En 
ese sentido acotado, la acción colectiva se parece a lo que otros analistas llaman protesta, rebelión o disturbio. 
Difiere de otras acciones colectivas en que es discontinua y contenciosa; no está construida sobre rutinas diarias 
y tiene implicancias para personas distintas a las pertenecientes al grupo que actúa, así como para los propios 
intereses compartidos de los actores. Cuando estas implicancias son negativas podemos hablar de conflicto, 
cuando son positivas podemos hablar de cooperación. La definición aún más acotada de acción colectiva se 
refiere a una contención colectiva pero discontinua, ya relacionada con el conflicto, ya relacionada con la 
cooperación. / Las acciones colectivas discontinuas y contenciosas siempre involucran una tercera parte, 
generalmente plantea amenazas a la distribución existente del poder y, frecuentemente, incita a la vigilancia, 
la intervención y/o represión de la autoridad política”. Tilly, Charles, Acción Colectiva. artículo constituye la 
entrada para el término Collective action en la Encyclopedia of European Social History. Traducción: Claudio 
E. Benzecry. 
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exploración de las diferentes formas en que la victimización se convirtió en plataforma de 
lucha contrahegemónica. De esta manera, el análisis que sigue privilegia las manifestaciones 
de resistencia política y cultural generadas para enfrentar la represión, bajo la hipótesis de 
que la selección de los métodos represivos, esta profunda y recíprocamente relacionada con 
los usos tácticos de los DD.HH. empleados por los defensores para canalizar sus demandas 
entre la técnica jurídica y la elaboración de actos simbólicos de protesta y de defensa. 
Así las cosas, se retomará la división de tres cortes temporales desarrollada en los capítulos 
precedentes, pero en este caso reconociendo la existencia de dos elementos cuya relación es 
transversal a todo el periodo y marcó el carácter de los repertorios de protesta y de defensa 
empleados. El primero es la estigmatización como mecanismo represivo; y el segundo es la 
variación en los ámbitos de significación otorgados al concepto de DD.HH. Las diferentes 
configuraciones entre estos elementos generaron tres espacios de oportunidad para la acción 
colectiva alrededor de las garantías humanas y para su posicionamiento en el ámbito jurídico 
político colombiano, así: 
• Entre 1970 y 1980, periodo en el que predomina el uso de lo jurídico y judicial como 
mecanismo aleccionador. Aquí la estigmatización estuvo dirigida 
fundamentalmente, en contra de la oposición política, generando en los sectores 
afectados una marcada apropiación de los DD.HH. y su introducción en el lenguaje 
de la protesta social. 
• Entre 1978 y 1982. En medio de la crisis de la represión jurídica y judicial y de su 
tránsito hacia la utilización de métodos más obscuros, el concepto de DD.HH. entró 
en un ámbito de politización en el que las actividades de defensa fueron tildadas por 
los sectores hegemónicos como actividades de la subversión, asignándole un 
contrasentido a la defensa y a los DD.HH. 
• Entre 1983 y 1991. Aquí prevalecieron la guerra sucia y el paramilitarismo, pero 
también hubo un aumento exponencial de la estigmatización contra los defensores 
que, sin embargo, decreció abruptamente, como resultado del proceso de la 
pluralización, la abstracción y la institucionalización del discurso relacionado con 
los DD.HH.  
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Las diferentes configuraciones de la protesta y la defensa de los DD.HH. en cada uno de 
estos escenarios será la materia central del análisis que se desarrolla en las siguientes 
páginas.  
1.10 Ante la represión jurídica y judicial 
La forma en que los DD.HH. pasaron de ser un simple postulado jurídico de dudosa 
obligatoriedad, a ser uno de los pilares de la democracia occidental, está profundamente 
relacionada con los canales utilizados para posicionar su discurso como imperativo político 
en América Latina y en el mundo. Si bien para 1970 el Estado colombiano había firmado y 
ratificado un buen número de instrumentos de derecho internacional y con ello su garantía 
era “obligatoria”, paradójicamente, los diferentes gobiernos que siguieron al Frente 
Nacional continuaron utilizando el orden jurídico interno para violar tales compromisos. 
Esto se explica porque a pesar de que el carácter represivo del modelo jurídico ha sido 
tradicionalmente identificado con la protección del sistema económico, social y político, lo 
cierto es que su justificación requiere, además, legitimidad. En ese sentido, la producción de 
lo jurídico guarda una relación de dependencia frente a la legitimidad que sus destinatarios 
le otorgan, lo que ha generado una necesidad en los Estados de plantear sus medidas 
coercitivas como inevitables.  
Lo anterior equivale a señalar que, de acuerdo con la percepción de los usuarios del derecho, 
aquello que llamamos lo jurídico adquiere relevancia y se presenta como justo o injusto. 
Esta explicación es útil en dos sentidos, primero para comprender el arraigo obtenido por la 
represión jurídica y judicial en la sociedad colombiana; y segundo, para comprender el 
desuso en que se encontraban los DD.HH. para inicios de la década de 1970. Durante estos 
años, el ambiente de inseguridad propiciado por el avance de las ideas de revolución 
convirtió en una necesidad la identificación y neutralización de los generadores de la 
amenaza, de forma que los protagonistas de la protesta social se convirtieron en objeto de 
una persecución jurídica legitimada en la figura del enemigo interno. Sin embargo, de forma 
colateral, la persecución terminó por reactivar los DD.HH. como barrera para proteger la 
vida y la integridad de quienes eran tachados como subversivos.  
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Así las cosas, en este acápite se analiza la forma en que la estigmatización a la protesta 
social, entre 1970 y 1978 fortaleció un modelo represivo que se desarrolló en el campo de 
lo jurídico y judicial, a la par que estimuló la apropiación de los DD.HH. como barrera de 
protección entre las personas perseguidas. Para ello, se iniciará con un relato sobre la 
estigmatización a la protesta social y la consecuente legitimación de métodos jurídicos 
abiertamente violatorios de las garantías mínimas. Luego, se analizarán las reacciones de los 
afectados, así como las manifestaciones de solidaridad que fueron canalizadas en una 
especie de apropiación de estos derechos como plataforma para la resistencia. Y en un tercer 
momento se resaltarán aquellos métodos que permitieron expandir la protesta al plano 
simbólico, pero también posicionarlo en el plano judicial. 
1.10.1 Estigmatización de la protesta social y política 
La herencia represiva del Frente Nacional dio lugar a la consolidación de prácticas 
violatorias a los DD.HH. que, amparadas en la legislación de emergencia, sirvieron como 
método para detener el avance de la movilización social. Entre 1970 y 1982 predomina la 
utilización de repertorios represivos de carácter jurídico y judicial, que colmaron la opinión 
pública de noticias y denuncias sobre allanamientos, detenciones, torturas y juicios masivos 
practicados bajo la excusa de combatir a la insurgencia452. Al respecto es importante reiterar 
la manera en que, detrás de la utilización de este tipo de repertorios, se procuraba: i) ocultar 
la persecución a la movilización social; ii) demostrar la capacidad de reacción estatal ante 
la agresión subversiva; y iii) suprimir el carácter político de los delitos cometidos por la 
insurgencia. Así lo veía el defensor de DD.HH., Eduardo Umaña Mendoza: 
Al inicio era una serie de presos políticos calificados, miembros de organizaciones ilegales. 
Durante el último periodo, en especial desde el gobierno de López Michelsen, se extendió el 
fenómeno de los presos políticos a los posibles simpatizantes. Presuntos miembros de 
organizaciones políticas, líderes populares, intelectuales, obreros etc. básicamente desde el 
año 1976... Desde este momento el estado de sitio no se ha levantado y ha habido una 
continuidad en el fenómeno represivo en nuestro país hasta llegar a tener durante etapas de 
represión generalizada hasta 15.000 personas simultáneamente en las cárceles, en Brigadas 
y en las casas aisladas que tienen las fuerzas de seguridad (…) Hay un punto curioso que la 
gente desconoce por nuestra fachada democrática: nosotros llevamos 30 años de estado de 
 
 
452 “Libertad para los presos políticos”. Voz Proletaria [Bogotá], abr.19, 1973: 3.  
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sitio, 30 años bajo leyes de seguridad nacional, entonces el problema de que los militares 
tienen el poder real, aunque no tengan el poder formal, es una realidad desde hace 30 años453. 
La persecución a los grupos guerrilleros osciló entre la justificación y el ocultamiento de la 
sofocación de toda manifestación de inconformidad social. Cada protesta, cada marcha, cada 
manifestación popular tenía como respuesta no menos que la detención de un importante 
número de sus participantes. Mientras tanto, los medios de comunicación tradicionales 
informaban sobre las detenciones, sí, pero tratando de justificarlas como medida necesaria, 
sin informar las razones o la legitimidad de las protestas. Profesionales, profesores, 
estudiantes, sindicalistas y campesinos, eran generalmente las víctimas de las 
detenciones454. Las privaciones injustas de la libertad se extendieron a la elaboración de 
montajes judiciales que, fundamentados en pruebas falsas, evidenciaban el interés del Estado 
por neutralizar, no a las guerrillas, sino a los civiles que lideraban procesos de resistencia y 
oposición política455. 
Los pronunciamientos señaladores que eran lanzados continuamente por los altos mandos 
políticos y militares en contra de la oposición, iban acompañados de la censura cultural, 
artística y de prensa; lo que garantizaba que su versión fuera la única conocida por la opinión 
pública. Carlos Álvarez, productor de cine y profesor universitario fue víctima de ello, 
habiendo permanecido preso desde 1972 cuando fue capturado junto con su esposa y otras 
personas en Bucaramanga, solo recuperó su libertad luego de haber demostrado que su 
cautiverio se prolongó por más 18 meses y que este periodo era igual al señalado como pena 
máxima para el delito por el que se le perseguía. En entrevista, Álvarez señaló que su captura 
se desencadenó como retaliación por su documental "Qué es la democracia", trabajo en el 
que presentaba un recuento histórico de la vida electoral colombiana entre 1930 y 1970456. 
 
 
453 “Consejos de Guerra y Presos Políticos”. El Espectador [Bogotá], mar. 16, 1980: 11A. 
454 “Detenciones de campesinos”. Voz Proletaria [Bogotá], jun. 21, 1973: 5.  
455 Se cuentan por miles las personas que fueron acusadas de pertenecer a las guerrillas, pero también las 
absueltas luego de dilatados procesos fundamentados en pruebas falsas. “Militares querían vincularlo a 
supuesta ‘red guerrillera’”. Voz Proletaria [Bogotá], feb. 22, 1973: 6. “Denuncian torturas del F-2”. Voz 
Proletaria [Bogotá], jun. 21, 1973: 7.  
456 Durante esta década fueron censurados diversos artistas como el compositor y cantante argentino Piero, 
vetado por el presidente Pastrana, o la barranquillera Ximena, cuya canción titulada “El secuestro” fuera 
proscrita durante el gobierno López. También fueron perseguidos artistas como la pianista Teresita Gómez en 
1979, y actores como Fausto Cabrera, acusado de pertenecer a la guerrilla. Quizás el caso más emblemático 
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Álvarez fue dejado en libertad provisional en 1974, no obstante que el Consejo Verbal de 
Guerra en su contra se mantenía abierto. 
La dilación de los procesos a expensas de los frecuentes cambios de competencia entre la 
Jurisdicción Ordinaria y la JPM, se convirtió en método para neutralizar a los líderes 
políticos de oposición, sumiéndolos en indignantes condiciones de presidio. No era 
necesario que los procesados fueran declarados culpables, bastaba con el señalamiento y la 
confinación de los activistas para fijar en la mente de los ciudadanos un patrón de 
comportamiento indeseable457. Estas circunstancias, sin embargo, generaron un ambiente de 
solidaridad para que cada vez más personas sumaran su indignación y denunciaran las 
arbitrariedades del Estado. En medio de estas condiciones, tras al asesinato de personajes 
cercanos al gobierno, o de interés político, se desataban verdaderas oleadas de represión 
judicial, hechos que, a pesar de ser asumidos por los diferentes grupos insurgentes, 
terminaban afectando al grueso de la sociedad civil, en un uso continuo de la justicia como 
golpe de autoridad ejemplificante458.  
El CVG adelantado en octubre de 1975 en Medellín contra 23 personas acusadas de 
pertenecer al EPL, permite evidenciar el tratamiento dado tanto a guerrilleros como a civiles 
acusados de serlo, con el fin de despojar sus actividades de cualquier carácter político y 
 
 
de la persecución en contra de los artistas e intelectuales fue el que se ejecutó en contra de una de las principales 
figuras del embrionario movimiento de defensa de los DD.HH., Gabriel García Márquez. En contra de “Gabo”, 
se montó un gran proceso de investigación en el que las FF.AA. trataban de reunir pruebas para demostrar la 
pertenencia y liderazgo del escritor en el M-19; lo que postergó su regreso durante años, obligándolo a exiliarse 
en México, desde donde continuó su labor como defensor, llegando incluso a servir como anfitrión de otros 
artistas perseguidos como la artista plástica Felizza Burstyn. “En libertad director de cine Carlos Álvarez”. El 
Espectador [Bogotá], ene. 29, 1974: 1A. 
457 María Cristina Salazar de Fals, quien fue detenida durante 7 meses por su presunta pertenencia al M19, 
advirtió: "…algunas autoridades y personas interesadas, van sembrando en la mente y en el ánimo de ciertas 
esferas, muchas, muchísimas (…) que si esta presa por algo será (…) que si está detenida no será por su linda 
cara (…) que si no la sueltan es porque debe ser del M19 (…) que bien hecho que la tengan en la guandoca 
por izquierdista (…) que bien merecido lo tiene el escarmiento que le están dando por ser una intelectual". “El 
caso de María Cristina de Fals Borda”. El Espectador [Bogotá], ago. 9, 1979: 9A.  
458 Tras el asesinato del General Arturo Rincón, el 8 de septiembre de 1975, a pesar de que la responsabilidad 
fue asumida por el ELN, un mes después se calculaba que al menos unas 200 personas habrían sido capturadas, 
mientras solo dos terminaron siendo judicializadas. Uno de ellos, señalado de ser el autor material, resultaría 
absuelto posteriormente al probar que el día del asesinato se encontraba recluido en una clínica de reposo, el 
otro (de nombre Ricardo Quiroga) quien había confesado su autoría, señaló haberlo hecho a cambio de la suma 
de 100.000 pesos. “200 capturas en un mes”. El Espectador [Bogotá], oct. 9, 1975: 11A. “Si hay presos 
políticos”. Voz Proletaria [Bogotá], jun. 7, 1973: 3.  
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presentándolos como delincuentes comunes. Allí, el Tribunal Russell envió al abogado 
Carlos Gaviria Diaz para que, en su representación, informara sobre las condiciones de 
respeto a las garantías procesales. Sin embargo, las pretensiones del delegado se vieron 
frustradas por el presidente del Consejo Militar, quien se opuso a su presencia, lo expulsó 
del recinto y condenó a todos los procesados. La consecuente denuncia formulada por el 
Tribunal desenmascaraba el propósito del Estado de negar la calidad política de los presos 
que, debiendo ser procesados por delitos como rebelión, enfrentaban causas relacionadas 
con fines menos altruistas. Al despojar del carácter político a los procesados, se pretendía 
deslegitimar su acción y justificar con ello la aplicación de medidas mucho más graves459. 
A su vez, al señalar que la movilización social estaba infiltrada por la subversión, los 
participantes quedaban expuestos a la detención y judicialización, por lo que cada oleada de 
manifestaciones desataba una agresiva respuesta, pero también, el rechazo por los abusos 
cometidos para contenerlas. 
Las frecuentes batidas en que centenares de colombianos fueron injustamente privados de 
su libertad, resultaron en la práctica continua de juicios innecesarios fundamentados en un 
pobre acervo probatorio. Estas características de los juicios adelantados llevaron a una 
recurrente emisión de sentencias absolutorias, que más allá de los escasos resultados en 
materia de seguridad, generaban el desgaste del aparato judicial, pero también, aunque en 
menor medida, la desconfianza de la opinión pública en las autoridades militares460. De ahí, 
que como consecuencia del desgaste se forzara una y otra vez al desmonte de los diferentes 
estados de sitio y a que, superada la emergencia, la competencia regresara a las autoridades 
judiciales ordinarias, quienes revisaban las causas y generalmente procedían a la emisión de 
sentencias que declaraban la nulidad de los procesos y de las providencias emitidas por la 
 
 
459 Esta situación fue denunciada por el delegado, quien señaló: “...es práctica bien conocida, cuando de 
reprimir los delitos políticos se trata, hacerlos aparecer como simples delitos comunes, para desconceptuar a 
sus presuntos autores ante la opinión pública y someterlos a un régimen jurídico más drástico”. “Observador 
del Tribunal Russell informa del juicio en Medellín”. El Espectador [Bogotá], oct. 21, 1975: 11A. “El tribunal 
Russell y América Latina”. Alternativa 23 (1974): 24. “Denunciados los ‘juicios colectivos’”. Voz Proletaria 
[Bogotá], oct. 2, 1975: 4. 
460 Cuatro de los 8 procesados por el homicidio del general Rincón fueron absueltos en el Consejo Verbal de 
Guerra. Dentro de los absueltos están Armado Solano y Uriel Casadiego. “4 condenados por muerte del 
General Rincón”. El Espectador [Bogotá], ene. 22, 1975: 1A. 
232 Acción para la conciencia colectiva 
 
JPM461. Fue precisamente la reiteración de las medidas empleadas para reprimir la 
movilización social lo que llevó a los sectores afectados a una apropiación de los DD.HH., 
primero como herramienta de autoprotección y solidaridad; y segundo, como táctica para 
desestabilizar la autoridad cívico-militar. 
1.10.2 Autoprotección, solidaridad y confrontación 
La situación de los presos políticos y la proliferación de detenciones y judicializaciones 
masivas e injustificadas fueron los primeros detonantes para la acción en defensa de los 
DD.HH. Llama la atención que, a la par de los golpes militares a la insurgencia, miles de 
colombianos sufrieron montajes judiciales por medio de los cuales se les relacionaba con la 
lucha guerrillera. Esta técnica fue utilizada por las autoridades políticas y militares para 
neutralizar y desarticular la protesta social en el país, razón por la cual, las acciones 
relacionadas con la defensa de los DD.HH. en un primer momento, estuvo dirigida a la 
búsqueda de la libertad de los presos de conciencia y a la protección de sus derechos 
procesales y de su integridad física. De hecho, la aparición en 1973 de la FCSPP es 
consecuencia de la necesidad advertida de desplegar una serie de actividades que recurrían 
a la solidaridad de los miembros y simpatizantes del movimiento social y político de 
oposición, así como de los familiares de las personas directamente afectadas por la represión. 
De acuerdo con Winifred Tate,  
El CSPP siguió siendo una pequeña organización con solo unos pocos voluntarios durante 
los primeros cinco años de su existencia. Además de su trabajo directo en las cárceles, el 
CSPP publicó folletos e informes sobre la violencia política en Colombia. El CSPP fue 
instrumental en los primeros debates del congreso colombiano sobre los derechos humanos; 
proporcionó documentación de campesinos torturados y acusados de pertenecer o de 
simpatizar con el ELN ante el Congreso. El debate fue ampliamente cubierto en la prensa de 
izquierda. En 1977, el CSPP envió la primera acción internacional urgente y envió 
información a las organizaciones internacionales no gubernamentales de derechos humanos 
(principalmente a Amnistía Internacional) y acompañó las visitas periódicas a Colombia del 
personal de Amnistía462. 
 
 
461 Ver: “Anulado Consejo de Guerra al ELN”. El Espectador [Bogotá], sep. 2, 1976: 1A. 
462 Tate. Counting… 80 
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La acción de los defensores de presos políticos, no solo de los adscritos a la FCSPP, combinó 
la práctica de la defensa técnica de los procesados de la mano de organizaciones como 
ASONALPRO o la AJD, con la ejecución de prácticas que procuraban aliviar las duras 
condiciones de presidio, de las cuales emergieron asociaciones de familiares y vecinos 
dedicadas a asistir a los presos de conciencia mediante actividades que incluyeron la visita 
a los lugares de reclusión con el fin de proveer comida y ropa a los detenidos463. Quizás el 
elemento que mejor diferencia este tipo de actividades de asistencia, frente al sentimiento 
cristiano de caridad, es el compromiso político que encerraban, de ahí que sus participantes 
prefirieran categorizarlas como manifestaciones de solidaridad. Así mismo, llama la 
atención que entre 1970 y 1975 aparecieron folletos anónimos cuya circulación se 
concentraba en los claustros universitarios y en las diferentes movilizaciones sociales que, 
luego de plantear análisis sobre el modelo de represión empleado por el Estado, invitaban a 
la acción de masas para defender los derechos de las personas enjuiciadas. 
En consecuencia, hacemos un llamado a todos los explotados y oprimidos de Colombia para 
que enfrentemos y combatamos resueltamente la Escalada Represiva, el Estado de Sitio, los 
Consejos de Guerra y luchemos por la libertad de los presos políticos. Lucha esta que se 
debe expresar en los actuales momentos, en la movilización y acción organizada de masas; 
por otra parte, debemos solidarizarnos con los Presos Políticos como combatientes de 
vanguardia que son. Solidaridad que debe expresarse en ayudas concretas y principalmente 
con la continuidad e intensificación de la lucha y en la conformación de un FRENTE 
COMUN DE LUCHA CONTRA LA REPRESIÓN464. 
La aparición de este tipo de documentos anónimos servía, además, como una estrategia de 
comunicación que las personas privadas de su libertad emplearon para denunciar las 
precarias condiciones en las que se encontraban recluidas y las irregularidades jurídicas de 
las que eran víctimas. Diferentes vías de hecho, como las huelgas de hambre o los mítines 
también sirvieron como canal para la visibilización de estos asuntos. Fue así como durante 
el mes de julio de 1973, unos 53 estudiantes presos en la cárcel distrital de Bogotá 
desarrollaron una huelga de hambre que se replicó en diferentes centros penitenciarios y 
 
 
463 “Exigen libertad de presos en Yacopí”. Voz Proletaria [Bogotá], ene. 25, 1973: 6. 
464 A pesar de no estar marcado con una fecha precisa, de acuerdo con el análisis de contexto presentado, su 
publicación se produjo entre octubre de 1974 y febrero de 1975. Anónimo. “Por la libertad de los presos 
políticos, SF. 9. 
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universidades del país465. No obstante, la precariedad con que se desarrollaron, estas 
campañas sirvieron para generar cierta sensibilidad con la causa de los presos, sobre todo en 
aquellos sectores que se veían en inminente riesgo de persecución.  
Las manifestaciones de protesta de los prisioneros políticos se desarrollaron de forma 
paralela con las manifestaciones estudiantiles, cada vez más radicalizadas ante la oleada de 
violencia que se desató en su contra. El 9 de junio de 1973, tras el asesinato del estudiante 
de la Universidad de Antioquia (UdeA), Fernando Barrientos Rodríguez, por parte de 
agentes del DAS, sus compañeros tomaron el cuerpo sin vida del joven y lo trasladaron a la 
facultad de medicina del claustro universitario. Allí, los estudiantes de medicina procedieron 
a practicar la correspondiente necropsia, mientras los demás miembros de la comunidad 
universitaria encendieron fuego a la rectoría como protesta por el asesinato de su compañero. 
Como respuesta, las autoridades decretaron el toque de queda en la ciudad, procediendo a la 
detención de más de 400 personas por violar la medida. Entre tanto, el cuerpo del estudiante 
fue trasladado a casa de sus padres para las honras fúnebres, y enterrado en horas de la 
madrugada bajo la autorización de su padre, un expolicía quien se manifestó en contra de 
que el cuerpo de su hijo fuera utilizado por la comunidad académica para fomentar el 
desorden466.  
Asesinatos como el del joven Barrientos, se produjeron en medio de las denuncias que los 
estudiantes hacían sobre la infiltración de agentes del Estado vestidos de civil en sus 
reuniones. Esto sucedió tanto en la UdeA el día del homicidio, como cuatro días después en 
la sede Bogotá de la UNAL, cuando tres personas señaladas por los estudiantes de pertenecer 
al servicio de inteligencia de la BIM fueron retenidas por los miembros de la comunidad 
universitaria. Esta retención se produjo en el marco de las manifestaciones programadas a 
nivel nacional como protesta por el asesinato del estudiante de la UdeA. En universidades 
como la del Tolima, la Pedagógica y Tecnológica de Colombia (UPTC) y la del Magdalena 
 
 
465 “Huelga de hambre estudiantil”. Voz Proletaria [Bogotá], jul. 5, 1973: 4. “Gran movilización estudiantil”. 
Voz Proletaria [Bogotá], may. 2, 1974: 4. 
466 El asesinato del joven Barrientos Rodríguez se produjo, irónicamente, durante una movilización 
programada por los estudiantes de la universidad de Antioquia en la que se conmemoraba la masacre del 8 y 
9 de junio de 1954. “El régimen asesina a otro estudiante!”. Voz Proletaria [Bogotá], jun. 14, 1973: 2.  
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(UDEMAG) se reportaron hechos similares, los estudiantes retuvieron a personas ajenas a 
la comunidad académica mientras fueron sorprendidos desarrollando labores de infiltración 
e inteligencia militar en las marchas y demás actividades de protesta programadas467. 
Por otra parte, la violencia desatada en los campos, principalmente en los rincones alejados, 
fue fiel reflejo del uso militar de los recursos estadounidenses que ingresaron al país desde 
la década de 1960. La modernización de los métodos estatales de guerra supuso el 
incremento de acciones armadas que implicaron un menoscabo en la calidad de vida y en la 
seguridad de los habitantes de los territorios con mayor influencia guerrillera. Bombardeos, 
capturas masivas y ejecuciones extrajudiciales -fueron algunos de los hechos que se 
repitieron en estos lugares- la respuesta se tradujo en la realización de paros campesinos, 
mítines, marchas e incluso en enfrentamientos con la fuerza pública468. En julio de 1976 la 
ola represiva dirigida a menguar la capacidad organizativa de los campesinos en regiones 
como el Magdalena Medio, derivó en la detención de un número incontable de activistas 
sociales. La situación fue materia de una amplia jornada de protesta que combinó un mitin 
en la Plaza de las Nieves de Bogotá con el despliegue de una brigada de jóvenes que 
denunciaron la situación en los buses públicos, las fábricas, las universidades y los colegios.  
En pleno centro de esta capital y en las propias barbas del Ministerio del Trabajo, fogosos 
oradores denunciaron enérgicamente las crueles torturas y la terrible represión militar contra 
la población civil de la municipalidad de Cimitarra. Pablo Cruz, por la Juventud Comunista; 
Jorge Hernández, por la Unión Revolucionaria Socialista (frente juvenil), y Juan Campos, 
por el partido Comunista, señalaron uno por uno los métodos utilizados por las tropas para 
intimidar y torturar a los campesinos que caen en sus manos y llamaron a desarrollar con 
 
 
467 El 18 de abril de 1974, mientras se desarrollaba un tropel en la UN en Bogotá, la policía dio muerte al 
estudiante de odontología Josué Yesid Castañeda. La forma desmedida en que la policía contuvo las 
manifestaciones estudiantiles, derivó en la combinación de formas tradicionales de protesta (como las 
marchas), con el uso de la violencia cuyo objeto fueron los policías infiltrados en la comunidad estudiantil. 
Como represalia por el asesinato del estudiante de odontología, los universitarios, que se encontraban en 
asamblea, detuvieron y lincharon a un detective encubierto que se encontraba infiltrado en la reunión 
“Desmanes en Bogotá”. El Espectador [Bogotá], jun. 14, 1973: 1A. “Torturado un detective en la UN ayer”. 
El Espectador [Bogotá], abr. 20, 1974: 1A. 
468 “Desalojos policiales a campesinos”. Voz Proletaria [Bogotá], feb. 15, 1973: 7. “Nueva ola de terror en 
Yacopí”. Voz Proletaria [Bogotá], feb. 24, 1977: 4. “Mitin por Cimitarra”. Voz Proletaria [Bogotá], jul. 15, 
1976: 2. Ver también: Fajardo, Darío. Las guerras de la agricultura colombiana (Bogotá: ILSA, 2014), 137 y 
ss. 
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más decisión la solidaridad con los presos políticos de Cimitarra, Barrancabermeja, San Gil 
y Bucaramanga469. 
 
Fotografía 8. “Solidaridad con los campesinos de Cimitarra y Yacopí”. Voz Proletaria [Bogotá], 
jul. 15, 1976: 1. 
Las actividades de protesta contra la represión en los campos se extendieron a todo el país, 
como lo demuestra la “Gran Jornada de Movilización” desarrollada el 15 de febrero de 1977, 
cuando miles de personas marcharon en actitud de denuncia en las ciudades de Bogotá, 
Medellín, Bucaramanga, Cali, Cúcuta, Armenia, Villavicencio, Ibagué, Pereira, Cartagena, 
Girardot y Manizales. Allí, dirigentes políticos de oposición como Manuel Cepeda Vargas, 
Ricardo Mosquera o Carlos Toledo Plata hicieron un llamamiento a la unidad para enfrentar 
la agresión estatal y denunciaron el reciente asesinato de 6 campesinos en el Valle del Rio 
Cimitarra470. En esta misma dirección, siete meses después dirigentes de la USO y líderes 
sociales de Barrancabermeja declararon el paro cívico como “protesta contra la brutalidad 
militarista”, denunciando más de 200 casos de torturas y 150 detenciones arbitrarias 
ocurridas entre el 13 y el 14 de septiembre, además de acusar a los militares de “…tender 
boca arriba a los detenidos, pasar toda una patrulla por encima de ellos y pisarles con 
especial tiranía las manos, las cuales restregaban contra el cemento”471. 
Los paros cívicos ampliaron las “clásicas” jornadas de huelga para que diferentes sectores 
sociales participaran de las protestas y posicionaran sus propias demandas más allá de las 
 
 
469 “Mitin por Cimitarra”. Voz Proletaria [Bogotá], jul. 15, 1976: 2. 
470 “Masiva jornada de protesta”. Voz Proletaria [Bogotá], feb. 24, 1977: 4. 
471 “Paro por las torturas”. Voz Proletaria [Bogotá], sep. 29, 1977: 5. 
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reivindicaciones laborales472. De conformidad con lo anterior, tanto el Paro Cívico Nacional 
del 77 como las movilizaciones derivadas de los abusos de autoridad cometidos aquel 14 de 
septiembre, fueron escenarios de posicionamiento del discurso de los DD.HH., la libertad 
de los presos políticos, el desmonte del Estatuto de Seguridad y de los estados de sitio473. 
De esta manera, más llamativo que el paro mismo a efectos de esta investigación, fueron los 
hechos de violencia estatal que se desataron en contra de la población civil y la forma en 
que la violencia aplicada, generó el despertar de nuevas movilizaciones. En este sentido se 
destaca la movilización citada por las cuatro centrales obreras para el 18 de noviembre de 
1977, como una forma de presionar la liberación de los detenidos y protestar por las personas 
asesinadas474. Luego, las conmemoraciones por las víctimas del Estado, que sirvieron como 
fórmula para mantener viva la identidad naciente en contra de la represión estatal año tras 
año475. 
De regreso al ámbito de las movilizaciones estudiantiles, en 1978, como consecuencia del 
asesinato del estudiante Patricio Silvia Ruales por parte de la fuerza pública en Bogotá, más 
de 10.000 personas salieron a las calles a manifestarse en contra de los abusos policiales, 
 
 
472 La modalidad de paros cívicos en las luchas populares es, en parte, el reflejo de la ampliación de las razones 
para la movilización social, las más variadas reivindicaciones sirvieron como detonante de este tipo de 
manifestaciones en todo el país. Medina, La Protesta… 143. “Habrá paro cívico en Bosa”. Voz Proletaria 
[Bogotá], ene. 4, 1973: 1. 
473 Los trabajadores sindicalizados recurrieron una y otra vez a la realización de huelgas y marchas como forma 
de protesta contra la represión. El 13 de julio de 1979, ASMEDAS anunció jornada médica contra el Estatuto 
de Seguridad, y contra la persecución a los jesuitas acusados de participar en el asesinato de Pardo Buelvas, 
juicio que consideraban como una venganza del gobierno por la investigación desarrollada por el CINEP sobre 
el Estatuto de Seguridad. “Jornadas médicas contra Estatuto de Seguridad”. El Espectador [Bogotá], jul. 13, 
1979: 1A. “Huelguistas replican agresiones oficiales”. Voz Proletaria [Bogotá], jul. 24, 1974: 7. 
474 Hubo varios intentos de replicar los impactos del paro, de hecho, el 14 de septiembre se convirtió en espacio 
de conmemoración por las víctimas, lo que hace parte de un fenómeno general pues las grandes 
manifestaciones de conmemoración de un crimen pasado o de reacción a uno reciente, estuvieron a la orden 
del día, sobre todo desde 1977. Hacia 1980, mientras se conmemoraban tres años del asesinato de decenas de 
personas a manos de la fuerza pública durante la jornada de paro cívico del 77, cientos de personas marcharon 
en el barrio Policarpa Salavarrieta de Bogotá. “Durante dicha manifestación pública que estuvo 
permanentemente vigilada por fuertes cordones de policía para evitar el surgimiento de desmanes y la cual se 
disolvió pacíficamente, se hizo la representación de un cepo con varios trabajadores aprisionados en el mismo, 
a tiempo que otro trabajador con un capuchón con la leyenda verdugo, hacía el simulacro de que los azotaba”. 
“Paro por las torturas!”. Voz Proletaria [Bogotá], sep. 29, 1977: 5. “Manifestaciones obreras hoy en todo el 
país”. El Espectador [Bogotá], nov. 18, 1977: 1A. “Combativo balance del 14 de septiembre”. Voz Proletaria 
[Bogotá], sep. 20, 1979: 3. “Paro Cívico acuerda el Foro Nacional Sindical”. El Espectador [Bogotá], ago. 31, 
1981: 1A. 
475 “Ante el tercer aniversario del Paro Cívico Nacional”. Voz Proletaria [Bogotá], sep. 4, 1980: 3. 
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mientras un grupo de 500 estudiantes habrían mantenido al rector y al cuerpo de su 
compañero en la Universidad Libre con el fin de practicarle una necropsia y posteriormente 
darle sepultura. El Ejército intentó arrebatarles el cuerpo de Silva, utilizando para ello gases 
y otro tipo de armas, sin embargo, los estudiantes lograron que se les permitiera enterrar el 
cuerpo.  
Después de una noche preñada de dramatismo y de tensión, ayer a la una de la tarde fue 
sacado de la sede de la Universidad Libre el cuerpo del estudiante Patricio Silvia Ruales 
muerto a bala durante los sucesos del martes en la ciudad universitaria. Los despojos 
mortales del universitario fueron depositados en el féretro que hubo de ser entrado al 
mencionado centro docente por una ventana del segundo piso de la edificación ya que las 
entradas habían sido taponadas desde el interior en previsión de que la fuerza pública tratara 
de rescatarlo. Posteriormente, y luego de un desfile en el que participaron cerca de diez mil 
estudiantes, los restos mortales fueron sepultados en el cementerio central476.  
La reacción de la comunidad estudiantil y de los ciudadanos indignados que de manera 
imprevista salieron a movilizarse en contra de la “brutalidad policial”, está llena de 
simbolismo y lleva la impronta de la actividad estudiantil de indignación. La desconfianza 
en los procedimientos policiales y de medicina legal, incentivó a los estudiantes a establecer 
por sus propios medios las causas de la muerte. La recuperación del cuerpo sin vida del 
compañero expresa la necesidad de la comunidad por llorar a sus muertos, por no dejárselos 
arrebatar a manos enemigas. En ese sentido, el asesinato de estudiantes, pero, sobre todo los 
funerales, oscilaron entre el duelo y la protesta. “Era evidente el velo de melancolía que 
mostraban los estudiantes cuando uno de ellos subió a una tarima y dijo que era la primera 
vez que el gobierno no les arrebataba a uno de sus muertos; Que era la primera vez que lo 
podían enterrar ellos mismos; y que se sentía orgulloso de haber resistido toda la noche en 
la libre, para defender ‘la muerte digna del compañero’”477.  
La vistosidad de los cortejos fúnebres transformó el duelo en carnaval de la indignación 
contra la violencia de Estado. Los casos se repiten una y otra vez, a cada asesinato de un 
miembro de la comunidad universitaria le seguían fuertes manifestaciones, marchas, 
 
 
476 “Dramático sepelio del estudiante Silva”. El Espectador [Bogotá], jun. 1, 1978: 1A. Para la misma fecha 
se presentaron casos similares en el departamento del Magdalena, ver: “Castigo para los asesinos de 
estudiantes”. Voz Proletaria [Bogotá], jun. 1, 1978: 6. 
477 “5.000 estudiantes en el sepelio”. El Espectador [Bogotá], jun. 1, 1978: 14A. Ver: “Protesta por crimen 
contra 2 estudiantes”. Voz Proletaria [Bogotá], abr. 25, 1974: 1. 
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tropeles e incluso la captura, a manos de los estudiantes, de sujetos señalados como 
infiltrados o agentes encubiertos478. Así como los cortejos fúnebres, la detención y eventual 
linchamiento de personas acusadas de pertenecer a los organismos de seguridad del Estado, 
reflejan la forma en que la arbitrariedad estatal desataba oleadas de violencia, en un círculo 
que no cesa hasta nuestros días. Más que una acción planificada y dirigida a la consecución 
de objetivos concretos, la reacción de las comunidades y sectores afectados por la violencia 
estatal evidencia el tajante rechazo a los métodos de control y de seguridad implementados 
por el Estado, a sus medios y a sus fines. Los DD.HH. en un escenario así, simplemente no 
tenían cabida, ni discursiva ni práctica, pues se les consideraba sencillamente como 
herramientas de la oligarquía para maquillar la represión, aunque poco a poco el discurso 
comenzó a instrumentalizarse para la denuncia de las atrocidades soportadas. 
1.10.3 Incidencia judicial, política y social 
Dentro de las acciones desplegadas por los defensores en sus primeros años, se encuentran 
una serie de acciones institucionales que permitieron posicionar el debate tanto en los 
estrados como en los escenarios de debate político. Más allá de respuestas efectivas por parte 
de las autoridades, estas acciones le otorgaron publicidad a las demandas y generaron 
afinidades dentro de parlamentarios, diputados y concejales, insertando las denuncias sobre 
violaciones a los DD.HH. en el debate político. De los repertorios emprendidos 
principalmente por abogados, políticos y organizaciones, sobresalen: i. las denuncias 
tramitadas por los defensores ante las diferentes ramas del poder público; y ii. el desarrollo 
de acciones dirigidas a visibilizar las demandas. 
i. Denuncias ante las diferentes ramas del poder público. La actividad de los juristas que 
emprendieron la defensa de los DD.HH. como parte de su estrategia de litigio, permite 
evidenciar la combinación entre las herramientas tradicionales del derecho -que para el 
periodo significaban, a su vez, una mixtura entre los mecanismos ordinarios de la legislación 
 
 
478 Ver también: “Torturado desempleado por grupo de estudiantes”. El Espectador [Bogotá], ago. 23, 1974: 
9A. “Disturbios ayer en la U.”. El Espectador [Bogotá], mar. 3, 1976: 9A. “Disturbios ayer en Tunja”. El 
Espectador [Bogotá], may. 11, 1977: 5A. “Funeral de campesino en Tolú”. Voz Proletaria [Bogotá], ene. 4, 
1973: 7. “Protesta por crimen contra 2 estudiantes”. Voz Proletaria [Bogotá], abr. 24, 1974: 1. 
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penal con la legislación de emergencia- y las posibilidades que comenzaban a desarrollarse 
con el posicionamiento de los DD.HH.. A principios de la década de 1970, predominó el 
uso de canales ordinarios para atacar la validez de los procesos. La declaración de nulidad 
fue objetivo recurrente de los defensores que prestaban sus servicios a la defensa de los 
presos políticos, demandando la constante interferencia entre los estados de sitio y de 
normalidad, como fuente de múltiples inconvenientes sobre la definición de competencia 
para juzgar a los presos políticos.  
El camino trasegado por los juristas que promovieron el uso de los DD.HH. como barrera 
de protección de los ciudadanos frente al Estado, estuvo rodeado de toda una serie de 
dificultades, enemistades y trampas que, por ejemplo, en determinadas ocasiones los 
llevaron a ser procesados penal y disciplinariamente, a ser expulsados de los juicios, 
sustituidos en sus labores de defensa o asesinados479. Para septiembre de 1973, mientras 
unas 185 personas estaban siendo juzgadas por su presunta pertenencia al ELN, se presentó 
un acontecimiento interesante que devela las condiciones en las que se desarrollaba la 
defensa técnica. Al gabinete de la defensa -integrado entre otros, por profesionales del 
derecho como: Humberto Vergara, Eduardo Castillo, Humberto Caicedo, Oscar Dueñas, 
Ernesto Sanabria o Ricardo Villa Salcedo- le fueron agregados algunos militares designados 
por el presidente de la corte marcial, el coronel Sosa Camargo480. 
Durante toda la década, defender a los procesados por delitos políticos implicó, como 
mínimo, el riesgo de ser sustituido por orden militar y reemplazado por oficiales de las 
FF.AA. Situación abiertamente irregular e incomprensible si se tiene en cuenta que los 
procesados por delitos políticos eran vistos por los militares como sus enemigos. En ese 
sentido, uno de los primeros retos a los que se enfrentaron los defensores fue el de 
 
 
479 Aurelio Callejas, abogado dentro del proceso en contra de los 200 presuntos miembros del M-19, fue 
sancionado con 72 horas de arresto, impidiéndole el derecho de defensa de los procesados. “Defensor del M-
19 anuncia su presentación ante justicia militar”. El Espectador [Bogotá], abr. 11, 1980: 7A. “Defensor de 10 
del M-19 se retira por considerar injusta una sanción”. El Espectador [Bogotá], abr. 30, 1980: 18A.  
480 Entre los defensores uniformados se encontraban: el teniente de corbeta Jesús Cortés Rincón, el mayor de 
la Fuerza Aérea Colombiana (FAC) Ricardo Bonilla, el teniente de fragata Gerardo Tamayo, los mayores de 
la policía Laureano Burgos y Enrique Ayala, entre otros. “54 reos presentes y 52 ausentes”. El Espectador 
[Bogotá], sep. 7, 1973: 10A. 
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mantenerse en sus cargos y tratar de utilizar las herramientas de defensa efectivas que eran 
brindadas en medio de la militarización de la justicia. Luego, la protección de la integridad 
física y de la vida se convirtió en su principal tarea, aun cuando la pena de muerte había sido 
abolida en Colombia muchos años atrás. Así lo reseñó en alguna oportunidad el diario El 
Espectador: 
Aplicación de torturas físicas y sicológicas a los procesados, existencia de cuartos de torturas 
en las instalaciones de la Policía Militar y múltiples irregularidades en el proceso, fueron las 
principales denuncias presentadas por los abogados que intervienen en la defensa dentro del 
consejo verbal de guerra que se adelanta actualmente en las instalaciones de la Policía Militar 
en Puente Aranda en Bogotá...481. 
La demostración de las torturas y demás tratos crueles y denigrantes aplicados por la fuerza 
pública a los detenidos por causas políticas, se convirtió en un asunto fundamental de la 
actividad de juristas como Eduardo Umaña Mendoza, Humberto Vergara Portela, Ciro 
Quiroz, Gustavo Gallón o Alberto Alava482. Estas actividades les convirtieron en objeto de 
persecuciones, sin embargo, no solo los abogados fueron perseguidos, también lo fueron sus 
testigos de descargo, pues la elaboración de montajes judiciales estuvo combinada con la 
eliminación de las pruebas… Este método fue denunciado insistentemente por la Asociación 
de Juristas Demócratas (AJD) y por ASOLNAPRO, asociaciones constantemente asediadas 
por la fuerza pública.  
Podría considerarse que la estrategia dirigida a demandar la nulidad de los procesos penales 
comenzó a encontrar relación con la demanda de aplicación de los DD.HH., precisamente 
por el límite existente entre las garantías procesales y los derechos considerados como de 
primera generación para ese entonces. En ese sentido, las denuncias sobre torturas a los 
 
 
481 “Ratifican denuncias de torturas”. El Espectador [Bogotá], sep. 1, 1978: 11A. Ver también: “Un infame 
expediente montado en torturas”. Voz Proletaria [Bogotá], abr. 17, 1980: 1. 
482 Los abogados de varios de los detenidos por el robo al cantón Norte, formularon denuncia penal en contra 
del Comandante de la BIM por prevaricato y abuso de sus funciones, los abogados señalaron que los detenidos: 
“…han sido sometidos a innegables torturas físicas y sicológicas y obligados a hacer confesiones que son la 
base de los autos de detención contra ellos proferidos, a lo cual se agrega la serie de abusos y atropellos que 
bajo la invocación del artículo 28 de la constitución nacional se han cometido en sus bienes y en sus personas, 
mediante allanamientos cumplidos sin las formalidades legales...”. “Denunciado Vega Uribe por prevaricato”. 
El Espectador [Bogotá], ago. 4, 1979: 1A. “¿Qué prueban las ‘pruebas’ de Camelo?”. Voz Proletaria [Bogotá], 
ago. 9, 1979: 3. 
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detenidos por causas políticas trascendieron la actividad de defensa de los juristas a esferas 
extrajudiciales, llamando la atención de los organismos de control, como la Procuraduría 
que llegaría a intervenir la JPM483. En esa misma dirección, la interacción de grupos de 
juristas y organizaciones sociales con el ejecutivo se desplazó hacia dos escenarios distintos: 
por un lado, a la demanda de verificación de las denuncias presentadas por torturas y demás 
violaciones a los DD.HH.; y por el otro, a la demanda de inconstitucionalidad de las normas 
por resultar violatorias de los DD.HH.484. 
De forma complementaria a las actividades de litigio, los defensores desarrollaron un 
proceso de incidencia en las instancias políticas nacionales y departamentales con el fin de 
denunciar, por ejemplo, la violencia empleada por la policía en las protestas estudiantiles. 
Este tipo de acciones se desarrollaron con mucha fuerza, sobre todo durante la segunda mitad 
de la década, convirtiendo al Congreso de la República en escenario de debate constante 
sobre la responsabilidad de los altos mandos militares y del gobierno485. Llegando al punto 
de que para 1978, el Congreso creara una comisión de investigación sobre las torturas en 
contra de los presos y a que, de forma progresiva, algunos concejos municipales y asambleas 
departamentales replicaran este tipo de iniciativas y se manifestaran en contra de los 
procedimientos empleados, el asesinato de líderes sociales y la imposición de medidas por 
las FF.AA. para restringir las garantías mínimas a los pobladores de los municipios más 
apartados del país. 
La Cámara de Representantes inició ayer la investigación sobre las denuncias formuladas 
por varias personas en su mayoría estudiantes universitarios, en torno a las torturas por parte 
de las autoridades militares. Para tal fin designó una comisión denominada “para la Defensa 
de los Derechos Humanos”, cuyos miembros se reunieron en las horas de la tarde con el 
procurador general de la Nación, doctor Guillermo González Charry. / Al cabo de una hora 
de cordial diálogo entre los representantes y el procurador este último manifestó que 
ejercería una estrecha vigilancia y llevaría hasta sus últimas consecuencias la investigación 
que se adelanta en torno al ampliamente difundido caso de torturas en el país. / La comisión 
está integrada por 16 representantes pertenecientes a distintos grupos políticos y quienes en 
 
 
483 “Denuncian torturas ante el procurador”. El Espectador [Bogotá], feb. 17, 1979: 9A. “Detenga las torturas 
señor procurador”. Voz Proletaria [Bogotá], ene. 25, 1979: 5. 
484 “Caen otras normas represivas”. Voz Proletaria [Bogotá], dic. 9, 1976: 1. “Fue demandado ante la Corte 
Suprema el decreto 2004”. Voz Proletaria [Bogotá], sep. 15, 1977: 6. “Demandan al Estado por capturas en el 
proceso del M-19”. El Espectador [Bogotá], mar. 18, 1979: 1A. 
485 “Investigan sucesos de la Universidad”. El Espectador [Bogotá], sep. 18, 1976: 1A. 
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la mañana de ayer procedieron a escuchar una serie de grabaciones en el recinto de la 
Comisión Segunda, grabaciones que contienen algunos testimonios de personas detenidas, 
especialmente universitarios y que actualmente se encuentran en las cárceles del Buen Pastor 
y La Modelo o que ya han sido puestas en libertad486. 
ii. Acciones dirigidas a visibilizar las demandas impulsadas. Las actividades de asistencia 
desarrolladas por los allegados de los presos políticos que, como ya se mencionó, incluían 
la entrega de ropa y provisiones, estuvieron acompañadas por labores de difusión a través 
de las cuales se pretendía generar empatía en la opinión pública. Sin embargo, la expansión 
de las luchas sociales por esta vía encontró generalmente una barrera en el acceso a los 
medios de comunicación que trató de sortearse con la creación constante de medios 
alternativos impresos. No obstante, durante estos años el trabajo editorial en Colombia era 
un asunto que presentaba serias dificultades pues escaseaban los tipógrafos, los impresores 
y las editoriales. En medio de ese contexto, los grupos de trabajo e investigación que se 
gestaban en el medio universitario lograron articular diferentes perspectivas académicas 
(sociológicas, jurídicas, históricas, antropológicas, artísticas y literarias), para avanzar desde 
allí hacia la difusión de las problemáticas sociales y políticas que el país atravesaba. De 
acuerdo con Humberto Giangrandi: 
…en Colombia no circulaba la información. La Universidad Nacional era el único lugar en 
donde uno se podía enterar de la verdadera situación del país. La Universidad realmente era 
el único periódico nacional. Allí llegaban los estudiantes pobres de todos los rincones del 
país, trayendo información que casi nadie conocía. Ellos traían a Bogotá la historia vivida 
por la gente desplazada y victimizada por la represión de los poderes oficiales. Ellos también 
traían las noticias de las masacres cometidas en las distintas regiones y que los medios de 
comunicación no cubrían o pocas veces cubrían suficientemente487. 
Tales iniciativas, dieron lugar a la generación de espacios de reflexión que se convirtieron 
en plataformas que conectaban la protesta con un público más amplio. De acuerdo con 
Carlos Granada, es allí donde nace el Taller 4 Rojo como un espacio que, gracias a su 
interacción con los movimientos sociales, facilitó la transmisión de la denuncia. De este 
taller surgieron, por ejemplo, las primeras portadas de la revista Alternativa, del periódico 
 
 
486 “Comisión de la Cámara investiga torturas”. El Espectador [Bogotá], nov. 17, 1978: 10A. 
487 Taller Historia Crítica del Arte. Arte… 281. 
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Unidad Indígena del CRIC (y luego de la ONIC) y de El libro negro de la represión488. Pese 
a ello, el sectarismo político entre facciones de la izquierda terminó por desintegrar el grupo 
y lanzándolo hacia su temprana disolución. Una de las facciones resultantes, luego de la 
salida de Nirma Zarate y de Diego Arango hacia la revista Alternativa, profundizó el trabajo 
de creación de grupos de estudio cuyo principal objetivo era la investigación y difusión sobre 
la cultura popular en la estructura social. De acuerdo con Umberto Giangrandi, “Se nos 
unieron, entonces […]: el abogado Álvaro Hernández, que se hizo cargo de un grupo de 
comunicación en Ibagué alrededor de la literatura y el derecho; Eduardo Umaña Mendoza, 
hijo del profesor Eduardo Umaña Luna, que coordinó un grupo de estudio en Derechos 
Humanos…”489.  
 
Fotografía 9. Arango, Diego. Serie Testimonio. Premio en el XXII Salón Nacional de Artistas en 
1971. Serigrafía sobre papel. 
 
 
488 El interés de los artistas latinoamericanos en la promoción de las luchas relacionadas con los presos políticos 
contó, en octubre 1973, con el espaldarazo de los asistentes al “Encuentro de Plástica Latinoamericana” 
desarrollado en la Casa de las Américas, que incluyó dentro de sus declaraciones finales: “Participar en defensa 
de presos políticos latinoamericanos y en la denuncia de la represión y la tortura…”. Taller Historia Crítica 
del Arte. Arte… 251-255. 
489 Taller Historia Crítica del Arte. Arte… 407. 
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La incidencia del Taller 4 Rojo en la revista Alternativa, tuvo mucho que ver con el éxito de 
la publicación; esta revista logró impactar como ninguna otra en el público urbano, 
separándose de la ortodoxia que caracterizaba a las publicaciones de la izquierda tradicional. 
Así lo reconoce Enrique Santos Calderón: “[l]o nuestro fue periodismo de verdad, pero, eso 
sí, militante y comprometido. No nos interesaba ser equilibrados o imparciales -y así lo 
proclamamos-, sino denunciar, contrainformar y servir a las ideas de la izquierda, pero 
practicando un periodismo original y creativo y mostrando una Colombia que no aparecía 
en el resto de la prensa. ‘Colombia como es y no como dicen que es’, era uno de nuestros 
lemas”490. Generalmente, la revista incluía reportajes sobre la situación de los presos 
políticos, difundía convocatorias a eventos políticos y actos de protesta social y, muy 
especialmente, incluía diferentes notas sobre los métodos represivos empleados por el 
Estado colombiano. Para Jorge González, 
Hacia mediados de la década de los setenta (1974-1975), la invocación de los derechos 
humanos por parte de la izquierda colombiana se hacía como parte de un discurso más 
amplio de subvertir un régimen que consideraba injusto. De hecho, para ese momento, 
algunos sectores de la izquierda consideraban que el proyecto fundamental que debía 
perseguirse era "la organización de las masas que es donde se gesta el poder revolucionario". 
La lucha legal era simplemente un frente más de lucha en el marco de este proyecto. Y, como 
se ve del informe del CSPP y de las ideas reseñadas en Alternativa, la estrategia de denuncia 
de violaciones de los derechos humanos era parte de una creación de conciencia colectiva y 
de defensa del "pueblo"491. 
En el fondo, tanto el uso de los DD.HH., como de los medios de comunicación alternativos 
por parte de los sectores subalternos, compartían la idea de proponer un punto de fuga a las 
 
 
490 La cita podría complementarse con el siguiente pasaje extraído del mismo texto: “Uno de los objetivos de 
Alternativa fue contribuir a la ‘unidad crítica de la izquierda’. No pensamos apoyar a ningún grupo ni tomar 
partido por los de la línea Pekín, o Moscú, o La Habana, pero sí fomentar la unión de todos ellos. Como decía 
bromeando Jorge Villegas, ‘la izquierda era una casa de citas: uno cita a Lenin y el otro cita a Mao; el de acá 
cita a Stalin y el de allá cita a Trotski y de ahí no se sale’ Villegas que era un personaje muy original, proponía 
que en Colombia se suspendiera durante unos años la importación de literatura marxista de cualquier corriente, 
para ver si la izquierda se concentraba más en la realidad nacional. El exitoso arranque de la revista despertó 
apetitos políticos de distintas tendencias. El grupo de Fals Borda y los más cercanos al M-19 se aliaron para 
marginar al sector de Bernardo García y José Vicente Kataraín. Lo acusaban de llevar a Alternativa a 
posiciones trotskistas […]. La división fue escandalosa y mojó mucha prensa. Mi tío Hernando publicó un 
editorial muy burlón en El Tiempo que decía: ‘Dios los crea y ellos se dividen’”. Santos. El país que me tocó 
(Bogotá: Debate, 2018) 96, 101.  
491 González, Jorge. “Derechos humanos y pensamiento de izquierda en Colombia (19741978): una relectura 
de ‘El libro negro de la represión’”. Vniversitas 133 (2016). 
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formas tradicionales de concebir la política y las transformaciones perseguidas, el asunto ya 
no era simplemente el cambio de las relaciones económicas, sino que se cuestionaban por la 
configuración de ideas como la cultura o la justicia. Es allí precisamente, en donde radicaba 
el valor de las iniciativas de transgresión cultural -reflejadas en el uso de los medios 
alternativos de comunicación- no en su capacidad de golpear al Estado bipartidista o de 
generar el desprestigio de las FF.AA., sino en promover representaciones diferentes sobre 
la configuración de las ideas de justicia.  
1.11 En la oportunidad 
La crítica relación entre represión jurídica y protesta llegó a su punto de máxima tensión 
durante la presidencia de Julio Cesar Turbay, que al arreciar las medidas autoritarias obtuvo 
una notable disminución de las actividades de protesta. Para estos años de transición entre 
décadas, las medidas gubernamentales elaboradas para la fácil judicialización de los 
ciudadanos surtieron efectos que, no obstante, terminarían por reventar el modelo desde 
adentro. La indignación ante el endurecimiento del régimen de privación de libertades 
terminó por consolidar una identidad compartida por diferentes sectores más allá de la 
izquierda política, los cuales priorizaron las vías institucionales para la defensa. Estas 
actividades encontraron, por un lado, una poderosa fuente de legitimación en el rechazo, 
casi generalizado, a la prolongación indefinida de los estados de sitio y, por el otro, de 
aliento, en un panorama internacional favorable a la exigibilidad de los DD.HH. En otras 
palabras, los defensores enfocaron sus actividades en el terreno de la institucionalidad y 
desde allí, coadyuvaron a develar la profunda crisis en la que se encontraba el modelo.  
Lo que insistentemente se ha identificado como una crisis de la represión jurídica, fue 
también oportunidad tanto para el régimen como para los defensores. Por un lado, la justicia 
entró en un periodo de adaptación a los compromisos asumidos por el Estado colombiano 
en materia de garantías humanas, resultando en una pérdida progresiva de la posibilidad de 
utilizar las vías jurídicas para violar los DD.HH., nació entonces la oportunidad para que la 
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JPM cediera su lugar a la persecución oculta en manos de terceros492. Por el otro, el 
recrudecimiento de las medidas para detener el avance de las luchas sociales generó un 
ambiente propicio para que la defensa de las garantías mínimas se convirtiera en un asunto 
de interés general. Así las cosas, en las páginas siguientes se presenta un análisis sobre la 
politización de los DD.HH., como fenómeno derivado de la relación entre la agudización de 
las medidas represivas y el traslado de la estigmatización hacia los defensores, para luego 
considerar los efectos de este fenómeno en los repertorios utilizados para la defensa de los 
DD.HH. 
1.11.1 Politización de los DD.HH. y estigmatización a los defensores 
La expedición del Estatuto de Seguridad potenció a su máxima expresión la capacidad 
arbitraria del derecho y, sin embargo, su desarrollo terminó por desgastar el modelo 
empleado, en un escenario en el que los estándares internacionales por el respeto de los 
DD.HH. cobraron cada vez mayor exigibilidad. Para llegar a una mejor comprensión de este 
fenómeno, es necesario retomar el estudio del desarrollo de la política de seguridad del 
presidente Turbay Ayala, enfatizando en las modalidades represivas empleadas y en sus 
efectos. En ese sentido, cobra vigencia recordar que, para diciembre de 1978, pocos meses 
después de la posesión presidencial, el semanario Voz denunciaba: “Desde hace tres meses 
atrás esta escalada se ha acentuado y extendido a sectores sindicales, campesinos y políticos 
abarcando a cerca de un centenar de personas que se han constituido en víctimas y testigos 
de la inhumana ‘cruzada militar’ que se realiza al amparo y escudo del antidemocrático 
‘estatuto de seguridad’”493. 
En ese mismo sentido, recobra interés señalar que, poco tiempo después de su entrada en 
vigor, el Estatuto fue utilizado para contrarrestar el golpe recibido por las FF.AA. tras el 
robo de 5.700 armas del Cantón Norte a manos del M-19 a finales de 1978. Durante el mes 
 
 
492 Ver: “Cronología sobre torturas”. El Espectador [Bogotá], abr. 25, 1980: 5A. “Dramáticos relatos sobre 
torturas y fusilamientos”. Voz Proletaria [Bogotá], ago. 24, 1977: 4. “Infames torturas a presos políticos”. Voz 
Proletaria [Bogotá], feb. 8, 1979: 5. “Centro de torturas en el Valle”. Voz Proletaria [Bogotá], mar. 8, 1979: 
4. 
493 “Ola de arrestos en Bogotá” Voz Proletaria [Bogotá], dic. 14, 1978: 1. 
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de enero de 1979 el número de requisas, allanamientos, capturas y torturas que siguieron a 
la operación guerrillera es un misterio, sin embargo, los operativos que iniciaron en los 
barrios de la Concordia, Timiza y Chapinero en Bogotá, se extendieron por toda la ciudad y 
con el transcurrir de los días, a todo el país. Una semana más tarde, la prensa reportaba que 
dentro de las operaciones derivadas del robo se habían desarrollado 94 allanamientos y 
detenido a 135 personas, de las cuales 65 fueron puestas en libertad, mientras que 70 
continuaban a órdenes de los investigadores494. 
De forma paralela a las detenciones arbitrarias, la práctica de torturas en contra de quienes 
eran aprehendidos por la fuerza pública creció de forma alarmante hasta convertirse en el 
principal factor que detonó los cimientos tanto del estado de sitio de Turbay, como de su 
Estatuto de Seguridad. Generalmente, las víctimas eran detenidas en redadas, e incluso 
sustraídas de sus domicilios a altas horas de la noche para ser trasladados a guarniciones 
militares y estaciones de policía495. Resalta el testimonio de Orlando Cádiz Villamil, uno de 
los primeros detenidos por el robo de armas del Cantón Norte, quien luego de recuperar su 
libertad afirmó: "Soy testigo excepcional de que sí ha habido torturas en las personas que 
han sido detenidas por las actividades del M19 y yo fui una víctima de ellas durante gran 
parte de los 26 días en que estuve privado de la libertad"496. Una suerte similar corrieron 
miles de personas que -como el médico barranquillero Antonio Iglesias497, el estudiante 
Hernando Benítez498, el ciudadano uruguayo Juan Víctor Vivanco Reyes499, el celador 
 
 
494 “Acumulación de procesos en Corte Marcial a las FARC”. El Espectador [Bogotá], nov. 9, 1979: 11A. “A 
puerta cerrada" sigue proceso contra las FARC”. El Espectador [Bogotá], ago. 1, 1980: 9A.  
495 La tortura como práctica para la confesión y la delación, se desarrolló por los militares incluso por fuera de 
las guarniciones militares, cientos de campesinos también fueron sometidos este vejamen. “Ratifican 
denuncias de torturas”. El Espectador [Bogotá], ago. 1, 1978: 11A. “Torturas en Urabá”. Voz Proletaria 
[Bogotá], abr. 7, 1977: 10. 
496 “Profesionales de Bogotá denuncian las torturas”. Voz Proletaria [Bogotá], mar. 29, 1979: 4.  
497 “Capturado por haber prestado sus servicios médicos a guerrilleros”. El Espectador [Bogotá], may. 31, 
1979: 3A.  
498 Estudiante de Tunja tortura, presentado como guerrillero y llevado junto con 7 personas más a CVG por su 
presunta pertenencia al ELN. “El desaparecido de Tunja juzgado con los del ELN”. El Espectador [Bogotá], 
nov. 4, 1979: 1A. 
499 Detenido que relató las torturas a las que fue sometido y las que presenció en contra de otras personas 
detenidas. “Nueva denuncia sobre tortura a presos políticos”. El Espectador [Bogotá], oct. 14, 1980: 5A. 
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Gustavo Salas500 o el periodista norteamericano Lawrence Johnson501- denunciaron haber 
sido objeto de torturas por parte de los organismos de seguridad del Estado. Pese a ello, rara 
vez las denuncias presentadas produjeron alguna respuesta efectiva de las autoridades, pues 
estas se limitaban a: i) endurecer las medidas represivas; ii) anunciar la apertura de 
investigaciones que, generalmente, terminaban con el archivo o la absolución de los agentes 
involucrados; o iii) demeritar las acusaciones502. 
Para el Estado militarizado, represión y estigmatización iban de la mano, la acción de 
deslegitimar a los contradictores se acompañó del despliegue de una estrategia fundada en 
el terror y dirigida a menguar las posibilidades de reacción de sus enemigos. La 
estigmatización de los militares en contra de los sectores de oposición era, además, una 
forma de probar que los militares ejercían el control del Estado. Los montajes se convirtieron 
en el pan de cada día, a tal punto que ya no era necesaria la captura o la baja, pues bastaba 
con el señalamiento ante los medios de comunicación, para que dichas declaraciones se 
convirtieran en sentencias condenatorias de facto; estos procedimientos se repetían 
cotidianamente, llegando a afectar vastos sectores de la sociedad civil503. 
Los continuos abusos de autoridad prepararon el camino para que los DD.HH. y la dignidad 
humana limitaran las posibilidades del Estado para interferir en las libertades ciudadanas. 
Estos conceptos, usados con anterioridad para mantener la distancia respecto del bloque 
 
 
500 Torturado por el F-2 en su lugar de trabajo -un edificio de joyerías en Bogotá- para investigar un robo de 
esmeraldas, procedieron a transportarlo a una sala de interrogatorio en la que fue torturado y obligado a 
confesar falsamente para luego amenazar a su esposa e intentar asesinarlo por intento de fuga y finalmente 
abandonarlo en el hospital de la Hortúa. “Celador de 22 años denuncia torturas”. El Espectador [Bogotá], feb. 
6, 1981: 15A. 
501 Durante su visita a Colombia fue torturado por el Ejército durante 48 horas, luego fue liberado y expulsado 
del país. “Periodista norteamericano dice que fue torturado en Colombia”. El Espectador [Bogotá], ago. 24, 
1981: 1A. 
502 “...los detenidos permanecieron en lugares adecuados, recibieron alimentación y agua, se les permitió 
cumplir sus necesidades fisiológicas, el tratamiento que se les dio, estuvo ceñido a los más elementales 
principios éticos y de respeto a los derechos humanos”. “Ordenan doble investigación sobre las torturas”. El 
Espectador [Bogotá], nov. 8, 1978: 1A. 
503 Por supuesto que la censura también afectó a los medios de comunicación, coartados de su libertad para 
reproducir algunos de los acontecimientos más importantes de la vida política del país. La persecución se 
extendió al desarrollo de una política de censura conformando un grupo especial del DAS y del G-2 como 
censores que revisaban minuciosamente los libretos, las películas y los noticieros de televisión y censurando 
todo material que contenía referencias a las “guerrillas”, al “tráfico de armas” o a la “subversión”. 
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oriental durante la guerra fría, fueron apropiados por iniciativa ciudadana para denunciar los 
abusos dentro de las fronteras del bloque occidental: la reacción estatal a la agitación social 
y política terminó por consolidar a los DD.HH. como un concepto sociopolítico en oposición 
a la arbitrariedad y la represión. 
 
Caricatura 5. “Caballerosidad”. El Espectador [Bogotá]. mar. 26, 1979. 3A. 
Gran parte del talante de radicalización atribuido al régimen cívico militar encabezado por 
Julio Cesar Turbay, es resultado de considerar la preponderancia en el uso de la justicia y 
del derecho como prácticas para sofocar la protesta social. La exacerbación de una justicia 
de carácter represivo dio lugar a la consolidación de una respuesta jurídica, en principio, que 
sirvió para denunciar los abusos del régimen. De esta manera, la entrada del discurso de los 
DD.HH. quedó vinculada a los lugares de oposición mediante la creciente actividad de 
denuncia y este vínculo, a su vez favoreció el traslado de la estigmatización de que eran 
objeto los líderes de las protestas sociales hacia los defensores de los DD.HH. Los sectores 
hegemónicos pasaron de trivializar las prácticas de defensa y de protesta, a asimilarlas con 
las actividades de las organizaciones guerrilleras. El 16 de julio de 1978, bajo el titular 
“Derechos Humanos un comodín”, el periódico El Siglo llamaba la atención sobre el uso de 
tales derechos por la izquierda en Colombia: 
De otros tantos, aún desconocidos, las izquierdas colombianas guardan un sepulcral silencio. 
Es que para “ellas” los derechos humanos son solo sagrados cuando presumiblemente los 
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violan regímenes de derecha. Pero nada valen cuando, como en el caso actual de Rusia, son 
pisoteados. Es decir que los derechos humanos son apenas un “comodín” en las manos de 
nuestros flamantes dirigentes izquierdistas: Gilberto Vieira, Gabriel García Márquez, Luis 
Carlos Pérez… etc. Cuyo cobarde silencio ante el sacrificio de los líderes rusos debe ser 
explicado504.  
Los sectores más reactivos a la democratización en el uso de los DD.HH. reclamaban, de 
una parte, la pasividad de los defensores locales cuando de lo que se trataba era de condenar 
públicamente las violaciones en los países identificados con el bloque oriental durante la 
guerra fría, mientras que su actividad de denuncia sobre los atropellos cometidos por los 
gobiernos colombianos minaba la confianza internacional en el Estado colombiano. “Por 
fuera de nuestras fronteras, Colombia es el país de la violencia, del estado de sitio, de la 
represión militar y ahora de las torturas. Aquí todos mostramos nuestra romántica simpatía 
por los Derechos Humanos mientras que esa maravillosa carta nos tiene internacionalmente 
condenados”505. Por el otro, estos sectores afirmaban que los defensores utilizaban las 
garantías humanas para proteger a la insurgencia, lo que equivalía a mostrarlos como 
elementos útiles para la lucha armada, es decir como parte de la estrategia insurgente. Esta 
asimilación acortó de forma alarmante la distancia entre la figura de los defensores como 
civiles y la insurgencia, llegando a considerarlos como enemigos del régimen.  
Nuestro rechazo a las torturas es total. Sobre este punto no hay concesiones […] Como se 
conoce el rechazo popular a estos abusos, se utilizan las acusaciones para desviar la atención 
de la gente. Es un recurso de distracción, que opera siempre que las fuerzas subversivas 
sufren un traspiés y se repite cuantas veces sea necesario, para tender cortinas de humo que 
permiten ocultar sus actuaciones. / El procedimiento es bien conocido. Cuando falla algún 
golpe o un Estado se muestra menos débil de lo que predican sus enemigos revoltosos, entran 
en acción las organizaciones encargadas de lamentarse. Son como las “soldaderas” o las 
“juanas” de estos ejércitos subterráneos, prontas a llorar para cubrir con sus lágrimas las 
derrotas506.  
La práctica de equiparar a los defensores de los DD.HH. con insurgentes “disfrazados”, fue 
ampliamente desarrollada durante el gobierno de Turbay, quien más allá de mostrarse 
dispuesto a cumplir con los estándares promovidos desde el gobierno Carter, perseveró en 
la defensa del Estatuto de Seguridad y del estado de sitio, estigmatizando a sus 
 
 
504 “Derechos humanos un comodín”. El Siglo [Bogotá], jul. 16, 1978: 17. 
505 “Los derechos humanos y el canibalismo”. El Siglo [Bogotá], dic. 14, 1978: 5. 
506 “Vigencia de los derechos humanos”. El Siglo [Bogotá], feb. 1, 1979: 5. 
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contradictores y sugiriendo su participación en actividades subversivas y contrarias a la 
constitución. Estas reacciones gubernamentales demuestran que el uso de los DD.HH. para 
la denuncia logró poner en jaque al gobierno Turbay, amenazando el equilibrio alcanzado 
entre el poder militar y el poder civil. Ante los continuos informes negativos sobre la 
situación de DD.HH. en el país, ser defensor era equivalente a expresiones que antes estaban 
reservadas para manifestantes y opositores al régimen. “Colombia empieza a ser ahora una 
víctima más de la conjura patrocinada por Amnistía Internacional y las uniones de mujeres, 
abogados, sindicatos y demás organizaciones del mismo pelambre izquierdista, que se 
llaman a sí mismos demócratas y que no son sino fachadas comunistas, conjura que consiste 
en acusar como perseguidor y violador de los derechos humanos al Gobierno que echa a la 
cárcel a un terrorista”507. 
 
Caricatura 6. "Derechos Humanos". El Siglo [Bogotá] may. 18, 1981. 7. 
El objetivo perseguido al equiparar las actividades de defensa con los actos de rebeldía 
insurgente, tenían como finalidad contrarrestar el carácter político de esta actividad, para 
además reducirlos y satanizarlos. Pese a ello, tales actividades despertaron una compleja 
pugna que incluía la definición del carácter mismo de lo que podría considerarse como justo, 
pues mientras para el establecimiento, la justicia implicaba el mantenimiento del orden 
 
 
507 “La verdadera dimensión de los derechos humanos”. El Siglo [Bogotá], feb. 14, 1979: 4. 
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social a toda costa, para los defensores la justicia exigía el desarrollo de la vida humana en 
condiciones de dignidad. Este debate se vio en todo su esplendor durante las discusiones 
sobre la pertinencia del Estatuto de Seguridad, visto por sus promotores como una medida 
legalmente adoptada para prevenir y castigar el delito de rebelión en contra del gobierno 
establecido legítimamente, fin que justificaba, por ejemplo, el juzgamiento de los civiles por 
parte de los militares. 
Entre tanto, se acusaba a los defensores de rebelarse en contra de medidas legalmente 
adoptadas y de actuar bajo la influencia de los comunistas para desacreditar al Gobierno 
acusándolo de irrespetar los DD.HH. de los guerrilleros que caen prisioneros en manos de 
un Ejército que “… ha tenido que soportar graves pérdidas humanas a consecuencia de las 
acciones de los guerrilleros, los cuales no se rigen por ninguna ley, pero tan pronto como 
uno de estos cae en el poder del Ejército de Colombia, entonces si se ve obligado a adoptar 
todas las leyes que protegen la persona humana y que están consignadas en la Constitución 
colombiana y en los convenios internacionales…”508. La estigmatización a los defensores 
politizó el concepto de DD.HH. al asignarle: primero, un valor negativo, asociándolo a la 
insurgencia; y luego, ubicándolo al centro de la disputa entre el Estado y la sociedad civil. 
Este fenómeno abrió las puertas para que desde 1983, los DD.HH. avanzaran hacia una 
evidente democratización en su uso y en una ampliación de los significados que le eran 
atribuidos al concepto. Estos derechos se convertirían así, en presupuestos para la paz y para 
la democracia. 
1.11.2 Alternancia entre las vías de hecho y la incidencia institucional 
Entre 1978 y 1982 las manifestaciones de denuncia contra la política de seguridad adoptada 
combinaron las acciones de denuncia a través de los canales institucionales, con un uso más 
coordinado de las vías de hecho que en el periodo anterior, aunque en sectores como el 
movimiento estudiantil persistió la reacción desarticulada ante sucesos represivos concretos. 
Así, las actividades de protesta se desarrollaron principalmente en las ciudades como 
 
 
508 “Derechos humanos”. El Siglo [Bogotá], may. 18, 1981: 7. 
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fórmula para llamar la atención de las autoridades políticas y judiciales y con una 
predominante actividad de los prisioneros de conciencia y de los campesinos provenientes 
de zonas de influencia guerrillera, pero también de los sectores que acudieron a la 
conformación de plataformas amplias para la defensa. Los enfrentamientos con la fuerza 
pública, los mítines y las marchas, si bien no desaparecieron, estuvieron acompañadas de 
métodos que oscilaron entre lo simbólico y la incidencia política y judicial dirigida a llamar 
la atención de la comunidad internacional sobre la situación en el país. 
Sin perder de vista lo anterior, durante este periodo se destacan cinco repertorios: i) la 
irrupción contestataria de los presos políticos durante los CVG; ii) el papel mediador de los 
defensores en las confrontaciones entre el gobierno y las guerrillas; iii) el desplazamiento 
masivo de campesinos hacia las ciudades capitales; iv) la masificación de los foros sobre 
DD.HH.; y, v) la publicación de informes sobre la situación de estos derechos en el país.  
i) La continuidad de las luchas de solidaridad con los presos políticos. En medio de los 
CVG los prisioneros políticos hicieron uso de los pocos recursos a su mano para denunciar 
las atrocidades sufridas en sus cuerpos y en su dignidad; son reiteradas las manifestaciones 
carcelarias de los reclusos, que utilizaron sus propios juicios como espacio para la denuncia. 
Frecuentemente, los prisioneros políticos interrumpían en los CVG para promover 
denuncias contra sus captores y juzgadores. El 23 de octubre de 1979, siete reclusos y 
reclusas de la Cárce Nacional de Palmira y del Buen Pastor en Bogotá se declararon en 
huelga de hambre. Los reclusos, sindicados por rebelión, reclamaron por las torturas de que 
fueron objeto, mientras sus defensores, miembros de la AJD y de la FCSPP, emitieron una 
declaración en la que señalaban: “El compañero preso político, Gustavo Guzmán Castillo, 
se encuentra hace seis meses detenido y como consecuencia de las torturas a que fue 
sometido, está gravemente enfermo y no se le ha prestado el servicio médico necesario. El 
compañero está a punto de perder su testículo derecho y tiene además un desgarre interno 
por haber recibido golpes en la cirugía de una hernia que tenía”509. 
 
 
509 “Protestan por torturas en cárceles de Valle del Cauca”. El Espectador [Bogotá], oct. 23, 1979: 8A. Ver 
también: “Ninguna concesión al M-19 por huelga de hambre”. El Espectador [Bogotá], jun. 17, 1981: 27A 
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Durante este consejo, los procesados se declararon en mítin luego de que conocieran que el 
fiscal de la causa había sido recusado por Adiela Osorio. Los presos manifestantes, 
entregaron cartas al Procurador, al CPDH y a la opinión pública en la que se quejaron por 
las arbitrariedades de que fueron objeto y especialmente por la situación de la señora 
Osorio510. Generalmente, las actividades de protesta carcelaria contaban con actividades 
fuera y dentro de los establecimientos carcelarios, así lo ratifican los mítines desarrollados 
por los reclusos al interior de los lugares de presidio, los cuales contaban con la participación 
de familiares de los detenidos y de organizaciones sociales que, reunidas afuera de los muros 
de la prisión, planteaban sus propias exigencias511. 
ii) La mediación de los defensores en medio del conflicto con la insurgencia. El 
posicionamiento de los DD.HH. como referente vinculado al concepto mismo de 
humanidad, llevó a que, si bien los defensores eran estigmatizados, cada vez menos personas 
se oponían a la necesidad de respetar estas garantías. De esta forma, los defensores fueron 
asumiendo un rol de mediación entre el Estado y los diferentes actores armados, cuya 
máxima expresión se desarrolló, a propósito de la toma a la Embajada de la República 
Dominicana en Bogotá. El 27 de febrero de 1980, 16 guerrilleros de la Columna “Marcos 
Zambrano”512 del M-19 ingresaron a la sede de dicha embajada -mientras en su interior se 
 
 
510 “Nuevo mitin en Consejo contra M-19”. El Espectador [Bogotá], oct. 8, 1980: 21A.  
511 “Jornada por presos políticos”. Voz Proletaria [Bogotá], ago. 30, 1979: 5. “Intensa campaña solidaria para 
los presos políticos”. Voz Proletaria [Bogotá], ene. 8, 1981: 5.  
512 El 23 de febrero de 1980, el militante del M-19 Marcos Zambrano fue asesinado por parte de miembros del 
batallón de infantería Pichincha de la ciudad de Cali. Zambrano había sido capturado días atrás junto con 
Camilo Restrepo, Oscar Ortega y Luz Mery Bedoya, cuando una patrulla de la policía les privó de su libertad 
bajo la sospecha de haber participado en el intento de secuestro de Raquel Pinsky. Según informe del 19 de 
enero de 1981 elaborado por el Auditor Principal de Guerra y dirigido al comandante de la Tercera Brigada de 
Cali, “De la probanza recogida en autos tenemos que el día veintitrés de febrero del presente año, en las 
instalaciones del Batallón Pichincha, el particular JORGE MARCOS ZAMBRANO TORRES falleció a causa 
de ‘anoxia severa de etiología en estudio’, y según diagnóstico más probable como causa de su muerte fue la 
‘asfixia por sumersión en el agua con privación de oxígeno y anexia severa cuya resultante puede ser el edema 
pulmonar observado’, según dictamen médico-legal, esa muerte sucedió cuando JORGE MARCOS 
ZAMBRANO se hallaba bajo la responsabilidad directa del señor Subteniente NORBERTO PLATA 
SANCHEZ y del Sargento Viceprimero JOSE RODRIGO HERNANDEZ GRANADOS, quienes lo 
interrogaban en ese momento”. Sobre Zambrano y los demás detenidos pesaba orden de captura por el delito 
de rebelión, proferida el 15 de junio de 1979 por el Juzgado 48 de Instrucción Penal Militar; sin embargo, estas 
personas habían sido absueltas, de ahí que la CIDH abriera la investigación radicada con el No. 7348. Los 
métodos empleados por los miembros del F-2 encargados de la detención de personas sospechas de pertenecer 
a las guerrillas, así como las prácticas vejatorias a las que fueron sometidos los presos, generaron en el 
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conmemoraba la independencia dominicana- para ejecutar la operación “Democracia y 
Libertad”. Como resultado del operativo los guerrilleros secuestraron a 57 personas, entre 
ellos, los embajadores de México, Venezuela, Brasil, Israel, Suiza, Austria, la Santa Sede 
EE.UU., Uruguay, Haití y Guatemala. Dentro de las razones esgrimidas por Rosemberg 
Pabón, comandante al mando del operativo, se destaca lo siguiente: 
En julio del mismo año [1978] nuestra organización realizó su Séptima Conferencia 
Nacional. En ella definimos el carácter democrático de nuestra lucha y de nuestras 
propuestas al país. La realidad nos demostró que estábamos planteando reivindicaciones 
socialistas cuando en Colombia ni siquiera existía la democracia. Nos dimos cuenta de que 
la transformación democrática constituye por sí misma una revolución en nuestro país, y ello 
nos permitió, en medio de la represión más atroz, meternos en el corazón de la vida política. 
Es el salto más grande que ha dado el M-19. Apoyamos al movimiento por los derechos 
humanos que agrupó a los más disímiles sectores políticos y sociales y el preso político se 
convirtió en su bandera de lucha porque él encarnaba la rebeldía y en él se había descargado 
el peso de la injusticia y la brutalidad oficial. / Sin embargo, las denuncias, las protestas y 
los foros por los derechos humanos no perturbaban al régimen. A los representantes del 
gobierno y a los militares ya no les importaba lo que la nación pensara y, cuando más, se 
limitaban a descalificar las protestas diciendo que se trataba de “propaganda comunista”. 
Más que nunca era necesaria una acción de fuerza que tuviera proyección internacional y 
arrancara la máscara a Turbay. Tal era el objetivo de la toma de la la embajada. Por todo 
esto, en la madrugada del 23 de febrero, bautizamos este operativo con el nombre de 
Democracia y Libertad513. 
Obtener la libertad de una lista de 311 prisioneros políticos de casi todas las organizaciones 
de izquierda, armadas o no, se convirtió en la demanda central de los guerrilleros envueltos 
en la toma. Y durante los dos meses que duró, los defensores adquirieron un rol de mediación 
que se representa en dos momentos: i) Dentro de sus primeras comunicaciones con el 
exterior, los guerrilleros plantearon reunirse con los entonces miembros del CPDH: Daniel 
Samper, Enrique Santos, Gabriel García Márquez y Alfredo Vásquez y, sin embargo, el 
gobierno sólo convalidó que al encuentro asistiera este último. Esgrimiendo razones 
humanitarias, el entonces presidente del CPDH, asumió el rol de mediador, escuchó las 
pretensiones de los rebeldes y acordó con ellos la liberación de las mujeres que se 
encontraban en cautiverio. ii) Durante la visita de la CIDH-OEA para verificar la situación 
 
 
movimiento armado una actitud de rechazo, razón por la cual, a pocos días de la toma a la embajada, la columna 
encargada del asalto adoptó el nombre de su compañero inmolado. Ver: OEA-CIDH. “Informe sobre la 
situación de los derechos humanos en la República de Colombia”. (1981). 
513 Pabón, Rosemberg. Así nos tomamos la embajada (Bogotá: Planeta, 1984) 24. 
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de DD.HH., la delegación encabezada por Tom Fharer, Andrés Aguirre y Edmundo Vargas, 
logró pactar con los guerrilleros la definitiva liberación de los rehenes y la autorización de 
asilo por parte del gobierno cubano en el mes de abril.  
Más allá del impacto mediático y pese a no haber conseguido la libertad de los presos 
políticos, la toma fue asumida por el M-19 como una victoria que se representaba en el hecho 
de que por primera vez el gobierno había accedido a negociar con una organización 
insurgente y en ello, los defensores tuvieron mucho que ver, pues a pesar de la 
estigmatización a la que estaban sometidos, su rol de mediación fue reconocido y validado 
por las partes en conflicto. Esta situación impulsó a que, como fruto del éxito de la 
negociación, los años siguientes transcurrieran en medio de la presión ejercida por amplios 
sectores de la sociedad civil para que las guerrillas y los mandos políticos y militares 
dialogaran en procura de una salida pacífica al conflicto armado514. De igual forma que, para 
algunos sectores de la sociedad colombiana, la participación de los defensores en la solución 
del conflicto fuera vista como una especie de garantía, muy en contra de la imagen negativa 
que la oficialidad trataba generar contra ellos. 
iii) Del confinamiento en los campos al desplazamiento masivo. A la ya agudizada crisis de 
la situación de los prisioneros políticos y a la histórica represión del movimiento estudiantil 
y sindical, le siguió una profundización de la guerra en los campos. Allí, las operaciones 
militares contra los grupos insurgentes eran alternadas con el confinamiento de comunidades 
enteras y la persecución indiscriminada a los habitantes de las zonas de influencia 
guerrillera, registrándose grandes desplazamientos de campesinos que marcharon hacia las 
ciudades exigiendo paz en sus territorios. Quizás uno de los casos más emblemáticos de la 
 
 
514 Estos hechos, representaron lo que fue abordado en el capítulo II como una ampliación de las luchas 
relacionadas con la defensa de los DD.HH., que asumieron la búsqueda de la paz y de la apertura democrática 
como parte de sus demandas. “…el resultado de una encuesta de opinión, realizada por los estudiantes de 
Psicología de la Universidad Incca, sobre el problema de la embajada. El 70 por ciento de la gente opinaba 
que los ocupantes éramos guerrilleros -es decir, reconocían nuestra motivación política- y no delincuentes, 
como sostenía el gobierno. El 55 por ciento estaba de acuerdo con que hubiera una solución pacífica al conflicto 
que el gobierno negociaba con nosotros, y el 77 por ciento catalogaba a los presos como presos políticos, no 
como delincuentes comunes. La Asociación Nacional de Instituciones Financieras, ANIF, también realizó un 
sondeo de opinión, con iguales resultados”. Ver: Pabón. Así… 122.  
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arremetida estatal en zonas como las descritas, fue la militarización de El Pato. Para 
septiembre de 1980, la situación de acoso en contra de la población por parte del Ejército 
desató una emblemática jornada de protesta por la defensa de los DD.HH. El 24 de agosto 
de 1980, cuando helicópteros de la Fuerza Aérea iniciaron un nuevo bombardeo, más de 
8.000 colonos habitantes de este lugar emprendieron una larga marcha hacia la ciudad de 
Neiva, más que como desplazados, los marchantes actuaron como defensores de su territorio 
y de su vida. En audiencia de los delegados de El Pato, del Sumapaz y del CPDH, con el 
presidente, éste se negó a retirar el cerco, generando la reacción de los colonos, que 
manifestaron: "También nos pidió que entregáramos las armas si las teníamos, pero nos 
preguntamos si será que entreguemos los machetes, los azadones y las demás herramientas 
de trabajo"515. 
 
Fotografía 10. "Se ensancha solidaridad con colonos". Voz Proletaria [Bogotá], oct. 9, 1980: 5. 
 
 
515 “‘El Ejército seguirá en El Pato’: Turbay”. El Espectador [Bogotá], sep. 18, 1980: 1A. “La marcha 
campesina rompió cerco militar”. Voz Proletaria [Bogotá], sep. 11, 1980: 5. 
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A las largas marchas emprendidas por el campesinado acorralado por la guerra, se sumaron 
múltiples manifestaciones de solidaridad. Diferentes sectores políticos y gremiales, así como 
el clero en los departamentos afectados (entre ellos: Huila, Meta y posteriormente 
Antioquia) manifestaron su apoyo con los marchantes y rechazaron los hostigamientos de 
que fueron víctimas los campesinos. El tinte común de las exigencias planteadas por los 
defensores al respecto fue el pedido de investigar los abusos como una fórmula para vencer 
el silencio que guardaban las autoridades ante la oleada de manifestaciones campesinas con 
que inició la década de los 80. Así mismo, durante el mes de octubre un pequeño grupo de 
colonos de El Pato visitaron ciudades como Pasto (Nariño) y Cartagena (Bolívar) como 
fórmula para denunciar los atropellos padecidos516. De conformidad con lo anterior, los 
éxodos campesinos como modalidad de acción colectiva por la defensa de los DD.HH. se 
masificaron a lo largo de la década de 1980. 
iv) El papel de los foros por los DD.HH. El ya mencionado auge de los debates políticos 
públicos al interior del Congreso, de las Asambleas de Diputados y de los Concejos 
municipales517, demuestra un cierto posicionamiento del debate sobre los DD.HH. en el 
ámbito institucional. Bajo este ambiente de politización, la preocupación de diferentes 
sectores sobre el respeto a los DD.HH. incentivó lo que sería el repertorio de defensa más 
representativo durante el cuatrienio, los foros de DD.HH. Desde 1979 cuando se desarrolló 
el primero de ellos en Bogotá, estos escenarios se convirtieron en un ágora que terminó por 
definir una marca de la acción colectiva para la promoción de las garantías humanas518. 
Estos espacios no solo facilitaron el fortalecimiento de un proceso de organización concreto 
sobre la movilización social en torno a la defensa y promoción de los DD.HH., sino que 
sirvió para mantener la atención de la opinión pública sobre lo que allí se discutía. Si bien 
es cierto que el Comité derivado de estos foros no era la encarnación de un nuevo 
 
 
516 “Se ensancha solidaridad con colonos”. Voz Proletaria [Bogotá], oct. 9, 1980: 5. 
517 “Contra estado de sitio aprueba moción el Concejo de Icononzo” Voz Proletaria [Bogotá], nov. 24, 1977: 
8. “Tremenda acusación sobre torturas en Asamblea de Antioquia”. Voz Proletaria [Bogotá], ago. 9, 1979: 5. 
“Levantar el estado de sitio exige el Concejo Distrital” Voz Proletaria [Bogotá], ago. 16, 1979: 5.  
518 Además del antecedente del foro por los DD.HH. en Pasto, se destaca el foro de Santander que termina con 
el establecimiento de una Comisión de DD.HH. para este departamento. “Constituyen comité contra el 
estatuto”. Voz Proletaria [Bogotá], dic. 21, 1978: 5. 
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movimiento social, también lo es que el foro representa un antecedente de acción articulada 
que impulsó la organización de diferentes sectores de la vida social y política y la creación 
de diferentes seccionales a nivel regional519. 
Durante el primer foro, luego de largas jornadas de deliberación y nutridas ponencias sobre 
la violencia de Estado, se presentaron pruebas sobre las torturas. La composición plural de 
las organizaciones asistentes facilitó la combinación de actividades contenciosas y no 
contenciosas como estrategia para la defensa de los DD.HH.520. La imagen y trayectoria de 
un hombre como Alfredo Vásquez Carrizosa -militante conservador, excanciller e hijo del 
ex general del ejército Alfredo Vásquez Cobo- al frente del naciente Comité, proyectó a esta 
organización a una interlocución directa con los altos mandos militares y políticos y a una 
fuerte incidencia en el exterior521. La pertenencia de sectores tradicionalmente perseguidos 
y en abierta contradicción con el modelo social y político y la presencia de personajes de 
izquierda como Ricardo Villa Salcedo, Hernando Hurtado o Teófilo Forero, le entregaron 
gran parte de su faceta contestataria.  
 
 
519 De forma paralela a la realización del foro, diversas organizaciones sociales y políticas adelantaron una 
convocatoria a plebiscito contra el Estatuto de Seguridad, impulsado por la UNO, el PCC, FIRMES, Partido 
Liberal Popular, ANAPO, PSC; PSR, PST. “Amplia representación en Foros regionales”. Voz Proletaria 
[Bogotá], mar. 29, 1979: 8. “Han sido aplicaos torturas psicológicas y físicas y Foros regionales”. Voz 
Proletaria [Bogotá], abr. 5, 1979: 8. “Foro en Caquetá”. Voz Proletaria [Bogotá], jun. 18, 1981: 5. “Se 
comprometieron a coordinar esfuerzos y planificar la recogida de firmas en todo el país”. Voz Proletaria 
[Bogotá], nov. 30, 1978: 5. 
520 Durante este primer corte se celebró un foro más, del 15 al 17 de agosto de 1980, evento que superó el 
número previsto de asistentes, organizaciones convocantes y denuncias formuladas. Uno de los principales 
productos del encuentro fue la propuesta de una Ley amnistía. Adicionalmente, Alfredo Vásquez Carrizosa 
denunció la politización de las FF.MM. a las que acusó de seguir el modelo de la DSN y Apolinar Diaz Callejas 
presentó su ponencia titulada, "Crisis institucional y DSN en Colombia" afirmando que Colombia había dejado 
de ser una democracia para enfilarse en el rumbo de las dictaduras militares del cono sur. “El segundo Foro es 
la presencia de la democracia colombiana”. Voz Proletaria [Bogotá], ago. 14, 1980: 3. 
521 La diplomacia y el relacionamiento del Comité con el gobierno colombiano y con organizaciones 
internacionales se ve claramente en dos momentos. Primero en las solicitudes dirigidas directamente al 
presidente de la república, con el fin de obtener la libertad de los presos políticos, y luego en su rol mediador 
en crisis humanitarias como: la toma de la embajada de la República Dominicana, o el desplazamiento de los 
3.000 colonos de El Pato hacia Neiva como consecuencia de las actividades de guerra dirigidas por el Ejército 
en sus lugares de habitación.  
Por otra parte, se debe resaltar que Colombia fue elegida como sede del Encuentro Juvenil Continental por los 
DD.HH., al que asistieron de jóvenes de 36 países que sesionaron en Bogotá durante noviembre de 1979. “El 
encuentro juvenil continental por los Derechos Humanos”. Voz Proletaria [Bogotá], nov. 1, 1979: 3. 
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Ya para 1980, a las demandas por la libertad de los presos políticos, al levantamiento del 
estado de sitio, a la derogatoria del Estatuto de Seguridad y al desenlace de la toma a la 
embajada de la República Dominicana, se sumó una nueva puja, esta vez por la creación de 
una Ley de Amnistía General para los presos de conciencia. De hecho, durante el II Foro 
Nacional por los DD.HH., la amnistía general se convirtió en tema central de las discusiones 
que derivaron en la elaboración de un proyecto por parte de los delegados al evento y en la 
aprobación para que esta iniciativa fuera presentada en el Senado de la República por el 
entonces congresista, Gerardo Molina y a la Cámara de Representantes, por Gilberto Vieira, 
ambos miembros del CPDH522. Pese a ello, el gobierno Turbay reaccionó rápidamente a la 
propuesta presentando un proyecto oficial en contra de lo aprobado en el foro. El proyecto 
gubernamental fue aprobado y convertido en Ley 37 de 1981, sin embargo, sus efectos 
fueron nulos, pues predominaron, la renuencia de los presos por acogerse a la medida y las 
críticas de los defensores que la consideraban como generadora de una amnistía restringida.  
v) La publicación de informes sobre la situación de DD.HH. en el país. El quinto método 
en el que se concentró la actividad de denuncia fue la publicación de informes. Al ya 
mencionado Libro negro de la represión, se sumaron nuevas publicaciones que fueron 
creando un estilo particular para la comunicación y el seguimiento a la violación de los 
DD.HH. en el país523. Los diferentes sectores que comenzaron a desarrollar acciones de 
defensa se sumaron al de las violaciones, fomentaron el conocimiento de los compromisos 
internacionales asumidos por Colombia en materia de DD.HH. y publicaron los primeros 
informes surgidos de las diferentes comisiones nacionales e internacionales que verificaron 
la represión estatal desde 1979.  
En este sentido se destaca la actividad de organizaciones como el CINEP que a través de su 
revista Controversia, alimentó de forma constante el debate sobre la situación política 
nacional y, en ese marco, sobre la situación de DD.HH. Esta revista, en su número 74, por 
ejemplo, reprodujo las conclusiones de una mesa redonda sobre la “Justicia Militar y el 
 
 
522 “El II Foro reclama amnistía general”. Voz Proletaria [Bogotá], ago. 21, 1980: 1. 
523 Este libro había sido lanzado inicialmente en 1974 por la FCSPP, sin embargo, bajo la dirección de Gerardo 
Rivas Moreno fue actualizado y relanzado en septiembre de 1980. 
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Fuero Eclesiástico”, desarrollada el 27 de junio de 1979, a propósito de la persecución a 
miembros de la Compañía de Jesús entre 1978 y 1979. Al foro acudieron: el excanciller 
Alfredo Vásquez Carrizosa, el decano de la facultad de derecho de la Universidad de los 
Andes Jaime Vidal Perdomo, el Magistrado de la CSJ Miguel Lleras Pizarro y el abogado 
penalista, Jorge Enrique Cipagauta.  
La razón de esta convocatoria es, pues, la investigación y nuestra educación a propósito de 
los términos que sirven de título a la mesa. Como la mayoría de los vocablos jurídicos, éstos 
dos no son abstracciones sino hechos de la vida real de nuestra sociedad. / Justicia militar se 
refiere al hecho que vive Colombia, desde la reciente reforma constitucional que introdujo 
al Ejército Nacional dentro de la administración de justicia. / Fuero eclesiástico contempla 
el hecho, consecuencia del anterior, de que miembros de la Iglesia hayan sido llamados o 
traídos, delante de los tribunales militares, sin los miramientos exigidos por un derecho 
vigente. / Estos dos hechos conllevan una considerable deterioración (sic) del Estado de 
Derecho en Colombia por Diversos sectores de la opinión pública y consistentemente negado 
por las fuentes de información gubernamentales. Esto nos lleva a darnos cuenta de que no 
sólo se trata de estas páginas de un aspecto técnico y parroquial del derecho penal frente al 
derecho canónico y al derecho internacional, sino que nuestro diálogo es de largo alcance524. 
Por otra parte, en octubre de 1979 Gustavo Gallón presentó su libro Quince años de estado 
de sitio, 1958-1978525, y en entrevista para el Espectador el autor señaló:  
…detrás del empleo del estado de sitio, se puede advertir la rápida y vertiginosa influencia 
que el ejército ha venido manifestando sobre el aparato estatal. En este gobierno, se le ha 
dado carta blanca a los militares, para que cometan toda suerte de arbitrariedades... Y es que 
tampoco hay que olvidar que el estado de sitio no llega como respuesta a determinados 
hechos políticos, como puede ser el surgimiento del terrorismo, sino que de hecho es una 
anticipación de defensas526. 
De igual forma, el 11 de septiembre de 1980, el CPDH lanzó su publicación, Represión y 
tortura en Colombia. Esta obra se recoge un importante número de documentos de denuncia, 
pero también los ya reseñados informes de AI, de la AJD y de la CIDH, y testimonios de las 
víctimas de la represión. “Esta recopilación constituye, pues, otra denuncia irrebatible sobre 
la represión y la tortura, y una nueva contribución en favor de la lucha porque en Colombia 
se conquiste, al fin, la democracia” 527. La publicación de este documento compilado resultó 
 
 
524 Alejandro Angulo, “Introducción”. Controversia 74 (1979): 5- 24. 
525 Gallón, Gustavo, Quince años de estado de sitio en Colombia, 1958-1978. (Bogotá: América Latina, 1979). 
526 “El Estado de Sitio, un mecanismo de poder”. El Espectador [Bogotá], oct. 14, 1979: 12A. Ver: Gallón. 
Quince… 
527 CPDH. Represión…  
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en factor clave si considera que, a pesar de los esfuerzos por convertir a los DD.HH. en 
herramienta de defensa, las pequeñas victorias de los defensores solo comenzaron a aparecer 
luego de las visitas de AI y de la CIDH en 1979 y 1980 y de la publicación de sus respectivos 
informes.  
 
Fotografía 11. “Libro Comité por Derechos Humanos”. Voz Proletaria [Bogotá], sep. 11, 1980: 5. 
Con base en este tipo de documentos recopilatorios, la Procuraduría y el propio TPM 
comenzaron a impulsar las denuncias en contra de los responsables de las torturas y de los 
asesinatos de civiles528. De tal forma, la colección de informes que se generó durante la 
transición entre décadas se convirtió en un esfuerzo por registrar la mayor cantidad de 
eventos represivos que se desarrollaban en todo el país y en documentar la situación para 
 
 
528 En julio de 1981, el TPM revocó los autos de detención contra algunos capturados en el Tolima, producto 
de una demanda de colisión de competencias que marcó un precedente y que, de haber sido aplicada de 
conformidad con el derecho a la igualdad, pudo dejar sin efectos la captura de cientos de guerrilleros. En el 
sentir de los exmagistrados Luis Carlos Pérez y José María Velasco y del vicepresidente de la AJD, Aurelio 
Jiménez Callejas, por lo menos la mitad de las personas procesadas por pertenecer al M-19 tendrían que haber 
salido libres con la decisión del TPM. Al respecto, Luis Carlos Pérez señaló: “La decisión del Tribunal Penal 
Militar que incorpora a la jurisprudencia castrense el principio de favorabilidad, es de gran trascendencia. Ya 
no podrá alegarse en los Consejos Verbales de Guerra que ese principio de favorabilidad debe excluirse, 
contrariando la constitución colombiana, los códigos, penal y de procedimiento, y sobre todo los pactos 
internacionales sobre derechos sociales y políticos suscritos en Nueva York y en San José de Costa Rica”. 
“Caen Consejos de Guerra por el Estatuto”. El Espectador [Bogotá], jul. 12, 1981: 1A. 
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entregarla de forma organizada ante las instancias judiciales en Colombia, a las 
organizaciones defensoras del extranjero y a los organismos multilaterales. Pese a ello, los 
efectos de estas tareas de documentación no se reflejaron tanto en el impulso a las 
investigaciones por los hechos denunciados, como sí en la elaboración de una estrategia 
comunicativa que atacaba la imagen civilista del Estado colombiano. Así, las actividades de 
documentación y la posterior publicación de informes, en tanto repertorios de defensa, 
evidencian el impulso de un nuevo uso táctico de los DD.HH.: la investigación y la 
documentación de casos; los cuales jugaron un papel fundamental a la hora de evidenciar la 
degradación del modelo de seguridad y defensa y continúan siendo un testimonio de la 
violencia estatal y de la resistencia emprendida por la sociedad civil. 
1.12 Ante la guerra sucia 
Durante 1983 y 1991 la intensidad en las actividades de protesta presenta dos diferentes 
momentos en su desarrollo. El primero, ocurre entre 1983 y 1986, cuando las movilizaciones 
recuperan la frecuencia que antecedió al periodo presidencial de Turbay. Este fenómeno, es 
consecuencia, por un lado, de la superación del Estatuto de Seguridad; y por el otro, de la 
activación de la búsqueda de la paz y del diálogo como demanda abanderada por los 
defensores. Pese a ello, la movilización social por la defensa de los DD.HH. continuaba aún 
estancada y se presentaba como marginal en comparación con otras actividades de protesta 
como las luchas por la tierra y la vivienda, los pliegos laborales o el incumplimiento de 
pactos529. El segundo momento claramente identificable abarca los años 1987 a 1991, 
cuando la frecuencia en el número de movilizaciones relacionadas con la defensa y la 
promoción de los DD.HH. llegan casi que a triplicar las mejores cifras de los 10 años 
anteriores. Fenómeno resultante, primero, de la oleada de terror que sacudió a la sociedad 
colombiana durante los últimos años de la década de 1980, jalonada por el control 
desplegado tanto por los grupos paramilitares como por los narcotraficantes; y segundo, de 
la esperanza de una refundación del Estado, idea que rodeó la constituyente y que podría 
 
 
529 Al respecto ver: Archila: "Trayectorias…75. 
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explicar, en parte, por qué el pico más alto en el número de manifestaciones de todo el 
periodo se presentó durante 1990 (Ver gráfico 3). 
No obstante, el anterior análisis no puede ser abordado sin realizar una mirada previa a la 
transformación de los repertorios para la represión que se desarrolló en Colombia a lo largo 
de la década de 1980. Pues bien, durante estos años la reaparición del paramilitarismo 
coincidió con la reformulación de la guerra contrainsurgente530, evidenciando: i) la mutación 
del modelo represivo militarista de los años 70, a modelos encubiertos que se sirvieron de 
la privatización de la seguridad y de la justicia para reprimir a la ciudadanía y 
particularmente a la oposición política; ii) que las formas de represión utilizadas en los años 
80, a través del paramilitarismo, representaron un cambio, frente a los repertorios utilizados 
en la década anterior; y iii) que las actividades de defensa terminaron por combinar la 
promoción de la paz por la vía del diálogo, con la denuncia en contra de la represión 
relacionada con la actividad paramilitar y narcotraficante. Así las cosas, como preámbulo 
para el análisis de los repertorios de movilización empleados por los defensores a lo largo 
de este último corte, se presentan algunas consideraciones sobre la transformación de los 
repertorios represivos derivados de la guerra sucia en Colombia.  
1.12.1 La transformación represiva 
La reactivación de los DD.HH. y de la presión nacional e internacional por hacer cumplir 
los compromisos adquiridos por Colombia, limitaron el accionar del Estado en materia de 
seguridad y control. De acuerdo con Mauricio Archila, “…el gobierno de Belisario Betancur 
se apartó discursivamente de la lógica de la guerra fría analizada, para señalar que la 
conflictividad social podría tener causas internas… / En consonancia con esta apertura 
democrática, Betancur le recordó a la Policía Nacional que su función ‘es civil y su 
 
 
530 En el plano militar, la paramilitarización no puede desligarse del crecimiento de las guerrillas a lo largo de 
la década de 1980, pues al final, mientras el M-19 y otros grupos insurgentes terminaron por abandonar las 
armas, las FARC y el ELN vivieron sus momentos de mayor crecimiento a partir de 1982. Apreciación que 
permite explicar, a su vez, la expansión de los grupos paramilitares, particularmente del MAS y de 
ACDEGAM. Ver: Gutiérrez, El orangután… 289 y ss. 
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formación no es para la guerra …’”531. De esta manera, los métodos predominantemente 
jurídicos empleados para neutralizar a los opositores políticos del gobierno y, en general, a 
los activistas sociales, fueron cediendo terreno hasta su declaración de inconstitucionalidad 
en 1987 por parte de la CSJ. Entre tanto, el proceso de desuso de las prácticas policivas y 
militaristas amparadas en un marco de legalidad cada vez más cuestionado, fue resultado de 
la proyección del discurso de los DD.HH. que, no obstante, llevó a la incorporación de 
métodos represivos encubiertos en la acción “clandestina” de los grupos paramilitares. 
El fin del gobierno Turbay estuvo marcado por la incorporación de tales métodos, a la par 
que las instituciones eran sometidas a un proceso de adaptación para la garantía formal de 
los DD.HH., mientras la estigmatización contra los defensores arreciaba, llegando a cobrar 
la vida de decenas de defensores como el profesor Alberto Alava, el médico Héctor Abad 
Gómez o el abogado Pedro Nel Jiménez532. Lo curioso de todo esto, es que mientras crecía 
la estigmatización contra los defensores, también lo hacía el uso de los DD.HH. y la 
referencia a ellos como fuente de protección y como presupuesto de la democracia. En esa 
medida, la reactivación de los grupos paramilitares (auspiciados por el narcotráfico, las 
fuerzas de seguridad y las hegemonías regionales), “renovó” los medios empleados para 
reprimir a los sectores populares, mientras se trataba de mantener silenciados a los 
defensores por vía de la estigmatización o de la aniquilación directa. Por tal razón, un 
diagnóstico sobre los métodos empleados para la defensa de los DD.HH. y para la resistencia 
de los defensores durante este periodo, debe tomar como punto de partida la proliferación 
 
 
531 Archila, “Trayectorias… 128. 
532 La vida de estos personajes fue segada dentro de lo que hoy podría considerarse como un plan sistemático 
de exterminio contra los defensores, en un marco de violencia y estigmatización generalizada. Solo por dar un 
ejemplo, el 26 de agosto de 1987, el presidente Barco entregó al procurador General de la Nación, Carlos 
Mauro Hoyos, una lista de 22 personas amenazadas de muerte, encabezada por el defensor de los DD.HH. 
Eduardo Umaña Luna y el actor de televisión Carlos Vives. El nombre de cada uno de los amenazados contenía 
un breve perfil, de Vives se decía, por ejemplo “actor de televisión, elemento disociador en el arte y la cultura, 
que participó en el IX festival del periódico Voz”, a Alfredo Vásquez Carrizosa se le señalaba como “falso 
demócrata, idiota útil del comunismo, renegado del partido conservador, peligroso como miembro del gobierno 
provisional FARC-UP” y de Carlos Valencia, “Consejero de estado, peligroso por saber muchas cosas del 
Palacio de Justicia. Enemigo declarado del Ejército y fiscalizador de nuestras actuaciones”. “Lista de 22 
amenazados de muerte”. El Espectador [Bogotá], ago. 27, 1987: 13A. 
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de por lo menos tres repertorios represivos: los asesinatos selectivos, las masacres y la 
desaparición forzada533.  
i) Asesinatos selectivos. El carácter selectivo de los homicidios perpetrados en contra de 
personajes como Hernando Hurtado, Leonardo Posada, Jaime Pardo Leal o Bernardo 
Jaramillo Ossa se dirigió a menguar los liderazgos comunitarios sociales y políticos 
emergentes, de ahí que sus efectos trascendieran del plano individual al colectivo. La 
estrategia era clara, por medio de la eliminación de estos liderazgos a manos de 
desconocidos, Colombia continuaba siendo considerada como una democracia estable. Sin 
embargo, la relación de estos homicidios con el empleo del terror era en sí misma una forma 
de control poblacional y de “pacificación” territorial por vía de la anulación de los sectores 
especialmente contestarios. Muchas veces, la simple existencia de amenazas sirvió como 
forma para desalentar las actividades de protesta, pero generalmente los amenazados eran 
perseguidos hasta ser obligados al destierro o ejecutados. Según cifras tomadas de la base 
de datos del CNMH, entre 1981 y 1991 se registraron 2.773 asesinatos que podrían 
considerarse como selectivos, casos cuyo comportamiento se refleja en la siguiente tabla. 
 
Gráfico 5. Asesinatos selectivos (1981-1991). Elaboración propia. Fuente: CNMH, Basta… 
 
 
533 Pese a que esta selección se fundamenta en las cifras presentadas en el informe Basta ya! del CNMH, se 
debe señalar que las mismas han sido objeto de varias críticas: 1) porque privilegia los datos suministrados por 
el Registro Único de Víctimas; 2) porque los registros utilizados antes de 1980 no son claros; 3) porque persiste 
un subregistro muy grande en la información recolectada; 4) por los evidentes contrastes entre la información 
de varias organizaciones sociales, en especial de las que participaron en el informe Colombia, nunca más, y el 
registro utilizado por el CNMH para construir su informe. Estas críticas están fundamentadas, por ejemplo, en 
que la información reproducida por el CNMH sobre desaparición forzada solo comienza en 1985, mientras las 
organizaciones sociales y de defensores de DD.HH. venían denunciando este fenómeno por lo menos desde 
finales de la década de 1970. 
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El gráfico muestra el crecimiento progresivo del número de casos registrados desde 1981 
hasta 1991. Destacándose que durante los primeros 5 años se mantiene una curva 
considerable de ascenso, salvo por 1983 debido a los diálogos de La Uribe. Este aumento 
progresivo encuentra su primer pico en 1986 y un descenso vertiginoso en 1987, sin 
embargo, estos fueron simplemente una antesala al grueso de los casos, pues más del 50% 
de los registrados corresponden a hechos perpetrados entre 1988 y 1991, años en los que la 
apertura democrática parecía brindar sus primeros frutos representados en la elección directa 
de alcaldes y autoridades regionales y en el aumento de la incidencia política de personas 
militantes en partidos y movimientos políticos de oposición. Por otra parte, de los 2.773 
casos registrados por el CNMH, 770 fueron ejecutados por grupos paramilitares, 530 por las 
guerrillas y 479 por la Fuerza Pública, mientras que de casi 1.000 se desconoce a los 
autores534.  
ii) Masacres. El segundo de los repertorios derivados de la guerra sucia desplazó la 
utilización de medios judiciales durante la década de 1980, no porque fuera una práctica 
novedosa que nunca hubiese sido implementada, sino por el aumento y la dirección que 
tomó durante estos años. Podría afirmarse que, en el marco de los reajustes efectuados a la 
DSN durante los años 80, las masacres se convirtieron en una modalidad táctica que permitía 
irrumpir en aquellos lugares que eran considerados como santuarios guerrilleros, dada su 
característica notoriedad y la sevicia con que fueron practicadas. De esta manera, los 
asesinatos colectivos llevaban una carga aleccionadora que, mediante la exposición de las 
ejecuciones y de los cuerpos sin vida, transmitían un mensaje de amenaza en el que los 
habitantes de un determinado territorio, o los simpatizantes de una determinada idea política, 
veían tanto en los hechos, como en los cuerpos flagelados y sin vida, una amenaza a su 




534 Sobre el impacto territorial de los homicidios selectivos durante el periodo estudiado ver: Anexo E. Cifras 
de asesinatos selectivos por departamento. 1981-1991. Elaboración Propia. Fuente: Base de datos de DD.HH. 
del CNMH. 
535 CNMH. Basta… 48. 
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Gráfico 6. Masacres (1980-1991). Elaboración propia. Fuente: Base de datos CNMH, Informe 
Basta ya! 
El cuadro presenta un comportamiento similar de las masacres, frente a homicidios 
selectivos, nuevamente el año de 1988 representa un vertiginoso ascenso en las cifras, pues 
del total de 404 masacres registradas, se tiene que 253 fueron cometidas entre 1988 y 1991. 
Sin embargo, se observa que este tipo de hechos pasaron de ocupar un lugar marginal en 
1980 cuando solo se registran dos hechos con estas características, a 11 en 1981 y dos años 
después, en 1983, la cifra ya era de 31 casos registrados. Frente a los responsables, según 
los datos suministrados por el CNMH, 186 masacres fueron cometidas por grupos 
paramilitares durante la década estudiada, 94 por grupos guerrilleros, 69 por alguna de las 
fuerzas de seguridad del Estado y 5 casos están registrados como ejecutados 
cooperativamente entre FF.AA. y grupos paramilitares536.  
iii) Desaparición Forzada. Si bien esta práctica sólo fue tipificada en la legislación 
colombiana hasta después de expedida la constitución política de 1991, sus raíces son mucho 
más profundas, ya que en el plano internacional esta práctica se remonta a las dos guerras 
mundiales, siendo introducida en América Latina bajo los dictados de la DSN hacía la 
década de 1960 como método para eliminar al enemigo interno en los países del cono sur. 
Hecha esta claridad, el periodo comprendido entre 1970 y 1981 se ha considerado como de 
 
 
536 Sobre el impacto territorial de masacres durante el periodo estudiado ver: Anexo F. Cifras de masacres 
por departamento. 1981-1991. Elaboración Propia. Fuente: Base de datos de DD.HH. del CNMH. 
11 17
31




1981 1982 1983 1984 1985 1986 1987 1988 1989 1990 1991
MASACRES 1981-1991
270 Acción para la conciencia colectiva 
 
irrupción de este tipo de prácticas en Colombia, cuando, según datos del CNMH, alcanzó 
las 485 víctimas reportadas. Si bien estos datos pueden resultar alarmantes, lo cierto es que 
en comparación con la década de 1980 podrían continuar siendo considerados como un 
repertorio represivo con “bajos niveles de ocurrencia” hasta 1977, pues en promedio, entre 
1970 y 1977 era reportada una desaparición por mes, mientras en el periodo de 1978 a 1981 
se reportaba una cada cuatro días. De esta manera, a pesar de la crisis en que esta práctica 
se encontraba a finales de los 70 en los países del cono sur, ante la creciente utilización de 
los medios internacionales de denuncia, en Colombia el fenómeno tan solo comenzaba a 
advertirse537.  
Durante la década siguiente, y específicamente entre 1982 y 1990, la desaparición forzada 
transita de la marginalidad a la generalización, de una parte, porque deja de considerarse 
como secuestro y trasciende a un ámbito propio de significación y de otra, gracias a la 
organización de los familiares de las víctimas que constituyeron plataformas propias para la 
búsqueda de sus seres queridos538. Así, 1982 marcó un incremento considerable en el 
número de casos reportados que ascendió de los 485 casos entre 1970 y 1981, a 6.528 entre 
1982 y 1990 “…lo que significa que por cada desaparición forzada en el primer periodo se 
registraron casi 15 en el segundo”539. De esta forma, se registra una desaparición cada día y 
medio en 1982 y una cada 8 horas en 1990. Cómo dice el CNMH: 
 
 
537 Ya en 1977 la Asamblea General de las Naciones Unidas se había pronunciado sobre las desapariciones en 
Chile y referido la necesidad de crear un marco de regulación internacional para desincentivar su uso. “En 
1980 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos creó el Grupo de Trabajo sobre desapariciones 
forzadas e involuntarias y en 1982 la OEA, a través de la resolución AG/RES. 618 (XII-o/82), catalogó la 
desaparición forzada como gravísima violación de los derechos humanos” CNMH. Hasta encontrarlos. El 
drama de la desaparición forzada en Colombia (Bogotá: Imprenta Nacional, 2016) 38. 
538 ASFADDES. Veinte… 28 y ss. 
539 CNMH. Hasta…76. Es necesario advertir la existencia de un subregistro muy acentuado respecto de las 
cifras de desaparición, así como la no disponibilidad de bases de datos de consulta pública sobre la evolución 
del fenómeno con anterioridad a la década de 1991. Esta situación puede explicarse, en parte, porque las cifras 
sobre los años 70 y 80 generalmente se encuentran en manos de organizaciones defensoras que al no contar 
con recursos económicos suficientes están imposibilitadas para depurar sus bases de datos o que simplemente, 
por la fragilidad de la información allí registrada, prefieren restringir el acceso. ASFADDES cuenta con una 
de estas bases de datos, el SIGAD, sin embargo, la misma aún no está disponible para consulta, por esta razón, 
la fuente utilizada es el informe Hasta encontrarlos del CNMH que, en contravía de lo que sucedió con la Base 
de Datos de DD.HH. del CNMH recopiló información de algunas organizaciones de DD.HH., lo que le 
permitió publicar cifras desde 1970, aunque no de forma discriminada, sino hasta 1982.  
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El primero de los dos vértices históricos de la desaparición forzada en Colombia (1970-
1981) señala a los agentes de seguridad del Estado y a las organizaciones paramilitares de la 
época como responsables de este crimen de manera dominante, cuando esta comenzó a 
practicarse como una respuesta contrainsurgente del Estado frente al surgimiento de las 
guerrillas, y al amparo de la declaración sucesiva y prolongada de estados de excepción, que 
menoscabaron la condición democrática del país. Posteriormente (1982-2005) la 
desaparición forzada crece paralela a la expansión de los paramilitares —todavía articulados 
o apoyados por algunos agentes del Estado—, quienes se convierten en sus máximos 
responsables540. 
Los datos presentados permiten crear una idea sobre la magnitud del fenómeno represivo, 
sus principales variables y el cambio en las formas de represión entre el militarismo de los 
años 70 y la guerra sucia de los 80. Tanto los homicidios selectivos como las masacres y la 
desaparición forzada se convirtieron en objeto de denuncia por parte de los defensores de 
los DD.HH., en un ejercicio que logró fortalecerse tras la comprobación internacional sobre 
las arbitrariedades cometidas durante la década. Gracias a ello, por ejemplo, el incremento 
de los casos de homicidio selectivo fue divulgado, trascendiendo las fronteras nacionales, 
de ahí que organismos internacionales como AI -en su informe de octubre de 1985- llamaran 
la atención sobre el aumento de “ejecuciones extrajudiciales de civiles” que contaron con la 
participación de autoridades militares en estos crímenes541. 
A su vez, las altas cifras sobre desaparición forzada en Colombia llevaron a que durante el 
mes de diciembre de 1986 se desarrollara el primer Coloquio Internacional sobre 
desapariciones forzadas que se reunió en Colombia el 7 de diciembre de 1986. Preparado 
por ASFADDES, el CCAJAR y el CPDH, al evento asistieron decenas de organizaciones 
internacionales, especialmente latinoamericanas como las Madres de la Plaza de Mayo, 
hecho que permitió establecer que el país era uno de los que había entregado un mayor 
número de denuncias al grupo de trabajo sobre desapariciones forzadas542. Durante el 
 
 
540 CNMH. Hasta… 19. 
541 Ante la evidencia presentada en el informe referido, los militares ya agremiados en la Asociación 
Colombiana de Oficiales en Retiro (ACORE), lanzaron un enérgico rechazo, mientras autoridades civiles como 
el procurador Carlos Jiménez señalaba: “Mientras tengamos un conflicto socioeconómico yo tengo que decir 
con sinceridad, que en mi concepto no tendremos informes de AI absolutamente favorables. La verdad es que 
aquí pues, derechos humanos no hay”. “Acore rechaza el informe de Amnistía”. El Espectador [Bogotá], oct. 
6, 1985: 10A.  
542 De acuerdo con las conclusiones del evento, las cifras sobre desapariciones que fueron reportadas por las 
organizaciones defensoras oscilaban entre las 350 y las 750 hacía 1986, cifra que dista muchísimo de la que 
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coloquio se definió exigir la consagración de esta conducta como delito, tomando como 
antecedente las conclusiones del III Congreso Latinoamericano de Familiares de Detenidos 
Desaparecidos realizado en Perú en 1982, en el cual se propuso luchar por la consagración 
como delito de la desaparición forzada en las legislaciones del continente543.  
 
Caricatura 7. “Los de acá”. El Espectador [Bogotá], may. 14, 1989: 3A. 
La desaparición forzada cómo repertorio represivo, no sólo desembocó en la movilización 
de denuncia, sino que alrededor de ella los familiares lograron consolidar una plataforma de 
 
 
ha sido difundida por el CNMH. Lo que podría explicarse porque ante la inexistencia del delito de desaparición 
forzada en el contexto nacional, los hechos se tramitaban ante la justicia colombiana como agravantes de 
homicidio simple o como secuestro. 
543 “Los desaparecidos en Colombia”. El Espectador [Bogotá], dic. 9, 1986: 3A. 
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acción propia que permitió generar conciencia sobre el crecimiento de esta práctica durante 
la década de 1980, y con ello, reconocer un aumento del 129% de los casos reportados en el 
informe anual de 1985. Ante esta situación, el Alto Comisionado para la Paz y director de 
política criminal, Antonio Duque Álvarez, señaló: “En todo este año, no solamente en la 
Dirección Nacional de Instrucción Criminal, sino en la Comisión de Paz, hemos escuchado 
asombrados los relatos de madres o de familiares que indagan por la suerte de sus hijos y 
que, por cualquier circunstancia, han dejado de ser vistos en sus hogares o en sus lugares de 
trabajo”544. 
1.12.2 Repertorios de defensa ante la guerra sucia 
Durante este corte, más allá de la variación en la frecuencia de las movilizaciones 
relacionadas con la defensa de los DD.HH., se observa la consolidación de modalidades 
propias de acción que fueron empleadas por los defensores. En ese sentido, los repertorios 
de protesta y de defensa utilizados en las luchas por las garantías humanas fueron el 
resultado de la combinación de las posibilidades de presión asociadas a la agitación popular, 
con métodos directamente vinculados a las actividades de defensa. Para explicar estas 
afirmaciones, en primer lugar se abordará la continuidad en el uso de los repertorios 
analizados en el corte anterior, así como la inclusión de elementos “novedosos” en ellos; y 
seguidamente, por considerar que entre 1983 y 1991 las actividades de investigación y 
documentación se consolidaron como métodos propios para la defensa de los DD.HH., se 
presentan los resultados del estudio de estas actividades como evidencia de la aparición de 
un nuevo uso táctico de estos derechos. Este análisis servirá como antesala a la exposición 
de la forma en que las luchas por los DD.HH. terminaron canalizadas en clave de lo 
 
 
544 El 25 de octubre de 1987, los indígenas Paez-Tama, Carlos Páez y Salvador Minco, fueron desaparecidos. 
Estas personas hacían parte de una comunidad que denunció la orden de desalojo que les hizo el Ejército y el 
terrateniente del Huila, Oliver Lara, sobre las tierras que ocupaban desde hace muchos años. Los indígenas 
habían denunciado “... no tenían a donde ir. Esa Isla es nuestra única fuente de subsistencia. Tenemos 27 
cabezas de ganado, 10 cerdos, gallinas y 5000 colinos de plátano que ya están en producción, cultivos de Yuca, 
maíz, maní, hortalizas, papayas, cañas, tomate. Lo único que nos ha permitido sobrevivir”. “Asesinados 
indígenas que iban a ser desalojados en el Huila”. El Espectador [Bogotá], oct. 28, 1987: 8.  
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institucional, incluso a través de la participación de los defensores en diferentes escenarios 
promovidos y administrados por el Estado. 
i) Enfrentamientos con las fuerzas de seguridad del Estado. Durante este corte persistieron 
los enfrentamientos con la fuerza pública, protagonizados fundamentalmente por estudiantes 
universitarios. Tales formas de protesta fueron recurrentes durante conmemoraciones como 
el 8 y 9 de junio, durante los cuales se evocaba la memoria de los estudiantes caídos545; 
Jornadas Nacionales de protesta que eran ambientadas por fuertes enfrentamientos de los 
estudiantes y, en algunas oportunidades, por trabajadores sindicalizados546; o durante 
espontáneas jornadas de protesta que se generaban como reacción ante el asesinato de líderes 
estudiantiles, sindicales o políticos a manos de las fuerzas de seguridad, tal y como aconteció 
en mayo de 1984, tras el asesinato de Chucho Patiño, líder estudiantil y poeta 
vallecaucano547. En ese mismo sentido, crímenes contra dirigentes políticos de oposición 
como el asesinato del candidato a la presidencia por la UP, Jaime Pardo Leal el 11 de octubre 
de 1987, desataron la furia y la indignación de los sectores populares que se volcaban a las 
calles para protestar, protagonizando pedreas barriales y quemas de automóviles y de 
establecimientos comerciales548.  
ii) La movilización campesina. Como resultado del proceso de expansión guerrillera en los 
sectores rurales, de la respuesta estatal y de la incursión de grupos paramilitares en estos 
mismos territorios, uno de los métodos que mejor logró consolidarse en las luchas por los 
DD.HH.- fueron las movilizaciones campesinas. Estas manifestaciones, combinaron las 
actividades de protesta y de defensa de tal manera que sería injusto considerarlas 
 
 
545 “Disturbios en U”. El Espectador [Bogotá], jun. 10, 1983: 17A. 
546 “Tachuelas y pedreas en el paro”. El Espectador [Bogotá], feb. 10, 1984: 1. 
547 Comunicado de los estudiantes de Odontología, 17 de mayo de 1984. Citado en: Girón y Arenas (directores). 
Gotas… 44. 
548 El 12 de octubre, los desórdenes se extendieron a Barrancabermeja que duró paralizada durante varios días, 
luego de conocerse la noticia del crimen contra Pardo Leal, la primera reacción fue la de bloqueo de vías, 
quema de vehículos, luego los sindicatos USO y ASONAL convocaron a las jornadas de protesta. El 13 de 
octubre, día del entierro, se generó una larga marcha con participación masiva que acompañó el cuerpo de 
Pardo desde el capitolio nacional hasta el cementerio central, durante el trayecto se reportó el saqueo de 
almacenes entre las carreras 7 y 6 en la avenida Jiménez por parte de saboteadores de la marcha y algunos 
marchantes heridos con armas de fuego oficiales. “Asesinado Pardo Leal”. El Espectador [Bogotá], oct. 12, 
1987: 1A. 
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simplemente como éxodos. Generalmente, los territorios con mayor influencia guerrillera 
fueron convertidas por los diferentes actores armados legales e ilegales en zonas de guerra 
intensa, habitualmente bombardeados y sometidos a operaciones “rastrillo”, dejando un 
número incalculado de víctimas civiles. Fue allí en donde la movilización campesina se 
convirtió en un repertorio para: i) proteger la vida; ii) protestar por el incremento de las 
operaciones armadas; y iii) denunciar la utilización de métodos irregulares de guerra en 
contra de la población civil. Si bien las condiciones de violencia en el sector rural aceleraron 
la migración de los campesinos hacia las ciudades en un fenómeno que se extendió desde 
finales de la década de 1970, este tipo de migración encierra un contenido político que se 
proyectó no solamente en la reacción de los labriegos, sino en la intención de los diferentes 
actores por consolidar el control territorial.  
Los primeros días de diciembre de 1983 más de 12.000 colonos de las regiones de las Guayas 
y el Caguán, en el norte del Caquetá, emprendieron una larga marcha hacia Florencia para 
exigir garantías de seguridad en su territorio, además para exigir la efectividad del 
denominado Plan de Rehabilitación, en medio del cual la Caja Agraria entregaba auxilios 
que les fueron suspendidos porque las autoridades consideraban que los dineros estaban 
siendo empleados para auxiliar a la guerrilla. Movilizaciones como ésta, claramente reflejan 
los conflictos desarrollados en territorios apartados, de hecho, esa fue su pretensión central, 
visibilizar las condiciones de guerra y de violación a los DD.HH. a las que estaban sometidos 
los campesinos y que gracias a la movilización fueron conocidos por la opinión pública.  
En el marco de manifestaciones como estas, además los campesinos denunciaron la 
arremetida contrainsurgente del Ejército y de los paramilitares en zonas rurales como 
Remedios (Antioquia), cuando el 22 de enero de 1984 alrededor de mil campesinos 
desplazados se instalaron en la plaza municipal. Aunque es verdad que, más que actos de 
protesta, muchas veces este tipo de éxodos respondía a las dinámicas regionales de la guerra, 
que incluso llevaban a los marchantes a permanecer asentados en lugares públicos porque 
no tenían otro lugar para pasar la noche, también lo es, que este tipo de manifestaciones 
sirvieron para canalizar la exigencia de garantías de seguridad y de respeto por los DD.HH. 
como condición para retornar a los territorios abandonados. Incluso, muchas de estas 
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marchas se desarrollaron con la pretensión de obtener audiencias con las autoridades 
regionales y con el gobierno nacional. 
El tercer uso evidente de este tipo de acciones como repertorio de defensa puede ilustrarse 
en los hechos ocurridos el 11 de septiembre de 1987, cuando más de 200 familias 
provenientes de El Porvenir en el Meta, se desplazaron ante las amenazas de dinamitar el 
poblado. Mientras las familias se dirigían a Orocué y a Puerto Gaitán firmaron una carta 
dirigida al Gobernador del Meta, denunciando: 
… los constantes asesinatos de que venimos siendo víctimas. Nos sacan de las casas a 
diversas horas de la noche para luego dar muerte a quien esté de turno. El domingo 6 (de 
septiembre), nos dieron orden terminante de desocupar el pueblo, pues lo iban a bombardear 
con plazo de 18 horas para desocuparlo. Nos vimos obligados a hacinarnos en Orocué, donde 
nos han brindado hospitalidad provisional, mientras nuestro gobierno seccional nos da la 
debida protección. Rogamos el desplazamiento de una comisión encabezada por uste mismo 
(sic), para que observe el desolado pueblo de El Porvenir y sus ruinas549. 
Las movilizaciones campesinas, aun cuando adoptaron la forma de migración o éxodo, 
permitieron llamar la atención de los gobiernos regionales y nacional, llegando incluso en 
algunas oportunidades a sentarlos a negociar condiciones para el retorno. Así, este tipo de 
manifestaciones guardaron una profunda relación con la protesta y la defensa de los 
DD.HH., alimentando la necesidad de generar condiciones de vida con dignidad y 
democracia en los campos. 
iii) Ampliación y diversificación de las movilizaciones. La continuidad en el uso de las 
marchas como escenarios de presión política para el posicionamiento de determinados 
temas, generó un lugar especial para el avance de las consignas relacionadas con los DD.HH. 
De esta manera, las movilizaciones, como actividad de protesta, se vieron enriquecidas con 
la creciente participación de públicos cada vez más diversos y que incluían actividades en 
las que el simbolismo se convertía en factor determinante para el posicionamiento de las 
demandas promovidas. El 20 de noviembre de 1983, el cementerio de Santa Helena del 
Opón (Santander)… fue escenario de una de estas manifestaciones. Un centenar de 
habitantes del Magdalena Medio se congregaron para ayunar, orar y reflexionar por la paz; 
 
 
549 “Éxodo de campesinos en el Meta”. El Espectador [Bogotá], sep. 12, 1987: 15. 
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viudas, huérfanos, familiares de desaparecidos, despojados y vecinos se hicieron presentes 
bajo la consigna “¡No queremos más violencia!” “Respondieron a la cita aun quienes residen 
en zonas que no están afectas por la violencia de las armas. Es el caso de Curití, donde sus 
habitantes de todas maneras padecen la violencia de la falta de escuelas, de vías, de puestos 
de salud, de la injusticia social, en todas sus formas, pero reflejada dramáticamente en la 
desigual batalla que están librando los artesanos del fique, para poder subsistir”550. 
Esta actividad ambientó el desarrollo de una amplia manifestación en apoyo a la paz durante 
lo que se denominó como “Jornada por la Paz” el 7 de diciembre de 1983. La jornada 
consistió en guardar 2 minutos de reflexión al mediodía como testimonio de protesta por el 
secuestro del magistrado y hermano del presidente de la república, Jaime Betancur, no se 
trataba de un paro sino de un acto testimonial del país contra la violencia. Al respecto el 
presidente de la conferencia episcopal señaló: “En buena hora se ha promovido un 
movimiento nacional de carácter nacional que culminará el 7 de diciembre a las 12 del día, 
con dos minutos de silencio que quieren convertirse en la más elocuente expresión del 
anhelo de paz y concordia que se alberga en lo más íntimo del corazón de los 
colombianos”551.  
Precisamente, la búsqueda de la paz sirvió para congregar múltiples manifestaciones que la 
reclamaban. En 1984 un numeroso grupo de artistas colombianos, entre ellos, Gabriel García 
Márquez, Alejandro Obregón, Edgar Negret, Delia Zapata, Patricia Ariza y Héctor Osuna, 
impulsaron una jornada de arte colectivo por la paz que tuvo lugar el 26 de agosto bajo el 
lema: “la paz es un acto colectivo de minuciosa elaboración”. Jornada que fue destacada en 
los principales medios de comunicación nacional, El Espectador, por ejemplo, señaló: “Esta 
iniciativa de participación de los artistas en el proceso de la paz, se ha extendido a todo el 
pueblo colombiano, invitándolo a que se manifieste pintando la paloma de la paz en un lugar 
 
 
550 “¡No queremos más violencia!”. El Espectador [Bogotá], nov. 23, 1983: 7A. 
551 “Dos minutos por la paz, mañana en todo el país”. El Espectador [Bogotá], dic. 6, 1983: 1A. 
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visible”552. Adicionalmente, a estas iniciativas de paz se sumaron diferentes manifestaciones 
artísticas, tales como la composición de Jorge Villamil titulada, “Cantemos a la paz”, 
Cantemos a la paz, un don divino.  
Que no haya más tristezas en campos y caminos.  
Que los montes se cubran de bellas mariposas y flores de esperanza.  
Se acaben los rencores, se guarden los fusiles, terminen las venganzas.  
Porque la guerra que todo lo destruye hace llorar los niños y hasta las aves huyen.  
Que haya paz en los campos y ciudades. 
Y que al son de los tiples, en todas las veredas, espiguen los maizales.  
Que entone el mar su eterna melodía y allí los pescadores canten sus alegrías. 
Que se acaben las injusticias sociales.  
Que no haya más envidias, que vuelvan los arados, florezcan los rosales.  
Que no haya más envidias, que vuelvan los arados, no lloren los guaduales553. 
En ese sentido, el arte se convirtió en un canal al servicio de la paz que no se detuvo ni 
siquiera en los momentos de crisis. La diversificación en los canales simbólicos de 
movilización durante este corte encuentra un capítulo especial en la celebración de la 
Semana por la Paz. Evento desarrollado sin interrupciones hasta hoy, desde el 26 de 
septiembre de 1988, cuando miles de niños bogotanos reunidos en la Plaza de Bolívar 
hicieron entrega de un documento por la paz titulado “manifiesto de sueños infantiles”. 
Durante el evento, dibujos, frases de esperanza y poesías fueron entregados al Consejero 
Presidencial por los DD.HH., Álvaro Tirado Mejía, actividades que se desarrollaron de 
forma simultánea en varias ciudades del país, con una variedad de actos a lo largo de la 
semana.  
Compromiso con la vida, la paz y los derechos humanos a efectuarse en diferentes parques, 
zonas verdes, plazas y coliseos de la ciudad en los que estudiantes de bachillerato dialogarán 
con los transeúntes y les entregarán la correspondencia abierta entre colombianos, que 
comenzará a funcionar a través de buzones ubicados en puntos estratégicos de Bogotá para 
que la gente aporte iniciativas y manifieste sus problemas más sentidos554. 
iv) Investigación y documentación. Introducir las actividades de investigación y de 
documentación de casos como una modalidad de lucha por los DD.HH. encierra una apuesta 
 
 
552 “La paz, un arte colectivo”. El Espectador [Bogotá], ago.25, 1984: 19. 
553 Jorge Villamil. Cantemos a la paz. 1984. Este pasillo fue utilizado como banda sonora del documental 
"Caminos de paz", dirigido por Lizandro Díaz, sin embargo, la pieza audiovisual nunca se estrenó, pues su 
lanzamiento se vio truncado por el holocausto del Palacio de Justicia. 
554 “Los niños bogotanos entregaron manifiesto por la paz del país”. El Espectador [Bogotá], sep. 27, 1988: 
15A. 
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por visibilizar a aquellas personas que, utilizando una expresión de Winifred Tate, dedicaron 
su vida a “contar los muertos” de la represión oficial. Así como un intento por resaltar la 
manera en que, más allá del ejercicio judicial, las luchas por los DD.HH. atrajeron a un 
creciente número de profesionales hacia la investigación. En ese sentido, durante la década 
de 1980 fue publicado un gran número de elaboradas investigaciones en clave de informe 
que planteaban una apuesta analítica sobre el fenómeno de la violencia de Estado y la 
represión. El terreno ganado por los estudios sobre la violencia llegó incluso a impulsar la 
creación de un grupo de intelectuales que fueron apodados como “los violentólogos”. Este 
grupo dio origen, en 1987, al Instituto de Estudios Políticos y Relaciones Internacionales 
(IEPRI) en la UNAL. Así lo dijo la revista Semana: 
La tesis más importante que esta generación de académicos defendió era que en el país no 
había sólo conflicto armado, sino múltiples violencias, y que para enfrentarlos era necesario 
hacer reformas que cambiaran las causas objetivas que lo alimentaban. Hablaron de la 
reforma agraria, de una política de derechos humanos, y sobre todo de la necesidad de una 
democracia más incluyente, que deslegitimara la insurrección armada. Todo esto para 
facilitar la negociación con las guerrillas555. 
Durante la década de 1980, a la par de los estudios sobre la violencia, la documentación de 
casos por parte de las organizaciones defensoras adquirió un carácter mucho más sistemático 
y formal en cuanto al manejo de fuentes que en la década anterior. Este crecimiento paralelo 
entre la forma de conservar y procesar los datos sobre la violencia y las investigaciones 
sobre la materia, generaron una relación que facilitó la emergencia y consolidación de 
algunos referentes organizativos, más allá de lo institucional y de la academia, dedicados al 
análisis sobre la situación de DD.HH. en el país. 
Quizás una de las primeras actividades de documentación sistemática que efectuó el CPDH, 
una vez constituido, estuvo fundamentada en la suscripción a un gran número de periódicos 
de circulación nacional y regional. Desde 1987 un pequeño grupo de defensoras se 
encargaba diariamente de leer todos y cada uno de los periódicos que llegaban a las oficinas 
del Comité con el fin de identificar las notas de prensa relacionadas con el asesinato, el 
enjuiciamiento, la desaparición, las amenazas, o cualquier otro tipo de violencia que pudiera 
 
 
555 “Los violentólogos”. Semana [Bogotá] sep. 15, 2007.  
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constituir una violación a los DD.HH. Las notas identificadas eran juiciosamente recortadas, 
marcadas y clasificadas ya fuera por los delitos allí registrados o por la pertenencia 
organizativa de las víctimas. Con base en estos recortes, el CPDH emitía un boletín de 
DD.HH. que era redactado en viejas máquinas de escribir para luego circular entre los líderes 
sociales y políticos vinculados con el Comité. Con el pasar de los años estas actividades 
recibieron un gran impulso que permitió estabilizar la publicación periódica del denominado 
Boletín de Prensa del CPDH y atraer a un buen número de suscriptores nacionales e 
internacionales durante la segunda mitad de la década. 
 
Fotografía 12. CPDH. Boletín de prensa, jun. 1990. 
En principio, el Boletín estaba constituido por una serie de escritos mecanografiados en los 
que, mes a mes, el CPDH daba cuenta de los actos violentos de carácter político ocurridos 
en el país. Unas cuantas fotografías de las víctimas y de los cortejos fúnebres fueron 
acompañando estos escritos, así como infografías o incluso mapas que permitían ilustrar los 
hechos allí consignados. Sin embargo, ya para enero de 1989 esta publicación se transformó 
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entregando una mayor nitidez en su parte gráfica. Al mes siguiente, el órgano informativo 
del comité adquirió un nuevo estilo que, más allá de su parte gráfica, ofrecía al lector análisis 
informativos, incluyendo estudios socioeconómicos y políticos sobre las dinámicas 
regionales, condenando la represión y estimulando la denuncia y la movilización ante las 
violaciones a los DD.HH.  
Por otra parte, hemos aumentado el tiraje de nuestro boletín porque aspiramos un 
cubrimiento nacional mucho más amplio, que nos permita romper la “campaña neumática” 
de silencio que algunos órganos de la prensa nacional han establecido sobre el Comité 
Permanente por la Defensa de los Derechos Humanos y sus informaciones. / El 
mejoramiento del boletín va a depender, además, de obtener de parte de nuestros lectores 
una permanente comunicación a través de corresponsalías y opiniones sobre el mismo que 
lo hagan más ágil posible556. 
Bajo un concepto similar, la Comisión Intecongregacional, de la mano del sacerdote jesuita 
Javier Giraldo, publicó en 1988 lo que sería el primer número de su boletín informativo 
titulado: Justicia y Paz. Esta publicación fue el resultado de un trabajo de documentación 
conjunta entre el CINEP y la Comisión Intecongregacional iniciado a finales de 1987 y fue 
publicada hasta 1996, aunque podría afirmarse que continúa hasta el presente, ahora a cargo 
sólo del CINEP y bajo el nombre Noche y Niebla. Durante sus primeros años de existencia, 
el boletín estaba constituido por una sola unidad dedicada a la documentación dedicada a 
los asesinatos políticos, es decir, a aquellos homicidios cuyo móvil se encontraba 
relacionado con un interés por reprimir posiciones ideológico políticas. A la par de estos 
hechos, el boletín utilizó categorías como la de asesinatos presumiblemente políticos o las 
de desapariciones forzadas, torturas, limpieza social, muertes en combate y acciones bélicas. 
La presentación del primer número señalaba:  
Seriamente preocupados desde nuestra identidad de religiosos por la violación de los 
derechos humanos en Colombia y en especial por la violación del derecho a la vida, nos 
reunimos cerca de 30 provinciales para fundar una comisión Intercongregacional de Justicia 
y Paz, cuyo objetivo es promover la justicia y la paz, de acuerdo con las orientaciones de la 
iglesia y de la vida consagrada, expresadas en documentos pontificios y de muchas 
congregaciones que las han fundado desde que Pablo VI las recomendó en la encíclica 
Popularum Progressio. / En la situación histórica Colombia que estamos viviendo el 
objetivo prioritario de la comisión es la defensa de la vida. / Buscamos dar una modesta 
contribución a una situación de muerte que nos interpela como miembros de congregaciones 
 
 
556 CPDH. Boletín de prensa [Bogotá] feb.1989: 3. 
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religiosas. No tenemos mucha experiencia y contamos con pocos recursos actuales, pero con 
muchos potenciales. Queremos comenzar modestamente e ir creciendo poco a poco de 
acuerdo a la progresiva evolución y compromiso de los religiosos que se vayan integrando 
a la comisión y aprovechando las acciones y los recursos ya existentes557. 
 
Fotografía 13. CIJYP, Boletín informativo, abr. jun. 1988. 
Quizás el resultado más representativo de esta publicación periódica fue la conformación de 
la base de datos sobre violaciones a los DD.HH. más completa con que cuenta el país en la 
actualidad. Alimentados tanto por la prensa, como por las crecientes redes de defensores 
desde las regiones, tanto el Boletín de Prensa del CPDH como el Boletín Informativo Justicia 
y Paz, se convirtieron en verdaderos canales de denuncia, pero sobre todo, de registro de las 
 
 
557 CIJYP. Justicia y Paz. Boletín Informativo [Bogotá] febrero - marzo, 1989: 3. 
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violaciones. A través de la documentación de casos, las organizaciones defensoras 
posicionaron un uso de los DD.HH. que encontró en expresiones como el Boletín 
informativo de Justicia y Paz y posteriormente, en 1996, en Noche y Niebla, una manera de 
conservar el testimonio de la violencia política que se despliega en los lugares más apartados 
y de difícil acceso en el país. Las actividades de documentación de casos no sólo incluyeron 
una revisión sistemática de los casos de violaciones a los DD.HH. reportados en la prensa, 
sino que combinaron la recepción de casos por parte de las organizaciones que contaban con 
sus sedes principales en Bogotá. De hecho, la incidencia de los defensores ante las 
autoridades nacionales e internacionales se fundamentó en los casos reportados desde las 
regiones a través de cartas y declaraciones remitidas por líderes sociales desde diferentes 
lugares del país.  
 
Fotografía 14. Carta del presidente del Comité de DD.HH. de Tame al CPDH. nov. 16, 1985. 
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Adicionalmente, la documentación se desarrolló de forma paralela, no solo con la 
elaboración de investigaciones alrededor de la represión y de la violación a los DD.HH., 
sino con la producción de foros académicos y publicaciones relacionadas con la 
prolongación de los estados de sitio y la situación de los presos políticos. En este campo de 
acción se destaca la actividad de defensores como Gustavo Gallón Giraldo y, tal como lo 
reseña Fernán González, de jóvenes como José Luis Aramburo o Adolfo Salamanca Correa. 
Los trabajos efectuados por estos investigadores fueron publicados entre 1981 y 1984 en 
plataformas como la revista Controversia y otros materiales inéditos que fueron distribuidos 
por las organizaciones sociales y políticas vinculadas a la defensa de los DD.HH.558. En una 
línea similar a la de las investigaciones desplegadas por el CINEP, en 1985 el Instituto 
Latinoamericano de Servicios Legales Alternativos (ILSA) -surgido en 1978 como un 
espacio de reflexión sobre el papel del derecho en la sociedad- acogió a investigadores como 
Fernando Rojas, Annette Pearson de González y Héctor León Moncayo, iniciando un 
proceso que sus miembros denominaron como la “latinoamericanización del ILSA” y que 
consistió básicamente en una ampliación de sus reflexiones socio jurídicas hacia el estudio 
de la actividad sociopolítica en la región y, aunque en baja medida, de la represión a la 
movilización social.  
1.12.3 El proceso de institucionalización de los DD.HH. 
Durante la década de 1980 las organizaciones defensoras fortalecieron su capacidad de 
litigio frente al Estado, inclusive, más allá de que las discusiones sobre la pertinencia de las 
demandas administrativas se prolongaran durante varios años, algunas organizaciones se 
especializaron en ello 559. De esta forma, aunque la defensa de los presos políticos continuó 
siendo una tarea ligada a sus actividades, poco a poco el litigio en instancias nacionales e 
internacionales fue ganando terreno a la par que las acciones jurídicas de los defensores 
 
 
558 González. “La formación… 
559 Para muchos defensores, sobre todo quienes poseían vínculos familiares con las víctimas directas, se 
encontraban en juego dos cosas: por un lado, la dignidad de sus motivaciones y de las víctimas, pues para 
muchos la idea de recibir dinero para compensar la pérdida de sus seres queridos resultaba impensable; por el 
otro, mediaba un asunto relacionado con la esperanza de encontrar a sus familiares, que estos les fueran 
entregados con vida era su única pretensión. 
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alcanzaban algunos resultados560. Se constituyó así un escenario de confrontación jurídica 
directa en contra del Estado, pero a la vez se impulsó la construcción de los argumentos con 
que los sectores hegemónicos contra atacaron, utilizando los medios de comunicación como 
vehículo para propagar un imaginario en tres vías: i) la heroicidad de las FF.AA.; ii) la 
estigmatización de los defensores como enemigos de las instituciones y de la seguridad; y 
iii) la institucionalización de los DD.HH. La parte final de este trabajo se dedicará 
precisamente a la explicación del tercer aspecto señalado.  
Generalmente, el reconocimiento constitucional de los DD.HH. es presentado como 
conquista de los defensores luego de un periodo de paulatina incorporación al ordenamiento 
jurídico561. Sin embargo, más allá de que su constitucionalización en 1991 fuera producto 
de las luchas y de la movilización social durante las décadas anteriores, lo cierto es que en 
Colombia, la formalización de estos derechos también fue el resultado de un proceso de 
cooptación institucional del discurso generado por los sectores subalternos alrededor de los 
DD.HH. En ese sentido, la simple consagración constitucional, sin que existan condiciones 
sociales, políticas y culturales que viabilicen su materialización, ha dejado intactas las 
pretensiones de los defensores por promover los DD.HH. como presupuesto de la justicia y 
la democracia. De acuerdo con Jairo López, 
…lo constitutivo de los derechos humanos es la paradoja: reivindicaciones y luchas que al 
ser reconocidas y oficialmente declaradas se vuelven arma de regulación de relaciones 
sociales y políticas que pueden servir, incluso, para promover invasiones armadas a países 
periféricos. Las normas y medios institucionales constriñen y abren oportunidades a la 
acción colectiva: el constreñimiento está relacionado con las formas ''correctas'' y 
normativizadas para defender los derechos humanos, además del uso estratégico que los 
gobiernos dan a los mismos; las oportunidades están relacionadas con los instrumentos y 
 
 
560 Las victorias parciales llevaron a que, el 26 de junio de 1982, el Comité de DD.HH. de la ONU declarara 
la responsabilidad del Estado colombiano en la masacre cometida por la Policía Nacional en el Barrio el 
Contador de Bogotá, y recomendara al gobierno adoptar medidas para indemnizar a las víctimas 
sobrevivientes. El levantamiento del estado de sitio y la derogatoria del Estatuto de Seguridad llevaron al 
CPDH a promover una campaña para que los condenados e investigados en virtud del estatuto fueran dejados 
en libertad pues muchos de los delitos dejaron de ser tales y fueron reducidos a contravenciones como 
sucedería, por ejemplo, con el porte de armas que daría a lo sumo 72 horas de arresto. Así mismo promovió la 
aplicación del principio de favorabilidad, procurando que los procesados por delitos graves fueran presentados 
de inmediato ante la jurisdicción ordinaria y los condenados, favorecidos con la rebaja de penas. 
561 De hecho, para muchos autores latinoamericanos, promotores del derecho alternativo los usos 
emancipatorios del derecho quedan restringidos a la búsqueda del reconocimiento estatal. Al respecto ver: De 
la Torre. El derecho…; Wolkmer. Pluralismo…; Rosa. O que…. 
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recursos institucionales que existen para ser utilizados y apropiados para fortalecer causas 
colectivas. Esta tensión inherente a los derechos en general, y a los derechos humanos en 
particular, marca por completo las posibilidades y los límites de la acción colectiva562. 
Por lo menos tres factores que están presentes a lo largo de esta investigación influyeron de 
forma predominante para el desarrollo de una relación antagónica entre la estigmatización 
dirigida en contra de los defensores y la paulatina institucionalización del discurso de los 
DD.HH. En primer lugar, la actividad de denuncia de la sociedad civil en contra de las 
arbitrariedades cometidas por el Estado; luego, la intervención de organismos 
internacionales y de órganos multilaterales que confirmaron las denuncias sobre 
violaciones.; y tercero, el giro de la política de los EE.UU. hacia la exigencia por el respeto 
de los DD.HH. en países como Colombia. Sobre todo, este último fenómeno resulta 
determinante para comprender la manera en que desde 1982, los DD.HH. comenzaron un 
proceso de institucionalización marcado por su definitiva constitucionalización y la de sus 
mecanismos de protección, sin que ello implicara, como ha querido promoverse, una victoria 
del movimiento social o de los defensores de los DD.HH. 
La institucionalización de los DD.HH., comenzó a tener efectos reales luego de la campaña 
presidencial de 1982, cuando las manifestaciones por la defensa de tales derechos se 
convirtieron en insumos políticos para las diferentes campañas presidenciales. En medio de 
tales condiciones, los DD.HH. fueron promovidos en la mayoría de los discursos políticos, 
pues no solo los candidatos introdujeron en sus discursos el concepto, también los diferentes 
grupos armados hicieron uso de él como fuente de legitimación de sus actividades. Luego, 
en cierta medida los primeros años del gobierno de Betancur transcurrieron en un ambiente 
de apertura democrática, diálogo e imposición de límites a la capacidad de operación de las 
FF.AA.; lo que además favoreció la participación de los defensores en diferentes escenarios 
dispuestos para la superación de conflictos relacionados con las actividades insurgentes. 
Esta situación permitió que, tanto figuras de la vida pública, como ciudadanos del común, 
se vincularan masivamente con la defensa de los DD.HH. y que algunos de ellos participaran 
 
 
562 López. “Movilización… 51.  
Capítulo 4 287 
 
activamente en espacios para la búsqueda de la paz como la Comisión de Paz de Betancur563. 
Ahora bien, a partir de 1983 la ampliación del diálogo social sobre la promoción de las 
garantías mínimas llevó a que espacios como los foros por los DD.HH., fueran convertidos 
incluso en espacios de encuentro de los defensores con la institucionalidad, representada 
principalmente en el Ministerio Público. Así, dentro de los asistentes al IV Foro por los 
DD.HH., celebrado en agosto de 1984564, se destaca la participación de personalidades como 
el procurador general de la nación, Carlos Jiménez, quien fue ovacionado por el auditorio 
como reconocimiento por su reciente informe sobre la participación de agentes estatales en 
las actividades del paramilitarismo565. 
Por otra parte, en medio de la presión generada por el creciente interés de las élites políticas 
en la protección de los DD.HH., el 21 de mayo de 1985 el canciller colombiano Guillermo 
Fernández de Soto ratificó el Convenio de San José, en la sede de la OEA en Washington. 
Por medio de este instrumento, Colombia aceptó la competencia de la CIDH, asunto frente 
al que solo Chile, Paraguay y EE.UU. permanecían reacios. Fernández de Soto señaló 
durante la ceremonia: “Nuestro país ha sido un celoso defensor de esta noble causa”566. Al 
aceptar este convenio, el Estado daba una muestra de compromiso con la protección de los 
DD.HH., en una especie de acción afirmativa que hacía parte de la política de paz de 
Betancur y de su interés por estos derechos. Fue así como, a la ratificación del Pacto de San 
 
 
563 Así lo demuestra, por ejemplo, la masiva participación ciudadana durante el foro por el derecho a la vida, 
la paz y la apertura democrática. Foro desarrollado en marzo de 1983 en Bogotá y cuyas conclusiones 
abarcaron: la amnistía como base para la paz, la apertura democrática, la superación de la “satelización” frente 
a los EE.UU., el apoyo a las investigaciones sobre el MAS, la condena a toda forma de violencia, cambios 
económicos y sociales para superar la desigualdad y el reclamo de seguridad para los campesinos en sus tierras. 
564 Bajo el lema “Por las reformas políticas, sociales y la paz”. Durante este evento se discutieron cinco ejes 
temáticos: reformas constitucionales para la paz; balance de la situación de los DD.HH.; reformas políticas y 
garantías a la oposición; reformas sociales, agraria, urbana, laboral y de la justicia; y, reformas económicas. 
Con estos temas se evidencia que la apuesta de los foros por los DD.HH. tomaron una tendencia de amplitud 
y permitieron reconocer su apuesta por una constituyente que recogiera las iniciativas de transformación y de 
paz palpitantes al interior del movimiento de los DD.HH. 
565 El procurador Carlos Jiménez, presentó un informe en que señaló 150 casos de desaparición como 
responsabilidad de agentes de Estado y de la Guerrilla, las desapariciones registradas se distribuyen por 
departamentos, así: 35 Antioquia, 30 en Bogotá, 22 en Arauca, 12 en Boyacá, 10 en Santander, ocho en 
Guaviare, cinco en Valle, cuatro en Córdoba, tres en Cundinamarca, Meta y Quindío, dos en Caquetá, Cauca, 
Magdalena y Vichada, y una en Atlántico, Bolívar, Caldas, Cesar, Huila, Norte de Santander, Risaralda, 
Putumayo. “Informe del procurador sobre 150 desaparecidos”. El Espectador [Bogotá], oct. 21, 1984: 1A. 
566 “Colombia acepta fórmula de la OEA sobre DD.HH.”. El Espectador [Bogotá], jun. 22, 1985: 13. 
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José, le siguieron acciones como la expedición de un Decreto el 8 de septiembre de 1985, 
que fusionaba las Comisiones de Paz y de Verificación en una sola de carácter permanente; 
y las frecuentes declaraciones en las que algunos miembros del gabinete presidencial se 
apartaban del rechazo a los informes de organizaciones internacionales que vigilaban los 
DD.HH. en el país567.  
En esa misma dirección, ante la arremetida de los grupos de narcotraficantes en contra de 
las personalidades de la vida nacional, las reacciones de rechazo al terrorismo y la 
generación de alternativas institucionales que buscaban perseguir a los responsables de la 
violencia estuvieron a la orden del día. Durante el mes de agosto de 1986, ante el homicidio 
del magistrado de la CSJ Hernando Baquero Borda, el Senado de la República anunció la 
creación de una comisión especial para evaluar la violencia en el país. Dentro de las 
funciones de esta comisión, se introdujo la tarea de realizar un estudio sociopolítico de la 
violencia que condujera a conclusiones para enfrentarla y convertir las recomendaciones en 
proyecto de ley568. Paralelamente, el nuevo general del Ejército, Oscar Botero, prometió 
velar celosamente por el respeto de los DD.HH., a la par que, durante el Foro Nacional sobre 
Desaparecidos realizado en la Asamblea Departamental de Antioquia, el Procurador General 
Carlos Jiménez señalaba:  
Yo he dicho y proclamo a los cuatro vientos que en Colombia se mata, se tortura, se 
desaparece a la gente: lo hacen gentes con autoridad, agentes de seguridad del Estado, 
soldados y policías… ¿qué más puedo hacer, voz que clama en el desierto? He llegado a 
desafiar las iras de cuanto defensor de oficio de la represión. Aquí tenemos a montones, 
diciendo no solo los sitios sino las instituciones y las personas. Y he obrado así, no frente a 
hechos aislados o a conductas esporádicas u ocasionales, de las que en todo tiempo y lugar 
 
 
567 El saliente ministro de justicia Enrique Parejo rechazó las declaraciones del ministro de la defensa respecto 
de los informes de AI y señaló como una mala práctica, el rechazo de tales informes en lugar de investigar las 
graves acusaciones. “‘Investigar y no rechazar informes de amnistía’”. El Espectador [Bogotá], jul. 28, 1986: 
5A. 
568 Del grupo de legisladores que integraron esta comisión se destaca el dirigente de la UP y defensor de los 
DD.HH. Pedro Nel Jiménez. El 7 de julio de 1987, la comisión de estudios sobre la violencia, creada por orden 
presidencial en enero de 1987 y coordinada por Gonzalo Sánchez, entregó al ministro de gobierno, Cesar 
Gaviria, los resultados de su investigación, compilados en el libro Colombia: violencia y democracia. Este 
estudio abrió nuevamente el debate sobre la pertinencia del Decreto 3398 que permitía la creación de ejércitos 
de autodefensa. “Estudio para erradicar la violencia”. El Espectador [Bogotá], jul. 8, 1987: 11A. 
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han ocurrido, ocurren y seguirán ocurriendo, como es humano esperar, sino cuando me he 
visto la cara con líneas continuadas y sistematizadas de acción569. 
Durante los años finales de la década de 1980, el interés por la promoción sobre los DD.HH., 
llevó a la inauguración del primer instituto especializado en la materia por parte del gobierno 
Barco, como un homenaje al inmolado periodista y fundador del diario El Espectador 
Guillermo Cano Izasa570. De esta forma, por vía de la expedición del Decreto 674 de 1987 
fue creado el Instituto de DD.HH. Guillermo Cano, adscrito a la Escuela Superior de 
Administración Pública (ESAP)571. En esa dirección, el 15 de mayo de 1987, el secretario 
general del Ministerio de Educación, Luis Carlos Fallón, propuso la creación de la primera 
Cátedra de DD.HH. en las facultades de derecho y diplomacia del país. Este anuncio se dio 
en vísperas del Congreso Internacional de DD.HH. que se realizó en París. Con la propuesta, 
el gobierno colombiano buscaba “…la institucionalización en los centros superiores de 
enseñanza de esta cátedra de derechos humanos [para contribuir] a la formación de mejores 
ciudadanos del mundo”572.  
En noviembre de 1987, el presidente Barco creó la Consejería para los DD.HH. de la 
Presidencia de la República, encabezada por Álvaro Tirado Mejía, quien el 2 de diciembre 
de 1987, dentro de sus primeras acciones como consejero, anunció el interés del gobierno 
por tipificar la desaparición forzada como delito autónomo y la elevación de la pena prevista 
 
 
569 “‘En Colombia se mata, se tortura, se desaparece’: procurador”. El Espectador [Bogotá], ago.30, 1986: 
13A. 
570 Dentro de las muchas actividades simbólicas que se desataron tras la muerte del director de El Espectador 
se destacan: la marcha del silencio desplegada el 17 de diciembre de 1986 por el círculo de periodistas de 
Bogotá; el foro “Guillermo Cano por la vida y los DD.HH. desarrollado el 9 de febrero de 1987 en la Cámara 
de Comercio de Bogotá; y, como un hecho posterior, pero que también evidencia la reacción de los periodistas 
ante la violencia, se destaca la negativa de Alfonso Cano Isaza, otro de los “cuatro ases” del diario bogotano, 
a publicar su acostumbrada editorial y en su lugar dejó un gran espacio en blanco para después aclarar: “El 
autor de esta columna se silencia desde hoy, en forma indefinida, porque entiende que en Colombia, a 
determinados miembros de una familia, les ha sido conculcada la libertad de escribir”. “El Espectador se ve 
obligado a omitir su opinión editorial mientras regresa al país el presidente de la república y se concretan 
plenamente los caminos para garantizar la vida humana y la libertad de expresión”. “La razón de un silencio”. 
El Espectador [Bogotá], abr. 3, 1990: 2A. 
571 La creación y puesta en funcionamiento del instituto el 25 de diciembre de 1988, pretendía la realización 
de estudios, investigaciones y trabajos científicos relacionados con la protección y la promoción de los 
DD.HH., además de impulsar un Centro de Documentación y una biblioteca especializada, así como otorgar 
becas, premios y auxilios.  
572 “Proponen cátedra de los derechos humanos”. El Espectador [Bogotá], may. 16, 1987: 15A. 
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para el delito de tortura en la legislación interna. Asimismo, de la mano del CPDH, la 
Consejería realizó una campaña publicitaria de carácter educativo; estableció la 
obligatoriedad de una cátedra de DD.HH. en colegios y universidades; e incentivó la 
organización de Comités de DD.HH. en todas las cárceles, centros educativos y hospitales 
públicos del país. Estas iniciativas contaron con el apoyo del Ministerio de Educación y se 
extendió a los miembros de la fuerza pública. Adicionalmente, la oficina dirigida por Tirado 
Mejía desarrolló diferentes encuentros académicos por la democracia y los DD.HH., en los 
que frecuentemente participaban las universidades públicas y privadas573. 
Mientras todo esto sucedía, la labor de los defensores de DD.HH. se extendía de la denuncia 
sobre la ocurrencia de los hechos, a la demostración de las relaciones ocultas entre miembros 
de la FF.AA. y paramilitarismo, como responsables de los crímenes cometidos en el marco 
de la guerra sucia574. Pese a ello, la participación de agentes de Estado encubiertos en el 
asesinato selectivo de líderes sociales y políticos, fue asumida por los sectores hegemónicos 
como la inevitable existencia de manzanas podridas al interior de la fuerza pública575 y a la 
par que negaba el carácter sistemático de los homicidios selectivos y de las masacres, 
reforzaba su apuesta por promover los DD.HH., llegando incluso a la organización de foros 
 
 
573 Todo esto sucedía a la par que la CSJ declaraba la inconstitucionalidad de la facultad otorgada 3 décadas 
atrás a los militares de juzgar a los civiles. Girón y Arenas (directores). Gotas … 53. 
574 Las reacciones que siguieron al asesinato del dirigente del Sindicato Único de Trabajadores de la Industria 
de Materiales para la Construcción (SUTIMAC) y ex concejal por la UP, León Cardona, permiten ilustrar lo 
señalado: “…esta guerra sucia puede parar siempre y cuando el Gobierno se sume al clamor de todos los 
sectores que desean la paz y la concordia de los colombianos y no tener que seguir lamentando la muerte de 
luchadores obreros y populares como los citados se suman a la interminable lista de líderes sociales asesinados 
por grupos de sicarios al servicio de intereses oscuros …”. “Asesinado presidente de Sutimac, en Medellín”. 
El Espectador [Bogotá], ago. 31, 1988: 17A. 
575 El 1 de noviembre de 1988, un grupo de paramilitares masacraron a 43 personas en el municipio de Segovia 
(Antioquia), la acción se desarrolló por cerca de dos horas y media sin que hicieran presencia la Policía ni 
miembros del Batallón Bomboná. La población reaccionó de inmediato con la realización de un paro cívico y 
posteriormente, ante la retaliación de los paramilitares, se registró un éxodo de campesinos que caminaron 
desde Segovia hasta Zaragoza. El 6 de diciembre de 1988, la Procuraduría dio a conocer su informe sobre la 
masacre de Segovia, acusando la responsabilidad del Ejército por omisión y el 3 de febrero de 1989 la Juez 
sexta de Orden Público de Medellín dictó auto de detención en contra de 3 oficiales del ejército y uno de la 
policía que auxiliaron a los perpetradores de la masacre. Informó la prensa: “Un grupo de paramilitares 
fuertemente armado puede penetrar a una población, dar muerte a 43 personas, dejar heridas a otras 53 y 
escapar libremente sin que las autoridades puedan actuar rápidamente, pues el primer deber de ellas es proteger 
las instalaciones militares y después acudir en defensa de la ciudadanía”. “Asesinos motorizados masacran a 
población de Segovia”. El Espectador [Bogotá], nov. 13, 1988: 9A.  
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regionales sobre DD.HH. convocados por la consejería presidencial y que contaron con la 
participación de las autoridades locales y de los órganos de control576.  
De acuerdo con lo anterior, el 23 de mayo de 1988, a propósito de la celebración de la 
primera semana por los DD.HH., el Ministerio de Educación instó a todos los colegios del 
país a realizar actividades especiales sobre la materia; en Bogotá, la Procuraduría dispuso 
un grupo de 111 abogados, encargados de recorrer las escuelas públicas para explicar la 
historia y evolución de los DD.HH. y las garantías jurídicas que los cobijaban; el consejero 
presidencial Álvaro Tirado Mejía, promovió la “cultura de los DD.HH.” en oposición a la 
“cultura de la violencia”; y el ministerio público lanzó la Cartilla “DD.HH., reflexión y 
acción. Una guía para el educador” con la que esperaba implementar la cátedra de DD.HH. 
en el país. 
Luego del asesinato del Procurador Hoyos, hombre que gozaba de cierto respaldo por parte 
de las organizaciones defensoras, la dirección de ese despacho fue asumida por Horacio 
Serpa Uribe, quien por medio de la Resolución 014 del 14 de junio de 1988 amplió la 
participación de las ONG y su órbita de actuación, facultándolas para recibir y escuchar 
quejas. Dentro de las organizaciones autorizadas por el nuevo Procurador se cuentan: el 
CPDH, la FCSPP, el CCAJAR, el Comité de Madres y Familiares de Presos Políticos y el 
Colectivo por la vida 5 de junio. De la mano de estas asociaciones, la Procuraduría amplió 
el acceso al aparato de justicia por parte de los ciudadanos afectados, alimentando su 
capacidad para generar pronunciamientos de rechazo a las violaciones. Con este espaldarazo 
del ministerio público a las labores de defensa, se promovieron diferentes denuncias 
relacionadas con la utilización de instalaciones militares como lugares de detención de 
civiles, además de la presentación del primer proyecto de ley para la tipificación del delito 
de desaparición forzada577. 
 
 
576 El 7 de abril de 1988, Barco instala en Cali el foro regional sobre DD.HH., organizado por la administración 
local y que contó con la presencia de gobernadores y personeros de diferentes departamentos del país. Los 
temas tratados fueron la atención a la infancia, la protección a las comunidades indígenas y el respeto por la 
vida. 
577 Romero, Flor, “Emergencia de los Movimientos Sociales en la Región Andina. El movimiento de Derechos 
Humanos en Colombia”. PADH – UASB, Boletín N° 5.  
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Por otra parte, tanto la Procuraduría, como la Consejería para los DD.HH. desplegaron 
diferentes actividades de incidencia internacional que sirvieron para evidenciar fenómenos 
disímiles. De una parte, el gobierno concentraba sus esfuerzos en resaltar los avances del 
país en la garantía de los DD.HH.; por el otro, el ministerio público, en un tono de denuncia, 
llamaba la atención sobre las causas estructurales que alimentaban el uso de la violencia 
entre los colombianos. De esta manera, como preludio de la participación del consejero 
presidencial para los DD.HH. en las sesiones de la Comisión de DD.HH. de la ONU, éste 
sostuvo reuniones con personalidades como Michelle Mitterrand, primera dama de Francia, 
con el fin de difundir las labores del gobierno Barco en la materia578. Entre tanto, el 6 de 
marzo de 1989, durante su intervención en el Foro de Washington, el procurador Serpa dictó 
la conferencia “Narcotráfico, DD.HH y democracia en Colombia”, en la cual señaló que la 
violencia colombiana: “[…] corresponde al marcado desequilibrio económico existente, 
resultado directo de una inadecuada distribución de la riqueza nacional de la que 
preferencialmente se han lucrado unos sectores ciudadanos más preocupados por la 
acumulación de capital que por entender el drama de sus compatriotas”579. 
La generación de un discurso cercano a las “históricas” reivindicaciones de los defensores, 
por parte de una entidad como el ministerio público, facilitó su articulación. De tal forma 
que, para el 19 de abril de 1990, el Procurador General de la Nación anunció la creación, 
dentro de sus dependencias, de una Comisión para la Defensa de los DD.HH. Esta 
dependencia fue encargada de tramitar “…las denuncias relacionadas con aprehensiones, 
retenciones y detenciones ilegales, así como el tratamiento injusto por parte de las 
autoridades a los detenidos, genocidios atribuibles a las autoridades, homicidios, lesiones, 
torturas y tratamientos crueles, degradantes e inhumanos cometidos por funcionarios del 
 
 
578 Del lado de las FF.AA., también se evidencia un cambio en el discurso que, para diciembre de 1989, adquiría 
un tono de constricción por parte de los altos mandos militares. Ese día, el General de las FF.AA., Nelson 
Mejía, efectuó un llamamiento a sus subordinados para actuar con severidad, pero respetando los DD.HH. “No 
podemos equivocarnos, no podemos ofender a las gentes, hay que combatir con agresividad, pero respetando 
los derechos y las obligaciones de la persona humana. Solo así podremos contribuir eficazmente a la creación 
de una Colombia mejor”. “Tirado Mejía se entrevistará con esposa de Mitterrand”. El Espectador [Bogotá], 
feb. 13, 1989: 9A. 
579 “Patético análisis de la violencia en Colombia”. El Espectador [Bogotá], mar. 7, 1989: 12A. 
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Estado”580. Aparte de múltiples instituciones, en la comisión estuvieron representados el 
CPDH, ASFADDES, la FCSPP, y el Comité de Madres de Presos Políticos. De igual forma, 
que se contempló la autorización para que pudieran acudir a las sesiones de la comisión, el 
CCAJAR, el colectivo por la vida 5 de junio, la comisión por la vida, la justicia y la paz de 
la iglesia católica, la CUT, la ANUC, el CINEP y la coordinadora nacional de DD.HH. y 
damnificados de la guerra sucia. 
Finalmente, tras la posesión presidencial de Cesar Gaviria Trujillo, el 24 de agosto de 1990 
asumió como nuevo Consejero Presidencial para los DD.HH., Jorge Orlando Melo. Durante 
este mandato, el 9 de septiembre fue instaurado como el día nacional de los DD.HH., un 
acto simbólico que evidencia la consolidación de las actividades de denuncia como un hecho 
irreversible. Esta realidad, se desarrolló de la mano con una cierta conciencia internacional 
sobre la gravedad de la situación de los DD.HH. en el país, de tal forma que las exigencias 
al Estado colombiano se hicieron cada vez más elevadas. “En consecuencia, el gobierno se 
vio enfrentado a sofisticar los mecanismos y espacios de tratamiento de los derechos 
humanos, lo cual desembocó en la proliferación de oficinas gubernamentales sobre el tema, 
constituyéndose, al decir de muchos, en la burocracia de derechos humanos más grande de 
América Latina”581. 
A lo largo del periodo estudiado la constante transformación de los repertorios de 
movilización social para la defensa de los DD.HH. estuvo marcada por las dinámicas 
sociales y políticas que abrieron diferentes escenarios de lucha. Esto como consecuencia, 
por un lado, de la transformación de los repertorios represivos empleados por los sectores 
hegemónicos y por el otro, de las oportunidades de acción y de la solidaridad despertada 
ante la sensación de vulnerabilidad de los sectores subalternos frente el poder absoluto del 
Estado. Tales oportunidades de gozaron de una gran proyección ante la expansión de las 
luchas por los DD.HH. en diferentes sectores de la sociedad civil, sin embargo, el hecho de 
que los DD.HH. hayan terminado por entrar en un proceso de politización, terminó por diluir 
 
 
580 “Creada comisión para la defensa de los derechos humanos”. El Espectador [Bogotá], abr. 20, 1990: 12A. 
581 ASFADDES, Veinte… 75. 
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las posibilidades de alcanzar los cambios más profundos que entrañaban tales luchas (por 
ejemplo, la democratización de las relaciones políticas, la lucha contra la impunidad o la 
humanización de la justicia). 
Así las cosas, la estructura política en la que se enmarcó la movilización por la defensa de 
los DD.HH. terminó por procesar y absorber las demandas, de ahí que las reformas al modelo 
jurídico hayan sido su destino real. Lo anterior obedece, en concordancia con Sidney 
Tarrow, a que las circunstancias que rodearon la defensa de los DD.HH. llevaron a su 
absorción, por lo menos en lo discursivo, y colateralmente, a la disminución de la amenaza 
de disrupción. No obstante, si hay una cosa que queda de manifiesto en este análisis de las 
primeras dos décadas de desarrollo de las luchas por la dignidad humana en Colombia, es 
que las aspiraciones de los defensores mantienen su vigencia y con ello, que su capacidad 
de impulsar transformaciones culturales y de grabar en el imaginario colectivo la necesidad 










Gráfico 7. Resumen. Elaboración propia. Fuente: Base de datos de prensa construida para esta 
investigación. 
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Con el objetivo de fundamentar las principales conclusiones de este trabajo se repasarán 
algunos de los elementos más importantes que constituyen el legado de la presente 
investigación de cara a futuros estudios sobre la movilización social en el país, y 
especialmente sobre la movilización en torno a los DD.HH.  
1. La apertura de nuevos espacios de identidad y de resistencia a propósito de los DD.HH. 
solo ha sido posible al reconocer el vínculo entre tales luchas con fenómenos como la 
represión y el conflicto social de carácter armado que experimenta Colombia. En un 
escenario como este, a la par de la movilización por los DD.HH., los sectores subalternos 
fueron construyendo diferentes formas de comprender la justicia, generando con ello fuertes 
tensiones sociopolíticas frente a los sectores hegemónicos. Dichas tensiones dejaron al 
descubierto que tanto la justicia como el derecho son escenarios de disputa cultural, en los 
que se enfrentan diferentes formas de comprender lo social, lo político y, ante todo, lo justo.  
A lo largo del periodo estudiado, las luchas por los DD.HH. se desarrollaron en un marco 
de transformación general de la movilización social, cuya emergencia se reflejó en el 
establecimiento de un nuevo escenario de disputa sobre la definición de los valores sociales 
y la resignificación simbólica de un asunto sensible como es la justicia. En ese sentido, la 
defensa de las garantías fundamentales transformó a los DD.HH. de simples postulados 
jurídicos sin posibilidades concretas de materialización, en una plataforma de acción 
colectiva, capaz de construir una agenda propia a propósito de la promoción y la defensa de 
la dignidad humana.  
Así las cosas, la Colombia del periodo estudiado es un claro ejemplo de la participación de 
múltiples sectores sociales en la construcción de sentidos sobre los DD.HH., pues aunque 
estos derechos emergieron como un modelo universal en el contexto de la guerra fría, la 
represión militarista empleada durante la década de los 70 en el país permitió la generación 
de manifestaciones de resistencia que, a propósito de la defensa de los presos políticos, 
despertaron la solidaridad de un importante sector de la población. Incluso podría 
considerarse que tanto la defensa de los presos de conciencia como la denuncia de las 
torturas, permitieron la apropiación de los DD.HH. como una plataforma de acción contra 
hegemónica desde la cual se proyectaron denuncias mayores, relacionadas con la existencia 
Conclusiones 297 
 
de un modelo de control social fundamentado en el militarismo y que permanecía oculto tras 
la apariencia civilista que conservaba el Estado.  
2. Por otra parte, si bien podría considerarse que la entrada de los discursos relacionados con 
la defensa de los DD.HH. fue, en principio, una apuesta de los sectores subalternos por 
construir mecanismos de defensa ante la arbitrariedad y el abuso de poder estatal, resulta 
imprescindible destacar que los EE.UU. jugaron un papel determinante en el 
posicionamiento de la materia como imperativo moral de acción para los países bajo su 
influjo. En ese sentido, el giro dado por el gobierno de Jimmy Carter hacia el establecimiento 
de una política de protección de los DD.HH., como rasero con el que se medía la 
democratización de sus países aliados durante la guerra fría, demuestra que la proyección 
de tales derechos no fue un asunto de interés exclusivo de los sectores golpeados por la 
arbitrariedad estatal.  
A pesar de que para finales de la década de 1970 el país gozaba del respaldo de los EE.UU. 
y era señalada como una de las naciones en las que se evidenciaba un mayor respeto por el 
catálogo de derechos, tales reconocimientos se desarrollaban haciendo oídos sordos ante las 
denuncias sobre la práctica sistemática de detenciones, juicios masivos, torturas y otras 
medidas represivas en el marco del Estatuto de Seguridad de Turbay582. Esto podría 
explicarse al considerar que desde Norteamérica se desplegaron actividades por consolidar 
el concepto de DD.HH. (estimulando una especie de discurso moral cuyo imperativo es el 
 
 
582 El despertar de la movilización en defensa de los DD.HH. significó el inicio de la estigmatización y 
persecución en contra de quienes se perfilaban como defensores. Los hechos suceden como en un espiral en 
que transitan: 1) inconformidad, agitación y movilización social; 2) enfrentamientos con la fuerza pública; 3) 
asesinatos, capturas, torturas y juicios masivos contra los manifestantes; 4) movilización contra la represión; 
y, 5) nuevos asesinatos, capturas, torturas y juzgamientos a los manifestantes. La historia narrada a lo largo de 
estas páginas es una contribución a la identificación de los actores que denunciaron al Estado como responsable 
de las violaciones a los DD.HH., así como de sus acciones y de sus demandas en medio de una “espiral, 
represión-resistencia”. De acuerdo con Medófilo Medina, “…se advierte como la represión o la provocación 
despiertan en las masas comportamientos parecidos a aquellos que identificarán en otros escenarios […] llaman 
la atención las pautas de acción de las multitudes en el paro cívico realizado el 10 de octubre de 1983 en 
Cartago, o la culminación violenta de la protesta ciudadana por el asesinato de un dirigente cívico, el médico 
Julián Darío Conrado David, por un sicario de bandas paramilitares en el municipio de San Carlos, en el oriente 
antioqueño, el 23 de octubre de 1983”. Medina, Medófilo. La protesta urbana en Colombia en el Siglo XX 
(Bogotá: Aurora, 1984) 17. Alape, Arturo. La paz, la violencia: testigos de excepción (Bogotá: Planeta, 1985) 
390. 
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principio de Dignidad Humana), las cuales coincidieron en Colombia, con la asimilación de 
estos conceptos por parte de los sectores subalternos. Tal coincidencia resultó en que los 
derechos pasaron de ser consignas a plataforma para la autoprotección de las personas 
perseguidas por el Estado colombiano e inclusive para la proyección de agendas políticas 
alternativas. Nuevos aires de democracia fundados en el respeto por los DD.HH. inundaron 
la región y, sin embargo, el camino no era claro, menos aún, cuando la agenda de la sociedad 
civil además de democracia exigía justicia. La superación de los regímenes totalitarios y la 
consecuente democratización de los Estados latinoamericanos aparecía como un imperativo 
que se reforzaba con la entrada en escena de los discursos políticos elaborados alrededor de 
estos derechos.  
3. El desarrollo de los acontecimientos que delimitaron el espacio en el que se gestó el 
embrión de la movilización social en defensa de los DD.HH., permite reconocer una 
multiplicidad de factores sociopolíticos que saltan a la vista tras un ejercicio de contrastación 
entre protesta social y represión estatal. Este ejercicio comparativo ha permitido avanzar en 
el reconocimiento de las demandas, actores y repertorios de acción del embrionario 
movimiento de defensa de los DD.HH., fijando como referencia el contexto sociopolítico en 
el que comenzaron a conjugarse estos elementos en respuesta a una cultura jurídica y política 
represiva impulsada por el Estado colombiano entre los años 1970 y 1991. El modelo 
represivo, por medio del cual los sectores hegemónicos buscaron mantener al margen la 
amenaza de la expansión de las ideas revolucionarias en Colombia, se convirtió en el 
detonante para el nacimiento de “nuevos conflictos”, el despertar histórico-político de 
“nuevos actores” y el desarrollo de “nuevas formas de resistencia”583. 
En América Latina los modelos de control autoritarios, tanto civiles como militares, se 
vieron en la obligación de posibilitar una política de protección mediante la cual se 
 
 
583 Estos derechos se convirtieron en una especie de eje de articulación que proyectó las luchas identitarias 
hacia nuevos planos, aspecto que se desprende luego de considerar la centralidad que ocuparon las luchas de 
las mujeres y las luchas étnicas en la consolidación de los DD.HH. como presupuesto para la paz y la 
democracia. De esta forma, el movimiento de DD.HH. fue convirtiéndose en punto de convergencia y 
consolidación de una plataforma de oposición al régimen político y a sus políticas de seguridad, así como en 
un espacio de articulación para la acción, en ocasiones contestataria, que confrontó al Estado y lo forzó a 
adoptar medidas para la protección de estos derechos. 
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restringieron las atribuciones judiciales de que gozaban las fuerzas de seguridad. Sin 
embargo, más allá de detener la violación a los DD.HH. por vías institucionales, las luchas 
contra el militarismo de Estado derivaron en la transformación de un modelo que evolucionó 
en Colombia hacia la aplicación de la guerra de baja intensidad. Con ello la represión mutó 
hacia métodos obscuros de control social cuya ejecución fue relegada a manos privadas bajo 
el auspicio de las fuerzas de seguridad del Estado, grupos de narcotraficantes y terratenientes 
regionales.  
El trabajo evidencia que entre 1970 y 1991 la transformación de los modelos represivos 
empleados por los diferentes gobiernos, abrieron espacios de oportunidad para la acción 
política de los sectores subalternos; lo que es evidente en: i) la configuración de las 
demandas alrededor de las cuales se gestó la identidad de los defensores de DD.HH.; ii) la 
diversidad de actores e intereses que abrazaron la defensa de estos derechos, ampliando el 
horizonte de lucha para la movilización social y la capacidad de incidencia de los defensores; 
y iii) la utilización de métodos propios tanto de defensa como de protesta, que oscilaron 
entre la incidencia judicial, política y social, con un especial énfasis en lo simbólico. 
Veámos: 
 i) Configuración de demandas. La configuración de las demandas del movimiento de 
DD.HH. en Colombia fue el resultado de la respuesta de sectores subalternos frente a la 
oscilación del fenómeno represivo que, entre la legalidad y la ilegalidad, trató de frenar el 
avance de las transformaciones sociales y políticas en el país. La oposición a estos 
fenómenos generó una cierta unidad de acción entre los defensores de los DD.HH. y, 
lentamente, facilitó la configuración de una contracultura jurídico-política que trasegó entre 
un uso instrumental y la elaboración de discursos propios sobre la dignidad humana. En 
medio de este panorama, los DD.HH. se convirtieron en un asunto de interés general que 
englobaba, ya no solo una plataforma para la autoprotección de los perseguidos políticos, 
sino que se perfilaban como sustento de la democracia y de la paz.  
Las relaciones establecidas entre la emergencia de la figura de defensor de DD.HH. en 
Colombia y las diferentes materias alrededor de las que se configuraron las luchas por la 
promoción y la defensa estos derechos, constituyeron una poderosa fuente de identidad entre 
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actores, materias y oportunidades. De esta manera, la figura de defensor fue duramente 
atacada en un proceso de estigmatización que la relacionaba con las actividades de la 
insurgencia y, sin embargo, a su alrededor se sumaron diferentes actores que vieron en ella 
una oportunidad para la promoción de sus propios intereses.  
ii) Diversidad de actores e intereses. Las luchas por los DD.HH. involucraron a un buen 
número de sectores sociales que ampliaron el horizonte de lucha y la capacidad de incidencia 
de los defensores, a la par que generaron, en la democratización de las relaciones sociales y 
políticas, un horizonte de lucha común. Pese a ello, la composición de este horizonte no 
estuvo exenta de los diferentes intereses que determinaron el uso de los DD.HH. como factor 
de movilización social; lo que se manifestó tanto en la emergencia de las luchas por los 
DD.HH. en Colombia, como durante el auge y la expansión de las organizaciones defensoras 
y en la generalización de sus luchas. De acuerdo con lo anterior, la movilización en torno a 
estos derechos transitó entre la solidaridad y el altruismo, pero también entre discursos 
moralizantes y las posibilidades de ajuste al modelo político y social que estos brindaban584.  
La forma en que los usos tácticos enunciados llegaron a compartir un horizonte común, por 
lo menos en apariencia, resulta paradójica al considerar que quienes abrazaron las luchas 
por los DD.HH. en el país, no compartieron una idea estable ni mucho menos unívoca sobre 
lo que consideraban como apertura democrática y paz. El asunto se convirtió en un objeto 
de pugna constante, pero a la vez invisible, situación que adquiere sentido al considerar que 
la acción colectiva, lejos de ser un campo apacible, es uno en el que se desarrollan tensiones 
constantes y manifiestas tanto al interior como hacia el exterior de los grupos en acción. El 
movimiento por la defensa de los DD.HH. no escapa a esta consideración, pues a pesar de 
que a los defensores pudiera endilgárseles la idea de la democratización como objetivo 
común, no es posible desconocer que las actividades de defensa de tales derechos fueron 
 
 
584 En este punto se destaca una tarea pendiente para futuras investigaciones, como lo es, el papel de diferentes 
organizaciones religiosas, diferentes al catolicismo, en el posicionamiento de las luchas por los DD.HH. Sin 
embargo, es necesario reconocer que, un asunto que dificulta esta tarea es la escasez de fuentes escritas que 
permitan evidenciar el papel, por ejemplo, de las iglesias protestantes. Un punto de partida para ello, podría 
ser el reconocimiento de la trayectoria de las iglesias que, como la Menonita, han desarrollado tareas de 
reflexión en torno a la asistencia de las víctimas del conflicto armado. 
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asumidas por una gran diversidad de sectores y de actores con identidades e intereses 
políticos también diversos. Así, a la movilización por la defensa de los DD.HH. acudieron 
sectores cuyo interés era, evidentemente, desplegar una acción dirigida a provocar cambios 
radicales respecto de la participación política, social, e incluso económica, pero también 
sectores cuya acción estaba dirigida a recomponer el equilibrio de las relaciones 
preexistentes a partir de la promoción de la dignidad humana. 
En esa medida, dentro del universo de actores identificados en esta investigación, resalta la 
existencia de dos grandes grupos: el primero conformado por actores disruptivos, personas 
y sectores que ejercieron actividades de defensa de los DD.HH. como un medio para 
denunciar la arbitrariedad y la violencia estatal y paraestatal, y como plataforma para 
promover una democratización que implicaba la transformación de relaciones sociales, 
políticas y económicas. El segundo, compuesto por actores restaurativos, personas y sectores 
para quienes la promoción de los DD.HH. y de la democracia representó la oportunidad de 
humanizar, moralizar o simplemente recomponer la estabilidad institucional amenazada en 
un periodo turbulento de la historia colombiana. Esta clasificación permite: a) comprender 
las relaciones de uso de los DD.HH. y la pluralidad de intereses que se proyectaron a su 
alrededor; y b) marcar dos puntos aparentemente opuestos en el espiral de las 
representaciones elaboradas sobre estos derechos, pero que generaron interacción, 
solidaridad e incluso llegaron a ejecutar programas de acción común.  
iii) Repertorios de protesta y de defensa. Como ha quedado de manifiesto, la movilización 
por la defensa de los DD.HH. logró juntar los esfuerzos de múltiples sectores sociales que 
le imprimieron distintas cualidades a la tarea de posicionarlos dentro de la agenda política y 
social. Quizás una de las mayores virtudes de esta forma de abordar el asunto es el 
reconocimiento de formas específicas de acción colectiva que permitieron posicionar 
repertorios de protesta y de defensa, como una variación de la acción colectiva que surgió 
del movimiento de DD.HH. y que se extendió a diferentes tipos de demandas identitarias 
entrecruzadas con esta. 
Los repertorios empleados para protestar contra la arbitrariedad y para defender la dignidad 
humana gozaron de una oportunidad de proyección ante el interés de la comunidad 
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internacional sobre la situación del país. Es por lo anterior que entre 1978 y 1982, cuando 
las políticas represivas de corte militarista pasaron de su mayor auge a su más profunda 
crisis, los defensores privilegiaron el uso de prácticas dirigidas a incidir institucionalmente 
y a llamar la atención de la comunidad internacional, ante la fuerte represión de que eran 
objeto las formas tradicionales de movilización social585. Luego, las expectativas de alcanzar 
la paz y, posteriormente, la arremetida terrorista contra la oposición política se reflejó en un 
aumento de la incidencia institucional que fue combinada con diferentes repertorios, tales 
como la documentación de las violaciones586 y la realización de actividades con fuerte carga 
simbólica. 
4. La crisis del modelo represivo que se desató durante los primeros años de la década de 
1980 se convirtió en oportunidad para que los directamente afectados por la violencia de 
Estado, se asumieran a sí mismos como sujetos de transformación política, otorgándole al 
concepto de víctima un papel relevante que se proyectó hasta nuestros días. Emerge aquí 
una de las tareas por desarrollar en futuras investigaciones; me refiero al análisis de la 
entrada de la justicia transicional como medio en el que las víctimas potenciaron las luchas 
por la materialización de sus derechos a la verdad, a la justicia y a la reparación en el marco 
de fuertes confrontaciones que derivaron, por ejemplo, en la definición de los modelos de 
Justicia y Paz y del Sistema Integral para la Verdad, la Justicia, la Reparación y la No 
Repetición, este último como resultado del Acuerdo Final de Paz de La Habana. 
5. Esta investigación ha dado cuenta de las diferentes manifestaciones de resistencia política 
y cultural generadas para enfrentar la represión, de los distintos usos tácticos que se 
desarrollaron a propósito de la defensa de los DD.HH. y de las variaciones en los ámbitos 
 
 
585 En realidad, fueron tres fenómenos distintos los que se conjugaron para obligar al Estado a transformar tales 
prácticas represivas: i) el auge en la acción de las organizaciones sociales en contra de la represión oficial; ii) 
el condicionamiento del respaldo norteamericano que abogaba por la adaptación de las instituciones y por la 
formalización de los DD.HH.; y iii) la presión internacional ejercida en contra de los diferentes gobiernos. 
586 Los cambios en las formas de reprimir la movilización social como producto de la implementación del 
modelo de guerra fría representaron una especie de abstracción en la figura del verdugo. De ahí que los 
defensores desplegaran sus actividades en el ejercicio de presionar al gobierno para que actuara como garante 
de los derechos de sus ciudadanos, pero también en actividades de documentación y análisis, a través de las 
cuales se desarrollaron variados intentos por reconocer al enemigo y por comprender el fenómeno del que 
estaban siendo víctimas. Ver: Archila. “Control de las protestas: Una cara de la relación Estado y movimientos 
sociales, 1975-2015. Cuando… 63 – 155. 
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de significación otorgados al concepto de DD.HH. Los métodos empleados por los 
defensores para posicionar sus luchas guardan una estrecha relación con la construcción de 
los significados sociopolíticos asociados a los conceptos de DD.HH. y de defensores de 
estos derechos, pasando de ser simplemente ignorados tanto por el Estado como por los 
sectores hegemónicos, a ser integrados dentro de sus prioridades o simplemente, a 
estigmatizarlos. Es para resaltar que, durante la década de 1970, mientras los DD.HH. se 
encontraban en una suerte de desuso, los sectores subalternos, aprovecharon el contexto 
internacional favorable y lograron anclar sus luchas a tales derechos para, de cierta forma, 
instrumentalizarlos y construir a su alrededor un espacio identitario para la acción y la 
incidencia judicial, política y cultural. 
Posteriormente, al quedar descubierta la potencialidad que guardaban estos derechos se 
generó una disputa sobre sus significados, ya que, por un lado, la estigmatización que otrora 
había estado restringida para demeritar a los activistas sociales, se amplío a los defensores 
de las garantías mínimas quienes frecuentemente fueron tildados de guerrilleros; y por el 
otro, los DD.HH. adquirieron tal entidad que les proyectó como un presupuesto ineludible 
para la democracia. Ya durante la década de 1980 el uso de los DD.HH. no solo estaba 
generalizado, sino que comenzaba un proceso de abstracción, fruto de la diversidad de 
cargas sociopolíticas que le fueron asignadas. Lo anterior es evidente si se considera que, a 
pesar de que era común que tales derechos fueran considerados como sustento de la 
democracia, persistían discursos que los señalaban como arma de la insurgencia o como 
herramientas para la dominación hegemónica; sin embargo, lo paradójico es que para finales 
del periodo ya casi nadie se oponía a la necesidad de garantizar estos mínimos, siendo este 
un factor decisivo para su constitucionalización en 1991587.  
6. La promoción de estos derechos abrió, por un lado, las puertas para el posicionamiento 
de nuevas identidades y resistencias que se fortalecieron de forma recíproca gracias a su 
 
 
587 Evidentemente, otra de las tareas pendientes es el análisis de las trayectorias de la defensa de los DD.HH. 
a partir de 1991. Estudio que podría ser abordado, por ejemplo, a partir de la transformación de los imaginarios 
en los sectores de la izquierda radical y, en general, en los grupos armados que, habiendo dejado las armas, 
optaron por construir organizaciones dedicadas a la defensa y a la promoción de los DD.HH. 
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entrecruzamiento con los DD.HH. tales como las causas de género, orientación sexual, 
cuestiones étnicas y ecologistas. El análisis de las trayectorias de dos experiencias de 
movilización social con un fuerte arraigo identitario, como lo fueron las luchas de las 
mujeres y de los pueblos indígenas, y de su entrecruzamiento frente a la emergencia de los 
discursos sobre los DD.HH. fue uno de los mayores retos enfrentados a lo largo de esta 
investigación. Estudiar el aporte de las mujeres y de los indígenas a las luchas por la dignidad 
humana, fue tan solo un intento por reconocer la diversidad de interpretaciones sectoriales 
sobre la materia, por tal razón, un asunto pendiente para futuras investigaciones es el análisis 
uno a uno de los entrecruzamientos ausentes en este trabajo, comunidades 
afrocolombianas588, sectores LGBTI, ambientalistas, etc.  
7. Finalmente, la investigación desplegada permite señalar que la consagración de los 
DD.HH. en la constitución de 1991, no se tradujo en la materialización de las demandas 
impulsadas por los defensores que páginas atrás fueron caracterizadas como actores 
disruptivos. Las tensiones respecto del uso instrumental de tales derechos se decantaron en 
la adaptación del modelo jurídico y político a estándares internacionales y en ese sentido los 
DD.HH. terminaron siendo absorbidos por el sistema para su estabilización. Por lo anterior, 
confiar a estos instrumentos la proyección emancipatoria del movimiento social 
representaría “cumplir una función ideologizada a favor, más que del derecho, de los 
intereses de poder que buscan neutralizar los movimientos sociales críticos y contestatarios, 
y por otro lado, desmovilizar la acción que necesariamente tiene que ser política 
reabsorbiéndola hacia procedimientos institucionalizados que, en un momento dado, son los 
que tiene que desbordar y confrontar”589.  
 
 
588 El punto de partida para este análisis, por ejemplo, puede ser que el artículo 21 transitorio 21 de la 
Constitución Política de 1991, el cual derivó en la expedición de la Ley 70 de 1993, conocida también como 
la Ley de comunidades afrocolombianas. La existencia de una legislación que por primera vez reconoció a 
estas comunidades más allá de su arraigo campesino y declaró la existencia de derechos especiales es un asunto 
de vital importancia que podría ser rastreado en la obra de intelectuales como Nina Friedman y Jaime Arocha 
y en el legado de activistas como Carlos Rosero, entre otros.  




Recuperar el papel activo de los sectores subalternos en la construcción del derecho y la 
justicia, pasa no menos que por reconsiderar la fijación que persiste sobre la posibilidad de 
arrebatar el poder estatal de las manos de los sectores hegemónicos. Fijación que se traduce 
en considerar al Estado como modelo social por excelencia y peor aún, como el único 
razonablemente posible. Lo que está en juego a la hora de invocar el carácter emancipatorio 
del derecho no es su uso instrumental, cuyo alcance es meramente coyuntural pero que se 
desvanece en la medida en que absorbe la energía de una acción colectiva dirigida 
estrictamente a la positivización de sus reivindicaciones. En ese sentido, el carácter 
emancipatorio del derecho no está dado por su uso reivindicativo sino por su proceso de 
elaboración y desarrollo, los cuales no deben depender de la mediación estatal -aspecto al 
que se recurre como si se tratara de un fetiche que se despierta frente a la figura de autoridad 
que encierra el Estado- sino que tiene la potencialidad de ser el resultado de la exploración 
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A. Organizaciones relacionadas con la 
defensa de los DD.HH. (1970 – 1991) 




B. Desarrollo de la legislación de 
emergencia (1970 – 1991)  
















Por el cual se declara 
turbado el orden público y 
en estado de sitio todo el 





Decreto 250 de 
1958 
Código de JPM dictado en el marco del Decreto 
3518 de 1949, por medio del cual se declaró 
turbado el orden público y en estado de sitio todo 
el territorio de la República. Vigente entre el 
25/11/1958 y el 12/06/1989 
Ley 141 de 
1961 
En virtud del estado de sitio de 1949 se expidieron 
unos 10.000 decretos de emergencia, la mayoría 
de los cuales fueron adoptados como legislación 
permanente por vía de la Ley 141 de 1961 




Declara turbado el orden 







Creación de las Juntas de Autodefensa. Este 
decreto fue objeto de revisión constitucional en 
1988, y como consecuencia de ello se declaró la 
inconstitucionalidad de artículo 32. 
Ley 48 de 1968 Declara permanentes 24 Decretos dictados en vigencia del estado de sitio de 1965 
Sin estado de sitio entre 16/12/1968 y el 08/10/1969. 




Reforma constitucional que modificó, entre otros, 




Decreta el estado de sitio 





El estado de sitio se hace 
extensivo a todo el país a 




    




Decreta el estado de sitio 









Decreta estado de Sitio en 
todo el país por protestas 




Decreto 254 de 
1971 Competencia a los militares para juzgar civiles 
Decreto 1988 
de 1971 
Aumento de penas para los delitos de competencia 
de la JPM 
Decreto 409 de 
1971 
Por medio del cual se expide el Código de 
Procedimiento Penal vigente hasta el 1 de julio de 
1987 
1973 Decreto 133 de 1973 
Dispone enviar a la Gorgona a los culpables de 
delitos de competencia de la JPM 





Decreta estado de sitio en 
todo el país por protestas 
estudiantiles, amenaza de 



















Procedimiento para actos subversivos que 
constituyen alteración del orden 
Decreto 2407 
de 1975 Amplia la competencia material de la JPM 







Amplia los efectos del 
Decreto 1136 a todo el 
territorio nacional 
Decreto 429 de 
1976 
Modificación a los artículos 356 y 355 del CPC en 
lo atinente a allanamientos que ahora podrán ser 
practicados a cualquier hora del día o de la noche 
Decreto 528 de 
1976 
Prohibición de ingreso a la educación superior y 
arresto hasta por 180 días de los participantes en 
estas manifestaciones 
Decreto 756 de 
1976 
Dobló el tiempo con que cuentan los fiscales para 
practicar indagatoria en contra de sus detenidos, lo 
cual claramente es violatorio de los derechos de 
los capturados 























Medidas para reprimir la huelga de la salud y la 
inconformidad estudiantil. Las medidas pretenden 
llevar ante la JPM a quienes incurran en los 
delitos de asonada, incendio de vehículos, saqueo 









Adscribe a la JPM el conocimiento de conductas 




Prohíbe a los medios de comunicación transmitir 
cualquier tipo de noticia o comunicado o 





Toque de queda para Bogotá 
1978 
Decreto 70 de 
1978 
Medidas para combatir el secuestro y censura de 
prensa 
Decreto 184 de 
1978 Censura de prensa Decreto 370 de 
1978 
Decreto 1923 
de 1978 Estatuto de seguridad 
Decreto 1923 
de 1978 
Adscribe a la JPM el conocimiento de conductas 
perturbadoras del orden público. 
1979 Decreto 2482 de 1979 
Modificar parcialmente el procedimiento de los 
CVG sin perjuicio de garantizar a las partes el 






Reforma constitucional dirigida a la 
reestructuración del Estado. Crea la Fiscalía y una 
oficina delegada para los DD.HH. al interior de la 
Procuraduría. Declarado inexequible. 
1981 
Decreto 181 de 
1981 
Expedición de un nuevo Código de Procedimiento 
penal, cuya entrada en vigor estaba prevista para 
el 29 de enero de 1982, sin embargo, a propósito 
de la declaración de inexequibilidad de la reforma 
constitucional de 1979 (por medio de la cual se 
creaba la Fiscalía y dado que este decreto 
reglamentaba las funciones de esta nueva 
institución), el Congreso lo derogó por vía de la 




Por medio del cual se reglamenta el artículo 28 de 
la Constitución Nacional, sobre la retención de 
personas cuando hay graves indicios de que 




asegurar la efectividad de todas las garantías 
individuales a sus ciudadanos 
1982 
Sin estado de sitio 20/06/1982 - 01/05/1984 por vía del Decreto 1674 de 1982 
  
Ley 2 de 1982 
Por la cual se deroga el Decreto 181 de 1981 y se 
restablece la vigencia del Decreto 409 de 1971 
con las leyes y decretos que lo adicionan, 
complementan y reforman. 
Decreto 2711 
de 1982 






Por el cual se declara 
turbado el orden público y 
en estado de sitio el 
territorio de los 
departamentos de Caquetá, 
Huila, Meta y Cauca 
      
Decreto 
1038 
Por el cual se declara 
turbado el orden público y 
en estado de sitio todo el 















Por el cual se dictan medidas de orden público. 
Restringe la circulación de personas por diferentes 
medios, fluviales, aéreos y terrestres 
Decreto 1040 
de 1984 
Prohíbe las reuniones de carácter político, 
manifestaciones públicas y concentraciones 
estudiantiles y obreras 
Decreto 1041 
de 1984 
Dispone el arresto por el porte de capuchas o 
máscaras o de cualquier otro elemento que sirva 




Suspende la personería jurídica hasta por un año a 
los sindicatos, federaciones o confederaciones 
sindicales que ordenen, organicen, dirijan, 
promuevan, fomenten, apoyen o estimulen en 
cualquier forma, al margen de la ley, el cese total 




Autoriza a los alcaldes a cerrar los campamentos o 




Por el cual se crean un tribunal especial para 
inspeccionar los delitos políticos 
Decreto 3300 
de 1985 
Por el cual se crea un tribunal especial de 
instrucción y se dictan normas para su 
funcionamiento. El órgano de instrucción se creó 
para juzgar las actuaciones del presidente, las 
autoridades políticas y militares durante la toma al 
palacio de justicia 
Decreto 750 de 
1985 
Por el cual se Crea el Tribunal especial para 





Reforma constitucional mediante la cual se 
instituyó la elección popular de alcaldes 
1987 
Decreto 50 de 
1987 
Por medio del cual se expide un nuevo código de 
Procedimiento penal, vigente entre 1/07/1987 y el 
30/11/1991 
Decreto 674 de 
1987 
Por el cual se crea el Instituto de DD.HH. 
Guillermo Cano Isaza adscrito a la Escuela 
Superior de Administración Pública 
1988 Decreto 2550 de 1988 
Código Penal Militar, vigente entre el 12/06/1989 
y el 12/08/2000. El presidente Barco expide un 
nuevo código penal militar autorizado 
explícitamente para ello por vía de la Ley 53 de 
1987. "Artículo 1º De conformidad con el ordinal 
12 del artículo 76 de la Constitución Nacional, 
revístese al presidente de la República de 
facultades extraordinarias, por el término de un 
año, contado a partir de la promulgación de la 
presente Ley, para elaborar y poner en vigencia un 
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nuevo Código Penal Militar, y reestructurar la 
Justicia Penal Militar". 
1989 Sin estado de sitio desde el 31/08/1989 en virtud de los decretos 1965 y 1966 de 1989, mediante los cuales se establece un 
sistema de administración de recursos destinados a la seguridad, se dictan normas tendientes a otorgar garantías necesarias 








Por medio del cual se expide un nuevo Código de 
Procedimiento Penal, vigente entre el 30/11/1991 
y el 24/07/2001 





C. Participación territorial en las luchas 
por los DD.HH. (1975 – 1991) 












































































































































































































































PARTICIPACIÓN TERRITORIAL EN LAS 
LUCHAS POR  LOS DD.HH. (1975-1991)
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D. Casos emblemáticos de violencia en 
contra de la movilización social (1983 – 
1990) 
FECHA PERFÍL LUGAR HECHOS 
24/06/83 Dirigente 
sindical 
Itagüí El tesorero del sindicato nacional de trabajadores de Sofasa, salió de su casa 
desde el 21 de junio y nunca llegó a su lugar de trabajo. Días atrás había sido 
detenido e interrogado por el F-2.  
7/08/83 Militantes del 
MOIR 
Remedios Asesinato de 4 dirigentes del MOIR en Remedios-Antioquia, sus compañeros de 
militancia señalaron al gobierno como responsables. 
27/07/83 Defensor de 
DD.HH. 
Popayán Luis María Calderón, presidente de la Comisión de Derechos Humanos del 
Cauca fue asesinado el 27 de julio de 1983 en la ciudad de Popayán junto con 
otros tres líderes sociales. 
21/08/83 Dirigente 
sindical 
Armenia Asesinado el Secretario General de la Unión de Trabajadores del Quindío, 
Hernando Garrido, los hechos fueron endilgados al MAS. 
2/08/84 Líderes 
sociales 
Medellín Oleada de allanamientos y capturas sin orden judicial en Medellín contra líderes 
sociales, así lo denunció el CPDH en cabeza de Héctor Abad Gómez. 
4/06/85 Defensor de 
DD.HH. 
Bogotá Atentado al secretario técnico del CPDH y miembro del PCC, Hernando 
Hurtado, quien además era miembro de la Comisión de verificación de la tregua 
entre el gobierno y las FARC. 
6/11/85 Funcionarios 
de la rama 
judicial 
Bogotá Durante a la toma del palacio de Justicia, fueron asesinados los magistrados de la 
CSJ y fundadores del CDPDH, Alfonso Reyes Echandía y Manuel Gaona. 
15/11/85 Militantes del 
PCC 




Bogotá Asesinato del vocero político del EPL en los diálogos de paz con el gobierno 
Betancur desde 1983 Oscar William Calvo. 
30/11/85 Dirigente 
sindical 
Urabá  Asesinatos de 3 sindicalistas en Turbo, en total 10 miembros de este sindicato 
fueron asesinados durante 1985. 
7/12/85 Militantes del 
PCC 
Bogotá Bomba en el PCC en Bogotá, en el atentado murió Jesús Alberto García, 
estudiante de derecho de la U libre. Los miembros del PCC denunciaron la 
existencia del “plan cóndor” como un plan de exterminio en contra de los 
comunistas en Colombia. 
11/04/86 Defensor de 
DD.HH. 
Bogotá Mario Martínez denunció haber sido detenido y torturado por miembros del 
Batallón de inteligencia y contrainteligencia del Ejército, así mismo denunció 
que su raptó fue ejecutado mientras estaba en compañía de Emiliano Hernández 
quien fue asesinado por los militares para luego abandonar su cuerpo. Emiliano 
fue fundador de ASFADDES y en días pasados había participado en la jornada 
de oración y ayuno por los desaparecidos en Bogotá.  




Villavicencio Asesinados José Rafael Reyes Malagón diputado electo a la asamblea del Meta 
por la UP, y defensor de los derechos Humanos del CPDH y el concejal de 
Acacias por la UP Héctor Ramírez, estos hechos se sumaron a la oleada de 
violencia que azotó al departamento em 1986. 
23/08/86 Dirigente 
sindical 
Urabá  Capturado el dirigente del sindicato de trabajadores agropecuarios de Urabá, 
Rafael García. Sus compañeros denunciaron la ola de violencia en contra de los 
líderes sindicales. 
10/10/86 Defensor de 
DD.HH. 
Cali El CPDH y la FCSPP denunciaron el asesinato de Evert Marín miembro de 
dichas plataformas. El defensor fue arrestado en Cali, luego fue desaparecido y 
encontrado muerto con muestras de torturas en su cuerpo. Marín se encontraba 
alistando su viaje a Londres donde vivía desde hacía 7 años, trabajaba en una 
organización internacional de DD.HH. y era responsable de una cadena radial en 
Suecia. En 1986 se encontraba coordinado en Colombia la visita de la Comisión 
Internacional de Observadores con financiación del Parlamento Europeo y la 
organización Diálogo Sur Norte, también había participado en la visita de las 
delegaciones de AI, de Americas Watch y de la federación latinoamericana de 




22/04/87 Militantes de 
la UP 
Barrancabermeja Cuando un grupo de militantes de la UP, se preparaban para observar el partido 
de fútbol entre las selecciones de Colombia y Uruguay, un joven se acercó al 
establecimiento de comercio y accionó una granada que lesionó a varios 
asistentes. Una semana después, Sandra Rondón, joven de 14 años que había 
observado lo sucedido, fue asesinada con nueve disparos de arma de fuego. 
5/08/87 Militantes de 
la UP 
Santa Marta Asesinado en Santa Marta, el abogado de la UP y miembro de la Asociación para 
la defensa de Santa Marta, Marcos Sánchez. 




Medellín Asesinado el dirigente liberal y defensor de los DD.HH. en Antioquia Héctor 
Abad Gómez. “Dijo que moriría al pie de su bandera, que no cambiaría su vida ni 
abandonaría sus actividades” recordó el vicepresidente del Comité de Derechos 
Humanos de Antioquia, Carlos Gaviria Díaz durante el multitudinario desfile 
fúnebre que acompañó a los familiares y amigos de Abad Gómez". 
11/10/87 Militantes de 
la UP 
Cundinamarca asesinado Jaime Pardo Leal, conocida la noticia se desataron fuertes disturbios 
en protesta por el crimen, pedreas barriales y quemas de automóviles y de 
establecimientos comerciales. Asonal Judicial y Fenaltrase anunciaron paros 
generales durante 48 horas. 
24/11/87 Militantes de 
la JUCO 
Medellín Asesinados 5 jóvenes pertenecientes a la JUCO en la sede de esta organización 
en Medellín. Al conocerse la noticia se registraron manifestaciones violentas en 
Bogotá, donde un grupo de manifestantes incendió un Trole-bus en la Av caracas 
con calle 23.  




Medellín El defensor de los DD.HH. y militante de la UP, Gabriel Santamaría fue objeto 
de un atentado que le causó heridas en su integridad física, minutos antes del 
ataque el defensor había señalado: “Todos estos episodios han transformado a 
Medellín en el epicentro mismo de la crisis estructural, una ciudad entrañable 
escogida por los malos hijos de la república como laboratorio de guerra”. 
27/02/89 Militantes del 
PCC 
Bogotá Asesinado el dirigente Teófilo Forero en la ciudad de Bogotá. 
18/05/89 Funcionarios 
de la rama 
judicial 
Pamplona Secuestrados 2 magistrados del Tribunal Superior de Pamplona y dos abogados 
litigantes en Chitagá, Norte de Santander. 
2/06/89 Sacerdotes Tierralta Asesinado el sacerdote jesuita Sergio Restrepo, tras la noticia se desplazaron a 
Tierralta Córdoba, el obispo Darío Molina y autoridades de la compañía de 
Jesús.  
26/02/90 Periodistas - 
Líderes 
sociales 
Cimitarra Asesinados la periodista del canal 4 de la cadena BBC de Londres Silvia Dussan 
(esposa de Salomón Kalmanovitz) y tres dirigentes cívicos pertenecientes a la 
Asociación de Trabajadores Campesinos del Carare. Los hechos ocurrieron en 
Cimitarra, Santander mientras la periodista se encontraba realizando reportajes 
sobre las elecciones. 
17/02/90 Militantes de 
la UP 
Apartadó Asesinada la alcaldesa de Apartadó por la UP, Diana Cardona. Al asesinato le 
siguieron fuertes manifestaciones en la región del Urabá. 
19/04/90 Sacerdotes - 
Líderes 
sociales 
Trujillo Secuestrados y asesinados el Sacerdote de Trujillo Valle, Tiberio Fernández y 3 
campesinos de la región. Durante el sepelio se produjo una sentida manifestación 
de repudio a la violencia.  
7/07/90 Defensor de 
DD.HH. 
Bogotá La FCSPP denuncia la desaparición del abogado Alirio de Jesús Pedraza, 
defensor en varios casos de desaparecidos en los juzgados de orden público de 
Cali, Villavicencio, Ibagué y Armenia. 
4/12/90 Defensor de 
DD.HH. 
Cali El abogado Duvardo Piedrahita fue asesinado en Cali el 4 de diciembre de 1990, 
luego de haber recibido 4 atentados contra su vida por denunciar las actividades 
narcotraficantes en el norte del Valle.  
Elaboración Propia. Fuente: Base de datos de prensa construida para esta investigación. 
 
  
316 Acción para la conciencia colectiva 
 
 
E. Cifras de asesinatos selectivos por 
departamento (1981 – 1991) 
 AÑO 
DEPARTAMENTO 1981 1982 1983 1984 1985 1986 1987 1988 1989 1990 1991 TOTAL DEPARTAMENTO 
Antioquia 22 36 47 49 35 32 10 108 91 87 101 618 
Arauca 2  5 10 7 7  11 9 8 15 74 
Atlántico  1 2 2 1   8 1 3 4 22 
Bolívar   1  4 3  9 9 12 23 61 
Boyacá 3 14 10 16 4 3 14 2 7 4 10 87 
Caldas 1 4 2 2 1 3  11 9 1 4 38 
Caquetá 19 19 6 9 5 3  10 5 1 3 80 
Casanare      2  3 3  4 12 
Cauca 5 7 1 20 18 24  18 27 17 12 149 
Cesar 1 3 3 2 5 3 2 22 19 41 31 132 
Chocó  1    3  2 2   8 
Córdoba  3  1 1   29 29 44 20 127 
Cundinamarca 4 9 3 5 9 4 1 9 6 7 3 60 
Distrito Capital 7 15 4 5 4 9  2 16 7 4 73 
Guaviare 3  1 3  1 3 5  3 2 21 
Huila 4 5  4 21 9  10 6 3 2 64 
La Guajira  1 1 1 1   1   2 7 
Magdalena  1 1 1  1  6 6 18 7 41 
Meta 4 2 1 4 2 15 24 21 19 7 16 115 
Nariño  1    1  4  4  10 
Norte de Santander  1  2 3 2  12 11 21 30 82 
Putumayo 1 3 1 1  2  1  2 8 19 
Quindío   1 1  9  1 1 1 1 15 
Risaralda  1  4 1 5  10 8 3 3 35 
San Andrés Isla      1      1 
Santander 13 26 35 32 31 50 6 101 72 65 75 506 
Sucre      3  6 6 7 7 29 
Tolima 4 7 6 3 3 8  5 10 7 14 67 
Valle del Cauca 4 18 8 13 22 77  15 18 19 20 214 
Vaupés        1    1 
Venezuela          1  1 
Vichada     2       2 
TOTAL AÑO 98 178 139 190 180 280 60 444 390 393 421 2773 




F. Cifras de masacres por departamento. 
(1981 – 1991) 
 
AÑO 
DEPARTAMENTO 1981 1982 1983 1984 1985 1986 1987 1988 1989 1990 1991 TOTAL 
DEPARTAMENTO 
Antioquia 2 6 12 7 3 11 2 13 6 15 12 89 
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Santander 2 4 14 8 5 3 9 15 13 7 8 88 
Sucre 
          
1 1 
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Valle del Cauca 
     
1 
  
1 4 3 9 
TOTAL AÑO 11 17 31 25 22 25 19 64 55 58 76 403 
Elaboración Propia. Fuente: Base de datos de DD.HH. del CNMH 
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G. Mapa intensidad departamental de la 
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